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Independiente y a los Presidentes de las 
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Argentina a las importaciones uruguayas. 
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Pasa a la Comisión de Constitución y 
Legislación. 


CÁMARA DE SENADORES 


- por el que se establecen medidas correcti- 
vas aplicadas a menores en conflicto con la 
ley, mediante la culminación de estudios. 
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mado por la Organización de Naciones 
Unidas, a celebrarse en el año 2012. 
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Cultura. 
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Senadores Chiruchi, Gallinal, Heber y Pena- 
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modificaciones a la Ley N* 18.566, relativa 
al “sistema de negociación colectiva”. 
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Agricultura y Pesca. 
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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
“Montevideo, 5 de julio de 2011. 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en se- 
sión ordinaria, mañana miércoles 6 de julio, a la hora 
9 y 30, a fin de informarse de los asuntos entrados y 
considerar el siguiente 


ORDEN DEL DÍA 


Discusión general y particular de los siguientes 
proyectos de ley: 


19) por el que se modifican los artículos 69 y 76 de 
la Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004 (Código 
de la Niñez y la Adolescencia), relativos a los adoles- 
centes infractores de la ley penal. 

Carp. N* 588/2011 - Rep. N* 328/2011- Anexo lI 


2%) por el que se introducen modificaciones a la 
Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004 (Código de 
la Niñez y la Adolescencia), relativo al mantenimien- 
to de los antecedentes judiciales de adolescentes en 
conflicto con la ley penal. 

Carp. N* 592/2011 - Rep. N* 329/2011 - Anexo I 


3%) por el que se establece el marco regulatorio 
aplicable a los contratos de participación público-pri- 
vada para la realización de obras de infraestructura y 
prestación de servicios relacionados con las mismas. 

Carp. N* 547/2011 - Rep. N* 335/2011 - Anexo Il 


4%) por el que se introducen reformas al Código 
de Minería. 
Carp. N* 443/2010 - Rep. N* 331/2011 - Anexo I 


5%) por el que se exonera de las sanciones previs- 
tas por la normativa vigente, a quienes no hubieren 
cumplido con la obligatoriedad del voto en las elec- 
ciones de Directores del Banco de Previsión Social, 
celebradas el día 27 de marzo de 2011. 

Carp. N* 557/2011 - Rep. N* 330/2011 


6%) por el que se deroga el artículo 178 de la Ley 
N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, relacionado 
con las contribuciones especiales de seguridad social 
generadas por las empresas unipersonales. 

Carp. N* 280/2010 - Rep. N* 316/2011 


7%) por el que se aprueba el Acuerdo de Asociación 
Estratégica entre la República Oriental del Uruguay y 
los Estados Unidos Mexicanos, suscrito en la ciudad 
de Montevideo, el 14 de agosto de 2009. 

Carp. N* 411/2010 - Rep. N* 325/2011 


8%) por el que se aprueba el Convenio entre la 
República Oriental del Uruguay y la Confederación 
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Suiza para evitar la doble imposición en materia de 
impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio y su 
Protocolo, firmado en la ciudad de Berna, el 18 de 
octubre de 2010. 

Carp. N* 512/2011 - Rep. N* 326/2011 


9%) por el que se aprueba el Acuerdo de Inversio- 
nes suscrito entre la República Oriental del Uruguay 
y la República de Chile y sus Anexos, firmado en la 
ciudad de Montevideo, el 25 de marzo de 2010. 

Carp. N* 520/2011 - Rep. N* 327/2011 


10) por el que se aprueban los Proyectos de En- 
miendas al Convenio Constitutivo del Fondo Mone- 
tario Internacional, denominados “Enmienda para 
potenciar la voz y la participación en el Fondo Mo- 
netario Internacional” y “Enmienda para ampliar las 
facultades de inversión del Fondo Monetario Interna- 
cional”, adoptados por la Junta de Gobernadores de 
dicho organismo, los días 28 de abril y 5 de mayo de 
2008 respectivamente. 

Carp. N* 525/2011 - Rep. N* 323/2011 


11) por el que se aprueba el Acuerdo para la pro- 
tección y promoción de inversiones entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno 
de la República Socialista de Vietnam, suscrito en la 
ciudad de Montevideo, el 12 de mayo de 2009. 

Carp. N* 544/2011 - Rep. N* 324/2011 


12) por el que se autoriza la salida del territo- 
rio nacional de los buques ROU 23 “Maldonado” y 
ROU 11 “Río Negro” y la aeronave Mentor 34 y sus 
respectivos tripulantes, a efectos de participar en el 
Ejercicio Combinado “ACRUX V”, entre los días 14 
y 24 de agosto de 2011, con escalas en los puertos 
de Buenos Aires, Zárate e Ibucuy de la República 
Argentina. 

Carp. N* 581/2011 - Rep. N* 333/2011 


13) por el que se designa con el nombre de “María 
Luisa Anselmi de Lyonnet” a la Escuela N* 2 de la 
ciudad de Dolores, departamento de Soriano, depen- 
diente del Consejo de Educación Inicial y Primaria, 
Administración Nacional de Educación Pública. 

Carp. N* 546/2011 - Rep. N* 315/2011 


14) Discusión única de un proyecto de ley por el 
que se aprueba el Convenio de cooperación comer- 
cial entre la República Oriental del Uruguay y el Go- 
bierno del Estado de Kuwait, suscrito en la ciudad de 
Montevideo, el 29 de julio de 2010. 

Carp. N* 452/2011 - Rep. N* 283/2011 - Anexo I 


15) Informe de la Comisión de Defensa Nacional 
relacionado con la solicitud remitida por el Poder Eje- 
cutivo, a los efectos de conferir los ascensos corres- 
pondientes al grado de Coronel del Ejército Nacional, 
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con fecha 1% de febrero de 2011, a varios señores Te- 
nientes Coroneles. 
Carp. N* 577/2011 - Rep. N* 334/2011 


16) Informe de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos relacionado con la solicitud remitida por el 
Poder Ejecutivo, a fin de destituir de su cargo: 


- a un funcionario del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. (Plazo constitucional vence el 1? 
de setiembre de 2011.) 

Carp. N* 374/2010 - Rep. N* 320/2011 


- a un funcionario del Ministerio de Economía 
y Finanzas, Dirección Nacional de Aduanas. (Plazo 
constitucional vence el 29 de agosto de 2011.) 

Carp. N* 530/2011 - Rep N* 321/2011 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Agazzi, 
Bentancor, Cardoso, Chiruchi, Couriel, Da 
Rosa, Dalmás, Gallicchio, Gallinal, Gallo 
Imperiale, Gamou, Guarino, Heber, Larrañaga, 
Lorier, Malaquina, Martínez, Moreira (Carlos), 
Moreira (Constanza), Morodo*,  Pasquet, 
Penadés, Pereyra, Piñeyrúa, Sanabria, Saravia, 
Solari, Tajam y Xavier. 


FALTAN: con licencia, el señor Presidente del 
Cuerpo, Danilo Astori, y los señores Senadores 
Amorín, Bordaberry, Lacalle Herrera, 


Michelini, Nin Novoa, Rubio y Viera. 

* Sustituye a la señora Senadora Mónica Xavier a 
partir de las 13:30 horas. 
3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 41 minutos.) 

-Dese cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes: ) 

SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Aníbal Pereyra, de conformi- 


dad con lo dispuesto en el artículo 172 del Reglamen- 
to del Senado, solicita se curse una exposición escrita 
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con destino al Ministerio de Educación y Cultura 
y por su intermedio al Codicen, a ANEP a la Junta 
Departamental de Rocha, a los Municipios de La Pa- 
loma, Lascano, Castillos y Chuy, relacionada con la 
mejora y mantenimiento de locales educativos en el 
departamento de Rocha. 


El señor Senador Eduardo Malaquina, de confor- 
midad con lo dispuesto en el artículo 172 del Regla- 
mento del Senado, solicita se curse una exposición 
escrita con destino al Presidente de la República, 
al Ministerio de Educación y Cultura, al Consejo de 
Educación Técnico Profesional, a la Corporación Na- 
cional para el Desarrollo y a la Alcaldía de Villa Cons- 
titución, relacionada con la eventual instalación de 
un centro de recuperación de menores infractores en 
el ex ingenio “El Espinillar”. 


El señor Senador Aldo Lamorte, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 172 del Reglamento 
del Senado, solicita se curse una exposición escrita 
con destino al señor Presidente de la República, al 
Presidente de la Corte Electoral, al Ministerio de Re- 
laciones Exteriores, al Secretario de la Presidencia 
de la República, al Presidente del Frente Amplio, al 
Presidente del Directorio del Partido Nacional, al Se- 
cretario General del Partido Colorado, al Presidente 
del Partido Independiente y a los Presidentes de las 
Comisiones de Asuntos Internacionales de la Cáma- 
ra de Senadores y de la Cámara de Representantes, 
relacionada con la elección de los Legisladores miem- 
bros del Parlamento del Mercosur. 

- HAN SIDO REPARTIDAS. SE VAN A VOTAR UNA 
VEZ FINALIZADA LA LECTURA DE LOS ASUNTOS 
ENTRADOS. 


Asimismo, por haber vencido el plazo previsto en 
el artículo 1% de la Ley N* 17.673, de 21 de julio de 
2003, solicita la reiteración de un pedido de informes 
oportunamente remitido al Ministerio de Relaciones 
Exteriores, relacionado con las acciones implementa- 
das ante la política restrictiva aplicada por la Repúbli- 
ca Argentina a las importaciones uruguayas. 

- SE VA A VOTAR LUEGO DE FINALIZADA LA 
LECTURA DE LOS ASUNTOS ENTRADOS. 


La Comisión de Defensa Nacional eleva informado 
un proyecto de ley por el que se autoriza la salida del 
territorio nacional de los buques ROU 23 “Maldonado” 
y ROU 11 “Río Negro” y la aeronave Mentor 34 y sus 
respectivos tripulantes, a efectos de participar en el 
Ejercicio Combinado “ACRUX V” entre los días 14 y 24 
de agosto de 2011, con escalas en los Puertos de Bue- 
nos Aires, Zárate e Ibucuy de la República Argentina. 


Asimismo, eleva un informe relacionado con la 
solicitud remitida por el Poder Ejecutivo a fin de con- 
ferir los ascensos correspondientes al grado de Coro- 
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nel del Ejército Nacional, con fecha 1 de febrero de 
2011, a varios señores Tenientes Coroneles. 


La Comisión de Hacienda eleva informado un pro- 
yecto de ley por el que se establece el marco regulatorio 
aplicable a los contratos de participación público-privada 
para la realización de obras de infraestructura y pres- 
tación de servicios relacionados con las mismas. 

- HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY.” 


4) EXPOSICIONES ESCRITAS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde poner a 
votación la remisión de las exposiciones escritas de 
las que se dio cuenta en los asuntos entrados. 


Se va a votar si se remite al Ministerio de Educción 
y Cultura y, por su intermedio, al CODICEN, a ANEP 
a la Junta Departamental de Rocha, a los Municipios 
de La Paloma, Lascano, Castillos y Chuy, la exposición 
escrita presentada por el señor Senador Pereyra. 


(Se vota:) 
-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Texto de la exposición escrita:) 
“Montevideo, 5 de julio de 2011. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Alberto Couriel 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 172 
del Reglamento de la Cámara de Senadores, solicito 
que se remita al MEC con destino a Codicen, ANEP 
Junta Departamental de Rocha, a los Municipios de 
La Paloma, Lascano, Castillos y Chuy, la siguiente ex- 
posición escrita: 


Desde el año 1999, se implementa el Plan de man- 
tenimiento Programado conjuntamente con la Comi- 
sión de Edificación departamental de Rocha, por lo 
que año a año se ha tratado de que el monto de in- 
versión y mantenimiento sea progresivo y se pueda 
atender más locales educativos. 


El año pasado se registró el mayor monto inverti- 
do para el departamento de Rocha de aproximadamente 
$ 6:250.000 (unos USD 310.000) lo que ha significado una 
cifra récord en cuanto recursos destinados para el mante- 
nimiento de los edificios educativos del departamento. 
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En Rocha tenemos 99 locales educativos en 
funcionamiento: 


81 locales de Educación Inicial y Primaria 

11 locales de Educación Secundaria 

5 locales de Educación Técnica 

1 local de Formación en Educación 

1 local de Inspección Departamental de Primaria 


De acuerdo a esa cantidad de locales si dividimos 
la cifra mencionada, obtenemos unos $63.000 para 
cada edificio. 


A partir de esta realidad, y de la inversión en los úl- 
timos años que sin duda ha generado un impacto posi- 
tivo con respecto a montos destinados anteriormente, 
aspiramos a mediano plazo a alcanzar un monto pro- 
medio anual y por edificio de $90.000. Esta cifra no es 
caprichosa, sino que aun con esta evolución de la inver- 
sión quedan en el Plan de Mantenimiento anual situa- 
ciones de importancia sin resolver en materia edilicia. 


Nuestro planteamiento intenta mostrar las priori- 
dades que se tienen para la mejora y mantenimiento 
del Patrimonio Edilicio de la ANEP los montos que se 
reciben por parte de los organismos desde Montevi- 
deo y lo que pretendemos sea volcado en el departa- 
mento de Rocha, de acuerdo a las necesidades. 


Aníbal Pereyra Huelmo. Senador.” 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se remite 
al señor Presidente de la República, al Ministerio de 
Educación y Cultura, al Consejo de Educación Técnico 
Profesional, a la Corporación Nacional para el Desarro- 
llo y a la Alcaldía de Villa Constitución, la exposición 
escrita presentada por el señor Senador Malaquina. 


(Se vota:) 
-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Texto de la exposición escrita:) 
“Montevideo, 5 de julio de 2011. 
Señor Presidente del Senado 
Contador Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo a lo dispuesto por el Art. 172 del Re- 
glamento, solicito se dé curso a la siguiente exposi- 
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ción escrita y la misma sea remitida al Sr. Presidente 
de la República, al Ministerio de Educación y Cul- 
tura, al Consejo de Educación Técnico Profesional, 
a la Corporación Nacional para el Desarrollo y a la 
Alcaldía de Villa Constitución. 


Según trascendidos periodísticos el Gobierno Na- 
cional estudia la posibilidad de instalar en el ex ingenio 
“El Espinillar” un Centro de Recuperación para Me- 
nores Infractores. Esta noticia ha causado una gran 
preocupación en los habitantes de Villa Constitución. 


Consideramos importante informar que en dicho 
predio funcionó en los años 2003 y 2004 una “Escue- 
la de Alternancia” para capacitar jóvenes en las acti- 
vidades vinculadas con la producción hortifrutícola. 
Esta actividad pasó a tener mucha importancia luego 
de ser cerrado dicho establecimiento azucarero. Se 
está produciendo actualmente citrus y horticultura 
bajo invernáculos y a la intemperie. 


Dicha escuela surgió de un convenio suscrito en- 
tre la Intendencia de Salto, UTU y la Corporación Na- 
cional para el Desarrollo. Algunos jóvenes quedaban 
internados en las viviendas que existen en el predio 
y los de la zona concurrían diariamente al centro de 
estudios. Además de las materias que ya existen para 
esta formación, allí se los capacitaba en forma espe- 
cial sobre sistemas de riego, ya que el predio cuenta 
con una buena infraestructura para esos efectos. 


Sería importante que se analice la posibilidad de 
poder instalar nuevamente este centro de enseñanza, 
el que fue trasladado en el año 2005 a la Colonia Ges- 
tido, próxima a la ciudad de Salto, sin conocerse las 
causas que motivaron esa decisión. 


Debe tenerse en cuenta que hoy muchos jóvenes, 
están trabajando en las plantaciones citrícolas y en 
los invernáculos ya existentes. Sería importante ca- 
pacitarlos para atender esas actividades, lo que les 
permitiría aportar nuevos conocimientos, mejorar 
sus ingresos y obtener una mejor producción. Hoy 
muchos de ellos se dedican a cosechar la producción 
y otros trabajos no especializados. Va dicho pues que 
este proyecto les permitiría a esos jóvenes capacitarse 
en el manejo de plantaciones, almácigos, específicos, 
poda, injerto, sin perjuicio del uso del riego. 


Por las características de la zona (tierra, 
luminosidad, infraestructura de predios ya 
existentes), entendemos que sería importante 
reimplantar estos cursos para lo cual ya existen los 
estudios de factibilidad. 


Saludo a usted atentamente, 


Eduardo Malaquina. Senador”. 


CÁMARA DE SENADORES 7-C.S. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se remi- 
te al señor Presidente de la República, al Presidente 
de la Corte Electoral, al Ministerio de Relaciones Ex- 
teriores, al Secretario de la Presidencia de la Repúbli- 
ca, al Presidente del Frente Amplio, al Presidente del 
Directorio del Partido Nacional, al Secretario General 
del Partido Colorado, al Presidente del Partido Inde- 
pendiente y a los Presidentes de las Comisiones de 
Asuntos Internacionales de la Cámara de Senadores y 
de la Cámara de Representantes, la exposición escri- 
ta presentada por el señor Senador Lamorte. 


(Se vota:) 
-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Texto de la exposición escrita:) 
“Montevideo, 5 de julio de 2011. 


Señor Presidente 
de la Cámara de Senadores 
Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 172 del 
Reglamento de la Cámara de Senadores solicito que se 
remita a: Sr. Presidente de la República D. José Mu- 
jica, Sr. Presidente de la Corte Electoral Dr. Ronald 
Herbert, Sr. Ministro de Relaciones Exteriores, Emb. 
Luis Almagro, Sr. Secretario de Presidencia de la Re- 
pública Dr. Alberto Breccia, Sr. Presidente del Frente 
Amplio Ing. Jorge Brovetto, Sr. Presidente del Directo- 
rio del Partido Nacional D. Luis Alberto Heber, Sr. Se- 
cretario General del Partido Colorado Dr. Ope Pasquet, 
Sr. Presidente del Partido Independiente Dr. Pablo 
Mieres, Sr. Presidente de la Comisión de Asuntos In- 
ternacionales de la Cámara de Senadores D. Enrique 
Rubio y a la Sra. Presidenta de la Comisión de Asuntos 
Internacionales de la Cámara de Representantes D. 
María Elena Laurnaga, la siguiente exposición escrita. 


En momentos en los que Uruguay ocupa la presi- 
dencia pro tempore del Mercosur, queremos exponer 
ante este Cuerpo algunas consideraciones y reflexio- 
nes ante una situación de fondo, que hacen al respeto 
de los principios democráticos, del estado de derecho, 
al cumplimiento de la ley y de las obligaciones inter- 
nacionales de la República. 


El 27 de noviembre del año 2006 se promulgó la 
Ley N” 18.063, por la cual se ratifica el Protocolo 
Constitutivo del “Parlamento del Mercosur”, suscrito 
en la ciudad de Montevideo, el día 9 de diciembre 
de 2005, entre la República Argentina, la República 
Federativa del Brasil, la República del Paraguay y la 
República Oriental del Uruguay. 


8-C.S. CÁMARA DE SENADORES 


De acuerdo a lo establecido en las disposiciones 
transitorias primera y tercera del referido Protocolo, 
a los efectos de poner en práctica la elección directa 
de los Parlamentarios mencionada en su artículo 6, 
inciso 1, los Estados Partes, antes de la finalización, 
el 31 de diciembre de 2010, de la primera etapa de la 
transición, deberán efectuar elecciones por sufragio 
directo, universal y secreto, de Parlamentarios. 


El mencionado inciso 1 del artículo 6 dispone que 
“Los Parlamentarios serán elegidos por los ciudada- 
nos de los respectivos Estados Partes, a través de su- 
fragio directo, universal y secreto”. 


Ninguna enmienda al Protocolo ha sido ratifica- 
da. De acuerdo a la Constitución de la República, a 
las disposiciones del Convenio de Viena, y a las del 
propio Protocolo cualquier enmienda que se quiera 
introducir al Protocolo requeriría, para entrar en vi- 
gencia, que se realicen los trámites Parlamentarios 
correspondientes y se depositen, por parte de los 
Estados Partes, cuatro instrumentos de ratificación. 
El incumplimiento por parte de Uruguay de las obli- 
gaciones contraídas por el Protocolo Constitutivo del 
Parlamento del Mercosur pone en riesgo otros com- 
promisos internacionales en la medida en que en el 
inciso 2 del artículo 22 del Protocolo se pactó que “la 
denuncia al presente Protocolo significa ipso iure la 
denuncia al Tratado de Asunción”. 


El artículo 77 de la Constitución de República es- 
tablece que: “Todo ciudadano es miembro de la sobe- 
ranía de la Nación; como tal es elector y elegible en 
los casos y formas que se designarán...”, el artículo 
72 de la Constitución establece que “La enumeración 
de derechos, deberes y garantías hecha por la Cons- 
titución, no excluye los otros que son inherentes a la 
personalidad humana o se derivan de la forma repu- 
blicana de gobierno” y el artículo 21 de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos reconoce el de- 
recho fundamental al voto. 


Un principio básico e irrenunciable de la demo- 
cracia es que todas las instancias que la Ley reserva 
al cuerpo electoral, soberano indiscutible de la Repú- 
blica, deben ser respetadas por todos los ciudadanos, 
por el gobierno, el parlamento y la justicia electoral 
sin ninguna excepción y sin ninguna excusa. Este es 
y ha sido uno de los principios rectores del accionar 
político de la Unión Cívica a lo largo de su historia. 
No caben excusas ni justificaciones de ningún tipo 
para apartarnos de este principio. 


No hay lugar en nuestra democracia para la es- 
peculación sobre la oportunidad o conveniencia de 
aplicarlo; no es aceptable poner como excusa el cos- 
to económico que implica realizar una convocatoria 
al soberano y mucho menos la excusa de irrespe- 
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tarlo en función de lo que otras naciones hagan o 
dejen de hacer. 


Tampoco cabe la excusa de que no hay una ley 
que reglamente el llamado a elecciones ya que como 
establece el artículo 332 de la Constitución de la 
República: “Los preceptos de la presente Constitución 
que reconocen derechos a los individuos, así como 
los que atribuyen facultades e imponen deberes a 
las autoridades públicas, no dejarán de aplicarse por 
falta de la reglamentación respectiva, sino que esta 
será suplida, recurriendo a los fundamentos de leyes 
análogas, a los principios generales de derecho y a las 
doctrinas generalmente admitidas”. La Ley N*18.063, 
es una ley interna de nuestro país, aprobada en el 
marco de las normas constitucionales vigentes, que 
impone deberes a las autoridades públicas y facultades 
a los ciudadanos y por tanto debe ser cumplida, aun a 
falta de una reglamentación especifica. 


Sin estado de derecho no existe democracia. El 
estado de derecho, indisolublemente unido a la de- 
mocracia, implica el gobierno de las leyes sobre el 
arbitrio de los hombres, aun en los casos en los que 
no estamos de acuerdo, al tiempo que se reconocen y 
garantizan las libertades de los ciudadanos. Nuestra 
libertad se basa en el respeto de las leyes. Leyes que 
nosotros mismos hemos definido y aprobado. 


No existe ninguna justificación válida para apar- 
tarnos de la obligación política y ética de respetar la 
ley, y mucho menos para caer en la soberbia, típica 
de las dictaduras y de los regímenes que avasallan los 
derechos de los ciudadanos, de sustituir por la volun- 
tad de unos pocos las instancias que la ley reserva al 
cuerpo electoral. 


Como a todos nos consta el llamado a elecciones 
establecido por el Protocolo anexo a la Ley N* 18.063 
todavía no se realizó en la forma legalmente estable- 
cida, lo que constituye una omisión grave. Los Par- 
lamentarios uruguayos del Mercosur fueron desig- 
nados, para este segundo período de transición que 
comenzó el 1? de enero de 2011, en forma directa 
por el Parlamento, y por tanto ilegítima, ya que no 
surge del Protocolo, de ninguna ley nacional ni de 
la Constitución de la República, que el Parlamento 
Nacional tenga facultades para ello. A su vez los Le- 
gisladores nacionales están expresamente inhibidos 
por el artículo 11 del Protocolo para ocupar esos car- 
gos a partir del 1? de enero de 2011. Esta situación 
configura, a nuestro entender y al de los juristas que 
hemos consultado, una clara violación de la ley y de 
los principios democráticos recogidos por nuestra 
Constitución. Con esta actitud de desconocimiento y 
quebrantamiento del Derecho exponemos a nuestros 
Legisladores, exponemos al Parlamento y exponemos 
a nuestro país que es y ha sido reconocido por la de- 
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fensa de los valores de la democracia representativa 
y del pronunciamiento del cuerpo electoral que es 
quien ejerce en forma directa la soberanía. 


Reiteramos, como es de conocimiento de todos 
los Parlamentarios y como lo reconoció hace pocos 
días el propio Canciller de la Republica, que como 
siempre la mejor solución es cumplir, aun cuando el 
cumplimiento sea tardío. 

Aldo Lamorte. Senador.” 


5) PEDIDO DE INFORMES. REITERACIÓN 


SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde votar aho- 
ra si el Senado hace suyo y reitera el pedido de infor- 
mes solicitado por el señor Senador Lamorte. 


(Se vota:) 


-13 en 16. Afirmativa. 


6) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de un pro- 
yecto presentado. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Aldo Lamorte presenta, con 
exposición de motivos, un proyecto de ley por el que 
se establecen normas para la elección de los Repre- 
sentantes de la República Oriental del Uruguay en el 
Parlamento del Mercosur.” 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 
“Exposición de Motivos 


En momentos en los que Uruguay ocupa la pre- 
sidencia pro tempore del Mercosur, nos encontramos 
ante una situación de fondo, que hace al respeto de 
los principios democráticos, del estado de derecho, al 
cumplimiento de la Ley y de las obligaciones interna- 
cionales de la República 


La Ley N” 18.063, de 27 de noviembre de 2006, 
aprobó el “Protocolo Constitutivo del Parlamento 
del Mercosur”, suscrito en la ciudad de Montevi- 
deo, el día 9 de diciembre de 2005, entre la Repú- 
blica Argentina, la República Federativa del Brasil, 
la República del Paraguay y la República Oriental 
del Uruguay. 


CÁMARA DE SENADORES 9-C.S. 


De acuerdo a lo establecido en las disposiciones 
transitorias primera y tercera del referido Protocolo: 
“A los efectos de poner en práctica la elección directa 
de los Parlamentarios, mencionada en el artículo 6, 
inciso 1, los Estados Partes, antes de la finalización 
(31 de diciembre de 2010) de la primera etapa de la 
transición, deberán efectuar elecciones por sufragio 
directo, universal y secreto de Parlamentarios...”. A 
su vez el mencionado inciso 1 del artículo 6 dispone 
que “Los Parlamentarios serán elegidos por los ciuda- 
danos de los respectivos Estados Partes, a través de 
sufragio directo, universal y secreto”. 


Hasta el presente nuestro país no ha dado cumpli- 
miento a lo preceptuado en dicho Protocolo y ninguna 
enmienda al Protocolo ha sido ratificada. De acuerdo 
a la Constitución de la República, a las disposiciones 
del Convenio de Viena, y a las del propio Protocolo 
cualquier enmienda que se quiera introducir al Pro- 
tocolo requeriría, para entrar en vigencia, que se rea- 
licen los trámites Parlamentarios correspondientes y 
se depositen, por parte de los Estados Partes, cuatro 
instrumentos de ratificación. El incumplimiento por 
parte de Uruguay de las obligaciones contraídas por 
el Protocolo Constitutivo del Parlamento del Merco- 
sur pone en riesgo otros compromisos internacionales 
en la medida que en el inciso 2 del artículo 22 del 
Protocolo se pactó que “la denuncia al presente Pro- 
tocolo significa ipso iure la denuncia al Tratado de 
Asunción”. 


El artículo 77 de la Constitución de República es- 
tablece que “Todo ciudadano es miembro de la sobe- 
ranía de la Nación; como tal es elector y elegible en 
los casos y formas que se designarán.....”; el artículo 
72 de la Constitución establece que “La enumeración 
de derechos, deberes y garantías hecha por la Cons- 
titución, no excluye los otros que son inherentes a la 
personalidad humana o se derivan de la forma repu- 
blicana de gobierno” y el artículo 21 de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos reconoce el de- 
recho fundamental al voto. 


Un principio básico e irrenunciable de la demo- 
cracia es que todas las instancias que la Ley reserva 
al cuerpo electoral, soberano indiscutible de la Repú- 
blica, deben ser respetadas por todos los ciudadanos, 
por el gobierno, el parlamento y la justicia electoral 
sin ninguna excepción y sin ninguna excusa. Este es 
y ha sido uno de los principios rectores del accionar 
político de la Unión Cívica a lo largo de su historia. 
No caben excusas ni justificaciones de ningún tipo 
para apartarnos de este principio. 


No hay lugar en nuestra democracia para la es- 
peculación sobre la oportunidad o conveniencia de 
aplicarlo, no es aceptable poner como excusa el costo 
económico que implica realizar una convocatoria al 
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soberano y mucho menos la excusa de irrespetarlo 
en función de lo que otras naciones hagan o dejen 
de hacer. 


No existe ninguna justificación válida para apar- 
tarnos de la obligación política y ética de respetar la 
Ley, y mucho menos para caer en la soberbia, típica 
de las dictaduras y de los regímenes que avasallan los 
derechos de los ciudadanos, de sustituir por la volun- 
tad de unos pocos las instancias que la ley reserva al 
cuerpo electoral. 


Sin Estado de Derecho no existe democracia. El 
Estado de Derecho, indisolublemente unido a la de- 
mocracia, implica el gobierno de las leyes sobre el ar- 
bitrio de los hombres, aun en los casos en los que no 
estamos de acuerdo, al tiempo que se reconocen y 
garantizan las libertades de los ciudadanos. Nuestra 
libertad se basa en el respeto de las leyes. Leyes que 
nosotros mismos hemos definido y aprobado. 


Como a todos nos consta, y como lo reconoció 
hace pocos días el propio Canciller de la República, 
nuestro país no ha cumplido con las obligaciones con- 
traídas por la ratificación por ley de dicho Protocolo. 
El llamado a elecciones establecido por el Protoco- 
lo anexo a la Ley 18.063 todavía no se realizó, en la 
forma legalmente establecida, lo que constituye una 
omisión grave. Los parlamentarios uruguayos del 
Mercosur fueron designados, para este segundo pe- 
ríodo de transición que comenzó el 1% de enero de 
2011, en forma directa por el Parlamento. Sin embar- 
go, no surge del Protocolo, de ninguna ley nacional ni 
de la Constitución de la República, que el Parlamen- 
to nacional tenga facultades para ello. A su vez los 
legisladores nacionales están expresamente inhibi- 
dos por el artículo 11 del Protocolo para ocupar esos 
cargos a partir del 1? de enero de 2011. Esta situa- 
ción configura, a nuestro entender y al de los juris- 
tas que hemos consultado, una violación de la Ley y 
de los principios democráticos recogidos por nuestra 
Constitución. Con esta actitud de desconocimiento y 
quebrantamiento del Derecho exponemos a nuestros 
Legisladores, exponemos al Parlamento y exponemos 
a nuestro país que es y ha sido reconocido por la de- 
fensa de los valores de la democracia representativa 
y del pronunciamiento del Cuerpo Electoral que es 
quien ejerce en forma directa la soberanía. 


Conforme al artículo 322 de la Constitución de la 
República a la Corte Electoral le compete “conocer 
en todos los actos y procedimientos electorales” y “ser 
juez de las elecciones de todos los cargos electivos”. 


De acuerdo a lo expuesto y a lo que resulta del 
Protocolo Constitutivo del Parlamento del Mercosur, 
ratificado por la Ley N* 18.063, los referidos cargos de 
parlamentarios del Mercosur son de carácter electivo. 


CÁMARA DE SENADORES 
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En consecuencia, entendemos que, haciendo 
uso de su potestad reglamentaria, le corresponde a 
la Corte Electoral organizar la elección de los Parla- 
mentarios del Mercosur que representen a Uruguay. 


Desde nuestro punto de vista la falta de una ley que 
reglamente el llamado a elecciones no es excusa para 
no realizar la elección de Parlamentarios de Mercosur 
ya que como establece el artículo 332 de la Constitu- 
ción de la República: “Los preceptos de la presente 
Constitución que reconocen derechos a los individuos, 
así como los que atribuyen facultades e imponen de- 
beres a las autoridades públicas, no dejarán de apli- 
carse por falta de la reglamentación respectiva, sino 
que esta será suplida, recurriendo a los fundamentos 
de leyes análogas, a los principios generales de dere- 
cho y a las doctrinas generalmente admitidas”. La Ley 
N* 18.063, es una ley interna de nuestro país, aproba- 
da en el marco de las normas constitucionales vigen- 
tes, que impone deberes a las autoridades públicas y 
facultades a los ciudadanos y por tanto debe ser cum- 
plida, aun a falta de una reglamentación específica. 


No obstante esto, ante el planteo realizado por un 
grupo de ciudadanos, la Corte Electoral resolvió no- 
tificar a los peticionantes la necesidad de que se san- 
cionara una ley con carácter previo para organizar las 
referidas elecciones. 


Si bien esta posición de la corte ha sido recurri- 
da, a los efectos de poder dar en cualquier circuns- 
tancia el más rápido cumplimiento a las obligaciones 
asumidas por el país y al derecho al sufragio de los 
ciudadanos y los extranjeros residentes inscriptos 
en el Registro Cívico Nacional, todos los puntos in- 
dicados por la Corte Electoral han sido tratados y 
reglamentados en el proyecto de ley que se presenta 
en este acto. 


Proyecto de Ley 
Elección de Parlamentarios del Mercosur 


Artículo 1% (COMPETENCIAS DE LA CORTE 
ELECTORAL) 


La Corte Electoral conocerá en todo lo relaciona- 
do con los actos y procedimientos electorales refe- 
rentes a las elecciones de los representantes de de la 
República Oriental del Uruguay en el Parlamento del 
Mercosur instituido por el “Protocolo Constitutivo del 
Parlamento del Mercosur”, suscrito en la ciudad de 
Montevideo, el día 9 de diciembre de 2005, entre la 
República Argentina, la República Federativa del Bra- 
sil, la República del Paraguay y la República Oriental 
del Uruguay, ratificado por la Ley N* 18.063, de 27 de 
noviembre de 2006. 
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Será juez en dichos actos y procedimientos electo- 
rales y decidirá, con carácter inapelable, todos los re- 
clamos y apelaciones que se produzcan en ocasión del 
registro de las hojas de votación y otros actos previos 
a la elección, de la realización de las elecciones, sin 
perjuicio de las atribuciones de las Comisiones Re- 
ceptoras de Votos, de los escrutinios y proclamación 
de sus resultados. 


Tendrá especialmente la atribución de organizar 
el acto, directamente o por intermedio de los órganos 
que le están subordinados y dictar las reglamentacio- 
nes que sean necesarias para su realización. 


Artículo 22 (NÚMERO DE PARLAMENTARIOS 
TITULARES Y SUPLENTES, SISTEMA DE SU- 
PLENCIAS) 


En las elecciones de los representantes de la Re- 
pública Oriental del Uruguay en el Parlamento del 
Mercosur se elegirán dieciocho (18) miembros titula- 
res y sus correspondientes suplentes. 


En las listas de candidatos al Parlamento del Mer- 
cosur el sistema de suplentes podrá ser cualquiera de 
los previstos en la Ley de Elecciones N* 7.812, de 16 
de enero de 1925, con las modificaciones dispuestas 
por el artículo 6” de la Ley N* 17.113, de 9 de junio 
de 1999. 


El número de candidatos correspondiente a 
cualquiera de estas estructuras no podrá superar 
el número máximo de candidatos titulares y su- 
plentes previsto para los cargos que se proveen por 
medio de la elección para la cual se proponen los 
candidatos. 


Artículo 3 (CIRCUNSCRIPCIÓN ELECTORAL) 


La elección se llevará a cabo en una sola circuns- 
cripción electoral que comprenderá todo el territorio 
de la República. 


Artículo 4% (FECHA DE LA ELECCIÓN) 


La primera elección de los representantes de la 
República Oriental del Uruguay en el Parlamento del 
Mercosur se realizará el domingo 30 de octubre de 
2011. Hasta que el Consejo del Mercado Común no 
establezca el “Día del Mercosur Ciudadano”, para la 
elección de los parlamentarios, de forma simultánea 
en todos los Estados Partes, las siguientes elecciones 
se llevarán a cabo el último domingo del mes de oc- 
tubre de 2014 junto con las elecciones nacionales y 
así sucesivamente en el último domingo del mes de 
octubre de cada año anterior a la terminación del 
mandato de los parlamentarios. 
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En caso que la elección se celebre conjuntamente 
con las Elecciones Nacionales o con las Elecciones 
Departamentales, se sufragará en sobres separados 
para una y otra elección. 


Artículo 5% (ELECTORES y FORMA DE LA 
ELECCIÓN) 


La elección se celebrará por sufragio universal, di- 
recto, personal, secreto y no obligatorio. Serán electo- 
res todas las personas inscriptas en el Registro Cívico 
Nacional (artículo 1? de la Ley N* 7.812, de 16 de 
enero de 1925, en la redacción dada por el artículo 1* 
de la Ley N* 17.113, de 9 de junio de 1999.) 


Artículo 6 (CONDICIONES PARA SER CANDI- 
DATOS) 


Para ser candidato a las elecciones de parlamen- 
tarios del Mercosur se requiere ciudadanía natural 
en ejercicio, o legal con cinco años de ejercicio, y, en 
ambos casos, veinticinco años cumplidos de edad. 


No pueden ser candidatos las personas que se en- 
cuentren en las condiciones establecidas en los ar- 
tículos 91, 100, 201 y 325 de la Constitución de la 
República, salvo que cumplan, para cada caso, con lo 
dispuesto en esas disposiciones constitucionales. 


El organismo electoral controlará el cumplimiento 
de lo dispuesto en este artículo. 


Artículo 7” (INCOMPATIBILIDADES y PROHI- 
BICIONES) 


El cargo de parlamentario del Mercosur es incom- 
patible con el desempeño de un mandato o cargo le- 
gislativo o ejecutivo en los Estados Partes, así como 
con el desempeño de cargos en los demás órganos 
del Mercosur. Asimismo rigen las incompatibilidades 
y prohibiciones previstas en los artículos 91, y 122 
a 125, inclusive, de la Constitución de la República. 


Artículo 8 (OTRAS PROHIBICIONES) 


Para las elecciones de que trata la presente ley 
rigen las prohibiciones establecidas en los numerales 
4 * y 5” del artículo 77 de la Constitución de la Re- 
pública. 


Artículo 9% (CUOTA DE GÉNERO, COMPOSI- 
CION DE LAS LISTAS DE CANDIDATOS) 


En las listas de candidatos al parlamento del Mer- 
cosur se deberán incluir en las listas, personas de 
ambos sexos, en cada terna de candidatos, titulares y 
suplentes, en el total de la lista, aun cuando éstas no 
sean completas. 
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Se entiende que se cumple con el requisito en 
el sistema preferencial de suplentes incluyendo en 
las ternas sucesivas de candidatos un integrante de 
distinto sexo que el de los otros dos; el mismo crite- 
rio es aplicable al sistema ordinal en cada una de las 
ordenaciones de candidatos titulares y de candidatos 
suplentes. Para la conformación de las ternas corres- 
pondientes en el sistema de suplentes respectivos, las 
ordenaciones de candidatos titulares y de candidatos 
suplentes se considerarán en forma independiente, 
aplicándose el criterio establecido para el sistema or- 
dinal, en lo pertinente. El sistema mixto se rige por 
las reglas del sistema respectivo. 


En cualquiera de los sistemas, si la última terna no 
puede conformarse porque el número de candidatos 
titulares y de candidatos suplentes no es múltiplo de 
tres, el o los candidatos que no lleguen a conformar la 
terna correspondiente podrán ser de cualquier sexo. 


El organismo electoral controlará el cumplimiento 
de lo dispuesto en este artículo y negará el registro de 
las hojas de votación que no cumplan con esta dispo- 
sición, sin perjuicio de conceder autorización a quie- 
nes la hubiesen presentado para que registren nueva 
hoja de votación en las condiciones debidas dentro de 
los dos días siguientes a la denegación. 


Artículo 10 (LEGITIMACIÓN PARA LA POSTU- 
LACIÓN DE CANDIDATURAS) 


Podrán postular listas de candidatos para integrar el 
Parlamento del Mercosur las autoridades de los partidos 
políticos o las agrupaciones nacionales o departamen- 
tales que hayan obtenido de la autoridad partidaria la 
autorización para el uso del lema a todos sus efectos. 


Cada agrupación nacional o departamental solo 
podrá registrar en cada departamento una hoja de 
votación con la lista de candidatos al Parlamento del 
Mercosur. 


También podrán postular lista de candidatos el 
0,10 % (un décimo por ciento) del total de inscriptos 
en el Registro Cívico Nacional. En este caso también 
podrá registrarse una hoja de votación por departa- 
mento. Los delegados de los firmantes podrán soli- 
citar la inscripción de un lema a los solos efectos de 
las elecciones de que trata esta ley. Asimismo podrán 
solicitar a las Juntas Electorales números para identi- 
ficar sus hojas de votación. 


Artículo 11 (DEL REGISTRO DE LAS HOJAS 
DE VOTACIÓN Y LISTAS) 


Las hojas de votación se registrarán ante los or- 
ganismos electorales correspondientes, debiendo pre- 
viamente registrase las listas ante la Corte Electoral. 
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Las hojas de votación se identificarán con un lema 
y un número de acuerdo a la legislación electoral. 


La acumulación y suma de votos será la misma 
que corresponde a la elección de Senadores de acuer- 
do a la Constitución de la República y legislación 
electoral vigente. En todos los casos, se admitirá el 
uso de sublemas. 


Artículo 12 (REPRESENTACIÓN PROPORCIO- 
NAL Y ADJUDICACION DE CARGOS) 


Los cargos de parlamentarios del Mercosur en re- 
presentación de la República Oriental del Uruguay se 
distribuirán por el régimen de representación propor- 
cional integral de la misma forma en que se adjudi- 
can las bancas de la Cámara de Senadores. 


Artículo 13 (REMISIÓN A LEYES DE PUBLICI- 
DAD Y PROPAGANDA POLÍTICA) 


Serán aplicables a las elecciones de parlamenta- 
rios del Mercosur todas las disposiciones legales que 
rigen para la realización de las elecciones nacionales. 


Artículo 14 (REMISIÓN A LA LEGISLACIÓN 
ELECTORAL) 


En todo lo no previsto en la presente ley regirán, 
en lo que fueren aplicables, las disposiciones de la Ley 
de Elecciones N* 7.812, de 16 de enero de 1925, y la 
Ley Complementaria de la de Elecciones N* 7.912, de 
22 de octubre de 1925 y demás disposiciones legales 
modificativas, concordantes y complementarias, sin 
perjuicio de las reglamentaciones que dicte la Corte 
Electoral. 


Artículo 15 (RECURSOS PARA LA REALIZA- 
CIÓN DE LA ELECCIÓN) 


El Poder Ejecutivo a través de Rentas Generales 
pondrá a disposición de la Corte Electoral los recur- 
sos que esta solicite para la organización y realiza- 
ción de las elecciones a celebrarse el 30 de octubre 
de 2011. 


Artículo 16 (FINANCIAMIENTO DE LISTAS) 

El Tesoro Nacional solventará el pago del Estado 
de la misma contribución por voto fijada, por todo 
concepto, para las elecciones nacionales de 2009. 


Aldo Lamorte. Senador.” 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de otro 
proyecto presentado. 
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(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Aldo Lamorte presenta, con 
exposición de motivos, un proyecto de ley por el que 
se establecen medidas correctivas aplicadas a meno- 
res en conflicto con la ley, mediante la culminación 
de estudios”. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 
“Exposición de Motivos. 


Así como para los delincuentes mayores de edad, 
la Ley No. 17.897 de Humanización de Cárceles, Art. 
13, dispuso la redención de penas por trabajo o estu- 
dio, se entiende con más razón necesaria una norma 
en el mismo sentido pero para los menores de edad 
en conflicto con la ley. 


Esta es una situación jurídica compleja de de- 
ber-derecho en que el Estado debe corregir al me- 
nor infractor pero a la vez este tiene derecho y de- 
ber de superarse para obtener su plena reinserción 
social. 


En momentos en que la sociedad uruguaya debate 
el tema de la delincuencia juvenil y se pide penas se- 
veras, parece oportuno apostar al deber-derecho del 
menor por contribuir a su propia superación personal 
que redundará en beneficio del bien común. 


Se quiere incentivar a los menores infractores 
a obtener el cese de las medidas, otorgando al juez 
competente la facultad de conferir tal redención, 
cuando las circunstancias del caso así lo aconsejen. 


Es de estricta justicia otorgar tal beneficio a los 
menores a la vez que disponer exoneraciones fiscales 
para que los mismos puedan insertarse en la actividad 
laboral luego de hacer el esfuerzo de redimir las me- 
didas mediante el estudio y la superación personal. 


Para poder contribuir al bien común, en esta hora 
de controversia de la sociedad uruguaya con la mino- 
ridad infractora, se debe apostar a la superación de 
los menores por la vía del estudio y del esfuerzo per- 
sonal, en el entendido de que es un valor superior y 
de que de esa forma se aporta a la redención de actos 
en conflicto con la ley. 


Proyecto de Ley 
Artículo 1%. Cuando en cumplimiento de lo dis- 


puesto por los Arts. 80 (medidas sustitutivas) y 89 
(privación de libertad) del Código de la Niñez y de la 
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Adolescencia, los jueces apliquen medidas correctivas 
a menores infractores, tendrán la facultad de estable- 
cer que las mismas podrán redimirse culminando por 
parte de estos sus estudios primarios, secundarios o 
de enseñanza técnica profesional, en su caso. 


Artículo 2". Acreditados los estudios con los cer- 
tificados correspondientes, el Juez competente, con 
vista fiscal, podrá decretar de inmediato la redención 
de las medidas correctivas oportunamente fijadas dis- 
poniéndose el cese de las mismas. 


Artículo 3%. Las empresas que contraten a me- 
nores que hayan redimido las medidas correctivas de 
la forma prevista por los artículos anteriores, serán 
exoneradas de todo aporte al BPS por el lapso de dos 
años con respecto a dicho trabajador. 


Artículo 4%. Comuníquese, publíquese, etc. 
Aldo Lamorte. Senador.” 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de otro 
proyecto presentado. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Aldo Lamorte presenta, con 
exposición de motivos, un proyecto de ley por el que 
se regula el uso de radiaciones para exploraciones so- 


bre personas con objetivos de seguridad.” 
- ALA COMISIÓN DE SALUD PUBLICA. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 
“Exposición de Motivos 


1. El uso de dispositivos y sistemas de imageno- 
logía humana que utilizan radiaciones para preve- 
nir actividades ilegales no es algo nuevo. En algunas 
minas de diamantes de África se han venido usando 
sistemas de Rayos X para radiografiar al personal a 
su salida del trabajo con el propósito de impedir que 
oculten diamantes en sus cavidades corporales. A 
partir de los atentados en EE.UU. del 11 de Septiem- 
bre del 2001 se han desarrollado nuevos sistemas de 
inspección para la obtención de imágenes corporales 
de seres humanos con fines de seguridad. 


2. Los llamados escáneres de protección, de imá- 
genes de cuerpo completo, se han instalado principal- 
mente en algunos aeropuertos tales como Phoenix, 
Arizona; JFK, Nueva York; Los Ángeles, California y 
Dallas Fort Worth, Texas en los Estados Unidos. 


3. El despliegue de estos escáneres ha desatado 
una gran controversia a nivel mundial. Los riesgos 
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para la salud de las personas objeto de exploración, y 
para su descendencia, junto con la preservación y el 
respeto de la privacidad e intimidad de las personas 
que involucra su uso, son los dos temas sobre los que 
se manifiestan las mayores preocupaciones. 


4. Aunque su uso no está aún muy extendido, el 
hecho que en general no haya regulaciones ni con- 
troles sobre su despliegue, condiciones de operación, 
requisitos para los operadores, entre otros, constituye 
un problema importante. Por este motivo, el principal 
comprador del mundo de este tipo de equipos, la Agen- 
cia de Seguridad del Transporte de los Estados Uni- 
dos, ha apurado los procedimientos de homologación 
de tecnologías alternativas, igualmente efectivas y que 
no implican riesgos para la salud de las personas. 


Tecnologías de escáneres 


5. Entre los sistemas de imagenología de cuerpo 
completo que se utilizan hoy en día, hay dos tipos de 
tecnologías diferentes en lo que se relaciona con su 
impacto potencial sobre la salud de personas someti- 
das a exploraciones: 


- los escáneres pasivos, que son los que no emi- 
ten ningún tipo de radiación, captando la energía que 
transmite el cuerpo humano para realizar las explora- 
ciones. La energía natural emitida por el cuerpo crea 
un fondo, que atraviesa la ropa hacia los sensores de los 
equipos, dejando al descubierto los objetos que están 
ocultos entre la ropa o sobre el cuerpo, sin mostrar imá- 
genes detalladas del cuerpo de la persona explorada, y 


- los escáneres activos, que emiten radiaciones io- 
nizantes y no ionizantes para realizar las exploracio- 
nes. Estos equipos “bombardear” con fotones carga- 
dos de energía a la persona objeto de exploración. Los 
fotones pueden estar cargados con energía ionizante 
o no ionizante dependiendo del tipo de escáner. Los 
que emiten energía ionizante son equipos de rayos X 
por transmisión, que son los que penetran la piel de 
las personas y permiten obtener imágenes del interior 
del cuerpo, o por retrodispersión de Comptom, que 
son los que permiten obtener imágenes, incluyendo 
partes íntimas, a nivel de la piel. En ambos tipos de 
escáneres una parte de la energía ionizante emitida 
sobre la persona objeto de exploración penetra la piel 
y se deposita en los tejidos dañando las células. 


Protección de la Privacidad y de la Intimidad 


6. El derecho a la privacidad está consagrado en 
la mayoría de las legislaciones del mundo. La intimi- 
dad personal y la intimidad corporal forman parte del 
derecho a la privacidad, de principio inmune en las 
relaciones jurídico-públicas de toda indagación o pes- 
quisa que sobre el propio cuerpo quisiera imponerse 
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contra la voluntad de la persona. En general, de este 
modo las legislaciones protegen el sentimiento de pu- 
dor personal en base a los criterios arraigados en la 
cultura de cada comunidad. 


7. Las preocupaciones en este aspecto abarcan 
temas muy diferentes tales como el despliegue de 
detalles anatómicos, la preservación de las imágenes 
capturadas, la protección de los menores y pornogra- 
fía infantil, aspectos religiosos y sociales, aspectos 
jurídicos relacionados con la capacidad de los orga- 
nismos de violar la intimidad corporal de las personas 
sin intervención de un juez, etc., levantando fuertes 
resistencias en muchísima gente y organizaciones 
respecto al uso de este tipo de escáneres. 


8. La controversia ha adquirido dimensiones im- 
portantes a nivel mundial. Los grupos de defensa de 
la privacidad de los ciudadanos en todo el mundo 
realizan protestas en forma permanente en defensa 
del derecho de los ciudadanos a la protección de su 
privacidad y en defensa de las libertades públicas. A 
su vez, las implicaciones morales y religiosas lo hacen 
un tema cada vez más complejo de manejar. 


9. El 2 de julio 2010, el Electronic Privacy Infor- 
mation Center (EPIC) presentó en Estados Unidos 
una demanda para suspender el despliegue de escá- 
neres corporales en los aeropuertos de los Estados 
Unidos. EPIC argumentó que la Transport Security 
Agency de los Estados Unidos ha violado la Ley de 
Procedimiento Administrativo, la Ley de Privacidad, 
la Ley de Restauración de Libertad Religiosa, y la 
Cuarta Enmienda. EPIC cita la naturaleza invasiva 
de los dispositivos, el desprecio de la TSA por la opi- 
nión pública y su impacto sobre las libertades religio- 
sas. EPIC reclama que los escáneres de cuerpo com- 
pleto que revelan detalles corporales violan la Cuarta 
Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos 
debido a que los ciudadanos son sometidos a registros 
virtuales al desnudo sin ninguna evidencia de mala 
conducta. La demanda está en curso. 


10. En el Reino Unido la Comisión de Igualdad y 
Derechos Humanos ha sostenido que los escáneres 
de cuerpo entero son un riesgo para los derechos hu- 
manos y pueden estar infringiendo la ley toda vez que 
revelen detalles anatómicos. 


11. La Comisión Nacional de Derechos Humanos 
de Corea se opone al uso de los escáneres de cuerpo 
entero que muestren detalles anatómicos de la per- 
sona inspeccionada, y ha recomendado que no se im- 
plementen en los aeropuertos. 


12. En Gran Bretaña, existe la preocupación de 
que los escáneres pueden constituir una violación a 
las leyes de pornografía infantil. Como resultado, a los 
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viajeros británicos menores de 18 años se les permite 
pasar por alto los escáneres. Algunos líderes religiosos 
se han opuesto a los escáneres argumentando que las 
imágenes desnudas resultantes de las exploraciones 
violan sus creencias. 


Protección de la salud de las personas y del medio- 
ambiente 


Radiaciones no lonizantes 


13. El término “radiaciones no ionizantes” se uti- 
liza para identificar radiaciones electromagnéticas 
compuestas de campos eléctricos y magnéticos osci- 
lantes que viajan a la velocidad de la luz y que no tie- 
nen energía suficiente para ionizar la materia aunque 
si, en general, para excitar un átomo. Las radiaciones 
no ionizantes incluyen el espectro de las ultraviole- 
tas (UV), la luz visible, infrarrojos (IR), microondas 
(MW), radio frecuencias (RF) y frecuencias extrema- 
damente bajas (ELPF). 


14. Algunos escáneres activos de seguridad uti- 
lizan tecnologías basadas en la emisión, sobre las 
personas objeto de exploración, de fotones en la fre- 
cuencia de ondas milimétricas (entre 30 Ghz y 300 
GHz) para realizar las exploraciones y generar las 
imágenes. Otros utilizan microondas, aunque estos 
son utilizados generalmente para escanear objetos, 
no personas. 


15. Recientemente un estudio teórico realizado 
por el Centro de Estudios no Lineales del Laboratorio 
Nacional de Los Álamos (EE.UU.) muestra como las 
ondas de frecuencia en el rango de los THz. interac- 
túan con el ADN y explica cómo pueden dañarlo y el 
porqué ha sido tan difícil encontrar la evidencia. 


16. La Agencia Internacional de Investigación so- 
bre Cáncer de la Organización Mundial de la Salud, 
ha calificado recientemente ciertos campos de radio- 
frecuencia electromagnética, incluidos los generados 
por el uso de dispositivos móviles, como posible can- 
cerígeno para los seres humanos. 


17. Si bien es necesario que los científicos lleven 
adelante nuevas investigaciones, existe un riesgo po- 
tencial importante para la salud de las personas que 
son expuestas a este tipo de radiaciones en dosis con- 
centradas sobre ciertos órganos o tejidos del cuerpo. 


Radiaciones lonizantes 


18. La radiactividad es un fenómeno natural y las 
fuentes naturales de radiación son características del 
medio ambiente. La radiación ionizante y el mate- 
rial radiactivo puede tener también un origen arti- 
ficial. La radiación ionizante, es la radiación de alta 
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frecuencia que tiene energía suficiente para elimi- 
nar un electrón (ionizar) de un átomo o molécula. 
La frecuencia de la radiación determina la energía 
por fotón. Para el caso de las radiaciones no lineales 
también está dada por la “fluencia” (energía por uni- 
dad de superficie). Los tipos de radiación ionizante 
incluyen los rayos Gamma, los rayos X, algunos rayos 
UV de alta energía y algunas partículas subatómicas 
tales como las partículas alfa y los protones. Las mo- 
léculas ionizadas son inestables y pasan rápidamente 
por cambios químicos. Si la radiación ionizante pe- 
netra una célula del cuerpo humano, puede resultar 
en mutaciones (cambios) en el ADN de la célula, la 
parte de la célula que contiene los genes (mapa de las 
características de una persona). 


19. Según el estudio las Naciones Unidas sobre los 
Efectos de las Radiaciones Atómicas (UNSCEAR), la 
dosis media anual de exposición por persona a radia- 
ción en todo el mundo debida a fuentes naturales, in- 
cluyendo el radón, es de 2,4 mSv. En cualquier gran 
población se estiman dosis anuales entre 1 y 3 mSy. 
Para alrededor del 25% de la población se estiman do- 
sis anuales de menos de 1 mSy, y cerca de 10% se esti- 
ma que está expuesta a dosis anuales de más de 3 mSyv. 
A estas dosis de radiaciones de “fondo o ambientales” 
se le deben adicionar las generadas artificialmente. 


20. A efectos de limitar los riesgos para las per- 
sonas, se han establecido límites para los trabajado- 
res, que por cuestiones laborales están expuestos a 
radiaciones ionizantes, y para el público general. La 
Comisión Internacional de Protección Radiológica ha 
establecido para el público general un límite de dosis 
máximo anual para todas las prácticas, excluidas las 
médicas, de 1 mSv y un límite máximo de 0,3 mSv por 
año por práctica nueva. Algunos países han estableci- 
do límites más bajos y las revisiones que se están rea- 
lizando tienden a bajarlos aún más. Un aspecto que 
no abordan estas recomendaciones, que se basan en 
promedios anuales suponiendo una distribución más 
o menos homogénea de las dosis en el período, son las 
dosis máximas por hora o por segundo (un aspecto no 
menor ya que como establecen los propios informes 
de la Comisión las radiaciones ionizantes dañan los 
tejidos en una fracción de segundo). Sin embargo me- 
diciones en estos rangos temporales sí son tomadas en 
cuenta, por ejemplo, en normas militares relaciona- 
das con el manejo de material radioactivo. 


21. Cada vez que una partícula cargada ioniza o 
excita un átomo, este pierde energía hasta que no tie- 
ne energía suficiente para interactuar. El resultado 
final es un aumento de la temperatura del material 
del cual el átomo forma parte. De esta forma, toda 
la energía depositada sobre el tejido biológico por la 
radiación ionizante, es eventualmente disipada como 
calor mediante el aumento de la vibración de las es- 
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tructuras moleculares o atómicas. La ionización ini- 
cial y los cambios químicos resultantes son la causa 
de los efectos biológicos perjudiciales de las radiacio- 
nes ionizantes. A diferencia de otras formas de ra- 
diación, la radiación ionizante es capaz de depositar 
suficiente energía localizada para arrancar electrones 
de los átomos con los que interactúa. Así, cuando la 
radiación colisiona al azar con átomos y moléculas al 
atravesar células vivas, da lugar a iones que rompen 
los enlaces químicos y provoca otros cambios molecu- 
lares que dañan las células afectadas. 


22. La unidad básica del tejido biológico es la cé- 
lula que tiene un centro de control llamado núcleo. 
El núcleo de una célula es una estructura compleja 
y no debe ser confundido con el núcleo de un átomo. 
Alrededor del 80% de una célula consiste de agua y el 
otro 20% es un componente biológico complejo. 


23. La radiación ionizante interactúa con el sis- 
tema celular alterando su estructura, funciones y 
capacidad de respuesta. El daño de las radiaciones 
ionizantes afecta: las membranas de las células; la 
energía en el metabolismo, que afecta la actividad 
de las encimas; y la tasa de síntesis del ADN, que 
causa aberraciones y mutaciones estructurales en los 
cromosomas y afecta el proceso de división celular. 
Cuando la radiación ionizante pasa a través del tejido 
celular ésta carga moléculas de agua que se rompen 
en entidades llamadas radicales libres. Los radicales 
libres son altamente reactivos químicamente y pue- 
den alterar importantes moléculas en las células. La 
distribución espacial de los fenómenos ionizantes de- 
pende del factor de ponderación radiológica (WR) de 
la radiación. 


24. Particularmente importantes en estos proce- 
sos son las moléculas de ácido desoxirribonucleico. 
El ADN se encuentra principalmente en el núcleo de 
las células, controla su estructura y función y pasa 
copias de sí mismo. Sus moléculas son grandes y las 
estructuras que lo transportan, cromosomas, son vi- 
sibles a través del microscopio. Cualquier molécula 
de la célula puede ser alterada por la radiación, pero 
el ADN es el blanco biológico más crítico, debido a la 
redundancia limitada de la información genética que 
contiene. Si bien no se conocen con total certeza las 
formas en que la radiación daña las células, muchas 
de estas formas incluyen cambios en el ADN. Una 
dosis absorbida de radiación lo bastante grande para 
matar la célula media en división -2 gray (Gy)- basta 
para originar centenares de lesiones en sus molécu- 
las de ADN (Ward 1988). El daño en el ADN que no 
puede ser reparado, o es mal reparado, puede ma- 
nifestarse en forma de mutaciones, cuya frecuencia 
parece aumentar como una función lineal de la dosis, 
sin umbral, en alrededor de 10% a 10% por locus y por 
Gy (NAS 1990). El hecho de que la tasa de muta- 


CÁMARA DE SENADORES 


6 de julio de 2011 


ciones parezca ser proporcional a la dosis se consi- 
dera indicativo de que una sola partícula ionizante 
que atraviese el ADN es suficiente, en principio, para 
causar una mutación (NAS 1990). 


25. Los efectos de la radiación abarcan una amplia 
variedad de reacciones, que varían de modo notable 
en sus relaciones dosis-respuesta, manifestaciones 
clínicas, cronología y pronóstico (Mettler y Upton 
1995). Los efectos suelen subdividirse por comodi- 
dad en dos amplios grupos: (1) efectos heredables, 
que se manifiestan en los descendientes de los indivi- 
duos expuestos, y (2) efectos somáticos, que se mani- 
fiestan en los propios individuos expuestos. En estos 
últimos se incluyen los efectos agudos, que aparecen 
relativamente pronto después de la irradiación, así 
como los efectos tardíos (o crónicos), como el cáncer, 
que puede no aparecer hasta que han transcurrido 
meses, años o decenios. 


26. Dosis diferentes de radiación, irradiada con di- 
ferente intensidad, sobre diferentes partes del cuerpo 
humano, pueden causar diferentes tipos de efectos 
sobre la salud, en momentos diferentes. Por ejemplo, 
una dosis de 5 Grey sobre el cuerpo entero irradiada 
en forma instantánea, probablemente sea mortal, a 
menos que se aplique tratamiento médico inmediato. 


27. Una dosis alta de radiación sobre una parte 
limitada del cuerpo puede no ser mortal, pero sí cau- 
sar importantes daños en la zona irradiada. La expo- 
sición de los tejidos u órganos a la radiación ionizante 
puede inducir la muerte de las células en una escala 
que puede ser suficientemente amplia para poner en 
peligro la función de los tejidos o de los órganos ex- 
puestos. Este tipo de efectos son llamados “efectos 
determinísticos”: estos efectos ocurren solo si la dosis 
o la intensidad de la dosis es superior a un valor um- 
bral, los efectos se manifiestan de forma temprana y 
son más severos a medida que la intensidad de la do- 
sis o la dosis aumenta. Los efectos determinísticos so- 
bre un individuo son clínicamente observables y pue- 
den ser clínicamente identificados como resultado de 
una exposición a una radiación. Entre las reacciones 
más tempranas a la irradiación figura la inhibición de 
la división celular, que aparece enseguida tras la ex- 
posición, y su grado y duración varían con la dosis. Si 
bien la inhibición de la mitosis es pasajera, la lesión 
radiológica de genes y cromosomas puede ser letal 
para las células en división, que en conjunto son muy 
sensibles a la radiación (CIPR 1984). Algunos otros 
efectos determinísticos se manifiestan largo tiempo 
después de la irradiación y en general no son fatales. 


28. La exposición a la radiación también puede in- 
ducir la transformación no letal de las células, que 
aún pueden conservar su capacidad de división ce- 
lular. El sistema inmunológico del cuerpo humano es 
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muy eficaz para detectar y destruir células anormales. 
Si la dosis baja, o si la persona es irradiada con la 
misma dosis pero distribuida durante un largo período 
de tiempo, hay mayores probabilidades que las células 
del cuerpo se reparen y que no hayan manifestaciones 
inmediatas del daño, a pesar de lo cual los tejidos pue- 
den estar dañados de tal forma que los efectos apa- 
rezcan solamente tiempo más tarde en la vida de la 
persona (puede que hasta décadas más tarde), o en su 
descendencia. La transformación de una célula puede 
dar lugar, después de un período de latencia, a cán- 
cer en el individuo expuesto, si se trata de una célula 
somática, o puede dar lugar a efectos hereditarios, si 
se trata de una célula germinal. Este tipo de efectos 
son llamados efectos estocásticos. Son efectos que no 
hay certidumbre que ocurran pero que la probabilidad 
de que ocurran se incrementa a medida que la dosis 
o intensidad de la dosis aumenta, pero la severidad 
de cada efecto no depende en sí de la dosis irradiada. 
Las normas de protección y seguridad radiológica de 
la Organización Mundial de Energía Atómica estable- 
cen que la probabilidad de la aparición de un efecto 
estocástico en una persona irradiada es proporcional a 
la dosis recibida, sin umbral mínimo de dosis. 


29. Dado que la radiación no es la única causa 
conocida de muchos de estos efectos, normalmente 
no es posible determinar en un caso individual si un 
daño determinado ha resultado de la exposición a ra- 
diaciones o no. El más importante de los efectos es- 
tocásticos es el cáncer, el cual es siempre serio y mu- 
chas veces fatal. Si bien la causa exacta de muchos 
cánceres continúa siendo desconocida o pobremente 
entendida, se sabe que la exposición a agentes tales 
como el humo del tabaco, radiaciones ultravioletas y 
radiaciones ionizantes juega un rol muy importante 
en la inducción de ciertos tipos de cáncer. 


30. Las lesiones por radiación del aparato genético 
pueden causar también cambios en el número y la 
estructura de los cromosomas, modificaciones cuya 
frecuencia se ha observado que aumenta con la do- 
sis en trabajadores expuestos, en supervivientes de 
la bomba atómica y en otras personas expuestas a la 
radiación ionizante. La relación dosis-respuesta para 
las aberraciones cromosómicas en linfocitos de san- 
gre humana se ha determinado con bastante exacti- 
tud, de manera que la frecuencia de aberraciones en 
esas Células puede servir de dosímetro biológico útil 
(OIEA 1986). 


NORMAS DE SEGURIDAD para proteger a las 
personas y el medio ambiente de la Organización In- 
ternacional de Energía Atómica - Protección Radio- 
lógica 


31. La Organización Internacional de Energía 
Atómica es la organización responsable de establecer 
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o adoptar en consulta y, en su caso, en colaboración 
con los órganos competentes de las Naciones Unidas 
y con los organismos especializados interesados, las 
normas de seguridad sobre radiaciones ionizantes 
para protección de la salud y la reducción al mínimo 
de peligro para la vida y la propiedad. Con el fin de 
garantizar la protección de las personas y el medio 
ambiente contra los efectos nocivos de las radiaciones 
ionizantes, las normas de seguridad de la OIEA esta- 
blecen los principios fundamentales de seguridad, los 
requisitos y medidas para controlar la exposición a la 
radiación de las personas y la liberación de material 
radiactivo al medio ambiente, para restringir la pro- 
babilidad de eventos que podrían llevar a una pérdida 
de control sobre el núcleo de un reactor nuclear, una 
reacción nuclear en cadena, una fuente radiactiva o 
cualquier otra fuente de radiación, y para mitigar las 
consecuencias de tales acontecimientos, si llegaran 
a ocurrir. 


32. Los requisitos generales de seguridad conte- 
nidos en la Edición 2011 de las Normas básicas de 
Seguridad de Protección Radiológica y Seguridad de 
las Fuentes de Radiación'*, que forma parte de las 
Normas de Seguridad para proteger a las personas 
y el medio ambiente de la OIEA, que están patroci- 
nadas conjuntamente por la Organización de las Na- 
ciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación, 
la Organización Internacional de Energía Atómica, la 
Organización Internacional del Trabajo, la Agencia de 
Energía Nuclear de la OCDE, la Organización Pana- 
mericana de la Salud y la Organización Mundial de la 
Salud, establecen, en la parte correspondiente al uso 
de Rayos X para seguridad, una serie de requisitos y 
normas: 


33. En el Requisito 10 - Justificación de las prác- 
ticas, se establece como criterio general que el Go- 
bierno o los órganos reguladores se asegurarán que 
solamente se autoricen prácticas justificadas. 


34. El párrafo 3.17 expresa que los gobiernos, o 
los órganos reguladores, asegurarán de que se esta- 
blezcan las disposiciones necesarias para la justifica- 
ción de cualquier tipo de práctica y para la revisión de 
las justificaciones, y velará para que solo se autoricen 
prácticas justificadas. 


35. Las prácticas que se traducen en un aumen- 
to de la actividad, mediante la adición o activación 
deliberada de sustancias radiactivas en alimentos, 
piensos, bebidas, cosméticos o cualquier otro artícu- 
lo o producto se consideran como no justificadas, a 
excepción que se trate de prácticas médicas justifi- 
cadas. Asimismo se consideran como no justificadas 
las prácticas que impliquen el uso frívolo de radia- 


1* A mayo de 2011 estas normas ya fueron aprobadas por los Comi- 
tés correspondientes y han sido sometidas a la Junta de Gobernadores de 
la OTEA para su adopción. 
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ción o de sustancias radioactivas en materias primas 
o productos tales como juguetes y joyas personales o 
adornos, que se traduzca en un aumento de la acti- 
vidad, mediante la adición o activación deliberada de 
sustancias radiactivas, así como la obtención de imá- 
genes utilizando radiación como una forma de arte o 
con fines publicitarios. 


36. El párrafo 3.18 expresa que normalmente no 
se considera justificada la obtención de imágenes de 
personas utilizando radiaciones que se lleve a cabo 
con fines laborales, legales o a efectos de seguros de 
salud, que se realice sin indicación clínica. A su vez 
se establece que, si en circunstancias excepcionales 
el gobierno, o los órganos reguladores, consideran 
que se justifica realizar una práctica específica para 
la obtención de estas imágenes, se aplicarán los re- 
quisitos de los párrafos 3.61 a 3.64 y 3.66 que están 
incluidos en el Requisito 18. 


37. El párrafo 3.19 establece que la obtención uti- 
lizando radiaciones de imágenes de las personas con 
el objeto de detectar robos se considera no justificada, 
y no establece ninguna excepción. 


38. El párrafo 3.20 establece que normalmente se 
considera no justificada la obtención, utilizando radia- 
ciones, de imágenes de personas para la detección de 
objetos ocultos con el fin de luchar contra el contra- 
bando. En este párrafo también se establece que si en 
circunstancias excepcionales el gobierno o los órganos 
reguladores deciden que se justifica realizar una prác- 
tica específica para la obtención de estas imágenes, se 
aplicarán los requisitos de los párrafos 3.61 a 3.64 y 
3.66 que están incluidos en el Requisito 18. 


39. El párrafo 3.21 establece que la obtención uti- 
lizando radiaciones de imágenes de personas para la 
detección de objetos ocultos que puedan usarse para 
actos terroristas o constituir una amenaza para se- 
guridad nacional deberán estar justificadas exclusi- 
vamente por el gobierno. Si el gobierno decide que 
considera justificada la obtención de dichas imágenes 
se aplicarán los requisitos de los párrafos 3.61 a 3.67 
que están incluidos en el Requisito 18. 


40. El Requisito 18 establece normas para la obten- 
ción mediante radiaciones de imágenes de personas 
que no sean con fines de diagnóstico médico, trata- 
miento médico o de investigación biomédica. Como re- 
quisito general establece que el Gobierno se asegurará 
de que el uso de radiación ionizante para obtener imá- 
genes de personas para fines distintos al diagnóstico 
médico, tratamiento médico o la investigación biomé- 
dica este sujeto al Sistema de Protección y Seguridad. 


41. El párrafo 3.61 establece que si el gobierno 
decide en circunstancias excepcionales recurrir a 
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la obtención de imágenes de personas utilizando 
radiaciones para los casos incluidos en los párrafos 
3.18, 3.20 (que las reglas consideran que no es jus- 
tificado) o para el caso incluido el párrafo 3.21, se 
asegurará que los requisitos del párrafo 3.16 para la 
justificación de las prácticas, se aplican a cualquier 
tipo de procedimiento de obtención de imágenes de 
personas, en el que la radiación se utiliza para fines 
distintos al diagnóstico médico o tratamiento médi- 
co, o como parte de un programa de investigación 
biomédica. El proceso de justificación deberá incluir 
la consideración de las ventajas e inconvenientes de 
la implementación del tipo de procedimiento; los 
beneficios y perjuicios de no aplicar procedimiento; 
todos los aspectos legales y éticos asociados con la 
introducción del tipo de procedimiento; la eficacia y 
la idoneidad del tipo de procedimiento de obtención 
de imágenes de personas, incluyendo la adecuación 
de los equipos de radiación para el uso previsto; y 
la disponibilidad de recursos suficientes para llevar a 
cabo el procedimiento de forma segura durante todo 
el período previsto de la práctica. 


42. El párrafo 3.62 establece que si se ha determi- 
nado a través del proceso especificado en el párrafo 
3.61 que una práctica concreta de obtención de imá- 
genes de personas mediante radiaciones se justifica, 
entonces esa práctica estará sujeta a los controles re- 
glamentarios. 


43. El párrafo 3.63 establece que el organismo 
regulador, en cooperación con otras autoridades, or- 
ganismos y organizaciones profesionales, en su caso, 
establecerá los requisitos para el control normativo 
de la práctica, y para la revisión de la justificación. 


44. El párrafo 3.64 establece que en el caso de 
la obtención de imágenes de personas mediante ra- 
diaciones, realizadas por personal médico con equipo 
médico radiológico, que expone a los seres humanos 
a radiaciones para fines relacionados con el empleo, 
seguro de salud o cuestiones legales, sin tener indica- 
ciones clínicas, el gobierno deberá asegurar, en base 
a consultas con autoridades competentes, los colegios 
profesionales y el órgano regulador, que se establecen 
restricciones de dosis para la obtención de esas imá- 
genes de personas; y el titular o licenciatario deberá 
garantizar que se aplican los requisitos apropiados 
para la optimización de las exposiciones médicas, con 
las restricciones de dosis, según sea necesario, en lu- 
gar de niveles de referencia de diagnóstico. 


45. El párrafo 3.65 establece que los procedimien- 
tos con dispositivos de imágenes de inspección en los 
que la radiación se utiliza para exponer a las personas 
con el propósito de detectar armas, contrabando u 
otros objetos en o dentro del cuerpo serán conside- 
rados que están dando lugar a la exposición pública. 
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Los solicitantes de registros y los licenciatarios apli- 
carán los requisitos para la exposición del público en 
las situaciones de exposición prevista. En particular, 
los solicitantes y titulares de licencias deberán garan- 
tizar que la optimización de la protección y la segu- 
ridad está sujeta a las restricciones de dosis para la 
exposición del público establecidas por el gobierno o 
el órgano regulador. 


46. El párrafo 3.66 establece que los solicitantes 
de registro y licenciatarios deberán velar por que to- 
das las personas que se someterán a los procedimien- 
tos con dispositivos de inspección por imágenes en los 
que se utilizan radiaciones ionizantes sean informa- 
dos de la posibilidad de solicitar el uso de una técnica 
de inspección alternativa que no utilice radiaciones 
ionizantes, cuando estén disponibles. 


47. El párrafo 3.67 establece que el titular o licen- 
ciatario deberá garantizar que cualquier dispositivo 
de visualización de inspección utilizados para la de- 
tección de objetos ocultos sobre o dentro el cuerpo, 
si es fabricado o importado en el Estado en el que se 
utiliza, se ajuste a las normas aplicables de la Comi- 
sión Electrotécnica Internacional o la Organización 
Internacional para Normalización o en su equivalen- 
te en las normas nacionales. 


Otros aspectos 


48. Cuando se analiza el uso (no médico) de escá- 
neres de imágenes, que implican someter a las perso- 
nas a radiaciones con objetivos de seguridad, es nece- 
sario considerar también otros aspectos además de las 
tecnologías, tales como: qué tipo de práctica se reali- 
zaría, la fiabilidad de los equipo, quienes conducirían 
esas prácticas y los aspectos legales relacionados. 


49. Los escáneres de seguridad, en general, son 
utilizados en algunos lugares del mundo, para reali- 
zar exploraciones masivas e indiscriminadas de per- 
sonas en puntos de control emplazados en diferentes 
lugares (aeropuertos para explorar pasajeros, edifi- 
cios públicos y privados, para explorar empleados y 
visitantes, cárceles para explorar a las visitas, depósi- 
tos de mercaderías de altos valor y minas para explo- 
rar empleados y obreros, etc). 


50. Un trabajador que deba someterse dos veces al 
día, al ingreso y salida de su empleo, a exploraciones 
mediante estos escáneres, y teniendo en cuenta que 
una revisión de frente y espalda implica dos explora- 
ciones, estaría siendo sometida a unas 750 irradiacio- 
nes por año; un guardia de seguridad o un empleado 
de una aerolínea o de un aeropuerto, que deba pasar 
varias veces por día por los puntos de control, esta- 
ría sometido a cientos o miles de irradiaciones por 
año; un pasajero frecuente, que viaje dos veces por 
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semana, estaría sometido a unas 200 irradiaciones 
por año; una persona que visite un familiar en una 
cárcel dos veces a la semana también estaría someti- 
da a unas 200 irradiaciones al año. Obviamente que 
niños, mujeres embarazadas y otra cantidad de perso- 
nas no podrían ser sometidas bajo ningún concepto a 
este tipo de controles. Tampoco podría realizarse esta 
cantidad de exploraciones en la zona pélvica de las 
personas, por los efectos que esto puede tener sobre 
las futuras generaciones. 


51. Según la OIEA el daño sobre las células, en el 
caso de las exposiciones a radiaciones ionizantes, se 
produce en tan solo una fracción de segundo y el ries- 
go aumenta con el nivel de la radiación, el tiempo de 
exposición, la cantidad de exposiciones y el órgano o 
tejido irradiado. Considerando que cada exploración 
con estos escáneres tarda unos 8 segundos, durante 
ese tiempo, cada una de las veces que se explora una 
persona, se la somete a una dosis de radiación que 
es mas de 1.500 veces superior al límite establecido 
para nuevas prácticas, si calculamos el equivalente 
por segundo de ese límite anual. 


52. La fiabilidad de los escáneres activos es 
otro de los aspectos que debe ser considerado 
cuidadosamente. La principal preocupación respecto 
a la fiabilidad de los escáneres, en los que pueden 
fallar las partes físicas, sobre todo las móviles, y el 
software, es que las fallas pueden tener consecuencias 
graves ya que el cuerpo humano no puede detectar las 
radiaciones ionizantes a través de sus sentidos. Este 
aspecto está también ligado con el mantenimiento y 
la operación de los equipos. Los riesgos que implica 
su mal funcionamiento para la salud de las personas 
sometidas a exploraciones son importantes ya que, 
además, pueden pasar días o semanas antes de que 
se detecte una falla. En el mes de febrero de 2011 la 
Agencia de Seguridad del Transporte de los Estados 
Unidos, que tiene desplegados unos 500 escáneres 
que utilizan tecnologías activas, debieron retirar cerca 
de 270 de los aeropuertos para reevaluación, luego 
de haberse verificado que algunos de ellos estaban 
irradiando dosis sobre las personas 10 veces superiores 
alas declaradas. Un estudio realizado por el Instituto de 
Radio protección y de Seguridad Nuclear del Ministerio 
del Gobierno de Francia constató en los ensayos de 
laboratorio realizados durante el estudio y evaluación 
de estos escáneres, que la dosis por inspección (frente 
y espalda) era más de tres veces superior (0,1 micro 
Sv) a la declarada por el fabricante (0,03 micro 
Sv). También el informe consideró “engañosa” la 
información suministrada por el fabricante acerca de 
la penetración en la piel de las radiaciones. 


53. Según afirman sus fabricantes y defensores, 
los escáneres activos irradian a las personas objeto de 
exploración con dosis relativamente bajas en cada ex- 
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ploración. Pero en sus explicaciones se limitan a hacer 
afirmaciones y comparaciones, en la mayoría de los 
casos descontextualizadas, que no coinciden con los 
criterios y normas de los organismos internacionales. 
Ninguno de los artículos publicados, que pretenden 
justificar el uso de este tipo de práctica en forma ma- 
siva e indiscriminada, aporta argumentos sólidamente 
fundados, que demuestren que el daño que producen 
las radiaciones no tiene efectos potenciales perjudicia- 
les sobre la salud de las personas o sus descendientes. 
Es más, en ninguna publicación seria o especializada, 
ni en ninguna declaración pública los defensores del 
uso de escáneres que utilizan tecnologías activas afir- 
man que su uso no tiene efectos dañinos para la salud, 
sino que declaran que no ha sido probado que ten- 
gan efectos perjudiciales sobre la salud. Por otra parte, 
todos los expertos concuerdan en que existiendo tec- 
nologías alternativas, se debe recurrir a las soluciones 
que no emiten radiaciones ionizantes. 


De las publicaciones de las organizaciones inter- 
nacionales que tienen responsabilidades en el tema 
resulta claro que cualquier práctica que implique la 
exposición de personas a radiaciones debería ser con- 
ducida por profesionales debidamente acreditados y 
realizada en lugares habilitados que puedan manejar, 
a su nivel, un eventual caso de emergencia radiológica. 


54. De la redacción de las Normas básicas de Se- 
guridad de Protección Radiológica y Seguridad de 
los Fuentes de Radiación de la OIEA, y del sentido 
común, surge claramente lo delicado del tema y la 
necesidad de establecer una legislación clara al res- 
pecto. La protección de la salud de las personas cons- 
tituye una obligación de los estados. Cualquier acción 
que vulnere, o presente un riesgo serio de vulnerar la 
salud de las personas, constituye una grave violación 
de las obligaciones de los estados en materia de dere- 
chos humanos, más aún si se hace en conocimiento 
de los riesgos, en forma masiva y deliberada. 


55. No es éticamente aceptable un balance entre 
riesgos y beneficios para la sociedad para justificar 
poner en serio riesgo la salud y la vida de los ciu- 
dadanos y de sus descendientes. Cuando un médico 
indica a un paciente un examen basado en el uso de 
energías ionizantes, en todos los casos lo debe hacer 
ponderando los riesgos potenciales, que dependen de 
muchos factores en función de las características del 
paciente, contra los beneficios que el diagnóstico pre- 
ciso tiene para ese mismo paciente. Por este motivo 
no es comparable una exploración con radiaciones 
dentro de la práctica de la medicina, con su uso ma- 
sivo con objetivos de seguridad o protección. 


56. El derecho de todos los ciudadanos a que su salud 
sea protegida es un derecho fundamental que goza de 
reconocimiento jurídico internacional. La Declaración 
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Universal de Derechos Humanos establece, entre 
otros, el derecho a la vida y a la integridad física. El 
pacto de San José de Costa Rica establece entre otros 
en su Artículo 5 que “Toda persona tiene derecho a 
que se respete su integridad física, psíquica y moral”. 


57. Los gobiernos tienen responsabilidad en la 
protección de la salud de los ciudadanos. Esta res- 
ponsabilidad está expresamente reconocida en la par- 
te introductoria de la Constitución de la Organización 
Mundial de la Salud (OMS). “Los gobiernos tienen 
responsabilidad en la salud de sus pueblos, la cual 
solo puede ser cumplida mediante la adopción de me- 
didas sanitarias y sociales adecuadas”. 


58. Nuestra Constitución en el artículo 7” esta- 
blece que “Los habitantes de la República tienen de- 
recho a ser protegidos en el goce de su vida, honor, 
libertad, seguridad, trabajo y propiedad. Nadie puede 
ser privado de estos derechos sino conforme a las le- 
yes que se establecieren por razones de interés gene- 
ral” y el artículo 44 establece que “El Estado legislará 
en todas las cuestiones relacionadas con la salud e 
higiene públicas, procurando el perfeccionamiento 
físico, moral y social de todos los habitantes del país. 
Todos los habitantes tienen el deber de cuidar su sa- 
lud, así como el de asistirse en caso de enfermedad”... 


59. Teniendo en cuenta que la Organización 
Internacional de Energía Atómica y la Comisión 
Internacional de Protección Radiológica, ambas 
han adoptado como criterio para elaborar sus 
normas y sus recomendaciones, el criterio lineal 
sin umbral mínimo, que establece que el riesgo de 
efectos estocásticos de la exposición a radiaciones 
ionizantes es directamente proporcional a la dosis, 
para todos los niveles de dosis y de tasa de dosis (por 
debajo de aquellos en los que se producen efectos 
deterministas), es decir, cualquier dosis no nula 
implica un riesgo. Teniendo en cuenta la complejidad, 
peligros y riesgos adicionales para las personas y 
para la sociedad que involucra el uso de escáneres 
activos para exploraciones (no médicas) masivas e 
indiscriminadas, las obligaciones internacionales del 
país en materia de derechos humanos, la legislación 
nacional y nuestro más profundo rechazo a cualquier 
práctica que ponga en riesgo la salud de las personas, 
y convencidos de la necesidad de establecer normas 
claras con respecto al uso de este tipo de escáneres 
con objetivos de seguridad (no médicos) sometemos a 
consideración el siguiente proyecto de ley: 


Proyecto de Ley 


Artículo 1% - Toda práctica que, con objetivos 
de seguridad (no médicos), involucre la exposición 
de una persona a radiaciones ionizantes o no ioni- 
zantes, solo podrá ser realizada cuando medie una 
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orden debidamente firmada por un juez competen- 
te, específica para cada persona, emitida en base a 
indicios claros que justifiquen la necesidad de dicha 
práctica. 


Artículo 2" - El Juez antes de emitir la orden de- 
berá realizar una evaluación de los beneficios para la 
sociedad derivados de dicha práctica en relación con 
los riesgos que involucra la exposición de esa persona 
a radiaciones. En esta evaluación deberá considerar 
los aspectos particulares de cada caso y los procedi- 
mientos alternativos disponibles que no impliquen la 
exposición de la persona a radiaciones. 


Artículo 3% - Cuando un Juez emita una orden 
para que se realice una exploración sobre una perso- 
na mediante el uso de radiaciones, la misma deberá 
realizarse en instituciones sanitarias habilitadas para 
realizar dichas prácticas, y deberá estar conducida 
por profesionales debidamente habilitados. 


Artículo 4% - Los profesionales que conduzcan 
las exploraciones deberán, en cada caso, efectuar 
a la persona una entrevista, previa a la realización 
de la práctica, a efectos de verificar que no median 
circunstancias que, desde el punto de vista médico, 
hagan que no sea recomendable realizarla. En el caso 
que el profesional encuentre que la realización de la 
práctica conlleva riesgos que desaconsejen la exposi- 
ción de la persona a radiaciones lo deberá informar 
al juez quién deberá reevaluar la realización de la ex- 
ploración. 


Artículo 5% - Los menores de edad y las mujeres 
embarazadas, o en período de amamantamiento, no 
podrán ser expuestos a radiaciones con objetivos de 
seguridad. 


Artículo 6% - Ninguna persona (ya sean traba- 
jadores, empleados, pasajeros, visitantes, etc.) po- 
drá ser obligada como requisito previo, ni por las 
autoridades ni por empresas públicas o privadas, a 
exploraciones que involucren su exposición a radia- 
ciones ionizantes o no ionizantes, sin mediar orden 
de un juez, para ingresar o salir del país, sea cual sea 
el medio de transporte que utilizan, para ingresar 
o salir de edificios o instalaciones públicas o priva- 
das (tales como edificios gubernamentales, cárceles, 
bancos, almacenes, centros de negocios, edificios 
corporativos, aeropuertos y salas de embarque), o 
en ninguna otra circunstancia. Las autoridades pú- 
blicas correspondientes serán directamente respon- 
sables de evitar que no se implementen prácticas en 
este sentido.” 


Aldo Lamorte. Senador.” 
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7) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de un pe- 
dido de informes. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Jorge Larrañaga, de con- 
formidad con lo establecido en el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicita se curse un 
pedido de informes con destino al Ministerio de De- 
sarrollo Social, relacionado con las personas en situa- 
ción de calle.” 


- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 
(Texto del pedido de informes: ) 
“Montevideo, 4 de julio de 2011.- 


Señor Presidente del Senado 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración 


De conformidad con lo que determina el artícu- 
lo 118 de la Constitución de la República, solicito se 
curse al Ministerio de Desarrollo Social el siguiente 
Pedido de Informes: 


1.: ¿Qué planes se han instrumentado para las 
personas en situación de calle en esta administra- 
ción? 


2.: ¿Cuáles son los objetivos del Programa de 
Atención a los sin Techo? 


3.: ¿Con qué instituciones coordina actualmente 
el Mides su accionar para atender este problema y en 
caso afirmativo si prevé alguna estrategia para am- 
pliar dicho marco de coordinación? 


4.: Informe si existe algún programa que atienda 
en particular la problemática de drogas en que puedan 
estar inmersas las personas atendidas en los refugios. 


5.: De preverse la posibilidad de internación com- 
pulsiva de las personas en situación de calle, indique 
cómo se organizaría el Mides, si existe un censo o 
registro de personas en situación de calle y cuántos 
cupos tiene actualmente el Mides para dar respuesta 
al problema. 


6.: Si existe alguna coordinación con el Ministerio 
de Vivienda frente a los casos originados en desalojos 
de personas que ante esa eventualidad no tienen ac- 
ceso a vivienda. 
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7.: Cómo son atendidos los casos de violencia do- 
méstica. 


8.: Cómo es el funcionamiento de la Comisión 
Interinstitucional de Calle, qué instituciones la in- 
tegran, qué regularidad de funcionamiento tiene y 
cómo valora el Mides el funcionamiento de dicha Co- 
misión. 


Saludo atentamente, 


Jorge Larrañaga. Senador.” 


8) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dando cumplimiento a 
lo que establece el artículo 53 del Reglamento de la 
Cámara de Senadores, dese cuenta de las inasisten- 
cias a la anterior convocatoria del Cuerpo. 


(Se da de las siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- En la sesión ordinaria del 5 de julio no se regis- 
traron inasistencias. 


9) TRABAS EN EXPORTACIONES DE GANADO 
EN PIE 


SEÑORA PRESIDENTA.- El Senado ingresa a la 
Media Hora Previa. 


Tiene la palabra el señor Senador Larrañaga. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señora Presidenta: en el 
día de hoy quiero hacer mención al tema de las ex- 
portaciones de ganado en pie, que están trancadas 
desde el mes de abril, aproximadamente. Mientras 
que antes las solicitudes se tramitaban en tres días, 
ahora no se les da curso desde hace más de setenta, 
por lo que es evidente que hubo un cambio de reglas 
que puede dejar mal parado al país en virtud de los 
negocios que ya se habían realizado. Prueba de lo ex- 
puesto es que hay un barco parado hace alrededor de 
50 días. 


Cabe señalar que el año pasado se exportaron 
230.000 cabezas de ganado, general y lechero. En lo 
que va de este año la cifra alcanza las 150.000 y, se- 
gún se nos ha expresado, hay solicitudes pendientes 
por aproximadamente 70.000 animales más. Como 
todos sabemos, muchas veces el sistema actúa como 
regulador de precios, defendiendo al productor y al 
criador. Estas han sido las reglas que, mal o bien, han 
funcionado en los últimos años en el país, abarcando 
un porcentaje significativo del stock ganadero nacio- 
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nal, pero este tipo de demoras que se dan en el Mi- 
nisterio de Ganadería, Agricultura y Pesca afectan, 
no solamente a aquellos que han adquirido ganado 
para este tipo de exportaciones, sino también a los 
transportistas, racioneros, etcétera, que también han 
sido perjudicados. 


Aclaro que no estamos cuestionando una deter- 
minada política porque, en definitiva, no sabemos 
cuáles son los motivos por los cuales se demora este 
tipo de solicitudes, pero sí nos parece que hay que 
fijar reglas claras, que no sean cambiadas y generen 
una situación compleja, con dificultades de todo tipo 
y naturaleza, en sectores del país que producen y tra- 
bajan. 


Hacemos este planteo porque creemos que tal si- 
tuación debe estar en conocimiento de los señores 
Senadores y, obviamente, del propio señor Ministro 
de Ganadería, Agricultura y Pesca. Solicitamos la 
atención de este reclamo y que se genere un pronun- 
ciamiento del propio Poder Ejecutivo, a través del Mi- 
nisterio del ramo, para así sacar de la incertidumbre 
a un grupo importante de exportadores y de produc- 
tores que seguramente trabajan en esta línea, porque 
no hay que olvidar que las solicitudes actualmente 
pendientes de aceptación representan 70.000 cabe- 
zas de ganado. 


En consecuencia, solicito que la versión taquigrá- 
fica de mis palabras sea enviada al Ministro de Ga- 
nadería, Agricultura y Pesca, para que atienda a este 
conjunto de exportadores y/o productores, marque 
un posicionamiento y, en nombre del Poder Ejecuti- 
vo, dé respuesta a este planteo que, a nuestro juicio, 
supone una alteración en las reglas de juego y puede 
terminar perjudicando a sectores de la producción 
nacional. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el trámite 
solicitado. 


-17 en 18. Afirmativa. 


10) POSITIVA LABOR DEL CENTRO EDUCATIVO 
“LOS TRÉBOLES” 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuando con la 
Media Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Gracias señora Presidenta. 


En el día de hoy queremos referirnos a una de las 
tantas instituciones que en nuestro país -en especial 
en el departamento de Montevideo- vienen trabajan- 
do fuertemente con el fin de llevar adelante una tarea 
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más que transcendente e importante, como es la asis- 
tencia e inserción social de las personas con necesida- 
des básicas insatisfechas y especialmente de los niños. 


Esta institución, llamada “Los Tréboles”, es un 
centro educativo basado en una asociación civil sin 
fines de lucro, conformada por la Asociación Educa- 
dora Edmundo Rice e integrada, fundamentalmente, 
por ex alumnos y alumnas del Colegio Stella Maris 
-fundado en 1962 en nuestro país- y por las Herma- 
nas Misioneras Franciscanas del Verbo Encarnado, 
congregación fundada en Italia en 1930, que desde 
hace muchísimo tiempo trabaja en silencio -y muchas 
veces en desconocimiento de la gran mayoría de la 
opinión pública- en la zona de La Cruz de Carrasco. 


La asociación “Los Tréboles” se ha comprometido 
a trabajar acompañando a los niños, niñas y adoles- 
centes que han recibido menos oportunidades en el 
camino educativo, con miras a construir una vida lle- 
na de posibilidades, basándose en la difusión de valo- 
res como el trabajo, la alegría y la entrega. 


Esta institución está ubicada en la zona contigua 
a la planta de disposición final de residuos del depar- 
tamento de Montevideo, en la calle Felipe Cardoso. 
En ese lugar existe -tal como es de conocimiento de 
muchos de los señores Senadores- un asentamiento 
llamado “Villa del Chancho”, integrado fundamental- 
mente por clasificadores de residuos, donde esta insti- 
tución lleva adelante su tarea. Hemos visitado el lugar 
y nos sentimos gratamente sorprendidos -queremos 
que esto sea de conocimiento de los señores Senado- 
res- por la labor realmente trascendente que allí se 
lleva adelante, que tiene que ver con el apoyo a los 
niños en la actividad escolar, trabajando fundamen- 
talmente en la colaboración de la realización de sus 
tareas domiciliarias, consolidando lo que aprendie- 
ron en la escuela y apoyándolos en las dificultades de 
aprendizaje que estos niños van marcando. También 
se realizan talleres extracurriculares creativos de ma- 
nualidades, música, teatro, baile y huerta; se enseña 
inglés e informática; se les brinda alimentación, fun- 
damentalmente en la hora de la tarde; se patrocina el 
deporte como agente de bienestar y crecimiento. En 
fin, podríamos decir que se trasmiten buenos hábitos. 
Además, llevan adelante una tarea más que trascen- 
dente en la realización de talleres para padres. 


Por otro lado, han conformado dos cooperativas de 
vivienda de ayuda mutua y han construido viviendas 
con financiamiento de fundaciones extranjeras, con 
el fin de reinsertar a las familias que estaban ubica- 
das en el asentamiento “Villa del Chancho”. 


Realmente hay que conocer ese lugar para saber 
de lo que estamos hablando y de las condiciones en 
que la gente vivía. 
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Una de las cooperativas ha planificado que la vi- 
vienda esté acompañada de un predio donde la fa- 
milia pueda aprender el autocultivo y la producción, 
tratando de sustituir o de incorporar lo que hacían en 
medio de los residuos, como es la cría de chanchos. 


Sinceramente, debo expresar que es trascendente 
lo que esta fundación hace, fundamentalmente con 
aportes del sector privado -también hay que recono- 
cer la importante tarea que cumple el INAU-, ya que 
han utilizado con éxito la modalidad de descuentos 
impositivos para empresas que se comprometen con 
la tarea. 


También llevan adelante una tarea de inserción 
social muy importante, ya que estimulan la participa- 
ción de niños, jóvenes y adolescentes que provienen 
de un contexto mucho más cómodo, para trabajar con 
esos niños en una labor más que exitosa, en una zona 
en donde esto no existía. 


Tal es el éxito obtenido, que no solo hay más de 
75 niños que son atendidos allí, sino que existe una 
lista de espera de más de 100 niños, ya no solo de este 
asentamiento sino también de los barrios periféricos, 
pues al ver la acción tan importante que se desarro- 
lla, sus padres quieren que sean incorporados a este 
emprendimiento. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada al Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente -ya que se ne- 
cesita de su impulso y ayuda para terminar una de 
las viviendas-, al Ministerio de Desarrollo Social -para 
ver de qué manera puede apoyar tan importante ta- 
rea-, al Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay, 
así como también a la institución “Los Tréboles”. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el trámite 
solicitado. 


-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


11) CONGESTIONAMIENTO EN ZONA 
PORTUARIA POR  MULTIPLICIDAD 
DE PROYECTOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuando con la 
Media Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Voy a reclamar la atención del 
Senado para referirme a un tema vinculado al acceso 
al Puerto de Montevideo. 
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Frente a donde termina la calle Capurro, en la 
costa, la Administración Nacional de Puertos ha pre- 
visto la construcción del futuro puerto pesquero; el 
terraplén de acceso desde la costa al futuro puerto ya 
se está construyendo. 


A partir de este futuro puerto pesquero en Ca- 
purro, por el borde de la bahía hacia el este, o sea, 
hacia la zona del barrio Bella Vista, la Intendencia 
de Montevideo pretende realizar una actuación ur- 
bana con construcción de edificios, paseos y servicios 
deportivos y recreativos, ganando terreno a la bahía, 
es decir, desde la actual ruta de acceso al Puerto de 
Montevideo hacia la bahía. 


De acuerdo con la información de que dispone- 
mos, el proyecto del puerto pesquero en Capurro, 
que es una necesidad de traslado dentro del propio 
Puerto, no ha recibido un estudio profundo sobre su 
emplazamiento, tanto portuario como de su accesibi- 
lidad terrestre, ni tampoco un estudio ambiental, ya 
que estará ubicado al lado de la refinería de ANCAP 


Sin entrar en estas consideraciones y suponiendo 
que estuviera bien emplazado, el futuro puerto pes- 
quero en Capurro pondrá en funcionamiento o acele- 
rará un tráfico de carga que de alguna forma afecta- 
rá el acceso al Puerto de Montevideo. Este tema del 
puerto pesquero, de acuerdo con la información que 
hemos requerido, repito, no ha sido estudiado en pro- 
fundidad por la Administración Nacional de Puertos 
ni por la Intendencia de Montevideo, por lo que no es 
posible todavía precisar el impacto que tendrá en el 
tráfico hacia el Puerto de Montevideo y cómo afectará 
la operatividad, es decir, si será importante o no. 


Ahora bien, en cuanto al proyecto de actuación ur- 
bana que la Intendencia de Montevideo pretende rea- 
lizar -edificios, paseos, servicios diarios-, debo decir 
que no son necesarios mayores estudios para tener 
la idea de que el mismo tendrá un impacto negati- 
vo en la circulación del tráfico de ingreso y egreso al 
Puerto de Montevideo, tanto en lo que tiene que ver 
con la rapidez como con el congestionamiento, debi- 
do al aumento de la circulación. Tengamos en cuenta, 
además, que se creará una importantísima actividad 
urbana en una margen del actual acceso. 


Es de destacar que no se conoce un estudio detalla- 
do de cómo el tráfico afectará el Puerto de Montevideo. 
Esto no lo ha hecho el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas -que tiene jurisdicción en la ruta de acceso al 
Puerto, pues se trata de una ruta nacional y no mu- 
nicipal-, la Intendencia de Montevideo ni la Adminis- 
tración Nacional de Puertos. Tampoco se ha tenido en 
cuenta el deterioro que va de la mano de los tres prin- 
cipales proyectos estratégicos que el Puerto está anali- 
zando para el recinto portuario; me refiero a la nueva 
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terminal de contenedores, ampliada por TCP -previén- 
dose una ampliación adicional en el futuro cercano-, el 
Muelle Multipropósito “C” y la Terminal Granelera de 
Obrinel S.A., ubicada cerca de la Central Batlle. Estos 
tres proyectos estratégicos suponen, además, un incre- 
mento de las cargas del Puerto -que se verá altamente 
potenciado- y, por tanto, un congestionamiento más 
importante y marcado para el acceso al mismo. 


En conclusión, señora Presidenta, creo que las ac- 
tuaciones de la vía urbana y los proyectos a nivel mu- 
nicipal deberían estar coordinados con los proyectos, 
no solo del Puerto sino también del Poder Ejecutivo, 
a fin de que el rol estratégico del Puerto de Monte- 
video no se vea debilitado por un congestionamien- 
to en su acceso. Por otro lado, las iniciativas que se 
vayan a desarrollar, de alguna forma deben estar en 
coincidencia con el proyecto estratégico del país en 
términos portuarios y en materia de política urbana, 
que debe funcionar adecuadamente en conjunto con 
las políticas nacionales. 


Planteadas estas preocupaciones, solicitamos que 
la versión taquigráfica de estas palabras sea enviada 
al Poder Ejecutivo -especialmente al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas-, a la Administración Na- 
cional de Puertos y a la Intendencia de Montevideo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-22 en 23. Afirmativa. 


12) ELECCIONES ESTATALES EN MÉXICO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Finalizando la Media 
Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador Baráibar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señora Presidenta: el día 3 
de julio pasado se realizaron las Elecciones Estatales 
en el Estado de México, en Coahuila y en Nayarit. 


Los Senadores Da Rosa, Pasquet y quien habla 
integramos una delegación de quince personas -invi- 
tadas por el Instituto Electoral del Estado de México 
y organizada por la Confederación Parlamentaria de 
las Américas- que participó de la elección del Estado 
de México. 


Cabe acotar que el Estado de México tiene 
15:175.862 habitantes, que representa el 13,5% de la 
población total del país, siendo el de mayor población 
entre los 31 estados federados de la Unión Mexicana; 
está ubicado en el centro del país y rodea casi por com- 
pleto a la capital federal, Ciudad de México. La capi- 
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tal del Estado es Toluca de Lerdo -allí tuvimos nuestra 
base de operaciones-, que cuenta con 747.512 habitan- 
tes y está situada a 63 kilómetros de Ciudad de México. 


La elección arrojó un resultado de gran signi- 
ficación. La coalición integrada por el PRI, Partido 
Revolucionario Institucional, cuyo candidato era el 
señor Eruviel Ávila, obtuvo el 62,54% de los sufra- 
gios, equivalente a 2:882.102 votos. Fue seguido por 
la coalición integrada por el Partido de la Revolución 
Democrática, encabezada por Alejandro Encinas, que 
obtuvo el 21,12% de los votos. Más atrás aún quedó 
ubicado el candidato Luis Felipe Bravo Mena, del Par- 
tido Acción Nacional. 


Al finalizar la misión de observación electoral or- 
ganizada por la COPA, pudimos constatar que las ope- 
raciones de voto se desarrollaron, en general, respe- 
tando el reglamento electoral vigente. La delegación 
de la COPA estaba integrada por parlamentarios de la 
Cámara de Diputados de la Nación Argentina, de la 
Cámara de Diputados de la provincia de Santa Fe, de 
la Asamblea Nacional de Quebec -Canadá-, de la Cá- 
mara de Senadores de la República Oriental del Uru- 
guay, del Congreso de la República de Guatemala y de 
la Cámara de Diputados de la República Dominicana. 


El día de la votación, los delegados viajamos a va- 
rios municipios del Estado de México, en zonas ur- 
banas y rurales, a fin de observar el desarrollo de los 
comicios en cerca de cincuenta centros de votación. 
Visitamos los Municipios de Acatzingo, Atizapan, 
Chalco, Coalcalco, Ecatepec, Lerma, Naucalpan, Ne- 
zahualcoyotl, Tlalnapantla, Toluca y Valle de Chalco. 


Cabe destacar que los miembros de la delegación 
no percibimos ninguna irregularidad importante. Nos 
sorprendió el compromiso cívico y la seriedad de los 
ciudadanos y del personal electoral en el marco de este 
escrutinio. Asimismo, los parlamentarios de las Améri- 
cas destacan el respeto demostrado por los ciudadanos 
del Estado de México durante esta jornada electoral, 
así como el desarrollo pacífico del escrutinio. 


Además de observar los recintos electorales el día de 
los comicios, la delegación de la COPA mantuvo, desde 
su llegada el 29 de junio, importantes encuentros con 
distintos candidatos. Nos reunimos con el candidato 
del PRI -que luego fue el ganador- Eruviel Ávila; con el 
del PAN, Luis Felipe Bravo; y con un alto representante 
del candidato del PRD, Alejandro Encinas. 


En definitiva, señora Presidenta, puedo comentar 
que se trató de una jornada muy positiva. Resalto que 
el Instituto Federal Electoral en todo momento nos 
suministró el apoyo logístico y toda la información ne- 
cesaria para el desempeño de las tareas. Este even- 
to fue de gran significación, ya que el año que viene 
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-el primer domingo de julio- en México se llevarán a 
cabo las elecciones nacionales, y el actual Goberna- 
dor del Estado de México, el señor Peña Nieto -del 
mismo partido que el señor Eruviel Ávila, que obtuvo 
la mayoría de 62%-, que está finalizando su mandato, 
aparece con mucha fuerza para postularse por el PRI 
para la primera Magistratura. El período de gestión 
de Peña Nieto culmina dentro de un mes, por lo que 
luego se procederá a la definición de las candidaturas. 


Señora Presidenta: solicito que la versión taqui- 
gráfica de mis palabras sea remitida al Ministerio de 
Relaciones Exteriores, a las Comisiones de Asuntos 
Internacionales del Senado y de la Cámara de Repre- 
sentantes, y a la Embajada de México en Uruguay. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 
-25 en 26. Afirmativa 
SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PENADÉS.- Señora Presidenta: la Ban- 
cada de Senadores del Partido Nacional -como ya lo 
había anunciado en la reunión de coordinación rea- 
lizada el lunes pasado- solicita un cuarto intermedio 
hasta la hora 11 y 45, debido a un compromiso polí- 
tico asumido, por el que varios Senadores de la Ban- 
cada nos deberemos ausentar del Palacio Legislativo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el pedido 
de cuarto intermedio solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 
-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado pasa a cuarto intermedio hasta la hora 
11 y 45. 


(Así se hace. Es la hora 10 y 10 minutos.) 
(Vueltos a Sala.) 
13) CONTRATOS DE PARTICIPACIÓN PÚBLICO- 
PRIVADA 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, con- 
tinúa la sesión. 


(Es la hora 11 y 56 minutos.) 
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SEÑORA DALMÁS.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la se- 
ñora Senadora. 


SEÑORA DALMÁS.- Señora Presidenta: en virtud 
de que hemos tenido un extenso cuarto intermedio, 
teniendo en cuenta lo acordado por todos los partidos 
en el sentido de seguir un cronograma de trabajo para 
lograr la aprobación parlamentaria del proyecto de ley 
por el que se establece el marco regulatorio aplicable 
a los contratos de participación público-privada para 
la realización de obras de infraestructura y prestación 
de servicios relacionados con las mismas, y conside- 
rando la necesidad de que en la tarde de hoy ingrese 
a la Cámara de Representantes, solicito que se altere 
el Orden del Día y se pase a considerar de inmediato 
el asunto que figura en tercer término. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consecuencia, se pasa considerar el asunto que 
figura en tercer término del Orden del Día: “Proyecto 
de ley por el que se establece el marco regulatorio 
aplicable a los contratos de participación público-pri- 
vada para la realización de obras de infraestructura y 
prestación de servicios relacionados con las mismas. 
(Carp. N* 547/2011 - Rep. N* 335/2011 - Anexo 1)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp N* 547/2011 
Rep N* 335/2011 
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Comisión de Hacienda 

Proyecto de Ley sustitutivo de la Comisión 

CAPÍTULO 1 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1*. (Objeto).- La presente ley establece el 
marco regulatorio aplicable al régimen de Contratos 
de Participación Público-Privada. 

Artículo 2*. (Contratos de Participación Público- 


Privada).- Son Contratos de Participación Público- 
Privada aquellos en que una Administración Pública 


CÁMARA DE SENADORES 


6 de julio de 2011 


encarga a una persona de derecho privado, por un 
período determinado, el diseño, la construcción y la 
operación de infraestructura o alguna de dichas pres- 
taciones, además de la financiación. 


Solo podrán celebrarse Contratos de Participación 
Público-Privada cuando previamente se resuelva, en 
la forma prevista en la presente ley, que otras modali- 
dades alternativas de contratación no permiten la me- 
jor forma de satisfacción de las finalidades públicas. 


Artículo3%. (Ámbito de aplicación).- El presente 
marco normativo será de aplicación preceptiva para 
todos los Contratos de Participación Público-Privada 
definidos en la presente ley. 


Bajo los límites establecidos constitucionalmente, 
dichos contratos podrán celebrarse para el desarrollo 
de obras de infraestructura en los siguientes sectores 
de actividad: 


A) Obras viales, ferroviarias, portuarias y aeropor- 
tuarias. Se considerarán incluidas dentro de las obras 
viales las de caminería rural. 


B) Obras de infraestructura energética, sin per- 
juicio de lo establecido en el Decreto-Ley N* 14.694, 
de 1* de setiembre de 1977 (Ley Nacional de Elec- 
tricidad) y Ley N* 8.764, de 15 de octubre de 1931 
(Creación de ANCAP). 


C) Obras de disposición y tratamiento de residuos. 


D) Obras de infraestructura social, incluyendo 
cárceles, centros de salud, centros de educación, vi- 
viendas de interés social, complejos deportivos y obras 
de mejoramiento, equipamiento y desarrollo urbano. 


También podrá celebrarse este tipo de contratos 
para la colonización de tierras, que por su ubicación, 
superficie y características agrológicas resulten eco- 
nómicamente apropiadas para la formación de colo- 
nias, de acuerdo a lo establecido por la Ley N” 11.029, 
de 12 de enero de 1948, (creación del Instituto Na- 
cional de Colonización), en la redacción dada por el 
artículo 15 de la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre 
de 2007. En particular los contratos podrán incluir 
los servicios de interés colectivo mencionados en el 
artículo 48 así como las instalaciones a las que refiere 
en el artículo 52 de la Ley N” 11.029, de 12 de enero 
de 1948. 


En ningún caso, los Contratos de Participación 
Público-Privada podrán incluir: 


I) Servicios educativos cuando se trate de centros 
educativos. 


6 de julio de 2011 


II) Servicios sanitarios cuando se trate de centros 
de salud. 


III) Servicios de seguridad, sanitarios y de reedu- 
cación de reclusos cuando se trate de cárceles. 


Se exceptúan de este régimen de contratación la 
operación de cometidos cuya prestación corresponde 
al Estado en forma exclusiva, así como la explotación 
de los monopolios establecidos por ley a favor de este. 


A los efectos de la presente ley, se consideran 
comprendidos en el término “Administración Públi- 
ca” los Poderes del Estado, Tribunal de Cuentas, Cor- 
te Electoral, Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados, 
y Gobiernos Departamentales, sin perjuicio de las 
atribuciones, facultades, derechos y obligaciones que 
les asignen la Constitución de la República y normas 
legales aplicables. 


Mantienen su vigencia todos aquellos regímenes 
de contratación previstos en cartas orgánicas, leyes o 
procedimientos especiales de contratación dictados a 
la fecha de la promulgación de la presente ley. 


Artículo 4”. (Principios y orientaciones genera- 
les).- Todos los actos y contratos celebrados en el mar- 
co de la presente ley deberán observar los siguientes 
principios y orientaciones generales: 


A) Transparencia y publicidad: Todas las actuacio- 
nes desarrolladas en el marco de proyectos de Par- 
ticipación Público-Privada, con las limitaciones que 
en cada caso establezca la normativa vigente, serán 
públicas y estarán sujetas a mecanismos de control. 


B) Protección del interés público: Todo proyecto 
de Participación Público-Privada, deberá procurar 
el beneficio público, respetando el interés general, 
y adoptar los mecanismos de participación y control 
que serán de aplicación durante toda la vigencia del 
contrato. 


C) Eficiencia económica: La celebración de con- 
tratos por parte de la Administración Pública, en el 
marco de proyectos de Participación Público-Privada, 
deberá basarse en la consecución del mayor Valor por 
Dinero, incluyendo tanto la reducción de costos como 
los niveles de riesgo así como plazos de disponibili- 
dad. 


D) Adecuada distribución de riesgos: Los con- 
tratos celebrados en el marco de proyectos de Par- 
ticipación Público-Privada deberán contemplar una 
adecuada distribución de riesgos entre las partes, de 
modo tal de minimizar el costo asociado a los mismos. 
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E) Transferencia: Los contratos deberán estable- 
cer las modalidades en que las obras y los bienes e 
instalaciones necesarias para su explotación puedan 
ser revertidas o transferidas a la Administración, se- 
gún corresponda. 


F) Ecuanimidad: La selección de los sujetos con- 
tratantes deberá llevarse a cabo observando criterios 
de transparencia, ecuanimidad y no discriminación, 
promoviendo la competencia entre los oferentes y 
procurando alcanzar un adecuado equilibrio entre la 
necesaria celeridad, reducción de costos de los pro- 
cedimientos y la selección de la mejor propuesta a los 
intereses públicos. 


G) Temporalidad: Todos los contratos que se ce- 
lebren deberán establecer un plazo máximo de du- 
ración. El plazo máximo de duración del contrato y 
de sus prórrogas no podrá exceder de treinta y cinco 
años. 


H) Responsabilidad fiscal: Las erogaciones y com- 
promisos financieros que se asuman en el marco de 
proyectos de Participación Público-Privada deberán 
ser consistentes con la programación financiera del 
Estado, en un marco de responsabilidad fiscal y de la 
debida rendición de cuentas. 


ID) Control: La Administración Pública contratante 
deberá establecer en los respectivos contratos meca- 
nismos de control adecuados para la efectiva protec- 
ción de los derechos de los usuarios y la continuidad 
y eficiencia en la prestación de los servicios corres- 
pondientes. 


J) Protección del desarrollo sustentable: Los pro- 
yectos ejecutados a través de mecanismos de Parti- 
cipación Público-Privada deberán propender al desa- 
rrollo sustentable de la sociedad y de la economía, 
adoptando medidas de protección al medio ambiente 
en beneficio de las generaciones actuales y futuras. 


K) Respeto a los derechos laborales y las normas 
legales que lo regulan en particular en lo que refiere 
al reconocimiento y respeto a los ámbitos de negocia- 
ción colectiva. 


Artículo 5. (Contraprestaciones por el desarrollo 
de proyectos).- En contraprestación por las activida- 
des asumidas, dependiendo del tipo y características 
de cada proyecto, el contratista podrá percibir dife- 
rentes modalidades de ingresos, en forma exclusiva o 
combinada, abonados por los usuarios o la Adminis- 
tración Pública contratante, entre otras. 


Dependiendo de las características y estructura 
de cada proyecto, podrá determinarse en beneficio de 
la Administración Pública, la percepción de ingresos 
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por parte de esta consistentes en pagos provenientes 
del contratista, usuarios, u otros que en su caso se 
estipulen. 


Artículo 6”. (Contribuciones públicas para el de- 
sarrollo de proyectos de Participación Público-Pri- 
vada).- Conforme a las características concretas de 
cada proyecto y a efectos de viabilizar los mismos, 
el contrato podrá prever la realización de contribu- 
ciones por parte de la Administración Pública, tales 
como aportes pecuniarios, otorgamiento de subven- 
ciones, créditos, garantías para la financiación del 
proyecto, garantías de obtención de ingresos mínimos 
y exoneraciones fiscales, entre otras. De estas contri- 
buciones, las que lo requieran, deberán contar con el 
decreto del Poder Ejecutivo correspondiente. 


En ningún caso se podrá asegurar contractual- 
mente niveles mínimos de rentabilidad del proyecto. 


El contrato deberá determinar las condiciones a 
cuyo cumplimiento se sujetarán las contribuciones 
públicas, su modificación o cese. 


Los aportes económicos por parte de la Adminis- 
tración Pública podrán realizarse cuando estos cons- 
tituyan un estímulo a la gestión económica más efi- 
ciente y ello redunde en su beneficio y en el de los 
usuarios del servicio, de acuerdo al resultado de los 
estudios previos previstos en el artículo 16 de la pre- 
sente ley. 


CAPÍTULO Il 
MARCO INSTITUCIONAL 


Artículo 7?. (Atribución de competencia).- La Ad- 
ministración Pública contratante, dentro del ámbito 
de su competencia, será la responsable del diseño, 
estructuración y celebración de Contratos de Parti- 
cipación Público-Privada, así como del control de su 
correcta ejecución y del cumplimento de las obliga- 
ciones asumidas por los contratantes. Ello, sin perjui- 
cio de las atribuciones y competencias de regulación 
y control que correspondan a otros organismos esta- 
tales conforme a sus competencias originarias y a las 
que se atribuyen por la presente ley. 


Artículo 8”. (Comisión Técnica).- Para cada pro- 
yecto la Administración Pública contratante designa- 
rá una Comisión Técnica que asesorará en todas las 
etapas del procedimiento de contratación. La Comi- 
sión Técnica estará integrada por un mínimo de tres 
y un máximo de cinco miembros, debiendo ser dos 
de ellos, por lo menos, funcionarios de la Adminis- 
tración Pública contratante. Sus miembros deberán 
tener idoneidad en los diferentes aspectos que com- 
ponen la materia de contratación y al menos uno, que 
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podrá o no pertenecer a la misma, deberá poseer re- 
conocida idoneidad técnica en la materia objeto de la 
contratación. 


Los integrantes de las comisiones técnicas estarán 
obligados a presentar declaración jurada de acuerdo a 
la Ley N” 17.060, de 23 de diciembre de 1998. 


Artículo 9”. (Competencias de la Corporación Na- 
cional para el Desarrollo respecto de proyectos de 
Participación Público-Privada).- Sin perjuicio de los 
cometidos atribuidos por la Ley N* 15.785, de 4 de 
diciembre de 1985 y demás normas concordantes y 
modificativas, la Corporación Nacional para el Desa- 
rrollo tendrá los cometidos que se indican a conti- 
nuación: 


A) Desarrollar y fomentar la ejecución de pro- 
yectos de Participación Público-Privada mediante la 
aplicación de los mejores criterios técnicos y el apego 
a los principios y orientaciones contenidos en la pre- 
sente ley. 


B) Elaborar los lineamientos técnicos aplicables 
a proyectos de Participación Público-Privada a tra- 
vés de la confección de guías de mejores prácticas 
recomendadas, uniformización de procedimientos y 
preparación de manuales, modelos e instrumentos 
que contribuyan al diseño y ejecución de los referidos 
proyectos en forma más eficaz y eficiente. La difusión 
de los mismos requerirá la aprobación del Ministerio 
de Economía y Finanzas, previo informe de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto. 


C) Asesorar en la identificación, concepción, di- 
seño, estudio, estructuración, promoción, selección 
y contratación de los proyectos de Participación Pú- 
blico-Privada, en los términos y condiciones que se 
acuerden mediante convenio con las Administracio- 
nes Públicas contratantes. 


D) Contribuir al fortalecimiento de capacidades 
de las Administraciones Públicas contratantes en el 
diseño e implementación de proyectos de Participa- 
ción Público-Privada. 


E) Asesorar al Poder Ejecutivo a identificar y prio- 
rizar proyectos susceptibles de ser ejecutados me- 
diante el sistema de Participación Público-Privada. 


F) Facilitar a las Administraciones Públicas con- 
tratantes la coordinación interinstitucional de sus ac- 
tividades relacionadas con proyectos de Participación 
Público-Privada. 


G) Crear o adquirir sociedades comerciales de 
cualquier naturaleza así como instrumentos finan- 
cieros, cuando ello se entienda necesario para el me- 
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jor desarrollo de proyectos de Participación Público- 
Privada. 


Artículo 10. (Estructuración de proyectos).- Para 
la estructuración de proyectos de Participación Pú- 
blico-Privada, la Administración Pública contratante 
podrá contratar en forma directa a la Corporación 
Nacional para el Desarrollo. 


Asimismo, podrá contratar para ello a empresas 
de reconocida idoneidad en la materia. La selección y 
contratación de dichas empresas deberá realizarse a 
través del régimen general de contratación adminis- 
trativa, no siendo aplicable para ello los mecanismos 
de contratación establecidos en la presente ley. 


Artículo 11. (Implementación de Proyectos por la 
Corporación Nacional para el Desarrollo).- Previa au- 
torización debidamente fundada del Poder Ejecutivo, 
la Administración Pública contratante podrá acordar 
directamente con la Corporación Nacional para el 
Desarrollo (CND) que esta asuma la implementación 
de un proyecto de Participación Público-Privada en 
forma integral, con el fin de viabilizar su concreción 
y, posteriormente, transferir el mismo al sector pri- 
vado a través de los procedimientos de contratación 
previstos en la presente ley. 


Esta modalidad de implementación podrá aplicar- 
se únicamente en aquellos proyectos que no supe- 
ren el monto de inversión estimada a ser establecido 
por la reglamentación. Asimismo, la reglamentación 
establecerá el plazo máximo dentro del cual la CND 
deberá trasferir el proyecto al sector privado. 


A estos efectos, la CND podrá ejecutar el proyecto 
directa o indirectamente, mediante la celebración de 
contratos o acuerdos comerciales de cualquier natu- 
raleza, de acuerdo a lo establecido en el artículo 3* de 
la presente ley. 


Artículo 12. (Contratos de Participación Público- 
Privada Institucional).- En el marco de los cometidos 
establecidos en el artículo 11 de la Ley N* 15.785, 
de 4 de diciembre de 1985, en la redacción dada por 
el artículo 34 de la Ley N* 18.602, de 21 de setiem- 
bre de 2009, la Administración Contratante podrá 
celebrar directamente Contratos de Participación 
Público-Privada con la Corporación Nacional para el 
Desarrollo (CND) de acuerdo a los procedimientos 
definidos en los artículos 15, 16, 17 y 18 de la pre- 
sente ley. En caso de que la CND ceda en forma total 
el contrato referido deberá hacerlo por alguno de los 
procedimientos definidos en los artículos 19 y 20 de 
la presente ley. 


Artículo 13. (Unidad de Proyectos de Participación 
Público-Privada).- Créase la Unidad de Proyectos de 
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Participación Público-Privada la que dependerá jerár- 
quicamente del Ministerio de Economía y Finanzas, 
y tendrá como cometidos respecto a los proyectos 
que se desarrollen al amparo de la presente ley, los 
siguientes: 


A) Realizar el seguimiento de los aspectos econó- 
micos-financieros. 


B) Verificar el cumplimiento de los aspectos pre- 
supuestarios. 


C) Evaluar los riesgos asociados. 


D) Realizar los análisis y registros que se cometen 
al Ministerio de Economía y Finanzas en la presente 
ley. 


La reglamentación establecerá su forma de inte- 
gración y sus cometidos específicos. 


Artículo 14. (Registro de Proyectos).- Créase el 
Registro de Proyectos de Participación Público-Priva- 
da cuya organización se comete al Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas, el que incluirá los contratos sus- 
critos para el desarrollo de proyectos de Participación 
Público-Privada y sus modificaciones; los llamados 
a interesados para la adjudicación de proyectos de 
Participación Público-Privada; las iniciativas privadas 
presentadas para el desarrollo de proyectos de Par- 
ticipación Público-Privada, respetando los derechos 
de confidencialidad que correspondan al titular de la 
iniciativa; y los informes de auditoría de proyectos de 
Participación Público-Privada. La reglamentación es- 
tablecerá el contenido y las formalidades bajo las cua- 
les corresponderá la constitución y administración 
del Registro, así como la actualización de la informa- 
ción contenida en el mismo, entre otros aspectos. 


CAPÍTULO III 
PROCEDIMIENTO DE CONTRATACIÓN 


Artículo 15. (Inicio del proceso).- El proceso ten- 
diente a la suscripción de un contrato para el desa- 
rrollo de un proyecto de Participación Público-Priva- 
da, podrá iniciarse de oficio mediante una iniciativa 
pública, o bien, originarse en una iniciativa privada 
presentada por un proponente, en cuyo caso, se se- 
guirá el mecanismo dispuesto en el Capítulo VII de la 
presente ley. 


En ambos casos, dichos actos deberán ser presen- 
tados a efectos de su registro ante el Registro de Pro- 
yectos a que refiere el artículo 14 de la presente ley. 


Artículo 16. (Evaluación previa).- Con carácter 
previo a la iniciación del procedimiento de contra- 
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tación, la Administración Pública contratante deberá 
contar con un documento de evaluación en que se 
ponga de manifiesto la viabilidad y la conveniencia 
del proyecto en cuestión. 


Dependiendo de las características de cada pro- 
yecto, la evaluación previa podrá separarse en estu- 
dios de prefactibilidad, estudios de factibilidad y estu- 
dios de impacto. 


El documento de evaluación deberá incluir, entre 
otros aspectos, un análisis comparativo con formas 
alternativas de contratación que justifiquen en tér- 
minos técnicos, jurídicos, económicos y financieros, 
la adopción de esta fórmula de contratación. En par- 
ticular, se deberá mostrar que el modelo de contrata- 
ción propuesto es el que permite al Estado obtener el 
mayor “Valor por Dinero”. 


La reglamentación establecerá el alcance, la for- 
ma y el contenido de dicha evaluación previa, inclu- 
yendo, entre otras, las áreas técnica, comercial, fi- 
nanciera, jurídica, ambiental y de impacto económico 
y social. 


Artículo 17. (Contenido del contrato).- Los Con- 
tratos de Participación Público-Privada deberán in- 
cluir necesariamente, y sin perjuicio de las demás 
estipulaciones necesarias o que acuerden las partes, 
los siguientes aspectos: 


A) Identificación de las prestaciones principales 
que constituyen su objeto. 


B) Condiciones de reparto de riesgos entre el con- 
tratante y el contratista, desglosando y precisando la 
imputación de los riesgos derivados de la variación 
de los costos de las prestaciones y la imputación de 
los riesgos de disponibilidad o de demanda de dichas 
prestaciones, entre otros. 


C) Objetivos de rendimiento asignados al contra- 
tista, particularmente en lo que concierne a la cali- 
dad de los servicios, obras y suministros y las condi- 
ciones en que deberán ser puestos a disposición de la 
Administración Pública contratante. 


D) Remuneración del contratista, que deberá des- 
elosar las bases y criterios para el cálculo de los costos 
de inversión, de funcionamiento y de financiación y 
en su caso, de los ingresos que el contratista pueda 
obtener de la explotación de las obras o equipos. 


E) Causas y procedimientos para determinar las 
variaciones de la remuneración a lo largo del perío- 
do de ejecución del contrato y criterios aplicables res- 
pecto del mantenimiento del equilibrio de la ecuación 
económico - financiera del contrato si correspondiere. 
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F) Fórmulas de pago y, particularmente, condi- 
ciones en las cuales, en cada vencimiento o en de- 
terminado plazo, el monto de los pagos pendientes 
de satisfacer por el contratante y los importes que el 
contratista debe abonar a este como consecuencia de 
penalidades o sanciones, pueden ser objeto de com- 
pensación. 


G) Sistema de control por parte de la Adminis- 
tración Pública contratante aplicable a la ejecución 
del contrato, especialmente respecto a los objetivos 
de rendimiento, así como las condiciones en que se 
autorice a realizar cesiones o sub contratos. Los cos- 
tos del funcionamiento de este sistema deberán estar 
previstos dentro de la estructura general de costos 
del proyecto. 


H) Sanciones aplicables en caso de incumplimien- 
to de las obligaciones del contrato. 


ID) Condiciones en que puede procederse a la mo- 
dificación de determinados aspectos del contrato o a 
su resolución, conforme a lo establecido en la pre- 
sente ley. 


J) Destino de las obras y equipamientos objeto del 
contrato a la finalización del mismo. 


K) Garantías que el contratista deberá afectar al 
cumplimiento de sus obligaciones. 


L) Mecanismos aplicables a la liquidación del pro- 
pio contrato, incluyendo disposiciones sobre las com- 
pensaciones a que pudiera dar lugar la misma. 


M) Referencia a las condiciones generales y, cuan- 
do sea procedente, a las especiales que sean perti- 
nentes en función de la naturaleza de las prestacio- 
nes principales. 


N)> Otras obligaciones del contratista como ser 
la presentación de sus estados contables auditados, 
dentro de un plazo de seis meses contados a partir del 
cierre de cada Ejercicio Fiscal. 


Artículo 18. (Estudios previos y bases de contrata- 
ción).- Los estudios de evaluación previa y las bases 
de contratación a que refieren los artículos prece- 
dentes serán presentados ante la Oficina de Planea- 
miento y Presupuesto y el Ministerio de Economía y 
Finanzas para su consideración e informe, el que se 
procesará según los plazos y condiciones que esta- 
blezca la reglamentación. 


Ambos organismos, actuando en forma coordina- 
da, evaluarán dichos estudios y bases de contratación, 
tomando en consideración el impacto social y econó- 
mico del proyecto, los aspectos presupuestarios, la 
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viabilidad económica - financiera y los beneficios de 
adoptar esta modalidad de contratación. 


Asimismo se determinará, en esta instancia o, en 
su defecto, al definirse las condiciones definitivas de 
contratación, las características de distribución de 
riesgos entre la Administración contratante y el con- 
tratista. 


Los entes autónomos y los servicios descentrali- 
zados, deberán realizar la presentación a través del 
Ministerio correspondiente. 


En el caso de los organismos comprendidos en el 
artículo 221 de la Constitución de la República, pre- 
vio a la realización del llamado público a interesados 
a que refiere el artículo 19 de la presente ley, deberán 
enviar copia de las bases de contratación correspon- 
dientes al Poder Ejecutivo, para que este informe a la 
Asamblea General. 


Los Gobiernos Departamentales que opten por la 
celebración de Contratos de Participación Público- 
Privada, deberán ajustarse al procedimiento regulado 
en la presente ley. Su correspondiente presentación 
deberá realizarse a través de la Comisión Sectorial de 
Descentralización. 


Artículo 19. (Llamado público a interesados).- 
Una vez obtenido el informe a que se refiere el artí- 
culo 18 de la presente ley, la Administración Pública 
contratante podrá realizar el llamado público, esta- 
bleciendo el procedimiento competitivo a emplear así 
como los términos y condiciones aplicables al mismo, 
de acuerdo a lo que establezca la reglamentación. 


La Administración Pública podrá emplear cualquier 
método competitivo, incluyendo la licitación, subasta, 
o cualquier otro que no fuere contrario a los principios 
generales admitidos en la normativa vigente. 


Artículo 20. (Procedimiento de diálogo competi- 
tivo).- La Administración Pública podrá aplicar un 
procedimiento de diálogo competitivo con aquel o 
aquellos postulantes que, habiéndose presentado al 
llamado público, cumplan con los requisitos de sol- 
vencia técnica y económica establecidos en el mismo. 


En el transcurso de este procedimiento podrán 
debatirse todos los aspectos del contrato, a efectos de 
contribuir a la definición del pliego de condiciones 
particulares. 


Durante el procedimiento, se dará un trato igua- 
litario a todos los participantes y, en particular, no se 
les facilitará de forma discriminatoria información 
que pueda dar ventajas a determinados participan- 
tes con respecto al resto. No se podrá revelar a los 
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demás participantes las soluciones propuestas por un 
participante u otros datos confidenciales que este les 
comunique sin su previo consentimiento. 


El procedimiento de diálogo competitivo prosegui- 
rá hasta que sea posible determinar, después de com- 
pararlas, si ello fuera necesario, las soluciones que 
resulten adecuadas al objeto del llamado. 


Tras declararse cerrado el diálogo competitivo y 
notificarse a todos los participantes, se convocará a la 
presentación de ofertas de acuerdo a lo que establez- 
ca el pliego de condiciones particulares. 


En todos los casos en que se aplique el procedi- 
miento del diálogo competitivo deberá especificarse 
previamente, en oportunidad de realizarse el llamado 
público a que refiere el artículo 19 de la presente ley, 
si una vez concluido el diálogo, solo podrán presen- 
tar ofertas quien o quienes hayan participado en el 
diálogo, o si la presentación de ofertas será abierta a 
cualquier interesado. En el caso en que un único pos- 
tulante hubiere participado en el procedimiento de 
diálogo competitivo, la presentación de ofertas deberá 
ser abierta a cualquier interesado. 


La Administración Pública podrá establecer pre- 
ferencias o compensaciones para aquel o aquellos 
postulantes participantes en el diálogo competitivo, 
dando cuenta de las mismas en el llamado público a 
que se refiere el artículo 19 de la presente ley. 


Artículo 21. (Presentación de las ofertas).- Las 
ofertas deberán incluir todos los elementos requeri- 
dos y necesarios para la realización del proyecto. La 
reglamentación establecerá las condiciones para di- 
cha presentación, la documentación exigida, las for- 
mas para la apertura de las ofertas, la posibilidad de 
formular aclaraciones, rectificaciones o salvedades y 
las actas que deberán labrarse. 


Artículo 22. (Examen de las ofertas).- Los crite- 
rios de evaluación de las ofertas deberán ser estipu- 
lados en el pliego correspondiente, de acuerdo a las 
condiciones que establezca la reglamentación. Los 
mismos podrán incluir diversos elementos vincula- 
dos al objeto del contrato, tales como la calidad, el 
precio, la fórmula utilizable para revisar las retribu- 
ciones ligadas a la utilización de la obra o a la pres- 
tación del servicio, el plazo de ejecución o entrega 
de la prestación, el costo de utilización, las condi- 
ciones financieras de las prestaciones económicas, 
la satisfacción de necesidades sociales, la rentabi- 
lidad, el valor e idoneidad técnica de la propuesta, 
la solvencia técnica y económica del proponente, 
las garantías, las características estéticas o funcio- 
nales, así como cualquier otro elemento relevante 
para la contratación. 
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En ningún caso podrá considerarse como más 
conveniente la oferta que fundadamente se estime 
que no pueda ser cumplida como consecuencia de la 
inclusión en la misma de valores anormales o despro- 
porcionados. 


Artículo 23. (Adjudicación de ofertas).- La Co- 
misión Técnica clasificará en orden decreciente las 
ofertas presentadas atendiendo a los distintos crite- 
rios valorados. 


Previo informe de la Unidad de Proyectos de Par- 
ticipación Público-Privada, la Administración Pública 
contratante, a través de su ordenador de gasto com- 
petente, dispondrá la adjudicación provisional me- 
diante resolución fundada, la que deberá notificarse 
a todos los oferentes y fijará los términos definitivos 
del contrato. 


El proceso continuará con la intervención del Tri- 
bunal de Cuentas, el que dispondrá de treinta días 
corridos para su pronunciamiento, contados desde 
la recepción del expediente de notificación. Vencido 
este plazo sin que el Tribunal de Cuentas se expida, 
se considerará que existe un pronunciamiento favo- 
rable del Tribunal por lo que el proceso continuará 
de acuerdo a lo establecido por los incisos siguientes. 


La adjudicación definitiva no podrá realizarse an- 
tes de que transcurran treinta días hábiles contados 
desde la notificación de la adjudicación provisional. 


Previo a la adjudicación definitiva, el adjudicata- 
rio deberá proporcionar toda la documentación cuya 
presentación se hubiera diferido para esta etapa, así 
como constituir la garantía de cumplimiento de con- 
trato cuando corresponda. 


La adjudicación definitiva será comunicada a to- 
dos los oferentes y al Tribunal de Cuentas, según lo 
establezca la reglamentación e inscripta en el Regis- 
tro de Proyectos establecido en el artículo 14 de la 
presente ley. 


Cuando no proceda la adjudicación definitiva del 
contrato al oferente que hubiese resultado adjudica- 
tario provisional, por no cumplir este las condiciones 
necesarias para ello, la Administración Pública con- 
tratante podrá efectuar una nueva adjudicación provi- 
sional al oferente u oferentes siguientes a aquel, por el 
orden en que hayan quedado clasificadas sus ofertas, 
siempre que ello fuese posible y que el nuevo adjudi- 
catario preste su conformidad. La nueva adjudicación 
provisional requerirá de previo informe de la Unidad 
de Proyectos de Participación Público-Privada. 


En cualquier caso, la Administración Pública con- 
tratante podrá rechazar la totalidad de las ofertas sin 
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responsabilidad alguna, no reconociéndose pagos o 
reintegros por concepto de gastos de los oferentes. 


Artículo 24. (Formalización del contrato).- El 
contrato deberá formalizarse por escrito, dentro de 
un plazo no inferior a diez días hábiles ni superior a 
treinta días hábiles, contados a partir del día siguien- 
te de la última notificación del acto de adjudicación 
definitiva, siempre que no se hubieran interpuesto 
recursos contra dicho acto. 


En caso que se hubieran interpuesto recursos ad- 
ministrativos contra el acto de adjudicación definiti- 
va, el contrato deberá formalizarse por escrito en el 
plazo de treinta días hábiles contados a partir de que 
el acto sea definitivo, o del levantamiento del efecto 
suspensivo del recurso, en su caso. 


Cuando por causas imputables al contratista no se 
hubiese formalizado el contrato dentro del plazo indi- 
cado, la Administración Pública contratante podrá re- 
vocar el acto de adjudicación, así como la incautación 
de la garantía de mantenimiento de la oferta que, en 
su caso, se hubiese constituido. 


CAPÍTULO IV 
GARANTÍAS 


Artículo 25. (Garantías).- La Administración Pú- 
blica contratante exigirá a los oferentes la constitu- 
ción de una garantía de mantenimiento de sus ofer- 
tas hasta la adjudicación provisional del contrato y 
de una garantía de cumplimiento de contrato, en los 
términos y condiciones que prevea la reglamentación 
y los pliegos generales y particulares. 


Artículo 26. (Garantía de mantenimiento de ofer- 
ta).- La garantía de mantenimiento de oferta será 
retenida hasta que proceda a la constitución de la 
garantía de cumplimiento de contrato o se rechace la 
totalidad de las ofertas. Las empresas que retiren in- 
justificadamente su proposición antes de la adjudica- 
ción perderán la garantía constituida, la que quedará 
a favor de la Administración Pública contratante. 


El adjudicatario podrá aplicar el importe de la ga- 
rantía de mantenimiento de oferta a la garantía de 
cumplimiento del contrato o proceder a una nueva 
constitución de esta última. 


La adjudicación provisional del contrato podrá 
dejarse sin efecto si el adjudicatario no cumple con 
la constitución de la garantía de cumplimiento de 
contrato, sin perjuicio de la pérdida de la garantía de 
mantenimiento de la oferta previamente constituida 
a favor de la Administración Pública contratante. 
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Artículo 27. (Ampliación de garantía de cumpli- 
miento del contrato).- En caso de que se hagan efec- 
tivas sobre la garantía penalidades o indemnizaciones 
exigibles al adjudicatario, este deberá reponer o am- 
pliar aquella, en la cuantía que corresponda, en el 
plazo de quince días desde la ejecución, incurriendo 
en caso contrario en causa de resolución. 


Cuando, como consecuencia de una modificación 
del contrato, experimente variación el precio del mis- 
mo, deberá reajustarse la garantía, para que guarde 
la debida proporción con el nuevo precio modificado, 
en el plazo de quince días contados desde la fecha en 
que se notifique al contratante el acuerdo de modi- 
ficación. 


Artículo 28. (Afectación de las garantías constitui- 
das).- La garantía de cumplimiento de contrato res- 
ponderá de los siguientes conceptos: 


A) De las sanciones impuestas al contratista. 


B) De la correcta ejecución de las prestaciones 
contempladas en el contrato, de los gastos originados 
a la Administración Pública por la demora del contra- 
tista en el cumplimiento de sus obligaciones, y de los 
daños y perjuicios ocasionados a la misma con motivo 
de la ejecución del contrato o por su incumplimiento. 


C) De la incautación que puede decretarse en los 
casos de resolución del contrato, o de acuerdo con 
lo que en él, en la reglamentación o en esta ley esté 
establecido. 


D) De otros incumplimientos referidos a condicio- 
nes establecidas expresamente en la reglamentación, 
el pliego particular o el contrato. 


Artículo 29. (Preferencia en la ejecución de ga- 
rantías).- Para hacer efectiva la garantía, la Adminis- 
tración Pública contratante tendrá preferencia sobre 
cualquier otro acreedor, sea cual fuere la naturaleza 
del mismo y el título del que derive su crédito. Cuan- 
do la garantía no sea bastante para cubrir las respon- 
sabilidades a las que está afectada, la Administración 
Pública contratante procederá judicialmente al cobro 
de la diferencia. 


Artículo 30. (Devolución y cancelación de las ga- 
rantías).- La garantía no será devuelta o cancelada 
hasta que se haya producido el vencimiento del plazo 
de garantía y cumplido satisfactoriamente el contrato 
de que se trate, o hasta que se declare la resolución 
de este sin culpa del contratista. En el supuesto de 
recepción parcial solo podrá el contratista solicitar la 
devolución o cancelación de la parte proporcional de 
la garantía cuando así se autorice expresamente en 
el pliego. En los casos de cesión de contratos no se 
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procederá a la devolución o cancelación de la garan- 
tía prestada por el cedente hasta que se halle formal- 
mente constituida la del cesionario. 


CAPÍTULO V 
MEDIOS DE IMPUGNACIÓN 


Artículo 31. (Recursos administrativos).- Los ac- 
tos administrativos dictados por la Administración 
Pública contratante en el procedimiento de contra- 
tación podrán ser impugnados mediante la interpo- 
sición de los recursos administrativos correspondien- 
tes en los términos y condiciones establecidos por las 
normas constitucionales, las disposiciones incluidas 
en la presente ley y demás disposiciones legales que 
regulan la materia en cuanto no contradigan lo esta- 
blecido en la presente ley. 


Estos recursos, salvo aquel que se interponga 
contra la adjudicación definitiva, no tendrán efecto 
suspensivo, excepto que la Administración, por razón 
fundada, disponga lo contrario. 


La Administración Pública podrá disponer el le- 
vantamiento del efecto suspensivo sobre el acto que 
resuelva la adjudicación definitiva cuando, por reso- 
lución fundada, declare que dicha suspensión afecta 
inaplazables necesidades del servicio o le causa gra- 
ves perjuicios. 


CAPÍTULO VI 


APTITUD E INCOMPATIBILIDADES PARA 
CONTRATAR 


Artículo 32. (Aptitud para contratar).- Solo po- 
drán contratar con la Administración Pública, en el 
marco de la presente ley, personas físicas o jurídicas 
nacionales o extranjeras plenamente capaces, que no 
estén comprendidas en una prohibición de contratar 
y que acrediten su solvencia económica, financiera y 
técnica o profesional en los términos y condiciones 
exigidos en cada caso. 


Artículo 33. (Prohibiciones para contratar con la 
Administración).- No podrán asumir la condición de 
oferentes o contratantes, por sí o por interpuesta per- 
sona, quienes se encuentren comprendidos en algu- 
na de las siguientes situaciones: 


A) Carecer de capacidad o de legitimación, o estar 
afectado por prohibición, interdicción, inhabilitación 
o impedimentos similares de carácter contractual, le- 
gal, judicial, arbitral o de cualquier otra naturaleza 
para poder contratar con el Estado en general, o con 
la Administración Pública contratante en particular. 
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B) Hayan actuado como asesores contratados por 
la Administración Pública contratante, en la imple- 
mentación del proyecto en el que pretenden partici- 
par como potenciales oferentes, siempre que dicha 
participación pueda suponer un trato privilegiado con 
respecto al resto de los potenciales oferentes. 


C) Ser funcionario público dependiente de la Ad- 
ministración Pública contratante o ser una firma, 
empresa o entidad con la cual el funcionario esté 
vinculado por razones de dirección, participación o 
dependencia. 


D) Proceso concursal en trámite del contratista, o 
el concurso hubiera sido calificado como culpable por 
sentencia judicial. 


E) Se hubiere decretado a su respecto dentro de 
los cinco años calendario anteriores, contados desde 
la fecha de la última publicación del llamado público 
a interesados a que refiere el artículo 19 de la presen- 
te ley, la resolución por incumplimiento de su parte 
de un contrato celebrado con el Estado en general, o 
con Administración Pública contratante en particular. 


F) Haber sido sancionados por la comisión de in- 
fracciones graves ante la violación de normas labora- 
les o ambientales, siempre que dichas resoluciones se 
encuentren firmes y hubieren sido aplicadas dentro 
de los veinticuatro meses anteriores al llamado públi- 
co a que refiere el artículo 19 de la presente ley. 


Las personas comprendidas en las causales prece- 
dentes no podrán actuar como miembros de un con- 
sorcio oferente o contratante o como subcontratista 
de este, directamente o por intermedio de otra en- 
tidad controlada, vinculada o que forme parte de un 
conjunto económico con ella. 


Asimismo, las prohibiciones antedichas serán de 
aplicación a aquellos sujetos o entidades que, por 
razón de dirección, participación u otras circunstan- 
cias, pueda presumirse que son una continuación 
o que derivan, por transformación, fusión, cesión o 
sucesión o cualquier otra forma, de aquellas empre- 
sas comprendidas en una o más de las causales antes 
enunciadas. 


CAPÍTULO VII 
INICIATIVA PRIVADA 


Artículo 34. (Competencia para tramitar iniciati- 
vas privadas).- Facúltase a las Administraciones Pú- 
blicas a instruir y sustanciar iniciativas privadas para 
el desarrollo de proyectos de Participación Público- 
Privada comprendidos dentro de sus respectivos ám- 
bitos de competencia. 
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Artículo 35. (Tramitación de proyectos por ini- 
ciativas privadas).- Las iniciativas privadas cuya 
ejecución, a juicio del proponente, requiera de la 
implementación de un Contrato de Participación Pú- 
blico-Privada, serán presentadas ante la Corporación 
Nacional para el Desarrollo, acompañadas de la infor- 
mación relativa al proyecto y a su viabilidad analizada 
a nivel de prefactibilidad. 


La información recibida será evaluada técnica- 
mente y remitida a la Administración Pública compe- 
tente, la que resolverá sobre su aceptación, modifica- 
ción o rechazo, sin responsabilidad alguna. 


Artículo 36. (Etapas del procedimiento de inicia- 
tiva privada).- Aceptada la proposición inicial, con o 
sin modificaciones, el proponente deberá elaborar y 
presentar el estudio de factibilidad del proyecto de 
acuerdo al alcance establecido por el artículo 16 de la 
presente ley, dentro del plazo que fije la reglamenta- 
ción y conforme a los requerimientos que disponga la 
Administración Pública. 


Una vez obtenido el informe a que se refiere el 
artículo 18 de la presente ley, la Administración Pú- 
blica contratante podrá realizar el llamado público a 
interesados a que refiere el artículo 19 de la presente 
ley y continuará con los procedimientos de selección 
y contratación establecidos en la presente ley. 


Artículo 37. (Derechos del proponente).- El pro- 
ponente de una iniciativa privada gozará de los si- 
guientes derechos y preferencias: 


A) Obtener, una vez realizada la adjudicación de- 
finitiva del contrato, el reembolso de los costos acep- 
tados vinculados con la realización del estudio de fac- 
tibilidad, en caso de que no resultare adjudicatario 
del proyecto. Dichos costos serán de cargo de quien 
resulte adjudicatario, lo cual deberá informarse en el 
respectivo llamado público. 


B) Obtener una ventaja de hasta el 10% (diez por 
ciento) en la valoración que se realice de su oferta 
respecto de la mejor oferta. Asimismo, el promotor de 
la iniciativa no deberá abonar los pliegos o documen- 
tos descriptivos correspondientes. 


En caso de que por cualquier causa el promotor 
no realice los estudios de factibilidad dentro de los 
plazos establecidos por la reglamentación, la Admi- 
nistración Pública podrá realizarlos por sí o contra- 
tarlos conforme a los procedimientos de contratación 
que corresponda, perdiendo aquel todo derecho a re- 
cibir contraprestación o beneficio alguno. 


Artículo 38. (Confidencialidad de la iniciativa 
privada).- Toda la información relativa a la iniciati- 
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va privada presentada tendrá carácter confidencial. 
Adoptada por la Administración Pública contratante 
la decisión de efectuar un llamado público para la 
adjudicación del proyecto, la iniciativa quedará trans- 
ferida de pleno derecho a dicha Administración. Si no 
se efectuara el llamado, el promotor de la iniciativa 
mantendrá todos los derechos sobre la misma por un 
período de dos años. 


CAPÍTULO VIII 
CONTROL DE CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO 


Artículo 39. (Competencia de control).- La Ad- 
ministración Pública contratante será la competente 
para controlar el cumplimiento del contrato, debien- 
do informar a la Unidad de Proyectos de Participación 
Público-Privada, con una periodicidad semestral, el 
estado de cumplimiento del mismo. Asimismo, debe- 
rá informar a dicha Unidad cualquier alteración sus- 
tancial o incumplimiento dentro de los diez días há- 
biles de verificada dicha alteración o incumplimiento. 


Sin perjuicio de los informes a los que refiere el 
inciso precedente, la Unidad de Proyectos de Partici- 
pación Público-Privada podrá solicitar a la Adminis- 
tración Contratante, en cualquier momento y cuando 
lo considere pertinente, toda información o docu- 
mentación relativa al cumplimiento de los contratos, 
así como recomendar la contratación de auditorías 
externas específicas que contribuyan a garantizar el 
correcto seguimiento de los contratos. 


La reglamentación establecerá el alcance, la for- 
ma y el contenido de los informes, los que deberán 
incluir aspectos técnicos, comerciales, ambientales y 
económicos-financieros, entre otros. 


Artículo 40. (Áreas objeto de control).- Los con- 
troles a ejercer por la Administración Pública con- 
tratante abarcaran los aspectos técnicos, operativos, 
legales, económicos, financieros, contables, y am- 
bientales conforme a lo que disponga la reglamenta- 
ción y el correspondiente contrato. 


Artículo 41. (Instrumentos para el ejercicio 
de competencias de control).- La Administración 
Pública contratante tendrá amplias facultades de 
control y podrá utilizar diferentes instrumentos para 
el ejercicio de funciones tales como requerimientos 
de información, auditorías externas, evaluación de 
desempeño, inspecciones y peritajes. A estos efectos, 
el contratista quedará obligado a proporcionar, 
a requerimiento de la Administración Pública 
contratante, toda la información y documentación 
relativa al cumplimiento del contrato que esta le 
requiera, sin poder oponer a su respecto el secreto 
comercial. 
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CAPÍTULO IX 
RÉGIMEN SANCIONATORIO 


Artículo 42. (Régimen sancionatorio).- Los con- 
tratos suscritos para el desarrollo de proyectos de 
Participación Público-Privada deberán establecer las 
sanciones aplicables para los distintos casos de in- 
cumplimiento o cumplimiento defectuoso de la pres- 
tación objeto del mismo, así como los factores agra- 
vantes o atenuantes en caso de corresponder. Las 
sanciones se graduarán en función de la gravedad y 
de la reiteración de los incumplimientos, pudiéndose 
llegar a la rescisión del contrato. 


Artículo 43. (Régimen general de aplicación de 
sanciones).- La determinación de las sanciones apli- 
cables tendrá lugar bajo los principios de legalidad, 
debido proceso, igualdad, proporcionalidad, generali- 
dad y adecuación al fin. 


La aplicación de tales sanciones procederá sin 
perjuicio de las responsabilidades administrativas, ci- 
viles o penales que pudieren corresponder al contra- 
tista frente a la Administración Pública contratante o 
frente a terceros, que hayan sido perjudicados como 
consecuencia del incumplimiento. 


Las sanciones dispuestas por la Administración 
Pública contratante se harán efectivas de inmedia- 
to, sin perjuicio de las acciones a que tenga derecho 
el contratista en el marco de los procedimientos de 
solución de controversias y recursos previstos en la 
ley, en la reglamentación o en el contrato, así como 
independientemente del cumplimiento de la resolu- 
ción administrativa que impusiere al contratista una 
determinada obligación de dar, hacer o no hacer con- 
forme a lo previsto en la normativa. 


Artículo 44. (Indemnización por daños y perjui- 
cios).- Cuando el contrato se resuelva por incum- 
plimiento del contratista, este deberá indemnizar a 
la Administración Pública contratante los daños y 
perjuicios ocasionados. La indemnización se hará 
efectiva, en primer término, sobre la garantía que 
se hubiese constituido, sin perjuicio de la subsis- 
tencia de la responsabilidad del contratista en lo 
que refiere al importe que exceda del de la garantía 
incautada. 


Artículo 45. (Medidas cautelares).- Una vez ini- 
ciado el procedimiento sancionatorio, la Adminis- 
tración Pública contratante podrá solicitar al Juez 
competente la imposición de medidas cautelares 
necesarias para asegurar la eficacia de la resolución 
sancionatoria, sin requerirse para ello la prestación 
de contracautela. 
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Artículo 46. (Derecho de retención).- La Admi- 
nistración Pública contratante podrá retener de los 
pagos que en virtud del contrato le correspondiera 
realizar, las sumas necesarias para hacer efectivo el 
cobro de las sanciones pecuniarias impuestas. 


CAPÍTULO X 
MODIFICACIONES Y CESIÓN DEL CONTRATO 


Artículo 47. (Modificaciones del contrato por la 
Administración).- El Contrato de Participación Pú- 
blico-Privada podrá reconocer la potestad de la Ad- 
ministración contratante de modificar el contrato, 
estipulándose los aspectos concretos del contrato 
susceptibles de tal modificación, las contraprestacio- 
nes que en su caso correspondan, así como el monto 
máximo de la inversión adicional que las modifica- 
ciones podrán requerir y el plazo dentro del cual la 
potestad podrá ser ejercida. 


Pactada que sea la potestad referida en el inciso 
anterior, la Administración Pública contratante -pre- 
vio informe de la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto, del Ministerio de Economía y Finanzas e in- 
tervención del Tribunal de Cuentas- podrá proceder a 
la modificación de las características o la cuantía de 
las obras, o de los servicios contratados, para mejorar 
o incrementar los niveles de servicios o estándares 
técnicos establecidos en los pliegos de condiciones 
y en el contrato, o por otras razones de interés pú- 
blico debidamente fundadas, sin afectar con ello las 
condiciones sustanciales del contrato. El contratista 
tendrá derecho a la compensación económica que 
corresponda por los costos adicionales netos en que 
incurriere por tal concepto. 


En todo caso, el monto máximo de las nuevas in- 
versiones o del gasto del servicio, requeridas por las 
modificaciones dispuestas conforme al inciso anterior 
no podrá exceder del 20% (veinte por ciento) del pre- 
supuesto de la obra o del gasto en operación acordado 
en el contrato original. 


Artículo 48. (Modificaciones previstas en el con- 
trato).- El Contrato de Participación Público-Privada 
podrá establecer condiciones, cumplidas las cuales 
las partes podrán acordar su revisión. Podrán asimis- 
mo estipular los aspectos del contrato alcanzados por 
ella y prever soluciones entre las cuales podrán optar 
al modificar el contrato, el monto máximo de la inver- 
sión adicional que las modificaciones podrán requerir 
y el plazo dentro del cual la revisión podrá acordarse. 


En todo caso, el monto máximo de estas nuevas 
inversiones no podrá exceder del 50% (cincuenta por 
ciento) del presupuesto de la obra o del gasto en ope- 
ración conforme al contrato original, y en la etapa de 
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construcción dicho porcentaje no podrá exceder del 
30% (treinta por ciento). 


Artículo 49. (Renegociación de los contratos).- Sin 
perjuicio de lo previsto en el artículo anterior, y aun 
en ausencia de tal previsión, cualquiera de las partes 
podrá requerir a la otra la renegociación del Contrato 
de Participación Público-Privada cuando ocurra algu- 
na de las siguientes hipótesis: 


A) Cuando la Administración Pública contratante 
modifique, por razones de interés público, los pará- 
metros de costos y beneficios previstos al contratar, y 
se cumplan todos los siguientes requisitos: 


D Que la modificación ocurra con posterioridad 
a la firma del contrato y no haya podido ser razona- 
blemente prevista por el contratista al tiempo de su 
celebración. 


ID Que la modificación altere significativamente 
la ecuación económico-financiera resultante del con- 
trato al tiempo de su celebración. 


IID Que la modificación sea relevante específica- 
mente en el ámbito del contrato, y no sea producida 
por medidas que procuren un efecto económico-fi- 
nanciero de alcance general. 


B) Cuando causas de fuerza mayor no previstas al 
celebrarse el contrato determinaran en forma direc- 
ta la ruptura sustancial de la ecuación económico- 
financiera resultante del contrato al tiempo de su 
celebración. 


C) Cuando se produzca alguno de los supuestos 
previstos en el contrato como condición de su revi- 
sión conforme al artículo 48 de la presente ley, y las 
partes no lleguen a un acuerdo sobre las modificacio- 
nes del contrato. 


Si alguna de las partes no accediera a la renego- 
ciación, o las partes no llegaran a un acuerdo en las 
negociaciones, cualquiera de ellas podrá reclamar 
jurisdiccionalmente una indemnización de conformi- 
dad con el artículo 54 de la presente ley. 


Artículo 50. (Cesión y subcontratación).- El con- 
tratista podrá ceder total o parcialmente el Contrato 
de Participación Público-Privada a un tercero, con la 
autorización previa y expresa de la Administración 
Pública contratante, la que deberá verificar que el ce- 
sionario reúne los requisitos y condiciones necesarias. 
La cesión podrá proceder siempre que las cualidades 
técnicas o personales del cedente no hayan sido ra- 
zón determinante para su adjudicación. Producida la 
cesión, el cesionario quedará subrogado en todos los 
derechos y obligaciones que correspondan al cedente. 
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El contratante podrá subcontratar a terceros las 
prestaciones puestas a su cargo, salvo que el contra- 
to o los pliegos dispongan lo contrario o que por su 
naturaleza y condiciones se deduzca que aquel ha de 
ser ejecutado directamente por el adjudicatario. La 
reglamentación establecerá los requisitos que debe- 
rán cumplirse en materia formal, sustancial y proce- 
dimental. 


CAPÍTULO XI 


EXTINCIÓN DEL CONTRATO Y SOLUCIÓN DE 
CONTROVERSIAS 


Artículo 51. (Extinción de los contratos).- Los 
Contratos de Participación Público-Privada se extin- 
guirán por las siguientes causales: 


A) Cumplimiento del contrato conforme a los tér- 
minos del mismo y a satisfacción de la Administración 
Pública contratante de la totalidad de la prestación. 


B) Vencimiento del plazo señalado para su vigen- 
cia o el de sus prórrogas. 


C) Resolución unilateral y anticipada del contrato 
por incumplimiento del contratista. 


D) Rescate dispuesto por la Administración Públi- 
ca contratante, por razones de interés público, en los 
términos previstos en la reglamentación y el respec- 
tivo contrato. 


E) Imposibilidad de cumplimiento como conse- 
cuencia de medidas adoptadas por el Estado. 


F) Imposibilidad del cumplimiento del contrato 
como consecuencia de un proceso concursal respecto 
del contratista. 


G) Acaecimiento de cualquier causal que inhabilite 
al contratista el efectivo cumplimiento de su prestación. 


H) Imposibilidad de cumplimiento por el contra- 
tista como consecuencia de la existencia de fuerza 
mayor o caso fortuito. Si el caso fortuito o evento de 
fuerza mayor afectare solo el cumplimiento de algu- 
nas de las obligaciones del contrato, o de aquellas vin- 
culadas a parte de la inversión comprometida, y en la 
medida que las demás obligaciones del contrato sean 
susceptibles de cumplimiento separado, las partes 
deberán acordar, de acuerdo a lo definido en las bases 
de concursos, el ajuste de las estipulaciones jurídicas, 
técnicas y económicas del contrato, para adecuarlo al 
cumplimiento de las obligaciones subsistentes. 


D Mutuo acuerdo entre la Administración Pública 
contratante y el contratista. 
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J) En los demás casos expresamente previstos en 
el contrato correspondiente. 


Artículo 52. (Intervención por la Administración 
Pública contratante).- Si se dispusiera la resolución 
unilateral y anticipada del Contrato de Participación 
Público-Privada por incumplimiento del contratista, 
o si ocurriera el abandono del proyecto por el con- 
tratista, la Administración Pública contratante podrá 
hacerse cargo, por el tiempo que sea necesario, de la 
construcción o explotación de la instalación a efectos 
de asegurar la prestación eficiente, eficaz e ininte- 
rrumpida del servicio. 


A tales efectos, la Administración Pública contra- 
tante designará un interventor, que tendrá las facul- 
tades necesarias para asegurar el cumplimiento de 
los objetos del contrato. El interventor responderá 
civil, penal y administrativamente por las acciones u 
omisiones dolosas o culposas en que incurriere en el 
ejercicio del cargo. 


La intervención no podrá extenderse por un plazo 
superior a veinticuatro meses. En ese lapso, la Ad- 
ministración deberá resolver sobre la continuidad o 
cese de las actividades objeto del contrato; y en el 
primer caso, procediendo a una nueva adjudicación 
conforme a los artículos 19 y siguientes de la presen- 
te ley, o bien mediante la subasta pública prevista en 
el artículo 58, o en su caso asumiendo por sí misma 
esas actividades por sus propios medios y mediante 
las expropiaciones procedentes conforme a derecho, 
si correspondieran. 


Artículo 53. (Término anticipado del contrato).- A 
efectos de dar el horizonte temporal necesario para 
la realización de nuevas inversiones y del adecuado 
mantenimiento y con el fin de garantizar la continui- 
dad de la calidad de la prestación de los servicios, 
el contratista y la Administración Pública contratante 
podrán acordar la realización de un nuevo llamado 
público dentro de un período no mayor a los cinco 
años previos a la finalización del contrato. El proceso 
deberá cumplir con los requisitos formales, sustan- 
ciales y de procedimiento contenidos en la presente 
ley en lo que corresponda y de acuerdo a lo que esta- 
blezca la reglamentación. 


Si el contratista no resultara adjudicatario del 
nuevo llamado, el contrato se extinguirá y será com- 
pensado por el plazo restante, en los términos que 
determine la reglamentación y el contrato. 


Artículo 54. (Solución de controversias).- Para la 
solución de los conflictos que surjan con motivo de la 
aplicación, interpretación, ejecución, cumplimiento y 
extinción de los contratos celebrados en el marco de 
la presente ley, las partes deberán recurrir al arbitraje. 
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Los árbitros serán designados de común acuerdo 
por las partes o, en su defecto, de acuerdo a lo dis- 
puesto por el artículo 480 del Código General del Pro- 
ceso y deberán fallar de acuerdo a derecho. El laudo 
del Tribunal Arbitral será inapelable. 


La reglamentación podrá establecer condiciones y 
procedimientos especiales para el arbitraje. 


CAPÍTULO XII 


GARANTÍAS EN BENEFICIO DE LOS 
ACREEDORES Y SUBASTA EXTRAJUDICIAL 
DEL CONTRATO 


Artículo 55. (Garantías en beneficio de acreedo- 
res).- El contratista de un proyecto de Participación 
Público-Privada podrá constituir, en beneficio de sus 
acreedores en virtud de la ejecución de ese contrato, 
prendas sobre los flujos de fondos futuros a generarse 
en el proyecto, así como fideicomisos de garantía, y 
todo otro tipo de garantías personales o reales sobre 
sus bienes y derechos actuales o futuros, todo confor- 
me a la legislación vigente. 


Artículo 56. (Prenda de los derechos emergentes 
del Contrato de Participación Público-Privada).- 
El contratista de un proyecto de Participación 
Público-Privada podrá celebrar contratos de prenda 
sobre los derechos de que fuere titular originados 
en el Contrato de Participación Público-Privada 
y sobre los bienes incorporados a su ejecución, 
exclusivamente para garantizar el cumplimiento 
de sus obligaciones con los financistas de la obra, 
de su operación o mantenimiento, así como las 
que resulten de un fideicomiso constituido a tales 
efectos. 


El contrato se documentará en escritura pública o en 
documento privado con firmas certificadas notarialmen- 
te, y se regirá por las disposiciones de la Ley N* 17.228, 
de 7 de enero de 2000, sobre la prenda sin desplaza- 
miento en todo lo no previsto en la presente ley. 


La constitución del derecho real requerirá la noti- 
ficación a la Administración contratante y la inscrip- 
ción en el registro respectivo. 


Artículo 57. (Pretensión de ejecución de la pren- 
da).- El acreedor prendario del contratista de un 
Contrato de Participación Público-Privada tendrá 
derecho a ejecutar la prenda, ya sea porque la obli- 
gación garantizada no hubiera sido satisfecha total o 
parcialmente a su vencimiento, o cuando se hubiera 
dispuesto la resolución del contrato por incumpli- 
miento del contratista. 
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En ambos casos el acreedor prendario deberá 
notificar a la Administración Pública contratante su 
pretensión de ejecutar la prenda. Cuando la ejecu- 
ción se origine en la resolución del contrato por in- 
cumplimiento del contratista, esa notificación de la 
pretensión de ejecutar la prenda deberá ocurrir den- 
tro de los diez días siguientes al de la notificación al 
acreedor de la decisión de resolver el contrato. 


Artículo 58. (Ejecución extrajudicial de la pren- 
da).- La ejecución de la prenda otorgada por el con- 
tratista conforme a los artículos anteriores se reali- 
zará en forma extrajudicial por la Administración 
Pública contratante, mediante subasta pública. 


A tal efecto, la Administración contratante convo- 
cará en forma pública a los interesados en participar 
en la subasta, de conformidad con lo que establezca 
la reglamentación o de acuerdo a lo estipulado en el 
pliego de condiciones o en el Contrato de Participa- 
ción Público-Privada. La Administración autorizará 
esa participación siempre que el postulante cumpla 
los requisitos exigidos a los oferentes en el proce- 
dimiento de selección del contratista que originó el 
contrato de que se trata; si el Contrato de Participa- 
ción Público-Privada estuviere parcialmente cumpli- 
do, será suficiente que el postulante cumpla los re- 
quisitos correspondientes a los aspectos del objeto del 
contrato pendientes de cumplimiento. 


El mejor postor en la subasta pública extrajudi- 
cial quedará subrogado en la posición del contratista 
hasta completar el plazo del contrato o sus prórrogas 
si correspondieran conforme a derecho, asumiendo 
los mismos derechos y obligaciones del contratista 
original, tanto frente a la Administración como a su 
acreedor prendario si subsistieran deudas garantiza- 
das por la prenda. 


Todo el producido de la subasta, deducidos los gas- 
tos que hubiera ocasionado, serán destinados al pago 
de los créditos del acreedor prendario. Si existiera 
un remanente, quedará a disposición del contratista 
originario. Si resultara un saldo impago del crédito 
del acreedor prendario, el adjudicatario de la subas- 
ta deberá asumir también la obligación de cancelarlo 
en los plazos pactados originariamente o en los que 
acuerde con el acreedor. 


Si ningún interesado fuere autorizado a participar 
en la subasta extrajudicial por razones fundadas, o si 
no hubiera ofertas aceptables en la subasta pública, el 
acreedor prendario podrá ejercer sus derechos contra 
su deudor en la vía jurisdiccional que corresponda 
conforme al derecho común, y la Administración de- 
berá proceder conforme a lo establecido en el inciso 
tercero del artículo 52 de la presente ley. 
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CAPÍTULO XIII 
DISPOSICIONES VARIAS 


Artículo 59. (Expropiaciones).- A los efectos de lo 
previsto en el artículo 32 de la Constitución de la Re- 
pública, se declaran de utilidad pública las expropia- 
ciones de bienes inmuebles destinados a ejecución de 
proyectos de Participación Público-Privada. 


Artículo 60. (Exposición contable).- El tratamien- 
to contable de las obligaciones emergentes de un 
Contrato de Participación Público-Privada depende- 
rá de la existencia de una transferencia significativa 
de riesgos comerciales en la fase de construcción y 
operación, esto es cuando los pagos a cargo de la Ad- 
ministración Pública dependan de la disponibilidad 
y calidad de servicio o de la demanda, conforme al 
informe realizado de acuerdo a lo dispuesto en el ar- 
tículo 18 de la presente ley. 


Cuando exista transferencia de riesgo, los pagos al 
contratista por concepto de inversión realizada debe- 
rán incluirse en el presupuesto de inversión corres- 
pondiente al ejercicio fiscal en que deba realizarse el 
mismo. 


Siempre que la Administración Pública contra- 
tante sea un Inciso del Presupuesto Nacional, se in- 
cluirán los pagos dentro del Presupuesto de Inversio- 
nes del Inciso 24 “Diversos Créditos” y se deducirá 
el equivalente del crédito de Inversiones del Inciso 
contratante. 


En aquellos casos en que no exista una transfe- 
rencia significativa de riesgos comerciales en la fase 
de construcción y operación, el componente de la in- 
versión será considerado gasto presupuestario dentro 
de la Administración Pública contratante correspon- 
diente, en la medida que la inversión se devengue 
y los pagos diferidos a su cargo serán considerados 
como un pasivo. 


La Contaduría General de la Nación deberá llevar 
en forma identificable el registro de pasivos firmes y 
contingentes correspondientes a Contratos de Parti- 
cipación Público-Privada e informar en cada instan- 
cia de Rendición de Cuentas, el monto estimado de 
los mismos en forma separada de la Deuda Pública, 
como asimismo la inversión ejecutada por Ejercicio 
Fiscal y por Inciso del Presupuesto. 


Artículo 61.- Los Ministerios u organismos ante 
los cuales se encuentren en trámite iniciativas priva- 
das presentadas al amparo previsto en los artículos 19 
y 20 de la Ley N* 17.555, de 18 de setiembre de 2002, 
para la construcción de obras de infraestructura de 
acuerdo a lo previsto en el artículo 3” de la presente 
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ley, deberán trasladar las mismas, junto a todos sus 
antecedentes, a la Corporación Nacional para el De- 
sarrollo, en un plazo perentorio de treinta días corri- 
dos a partir de la vigencia de la presente ley. 


En caso que el Ministerio u organismo no proceda 
del modo indicado dentro del plazo previsto, se en- 
tenderá que la iniciativa privada ha sido rechazada. 


Artículo 62. (Tope de los pasivos firmes o contin- 
gentes y de los pagos a los contratistas).- Sin perjui- 
cio de lo establecido en el artículo 60 de la presente 
ley, a partir de enero de 2011 y hasta tanto no se 
apruebe una nueva ley, el total de pasivos firmes 
y contingentes originados por Contratos de Partici- 
pación Público-Privada, calculado a valor presente 
neto, no podrá exceder el 7% (siete por ciento) del 
Producto Bruto Interno (PBI) del año inmediato an- 
terior. Por su parte, los compromisos anuales con 
los contratistas privados, originados por Contratos 
de Participación Público-Privada, no podrán exce- 
der el 5%o (cinco por mil) del PBI del año inmediato 
anterior. A los efectos del cumplimiento de dichos 
topes, la selección de los proyectos se realizará con- 
siderando los análisis de valor por dinero y su con- 
tribución a los lineamientos estratégicos fijados por 
el Poder Ejecutivo. 


En el caso de los Gobiernos Departamentales, po- 
drán comprometerse parte de los fondos aprobados 
para cada Gobierno Departamental en el marco del 
presupuesto aprobado según lo establecido en el artí- 
culo 214 de la Constitución de la República. 


A los efectos del control del tope establecido, los 
pasivos firmes o contingentes contraídos en moneda 
distinta al dólar de los Estados Unidos de América, 
serán valuados al tipo de cambio interbancario ven- 
dedor vigente al cierre del último día hábil del ejer- 
cicio precedente para los contraídos con anterioridad 
a dicha fecha, y al tipo de cambio interbancario ven- 
dedor vigente al momento de su contratación si esta 
hubiera ocurrido en el mismo ejercicio. Igual criterio 
se utilizará cuando se trate de unidades indexadas, a 
partir de los arbitrajes definidos por el Banco Central 
del Uruguay. 


La evolución de dichos topes así como un resumen 
de los contenidos del registro previsto por el artículo 
14 de la presente ley deberá informarse anualmente a 
la Asamblea General, en cada Rendición de Cuentas. 


Artículo 63.- La presente ley entrará en vigencia 
a los treinta días de su promulgación y será aplicable 
a los procedimientos de contratación en el marco de 
proyectos de Participación Público-Privada, iniciados 
con posterioridad a dicha fecha. 
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La presente ley podrá ser aplicada a aquellos pro- 
yectos de Participación Público-Privada iniciados con 
anterioridad a su vigencia, siempre que se cumplan 
todos los requisitos en la misma. 


Sala de la Comisión, cinco de julio de dos mil once. 


Proyecto de ley aprobado por 
Cámara de Representantes 


CAPÍTULO 1 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1*. (Objeto).- La presente ley establece el 
marco regulatorio aplicable al régimen de contratos 
de Participación Público-Privada. 


Artículo 2. (Contratos de Participación Público- 
Privada).- Son contratos de Participación Público- 
Privada aquellos en que una Administración Pública 
encarga a una persona de derecho privado, por un 
período determinado, el diseño, la construcción y la 
operación de infraestructura o alguna de dichas pres- 
taciones, además de la financiación. 


Solo podrán celebrarse contratos de Participación 
Público-Privada cuando previamente se resuelva, 
en la forma prevista en la presente ley, que otras 
modalidades alternativas de contratación no permiten 
la mejor forma de satisfacción de las finalidades 
públicas. 


Artículo 3”. (Ámbito de aplicación).- El presente 
marco normativo será de aplicación preceptiva para 
todos los contratos de Participación Público-Privada 
definidos en la presente ley. 


Bajo los límites establecidos constitucionalmente, 
dichos contratos podrán celebrarse para el desarrollo 
de obras de infraestructura en los siguientes sectores 
de actividad: 


A) Obras viales, ferroviarias, portuarias y aeropor- 
tuarias. Se considerarán incluidas dentro de las obras 
viales las de caminería rural. 


B) Obras de infraestructura energética, sin per- 
juicio de lo establecido en el Decreto-Ley N* 14.694, 
de 1” de setiembre de 1977, (Ley Nacional de Elec- 
tricidad) y Ley N” 8.764, de 15 de octubre de 1931, 
(Creación de ANCAP). 


C) Obras de disposición y tratamiento de residuos. 
D) Obras de Infraestructura social, incluyendo 


cárceles, centros de salud, centros de educación, 
viviendas de interés social, complejos deportivos y 
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obras de mejoramiento, equipamiento y desarrollo 
urbano. 


También podrá celebrarse este tipo de contratos 
para la colonización de tierras, que por su ubica- 
ción, superficie y características agrológicas resul- 
ten económicamente apropiadas para la formación 
de colonias, de acuerdo con lo establecido por la Ley 
N* 11.029, de 12 de enero de 1948, (creación del 
Instituto Nacional de Colonización), en la redacción 
dada por el artículo 15 de la Ley N* 18.187, de 2 de 
noviembre de 2007. En particular los contratos po- 
drán incluir los servicios de interés colectivo mencio- 
nados en el artículo 48 así como las instalaciones a 
las que refiere en el artículo 52 de la Ley N* 11.029, 
de 12 de enero de 1948. 


En ningún caso, los contratos de Participación 
Público-Privada podrán incluir: 


I) Servicios educativos cuando se trate de centros 
educativos. 


ID) Servicios sanitarios cuando se trate de centros 
de salud. 


III) Servicios de seguridad, sanitarios y de reedu- 
cación de reclusos cuando se trate de cárceles. 


Se exceptúan de este régimen de contratación los 
cometidos esenciales cuya prestación corresponde al 
Estado en forma exclusiva, así como la explotación 
de los monopolios establecidos por ley a favor de 
este. 


A los efectos de la presente ley, se consideran 
comprendidos en el término “Administración Públi- 
ca” los Poderes del Estado, Tribunal de Cuentas, Cor- 
te Electoral, Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados, 
y Gobiernos Departamentales, sin perjuicio de las 
atribuciones, facultades, derechos y obligaciones que 
les asignen la Constitución de la República y normas 
legales aplicables. 


Mantienen su vigencia todos aquellos regíme- 
nes de contratación previstos en cartas orgánicas, 
leyes o procedimientos especiales de contratación 
dictados a la fecha de la promulgación de la pre- 
sente ley. 


Artículo 4%. (Principios y orientaciones genera- 
les).- Todos los actos y contratos celebrados en el mar- 
co de la presente ley deberán observar los siguientes 
principios y orientaciones generales: 


A) Transparencia y publicidad: Todas las actuacio- 
nes desarrolladas en el marco de proyectos de Par- 
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ticipación Público-Privada, con las limitaciones que 
en cada caso establezca la normativa vigente, serán 
públicas y estarán sujetas a mecanismos de control. 


B) Protección del interés público: Todo proyecto 
de Participación Público-Privada, deberá procurar 
el beneficio público, respetando el interés general, 
y adoptar los mecanismos de participación y control 
que serán de aplicación durante toda la vigencia del 
contrato. 


C) Eficiencia económica: La celebración de con- 
tratos por parte de la Administración Pública, en el 
marco de proyectos de Participación Público-Priva- 
da, deberá basarse en la consecución del mayor Valor 
por Dinero, incluyendo tanto la reducción de costos 
como los niveles de riesgo así como plazos de dispo- 
nibilidad. 


D) Adecuada distribución de riesgos: Los con- 
tratos celebrados en el marco de proyectos de Par- 
ticipación Público-Privada deberán contemplar una 
adecuada distribución de riesgos entre las partes, de 
modo tal de minimizar el costo asociado a los mismos. 


E) Transferencia: Los contratos deberán estable- 
cer las modalidades en que las obras y los bienes e 
instalaciones necesarias para su explotación puedan 
ser revertidas o transferidas a la Administración, se- 
gún corresponda. 


F) Ecuanimidad: La selección de los sujetos con- 
tratantes deberá llevarse a cabo observando criterios 
de transparencia, ecuanimidad y no discriminación, 
promoviendo la competencia entre los oferentes y 
procurando alcanzar un adecuado equilibrio entre la 
necesaria celeridad, reducción de costos de los pro- 
cedimientos y la selección de la mejor propuesta a los 
intereses públicos. 


G) Temporalidad: Todos los contratos que se ce- 
lebren deberán establecer un plazo máximo de du- 
ración. El plazo máximo de duración del contrato y 
de sus prórrogas no podrá exceder de treinta y cinco 
años. 


H) Responsabilidad fiscal: Las erogaciones y com- 
promisos financieros que se asuman en el marco de 
proyectos de Participación Público-Privada deberán 
ser consistentes con la programación financiera del 
Estado, en un marco de responsabilidad fiscal y de la 
debida rendición de cuentas. 


D Control: La Administración Pública contratante 
deberá establecer en los respectivos contratos mecanis- 
mos de control adecuados para la efectiva protección de 
los derechos de los usuarios y la continuidad y eficiencia 
en la prestación de los servicios correspondientes. 
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J) Protección del desarrollo sustentable: Los 
proyectos ejecutados a través de mecanismos de 
Participación Público-Privada deberán propender 
al desarrollo sustentable de la sociedad y de la eco- 
nomía, adoptando medidas de protección al medio 
ambiente en beneficio de las generaciones actuales 
y futuras. 


K) Respeto a los derechos laborales y las normas 
legales que lo regulan en particular en lo que refiere 
al reconocimiento y respeto a los ámbitos de negocia- 
ción colectiva. 


Artículo 5%. (Contraprestaciones por el desarrollo 
de proyectos).- En contraprestación por las activida- 
des asumidas, dependiendo del tipo y características 
de cada proyecto, el contratista podrá percibir dife- 
rentes modalidades de ingresos, en forma exclusiva o 
combinada, abonados por los usuarios o la Adminis- 
tración Pública contratante, entre otras. 


Dependiendo de las características y estructura 
de cada proyecto, podrá determinarse en beneficio de 
la Administración Pública, la percepción de ingresos 
por parte de esta consistentes en pagos provenientes 
del contratista, usuarios, u otros que en su caso se 
estipulen. 


Artículo 6”. (Contribuciones públicas para el desa- 
rrollo de proyectos de Participación Público-Privada). - 
Conforme a las características concretas de cada pro- 
yecto y a efectos de viabilizar los mismos, el contrato 
podrá prever la realización de contribuciones por par- 
te de la Administración Pública, tales como aportes 
pecuniarios, otorgamiento de subvenciones, créditos, 
garantías para la financiación del proyecto, garantías 
de obtención de ingresos mínimos y exoneraciones 
fiscales, entre otras. De estas contribuciones, las que 
lo requieran, deberán contar con el decreto del Poder 
Ejecutivo correspondiente. 


En ningún caso se podrá asegurar contractual- 
mente niveles mínimos de rentabilidad del proyecto. 


El contrato deberá determinar las condiciones a 
cuyo cumplimiento se sujetarán las contribuciones 
públicas, su modificación o cese. 


Los aportes económicos por parte de la Adminis- 
tración Pública podrán realizarse cuando estos cons- 
tituyan un estímulo a la gestión económica más efi- 
ciente y ello redunde en su beneficio y en el de los 
usuarios del servicio, de acuerdo al resultado de los 
estudios previos previstos en el artículo 16 de la pre- 
sente ley. 
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CAPÍTULO Il 
MARCO INSTITUCIONAL 


Artículo 7?. (Atribución de competencia).- La Ad- 
ministración Pública contratante, dentro del ámbito 
de su competencia, será la responsable del diseño, 
estructuración y celebración de contratos de la Parti- 
cipación Público-Privada, así como del control de su 
correcta ejecución y del cumplimento de las obliga- 
ciones asumidas por los contratantes. Ello, sin perjui- 
cio de las atribuciones y competencias de regulación 
y control que correspondan a otros organismos esta- 
tales conforme a sus competencias originarias y a las 
que se atribuyen por la presente ley. 


Artículo 8. (Comisión Técnica).- Para cada pro- 
yecto la Administración Pública contratante designa- 
rá una Comisión Técnica que asesorará en todas las 
etapas del procedimiento de contratación. La Comi- 
sión Técnica estará integrada por un mínimo de tres 
y un máximo de cinco miembros, debiendo ser dos de 
ellos, por lo menos, funcionarios de la Administración 
Pública contratante. Sus miembros deberán tener 
idoneidad en los diferentes aspectos que componen 
la materia de contratación y al menos uno, que podrá 
o no pertenecer a la misma, deberá poseer reconocida 
idoneidad técnica en la materia objeto de la contra- 
tación. 


Los integrantes de las comisiones técnicas estarán 
obligados a presentar declaración jurada de acuerdo a 
la Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998. 


Artículo 9”. (Competencias de la Corporación Na- 
cional para el Desarrollo respecto de proyectos de 
Participación Público-Privada).- Sin perjuicio de los 
cometidos atribuidos por la Ley N* 15.785, de 4 de di- 
ciembre de 1985 y demás normas concordantes y mo- 
dificativas, la Corporación Nacional para el Desarrollo 
tendrá los cometidos que se indican a continuación: 


A) Desarrollar y fomentar la ejecución de pro- 
yectos de Participación Público-Privada mediante la 
aplicación de los mejores criterios técnicos y el apego 
a los principios y orientaciones contenidos en la pre- 
sente ley. 


B) Elaborar los lineamientos técnicos aplicables 
a proyectos de Participación Público-Privada a tra- 
vés de la confección de guías de mejores prácticas 
recomendadas, uniformización de procedimientos y 
preparación de manuales, modelos e instrumentos 
que contribuyan al diseño y ejecución de los referidos 
proyectos en forma más eficaz y eficiente. La difusión 
de los mismos requerirá la aprobación del Ministerio 
de Economía y Finanzas, previo informe de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto. 
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C) Asesorar en la identificación, concepción, di- 
seño, estudio, estructuración, promoción, selección 
y contratación de los proyectos de Participación Pú- 
blico-Privada, en los términos y condiciones que se 
acuerden mediante convenio con las Administracio- 
nes Públicas contratantes. 


D) Contribuir al fortalecimiento de capacidades 
de las Administraciones Públicas contratantes en el 
diseño e implementación de proyectos de Participa- 
ción Público-Privada. 


E) Asesorar al Poder Ejecutivo a identificar y prio- 
rizar proyectos susceptibles de ser ejecutados me- 
diante el sistema de Participación Público-Privada. 


F) Facilitar a las Administraciones Públicas con- 
tratantes la coordinación interinstitucional de sus ac- 
tividades relacionadas con proyectos de Participación 
Público-Privada. 


G) Crear o adquirir sociedades comerciales de 
cualquier naturaleza así como instrumentos finan- 
cieros, cuando ello se entienda necesario para el me- 
jor desarrollo de proyectos de Participación Público- 
Privada. 


Artículo 10. (Estructuración de proyectos).- Para 
la estructuración de proyectos de Participación Pú- 
blico-Privada, la Administración Pública contratante 
podrá contratar en forma directa a la Corporación 
Nacional para el Desarrollo. 


Asimismo, podrá contratar para ello a empresas 
de reconocida idoneidad en la materia. La selección y 
contratación de dichas empresas deberá realizarse a 
través del régimen general de contratación adminis- 
trativa, no siendo aplicable para ello los mecanismos 
de contratación establecidos en la presente ley. 


Artículo 11. (Implementación de Proyectos por la 
Corporación Nacional para el Desarrollo).- Previa au- 
torización debidamente fundada del Poder Ejecutivo, 
la Administración Pública contratante podrá acordar 
directamente con la Corporación Nacional para el 
Desarrollo (CND) que esta asuma la implementación 
de un proyecto de Participación Público-Privada en 
forma integral, con el fin de viabilizar su concreción 
y, posteriormente, transferir el mismo al sector pri- 
vado a través de los procedimientos de contratación 
previstos en la presente ley. 


Esta modalidad de implementación podrá aplicar- 
se únicamente en aquellos proyectos que no supe- 
ren el monto de inversión estimada a ser establecido 
por la reglamentación. Asimismo, la reglamentación 
establecerá el plazo máximo dentro del cual la CND 
deberá trasferir el proyecto al sector privado. 
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A estos efectos, la CND podrá ejecutar el proyecto 
directa o indirectamente, mediante la celebración de 
contratos o acuerdos comerciales de cualquier natu- 
raleza, de acuerdo a lo establecido en el artículo 3* de 
la presente ley. 


Artículo12. (Contratos de Participación Público- 
Privada Institucional). - En el marco de los cometidos 
establecidos en el artículo 11 de la Ley N* 15.785, 
de 4 de diciembre de 1985, en la redacción dada por 
el artículo 34 de la Ley N* 18.602, de 21 de setiem- 
bre de 2009, la Administración Contratante podrá 
celebrar directamente contratos de Participación 
Público-Privada con la Corporación Nacional para el 
Desarrollo (CND) de acuerdo a los procedimientos 
definidos en los artículos 15, 16, 17 y 18 de la pre- 
sente ley. En caso de que la CND ceda en forma total 
el contrato referido deberá hacerlo por alguno de los 
procedimientos definidos en los artículos 19 y 20 de 
la presente ley. 


Artículo 13. (Unidad de Proyectos de Participación 
Público-Privada). - Créase la Unidad de Proyectos de 
Participación Público-Privada la que dependerá jerár- 
quicamente del Ministerio de Economía y Finanzas, 
y tendrá como cometidos respecto a los proyectos 
que se desarrollen al amparo de la presente ley, los 
siguientes: 


A) Realizar el seguimiento de los aspectos econó- 
micos-financieros. 


B) Verificar el cumplimiento de los aspectos pre- 
supuestarios. 


C) Evaluar los riesgos asociados. 


D) Realizar los análisis y registros que se cometen 
al Ministerio de Economía y Finanzas en la presente 
ley. 


La reglamentación establecerá su forma de inte- 
gración y sus cometidos específicos. 


Artículo 14. (Registro de Proyectos).- Créase el 
Registro de Proyectos de Participación Público-Priva- 
da cuya organización se comete al Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas, el que incluirá los contratos sus- 
critos para el desarrollo de proyectos de Participación 
Público-Privada y sus modificaciones; los llamados 
a interesados para la Adjudicación de proyectos de 
Participación Público-Privada,; las iniciativas privadas 
presentadas para el desarrollo de proyectos de Par- 
ticipación Público-Privada, respetando los derechos 
de confidencialidad que correspondan al titular de la 
iniciativa; y los informes de auditoría de proyectos de 
Participación Público-Privada. La reglamentación es- 
tablecerá el contenido y las formalidades bajo las cua- 
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les corresponderá la constitución y administración 
del Registro, así como la actualización de la informa- 
ción contenida en el mismo, entre otros aspectos. 


CAPÍTULO HI 
PROCEDIMIENTO DE CONTRATACIÓN 


Artículo 15. (Inicio del proceso).- El proceso ten- 
diente a la suscripción de un contrato para el desa- 
rrollo de un proyecto de Participación Público-Priva- 
da, podrá iniciarse de oficio mediante una iniciativa 
pública, o bien, originarse en una iniciativa privada 
presentada por un proponente, en cuyo caso, se se- 
guirá el mecanismo dispuesto en el Capítulo VII de la 
presente ley. 


En ambos casos, dichos actos deberán ser presen- 
tados a efectos de su registro ante el Registro de Pro- 
yectos a que refiere el artículo 14 de la presente ley. 


Artículo 16. (Evaluación previa).- Con carácter 
previo a la iniciación del procedimiento de contra- 
tación, la Administración Pública contratante deberá 
contar con un documento de evaluación en que se 
ponga de manifiesto la viabilidad y la conveniencia 
del proyecto en cuestión. 


Dependiendo de las características de cada pro- 
yecto, la evaluación previa podrá separarse en estu- 
dios de prefactibilidad, estudios de factibilidad y estu- 
dios de impacto. 


El documento de evaluación deberá incluir, entre 
otros aspectos, un análisis comparativo con formas 
alternativas de contratación que justifiquen en tér- 
minos técnicos, jurídicos, económicos y financieros, 
la adopción de esta fórmula de contratación. En par- 
ticular, se deberá mostrar que el modelo de contrata- 
ción propuesto es el que permite al Estado obtener el 
mayor “Valor por Dinero”. 


La reglamentación establecerá el alcance, la for- 
ma y el contenido de dicha evaluación previa, inclu- 
yendo, entre otras, las áreas técnica, comercial, fi- 
nanciera, jurídica, ambiental y de impacto económico 
y social. 


Artículo 17. (Contenido del contrato).- Los con- 
tratos de Participación Público-Privada deberán in- 
cluir necesariamente, y sin perjuicio de las demás 
estipulaciones necesarias o que acuerden las partes, 
los siguientes aspectos: 


A) Identificación de las prestaciones principales 
que constituyen su objeto. 


B) Condiciones de reparto de riesgos entre el con- 
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tratante y el contratista, desglosando y precisando la 
imputación de los riesgos derivados de la variación 
de los costos de las prestaciones y la imputación de 
los riesgos de disponibilidad o de demanda de dichas 
prestaciones, entre otros. 


C) Objetivos de rendimiento asignados al contra- 
tista, particularmente en lo que concierne a la cali- 
dad de los servicios, obras y suministros y las condi- 
ciones en que deberán ser puestos a disposición de la 
Administración Pública contratante. 


D) Remuneración del contratista, que deberá des- 
elosar las bases y criterios para el cálculo de los costos 
de inversión, de funcionamiento y de financiación y 
en su caso, de los ingresos que el contratista pueda 
obtener de la explotación de las obras o equipos. 


E) Causas y procedimientos para determinar las 
variaciones de la remuneración a lo largo del período 
de ejecución del contrato y criterios aplicables res- 
pecto del mantenimiento del equilibrio de la ecuación 
económico-financiera del contrato si correspondiere. 


F) Fórmulas de pago y, particularmente, condi- 
ciones en las cuales, en cada vencimiento o en de- 
terminado plazo, el monto de los pagos pendientes 
de satisfacer por el contratante y los importes que el 
contratista debe abonar a este como consecuencia de 
penalidades o sanciones, pueden ser objeto de com- 
pensación. 


G) Sistema de control por parte de la Administra- 
ción contratante aplicable a la ejecución del contrato, 
especialmente respecto a los objetivos de rendimien- 
to, así como las condiciones en que se autorice a reali- 
zar cesiones o sub contratos. Los costos del funciona- 
miento de este sistema deberán estar previstos dentro 
de la estructura general de costos del proyecto. 


H) Sanciones aplicables en caso de incumplimien- 
to de las obligaciones del contrato. 


D Condiciones en que puede procederse por 
acuerdo o por decisión unilateral de la Administra- 
ción Pública contratante, a la modificación de deter- 
minados aspectos del contrato o a su resolución, con- 
forme a lo establecido en la presente ley. 


J) Destino de las obras y equipamientos objeto del 
contrato a la finalización del mismo. 


K) Garantías que el contratista deberá afectar al 
cumplimiento de sus obligaciones. 


L) Mecanismos aplicables a la liquidación del pro- 
pio contrato, incluyendo disposiciones sobre las com- 
pensaciones a que pudiera dar lugar la misma. 
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M) Referencia a las condiciones generales y, cuan- 
do sea procedente, a las especiales que sean perti- 
nentes en función de la naturaleza de las prestacio- 
nes principales. 


N)> Otras obligaciones del contratista como ser 
la presentación de sus estados contables auditados, 
dentro de un plazo de seis meses contados a partir del 
cierre de cada Ejercicio Fiscal. 


Artículo 18. (Estudios previos y bases de contrata- 
ción). Los estudios de evaluación previa y las bases de 
contratación a que refieren los artículos precedentes 
serán presentados ante la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y el Ministerio de Economía y Finanzas 
para su consideración e informe, el que se procesará 
según los plazos y condiciones que establezca la re- 
glamentación. 


Ambos organismos, actuando en forma coordina- 
da, evaluarán dichos estudios y bases de contratación, 
tomando en consideración el impacto social y econó- 
mico del proyecto, los aspectos presupuestarios, la 
viabilidad económica-financiera y los beneficios de 
adoptar esta modalidad de contratación. 


Asimismo se determinará, en esta instancia o, en 
su defecto, al definirse las condiciones definitivas de 
contratación, las características de distribución de 
riesgos entre la Administración contratante y el con- 
tratista. 


Los entes autónomos y los servicios descentrali- 
zados, deberán realizar la presentación a través del 
Ministerio correspondiente. 


En el caso de los organismos comprendidos en el 
artículo 221 de la Constitución de la República, pre- 
vio a la realización del llamado público a interesados 
a que refiere el artículo 19 de la presente ley, deberán 
enviar copia de las bases de contratación correspon- 
dientes al Poder Ejecutivo, para que este informe a la 
Asamblea General. 


Los Gobiernos Departamentales que opten por la 
celebración de Contratos de Participación Público- 
Privada, deberán ajustarse al procedimiento regulado 
en la presente ley. Su correspondiente presentación 
deberá realizarse a través de la Comisión Sectorial de 
Descentralización. 


Artículo 19. (Llamado público a interesados).- 
Una vez obtenido el informe a que se refiere el artí- 
culo 18 de la presente ley, la Administración Pública 
contratante podrá realizar el llamado público, esta- 
bleciendo el procedimiento competitivo a emplear así 
como los términos y condiciones aplicables al mismo, 
de acuerdo a lo que establezca la reglamentación. 
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La Administración Pública podrá emplear cualquier 
método competitivo, incluyendo la licitación, subasta, 
o cualquier otro que no fuere contrario a los principios 
generales admitidos en la normativa vigente. 


Artículo 20. (Procedimiento de diálogo competi- 
tivo).- La Administración Pública podrá aplicar un 
procedimiento de diálogo competitivo con aquel o 
aquellos postulantes que, habiéndose presentado al 
llamado público, cumplan con los requisitos de sol- 
vencia técnica y económica establecidos en el mismo. 


En el transcurso de este procedimiento podrán 
debatirse todos los aspectos del contrato, a efectos de 
contribuir a la definición del pliego de condiciones 
particulares. 


Durante el procedimiento, se dará un trato igua- 
litario a todos los participantes y, en particular, no se 
les facilitará de forma discriminatoria información 
que pueda dar ventajas a determinados participan- 
tes con respecto al resto. No se podrá revelar a los 
demás participantes las soluciones propuestas por un 
participante u otros datos confidenciales que este les 
comunique sin su previo consentimiento. 


El procedimiento de diálogo competitivo prosegui- 
rá hasta que sea posible determinar, después de com- 
pararlas, si ello fuera necesario, las soluciones que 
resulten adecuadas al objeto del llamado. 


Tras declararse cerrado el diálogo competitivo y 
notificarse a todos los participantes, se convocará a la 
presentación de ofertas de acuerdo a lo que establez- 
ca el pliego de condiciones particulares. 


En todos los casos en que se aplique el procedi- 
miento del diálogo competitivo deberá especificarse 
previamente, en oportunidad de realizarse el llamado 
público a que refiere el artículo 19 de la presente ley, 
si una vez concluido el diálogo, solo podrán presen- 
tar ofertas quien o quienes hayan participado en el 
diálogo, o si la presentación de ofertas será abierta a 
cualquier interesado. En el caso en que un único pos- 
tulante hubiere participado en el procedimiento de 
diálogo competitivo, la presentación de ofertas deberá 
ser abierta a cualquier interesado. 


La Administración Pública podrá establecer pre- 
ferencias o compensaciones para aquel o aquellos 
postulantes participantes en el diálogo competitivo, 
dando cuenta de las mismas en el llamado público a 
que se refiere el artículo 19 de la presente ley. 


Artículo 21. (Presentación de las ofertas).- Las 
ofertas deberán incluir todos los elementos requeri- 
dos y necesarios para la realización del proyecto. La 
reglamentación establecerá las condiciones para di- 
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cha presentación, la documentación exigida, las for- 
mas para la apertura de las ofertas, la posibilidad de 
formular aclaraciones, rectificaciones o salvedades y 
las actas que deberán labrarse. 


Artículo 22. (Examen de las ofertas).- Los crite- 
rios de evaluación de las ofertas deberán ser estipu- 
lados en el pliego correspondiente, de acuerdo a las 
condiciones que establezca la reglamentación. Los 
mismos podrán incluir diversos elementos vinculados 
al objeto del contrato, tales como la calidad, el precio, 
la fórmula utilizable para revisar las retribuciones li- 
gadas a la utilización de la obra o a la prestación del 
servicio, el plazo de ejecución o entrega de la presta- 
ción, el costo de utilización, las condiciones financie- 
ras de las prestaciones económicas, la satisfacción de 
necesidades sociales, la rentabilidad, el valor e ido- 
neidad técnica de la propuesta, la solvencia técnica 
y económica del proponente, las garantías, las carac- 
terísticas estéticas o funcionales, así como cualquier 
otro elemento relevante para la contratación. 


En ningún caso podrá considerarse como más 
conveniente la oferta que fundadamente se estime 
que no pueda ser cumplida como consecuencia de la 
inclusión en la misma de valores anormales o despro- 
porcionados. 


Artículo 23. (Adjudicación de ofertas).- La Co- 
misión Técnica clasificará en orden decreciente las 
ofertas presentadas atendiendo a los distintos crite- 
rios valorados. 


Previo informe de la Unidad de Proyectos de Par- 
ticipación Público-Privada, la Administración Pública 
contratante, a través de su ordenador de gasto com- 
petente, dispondrá la adjudicación provisional me- 
diante resolución fundada, la que deberá notificarse 
a todos los oferentes y fijará los términos definitivos 
del contrato. 


Todo recurso que quiera interponerse sobre esta 
resolución provisional quedará en suspenso hasta la 
resolución definitiva. 


El proceso continuará con la intervención del Tri- 
bunal de Cuentas, el que dispondrá de treinta días 
corridos para su pronunciamiento, contados desde 
la recepción del expediente de notificación. Vencido 
este plazo sin que el Tribunal de Cuentas se expida, 
se considerará que existe un pronunciamiento favo- 
rable del Tribunal por lo que el proceso continuará 
de acuerdo a lo establecido por los incisos siguientes. 


La adjudicación definitiva no podrá realizarse an- 
tes de que transcurran treinta días hábiles contados 
desde la notificación de la adjudicación provisional. 
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Previo a la adjudicación definitiva, el adjudicata- 
rio deberá proporcionar toda la documentación cuya 
presentación se hubiera diferido para esta etapa, así 
como constituir la garantía de cumplimiento de con- 
trato cuando corresponda. 


La adjudicación definitiva será comunicada a to- 
dos los oferentes y al Tribunal de Cuentas, según lo 
establezca la reglamentación e inscripta en el Regis- 
tro de Proyectos establecido en el artículo 14 de la 
presente ley. 


Cuando no proceda la adjudicación definitiva 
del contrato al oferente que hubiese resultado 
adjudicatario provisional, por no cumplir este las 
condiciones necesarias para ello, la Administración 
Pública contratante podrá efectuar una nueva 
adjudicación provisional al oferente u oferentes 
siguientes a aquel, por el orden en que hayan quedado 
clasificadas sus ofertas, siempre que ello fuese posible 
y que el nuevo adjudicatario preste su conformidad. 
La nueva adjudicación provisional requerirá de previo 
informe de la Unidad de Proyectos de Participación 
Público Privada. 


En cualquier caso, la Administración Pública con- 
tratante podrá rechazar la totalidad de las ofertas sin 
responsabilidad alguna, no reconociéndose pagos o 
reintegros por concepto de gastos de los oferentes. 


Artículo 24. (Formalización del contrato).- El 
contrato deberá formalizarse por escrito, dentro de 
un plazo no inferior a diez días hábiles ni superior a 
treinta días hábiles, contados a partir del día siguien- 
te de la última notificación del acto de adjudicación 
definitiva, siempre que no se hubieran interpuesto 
recursos contra dicho acto. 


En caso que se hubieran interpuesto recursos ad- 
ministrativos contra el acto de adjudicación definiti- 
va, el contrato deberá formalizarse por escrito en el 
plazo de treinta días hábiles contados a partir de que 
el acto sea definitivo, o del levantamiento del efecto 
suspensivo del recurso, en su caso. 


Cuando por causas imputables al contratista no se 
hubiese formalizado el contrato dentro del plazo indi- 
cado, la Administración Pública contratante podrá re- 
vocar el acto de adjudicación, así como la incautación 
de la garantía de mantenimiento de la oferta que, en 
su caso, se hubiese constituido. 


CAPÍTULO IV 
GARANTÍAS 


Artículo 25. (Garantías).- La Administración Pú- 
blica contratante exigirá a los oferentes la constitu- 
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ción de una garantía de mantenimiento de sus ofer- 
tas hasta la adjudicación provisional del contrato y 
de una garantía de cumplimiento de contrato, en los 
términos y condiciones que prevea la reglamentación 
y los pliegos generales y particulares. 


Artículo 26. (Garantía de mantenimiento de ofer- 
ta).- La garantía de mantenimiento de oferta será 
retenida hasta que proceda a la constitución de la 
garantía de cumplimiento de contrato o se rechace la 
totalidad de las ofertas. Las empresas que retiren in- 
justificadamente su proposición antes de la adjudica- 
ción perderán la garantía constituida, la que quedará 
a favor de la Administración Pública contratante. 


El adjudicatario podrá aplicar el importe de la ga- 
rantía de mantenimiento de oferta a la garantía de 
cumplimiento del contrato o proceder a una nueva 
constitución de esta última. 


La adjudicación provisional del contrato podrá 
dejarse sin efecto si el adjudicatario no cumple con 
la constitución de la garantía de cumplimiento de 
contrato, sin perjuicio de la pérdida de la garantía de 
mantenimiento de la oferta previamente constituida 
a favor de la Administración Pública contratante. 


Artículo 27. (Ampliación de garantía de cumpli- 
miento del contrato).- En caso de que se hagan efec- 
tivas sobre la garantía penalidades o indemnizaciones 
exigibles al adjudicatario, este deberá reponer o am- 
pliar aquella, en la cuantía que corresponda, en el 
plazo de quince días desde la ejecución, incurriendo 
en caso contrario en causa de resolución. 


Cuando, como consecuencia de una modificación 
del contrato, experimente variación el precio del mis- 
mo, deberá reajustarse la garantía, para que guarde 
la debida proporción con el nuevo precio modificado, 
en el plazo de quince días contados desde la fecha en 
que se notifique al contratante el acuerdo de modi- 
ficación. 


Artículo 28. (Afectación de las garantías constitui- 
das).- La garantía de cumplimiento de contrato res- 
ponderá de los siguientes conceptos: 


A) De las sanciones impuestas al contratista. 


B) De la correcta ejecución de las prestaciones 
contempladas en el contrato, de los gastos originados 
a la Administración Pública por la demora del contra- 
tista en el cumplimiento de sus obligaciones, y de los 
daños y perjuicios ocasionados a la misma con motivo 
de la ejecución del contrato o por su incumplimiento. 


C) De la incautación que puede decretarse en los 
casos de resolución del contrato, o de acuerdo con 
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lo que en él, en la reglamentación o en esta ley esté 
establecido. 


D) De otros incumplimientos referidos a condicio- 
nes establecidas expresamente en la reglamentación, 
el pliego particular o el contrato. 


Artículo 29. (Preferencia en la ejecución de ga- 
rantías).- Para hacer efectiva la garantía, la Adminis- 
tración Pública contratante tendrá preferencia sobre 
cualquier otro acreedor, sea cual fuere la naturaleza 
del mismo y el título del que derive su crédito. Cuan- 
do la garantía no sea bastante para cubrir las respon- 
sabilidades a las que está afectada, la Administración 
Pública contratante procederá judicialmente al cobro 
de la diferencia. 


Artículo 30. (Devolución y cancelación de las ga- 
rantías).- La garantía no será devuelta o cancelada 
hasta que se haya producido el vencimiento del plazo 
de garantía y cumplido satisfactoriamente el contrato 
de que se trate, o hasta que se declare la resolución 
de este sin culpa del contratista. En el supuesto de 
recepción parcial solo podrá el contratista solicitar la 
devolución o cancelación de la parte proporcional de 
la garantía cuando así se autorice expresamente en 
el pliego. En los casos de cesión de contratos no se 
procederá a la devolución o cancelación de la garan- 
tía prestada por el cedente hasta que se halle formal- 
mente constituida la del cesionario. 


CAPÍTULO V 
MEDIOS DE IMPUGNACIÓN 


Artículo 31. (Recursos administrativos).- Los ac- 
tos administrativos dictados por la Administración 
Pública contratante en el procedimiento de contra- 
tación podrán ser impugnados mediante la interpo- 
sición de los recursos administrativos correspondien- 
tes en los términos y condiciones establecidos por las 
normas constitucionales, las disposiciones incluidas 
en la presente ley y demás disposiciones legales que 
regulan la materia en cuanto no contradigan lo esta- 
blecido en la presente ley. 


Estos recursos, salvo aquel que se interponga 
contra la adjudicación definitiva, no tendrán efecto 
suspensivo, excepto que la Administración, por razón 
fundada, disponga lo contrario. 


La Administración Pública podrá disponer el le- 
vantamiento del efecto suspensivo sobre el acto que 
resuelva la adjudicación definitiva cuando, por reso- 
lución fundada, declare que dicha suspensión afecta 
inaplazables necesidades del servicio o le causa gra- 
ves perjuicios. 
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CAPÍTULO VI 


APTITUD E INCOMPATIBILIDADES PARA 
CONTRATAR 


Artículo 32. (Aptitud para contratar).- Solo po- 
drán contratar con la Administración Pública, en el 
marco de la presente ley, personas físicas o jurídicas 
nacionales o extranjeras plenamente capaces, que no 
estén comprendidas en una prohibición de contratar 
y que acrediten su solvencia económica, financiera y 
técnica o profesional en los términos y condiciones 
exigidos en cada caso. 


Artículo 33. (Prohibiciones para contratar con la 
Administración).- No podrán asumir la condición de 
oferentes o contratantes, por sí o por interpuesta per- 
sona, quienes se encuentren comprendidos en algu- 
na de las siguientes situaciones: 


A) Carecer de capacidad o de legitimación, o estar 
afectado por prohibición, interdicción, inhabilitación 
o impedimentos similares de carácter contractual, le- 
gal, judicial, arbitral o de cualquier otra naturaleza 
para poder contratar con el Estado en general, o con 
la Administración Pública contratante en particular. 


B) Hayan actuado como asesores contratados por 
la Administración Pública contratante, en la imple- 
mentación del proyecto en el que pretenden partici- 
par como potenciales oferentes, siempre que dicha 
participación pueda suponer un trato privilegiado con 
respecto al resto de los potenciales oferentes. 


C) Ser funcionario público dependiente de la Ad- 
ministración Pública contratante o ser una firma, 
empresa o entidad con la cual el funcionario esté 
vinculado por razones de dirección, participación o 
dependencia. 


D) Se haya promovido a su respecto un proceso 
concursal dentro de los cinco años calendario ante- 
riores, contados desde la fecha de la última publica- 
ción del llamado público a interesados a que refiere el 
artículo 19 de la presente ley. 


E) Se hubiere decretado a su respecto dentro de 
los cinco años calendario anteriores, contados desde 
la fecha de la última publicación del llamado público 
a interesados a que refiere el artículo 19 de la presen- 
te ley, la resolución por incumplimiento de su parte 
de un contrato celebrado con el Estado en general, 
o con Administración Pública contratante en parti- 
cular. 


F) Haber sido sancionados por la comisión de in- 
fracciones graves ante la violación de normas labora- 
les o ambientales, siempre que dichas resoluciones se 
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encuentren firmes y hubieren sido aplicadas dentro 
de los veinticuatro meses anteriores al llamado públi- 
co a que refiere el artículo 19 de la presente ley. 


Las personas comprendidas en las causales prece- 
dentes no podrán actuar como miembros de un con- 
sorcio oferente o contratante o como subcontratista 
de este, directamente o por intermedio de otra en- 
tidad controlada, vinculada o que forme parte de un 
conjunto económico con ella. 


Asimismo, las prohibiciones antedichas serán de 
aplicación a aquellos sujetos o entidades que, por 
razón de dirección, participación u otras circunstan- 
cias, pueda presumirse que son una continuación 
o que derivan, por transformación, fusión, cesión o 
sucesión o cualquier otra forma, de aquellas empre- 
sas comprendidas en una o más de las causales antes 
enunciadas. 


CAPÍTULO VII 
INICIATIVA PRIVADA 


Artículo 34. (Competencia para tramitar iniciati- 
vas privadas).- Facúltase a las Administraciones Pú- 
blicas a instruir y sustanciar iniciativas privadas para 
el desarrollo de proyectos de Participación Público- 
Privada comprendidos dentro de sus respectivos ám- 
bitos de competencia. 


Artículo 35. (Tramitación de proyectos por iniciati- 
vas privadas). Las iniciativas privadas cuya ejecución, 
a juicio del proponente, requiera de la implementa- 
ción de un contrato de Participación Público-Privada, 
serán presentadas ante la Corporación Nacional para 
el Desarrollo, acompañadas de la información relativa 
al proyecto y a su viabilidad analizada a nivel de pre- 
factibilidad. 


La información recibida será evaluada técnica- 
mente y remitida a la Administración Pública compe- 
tente, la que resolverá sobre su aceptación, modifica- 
ción o rechazo, sin responsabilidad alguna. 


Artículo 36. (Etapas del procedimiento de inicia- 
tiva privada).- Aceptada la proposición inicial, con o 
sin modificaciones, el proponente deberá elaborar y 
presentar el estudio de factibilidad del proyecto de 
acuerdo al alcance establecido por el artículo 16 de la 
presente ley, dentro del plazo que fije la reglamenta- 
ción y conforme a los requerimientos que disponga la 
Administración Pública. 


Una vez obtenido el informe a que se refiere el 
artículo 18 de la presente ley, la Administración Pú- 
blica contratante podrá realizar el llamado público a 
interesados a que refiere el artículo 19 de la presente 
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ley y continuará con los procedimientos de selección 
y contratación establecidos en la presente ley. 


Artículo 37. (Derechos del proponente).- El pro- 
ponente de una iniciativa privada gozará de los si- 
guientes derechos y preferencias: 


A) Obtener, una vez realizada la adjudicación de- 
finitiva del contrato, el reembolso de los costos acep- 
tados vinculados con la realización del estudio de fac- 
tibilidad, en caso de que no resultare adjudicatario 
del proyecto. Dichos costos serán de cargo de quien 
resulte adjudicatario, lo cual deberá informarse en el 
respectivo llamado público. 


B) Obtener una ventaja de hasta el 10% (diez por 
ciento) en la valoración que se realice de su oferta 
respecto de la mejor oferta. Asimismo, el promotor de 
la iniciativa no deberá abonar los pliegos o documen- 
tos descriptivos correspondientes. 


En caso de que por cualquier causa el promotor 
no realice los estudios de factibilidad dentro de los 
plazos establecidos por la reglamentación, la Admi- 
nistración Pública podrá realizarlos por sí o contra- 
tarlos conforme a los procedimientos de contratación 
que corresponda, perdiendo aquel todo derecho a re- 
cibir contraprestación o beneficio alguno. 


Artículo 38. (Confidencialidad de la iniciativa 
privada).- Toda la información relativa a la iniciati- 
va privada presentada tendrá carácter confidencial. 
Adoptada por la Administración Pública contratante 
la decisión de efectuar un llamado público para la 
adjudicación del proyecto, la iniciativa quedará trans- 
ferida de pleno derecho a dicha Administración. Si no 
se efectuara el llamado, el promotor de la iniciativa 
mantendrá todos los derechos sobre la misma por un 
período de dos años. 


CAPÍTULO VIII 
CONTROL DE CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO 


Artículo 39. (Competencia de control).- La Ad- 
ministración Pública contratante será la competente 
para controlar el cumplimiento del contrato, debien- 
do informar a la Unidad de Proyectos de Participación 
Público-Privada, con una periodicidad semestral, el 
estado de cumplimiento del mismo. Asimismo, debe- 
rá informar a dicha Unidad cualquier alteración sus- 
tancial o incumplimiento dentro de los diez días há- 
biles de verificada dicha alteración o incumplimiento. 


Sin perjuicio de los informes a los que refiere el 
inciso precedente, la Unidad de Proyectos de Partici- 
pación Público-Privada podrá solicitar a la Adminis- 
tración Contratante, en cualquier momento y cuando 
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lo considere pertinente, toda información o docu- 
mentación relativa al cumplimiento de los contratos, 
así como recomendar la contratación de auditorías 
externas específicas que contribuyan a garantizar el 
correcto seguimiento de los contratos. 


La reglamentación establecerá el alcance, la for- 
ma y el contenido de los informes, los que deberán 
incluir aspectos técnicos, comerciales, ambientales y 
económicos-financieros, entre otros. 


Artículo 40. (Áreas objeto de control).- Los con- 
troles a ejercer por la Administración Pública con- 
tratante abarcarán los aspectos técnicos, operativos, 
legales, económicos, financieros, contables, y am- 
bientales conforme a lo que disponga la reglamenta- 
ción y el correspondiente contrato. 


Artículo 41. (Instrumentos para el ejercicio de 
competencias de control).- La Administración Pública 
contratante tendrá amplias facultades de control y podrá 
utilizar diferentes instrumentos para el ejercicio de 
funciones tales como requerimientos de información, 
auditorías externas, evaluación de desempeño, 
inspecciones y peritajes. A estos efectos, el contratista 
quedará obligado a proporcionar, a requerimiento 
de la Administración Pública contratante, toda la 
información y documentación relativa al cumplimiento 
del contrato que esta le requiera, sin poder oponer a 
su respecto el secreto comercial. 


CAPÍTULO IX 
RÉGIMEN SANCIONATORIO 


Artículo 42. (Régimen sancionatorio).- Los con- 
tratos suscritos para el desarrollo de proyectos de 
Participación Público-Privada deberán establecer las 
sanciones aplicables para los distintos casos de in- 
cumplimiento o cumplimiento defectuoso de la pres- 
tación objeto del mismo, así como los factores agra- 
vantes o atenuantes en caso de corresponder. Las 
sanciones se graduarán en función de la gravedad y 
de la reiteración de los incumplimientos, pudiéndose 
llegar a la rescisión del contrato. 


Artículo 43. (Régimen general de aplicación de 
sanciones). - La determinación de las sanciones apli- 
cables tendrá lugar bajo los principios de legalidad, 
debido proceso, igualdad, proporcionalidad, generali- 
dad y adecuación al fin. 


La aplicación de tales sanciones procederá sin 
perjuicio de las responsabilidades administrativas, ci- 
viles o penales que pudieren corresponder al contra- 
tista frente a la Administración Pública contratante o 
frente a terceros, que hayan sido perjudicados como 
consecuencia del incumplimiento. 
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Las sanciones dispuestas por la Administración 
Pública contratante se harán efectivas de inmedia- 
to, sin perjuicio de las acciones a que tenga derecho 
el contratista en el marco de los procedimientos de 
solución de controversias y recursos previstos en la 
ley, en la reglamentación o en el contrato, así como 
independientemente del cumplimiento de la resolu- 
ción administrativa que impusiere al contratista una 
determinada obligación de dar, hacer o no hacer con- 
forme a lo previsto en la normativa. 


Artículo 44. (Indemnización por daños y perjui- 
cios).- Cuando el contrato se resuelva por incumpli- 
miento del contratista, este deberá indemnizar a la 
Administración Pública contratante los daños y per- 
juicios ocasionados. La indemnización se hará efec- 
tiva, en primer término, sobre la garantía que se hu- 
biese constituido, sin perjuicio de la subsistencia de 
la responsabilidad del contratista en lo que refiere al 
importe que exceda del de la garantía incautada. 


Artículo 45. (Medidas cautelares).- Una vez ini- 
ciado el procedimiento sancionatorio, la Adminis- 
tración Pública contratante podrá solicitar al Juez 
competente la imposición de medidas cautelares 
necesarias para asegurar la eficacia de la resolución 
sancionatoria, sin requerirse para ello la prestación 
de contracautela. 


Artículo 46. (Derecho de retención).- La Admi- 
nistración Pública contratante podrá retener de los 
pagos que en virtud del contrato le correspondiera 
realizar, las sumas necesarias para hacer efectivo el 
cobro de las sanciones pecuniarias impuestas. 


CAPÍTULO X 
MODIFICACIONES Y CESIÓN DEL CONTRATO 


Artículo 47. (Modificaciones unilaterales del con- 
trato por la Administración).- El contrato de Partici- 
pación Público-Privada podrá reconocer la potestad 
de la Administración contratante de modificar uni- 
lateralmente el contrato, estipulándose las causales 
específicas y los aspectos concretos del contrato sus- 
ceptibles de tal modificación, las contraprestaciones 
que en su caso correspondan, así como el monto 
máximo de la inversión adicional que las modifica- 
ciones podrán requerir y el plazo dentro del cual la 
potestad podrá ser ejercida. 


Sin perjuicio de lo acordado conforme al inciso 
primero, y aun en ausencia de tal previsión, la Admi- 
nistración Pública contratante, previo informe de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y del Minis- 
terio de Economía y Finanzas e intervención del Tri- 
bunal de Cuentas, podrá modificar unilateralmente 
las características o la cuantía de las obras o de los 
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servicios contratados, para mejorar o incrementar los 
niveles de servicios y estándares técnicos establecidos 
en los pliegos de condiciones y en el contrato, o por 
otras razones de interés público debidamente funda- 
das, sin afectar con ello las condiciones sustanciales 
del contrato. El contratista tendrá derecho a la com- 
pensación económica que corresponda por los costos 
adicionales netos en que incurriere por tal concepto. 


En todo caso, el monto máximo de las nuevas 
inversiones requeridas por las modificaciones dis- 
puestas conforme al inciso anterior no podrá exce- 
der del 20 % (veinte por ciento) del presupuesto de 
la obra o del gasto en operación acordado en el con- 
trato original. 


Artículo 48. (Modificaciones previstas en el con- 
trato).- El contrato de Participación Público-Privada 
podrá establecer condiciones, cumplidas las cuales 
las partes podrán acordar su revisión. Podrán asimis- 
mo estipular los aspectos del contrato alcanzados por 
ella y prever soluciones entre las cuales podrán optar 
al modificar el contrato, el monto máximo de la inver- 
sión adicional que las modificaciones podrán requerir 
y el plazo dentro del cual la revisión podrá acordarse. 


En todo caso, el monto máximo de estas nuevas 
inversiones no podrá exceder del 50% (cincuenta por 
ciento) del presupuesto de la obra o del gasto en ope- 
ración conforme al contrato original, y en la etapa de 
construcción dicho porcentaje no podrá exceder del 
30% (treinta por ciento) . 


Artículo 49. (Renegociación de los contratos).- Sin 
perjuicio de lo previsto en el artículo anterior, y aun 
en ausencia de tal previsión, cualquiera de las partes 
podrá requerir a la otra la renegociación del contrato 
de Participación Público-Privada cuando ocurra algu- 
na de las siguientes hipótesis: 


A) Cuando la Administración Pública contratante 
modifique, por razones de interés público, los pará- 
metros de costos y beneficios previstos al contratar, y 
se cumplan todos los siguientes requisitos: 


D Que la modificación ocurra con posterioridad 
a la firma del contrato y no haya podido ser razona- 
blemente prevista por el contratista el tiempo de su 
celebración. 


ID Que la modificación altere significativamente 
la ecuación económico-financiera resultante del con- 
trato al tiempo de su celebración. 


IID Que la modificación sea relevante específica- 
mente en el ámbito del contrato, y no sea produci- 
da por medidas que procuren un efecto económico- 
financiero de alcance general. 
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B) Cuando causas de fuerza mayor no previstas al 
celebrarse el contrato determinaran en forma direc- 
ta la ruptura sustancial de la ecuación económico- 
financiera resultante del contrato al tiempo de su 
celebración. 


C) Cuando se produzca alguno de los supuestos 
previstos en el contrato como condición de su revi- 
sión conforme al artículo 49 de la presente ley, y las 
partes no lleguen a un acuerdo sobre las modificacio- 
nes del contrato. 


Si alguna de las partes no accediera a la renego- 
ciación, o las partes no llegaran a un acuerdo en las 
negociaciones, cualquiera de ellas podrá demandar 
jurisdiccionalmente de la otra una indemnización 
que restablezca la ecuación económico-financiera 
resultante del contrato al tiempo de su celebración. 


Artículo 50. (Cesión y subcontratación).- El con- 
tratista podrá ceder total o parcialmente el contrato 
de Participación Público-Privada a un tercero, con la 
autorización previa y expresa de la Administración 
Pública contratante, la que deberá verificar que el ce- 
sionario reúne los requisitos y condiciones necesarias. 
La cesión podrá proceder siempre que las cualidades 
técnicas o personales del cedente no hayan sido ra- 
zón determinante para su adjudicación. Producida la 
cesión, el cesionario quedará subrogado en todos los 
derechos y obligaciones que correspondan al cedente. 


El contratante podrá subcontratar a terceros las 
prestaciones puestas a su cargo, salvo que el contra- 
to o los pliegos dispongan lo contrario o que por su 
naturaleza y condiciones se deduzca que aquel ha de 
ser ejecutado directamente por el adjudicatario. La 
reglamentación establecerá los requisitos que debe- 
rán cumplirse en materia formal, sustancial y proce- 
dimental. 


CAPÍTULO XI 


EXTINCIÓN DEL CONTRATO Y SOLUCIÓN DE 
CONTROVERSIAS 


Artículo 51. (Extinción de los contratos).- Los 
contratos de Participación Público-Privada se extin- 
guirán por las siguientes causales: 


A) Cumplimiento del contrato conforme a los tér- 
minos del mismo y a satisfacción de la Administración 
Pública contratante de la totalidad de la prestación. 


B) Vencimiento del plazo señalado para su vigen- 
cia o el de sus prórrogas. 


C) Resolución unilateral y anticipada del contrato 
por incumplimiento del contratista. 
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D) Rescate dispuesto por la Administración Públi- 
ca contratante, por razones de interés público, en los 
términos previstos en la reglamentación y el respec- 
tivo contrato. 


E) Imposibilidad de cumplimiento como conse- 
cuencia de medidas adoptadas por el Estado. 


F) Promoción de un proceso concursal respecto 
del contratista. 


G) Acaecimiento de cualquier causal que inhabili- 
te al contratista el efectivo cumplimiento de su pres- 
tación. 


H) Imposibilidad de cumplimiento por el contra- 
tista como consecuencia de la existencia de fuerza 
mayor o caso fortuito. Si el caso fortuito o evento de 
fuerza mayor afectare solo el cumplimiento de algu- 
nas de las obligaciones del contrato, o de aquellas vin- 
culadas a parte de la inversión comprometida, y en la 
medida que las demás obligaciones del contrato sean 
susceptibles de cumplimiento separado, las partes 
deberán acordar, de acuerdo a lo definido en las bases 
de concursos, el ajuste de las estipulaciones jurídicas, 
técnicas y económicas del contrato, para adecuarlo al 
cumplimiento de las obligaciones subsistentes. 


D Mutuo acuerdo entre la Administración Pública 
contratante y el contratista. 


J) En los demás casos expresamente previstos en 
el contrato correspondiente. 


Artículo 52. (Intervención por la Administración 
Pública contratante).- Si se dispusiera la resolución 
unilateral y anticipada del Contrato de Participación 
Público-Privada por incumplimiento del contratista, 
o si ocurriera el abandono del proyecto por el con- 
tratista, la Administración Pública contratante podrá 
hacerse cargo, por el tiempo que sea necesario, de la 
construcción o explotación de la instalación a efectos 
de asegurar la prestación eficiente, eficaz e ininte- 
rrumpida del servicio. 


A tales efectos, la Administración Pública contra- 
tante designará un interventor, que tendrá las facul- 
tades necesarias para asegurar el cumplimiento de 
los objetos del contrato. El interventor responderá 
civil, penal y administrativamente por las acciones u 
omisiones dolosas o culposas en que incurriere en el 
ejercicio del cargo. 


La intervención no podrá extenderse por un plazo 
superior a veinticuatro meses. En ese lapso, la Ad- 
ministración deberá resolver sobre la continuidad o 
cese de las actividades objeto del contrato; y en el 
primer caso, procediendo a una nueva adjudicación 
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conforme a los artículos 19 y siguientes de la presen- 
te ley, o bien mediante la subasta pública prevista en 
el artículo 58, o en su caso asumiendo por sí misma 
esas actividades por sus propios medios y mediante 
las expropiaciones procedentes conforme a derecho, 
si correspondieran. 


Artículo 53. (Término anticipado del contrato).- A 
efectos de dar el horizonte temporal necesario para 
la realización de nuevas inversiones y del adecuado 
mantenimiento y con el fin de garantizar la continui- 
dad de la calidad de la prestación de los servicios, 
el contratista y la Administración Pública contratante 
podrán acordar la realización de un nuevo llamado 
público dentro de un período no mayor a los cinco 
años previos a la finalización del contrato. El proceso 
deberá cumplir con los requisitos formales, sustan- 
ciales y de procedimiento contenidos en la presente 
ley en lo que corresponda y de acuerdo a lo que esta- 
blezca la reglamentación. 


Si el contratista no resultara adjudicatario del 
nuevo llamado, el contrato se extinguirá y será com- 
pensado por el plazo restante, en los términos que 
determine la reglamentación y el contrato. 


Artículo 54. (Solución de controversias).- Para la 
solución de los conflictos que surjan con motivo de la 
aplicación, interpretación, ejecución, cumplimiento 
y extinción de los contratos celebrados en el marco 
de la presente ley, las partes deberán recurrir al ar- 
bitraje. 


Los árbitros serán designados de común acuerdo 
por las partes o, en su defecto, de acuerdo a lo dis- 
puesto por el artículo 480 del Código General del Pro- 
ceso y deberán fallar de acuerdo a derecho. El laudo 
del Tribunal Arbitral será inapelable. 


La reglamentación podrá establecer condiciones y 
procedimientos especiales para el arbitraje. 


CAPÍTULO XII 


GARANTÍAS EN BENEFICIO DE LOS 
ACREEDORES Y SUBASTA EXTRAJUDICIAL 
DEL CONTRATO 


Artículo 55. (Garantías en beneficio de acreedo- 
res).- El contratista de un proyecto de Participación 
Público-Privada podrá constituir, en beneficio de sus 
acreedores en virtud de la ejecución de ese contrato, 
prendas sobre los flujos de fondos futuros a generarse 
en el proyecto, así como fideicomisos de garantía, y 
todo otro tipo de garantías personales o reales sobre 
sus bienes y derechos actuales o futuros, todo confor- 
me a la legislación vigente. 
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Artículo 56. (Prenda de los derechos emergentes 
del Contrato de Participación Público-Privada). - El 
contratista de un proyecto de Participación Público- 
Privada podrá celebrar contratos de prenda sobre los 
derechos de que fuere titular originados en el Con- 
trato de Participación Público-Privada y sobre los bie- 
nes incorporados a su ejecución, exclusivamente para 
garantizar el cumplimiento de sus obligaciones con 
los financistas de la obra, de su operación o manteni- 
miento, así como las que resulten de un fideicomiso 
constituido a tales efectos. 


El contrato se documentará en escritura públi- 
ca o en documento privado con firmas certificadas 
notarialmente, y se regirá por las disposiciones de 
la Ley N* 17.228, de 7 de enero de 2000, sobre la 
prenda sin desplazamiento en todo lo no previsto en 
la presente ley. 


La constitución del derecho real requerirá la noti- 
ficación a la Administración contratante y la inscrip- 
ción en el registro respectivo. 


Artículo 57. (Pretensión de ejecución de la pren- 
da).- El acreedor prendario del contratista de un con- 
trato de Participación Público-Privada tendrá derecho 
a ejecutar la prenda, ya sea porque la obligación ga- 
rantizada no hubiera sido satisfecha total o parcial- 
mente a su vencimiento, o cuando se hubiera dis- 
puesto la resolución del contrato por incumplimiento 
del contratista. 


En ambos casos el acreedor prendario deberá noti- 
ficar a la Administración Pública contratante su pre- 
tensión de ejecutar la prenda. Cuando la ejecución 
se origine en la resolución del contrato por incumpli- 
miento del contratista, esa notificación de la preten- 
sión de ejecutar la prenda deberá ocurrir dentro de 
los diez días siguientes al de la notificación al acree- 
dor de la decisión de resolver el contrato. 


Artículo 58. (Ejecución extrajudicial de la pren- 
da).- La ejecución de la prenda otorgada por el con- 
tratista conforme a los artículos anteriores se reali- 
zará en forma extrajudicial por la Administración 
Pública contratante, mediante subasta pública. 


A tal efecto, la Administración contratante convo- 
cará en forma pública a los interesados en participar 
en la subasta, de conformidad con lo que establezca 
la reglamentación o de acuerdo a lo estipulado en el 
pliego de condiciones o en el Contrato de Participa- 
ción Público-Privada. La Administración autorizará 
esa participación siempre que el postulante cumpla 
los requisitos exigidos a los oferentes en el proce- 
dimiento de selección del contratista que originó el 
contrato de que se trata; si el Contrato de Participa- 
ción Público-Privada estuviere parcialmente cumpli- 
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do, será suficiente que el postulante cumpla los re- 
quisitos correspondientes a los aspectos del objeto del 
contrato pendientes de cumplimiento. 


El mejor postor en la subasta pública extrajudi- 
cial quedará subrogado en la posición del contratista 
hasta completar el plazo del contrato o sus prórrogas 
si correspondieran conforme a derecho, asumiendo 
los mismos derechos y obligaciones del contratista 
original, tanto frente a la Administración como a su 
acreedor prendario si subsistieran deudas garantiza- 
das por la prenda. 


Todo el producido de la subasta, deducidos los gas- 
tos que hubiera ocasionado, serán destinados al pago 
de los créditos del acreedor prendario. Si existiera 
un remanente, quedará a disposición del contratista 
originario. Si resultara un saldo impago del crédito 
del acreedor prendario, el adjudicatario de la subas- 
ta deberá asumir también la obligación de cancelarlo 
en los plazos pactados originariamente o en los que 
acuerde con el acreedor. 


Si ningún interesado fuere autorizado a participar 
en la subasta extrajudicial por razones fundadas, o si 
no hubiera ofertas aceptables en la subasta pública, el 
acreedor prendario podrá ejercer sus derechos contra 
su deudor en la vía jurisdiccional que corresponda 
conforme al derecho común, y la Administración de- 
berá proceder conforme a lo establecido en el inciso 
tercero del artículo 52 de la presente ley. 


CAPÍTULO XIII 
DISPOSICIONES VARIAS 


Artículo 59. (Expropiaciones).- A los efectos de lo 
previsto en el artículo 32 de la Constitución de la Re- 
pública, se declaran de utilidad pública las expropia- 
ciones de bienes inmuebles destinados a ejecución de 
proyectos de Participación Público-Privada. 


Artículo 60. (Exposición contable). - El tratamien- 
to contable de las obligaciones emergentes de un 
contrato de Participación Público-Privada depende- 
rá de la existencia de una transferencia significativa 
de riesgos comerciales en la fase de construcción y 
operación, esto es cuando los pagos a cargo de la Ad- 
ministración Pública dependan de la disponibilidad 
y calidad de servicio o de la demanda, conforme al 
informe realizado de acuerdo a lo dispuesto en el ar- 
tículo 18 de la presente ley. 


Cuando exista transferencia de riesgo, los pagos al 
contratista por concepto de inversión realizada debe- 
rán incluirse en el presupuesto de inversión corres- 
pondiente al ejercicio fiscal en que deba realizarse el 
mismo. 


6 de julio de 2011 


Siempre que la Administración Pública contra- 
tante sea un Inciso del Presupuesto Nacional, se in- 
cluirán los pagos dentro del Presupuesto de Inversio- 
nes del Inciso 24 “Diversos Créditos” y se deducirá 
el equivalente del crédito de Inversiones del Inciso 
contratante. 


En aquellos casos en que no exista una transfe- 
rencia significativa de riesgos comerciales en la fase 
de construcción y operación, el componente de la in- 
versión será considerado gasto presupuestario dentro 
de la Administración Pública contratante correspon- 
diente, en la medida que la inversión se devengue 
y los pagos diferidos a su cargo serán considerados 
como un pasivo. 


La Contaduría General de la Nación deberá llevar 
en forma identificable el registro de pasivos firmes y 
contingentes correspondientes a contratos de Parti- 
cipación Público-Privada e informar en cada instan- 
cia de Rendición de Cuentas, el monto estimado de 
los mismos en forma separada de la Deuda Pública, 
como asimismo la inversión ejecutada por Ejercicio 
Fiscal y por Inciso del Presupuesto. 


Artículo 61. Los Ministerios u organismos ante los 
cuales se encuentren en trámite iniciativas privadas 
presentadas al amparo previsto en los artículos 19 y 
20 de la Ley N* 17.555, de 18 de setiembre de 2002, 
para la construcción de obras de infraestructura de 
acuerdo a lo previsto en el artículo 3” de la presente 
ley, deberán trasladar las mismas, junto a todos sus 
antecedentes, a la Corporación Nacional para el De- 
sarrollo, en un plazo perentorio de treinta días corri- 
dos a partir de la vigencia de la presente ley. 


En caso que el Ministerio u organismo no proceda 
del modo indicado dentro del plazo previsto, se en- 
tenderá que la iniciativa privada ha sido rechazada. 


Artículo 62. (Tope de los pasivos firmes o contin- 
gentes y de los pagos a los contratistas).- Sin perjuicio 
de lo establecido en el artículo 60 de la presente ley, 
a partir de enero de 2011 y hasta tanto no se apruebe 
una nueva ley, el total de pasivos firmes y contingen- 
tes originados por contratos de Participación Público- 
Privada, calculado a valor presente neto, no podrá 
exceder el 7% (siete por ciento) del Producto Bru- 
to Interno (PBI) del año inmediato anterior. Por su 
parte, los compromisos anuales con los contratistas 
privados, originados por contratos de Participación 
Público-Privada, no podrán exceder el 5%o (cinco por 
mil) del PBI del año inmediato anterior. A los efec- 
tos del cumplimiento de dichos topes, la selección de 
los proyectos se realizará considerando los análisis de 
valor por dinero y su contribución a los lineamientos 
estratégicos fijados por el Poder Ejecutivo. 
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En el caso de los Gobiernos Departamentales, 
podrán comprometerse parte de los fondos aprobados 
para cada Gobierno Departamental en el marco del 
presupuesto aprobado según lo establecido en el 
artículo 214 de la Constitución de la República. 


A los efectos del control del tope establecido, los 
pasivos firmes o contingentes contraídos en moneda 
distinta al dólar de los Estados Unidos de América, 
serán valuados al tipo de cambio interbancario ven- 
dedor vigente al cierre del último día hábil del ejer- 
cicio precedente para los contraídos con anterioridad 
a dicha fecha, y al tipo de cambio interbancario ven- 
dedor vigente al momento de su contratación si esta 
hubiera ocurrido en el mismo ejercicio. Igual criterio 
se utilizará cuando se trate de unidades indexadas, a 
partir de los arbitrajes definidos por el Banco Central 
del Uruguay. 


La evolución de dichos topes así como un resumen 
de los contenidos del registro previsto por el artículo 
14 de la presente ley deberá informarse anualmente a 
la Asamblea General, en cada Rendición de Cuentas. 


Artículo 63. La presente ley entrará en vigencia a 
los treinta días de su promulgación y será aplicable 
a los procedimientos de contratación en el marco de 
proyectos de Participación Público-Privada, iniciados 
con posterioridad a dicha fecha. 


La presente ley podrá ser aplicada a aquellos pro- 
yectos de Participación Público-Privada iniciados con 
anterioridad a su vigencia, siempre que se cumplan 
todos los requisitos en la misma. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 11 de mayo de 2011. 


Daisy Tourné, 1*. Vicepresidenta; José Pedro 
Montero, Secretario. 
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Comisión de Hacienda 
Informe 
Señores Representantes: 


Esta Comisión pone a consideración del Pleno el 
proyecto de ley por el cual se crean los Contratos de 
Participación Público Privada. 

Estos Contratos tienen por objeto la construcción 
de infraestructura pública, y permiten la realización 
por parte del Contratista de servicios conexos a la 
misma, a fin de garantizar su disponibilidad. 
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ANTECEDENTES 

El Uruguay presenta una dotación en infraestruc- 
tura inferior a la que determinaría su desarrollo re- 
lativo. 

En efecto, de acuerdo al índice de Competitividad 
Global del Foro Económico Mundial, el país está en 
el puesto setenta y ocho en términos de dotación en 
infraestructura, mientras que el índice global de com- 
petitividad, que incluye las demás dimensiones de la 
competitividad, encuentra al país en el lugar cuaren- 
ta y nueve. 

Este atraso relativo refleja el riesgo que represen- 
ta para el país que la dotación en infraestructura se 
transforme en un cuello de botella para continuar 
con el proceso de crecimiento económico sostenido 
de los últimos años, constituyéndose así un freno al 
fomento de la cohesión social y territorial, lo cual re- 
dunda en beneficio de toda la población. 

Es necesario aumentar la inversión en infraes- 
tructura para maximizar las oportunidades de creci- 
miento del país, concretar el proyecto estratégico que 
nuestro país sea un polo logístico para la región, y 
resolver algunas urgencias de carácter social como lo 
son hospitales, cárceles, escuelas, etc., evitando limi- 
taciones al desarrollo. 

El aumento de la inversión en infraestructuras no 
debería quedar restringido al incremento del espacio 
fiscal disponible, ya que la espera pública tiene, entre 
otros, el costo asociado al enlentecimiento de las in- 
versiones que las requieren. 

Este proyecto de ley tiene por pretensión otorgar 
un marco específico, tomando como referencia so- 
luciones, aplicadas en aquellos países donde mayor 
evolución ha tenido este Instituto. Se han considera- 
do, entre otras, las soluciones legislativas adoptadas 
en países tales como España, Australia, Reino Unido, 
Canadá, Chile, etcétera. 

Unido a esto y no de menor importancia, se trata 
de establecer las condiciones mediante las cuales, se 
aseguran además las modalidades de mantenimiento 
futuro de las obras de infraestructura realizadas rea- 
lizando, en un único contrato las previsiones al res- 
pecto, evitando las pérdidas que el inadecuado man- 
tenimiento de las obras de infraestructura significa. 

Los objetivos principales de la presente iniciativa son: 

1. Establecer un marco regulatorio autocontenido 
y específico para el diseño, aprobación y gestión de 
las Participaciones Público-Privada en el desarrollo 
de infraestructuras y servicios relacionados, que re- 
girá todos los contratos que para ellos celebren una 
entidad pública y un contratista. 

2. Mejorar la posición competitiva del país en tér- 
minos de captar inversiones en infraestructura, a tra- 
vés de un marco normativo moderno que responde a 
las mejores prácticas internacionales y que posiciona 
al país a la vanguardia regional en la materia. 

3. Aplicar a todas las instancias de la Participación 
Público-Privada, desde el diseño hasta el control de 
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ejecución, el mismo cuerpo normativo, cualquiera 
sea la Administración Pública contratante. 

4. Mejorar el proceso de tramitación de las inicia- 
tivas privadas. 

5. Establecer un régimen que asegure garantías 
y previsibilidad para el sector público y los privados. 

6. Incorporar mecanismos de mantenimiento de 
la ecuación económico-financiera del contrato de 
Participación Público-Privada, estableciendo los su- 
puestos necesarios. 

7. Absoluta transparencia en todo el sistema, en 
base al sistema de registros que la norma establece y 
los informes al Parlamento. 

8. Regular el procedimiento de solución de con- 
troversias. 

9. Regular el régimen de contabilidad y presu- 
puestario a seguir. 

EL CONTRATO DE PARTICIPACION PÚBLICO- 
PRIVADA 

Se consideran contratos de Participación Público- 
Privada aquellos por medio de los cuales la Admi- 
nistración Pública encarga a un contratista, por un 
periodo determinado en función de la duración de 
la amortización de las inversiones o de las fórmulas 
de financiación que se prevean, la realización de una 
actuación que, además de la financiación de inversio- 
nes, permita la gestión del mantenimiento de dichas 
instalaciones. 

A través de los contratos de Participación Públi- 
co-Privada se procura lograr que el sector privado, 
amparado dentro de un marco de seguridad jurídica 
y adecuados mecanismos de protección y retorno de 
su inversión, aporte los recursos económicos, conoci- 
mientos y habilidades necesarios para el desarrollo de 
proyectos de modo de lograr la satisfacción del interés 
público de forma más eficaz y eficiente. 

LA ADECUADA ASIGNACIÓN DE RIESGOS 

En la Participación Público-Privada se busca que 
cada parte asuma aquellos riesgos que mejor pueda 
administrar. Así, los riesgos derivados de eventuales 
cambios legislativos, o autorizaciones públicas son tí- 
picos riesgos que pueden ser manejados por el Estado. 
En cambio, los riesgos que involucra la construcción 
de una obra, el riesgo de disponibilidad (entendido 
como la posibilidad de utilizar la obra) y algunos ries- 
gos de la demanda posterior son típicos riesgos a car- 
go del contratista privado. 

Una adecuada asignación de dichos riesgos entre 
las partes tiene por resultado un uso más eficiente 
de los recursos, con el consiguiente beneficio para el 
Estado. 

Asociado a la adecuada distribución de riesgos, la 
ley incorpora la necesidad de realizar estudios previos 
por parte de la Administración a efectos de determi- 
nar si la aplicación de esta modalidad de contratación 
otorga al Estado mayores ventajas económicas fren- 
te a la alternativa que sea el Estado, directamente, 
quien tome a su cargo la ejecución de una obra. 
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Este estudio tiene por finalidad determinar si el 
modelo de contratación propuesto es el que permite 
al Estado obtener el mayor “Valor por Dinero”. 

Por otra parte, una adecuada asignación de ries- 
gos habilita al Estado a contar con mayor disponibili- 
dad de recursos a efectos de financiar aquellas obras 
que, por su naturaleza, no se ajustan a este modelo 
de contratación. En efecto, mediante los esquemas 
tradicionales de gestión directa, los pagos que el Esta- 
do efectúa al contratista encargado de construir una 
obra, se realizan con cargo al Presupuesto, afectando 
así los niveles de endeudamiento. 

En cambio, existiendo una adecuada distribución 
de riesgos, la financiación privada de las infraestruc- 
turas no se verá reflejada presupuestalmente como un 
gasto o deuda pública en el momento de su ejecución, 
sin perjuicio de las previsiones que deban realizarse 
en relación a los pagos diferidos que se establezcan. 

Es de cargo de la Administración Pública defi- 
nir el inicio del proceso, que deberá responder a 
los criterios estratégicos generales y las prioridades 
del gobierno, así como definir el tipo de aportes de 
capital o activos que puedan ser transferidos en el 
marco del contrato, velar por el bien común de los 
ciudadanos, el cuidado del medio ambiente, el cono- 
cimiento de las necesidades locales y la búsqueda de 
consensos sociales que den soporte a los proyectos, 
entre otros. 

El rol del sector privado es atender a los aspectos 
financieros de inversión, contrastando las mayores 
tasas de interés por el monto de la inversión privada 
contra la que eventualmente obtendría el Estado para 
los mismos montos, con la eficiencia en la utilización 
de los recursos y los aspectos de gestión de una Infra- 
estructura y su mantenimiento posterior. 

La ley considera estos aspectos estableciendo 
claros criterios de evaluación que permitan demos- 
trar que por este mecanismo efectivamente pue- 
de realizarse un aporte determinante a efectos de 
maximizar los beneficios que el proyecto tiene para 
la sociedad. 

CONTROVERSIAS Y RENEGOCIACIÓN 

Los contratos de Participación Público-Privada 
son generalmente de largo plazo, por lo cual las con- 
diciones en que se concretó pueden ir cambiando y es 
posible que exista un apartamiento entre lo esperado 
por las partes en el momento de acordar y la realidad 
de la vida del contrato. Estas diferencias pueden ge- 
nerar conflictos entre las partes y hasta modificacio- 
nes contractuales. Esto implica que los contratos de 
Participación Público-Privada están sujetos a lo lar- 
go de su vida a posibles presiones oportunistas para 
alterar las condiciones del mismo. Para evitar esas 
conductas es necesario contar con un entorno insti- 
tucional que reduzca esos riesgos. 

ESTRUCTURA DE LA LEY DE PARTICIPACIÓN 
PÚBLICO-PRIVADA. ASPECTOS PRINCIPALES 
TRATADOS EN SU ARTICULADO 
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CAPÍTULO I- DISPOSICIONES GENERALES 

- Articulo 2” - Definición del contrato. 

- Artículo 3” - Ámbito de aplicación. Inclusión de in- 
fraestructura turística. Definición de los contratantes. 

- Artículo 4”- 

+ Literal e) Forma de entrega a la Administración. 

» Literal g) Plazo máximo. 

- Articulo 5” - 

+ Forma de pago. 

+ Beneficio para la Administración. 

- Artículo 6” - Contribuciones del Estado: Aportes $, 
subvenciones, créditos, garantías, ingresos mínimos, 
exoneraciones fiscales. NO RENTABILIDAD. 

CAPÍTULO II - MARCO INSTITUCIONAL 

- Artículo 7” - Quién hace los contratos: la Admi- 
nistración 

- Articulo 8” - Comisión técnica para cada proyec- 
to (asesora en cada etapa del Proyecto). 

+ Quién la designa: la Administración Contratante. 

+ Mínimo 3 miembros, máximo 5. Dos por la Ad- 
ministración Contratante y un técnico. 

- Articulo 9” - Corporación Nacional para el Desa- 
rrollo. Funciones: 

+ Elaborar los lineamientos técnicos para la Participa- 
ción Público-Privada (aprobación de Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto). 

* Asesorar a la Administración Contratante. 

* Construir capacidades en la Administración Pú- 
blica para Participación Público-Privada. 

+ Crear o adquirir sociedades comerciales para 
ayudar al desarrollo de una Participación Público- 
Privada. 

- Artículo 10 - Armado del proyecto: con la Corpo- 
ración Nacional para el Desarrollo o con otros. 

- Artículo 11 - 

* Proyectos que hace la Corporación Nacional 
para el Desarrollo. 

+ Con autorización del Poder Ejecutivo. 

+ Límite del monto (reglamentación). 

* Límite del plazo en que debe ser pasado al sec- 
tor privado. 

- Articulo 12 - Participación Público-Privada entre 
el Estado. 

- Artículo 13 - Unidad de Participación Público- 
Privada. Depende del Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas: seguimiento de los proyectos en el aspecto 
económico-financiero. 

- Artículo 14 - Registro de proyectos: en el Minis- 
terio de Economía y Finanzas. Registra todas las eta- 
pas de la Participación Público-Privada. 
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CAPÍTULO III PROCEDIMIENTO DE CONTRA- 
TACIÓN 

- Artículo 16 - Documento de evaluación previa: a) 
prefactibilidad, factibilidad e impacto; b) justificación 
de la elección del método de contratación. 

- Articulo 17 - Contenidos del contrato. 

+ Reparto de riesgos. 

* Calidad de servicios. 

+ Remuneración del contratista. 

+ Control de la Administración. 

* Sanciones. 

* Destino final después del contrato. 

+ Garantías del contratista. 

* Estados contables auditados anualmente. 

- Artículo 18 - 

* Informe de Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto y Ministerio de Economía y Finanzas. 

+ Empresas Públicas - a su Ministerio, y este a la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y al Ministe- 
rio de Economía y Finanzas. 

+ Empresas Públicas deberán informar al Poder Eje- 
cutivo para que este informe a la Asamblea General. 

* Gobiernos Departamentales - Comisión Secto- 
rial Descentralización. - Artículo 19 - Llamado a inte- 
resados 

* Licitación. 

* Subasta. 

+ Otros. 

- Artículo 20 - Diálogo competitivo. 

* Condiciones del llamado: abierto o cerrado, an- 
tes de llamar al diálogo competitivo. 

+ Caso de un único participante, abierto siempre. 

- Artículo 21 - Presentación de ofertas. 

- Artículo 22 - Evaluación de ofertas. 

- Artículo 23 - Adjudicación: Comisión Técnica ar- 
tículo 8*, hará: 

» Clasificación decreciente. 

+ Intervención del Tribunal de Cuentas. 

* Adjudicación definitiva. 

+ Caso de que no haya adjudicación definitiva, se 
irá al 2? y vuelve todo el proceso de nuevo (Tribunal 
de Cuentas, etcétera). 

- Artículo 24 - Formalización del Contrato. 

CAPÍTULO IV - GARANTÍAS (obligatorias) 

- Artículos 25 y 26 - De mantenimiento de la ofer- 
ta. De cumplimiento del contrato. 

- Artículo 27 - Ampliación de garantías. 

- Artículo 28 - Por qué responde la garantía: 

* Sanciones al contratista. 

* Ejecución de las prestaciones. 

- Demora en la construcción. 

- Daños y perjuicios. 

* De la incautación por rescisión del contrato. 

- Artículo 29 - Preferencia del Estado en la eje- 
cución. 

CAPÍTULO V - IMPUGNACIÓN 

CAPÍTULO VI - APTITUD E INCOMPATIBILI- 
DAD PARA CONTRATAR 
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- Artículo 33 - Prohibiciones: 

+ C) haber armado el proyecto contratados por la 
Administración. 

+ E) ser funcionario de la Administración Pública 
contratante o estar vinculado a la empresa. 

+ F) haber violado normas laborales o ambientales. 

CAPÍTULO VII - INICIATIVA PRIVADA 

- Artículo 35 - 

* Pasaje a la Corporación Nacional para el Desa- 
rrollo. 

+ Evaluación técnica. 

+ Remisión a la Administración Pública competente. 

- Artículo 36 - Sigue procedimiento del resto. 

- Artículo 37 - Derechos del proponente. 

- Artículo 38 - Confidencialidad. 

CAPITULO VIII - CONTROLES DEL CUMPLI- 
MIENTO DEL CONTRATO 

- Articulo 39 - Controla el contratante e informa 
a la Unidad de Participación Público-Privada (artícu- 
lo 13) cada seis meses. La Unidad de Participación 
Público-Privada puede pedir informes cuando quiera. 

- Artículos 40 y 41 - Áereas objeto de control. Ins- 
trumentos. 

CAPÍTULO IX - SANCIONES 

CAPÍTULO X - MODIFICACIONES Y CESIÓN 
DEL CONTRATO 

- Artículo 47 - Las inversiones adicionales no pue- 
den ser más del 50% del presupuesto de la obra, y del 
30% en etapa de construcción. 

- Artículo 48 - Condiciones de modificación de los 
contratos. 

- Artículo 49 - Renegociación. 

- Artículo 50 - Cesión y subcontratación. 

CAPÍTULO XI - EXTINCIÓN Y SOLUCIÓN DE 
CONTROVERSIAS 

- Artículo 54 - Arbitraje. 

CAPÍTULO XII - GARANTÍAS DE LOS ACREE- 
DORES Y SUBASTA EXTRAJUDICIAL DE CON- 
TRATO 

- Artículo 55 - En beneficio de los acreedores: todo 
tipo de garantías, garantías sobre flujos de fondos y 
fideicomisos de garantía. Prenda sobre los derechos 
en la Participación Público-Privada. 

- Artículo 56 - Prenda del contrato. 

- Artículo 57 - Obligaciones de la Administración 
Pública de comunicar la resolución del contrato antes 
para que este pueda ejecutar. 

- Artículo 58 - Subasta pública - Ejecución de la prenda. 

CAPÍTULO XIII - DISPOSICIONES VARIAS 

- Artículo 60 - Tratamiento contable. Información: 
Contaduría General de la Nación al Parlamento en 
cada Rendición y Presupuesto: monto de cada uno e 
inversión por ejercicio y por inciso del Presupuesto. 

- Artículo 62 - Topes de los pasivos firmes o con- 
tingentes y de los pagos de los contratistas. 

Total: 79% PBI 

Por año: 5 %o PBI 
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La República adquiere a partir de este proyecto de 
ley un formidable instrumento legal, que permite al 
Estado y a los privados un modo de relacionamiento 
novedoso y de mutuo beneficio. Constituye una mo- 
dalidad de vinculación entre los intereses públicos y 
particulares de nuevo tipo, que pondrá al país en un 
plano de vanguardia con respecto a los modelos de 
integración existentes de esos intereses. 

Es por los motivos expuestos que esta Comisión 
solicita a la Cámara la aprobación del proyecto de ley 
que se adjunta. 


Sala de la Comisión, 9 de mayo de 2011. 


Gonzalo Mujica, Miembro Informante; Alfredo 
Asti, Gustavo Bernini, Germán Cardoso, Andrés 
Lima, Pablo Pérez González, Iván Posada, 
Alejandro Sánchez, Pablo D. Abdala, con 
salvedades que expondrá en Sala; Jorge Gandini, 
con salvedades que expondrá en Sala. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio del Interior 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo Y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo y Deporte 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente 

Ministerio de Desarrollo Social 


Montevideo, 9 de noviembre de 2010. 
Sr. Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
cuerpo adjuntando el Proyecto de Ley por el cual se 
establece un marco regulatorio aplicable al régimen 
de contratos de participación Público-Privado. 


Saluda al Sr. Presidente con la mayor consideración. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; 
Eduardo Bonomi, Luis Almagro, Fernando 
Lorenzo, Luis Rosadilla, Ricardo Ehrlich, 
Pablo Genta, Roberto Kreimerman, Eduardo 
Brenta, Daniel Olesker, Tabaré Aguerre, Héctor 
Lescano, Graciela Muslera, Ana Vignoli. 
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Exposición de Motivos 
Antecedentes 


El Uruguay presenta una dotación en infraestruc- 
tura inferior a la que determinaría su desarrollo re- 
lativo. 


En efecto, de acuerdo al Índice de Competitividad 
Global del Foro Económico Mundial, el país está en el 
puesto 78 en términos de dotación en infraestructu- 
ra, mientras que el índice global de competitividad, 
que incluye las demás dimensiones de la competitivi- 
dad, encuentra al país en el lugar 49. 


Este atraso relativo refleja el riesgo que represen- 
ta para el país que la dotación en infraestructura se 
transforme en un cuello de botella para continuar 
con el proceso de crecimiento económico sostenido 
de los últimos años, constituyéndose así un freno al 
fomento de la cohesión social y territorial, lo cual re- 
dunda en beneficio de toda población. 


Es necesario aumentar la inversión en infraes- 
tructura para maximizar las oportunidades de creci- 
miento del país, concretar el proyecto estratégico que 
nuestro país sea un polo logístico para la región, y 
resolver algunas urgencias de carácter social como lo 
son hospitales, cárceles, escuelas, etc., evitando limi- 
taciones al desarrollo. 


El aumento de la inversión en infraestructuras no 
debería quedar restringido al incremento del espacio 
fiscal disponible, ya que la espera pública tiene, entre 
otros, el costo asociado al enlentecimiento de las in- 
versiones que las requieren. 


Para ello se propone establecer un marco regu- 
latorio legal para la Participación Público-Privada 
(PPP) en al desarrollo de infraestructuras y servicios 
relacionados. 


En Uruguay existen antecedentes acerca de esta 
modalidad de contratación desde muy largo data. En 
los comienzos de su vida institucional, buena parte de 
las obras de infraestructura fueron financiadas bajo 
esta modalidad (ferrocarriles, agua, gas, teléfonos, 
tranvías, etc.), bien a través del otorgamiento de con- 
cesiones o bien a través de empréstitos. 


Actualmente, a través del marco normativo gene- 
ral vigente, se hacen inversiones en infraestructura 
pública, con fondos de origen privado, pero los mis- 
mos, al no estar estructurados con la especificidad 
que requiere el desarrollo de las infraestructuras y 
servicios conexos, no promueven ni facilitan la Parti- 
cipación Público-Privado, 
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Este proyecto de ley tiene por pretensión otorgar 
dicho marco específico, tomando como referencia so- 
luciones, aplicadas en aquellos países donde mayor 
evolución ha tenido este instituto. Se han considera- 
do, entre otras, las soluciones legislativas adoptadas 
en países tales como España, Australia, Reino Unido, 
Canadá, España, Chile, etc. 


Unido a esto y no de menor importancia, se trata 
de establecer las condiciones mediante las cuales, se 
aseguran además las modalidades de mantenimiento 
futuro de las obras de infraestructura realizadas rea- 
lizando, en un único contrato las previsiones al res- 
pecto, evitando las pérdidas que el inadecuado man- 
tenimiento de las obras de infraestructura significa. 


Los objetivos principales de la presente iniciativa son: 


1. Establecer un marco regulatorio autocontenido 
y específico para el diseño, aprobación y gestión de las 
PPPs en el desarrollo de infraestructuras y servicios 
relacionados, que regirá todos los contratos que para 
ello celebren una entidad pública y un contratista; 


2. Mejorar la posición competitiva del país en tér- 
minos de captar inversiones en infraestructura, a tra- 
vés de un marco normativo moderno que responde a 
las mejores prácticas internacionales y que posiciona 
al país a la vanguardia regional en la materia; 


3. Crear el contrato de PPP como título habilitante 
para la ejecución de las actividades de financiación, 
diseño, implementación y operación de infraestructu- 
ras y prestación de servicios relacionados, de manera 
que todos los instrumentos jurídicos vigentes deban 
adoptar dicha forma contractual, la que prevalece y 
se rige por el nuevo marco regulatorio; 


4. Aplicar a todas las instancias de la PPPs, des- 
de el diseño hasta el control de ejecución, el mismo 
cuerpo normativo, cualquiera sea la Administración 
Pública contratante. 


5. Mejorar el proceso de tramitación de las inicia- 
tivas privadas; 


6. Establecer un régimen que asegure garantías 
y previsibilidad para el sector público y los privados; 


7. Incorporar mecanismos de mantenimiento de la 
ecuación económico-financiera del contrato de PPB 
estableciendo los supuestos necesarios; 


8. Absoluta transparencia en todo el sistema, en 
base al sistema de registros que la norma establece; 


9. Regular el procedimiento de solución de con- 
troversias; 
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10. Regular el régimen de contabilidad y presu- 
puestario a seguir. 


El contrato de PARTICIPACIÓN PÚBLICO- 
PRIVADA 


Se consideran contratos de PARTICIPACIÓN PÚ- 
BLICO-PRIVADA aquellos por medio de los cuales la 
Administración Pública encarga a un contratista, por 
un período determinado en función de la duración 
de la amortización de las inversiones o de las fórmu- 
las de financiación que se prevean, la realización de 
una actuación global e integrada que, además de la 
financiación de inversiones inmateriales, de obras o 
de suministros necesarios para el cumplimiento de 
determinados objetivos de servicio público o relacio- 
nados con actuaciones de interés general, comprenda 
alguna de las siguientes prestaciones: 


a) La construcción, instalación o transformación 
de obras, equipos, sistemas y productos o bienes com- 
plejos, así como su mantenimiento, actualización o 
renovación, su explotación o su gestión. 


b) La gestión integral del mantenimiento de insta- 
laciones complejas. 


c) La fabricación de bienes y la prestación de ser- 
vicios que incorporen tecnología específicamente de- 
sarrollada con el propósito de aportar soluciones más 
avanzadas y económicamente más ventajosas que las 
existentes en el mercado. 


d) Otras prestaciones de servicios ligadas al desa- 
rrollo de servicios públicos o de interés general. 


A través de los contratos de PARTICIPACIÓN 
PÚBLICO-PRIVADA se procura lograr que el sector 
privado, amparado dentro de un marco de seguridad 
jurídica y adecuados mecanismos de protección y 
retorno de su inversión, aporte los recursos econó- 
micos, conocimientos y habilidades necesarios para 
el desarrollo de proyectos de modo de lograr la sa- 
tisfacción del interés público de forma más eficaz y 
eficiente. 


LA ADECUADA ASIGNACIÓN DE RIESGOS 


En la PARTICIPACIÓN PÚBLICO-PRIVADA se 
busca que cada parte asuma aquellos riesgos que me- 
jor pueda administrar. Así, los riesgos derivados de 
eventuales cambios legislativos, o autorizaciones pú- 
blicas son típicos riesgos que pueden ser manejados 
por el Estado. En cambio, los riesgos que involucra la 
construcción de una obra, el riesgo de disponibilidad 
(entendido como la posibilidad de utilizar la obra) y 
algunos riesgos de la demanda posterior son típicos 
riesgos a cargo del contratista privado. 
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Una adecuada asignación de dichos riesgos entre 
las partes tiene por resultado un uso más eficiente 
de los recursos, con el consiguiente beneficio para el 
Estado. 


Asociado a la adecuada distribución de riesgos, la 
ley incorpora la necesidad de realizar estudios previos 
por parte de la Administración a efectos de determi- 
nar si la aplicación de esta modalidad de contratación 
otorga al Estado mayores ventajas económicas fren- 
te a la alternativa que sea el Estado, directamente, 
quien tome a su cargo la ejecución de una obra. 


Este estudio tiene por finalidad determinar si el 
modelo de contratación propuesto es el que permite 
al Estado obtener el mayor “Valor por Dinero”. 


Por otra parte, una adecuada asignación de ries- 
gos habilita al Estado contar con mayor disponibili- 
dad de recursos a efectos de financiar aquellas obras 
que, por su naturaleza, no se ajustan a este modelo 
de contratación. En efecto, mediante los esquemas 
tradicionales de gestión directa, los pagos que el Esta- 
do efectúa al contratista encargado de construir una 
obra, se realizan con cargo al Presupuesto, afectando 
así los niveles de endeudamiento. 


En cambio, existiendo una adecuada distribución 
de riesgos, la financiación, privada de las infraestruc- 
turas no se verá reflejada presupuestalmente como un 
gasto o deuda pública en el momento de su ejecución, 
sin perjuicio de las previsiones que deban realizarse 
en relación a los pagos diferidos que se establezcan. 


Es de cargo de la Administración Pública definir 
el inicio del proceso, que deberá responder a los cri- 
terios estratégicos generales y las prioridades del go- 
bierno, así como definir el tipo de aportes de capital 
o activos que puedan ser transferidos en el marco del 
contrato, velar por el bien común de los ciudadanos, 
el cuidado del medio ambiente, el conocimiento de 
las necesidades locales y la búsqueda de consensos 
sociales que den soporte a los proyectos, entre otros. 


El rol del sector privado es atender a los aspec- 
tos financieros de inversión, contrastando las mayo- 
res tasas interés por el monto de la inversión privada 
contra la que eventualmente obtendría el Estado para 
los mismos montos, con la eficiencia en la utilización 
de los recursos y los aspectos de gestión de una infra- 
estructura y su mantenimiento posterior. 


La ley considera estos aspectos estableciendo cla- 
ros criterios de evaluación que permitan demostrar 
que por este mecanismo efectivamente puede reali- 
zarse un aporte determinante a efectos de maximizar 
los beneficios que el proyecto tiene para la sociedad. 
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EL PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE CONTRA- 
TACIÓN: EL DIÁLOGO COMPETITIVO 


La ley mantiene como principio básico de contra- 
tación la aplicación de los procedimientos competi- 
tivos. No obstante introduce una nueva modalidad 
denominada diálogo competitivo en procura de dotar 
a la Administración de mecanismos más idóneos para 
el diseño de contratos especialmente complejos. 


El ámbito de diálogo con quienes cuentan con 
medios técnicos especializados permite determinar 
las mejores soluciones para satisfacer una necesidad 
pública identificada por la Administración así como 
establecer las características que, en su ejecución, 
permiten obtener la mayor eficiencia económica. 


Se evita de esta forma caer en la aplicación de 
recursos y esfuerzos en el diseño de soluciones que 
luego se ven frustradas al no existir en el sector priva- 
do agentes interesados en ejecutarla en los términos 
propuestos. 


En el caso de grandes inversiones, puede resul- 
tar un mecanismo muy eficiente que, manteniendo 
los principios de transparencia e igualdad entre todos 
los oferentes, que permita definir aspectos técnicos, 
legales o financieros del contrato en los cuales la Ad- 
ministración tiene dificultades para definir en forma 
unilateral. 


Esta modalidad recoge el procedimiento del “diá- 
logo competitivo” contemplado en la Unión Europa 
en virtud de la Directiva No. 2004/18 y también con- 
sagrado por la ley española No. 30/2007 como meca- 
nismo preceptivo de adjudicación para los contratos 
de colaboración entre el sector público y el sector 
privado. 


EVALUACIÓN PREVIA 


Por otra parte la PPP en la medida en que trans- 
fiere al sector privado la prestación de servicios que 
tradicionalmente son del área pública, requiere de 
una evaluación previa que asegure que el privado 
está en mejores condiciones de proveer el servicio 
que la Administración, teniendo en cuenta tanto los 
costos como la transferencia de riesgos. La realiza- 
ción de esta evaluación exige de cuadros técnicos es- 
pecializados que en general son un recurso escaso 
para el sector público. En este sentido, para que los 
proyectos de PPP sean exitosos, es necesario dotar 
al área pública de capacidades para llevar adelante 
la estructuración y evaluación de proyectos de PPP 
La experiencia internacional indica que una solución 
ampliamente adoptada es la creación de agencias 
que se especialicen en la estructuración de proyectos 
de PPB y unidades interministeriales capaces de ser 
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contrapartes tanto de la agencia como de los actores 
privados una vez que el contrato está operativo. Los 
proyectos de PPP deben ser estructurados de tal for- 
ma que la sociedad tenga control sobre la forma en 
que se están realizando. En este sentido, los procesos 
tienen que ser lo más transparentes posible y asegurar 
igualdad de condiciones para los actores privados. Es 
importante entonces que una ley de PPB por ejemplo, 
establezca claramente los procedimientos para la es- 
tructuración, llamado y adjudicación al socio privado. 


CONTROVERSIAS Y RENEGOCIACIÓN 


Los contratos de PPP son generalmente de largo 
plazo, por lo cual las condiciones en que se concre- 
tó pueden ir cambiando y es posible que exista una 
apartamiento entre lo esperado por las partes en el 
momento de acordar y la realidad de la vida del con- 
trato. Estas diferencias pueden generar conflictos en- 
tre las partes y hasta modificaciones contractuales. 
Esto implica que los contratos de PPP están sujetos a 
lo largo de su vida a posibles presiones oportunistas 
para alterar las condiciones del mismo. Para evitar 
esas conductas es necesario contar con un entorno 
institucional que reduzca esos riesgos. Por lo tanto, se 
requiere de una ley que regule las condiciones de la 
PPP mientras esta subsista, como por ejemplo, cómo 
se resuelven las controversias y en qué casos es válido 
hacer ajustes en la ecuación económica del contrato. 


ESTRUCTURA DE LA LEY DE PARTICIPACIÓN 
PÚBLICO-PRIVADA 


El presente proyecto de ley cuya consideración se 
eleva al Parlamento, es un proyecto autocontenido 
que no se opone, sino que complementa, los regíme- 
nes de contratación vigentes, ajustando los procedi- 
mientos y normas al desafío especial que significan 
los grandes proyectos de infraestructura. 


En este sentido, como surge del capítulo 1 “Dispo- 
siciones Generales”, este proyecto de ley constituye 
un régimen opcional para la financiación, diseño, im- 
plementación y operación de infraestructuras y pres- 
tación de servicios relacionados (artículos 1 y 2), que 
celebre la Administración Pública. 


Especialmente destacable es la exclusión de su 
aplicación de la prestación de los servicios que son 
cometidos esenciales del Estado así como aquellos 
que eventualmente condujeren a la explotación de los 
monopolios cometidos legalmente al Estado. 


Asimismo se establece que, cuando sea necesario 
constituir o adquirir sociedades comerciales u otras 
personas jurídicas de derecho privado o a participar 
en las mismas a los solos efectos de que estas actúen 
como contratantes de proyectos de Participación Pú- 
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blico-Privada, la Administración deberá requerir, en 
su defecto, la autorización legal correspondiente. 


El artículo cuarto establece los principios y orien- 
taciones que deben pautar el procedimiento de se- 
lección del contratista, así como la adjudicación y 
ejecución de los contratos bajo el régimen de PAR- 
TICIPACIÓN PÚBLICO-PRIVADA, con especial re- 
ferencia a las contraprestaciones y contribuciones 
públicas para el desarrollo de proyectos de PARTICI- 
PACIÓN PÚBLICO-PRIVADA (artículos 5 y 6). Con 
la finalidad de brindar a la Administración Pública 
las herramientas necesarias para contratar bajo este 
régimen se prevé en el capítulo II “Marco Institucio- 
nal”, la participación de una Comisión Técnica que 
actuará como asesora de la Administración Pública 
(artículo 8). Ello, sin perjuicio, de la eventual partici- 
pación de la Corporación Nacional para el Desarrollo 
como estructurador, o en su caso, para la implemen- 
tación de proyectos de PARTICIPACIÓN PÚBLICO- 
PRIVADA (artículos 9 a 11). 


El artículo 12 regula los contratos de PARTICI- 
PACIÓN PÚBLICO-PRIVADA institucional por el 
cual se prevé que la Administración Pública, podrá 
celebrar directamente contratos de PARTICIPACIÓN 
PÚBLICO-PRIVADA con otras entidades públicas o 
con personas jurídicas de derecho privado, cuyo ca- 
pital mayoritario esté constituido por participaciones, 
cuotas o acciones propiedad de entidades públicas o 
personas públicas no estatales. Adicionalmente, en el 
inciso segundo de dicho artículo se prevé la posibili- 
dad de que cualquier Administración Pública pueda 
constituir, adquirir o participar en sociedades comer- 
ciales u otras personas jurídicas de derecho privado 
a efectos de actuar como contratistas de proyectos de 
PARTICIPACIÓN PÚBLICO-PRIVADA. 


A efectos de sistematizar y centralizar en un único 
ámbito los proyectos y contratos a celebrarse en el mar- 
co de PARTICIPACIÓN PÚBLICO-PRIVADA, se prevé 
la creación de un registro de proyectos de PARTICI- 
PACIÓN PÚBLICO-PRIVADA, así como la existen- 
cia de una Unidad de Proyectos de PARTICIPACIÓN 
PÚBLICO-PRIVADA que funcionarán en la órbita del 
Ministerio de Economía y Finanzas (artículos 13 y 14). 


En el capítulo III “Procedimiento de Contratación” 
se regula el procedimiento a tramitarse para la cele- 
bración de contratos de PARTICIPACIÓN PÚBLICO- 
PRIVADA, destacándose que el mismo puede iniciarse 
de oficio o por iniciativa privada (artículo 15). 


Antes de iniciar el procedimiento de contratación, 
la Administración Pública debe contar con una eva- 
luación previa en virtud de la cual se ponga de ma- 
nifiesto la viabilidad y conveniencia del proyecto de 
PARTICIPACIÓN PÚBLICO-PRIVADA (artículo 16). 
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El artículo 17 establece el contenido mínimo que 
deberá incluirse en los contratos de PARTICIPACIÓN 
PÚBLICO-PRIVADA y que servirán para delimitar las 
bases de contratación. 


Una vez aprobados los estudios previos y las ba- 
ses de contratación por la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto y el Ministerio de Economía Finanzas 
(artículo 18), se procederá al llamado público a inte- 
resados, pudiendo la Administración Pública emplear 
cualquier método competitivo tales como, entre otros, 
el mecanismo del dialogo competitivo (artículo 19). 


Los artículos 20 y 21 regulan el procedimiento 
de diálogo competitivo. En caso de optarse por este 
mecanismo, la Administración Pública deberá especi- 
ficar si una vez concluido el dialogo, solo podrán pre- 
sentar ofertas quienes hayan participado en el mismo 
y resulten seleccionados o si la presentación de ofer- 
tas será abierta a todos los interesados que partici- 
paron del dialogo. El procedimiento del dialogo com- 
petitivo proseguirá hasta que sea posible determinar, 
después de compararlas, las soluciones que resulten 
adecuadas al objeto del llamado. Una vez declarado 
cerrado el dialogo competitivo la Comisión Técnica o 
la Corporación Nacional para el Desarrollo definirán 
el pliego de condiciones aplicable y convocará a la 
presentación de las ofertas. 


Los artículos 21 y 22 regulan el régimen de pre- 
sentación y examen de las ofertas. 


El artículo 23 regula el mecanismo de clasifica- 
ción y, posterior adjudicación. En este sentido, se se- 
ñala que la adjudicación se realizará a la oferta más 
conveniente lo que podrá hacerse, en una primera 
instancia, de forma provisoria, pudiendo devenir en 
definitiva cuando, previa intervención del Tribunal 
de Cuentas, se hubiere proporcionado por el adju- 
dicatario toda la información y documentación cuya 
presentación se hubiera diferido para esta etapa. La 
ley prevé la posibilidad de adjudicar provisoriamente 
al oferente u oferentes siguientes a aquel que resultó 
adjudicatario en una primera instancia, en caso de 
que este último no cumpla en tiempo y forma con las 
exigencias que hubieren sido solicitadas por la Admi- 
nistración Pública para que su adjudicación adquirie- 
ra la calidad de definitiva. 


Finalmente deberá procederse a la formalización 
del contrato, dentro de los plazos y formalidades pre- 
vistas en la ley (artículo 24). 


Las garantías de mantenimiento de oferta y de 
cumplimiento de contrato se encuentran específica- 
mente reguladas en el capítulo IV “Garantías”, en el 
que se señalan las exigencias en cuanto a su exigi- 
bilidad, formalización, ampliación, afectación, pre- 
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ferencias en la ejecución, devolución y cancelación 
(artículos 25 a 30). 


En el capítulo V “Medios de Impugnación”, se re- 
gula el régimen de recursos administrativos contra 
los actos dictados durante el procedimiento de con- 
tratación. Se establece el efecto no suspensivo de su 
interposición contra los actos dictados durante el trá- 
mite del procedimiento, a excepción de aquellos que 
se interpongan contra el acto de adjudicación defini- 
tiva (artículo 31). 


En el capítulo VI “Aptitud e Incompatibilidades 
para contratar”, se reseñan las aptitudes para con- 
tratar con la Administración Pública y los casos en 
que existen incompatibilidades a tal efecto (artículos 
32 y 33). 


En el capítulo VII “Iniciativa Privada” se regula el 
trámite aplicable en estos casos, siendo el organismo 
encargado de recepcionar las mismas la CND. Dicho 
procedimiento, en lo esencial, se tramita conforme 
lo estipulado en el capítulo III, estableciéndose una 
regulación especial en lo que refiere a los derechos 
del proponente y a la confidencialidad que debe ob- 
servarse respecto de la información presentada por el 
proponente (artículos 34 a 38). 


En el capítulo VII! “Control del Cumplimiento 
del Contrato” se establece una amplia competencia 
de la Administración Pública para controlar el 
cumplimiento del contrato, conjuntamente con la 
obligación de elevar informes semestrales ante la 
Unidad de Proyectos de PARTICIPACIÓN PÚBLICO- 
PRIVADA, con la finalidad de informar alteraciones 
sustanciales o incumplimientos contractuales 
(artículos 39 a 41). 


En el capítulo IV “Régimen Sancionatorio” se pre- 
vé que en los contratos deberá establecerse las san- 
ciones aplicables para los distintos casos de incum- 
plimiento o cumplimiento defectuoso, así como sus 
factores atenuantes o agravantes, siendo facultad de 
la Administración Pública proceder a la aplicación de 
sanciones bajo los principios allí indicados (artículos 
42 y 43). Asimismo, se regulan los casos en que se re- 
suelva el contrato por incumplimiento del contratis- 
ta, la solicitud de medidas cautelares, la intervención 
y el derecho de retención ante el incumplimiento del 
contratista (artículos 44 a 47). 


En el capítulo X “Modificaciones y Cesión del 
Contrato” se regula expresamente el régimen de mo- 
dificación del contrato, mantenimiento del equilibrio 
económico del mismo, la posibilidad de su renegocia- 
ción, así como la posibilidad de cesión y subcontrata- 
ción (artículos 48 a 51). 
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En el capítulo XI “Extinción del Contrato y So- 
lución de Controversias” se señalan las causales de 
extinción de los contratos de PARTICIPACIÓN PÚ- 
BLICO-PRIVADA, los casos de abandono de proyectos 
por el contratista y de término anticipado del contrato 
(artículos 52 a 54). En especial, se regula el régimen 
de arbitraje aplicable a la solución de los conflictos 
que surjan con motivo de la ejecución del contrato 
(artículo 55). 


Finalmente, en el capítulo XII “Disposiciones Va- 
rias”, se regula lo atinente a expropiaciones, régimen 
presupuestario, exposición contable y la vigencia de 
la ley. 

Proyecto de Ley 


CAPÍTULO 1 
DISPOSICIONES GENERALES 


ARTÍCULO 1".- Objeto. La presente ley establece el 
marco regulatorio aplicable al régimen de contratos de 
Participación Público-Privada (PPPs) para la financia- 
ción, diseño, implementación y operación de infraes- 
tructuras y prestación de servicios relacionados. 


Se exceptúan de este régimen de contratación los 
cometidos esenciales cuya prestación se comete al 
Estado en forma exclusiva así como la explotación de 
los monopolios establecidos por ley a favor de este. 


ARTÍCULO 2”.- Contratos de Participación Público- 
Privada. Los contratos de Participación Público-Privada 
son aquellos suscritos, como consecuencia de las apli- 
caciones de los procedimientos previstos en la presente 
ley, entre la Administración Pública y un contratista y 
que constituyen título habilitante para la ejecución de 
las actividades previstas en el artículo 1”. 


ARTÍCULO 3*.- Ámbito de aplicación. A los efec- 
tos de la presente ley, la Administración Pública podrá 
celebrar todo tipo de acuerdos, contratos y asociacio- 
nes con el sector privado cuando ellos sean necesa- 
rios para el cumplimiento y realización de sus fines, 
siempre que no sean contrarios al interés público, al 
ordenamiento jurídico y a los principios de buena ad- 
ministración. 


La ley podrá autorizar a las Administraciones Pú- 
blicas a constituir o adquirir sociedades comerciales 
u otras personas jurídicas de derecho privado o a par- 
ticipar en las mismas a los solos efectos de que estas 
actúen como contratantes de proyectos de Participa- 
ción Público-Privada. 


A los efectos de la presente ley, se consideran com- 
prendidas en el término “Administración Pública” 
los Poderes del Estado, Tribunal de Cuentas, Corte 
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Electoral, Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
Entes Autónomos, Servicios Descentralizados, Entes 
de Enseñanza Pública y Gobiernos Departamentales, 
sin perjuicio de las atribuciones, facultades, derechos 
y obligaciones que les asignen la Constitución de la 
República y normas legales aplicables. 


Mantienen su vigencia todos aquellos regímenes 
de contratación previstos en cartas orgánicas, leyes o 
procedimientos especiales de contratación dictados a 
la fecha de la promulgación de la presente ley. 


ARTÍCULO 4”.- Principios y orientaciones genera- 
les. Todos los actos y contratos celebrados en el marco 
de la presente Ley deberán observar los siguientes 
principios y orientaciones generales: 


a) Transparencia y publicidad: Todas las actuacio- 
nes desarrolladas en el marco de proyectos de Par- 
ticipación Público-Privada, con las limitaciones que 
en cada caso establezca la normativa vigente, serán 
públicas y estarán sujetas a mecanismos de control. 


b) Protección del interés público: Todo proyecto 
de Participación Público-Privada, deberá procurar 
el beneficio público, respetando el interés general, 
y adoptar los mecanismos de participación y control 
que serán de aplicación durante toda la vigencia del 
contrato. 


c) Eficiencia económica: La celebración de con- 
tratos por parte de la Administración Pública, en el 
marco de proyectos de Participación Público-Privada, 
deberá basarse en la consecución del mayor Valor por 
Dinero, incluyendo tanto la reducción de costos como 
de los niveles de riesgo. 


d) Adecuada distribución de riesgos: Los contratos 
celebrados en el marco de proyectos de Participación 
Público-Privada deberán contemplar una adecuada 
distribución de riesgos entre las partes, de modo tal 
de minimizar el costo asociado a los mismos. 


e) Ecuanimidad: La selección de los sujetos con- 
tratantes deberá llevarse a cabo observando criterios 
de transparencia, ecuanimidad y no discriminación, 
promoviendo la competencia entre los oferentes y 
procurando alcanzar un adecuado equilibrio entre la 
necesaria celeridad, reducción de costos de los pro- 
cedimientos y la selección de la mejor propuesta a los 
intereses públicos. 


f) Temporalidad. Todos los contratos que se ce- 
lebren deberán establecer un plazo máximo de du- 
ración. En ningún caso podrán otorgarse a perpe- 
tuidad. 
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g) Responsabilidad fiscal. Las erogaciones y com- 
promisos financieros que se asuman en el marco de 
proyectos de Participación Público-Privada deberán 
ser consistentes con la programación financiera del 
Estado, en un marco de responsabilidad fiscal y de la 
debida rendición de cuentas. 


h) Control. La Administración Pública contra- 
tante deberá establecer en los respectivos contratos 
mecanismos de control adecuados para la efectiva 
protección de los derechos de los usuarios y la con- 
tinuidad y eficiencia en la prestación de los servicios 
correspondientes. 


i) Protección del desarrollo sustentable. Los pro- 
yectos ejecutados a través de mecanismos de Parti- 
cipación Público-Privada deberán propender al desa- 
rrollo sustentable de la economía, adoptando medidas 
de protección al medio ambiente en beneficio de las 
generaciones actuales y futuras. 


ARTÍCULO 5”.- Contraprestaciones por el desa- 
rrollo de proyectos. En contraprestación por las acti- 
vidades asumidas, dependiendo del tipo y caracterís- 
ticas de cada proyecto, el contratista podrá percibir 
diferentes modalidades de ingresos, en forma exclu- 
siva o combinada, abonados por los usuarios o la Ad- 
ministración Pública contratante, entre otras. 


El contratista podrá constituir, en beneficio de sus 
acreedores, todo tipo de garantías reales y persona- 
les sobre sus bienes y derechos, actuales y futuros, 
conforme al régimen legal vigente, incluyendo, entre 
otras, la constitución de prendas sobre flujos de fon- 
dos futuros a generase en el proyecto así como fidei- 
comisos de garantía. 


Dependiendo de las características y estructura de 
cada proyecto, podrá determinarse en beneficio de la 
Administración Pública, la percepción de ingresos por 
parte de esta consistentes en pagos provenientes del 
contratista, usuarios, u otros que en su caso se estipulen. 


ARTÍCULO 6”.- Contribuciones públicas para 
el desarrollo de proyectos de Participación Público- 
Privada. Conforme a las características concretas de 
cada proyecto y a efectos de viabilizar los mismos, el 
contrato podrá prever la realización de contribuciones 
por parte de la Administración Pública, tales como 
aportes pecuniarios, otorgamiento de subvenciones, 
créditos, garantías para la financiación del proyecto, 
garantías de obtención de ingresos mínimos y 
exoneraciones fiscales, entre otras. 


La Administración Contratante podrá asegurar al 
contratista niveles mínimos de ingresos pero, en nin- 
gún caso, podrá asegurar niveles mínimos de rentabi- 
lidad del proyecto. 
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El contrato deberá determinar las condiciones a 
cuyo cumplimiento se sujetarán las contribuciones 
públicas, su modificación o cese. 


Los aportes económicos por parte de la Adminis- 
tración Pública podrán realizarse cuando estos cons- 
tituyan un estímulo a la gestión económica más efi- 
ciente y ello redunde en su beneficio y en el de los 
usuarios del servicio, de acuerdo al resultado de los 
estudios previos previstos en el artículo 16 de la pre- 
sente ley. 


CAPÍTULO Il 
MARCO INSTITUCIONAL 


ARTÍCULO 7”.- Atribución de competencia.- La 
Administración Pública contratante, dentro del ám- 
bito de su competencia, será la responsable del dise- 
ño, estructuración y celebración de contratos de la 
Participación Público-Privada, así como del control 
de su correcta ejecución y del cumplimento de las 
obligaciones asumidas por los contratantes. Ello, sin 
perjuicio de las atribuciones y competencias de regu- 
lación y control que correspondan a otros organismos 
estatales conforme a sus competencias originarias y a 
las que se atribuyen por la presente Ley. 


ARTÍCULO 8”.- Comisión Técnica.- Para cada 
proyecto la Administración Pública contratante de- 
signará una Comisión Técnica que asesorará en to- 
das las etapas del procedimiento de contratación. La 
Comisión Técnica estará integrada por un mínimo de 
tres miembros, debiendo ser uno de ellos, -por lo me- 
nos- funcionario de la Administración Pública contra- 
tante y otro, que podrá pertenecer o no a la misma, 
que posea reconocida idoneidad técnica en la materia 
objeto de contratación. 


ARTICULO 9”.- Competencias de la Corporación 
Nacional para el Desarrollo (CND) respecto de pro- 
yectos de Participación Público-Privada. Sin perjuicio 
de los cometidos atribuidos por la Ley N* 15.785 y 
demás normas concordantes y modificativas, la CND 
tendrá los cometidos que se indican a continuación: 


a) Desarrollar y fomentar la ejecución de proyectos 
de Participación Público-Privada mediante la aplicación 
de los mejores criterios técnicos y el apego a los princi- 
pios y orientaciones contenidos en la presente Ley. 


b) Elaborar y difundir lineamientos técnicos apli- 
cables a proyectos de Participación Público-Privada a 
través de la elaboración de guías de mejores prácticas 
recomendadas, uniformización de procedimientos y 
elaboración de manuales, modelos e instrumentos 
que contribuyan al diseño, ejecución de los referidos 
proyectos de forma más eficiente. 
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Cc) Asesorar en la identificación, concepción, di- 
seño, estudio, estructuración, promoción, selección 
y contratación de los proyectos de Participación Pú- 
blico-Privada, en los términos y condiciones que se 
acuerden mediante convenio con las Administracio- 
nes Públicas contratantes. 


d) Contribuir al fortalecimiento de capacidades de 
las Administraciones Públicas contratantes en el di- 
seño e implementación de proyectos de Participación 
Público-Privada. 


e) Asesorar al Poder Ejecutivo a identificar y prio- 
rizar proyectos susceptibles de ser ejecutados me- 
diante el sistema de Participación Público-Privada. 


f) Facilitar a las Administraciones Públicas contra- 
tantes la coordinación interinstitucional de sus acti- 
vidades relacionadas con proyectos de Participación 
Público-Privada. 


g) Crear o adquirir sociedades comerciales de cual- 
quier naturaleza así como instrumentos financieros, 
cuando ello se entienda necesario para el mejor desa- 
rrollo de proyectos de Participación Público-Privada.- 


ARTÍCULO 10.- Estructuración de proyectos. 
Para la estructuración de proyectos de Participación 
Público-Privada, la Administración Pública contra- 
tante podrá contratar en forma directa a la Corpora- 
ción Nacional para el Desarrollo. 


Asimismo, podrá contratar para ello a empresas de 
reconocida idoneidad en la materia. La selección y 
contratación de dichas empresas deberá realizarse a 
través del régimen general de contratación adminis- 
trativa, no siendo aplicable para ello los mecanismos 
de contratación establecidos en la presente Ley. 


ARTÍCULO 11.-Implementación de Proyec- 
tos por la Corporación Nacional para el Desarrollo 
(CND). Previa autorización debidamente fundada 
del Poder Ejecutivo, la Administración Pública con- 
tratante podrá acordar directamente con la CND 
que esta asuma la implementación de un proyecto 
de Participación Público-Privada en forma integral, 
con el fin de viabilizar su concreción y, posterior- 
mente, transferir el mismo al sector privado a través 
de los procedimientos de contratación previstos en 
la presente ley. 


Esta modalidad de implementación podrá aplicar- 
se únicamente en aquellos proyectos que no superen 
el monto de inversión estimada a ser establecido por 
la reglamentación. Asimismo, la reglamentación esta- 
blecerá el plazo máximo dentro del cual la CND debe- 
rá trasferir el proyecto al sector privado. 
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A estos efectos, la CND podrá, ejecutar el proyecto 
directa o indirectamente, mediante la celebración de 
contratos o acuerdos comerciales de cualquier natu- 
raleza, de acuerdo a lo establecido en el artículo 3* de 
la presente ley. 


ARTÍCULO 12.- Contratos de Participación Públi- 
co-Privada Institucional. La Administración Pública 
contratante podrá celebrar directamente contratos de 
Participación Público-Privada con otras entidades pú- 
blicas, con personas públicas no estatales o con per- 
sonas jurídicas de derecho privado cuyo capital ma- 
yoritario esté constituido por participaciones, cuotas 
sociales o acciones propiedad de entidades públicas o 
de personas públicas no estatales. 


ARTÍCULO 13.- Unidad de Proyectos de Partici- 
pación Público-Privada. Créase la Unidad de Proyec- 
tos de Participación Público-Privada, la que funciona- 
ra en la órbita del Ministerio de Economía y Finanzas 
con el fin realizar el seguimiento permanente de los 
proyectos que se desarrollen al amparo de la presente 
ley, verificar el cumplimiento de los aspectos presu- 
puestarios asociados a los mismos, y realizar los análi- 
sis y registros que se cometen al Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas en la presente ley. El Poder Ejecutivo 
establecerá su forma de integración y los cometidos 
específicos. 


ARTÍCULO 14.- Registro de Proyectos. Crease 
el Registro de Proyectos de Participación Público- 
Privada cuya organización se comete al Ministerio 
de Economía y Finanzas (MEF), el que incluirá los 
contratos suscritos para el desarrollo de proyectos de 
Participación Público-Privada y sus modificaciones, 
los llamados a interesados para la adjudicación de 
proyectos de Participación Público-Privada, las inicia- 
tivas privadas presentadas para el desarrollo de pro- 
yectos de Participación Público-Privada, respetando 
los derechos de confidencialidad que correspondan 
al titular de la misma, y los informes de auditoría de 
proyectos de Participación Público-Privada. La regla- 
mentación establecerá el contenido y las formalida- 
des bajo las cuales corresponderá la constitución y 
administración del Registro, así como la actualización 
de la información contenida en el mismo, entre otros 
aspectos. 


CAPÍTULO III 
PROCEDIMIENTO DE CONTRATACIÓN 


ARTÍCULO 15.- Inicio del proceso.- El proce- 
so tendiente a la suscripción de un contrato para el 
desarrollo de un proyecto de Participación Público 
Privada, podrá iniciarse de oficio mediante una ini- 
ciativa pública, o bien, originarse en una iniciativa 
privada presentada por un proponente, en cuyo caso, 
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se seguirá el mecanismo dispuesto en el Capítulo VII 
de esta Ley. 


En ambos casos, dichos actos deberán ser presen- 
tados a efectos de su registro ante el Registro de Pro- 
yectos a que refiere el artículo 14 de la presente Ley. 


ARTÍCULO 16.- Evaluación previa. Con carácter 
previo a la iniciación del procedimiento de contra- 
tación, la Administración Pública contratante deberá 
contar con un documento de evaluación en que se 
ponga de manifiesto la viabilidad y la conveniencia 
del proyecto en cuestión. Dependiendo de las carac- 
terísticas de cada proyecto, la evaluación previa podrá 
separarse en estudios de prefactibilidad, estudios de 
factibilidad y estudios de impacto. 


La reglamentación establecerá el alcance, forma 
y contenido de dicha evaluación previa, incluyendo, 
entre otras, las áreas técnica, comercial, financiera, 
jurídica, ambiental y de impacto económico y social. 


ARTÍCULO 17.- Contenido del contrato. Los con- 
tratos de Participación Público-Privada deberán in- 
cluir necesariamente, y sin perjuicio de las demás 
estipulaciones necesarias o que acuerden las partes, 
los siguientes aspectos: 


a) Identificación de las prestaciones principales 
que constituyen su objeto. 


b) Condiciones de reparto de riesgos entre el con- 
tratante y el contratista, desglosando y precisando la 
imputación de los riesgos derivados de la variación 
de los costos de las prestaciones y la imputación de 
los riesgos de disponibilidad o de demanda de dichas 
prestaciones. 


c) Objetivos de rendimiento asignados al contra- 
tista, particularmente en lo que concierne a la cali- 
dad de los servicios, obras y suministros y las condi- 
ciones en que deberán ser puestos a disposición de la 
Administración Pública contratante. 


d) Remuneración del contratista, que deberá des- 
elosar las bases y criterios para el cálculo de los costos 
de inversión, de funcionamiento y de financiación y 
en su caso, de los ingresos que el contratista pueda 
obtener de la explotación de las obras o equipos. 


e) Causas y procedimientos para determinar las 
variaciones de la remuneración a lo largo del período 
de ejecución del contrato y criterios aplicables res- 
pecto del mantenimiento del equilibrio de la ecuación 
económico-financiera del contrato si correspondiere. 


f) Fórmulas de pago y, particularmente, condiciones 
en las cuales, en cada vencimiento o en determinado 
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plazo, el monto de los pagos pendientes de satisfacer 
por el contratante y los importes que el contratista 
debe abonar a este como consecuencia de penalidades 
o sanciones, pueden ser objeto de compensación. 


g) Sistema de control por parte de la Adminis- 
tración Pública contratante aplicable a la ejecución 
del contrato, especialmente respecto a los objetivos 
de rendimiento, así como las condiciones en que se 
autorice a realizar cesiones o subcontratos. Los cos- 
tos del funcionamiento de este sistema deberán estar 
previstos dentro de la estructura general de costos 
del proyecto. 


h) Sanciones aplicables en caso de incumplimien- 
to de las obligaciones del contrato. 


i) Condiciones en que puede procederse por 
acuerdo o por decisión unilateral de la Administra- 
ción Pública contratante, a la modificación de deter- 
minados aspectos del contrato o a su resolución, con- 
forme a lo establecido en la presente ley. 


j) Destino de las obras y equipamientos objeto del 
contrato a la finalización del mismo. 


k) Garantías que el contratista deberá afectar al 
cumplimiento de sus obligaciones. 


1) Mecanismos aplicables a la liquidación del pro- 
pio contrato, incluyendo disposiciones sobre las com- 
pensaciones a que pudiera dar lugar la misma. 


m) Referencia a las condiciones generales y, cuan- 
do sea procedente, a las especiales que sean perti- 
nentes en función de la naturaleza de las prestacio- 
nes principales. 


ARTÍCULO 18.- Aprobación de los estudios pre- 
vios y bases de contratación. Los estudios de evalua- 
ción previa y las bases de contratación a que refieren 
los artículos precedentes serán presentados ante la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y el Ministe- 
rio de Economía y Finanzas para su pronunciamien- 
to, el que se procesará según los plazos y condiciones 
que establezca la reglamentación.- 


Los Entes Autónomos y los Servicios Descentra- 
lizados, deberán realizar la presentación a través del 
Ministerio correspondiente. 


La continuación del procedimiento de contrata- 
ción solo podrá realizarse una vez obtenidos los pro- 
nunciamientos de los referidos organismos: 


a) La Oficina de Planeamiento y Presupuesto se 
pronunciará sobre el impacto social y económico del 
proyecto. 
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b) El Ministerio de Economía y Finanzas se pro- 
nunciará sobre los aspectos presupuestarios asocia- 
dos al proyecto, su viabilidad desde el punto de vista 
económico financiero así como sobre los beneficios 
derivados de adoptar esta forma de contratación. Asi- 
mismo determinará, en esta instancia o, en su defec- 
to, al definirse las condiciones definitivas de contrata- 
ción, si se transfiere al contratante la mayor parte del 
riesgo de construcción o disponibilidad y calidad del 
servicio o de la demanda. 


ARTÍCULO 19.- Llamado público a interesados. 
Una vez realizados los pronunciamientos previamen- 
te indicados, la Administración Pública contratante 
podrá realizar el llamado público, estableciendo el 
procedimiento competitivo a emplear así como los 
términos y condiciones aplicables al mismo, de acuer- 
do a lo que establezca la reglamentación. 


La Administración Pública podrá emplear cual- 
quier método competitivo, incluyendo el diálogo com- 
petitivo, la licitación, subasta, o cualquier otro que no 
fuere contrario a los principios generales admitidos 
en la normativa vigente. 


ARTÍCULO 20.- Procedimiento de Diálogo Com- 
petitivo. La Administración Pública podrá aplicar un 
procedimiento de diálogo competitivo con el o los pos- 
tulantes que, habiéndose presentado al llamado pú- 
blico y cumplido los requisitos de solvencia técnica y 
económica establecidos en el mismo, hayan sido se- 
leccionados. En el transcurso de este procedimiento 
podrán debatirse todos los aspectos del contrato con el 
o los candidatos seleccionados, a efectos de contribuir 
a la definición del pliego de condiciones particulares.- 


Durante el procedimiento, se dará un trato igua- 
litario a todos los participantes y, en particular, no se 
les facilitará de forma discriminatoria información 
que pueda dar ventajas a determinados participan- 
tes con respecto al resto. No se podrá revelar a los 
demás participantes las soluciones propuestas por un 
participante u otros datos confidenciales que este les 
comunique sin su previo consentimiento.- 


El número de soluciones que se examinen en 
la etapa final deberá ser lo suficientemente amplio 
como para garantizar una competencia efectiva entre 
ellas, siempre que se hayan presentado un número 
suficiente de soluciones o de candidatos adecuados.- 


El procedimiento de dialogo competitivo prosegui- 
rá hasta que sea posible determinar, después de com- 
pararlas, si ello fuera necesario, las soluciones que 
resulten adecuadas al objeto del llamado..- 


Tras declararse cerrado el diálogo competitivo 
y notificarse a todos los participantes, la Comisión 
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Técnica, o la CND en su caso, definirá el pliego de 
condiciones particulares aplicable y convocará a la 
presentación de ofertas, basadas en la solución o 
soluciones presentadas y especificadas durante la 
etapa del diálogo competitivo, indicando la fecha, 
hora y lugar de su presentación.- 


Cuando se aplique el procedimiento del diálogo 
competitivo deberá especificarse previamente, en 
oportunidad de realizarse el llamado público a que 
refiere el artículo 19, si una vez concluido el diálogo, 
solo podrán presentar ofertas quien o quienes hayan 
participado en el diálogo y resulten seleccionados du- 
rante el mismo, o si la presentación de ofertas será 
abierta a todos los interesados.- 


La Administración Pública podrá establecer prefe- 
rencias o compensaciones para él o los participantes 
en el dialogo competitivo, dando cuenta de las mis- 
mas en el llamado público.- 


ARTÍCULO 21.- Presentación de las ofertas. Las 
ofertas deberán incluir todos los elementos requeri- 
dos y necesarios para la realización del proyecto. La 
reglamentación establecerá las condiciones para di- 
cha presentación, la documentación exigida, las for- 
mas para la apertura de las ofertas, la posibilidad de 
formular aclaraciones, rectificaciones o salvedades y 
las actas que deberán labrarse.- 


ARTÍCULO 22.- Examen de las ofertas. Los crite- 
rios de evaluación de las ofertas deberán ser estipu- 
lados en el pliego correspondiente, de acuerdo a las 
condiciones que establezca la reglamentación. Los 
mismos podrán incluir diversos elementos vinculados 
al objeto del contrato, tales como la calidad, el precio, 
la fórmula utilizable para revisar las retribuciones li- 
gadas a la utilización de la obra o a la prestación del 
servicio, el plazo de ejecución o entrega de la presta- 
ción, el costo de utilización, la condiciones financie- 
ras de las prestaciones económicas, la satisfacción de 
necesidades sociales, la rentabilidad, el valor e ido- 
neidad técnica de la propuesta, la solvencia técnica 
y económica del proponente, las garantías, las carac- 
terísticas estéticas o funcionales, así como cualquier 
otro elemento relevante para la contratación.- 


En ningún caso podrá considerarse como más 
conveniente la oferta que fundadamente se estime 
que no pueda ser cumplida como consecuencia de la 
inclusión en la misma de valores anormales o despro- 
porcionados.- 


ARTÍCULO 23.- Adjudicación de ofertas. La Co- 
misión Técnica, o en su caso la CND o la empresa 
asesora contratada, clasificará en orden decreciente 
las ofertas presentadas atendiendo a los distintos cri- 
terios valorados. - 
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Previa conformidad de la Unidad de Proyectos de 
Participación Público Privada la Administración Pú- 
blica contratante, a través de su ordenador de gasto 
competente, dispondrá la adjudicación provisional 
mediante resolución fundada que deberá notificarse 
a todos los oferentes y fijará los términos definitivos 
del contrato.- 


La adjudicación definitiva, previa intervención 
del Tribunal de Cuentas, no podrá realizarse antes 
de que transcurran 30 días hábiles contados desde la 
notificación de la adjudicación provisional. Durante 
este plazo, el adjudicatario deberá proporcionar toda 
la documentación cuya presentación se hubiera dife- 
rido para esta etapa, así como constituir la garantía 
de cumplimiento de contrato cuando corresponda. 
La adjudicación definitiva será comunicada a todos 
los oferentes, según lo establezca la reglamentación e 
inscripta en el Registro de Proyectos establecido en el 
artículo 14 de la presente ley.- 


Cuando no proceda la adjudicación definitiva del 
contrato al oferente que hubiese resultado adjudica- 
tario provisional, por no cumplir este las condicio- 
nes necesarias para ello, la Administración Pública 
contratante podrá efectuar una nueva adjudicación 
provisional al oferente u oferentes siguientes a aquel, 
por el orden en que hayan quedado clasificadas sus 
ofertas, siempre que ello fuese posible y que el nue- 
vo adjudicatario preste su conformidad. La nueva 
adjudicación provisional requerirá de la previa con- 
formidad de la Unidad de Proyectos de Participación 
Público Privada.- 


En cualquier caso, la Administración Pública con- 
tratante podrá rechazar la totalidad de las ofertas sin 
responsabilidad alguna, no reconociéndose pagos o 
reintegros por concepto de gastos de los oferentes.- 


ARTÍCULO 24.- Formalización del Contrato. El 
contrato deberá formalizarse por escrito, dentro de 
un plazo no inferior a 10 días hábiles ni superior a 30 
días hábiles, contados a partir del día siguiente de la 
última notificación del acto de adjudicación definiti- 
va, siempre que no se hubieran interpuesto recursos 
contra dicho acto. 


En caso que se hubieran interpuesto recursos ad- 
ministrativos contra el acto de adjudicación definiti- 
va, el contrato deberá formalizarse por escrito en el 
plazo de 30 días hábiles contados a partir de que el 
acto quede firme, o del levantamiento del efecto sus- 
pensivo del recurso, en su caso. 


Cuando por causas imputables al contratante no 
se hubiese formalizado el contrato dentro del plazo 
indicado, la Administración Pública contratante pa- 
dre disponer la resolución del mismo, así como la 
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incautación de la garantía de mantenimiento de la 
oferta que, en su caso, se hubiese constituido. .- 


CAPÍTULO IV 
GARANTÍAS 


ARTÍCULO 25.- Garantías. La Administración Pú- 
blica contratante padre exigir a los oferentes la cons- 
titución de una garantía de mantenimiento de sus 
ofertas hasta la adjudicación provisional del contrato 
y de una garantía de cumplimiento de contrato, en los 
términos y condiciones que prevea la reglamentación 
y los pliegos generales y particulares. - 


ARTÍCULO 26.- Garantía de mantenimiento de 
oferta. La garantía de mantenimiento de oferta será 
retenida hasta que proceda a la constitución de la ga- 
rantía de cumplimiento de contrato si ella fuera re- 
querida o se rechace la totalidad de las ofertas. Las 
empresas que retiren injustificadamente su propo- 
sición antes de la adjudicación perderán la garantía 
constituida, la que quedará a favor de la Administra- 
ción Pública contratante.- 


El adjudicatario podrá aplicar el importe de la ga- 
rantía de mantenimiento de oferta a la garantía de 
cumplimiento del contrato o proceder a una nueva 
constitución de esta última. - 


La adjudicación provisional del contrato podrá 
dejarse sin efecto si el adjudicatario no cumple con 
la constitución de la garantía de cumplimiento de 
contrato, sin perjuicio de la pérdida de la garantía de 
mantenimiento de la oferta previamente constituida 
a favor de la Administración Pública contratante.- 


ARTÍCULO 27.- Ampliación de garantía de cum- 
plimiento del contrato. En caso de que se hagan efec- 
tivas sobre la garantía penalidades o indemnizaciones 
exigibles al adjudicatario, este deberá reponer o am- 
pliar aquella, en la cuantía que corresponda, en el 
plazo de quince días desde la ejecución, incurriendo 
en caso contrario en causa de resolución.- 


Cuando, como consecuencia de una modificación 
del contrato, experimente variación el precio del mis- 
mo, deberá reajustarse la garantía, para que guarde 
la debida proporción con el nuevo precio modificado, 
en el plazo de quince días contados desde la fecha en 
que se notifique al contratante el acuerdo de modi- 
ficación.- 


ARTÍCULO 28.- Afectación de las garantías cons- 
tituidas. La garantía de cumplimiento de contrato 
responderá de los siguientes conceptos: 
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a) De las sanciones impuestas al contratista. 


b) De la correcta ejecución de las prestaciones 
contempladas en el contrato, de los gastos originados 
a la Administración Pública por la demora del contra- 
tista en el cumplimiento de sus obligaciones, y de los 
daños y perjuicios ocasionados a la misma con motivo 
de la ejecución del contrato o por su incumplimiento. 


Cc) De la incautación que puede decretarse en los 
casos de resolución del contrato, o de acuerdo con 
lo que en él, en la reglamentación o en esta Ley esté 
establecido. 


d) De otros incumplimientos referidos a condicio- 
nes establecidas expresamente en la reglamentación, 
el pliego particular o el contrato. 


ARTÍCULO 29.- Preferencia en la ejecución de 
garantías. Para hacer efectiva la garantía, la Adminis- 
tración Pública contratante tendrá preferencia sobre 
cualquier otro acreedor, sea cual fuere la naturaleza 
del mismo y el título del que derive su crédito. Cuan- 
do la garantía no sea bastante para cubrir las respon- 
sabilidades a las que está afectada, la Administración 
Pública contratante procederá judicialmente al cobro 
de la diferencia.- 


ARTÍCULO 30.- Devolución y cancelación de 
las garantías. La garantía no será devuelta o can- 
celada hasta que se haya producido el vencimiento 
del plazo de garantía y cumplido satisfactoriamente 
el contrato de que se trate, o hasta que se decla- 
re la resolución de este sin culpa del contratista. 
En el supuesto de recepción parcial solo podrá el 
contratista solicitar la devolución o cancelación de 
la parte proporcional de la garantía cuando así se 
autorice expresamente en el pliego. En los casos de 
cesión de contratos no se procederá a la devolución 
o cancelación de la garantía prestada por el cedente 
hasta que se halle formalmente constituida la del 
cesionario.- 


CAPÍTULO V 
MEDIOS DE IMPUGNACIÓN 


ARTÍCULO  31.- Recursos administrativos. Los 
actos administrativos dictados por la Administración 
Pública contratante en el procedimiento de contrata- 
ción podrán ser impugnados mediante la interposi- 
ción de los recursos administrativos correspondien- 
tes en los términos y condiciones establecidos por las 
normas constitucionales, las disposiciones incluidas 
en la presente ley y demás disposiciones legales que 
regulan la materia en cuanto no contradigan lo esta- 
blecido en la presente.- 
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Estos recursos, salvo aquel que se interponga 
contra la adjudicación definitiva, no tendrán efecto 
suspensivo, excepto que la Administración, por razón 
fundada, disponga lo contrario.- 


La Administración Pública podrá disponer el le- 
vantamiento del efecto suspensivo sobre el acto que 
resuelva la adjudicación definitiva cuando, por reso- 
lución fundada, declare que dicha suspensión afecta 
inaplazables necesidades del servicio o le causa gra- 
ves perjuicios. - 


CAPÍTULO VI 


APTITUD E INCOMPATIBILIDADES PARA 
CONTRATAR 


ARTÍCULO 32.- Aptitud para contratar. Solo po- 
drán contratar con la Administración Pública, en el 
marco de la presente Ley, personas físicas o jurídicas 
nacionales o extranjeras plenamente capaces, que no 
estén comprendidas en una prohibición de contratar 
y que acrediten su solvencia económica, financiera y 
técnica o profesional en los términos y condiciones 
exigidos en cada caso.- 


ARTÍCULO 33.- Prohibiciones para contratar con 
la Administración.- No podrán asumir la condición 
de oferentes o contratantes, por sí o por interpuesta 
persona, quienes se encuentren comprendidos en al- 
guna de las siguientes situaciones: 


a) Carecer de capacidad o de legitimación, o estar 
afectado por prohibición, interdicción, inhabilitación 
o impedimentos similares de carácter contractual, le- 
gal, judicial, arbitral o de cualquier otra naturaleza 
para poder contratar con el Estado en general, o con 
la Administración Pública contratante en particular. 


b) Se haya promovido a su respecto un proceso 
concursal dentro de los 5 (cinco) años calendario an- 
teriores, contados desde la fecha de la última publica- 
ción del llamado público a interesados a que refiere el 
artículo 19 de la presente Ley. 


c) Hayan actuado como asesores contratados por 
la Administración Pública contratante, en la imple- 
mentación del proyecto en el que pretenden partici- 
par como potenciales oferentes, siempre que dicha 
participación pueda suponer un trato privilegiado con 
respecto al resto de los potenciales oferentes. 


d) Se hubiere decretado a su respecto dentro de los 
5 (cinco) años calendario anteriores, contados desde la 
fecha de la última publicación del llamado público a in- 
teresados a que refiere el artículo 19 de la presente Ley, 
la resolución por incumplimiento de su parte de un con- 
trato celebrado con cualquier Administración Pública. 
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e) Ser funcionario público dependiente de la Ad- 
ministración Pública contratante o ser una firma, 
empresa o entidad con la cual el funcionario esté 
vinculado por razones de dirección, participación o 
dependencia. 


Las personas comprendidas en las causales prece- 
dentes no podrán actuar como miembro de un con- 
sorcio oferente o contratante o como subcontratista 
de este, directamente o por intermedio de otra en- 
tidad controlada, vinculada o que forme parte de un 
conjunto económico con ella.- 


Asimismo, las prohibiciones antedichas serán de 
aplicación a aquellos sujetos o entidades que, por 
razón de dirección, participación u otras circunstan- 
cias, pueda presumirse que son una continuación 
o que derivan, por transformación, fusión, cesión o 
sucesión o cualquier otra forma, de aquellas empre- 
sas comprendidas en una o más de las causales antes 
enunciadas.- 


CAPÍTULO VII 
INICIATIVA PRIVADA 


ARTÍCULO 34.- Competencia para tramitar ini- 
ciativas privadas. Facúltase a las Administraciones 
Públicas a instruir y sustanciar iniciativas privadas 
pare el desarrollo de proyectos de Participación Pú- 
blico-Privada comprendidos dentro de sus respectivos 
ámbitos de competencia. 


ARTÍCULO 35.- Tramitación de proyectos por 
iniciativas privadas.- La Corporación Nacional para 
el Desarrollo será el organismo encargado de recep- 
cionar las iniciativas privadas presentadas por el 
sector privado cuya ejecución requiera de la imple- 
mentación de un contrato de Participación Público 
Privada.- 


ARTÍCULO 36.- Etapas del procedimiento de ini- 
ciativa privada.- La tramitación de las iniciativas pri- 
vadas comprenderá las siguientes etapas: 


a) Presentación: El proponente interesado en de- 
sarrollar su iniciativa en el marco de un proyecto de 
Participación Público-Privada deberá presentar su 
proyecto ante la CND. Dicha propuesta deberá conte- 
ner información identificatoria del proponente; infor- 
mación relativa al proyecto y a su viabilidad analizada 
a nivel de prefactibilidad. 


b) Evaluación por la CND: La información recibi- 
da será analizada por la CND quien evaluará la con- 
veniencia de su aceptación, con o sin modificaciones, 
o su rechazo. Realizada esta evaluación, la CND pre- 
sentará la iniciativa y su informe técnico ante la Ad- 
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ministración Pública competente, la que resolverá su 
aceptación, aceptación con modificaciones o rechazo, 
sin responsabilidad alguna. 


c) Estudio de factibilidad: Aceptada la proposición 
inicial, con o sin modificaciones, el proponente debe- 
rá elaborar y presentar el estudio de factibilidad del 
proyecto de acuerdo al alcance establecido por el artí- 
culo 16 de la presente Ley, dentro del plazo que fije la 
reglamentación y conforme a los requerimientos que 
disponga la Administración Pública. 


d) Llamado Público a Interesados: Obtenidos los 
pronunciamientos de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y del Ministerio de Economía y Finanzas 
referidos en el artículo 18, la Administración Pública 
contratante podrá realizar el llamado público a inte- 
resados a que refiere el artículo 19 y continuará con 
los procedimientos de selección y contratación esta- 
blecidos en la presente Ley. 


ARTÍCULO 37.- Derechos del proponente.- El 
proponente de una iniciativa privada gozará de los si- 
guientes derechos y preferencias: 


a) Obtener, una vez realizada la adjudicación de- 
finitiva del contrato, el reembolso de los costos acep- 
tados vinculados con la realización del estudio de fac- 
tibilidad, en caso de que no resultare adjudicatario 
del proyecto. Dichos costos serán de cargo de quien 
resulte adjudicatario, lo cual deberá informarse en el 
respectivo llamado público. 


b) Obtener una ventaja de hasta el 10% en la valo- 
ración que se realice de su oferta respecto de la me- 
jor oferta que resulte del procedimiento del diálogo 
competitivo. Asimismo, el promotor de la iniciativa no 
deberá abonar los pliegos o documentos descriptivos 
correspondientes. 


En caso de que por cualquier causa el promotor 
no realice los estudios de factibilidad dentro de los 
plazos establecidos por la reglamentación, la Admi- 
nistración Pública podrá realizarlos por sí o contra- 
tarlos conforme a los procedimientos de contratación 
que corresponda, perdiendo aquel todo derecho a re- 
cibir contraprestación o beneficio alguno. 


ARTÍCULO 38.- Confidencialidad de la iniciativa 
privada. Toda la información relativa a la iniciativa 
privada presentada tendrá carácter confidencial. 
Adoptada por la Administración Pública contratante 
la decisión de efectuar un llamado público para la 
adjudicación del proyecto, la iniciativa quedará trans- 
ferida de pleno derecho a dicha Administración. Si no 
se efectuara el llamado, el promotor de la iniciativa 
mantendrá todos los derechos sobre la misma por un 
período de dos años. 
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CAPÍTULO VIII 
CONTROL DE CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO 


ARTÍCULO 39.- Atribución de competencia.- La 
Administración Pública contratante será la com- 
petente para controlar el cumplimiento del contra- 
to, debiendo informar a la Unidad de Proyectos de 
Participación Público-Privada, con una periodicidad 
semestral, el estado de cumplimiento del mismo. Asi- 
mismo, deberá informar a dicha Unidad cualquier 
alteración sustancial o incumplimiento dentro de los 
10 días hábiles de producidos. - 


ARTÍCULO 40.- Áreas objeto de control.- Los con- 
troles a ejercer por la Administración Pública contra- 
tante abarcarán los aspectos técnicos, operativos, le- 
gales, económicos, financieros, y contables, conforme 
a lo que disponga la reglamentación y el correspon- 
diente contrato.- 


ARTÍCULO 41.- Instrumentos para el ejercicio de 
competencias de control.- La Administración Públi- 
ca contratante tendrá amplias facultades de control y 
podrá utilizar diferentes instrumentos para el ejerci- 
cio de tales funciones tales como, requerimientos de 
información, evaluación de desempeño, inspecciones 
y peritajes. A estos efectos, el contratante quedará 
obligado a proporcionar a requerimiento de la Admi- 
nistración Pública contratante toda la información y 
documentación relativa al cumplimiento del contrato 
que esta le requiera sin poder oponer a su respecto el 
secreto comercial.- 


CAPÍTULO IX 
RÉGIMEN SANCIONATORIO 


ARTÍCULO 42.- Régimen sancionatorio. Los con- 
tratos suscritos para el desarrollo de proyectos de 
Participación Público-Privada deberán establecer las 
sanciones aplicables para los distintos casos de in- 
cumplimiento o cumplimiento defectuoso de la pres- 
tación objeto del mismo, así como los factores agra- 
vantes o atenuantes en caso de corresponder. Las 
sanciones se graduarán en función de la gravedad y 
de la reiteración de los incumplimientos, pudiéndose 
llegar a la rescisión del contrato.- 


ARTÍCULO 43.- Régimen general de aplicación de 
sanciones. La determinación de las sanciones aplica- 
bles tendrá lugar bajo los principios de legalidad, de- 
bido proceso, igualdad, proporcionalidad, generalidad 
y adecuación al fin.- 


La aplicación de tales sanciones procederá sin 
perjuicio de las responsabilidades administrativas, ci- 
viles o penales que pudieren corresponder al contra- 
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tista frente a la Administración Pública contratante o 
frente a terceros, que hayan sido perjudicados como 
consecuencia del incumplimiento. - 


Las sanciones dispuestas por la Administración 
Pública contratante se harán efectivas de inmedia- 
to, sin perjuicio de las acciones a que tenga derecho 
el contratista en el marco de los procedimientos de 
solución de controversias y recursos previstos en la 
ley, en la reglamentación o en el contrato, así como 
independientemente del cumplimiento de la resolu- 
ción administrativa que impusiere al contratista una 
determinada obligación de dar, hacer o no hacer con- 
forme a lo previsto en la normativa.- 


ARTÍCULO 44.- Indemnización por daños y per- 
juicios. Cuando el contrato se resuelva por incum- 
plimiento del contratista, este deberá indemnizar a 
la Administración Pública contratante los daños y 
perjuicios ocasionados. La indemnización se hará 
efectiva, en primer término, sobre la garantía que se 
hubiese constituido, sin perjuicio de la subsistencia 
de la responsabilidad del contratista en lo que refiere 
al importe que exceda del de la garantía incautada.- 


ARTÍCULO 45.- Medidas cautelares. Una vez 
iniciado el procedimiento sancionatorio, la Adminis- 
tración Pública contratante podrá solicitar al Juez 
competente la imposición de medidas cautelares 
necesarias para asegurar la eficacia de la resolución 
sancionatoria, sin requerirse pare ello la prestación 
de contracautela.- 


ARTÍCULO 46.- Intervención. Dentro del marco 
de medidas cautelares referidas precedentemente, 
la Administración Pública contratante podrá solici- 
tar al Juez competente la intervención de la entidad 
contratista cuando se verificaren circunstancias tales 
como la interrupción grave de las prestaciones a su 
cargo, el abandono de las obras o instalaciones, situa- 
ciones de notoria insolvencia o demás circunstancias 
análogas. 


Verificada cualquiera de estas circunstancias, la 
Administración Pública quedará facultada para asu- 
mir directamente la ejecución de la obra o prestación 
del servicio o transferir la misma a terceros.- 


En caso de terminación anticipada del contrato 
por razones imputables al contratista, la Adminis- 
tración Pública contratante podrá ofrecer, en forma 
directa, a los acreedores del contratista, la opción de 
continuar con el cumplimiento del contrato o bien 
cederlo a un tercero, en cuyo caso deberá requerir 
la previa conformidad de la Administración Pública 
contratante quien resolverá si el cesionario propuesto 
cumple los requisitos necesarios para constituirse en 
adjudicatario.- 
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ARTÍCULO 47.- Derecho de Retención. La Admi- 
nistración Pública contratante podrá retener de los 
pagos que en virtud del contrato le correspondiera 
realizar, las sumas necesarias para hacer efectivo el 
cobro de las sanciones pecuniarias impuestas. 


CAPÍTULO X 
MODIFICACIONES Y CESIÓN DEL CONTRATO 


ARTÍCULO 48.- Modificaciones del contrato. La 
Administración Pública contratante, previa conformi- 
dad de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y del 
Ministerio de Economía y Finanzas e intervención del 
Tribunal de Cuentas, podrá modificar las característi- 
cas de las obras y los servicios contratados con el ob- 
jeto de incrementar los niveles de servicios y estánda- 
res técnicos establecidos en las bases de contratación 
O por otras razones de interés público debidamente 
fundadas, no pudiendo afectarse con ello las condi- 
ciones esenciales del contrato. Como consecuencia 
de ello, cuando corresponda, deberá compensar eco- 
nómicamente al contratista por los costos adicionales 
netos en que este incurriere por tal concepto.- 


El contrato establecerá el monto máximo de la 
inversión adicional que las partes podrán establecer 
de común acuerdo así como el plazo máximo den- 
tro del cual podrán realizarse modificaciones de las 
obras contratadas. En todo caso, el monto máximo 
de estas nuevas inversiones no podrá exceder el 50% 
(cincuenta por ciento) del presupuesto de la obra o 
del gasto del servicio y, en la etapa de construcción, 
dicho porcentaje no podrá exceder el 30% (treinta 
por ciento).- 


El contrato podrá establecer la posibilidad de mo- 
dificaciones unilaterales por parte de la Administra- 
ción Pública contratante, siempre que se estipulen 
causales especificas y aspectos concretos que podrán 
ser susceptibles de modificación. En estos casos, el 
monto máximo de la inversión adicional no podrán 
exceder el 15% (quince por ciento) del presupuesto 
de la obra o del gasto del servicio según correspon- 
da, ni podrá ser requerida en una fecha posterior al 
cumplimiento de los dos tercios del plazo total del 
contrato.- 


ARTÍCULO 49.- Mantenimiento de las condicio- 
nes contractuales. Los contratos de Participación 
Público-Privada deberán mantenerse en los térmi- 
nos que fueron considerados para su adjudicación, 
teniendo en cuenta el interés general y el interés del 
contratista. Solamente podrán ser modificados, en 
beneficio de la parte que corresponda, en los siguien- 
tes supuestos: 
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a) Cuando la Administración modifique, por rezo- 
nes de interés público, los parámetros de costos y be- 
neficios y se cumplan simultáneamente los siguientes 
requisitos: 


i) el acto se dicte con posterioridad a la firma del 
contrato y no haya podido ser razonablemente previs- 
to al tiempo de la celebración del mismo; 


ii) constituya un cambio normativo especifico para 
el ámbito del proyecto; 


iii) altere significativamente el régimen 
económico-financiero del proyecto. 


b) Cuando causas de fuerza mayor o actuaciones 
de la Administración determinaran de forma directa 
la ruptura sustancial del equilibrio contractual. 


c) Cuando se produzcan los supuestos que se esta- 
blezcan en el propio contrato para su revisión. 


ARTÍCULO 50.- Renegociación de los contra- 
tos. Sin perjuicio de lo dispuesto en este Capítulo, 
los contratos celebrados en el marco de la presente 
ley no podrán revisarse antes de transcurridos los 3 
años de su celebración. La Administración Pública 
contratante tendrá derecho a solicitar la nivelación 
de la ecuación económico-financiera en su favor, 
en aquellos casos en que se altere sustancialmente 
el escenario de negocios previsto al momento de la 
celebración del contrato. Las soluciones que podrán 
acordar las partes en lo que refiere al mantenimiento 
del equilibrio contractual deberán estar adecuada- 
mente justificadas en el interés público y en el mejor 
cumplimiento del objeto de cada contrato.- 


ARTÍCULO 51.- Cesión y subcontratación. El 
contratista podrá ceder total o parcialmente el con- 
trato de Participación Público-Privada a un tercero, 
con la autorización previa y expresa de la Adminis- 
tración Pública contratante, la que deberá verificar 
que el cesionario reúne los requisitos y condiciones 
necesarias. La cesión podrá proceder siempre que 
las cualidades técnicas o personales del cedente no 
hayan sido razón determinante para su adjudicación. 
Producida la cesión, el cesionario quedará subrogado 
en todos los derechos y obligaciones que correspon- 
dan al cedente.- 


El contratante podrá subcontratar a terceros las 
prestaciones puestas a su cargo, salvo que el contra- 
to o los pliegos dispongan lo contrario o que por su 
naturaleza y condiciones se deduzca que aquel ha de 
ser ejecutado directamente por el adjudicatario. La 
reglamentación establecerá los requisitos que debe- 
rán cumplirse en materia formal, sustancial y proce- 
dimental. 
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CAPÍTULO XI 


EXTINCIÓN DEL CONTRATO Y SOLUCIÓN DE 
CONTROVERSIAS 


ARTÍCULO 52.- Extinción de los contratos. Los 
contratos de Participación Público-Privada se extin- 
guirán por las siguientes causales: 


a) Cumplimiento del contrato conforme a los tér- 
minos del mismo y a satisfacción de la Administración 
Pública contratante de la totalidad de la prestación. 


b) Vencimiento del plazo señalado para su vigencia 
o el de sus prórrogas. 


c) Resolución unilateral y anticipada del contrato 
por incumplimiento del contratista. 


d) Rescate dispuesto por la Administración Públi- 
ca contratante, por razones de interés público, en los 
términos previstos en la reglamentación y el respec- 
tivo contrato. 


e) Imposibilidad de cumplimiento como conse- 
cuencia de medidas adoptadas por el Estado. 


f) Promoción de un proceso concursal respecto del 
contratista. 


g) Acaecimiento de cualquier causal que inhabilite 
al contratista el efectivo cumplimiento de su prestación. 


h) Imposibilidad de cumplimiento por el contra- 
tista como consecuencia de la existencia de fuerza 
mayor o caso fortuito. Si el caso fortuito o evento de 
fuerza mayor afectare solo el cumplimiento de algu- 
nas de las obligaciones del contrato, o de aquellas vin- 
culadas a parte de la inversión comprometida, y en la 
medida que las demás obligaciones del contrato sean 
susceptibles de cumplimiento separado, las partes de- 
berán acordar, de acuerdo a lo definido en las bases 
de concursos, el ajuste de las estipulaciones jurídicas, 
técnicas y económicas del contrato, para adecuarlo al 
cumplimiento de las obligaciones subsistentes. 


i) Mutuo acuerdo entre la Administración Pública 
contratante y el contratista. 


j) En los demás casos expresamente previstos en 
el contrato correspondiente. 


ARTÍCULO 53.- Abandono del proyecto. El aban- 
dono del proyecto por el contratista dará derecho a la 
Administración Pública contratante a hacerse cargo, 
por el tiempo que sea necesario, de la explotación de 
la instalación a efectos de asegurar la prestación efi- 
ciente, eficaz e ininterrumpida del servicio.- 
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La Administración Pública contratante deberá de- 
signar un interventor, que tendrá facultades para ve- 
lar por el cumplimiento del contrato. Este interventor 
responderá civil, penal y administrativamente por las 
acciones u omisiones dolosas o culposas en que incu- 
rriere en el ejercicio de su cargo.- 


ARTÍCULO 54.- Término anticipado del contrato. 
A efectos de dar el horizonte temporal necesario para 
la realización de nuevas inversiones y del adecuado 
mantenimiento y con el fin de garantizar la continui- 
dad de la calidad de la prestación de los servicios, 
el contratista y la Administración Pública contratante 
podrán acordar la realización de un nuevo llamado 
público dentro de un período no mayor a los cinco 
años previos a la finalización del contrato. El proceso 
deberá cumplir con los requisitos formales, sustan- 
ciales y de procedimiento contenidos en la presente 
Ley en lo que corresponda y de acuerdo a lo que esta- 
blezca la reglamentación.- 


Si el contratista no resultara adjudicatario del 
nuevo llamado, el contrato se extinguirá y será com- 
pensado por el plazo restante, en los términos que 
determine la reglamentación y el contrato.- 


ARTÍCULO 55.- Solución de controversias.- Para 
la solución de los conflictos que surjan con motivo de 
la aplicación, interpretación, ejecución, cumplimien- 
to y extinción de los contratos celebrados en el marco 
de esta ley, las partes deberán recurrir al arbitraje. 


Los árbitros serán designados de común acuerdo 
por las partes o, en su defecto, de acuerdo a lo dis- 
puesto por el artículo 480 del Código General del Pro- 
ceso y deberán fallar de acuerdo a derecho. El laudo 
del Tribunal arbitral será inapelable. La reglamenta- 
ción podrá establecer condiciones y procedimientos 
especiales para el arbitraje. 


CAPÍTULO XII 
DISPOSICIONES VARIAS 


ARTÍCULO 56.- Expropiaciones. A los efectos de 
lo previsto en el artículo 32 de la Constitución de la 
República, se declara de utilidad pública las expro- 
piaciones de bienes inmuebles destinados a ejecución 
de proyectos de Participación Público Privada.- 


ARTÍCULO 57.- Exposición contable. El trata- 
miento contable de las obligaciones emergentes de un 
contrato de Participación Público-Privada dependerá 
de la existencia de una transferencia significativa de 
riesgos comerciales en la fase de operación, esto es 
cuando los pagos a cargo de la Administración Públi- 
ca dependan de la disponibilidad y calidad de servicio 
o de la demanda, conforme al pronunciamiento dic- 
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tado por el Ministerio de Economía y Finanzas y de 
acuerdo a lo dispuesto en el artículo 18 de la presente 
Ley.- 


Cuando exista transferencia de riesgo, los pagos al 
contratista por concepto de inversión realizada debe- 
rán incluirse en el presupuesto de inversión corres- 
pondiente al ejercicio fiscal en que deba realizarse el 
mismo.- 


Siempre que la Administración Pública contra- 
tante sea un Inciso del Presupuesto Nacional, se in- 
cluirán los pagos dentro del presupuesto de inversio- 
nes del inciso 24 “Diversos Créditos” y se deducirá 
el equivalente del crédito de Inversiones del Inciso 
contratante.- 


En aquellos casos en que no exista una transfe- 
rencia significativa de riesgos comerciales en la fase 
de operación, el componente de la inversión será 
considerado gasto presupuestario dentro de la Admi- 
nistración Pública contratante correspondiente en la 
medida que la inversión se devengue y los pagos dife- 
ridos a su cargo serán considerados como un pasivo.- 


La Contaduría General de la Nación deberá llevar 
en forma identificable el registro de los eventuales 
pasivos contingentes correspondientes a contratos de 
Participación Público-Privada e informar en cada ins- 
tancia presupuestal el monto estimado de los mismos 
en forma separada de la Deuda Pública.- 


ARTÍCULO 58.- La presente Ley entrará en vi- 
gencia a los 30 días de su promulgación y será aplica- 
ble a los procedimientos de contratación en el marco 
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de proyectos de Participación Público-Privada, inicia- 
dos con posterioridad a dicha fecha. 


La presente Ley podre ser aplicada a aquellos pro- 
yectos de Participación Público-Privada iniciados con 
anterioridad a su vigencia, siempre que se cumplan 
todos los requisitos en la misma. 


ARTÍCULO 59.- Derogaciones. Deróganse los ar- 
tículos 19 y 20 de la Ley No. 17.555 de fecha 18 de 
setiembre de 2002. 


Los Ministerios u Organismos ante los cuales se 
encuentren en trámite iniciativas privadas presenta- 
das al amparo del régimen legal que se deroga, debe- 
rán trasladar las mismas, junto a todos sus antece- 
dentes, a la Corporación Nacional para el Desarrollo, 
en un plazo perentorio de 30 días corridos a partir de 
la vigencia de la presente. 


En caso que el Ministerio u Organismo no proceda 
del modo indicado dentro del plazo previsto, se enten- 
derá que la iniciativa privada ha sido rechazada. 


Los titulares de iniciativas privadas, presentadas 
al amparo del régimen legal que se deroga y que ya 
hayan sido aceptadas por la Administración, manten- 
drán todos los derechos adquiridos en los términos, 
plazos y condiciones establecidos por aquel. 


Eduardo Bonomi, Luis Almagro, Fernando 
Lorenzo, Luis Rosadilla, Ricardo Ehrlich, 
Pablo Genta, Roberto Kreimerman, Eduardo 
Brenta, Daniel Olesker, Tabaré Aguerre, Héctor 
Lescano, Graciela Muslera, Ana Vignoli.” 
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CONSTITUCIÓN DE LA REPUBLICA 


Artículo 32.- La propiedad es un derecho inviolable, pero sujeto a lo que 
dispongan las leyes que se establecieren por razones de interés general. Nadie 
podrá ser privado de su derecho de propiedad sino en los casos de necesidad 
o utilidad públicas establecidos por una ley y recibiendo siempre del Tesoro 
Nacional una justa y previa compensación. Cuando se declare la expropiación 
por causa de necesidad o utilidad públicas, se indemnizará a los propietarios 
por los daños y perjuicios que sufrieren en razón de la duración del 
procedimiento expropiatorio, se consume o no la expropiación; incluso los que 
deriven de las variaciones en el valor de la moneda. 


Artículo 221.- Los presupuestos de los Entes Industriales o Comerciales del 
Estado serán proyectados por cada uno de éstos y elevados al Poder Ejecutivo 
y al Tribunal de Cuentas cinco meses antes del comienzo de cada ejercicio, 
con excepción del siguiente al año electoral, en que podrán ser presentados en 
cualquier momento. 


El Tribunal de Cuentas dictaminará dentro de los treinta días de recibidos. 


El Poder Ejecutivo con asesoramiento de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto podrá observarlo y, en este caso, así como en el que mediasen 
observaciones del Tribunal de Cuentas lo devolverá al Ente respectivo. 


Si el Ente aceptase las observaciones del Poder Ejecutivo y el dictamen del 
Tribunal de Cuentas, devolverá los antecedentes al Poder Ejecutivo para la 
aprobación del presupuesto y su inclusión con fines informativos en el 
Presupuesto Nacional. 


No mediando la conformidad establecida en el inciso anterior, los proyectos 
de presupuestos se remitirán a la Asamblea General, con agregación de 
antecedentes. 


La Asamblea General, en reunión de ambas Cámaras, resolverá en cuanto a 
las discrepancias con sujeción a lo dispuesto en el artículo 215, por el voto de 
los dos tercios del total de sus componentes, Si no resolviera dentro del 
término de cuarenta días se tendrá por aprobado el presupuesto, con las 
observaciones del Poder Ejecutivo. 


El dictamen del Tribunal de Cuentas requiere el voto afirmativo de la mayoría 
de sus miembros. 


La ley fijará, previo informe de los referidos Entes y del Tribunal de Cuentas y 
la opinión del Poder Ejecutivo emitida con el asesoramiento de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, los porcentajes que cada Ente podrá destinar a 
sueldos y gastos de dirección y de administración. 
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CAPÍTULO Ill 
Constitución del Tribunal Arbitral 


480.1 Salvo que las partes designen un solo árbitro o que convengan en 
que éste sea designado por el tribunal, en el número de los árbitros será 
siempre de tres o cinco. 


480.2 Puede ser árbitro toda persona mayor de veinticinco años de 
edád, que se halle en el pleno goce de sus derechos civiles. 


. 480.3 No pueden ser nombrados árbitros los fiscales ni los secretarios 
de los tribunales. 


480.4 Los árbitros podrán ser designados en la cláusula compromisoria, 
en el compromiso o en un acto posterior. Podrá asimismo, convenirse en la 
a de designación por un tercero o por el tribunal. 


Si las partes no se pusieran de acuerdo en el nombre de los árbitros, la 
designación será hecha por el tribunal. 


739-C.S. 
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Ley N? 8.764, 
de 15 de octubre de 1931 


Resumen: Créase la Administración Nacional de Combustibles Alcohol y 
Portland como Ente Industrial del Estado; fijanse sus cometidos de explotación 
y administración del monopolio del alcohol y carburante nacional, la 
importación, rectificación y venta de petróleo y sus derivados, la fabricación del 
portland; regúlase su funcionamiento y organización. Autorizase al Consejo 
Nacional de Administración a emitir un empréstito interno denominado "Deuda 
Industrial del Uruguay”. 
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Ley N* 11.029, 
de 12 de enero de 1948 


| - Del concepto de colonización 


Aíticulo_1”.- A los efectos de esta ley, por colonización se entiende el 
conjunto de medidas a adoptarse de acuerdo con ella para promover una 
raciónal subdivisión de la tierra y su adecuada explotación, procurando el 
aumento y mejora de la producción agropecuaria y la radicación y bienestar del 
trabajador rural, 


II - De la creación, dirección y cometidos del Instituto 


culo 2*.- Créase el Instituto Nacional de Colonización sobre la base de la 
acjal Sección Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario del 
Uruguay. Dicho Instituto funcionará como ente autónomo, con personería 
jurídica capaz de todos los derechos y obligaciones que establecen la presente 
y demás leyes de la Nación. Su domicilio legal y principal asiento será la ciudad 
de Montevideo, sin perjuicio del de las agencias que se instalen. 


Artículo 3? - El Instituto Nacional de Colonización será dirigido y administrado 
por jun Directorio de cinco miembros, elegidos entre personas de reconocida 
capacidad en la materia. 


En la composición del Directorio se contemplará la representación técnica y 
de lós productores de acuerdo con la ley que se dicte de conformidad con el 
apar ado segundo del artículo 180 de la Constitución de la República. 


Í 4* - Los Directores gozarán de una compensación equivalente a la 
que [perciban el Presidente, Vicepresidente y demás miembros del Directorio 
del Banco Hipotecario del Uruguay. 


Artículo 5*.- Las relaciones del Instituto con el Poder Ejecutivo se cumplirán 
por intermedio del Ministerio de Ganadería y Agricultura. 


Lalrepresentación del Instituto en los contratos que realice será ejercida por 
el Presidente juntamente con el Gerente General. 


Artículo 6*.- El Instituto Nacional de Colonización tendrá por cometidos y 
funciones los que esta ley le atribuye, pudiendo realizar todos los actos y 
gestiones necesarios para el cumplimiento de la misma. 
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lIl - De las distintas formas de colonización 


Artículo 7*.- La colonización será: 
1) Según sus fines: 


A) De explotación económica, cuando ella constituya el medio de vida del 
colono; 


B) De complemento o subsidiaria, cuando se trate de una actividad 
agraria adicional de otra profesional o industrial; 


C) De subsistencia mínima, cuando la producción provea solamente al 
consumo de la familia. 


2) Según su destino: 


A) Agrícola intensiva, cuando se trate de cultivos hortícola, frutales, etc., o 
de terrenos ejidales o de regadío; 


B) Agrícola extensiva, cuando se trate de la siembra de cereales 
oleaginosos, plantas forrajeras o industriales, etc.; 


C) Agropecuaria, cuando se trate de explotaciones mixtas agrícolo- 
ganaderas; 


D) Ganadera, cuando se trate de establecimientos dedicados a la 
producción pecuaria o de explotaciones preliminares en campos 
adquiridos para colonias, o que hubieran sido objeto de obras públicas 
de desecación y saneamiento; o de terrenos de antiguas colonias que 
haya conveniencia agrológica en retrovertir a la ganadería; o de 
pastoreos anexos a las colonias; o de centros de habilitación o 
capacitación de la población rural; 


E) Agro-industrial, cuando la producción esté principalmente destinada a 
proveer de primeras materias a una industria establecida en la colonia 
o sus adyacencias; 


F) Forestal, cuando su trate de terrenos erosionados o muy propensos a 
este fenómeno, o en los cuales se señale la necesidad de la defensa 
hidrográfica, o que no consientan otra forma de explotación redituable. 


3) Según su régimen: 


A) Individual, cuando la explotación del predio se realice por el colono y 
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su familia, utilizando o no personal permanente o adventicio; 


B) Cooperativa, cuando la explotación se realice con aplicación total o 
parcial de los principios de este sistema; 


C) Colectiva, cuando los colonos realicen los trabajos y se distribuyan los 
beneficios en común, sea en conducción unida o separada. 


4)| Según la forma de tenencia de la tierra: 
A) En propiedad, con las limitaciones que esta ley establece; 


B) En arrendamiento, con precio fijo movible o progresivo, con opción de 
compra o promesa de compraventa, o sin ellas; 


C) En aparcería, con cuota fija, variable o proporcional al producto de la 
explotación, con opción de compra o con promesa de compraventa, o 
sin ellas; 


D) En enfiteusis, cuando la tierra se conceda por un plazo que exceda al 
del arrendamiento, o en forma vitalicia, con cargo para el enfiteuta de 
cultivarla y mejorarla y de pagar un canon anual fijo o variable, en 
metálico o en especie; 


E) En disfrute precario, cuando la explotación se realice por un período de 
prueba. 


5) [Según su extensión: 


A) Mínima, hasta veinticinco hectáreas (colonización agrícola intensiva, de 
subsistencia mínima, de regadío o ejidal); 


B) Pequeña, hasta ciento veinte hectáreas de superficie apta para la 
labranza (colonización agrícola extensiva); 


C) Mediana, hasta quinientas hectáreas (colonización agropecuaria); 
'D) Máxima, hasta mil hectáreas (colonización ganadera o forestal). 


(Las superficies son las que pueden corresponder a cada adjudicatario. 
Tratándose de explotaciones cooperativas o colectivas, los límites 
serán los que resulten referidos a cada uno de los colonos 
participantes. Estos límites no rigen para las explotaciones realizadas 
directamente por el Instituto y deben entenderse sin perjuicio del 
derecho de los colonos a los pastoreos comunes). 
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6) Según su densidad: 


A) Aislada, cuando se realice en un solo o en un escaso número de 
predios; 


B) Nucleares, cuando se realice en una agrupación de cierto número de 
predios que por sus características generales, tipos de explotación y 
régimen de tenencia, sean susceptibles de formar un todo orgánico. 


7) Según su duración: 


A) Permanente, cuando las condiciones ecológicas, económicas y de 
población justifiquen su estabilidad; 


B) Temporaria, en los casos en que haya conveniencia en su alternancia 
o reversión al pastoreo, o cuando la explotación por su género de 
producción o por razones de organización tenga un carácter transitorio 
o cuando se realicen contratos con los propietarios de campos para su 
explotación por un período determinado con la obligación de dejar al 
final de éste, una pradera artificial o natural mejorada. 


8) Según la nacionalidad de los colonos: 


A) Autóctona, cuando se haga con elementos nativos o extranjeros con 
más de tres años de residencia en el país; 


B) Autóctona, cuando se realice con núcleos de colonos procedentes del 
exterior y especializados en alguna actividad agrícola o agroindustrial; 


C) Mixta, cuando el número de inmigrantes no sobrepase al de los nativos 
o residentes que integren las colonias. 


9) Según la forma de actuar el Instituto: 


A) Directa, cuando se realice en tierras de propiedad del Instituto, o 
arrendadas o transferidas a éste por cualquier concepto; 


B) Por mediación, cuando se trate de inmuebles no comprendidos en el 
apartado anterior y el Instituto actúe como intermediario o concediendo 
créditos u otra clase de beneficios, para la compra de chacras aisladas 
O para la formación de colonias; 


C) Por administración, cuando el Instituto la realice por cuenta de otras 
personas públicas o privadas; 


D) Indirecta, cuando el Instituto colabore, sea con los Municipios en la 
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formación o reconstitución de los tejidos o su mejor utilización, sea con 
otras reparticiones públicas en el establecimiento de colonias militares, 
educativas, profesionales, correccionales, etc.; sea con entidades 
privadas de carácter cooperativo o gremial, o sea con productores que 
integren núcleos agrícolas preexistentes y a los cuales el Instituto 
preste su asistencia en forma de orientación técnica, servicios 
mecánicos o de otra naturaleza. 


10)||Según el grado de injerencia del Instituto en la dirección de las colonias: 


A) Libre, cuando el colono la realice en las condiciones inherentes a la 
propiedad privada, entendida ésta de conformidad con la presente ley; 


B) Orientada, cuando se haga atendiendo indicaciones técnicas de orden 
general sobre la forma de explotación y naturaleza de los cultivos; 


C) Condicionada, cuando se supedite la concesión de los créditos o el 
otorgamiento de otras facilidades al cumplimiento de estipulaciones 
respecto del destino de la tierra o una parte de ella, a su trabajo o sus 
frutos; 


D) Dirigida, cuando esté sujeta a normas generales y particulares de 
orden administrativo y técnico sobre la clase de explotación y cultivo y 
los procesos productivos y de comercialización; 


E) Contratada, cuando la explotación se realice bajo convenio de compra 
de la producción, o de garantía de precios, o tomando el Instituto a su 
cargo ciertos riesgos o eventualidades; 


F 


er 


Remunerada, cuando por motivos relacionados con el carácter 
eventual, aleatorio o de rendimiento diferido de la explotación, o con la 
falta de capacitación del colono, el trabajo se realice bajo el régimen de 
pago de estipendios individuales o colectivos, con participación en los 
beneficios o sin ella. 


(Por regla general la injerencia del Instituto será proporcional a su 
aportación económica y a la aptitud demostrada por el colono o 
aspirante a tal). 


Artículo 8%.- Las diversas modalidades de colonización a que se refiere el 
artícilo anterior, podrán ser objeto de traslación o combinación y constituirán 
fases de un proceso encaminado a asegurar la mayor independencia 
económica del trabajador rural, dentro de un espíritu de cooperación del Estado 
con éste y de dichos trabajadores entre sí, y de acuerdo con las necesidades y 
posibilidades económicas y sociales del país y de cada zona. 


Laljapreciación de estas conveniencias generales y regionales, mientras no 
se creen el Consejo de Economía Nacional o el de Coordinación Agraria u 
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otros organismos similares, corresponderá al Instituto Nacional .de 
Colonización, previo dictamen de una Comisión integrada por delegados de los 
Poderes Públicos, de instituciones oficiales y privadas y asociaciones gremiales 
y de fomento. 


Esta consulta será hecha con carácter general después de promulgarse esta 
ley, y podrá ser requerida subsiguientemente toda vez que lo soliciten el 
Ministerio de Ganadería y Agricultura, el propio Instituto, o las asociaciones 
aludidas precedentemente en petición formulada por un número importante de 
ellas. 


Todas las circunstancias relativas a la aplicación del presente artículo, serán 
previstas en la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo, la que podrá 
contemplar también la formación de Comisiones consultivas de carácter 
Departamental o Regional. 


Artículo 9*.- El Poder Ejecutivo, por su parte, promoverá la coordinación de 
las funciones de los órganos del Estado o Instituciones particulares cuyas 
actividades estén dirigidas o vinculadas al desarrollo y evolución racional de las 
industrias agrarias y derivadas, para la más pronta y completa obtención de los 
objetivos perseguidos por esta ley. 


IV - De otros aspectos de los planes colonizadores 


Artículo 10.- Tendrán prioridad para ser colonizadas las tierras públicas y 
aquéllas que los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados pongan a 
disposición del Instituto, siempre que por su ubicación, superficie y 
características agrológicas resulten económicamente apropiadas para la 
formación de centros de producción. 


Derogado por Ley N* 18,187, de 2 de noviembre de 2007 artículo 14. 


Artículo 11.- Al organizar las colonias, el Instituto implantará una de ellas 
cuando menos en cada Departamento del litoral e interior donde no existan, 
adaptando su estructura y objeto a las particularidades agrológicas, 
económicas y sociales de la región. 


Artículo 12.- El fraccionamiento de las tierras se hará en lotes cuya superficie 
será apreciada considerando por un lado los diversos factores que concurran a 
asegurar la conveniencia económica de las explotaciones a que vayan a ser 
dedicados, y teniendo en cuenta sus condiciones, topográficas y composición 
del suelo a fin de conservar su potencial productivo, y por el otro la posibilidad 
de que el colono pueda realizar la mayor parte de la labor con su trabajo 
personal y el de su familia, con un rendimiento que les permita mejorar sus 
condicionas de vida y la eficiencia de la explotación. 


Podrá prescindirse de estas normas, en cuanto se refiere a la superficie de 
las parcelas, cuando se trate de colonizaciones complementarias, remunerada 
o de subsistencia minima. 
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Artículo 13.- En las proximidades de las colonias afectadas a la explotación 
cerealista extensiva, forrajera, lechera o agropecuaria, el Instituto podrá adquirir 
(e) arrendar campos para destinarlos a la cría de hacienda que luego haya de 
ser invernada en aquéllas, y/o al pastoreo de animales de trabajo, lecheras, 
etc., u otros usos colectivos. 


| 
igul destino podrá darse a los terrenos comprendidos dentro de las colonias 
que -por su inaptitud para el cultivo- no justifiquen su adjudicación en parcelas. 


La ¡explotación de estos campos se hará en lo posible por los colonos 
organizados en cooperativas o, en su defecto, bajo la administración directa del 
Instituto. 


Artículo 14.- El Instituto procurará establecer colonias para la producción de 
forrajes en las zonas preponderantemente dedicadas a la explotación pecuaria 
extensiva. A este efecto, y además de las facilidades de orden general que esta 
ley lelfautoriza a acordar, podrá servir de intermediario entre los colonos y los 
ganaderos para la realización de contratos de provisión y/o proporcionar a los 
primeros los medios de adquirir animales para el engorde. 


¡ 

Artículo _15.- Tratándose de colonias agro-industriales (lecheras, vinícolas, 
textiles, aceiteras, azucareras, etc.), y sin perjuicio de las otras medidas de 
fomento previstas en esta ley el Instituto, cuando exista una evidente 
conveniencia económica, podrá proceder a la instalación de las plantas de 
elaboración, por su cuenta o por cuenta los colonos, cobrando locación o 
fijando, cuotas de amortización e intereses además de un margen razonable de 
previsión, según los casos. 


Igualmente y con la misma finalidad, podrá realizar convenios con personas 
ci o privadas. 


Conj referencia a las colonias lecheras, estos beneficios comprenderán 
también la organización de cursos de enseñanza y de servicios colectivos de 
sanidad, reproductores, recepción, clasificación, enfriado, transporte, etc. 


En el caso de que se trate de concentraciones importantes de producción, el 
Instituto gestionará la sanción de leyes y ordenanzas que con las garantías 
consiguientes, autoricen la higienización de la leche en el lugar de origen para 
ser destinada al consumo directo de las poblaciones. 

W 

Artículo _16.- El Instituto impulsará la explotación granjera para servir las 
zonas| de turismo en sus necesidades de producciones hortícola, láctea, 
avícola, frutícola, etc., y sus derivados (manteca, dulces, miel, conservas, etc.). 


Articulo 17.- El Instituto procurará que los colonos realicen actividades 
anexas de huerta o granja y pequeñas industrias caseras para proveer a las 
necesidades de la familia o para la eventual venta de los productos. 


A este efecto organizará: cursos prácticos de enseñanza, o requerirá la 
cooperación de la Universidad del Trabajo, y otros organismos públicos y 
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acordará facilidades y estimulos, pudiendo establecer la obligatoriedad de 
estas explotaciones complementarias como concición de los contratos. 


Artículo 18.- En las adjudicaciones de predios aunque fuera en propiedad, el 
Instituto podrá establecer las siguientes obligaciones: 


A) De destinar, cuando se trate de explotaciones agropecuarias, hasta el 20% 
de la extensión de los predios al cultivo de plantas forrajeras, salvo que por 
la excepcionalidad de la pradera natural ello no sea necesario; 


B) De conservar, poblar o repoblar forestalmente las riberas de los cursos 
fluviales, cuando esta defensa sea necesaria a juicio del Instituto, el cual 
proporcionará los árboles que sean precisos, y que el propietario del bien 
deberá cuidar y explotar racionalmente; 


C) De no roturar los terrenos con pendiente pronunciada, con las excepciones 
que establezca la reglamentación. 


Asimismo, el Instituto, podrá establecer la obligación de destinar, siempre 
que las características de los terrenos lo consientan, hasta el 40% del área a 
las explotaciones que se consideren indispensables al consumo o al normal 
desarrollo de la actividad económica del país, o al abastecimiento de productos 
a las plantas de elaboración organizadas de acuerdo con el artículo 15. 


La necesidad de los cultivos a que se refiere el anterior apartado, será 
declarada por el Instituto con la aprobación del Poder Ejecutivo dada en 
Consejo de Ministros, estableciéndose en la misma resolución, condiciones de 
precios y colocación de los frutos que contemplen el interés de los productores. 


Artículo _19..- El Instituto estudiará la posibilidad de desarrollar planes de 
colonización intensiva en los ejidos de los centros poblados, con el 
asesoramiento y colaboración de los gobiernos departamentales. 


La financiación de estas obras podrá quedar a cargo de los Municipios o 
entidades locales particulares creadas al efecto (cooperativas, sociedades 
colectivas de acción social, etc.), a los cuales el mismo Instituto podrá hacer 
extensivos los beneficios de la presente ley, 


Articulo _20.- Aunque se trate de situaciones producidas fuera de sus 
colonias, el Instituto procurará, mediante permutas u otra clase de convenios, 
ubicar en nuevas tierras a los agricultores que no posean otras medios de vida 
que el trabajo de sus predios, cuando éstos sean ineptos o cuando, por una 
desmembración excesiva, carezcan de área suficiente para una explotación 
económica. A los mismos fines podrá concederles, para la adquisición de 
parcelas contiguas a las que actualmente cultivan, las facilidades máximas que 
acuerde a las otras formas de colonización. 


Si la ineptitud de la parcela recibida en cambio fuese debida a la naturaleza 
del suelo o a su destrucción por los agentes erosivos, el Instituto, antes de 
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adjudicárla de nuevo, procederá a su rehabilitación o se asegurará de que el 
di 2 la realice. 


Si la degradación de los terrenos fuese tal que no hiciese económica su 
recuperación para la labranza o el pastoreo, aquellos se aplicarán a 
a u otros destinos. 


El Instituto tomará igualmente a su cargo la ejecución de estas labores en los 
terrenos con tal fin, el Estado o los Municipios pongan a su disposición, o 
en los que el Ente adquiera con los recursos que al efecto le atribuyan las 


Artículo 21.- Cuando circunstancias muy especiales lo justifiquen, el 
Directorio podrá autorizar el arrendamiento de fracciones de un área mayor de 
mil hectáreas por un plazo no superior a un año. 


Artículo _22.- Los interesados en los beneficios que se otorguen para la 
adquisición de predios aislados, deberán someter previamente un plan 
detallado de las explotaciones que se proponen realizar, pudiendo contar para 
ello con!el asesoramiento del Instituto. El crédito colonizador será denegado 
cuando el plan propuesto no reúna las condiciones minimas de rentabilidad o 
no contemple los intereses generales del país, a juicio del Instituto. 


El agricultor estará obligado a ceñirse a lo dispuesto en el plan de explotación 
aprobado por el Ente, pudiendo éste practicar las inspecciones necesarias. 
Sólo se podrán modificar las disposiciones básicas del Plan, cuando mediara 
autorización expresa. 


Artículo 23.- En las operaciones a que alude el artículo anterior, el Banco 
Hipotecario podrá acordar préstamos en títulos hipotecarios del 60 al 75% del 
valor venal de la propiedad, estándose en cuanto a la fijación de valores a las 
reglas génerales de su Carta Orgánica. Sobre estos préstamos, el Banco no 
podrá cobrar más del 1/2% de comisión. 


El Instituto Nacional de Colonización podrá completar hasta el 80% de dicho 
valor conjun préstamo en efectivo con garantía de segunda hipoteca. En todos 
los el comprador aportará como mínimo el 20%, asi como también la 
diferencia que pudiere resultar con relación al precio de compra. 


Las propiedades objeto de estos préstamos, deberán ser aptas para la 
labranza y dedicadas a ella, como minimo en un 50% de su superficie, y su 
valor venal no podrá ser superior a treinta y cinco mil pesos. 


Los a deberán reunir las condiciones exigidas en esta ley y 
cumplir sús disposiciones so pena de que se les apliquen las sanciones que en 
ella se establecen. 


Artículo?24.- El Instituto colaborará con las reparticiones públicas pertinentes, 
dentro deflas colonias, en la vigilancia del cumplimiento de las disposiciones 
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que establecen la obligatoriedad de la concurrencia de los niños a las escuelas, 
pudiendo en caso necesario organizar servicios especiales de locomoción, 


Igualmente prestará esta colaboración en la aplicación de las leyes relativas 
a la higiene pública, a la Policía Sanitaria Animal o Vegetal, y a la Previsión y 
Asistencia Sociales, procurando que se aseguren buenas condiciones de vida y 
trabajo a los peones rurales y contemplando la posibilidad de convertirlos en 
productores independientes, teniendo en cuenta su buena conducta, 
laboriosidad y competencia. 


V »- De las comunidades agrarias 


Artículo 25.- Aun tratándose de explotaciones privadas en cuya formación no 
haya intervenido, el Instituto podrá prestar su asistencia provisional en las 
actuales zonas agrícolas, cuyas tierras hayan perdido o disminuido 
notablemente su fertilidad, a fin de lograr su recuperación, 


A dicho efecto, los labradores de estas zonas podrán constituirse en 
comunidades agrarias (cuya forma de organización se establecerá en la 
reglamentación) y a las cuales el Instituto, con la colaboración de otras 
reparticiones del Estado, proporcionará los equipos de maquinarias para la 
regularización de terrenos y vertientes, saneamiento, remoción profunda del 
suelo, o trabajos culturales que los agricultores no puedan realizar por sus 
propios medios. 


La concesión de estos beneficios a las comunidades agrarias estará 
condicionada a la obligación de realizar ciertos trabajos en común; de ordenar 
las explotaciones con arreglo a un plan de rotaciones adecuado; de dedicar 
algunas parcelas a cultivos regeneradores o a la producción de abonos verdes, 
y de adoptar los procedimientos técnicos conducentes a conservar o a 
aumentar la fertilidad del suelo. 


El Instituto podrá proveer, asimismo, de abonos o substancias destinadas a 
la enmienda de las tierras, y conceder créditos para otros destinos vinculados a 
la explotación. Para el pago de estos servicios, así como el de los equipos a 
que hace referencia el parágrafo segundo, se acordarán plazos razonables. 


VI - De la colonización con inmigrantes 


Artículo 26.- El Instituto atenderá la posibilidad racional de introducir colonos 
del exterior, recibiendo la información correspondiente, directamente o por 
intermedio de las Comisiones que se crearen de acuerdo con las leyes de 
inmigración, y del Ministerio respectivo. 


A los efectos previstos precedentemente, el Instituto podrá acordar los 
arreglos pertinentes con el Poder Ejecutivo, tendientes a facilitar el ingreso de 
colonos extranjeros que ofrecieren interés para el Pais. 
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Artículo 27.- La elección de los colonos inmigrantes se hará de acuerdo a su 
especialización, relacionada con la evolución de nuestras actividades agrarias, 
en la forma que se reglamentará. El Instituto de Colonización, podrá incluir en 
las colonias que establezca familias o colonos inmigrantes, siempre que su 
número ¡no sobrepase al de las familias o colonos uruguayos o residentes 
iO e de aquéllas. 


No obstante, en casos especiales y por resolución tomada con acuerdo del 
Poder Ejecutivo, el Instituto podrá organizar colonias con inmigrantes 
seleccionados de una sola nacionalidad que constituyan núcleos 
especializados en determinadas actividades agrícolas o agro-industriales, 
dando preferencia a los elementos precedentes de aquellos países acerca de 
los cuales exista constancia y experiencia satisfactorias. 


Estos colonos, además de reunir las condiciones exigidas por las leyes de 
inmigración, deberán ofrecer antecedentes que abonen la seguridad de que no 
habrán de ser factores de perturbación social o política. 


El Instituto prestará a estos colonos especial orientación y asistencia, 
procurando, sin perjuicio del respeto debido a sus hábitos y creencias, su 
adaptación al medio y su progresiva fusión étnica y social, 


VII - De la adquisición de tierras 


Artículo _28.-.-Antes de comprar, expropiar o tomar en arrendamiento o en 
administración la tierra a colonizarse, se procederá por parte de los servicios 
del Instituto Nacional de Colonización (INC) a la tasación del inmueble y al 
estudio de la posibilidad de una explotación económica regular de la misma 
que justifique la operación, teniendo en cuenta que el predio se encuentre 
situado en zonas donde los costos de producción y distribución sean 
económicamente víables, y que el plan de cultivos o crianzas responda a 
posibilidades de orden natural y técnico, y a una demanda normal o previsible 
de sus producciones en los mercados interno y externo, 


No serálde aplicación el decreto-ley N* 14,982, de 24 de diciembre de 1979, 
en las enajenaciones en que intervenga el INC como comprador o vendedor. 


Fuente; Redacción dada por: Ley N* 18,187, de 2 de noviembre de 2007 artículo 15. 


Artículol29.- En los casos de adjudicación de inmuebles rurales por falta de 
licitador, los Bancos y demás dependencias del Estado ejecutantes, deberán 
ofrecer los referidos bienes al Instituto, a los fines de la presente ley. Si el Ente 
no resolviére su adquisición dentro del plazo de sesenta días, los adjudicatarios 
podrán disponer de los mismos, según sus facultades. 


Artículoll3o.- Asimismo, los inmuebles rurales que adquiera el Banco de 
Seguros del Estado como consecuencia de constitución de rentas vitalicias, 
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deberán ser ofrecidos en las mismas condiciones que prescribe el artículo 
anterior, por el valor que hubiera servido de base a la operación. 


Artículo 31.- Los propietarios de tierras aptas para colonizar, podrán ceder 
éstas a perpetuidad o por un número determinado de años, mediante el pago 
de una pensión o en otra forma, con las garantías que se acuerden, con 
derecho de prórroga o no, o bien concediendo al Instituto una opción para la 
compra de dichos terrenos. 


Artículo 32.-El Estado podrá vender en subasta pública los terrenos de su 
pertenencia que estén baldios u ocupados por particulares y que por su mala 
ubicación o extensión insuficiente, o por cualquier otra circunstancia, no le 
produzcan o no le puedan producir presumiblemente beneficios económicos o 
sociales, e invertirá su importe en la compra de nuevas tierras que constituirán 
su patrimonio inalienable. 


Las tierras que el Estado adquiera conforme a lo establecido en el apartado 
anterior, serán entregadas al Instituto y destinadas a la colonización bajo los 
regímenes de arrendamiento o enfiteusis, o a la organización de explotaciones 
modelos o de enseñanza, o bien serán afectadas a la repoblación forestal, con 
preferencia -en este último caso- en los terrenos denudados, médanos, 
bañados o pedregales. 


Artículo 33.- El Ministerio de Hacienda por intermedio de la Dirección General 
de Catastro y Administración de Inmuebles Nacionales, procederá a la 
investigación de las tierras fiscales, haciendo conocer el inventario de las 
mismas al Instituto, al efecto de discriminar las que resultaren aptas a los fines 
de la presente ley. Los bienes de esta categoría que se resolviese colonizar 
serán transferidos al Instituto, el que procederá a su adjudicación en 
arrendamiento o enfiteusis. 


Artículo 34.- El Instituto podrá acordar con los Entes Autónomos, Servicios 
Descentralizados y organismos públicos en general, la administración de las 
tierras de propiedad de éstos que sean aptas para la explotación agropecuaria, 
mediante convenios especiales o el pago de un tipo de interés equivalente al 
de la deuda pública y con las garantías inherentes a estas obligaciones del 
Estado. 


Derogado por Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007 artículo 14. 


Artículo 35.- Todo propietario, antes de enajenar un campo de una extensión 
igual o superior al equivalente a 500 hectáreas de índice de productividad 
CONEAT 100 está obligado a ofrecerlo, en primer término al Instituto Nacional 
de Colonización (INC), el que tendrá preferencia para la compra por igual valor 
y plazo de pago. 


Asimismo, en toda transacción mayor a 1.500 hectáreas CONEAT 100, el 
INC podrá optar por comprar hasta un 20% (veinte por ciento) del campo, el 
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que deberá ser en una sola fracción cuyo indice CONEAT sea similar al 
promedio, del índice CONEAT total involucrado en la operación original, no 
pudiendo; la diferencia entre ambos indices CONEAT ser mayor a un 10% (diez 
por ciento). Si fuere necesario proceder a un fraccionamiento para esta 
operación los gastos correrán por cuenta del INC.A las fracciones así 
obtenidas por el INC sólo accederán empleados de explotaciones 
agropecuarias o grupos de éstos 


La obligación preceptuada por el inciso primero regirá también en el caso 
de enajenaciones forzosas y en aquellas en las cuales la contraprestación del 
adquirente consista total o parcialmente en la entrega de acciones, valores, u 
otros bienes, muebles o inmuebles. 


El ofrecimiento no podrá condicionarse o ligarse a otras operaciones tales 
como la ¡pompra de semovientes, útiles, herramientas u otros bienes; y, en 
todos los.casos, deberá consignarse el precio que se hubiere pactado o, en su 
caso, estimar en moneda nacional el valor que la parte vendedora asigna a la 
contraprestación del adquirente, estimación que no podrá superar el valor real 
fijado al inmueble por la Dirección Nacional de Catastro, y que representará la 
suma mediante la cual el INC podrá adquirirlo. 


No regirá con respecto al Ente, la necesidad de seña de especie alguna 
como garantía de ejecución del contrato que se hubiere podido pactar. 


El propietario que, con posterioridad a la vigencia de esta ley, haya 
fraccionado un campo que reúna alguna de las condiciones establecidas en el 
Inciso primero deberá, asimismo, ofrecer previamente al INC cada una de las 
parcelas (que proyecta enajenar, aunque aisladamente consideradas no 
alcancen Ñ mínimo de superficie indicado en el inciso primero. 


Los ofrecimientos a que se refiere este artículo deberán presentarse en la 
Sede Central del INC o en cualquiera de sus oficinas regionales y se ajustarán 
a los requisitos formales que establezca la reglamentación que se dicte en la 
materia. 


El INC dispondrá de un plazo máximo de veinte días hábiles para expedirse 
acerca delsi acepta o no la oferta, transcurrido el cual sin que se expidiere, se 
entenderá que no hay aceptación. 


Aceptada la oferta, caducarán áutomáticamente las promesas de 
compraventa preexistentes respecto al o a los padrones objeto de la operación, 
procediendo los Registros Públicos a cancelar las inscripciones que de 
aquellas existieren, a simple solicitud del INC. 


La falta de cumplimiento de la parte enajenante de las obligaciones 
impuestas; por este artículo, determinará la nulidad absoluta del negocio 
jurídico, laíque operará de pleno derecho. 


Sin perjuicio de ello, el enajenante será responsable del pago de una multa 
equivalente al 25% (veinticinco por ciento) del valor real íntegro fijado por la 
Dirección [Nacional de Catastro, para el o cada uno de los predios 
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comprendidos en la operación. 


Serán subsidiariamente responsables las demás partes del negocio 
jurídico, así como el escribano que otorgare la documentación que se va a 
inscribir en el respectivo registro, y el profesional rematador en caso en que se 
haga efectivo un remate. 


Dicha multa será exigible por el INC y el importe de la misma ingresará al 
capital de éste". 


Dentro de las zonas que se señalen por decreto del Poder Ejecutivo, todo 
propietario, antes de vender un campo de una extensión superior a mil 
hectáreas, está obligado a ofrecerlo en primer término al Instituto el que tendrá 
preferencia para la compra, en igualdad de condiciones. 


La declaración a que se refiere el párrafo anterior, podrá ser hecha ante 
cualquiera de las oficinas públicas que en la reglamentación se indiquen. Estas 
declaraciones deberán ser comunicadas de inmediato al Instituto el que 
dispondrá de un plazo máximo de diez días para manifestar si se interesa o no 
por la adquisición. 


La falta de cumplimiento por parte del vendedor, lo hará pasible de una 
multa equivalente al cinco por ciento del aforo fiscal íntegro. 


Sin perjuicio de ello, el enajenante será responsable del pago de una multa 
equivalente al 25% (veinticinco por ciento) del valor real integro fijado por la 
Dirección Nacional de Catastro, para el o cada uno de los predios 
comprendidos en la operación, 


Serán subsidiariamente responsables las demás partes del negocio 
jurídico, asi como el escribano que otorgare la documentación que se va a 
inscribir en el respectivo registro, y el profesional rematador en caso en que se 
haga efectivo un remate, 


Dicha multa será exigible por el INC y el importe de la misma ingresará al 
capital de éste. 


Fuente: Redacción dada por: Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007 artículo 15. 


Artículo 36.- El Instituto podrá intervenir en el sentido de gestionar la compra 
directa o arrendamiento de tierras de propiedad de terceros, a solicitud 
formulada por agrupaciones de productores, integradas por personas que 
reúnan los requisitos exigidos para ser colonos. En tales casos, el Ente actuará 
como intermediario y aun podrá responsabilizarse por el cumplimiento de las 
obligaciones emergentes de los contratos, en las condiciones y con las 
garantías que se convengan. 
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VII! - De la expropiación 


Aftículo 37.- Declárase de utilidad pública la expropiación de tierras para 
formjar o completar las colonias a que se refiere la presente ley, facultándose al 
Instituto para ejercer las acciones pertinentes, de acuerdo con las disposiciones 
aplicables de la ley número 3.958, de 28 de marzo de 1912, y del decreto-ley 
número 10.247, de 15 de octubre de 1942. 


En cada caso, y antes de iniciar las acciones, el Instituto comunicará al Poder 
Ejecutivo la resolución adoptada y sus fundamentos. Si el Poder Ejecutivo no 
observara la resolución dentro de 20 días de la fecha de la comunicación, la 
resolución quedará firme y el Instituto podrá continuar los procedimientos. La 
observación significará suspensión de los procedimientos y reconsideración de 
lo A por el Directorio del Instituto. 


Artículo 38.- La facultad de expropiar tierras para destinarlas a colonización, 
sólolpodrá ser ejercida por el Estado. 


Artículo 39.- Al efecto de la expropiación de tierras, luego de considerar en 
primér término su aptitud para los fines y formas particulares de colonización a 
que gee destinadas, se tendrán en cuenta preferentemente: 


1 

A) Las tierras sin cultivo o deficientemente explotadas próximas a los centros 
poblados, vías de comunicación, estaciones, lugares de embarque o 
establecimientos industrializadores de la producción; 


B) U'as propiedades de mayor extensión, apreciada está en relación a su 
emplazamiento, productividad del suelo y modo de explotación en la fecha 
n que la expropiación sea decretada; 


0) Las tierras, cualquiera sea su ubicación, que fueran económicamente 
susceptibles, de importantes transformaciones culturales; 


D) llas zonas que cuenten con obras de riego o puedan ser dotadas de ellas, 
olen las cuales se vayan a realizar importantes mejoras hidráulicas; 


E) Los terrenos excesivamente fraccionados, de área insuficiente para el 
sustento de una familia, siempre que exista posibilidad de obtener una 
reconstitución parcelaria que haga de cada predio una unidad 
económicamente eficaz. 


La expropiación de las tierras a que se refiere el inciso D) deberá realizarse - 
de ser ello posible- antes de que se produzca la valorización como 
¡e [pu de la construcción de la obra pública. 


Artículo 40.- Contemplados en primer término los extremos establecidos en el 
artículo anterior, y en igualdad de condiciones, la preferencia para las 
expropiaciones se determinará considerando la situación de los propietarios de 
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las tierras, como ser: que hayan sido declarados judicialmente ausentes o 
incapaces que residen habitualmente fuera del país, que posean más de una 
finca rural, que no exploten sus predios personalmente, que los hayan recibido 
por donación o legado o heredado fuera del primer grado de consanguinidad, 
que cobren precios abusivos por los arrendamientos, u otras circunstancias de 
carácter antisocial. 


Artículo 41.- No serán objeto de expropiación a los fines de esta ley, los 
inmuebles en los cuales existan establecimientos directamente explotados por 
sus dueños y que por su adelanto técnico e importancia económica, o por la 
entidad de las mejoras incorporadas al suelo, puedan considerarse ejemplares. 


Sin embargo, en casos excepcionales, cuando en razón de la ubicación del 
predio convenga al interés general proceder a la expropiación, ésta podrá ser 
decretada previa ratificación del Poder Ejecutivo, prestada en Consejo de 
Ministros. 


Artículo 42.- En los juicios de expropiación de inmuebles para colonizar, los 
peritos procederán a la tasación de los correspondientes valores, del modo 
siguiente: 


A) El valor de la tierra se establecerá en base a la capitalización de la renta 
neta del bien, calculada en promedio en el período de tiempo 
inmediatamente anterior a la fecha de expropiación y no pudiendo ser dicho 
periodo menor de cinco años ni mayor de diez, y a la capitalización de la 
renta media de los campos de la zona -de análoga calidad- determinada en 
función de los precios de los arrendamientos, y el precio medio obtenido en 
las ventas realizadas en los últimos años por predios de condiciones 
similares; 


B) Establecerá por separado el valor de las mejoras no comprendidas en la 
estimación practicada con arreglo al inciso anterior, precisando el que 
corresponda a cada una de ellas. El Juez podrá apartarse de la tasación de 
los peritos siempre que considerare que de la misma deriva una situación 
de injusticia, pero -en tales casos- deberán expresarse con toda detención 
los fundamentos que motiven la resolución. La sentencia del Juez tendrá 
también en cuenta los perjuicios que el expropiado hubiere probado ser 
consecuencia forzosa de la expropiación, excluyéndose -en todos los 
casos- los valores especulativos y afectivos y el de las ganancias y daños 
hipotéticos. 


Artículo 43.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado final del artículo 39, 
la tasación de las tierras se hará con prescindencia de la valorización que 
pudiera operarse en las mismas, como resultado de la realización de obras 
públicas durante el periodo comprendido entre el año anterior y el año 
subsiguiente a su ejecución. 


No obstante se tomarán en cuenta, para la estimación del precio, las sumas 
pagadas por concepto de contribución vecinal, impuesto de zona de influencia 
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u otrós tributos o aportes hechos por el propietario con destino a la ejecución 
de las mejoras públicas de que se trata. 


Artículo 44.- El dueño de la propiedad comprada o expropiada, tendrá 
preferencia para la adquisición de una de las fracciones que resulten, la que le 
será ddjudicada al precio de compra o expropiación. 


Igual preferencia tendrá el arrendatario existente en la finca, en el momento 
de sú adquisición. En ambos casos los beneficiarios deberán reunir las 
condiciones y cumplir con las obligaciones que determina la presente ley. 


Artículo 45.- El propietario de un predio rural designado para ser objeto de 
expropiación podrá detener los procedimientos respectivos comprometiéndose 
a realizar por sí la colonización, ajustada a la reglamentación respectiva. En tal 
caso deberá presentar al Instituto el correspondiente plan dentro del término de 
60 dias. Aprobado dicho plan, se fijará el plazo para su ejecución. La falta de 
cumplimiento por parte del propietario será sancionada con una multa 
equivalente al doble de la Contribución Inmobiliaria del predio, sin perjuicio de 


la prosecución inmediata de los trámites de la expropiación. 


Artículo 46.- Tanto en el caso de compra directa como en la designación de 
las propiedades que vayan a ser objeto de expropiación y sin perjuicio de las 
informaciones y valuaciones técnicas cada uno de los Directores del Instituto 
que intervengan en la resolución deberá fundar circunstanciadamente su voto, 
por lo menos en cuanto se refiere a las conveniencias generales de la 
operación, al precio del bien -cuando este precio haya de fijarse o convenirse- y 
a la aptitud del predio para los fines a que se destine. 


Artículo 47.- Los funcionarios del Instituto o del Banco Hipotecario que deban 
estudiar, analizar o levantar planos de tierras cuya colonización se encare, o 
practicar inspecciones en las ya colonizadas y que fueran obstaculizados en el 
cumplimiento de su cometido por los propietarios u ocupantes de dichas tierras, 
podrán requerir el auxilio del Juez de Paz de la localidad respectiva, que 
deberá serle prestado sin más trámite. 


1X + De las Cooperativas, fábricas, etc., y servicios de interés general 


Artículo 48.- Al proyectarse las colonias, se preverán los espacios necesarios 
para la instalación de los servicios de Interés colectivo: escuelas, cooperativas, 
plantas industriales, local para espectáculos públicos y reuniones, plazas de 
deportes, oficinas públicas, servicios sanitarios, viveros, silos, servicios de 
reproductores, parque forestal, etc. 


Artículo 49.- Cuando las colonias no contaren con escuelas de enseñanza 
primaria en un radio conveniente, el Instituto gestionará del Consejo de 
Enseñanza Primaria y Normal la construcción y habilitación de las que se 
reputaren necesarias. 


Cada núcleo dispondrá, por lo menos, de un pozo semisurgente cuando sea 
necesario, y contará con un local para policlínica, la que será atendida, según 
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la densidad de la población, en forma estable o periódica o por unidades 
sanitarias móviles, por el Ministerio de Salud Pública. 


Asimismo, el Instituto prestará su atención a la cultura, de la mujer y a su 
preparación para el hogar; a la fundación de clubes de niños y jóvenes, 
bibliotecas, etc., procurando ofrecer a los colonos medios de superación 
espiritual y sanos esparcimientos. 


Artículo 50.- La dirección técnica de cada colonia estará a cargo de una 
persona con experiencia en la materia, quien integrará el Directorio de las 
Cooperativas que en ella se formen, mientras éstas utilizaren capitales 
suministrados por el Instituto, para su instalación y giro. 


Artículo 51.- En cada colonia se deberá organizar, en cuanto sea posible, una 
o varias Cooperativas de Consumo, compras, ventas o servicios, procurando la 
implantación de sus industrias propias, según la amplitud y necesidad de 
aquéllas. 


Esta disposición se hace extensiva a las colonias existentes, creadas de 
conformidad con cualquiera de las leyes de colonización. 


Artículo 52.- El Instituto estudiará la posibilidad de instalar en sus colonias 
cremerías, queserias, molinos o plantas industriales con organización 
cooperativa, a cuyo efecto podrá concederles a las sociedades que con estos 
fines se organicen, créditos especiales, o darles su garantía subsidiaria para la 
compra de máquinas y la obtención de capitales de instalación o giro. Estas 
plantas, mientras utilicen aportes del Instituto, contarán con un Gerente 
designado con acuerdo de éste y cuya remuneración será debitada a la cuenta 
de la Cooperativa hasta tanto sus entradas permitan satisfacerla. 


El Instituto podrá instalar dichas fábricas por su cuenta, tratando en sus 
operaciones de aplicar progresivamente algunos de los principios 
cooperativistas. Estos establecimientos podrán ser transferidos por su costo 
más los intereses a las cooperativas, una vez que éstas se organicen. 


Artículo 53.- Para favorecer la concentración de la producción y la formación 
de Cooperativas y plantas industriales, podrá determinarse un tipo básico de 
explotación en las colonias que, por su ubicación y posibilidades económicas, 
así lo permitieren. 


Artículo 54.- El Instituto prestará su ayuda a los productores que se organicen 
en forma cooperativa, sindical o de simple agrupación, con el objeto de 
comercializar sus cosechas. Dichas asociaciones podrán concertarse oO 
federarse con otras de igual finalidad que funcionen en otras colonias. En 
defecto de estas organizaciones, el Instituto podrá establecer plantas de 
recepción y clasificación de los productos, gestionar la colocación de éstos y 
prestar información y asesoramiento a los colonos a fin de que puedan realizar 
las ventas en las condiciones más ventajosas. 
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También en defecto de organizaciones suficientes, el Instituto podrá 
asimismo tomar a su cargo la comercialización de los frutos, sea directamente 
o por cuenta de los colonos, a cuyo efecto podrá arrendar o construir las 
instalaciones necesarias para la limpieza, desecación, clasificación, 
almacenamiento y transporte de las cosechas. 


Artículo 55.- El Instituto podrá importar -libre de derecho, y adicionales- 
máquinas, útiles, reproductores, material para alambrados y demás elementos 
necesarios para el abastecimiento de las colonias, siempre que no haya 
existencia en el país o que de la importación resulte una economía apreciable. 


Podrá el Instituto, igualmente, organizar la producción de fertilizantes, 
instalando fábricas o por medio de equipos volantes para la transformación de 
huesos y otras substancias en harinas, superfosfatos, etc. 


Artículo 56.- Mientras no se organicen cooperativamente, y sin perjuicio de lo 
dispuesto en los artículos 25, 51 y 93 el Instituto podrá establecer servicios de 
maquinaria agrícola en aquellos núcleos que por su área y género de 
producción lo justifiquen. Estos servicios serán prestados, sea por 
administración, mediante el cobro de una tasa que cubra los gastos directos, 
intereses, reparaciones y amortizaciones o bien organizándolos bajo su 
cuidado y controlar en forma colectiva, de modo que el costo del equipo y sus 
labores se divida y cargue en partes proporcionales entre los colonos. 


Artículo 57.- Cuando el Instituto lo considere de interés y sin perjuicio de lo 
dispuesto precedentemente, facilitará la instalación por particulares de 
industrias en las colonias para la conservación o elaboración de sus productos. 
A tal efecto estará facultado para vender o arrendar a los interesados las tierras 
necesarias para asiento de las fábricas y sus dependencias. Los compradores 
no podrán enajenar los bienes referidos ni alterar su destino, sin autorización 
expresa del Instituto. 


Comprobada la violación de lo dispuesto, el Instituto podrá proceder a 
expropiar los inmuebles en cuestión, debiendo además el infractor, pagar una 
multa equivalente al valor por el cual hubiera sido adjudicada la propiedad y, en 
caso de arrendamiento, a la rescisión del contrato con la indemnización que en 
el mismo se establezca. 


Artículo 58.- En ausencia de formas de cooperación organizada, o 
complementándolas, el Instituto promoverá la ayuda mutua entre los colonos 
para la construcción, reparación o conservación de las obras de interés 
colectivo, para la extinción de las plagas agrícolas y para la ejecución de 
trabajos rurales que requieran concurso extraordinario de brazos. 


X - De las condiciones que deben reunir los colonos 


Artículo _59.- Los aspirantes a colonos deben reunir las siguientes 
condiciones: 


A) Tener 18 años cumplidos, para lo cual y a los efectos de esta ley se les 
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declara en mayoría de edad; 


B) Poseer conocimientos y aptitudes suficientes para el género de explotación 
a que vayan a dedicarse; 


C) Poseer condiciones personales y hábitos de vida que el Instituto considere 
satisfactorios. 


Artículo 60.- Se dará preferencia, dentro de las condiciones señaladas en el 
artículo anterior, a los aspirantes a colonos: 


A) Que posean mejores aptitudes y condiciones personales; 
B) Que se organicen en Cooperativas o Sindicatos; 
C) Que hayan acreditado mejores aptitudes en los núcleos de capacitación; - 


D) Que sean agricultores desalojados o estén pendientes de desalojo, o que 
se encuentren en las condiciones previstas en el artículo 20; 


E) Que posean familia, de preferencia si ella es apta para colaborar en el 
trabajo del predio; 


F) Que sean hijos de colonos; 


G) Que sean uruguayos, o extranjeros con residencia mayor de tres años o 
menor de ese tiempo en el caso de que posean condiciones especiales a 
juicio del Instituto; 


H) Que sean inmigrantes que hubieran cumplido las condiciones establecidas 
en el Capítulo VI. 


Si un lote fuera solicitado por varios aspirantes que reúnan idénticas 
condiciones, se adjudicará al que lo hubiera solicitado con mayor anterioridad, 
o en igualdad de condiciones por sorteo, aplicándose tal procedimiento siempre 
que haya dudas. 


Con el fin de aplicar las normas de los artículos anteriores, y sin perjuicio de 
lo dispuesto en el 142, el Instituto, deberá llevar un registro público de los 
aspirantes a colonos con la información y antecedentes que acrediten los 
extremos exigidos.- Ninguna otra preferencia podrá acordarse fuera de las 
establecidas, 


Artículo 61.- Serán obligaciones principales de los colonos: 


A) Hacer efectivos los pagos dentro de los plazos fijados en dinero o en 
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especie según se hubiera convenido; 


B) Trabajar directamente el predio y habilitarlo con su familia, salvo, en este 
último caso, que la colonia esté organizada o se organice bajo el sistema 
de viviendas agrupadas en poblados; 


C) Ajustar la explotación del predio a las normas generales que establezca el 
Instituto cuando se trate de colonización orientada (apartado B) del inciso 
10) del artículo 7); 


D) Cumplir los destinos para los cuales se le acuerden los créditos, cuando se 
trate de colonización condicionada (apartado C) del inciso 10) del artículo 
7%: 


E) Cumplir las indicaciones de orden general y particular que se le formulen 
sobre la conducción de la explotación y destino de sus frutos, cuando se 
trate de colonización dirigida (apartado D) del inciso 10) del artículo 7*); 


F) Asegurar sus cultivos e instalaciones, para lo cual el Instituto convendrá 
con el Banco de Seguros del Estado, una póliza en condiciones especiales; 


G) Aceptar y cumplir, aun cuando se trate de colonización libre, las normas 
generales que establezca el Instituto sobre conservación del suelo, 
erradicación de malezas y destrucción de todo agente nocivo para la 
producción. 


XI - De la adjudicación de tierra 


Artícúlo 62.- El Instituto realizará la subdivisión de los predios a colonizar, 
teniendo en cuenta la unidad económica y social del núcleo de producción a 
formarse y sus necesidades. A tal efecto, reservará o cederá las áreas 
adecuadas para la construcción de caminos y demás obras de interés general. 


Artículo 63.- El Instituto acondicionará las fracciones para su explotación 
conveniente. 


Con el fin de proceder al saneamiento y mejora de los terrenos y preparar 
condicio nes más favorables para el desenvolvimiento normal de las colonias, el 
Instituto podrá explotar directamente, las propiedades que adquiera antes de 
proceder a su parcelación. 


La aqi udicación de las tierras a los colonos podrá hacerse en cualquiera de 
las formas de colonización previstas en el Capítulo lll, teniéndose en cuenta - 
de conformidad con el apartado 1* del artículo 8? el progresivo pasaje de los 


regimeñes de tutela a los de libre administración. 
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Artículo 64.- La venta de las chacras se hará al contado o a plazo hasta de 
30 años, que podrá elevarse a 45 años, con garantía hipotecaria de las 
mismas. 


Artículo 65.- La determinación del valor de cada fracción a adjudicar se hará 
en base a su capacidad productividad y posibilidades de explotación, sin 
perjuicio de los aumentos que correspondan en concepto de mejoras. 


También se aplicará dicho criterio en la fijación del precio de los 
arrendamientos, el canon de la enfiteusis y el porcentaje estimado de la 
aparcería. 


En los casos en que el precio fijado resultara menor que el que pudiera 
corresponder de acuerdo con el precio de adquisición por el Instituto, éste 
tomará a su cargo las diferencias. 


Artículo 66.- Las sumas invertidas por los colonos en mejoras de carácter 
estable, útiles a la explotación a juicio del Directorio, se computarán a los 
efectos del pago al contado de la cantidad mínima exigible para la adquisición 
de la chacra. : 


Tratándose de simple arrendamiento y aparcería, dichas sumas podrán ser 
acreditadas por el Instituto a favor del colono, en cuenta de sus obligaciones 
contractuales respectivas. 


Se computará, asimismo, para el pago por el colono del precio de compra o 
arrendamiento, el valor de los servicios que aquél aporte - según las normas 
que se establezcan- en obras y trabajos que organice el Instituto. 


Artículo 67.- No se podrá adjudicar en propiedad más que una parcela a cada 
colono, pero éste podrá adquirir una más por cada dos hijos que vivan y 
trabajen con él. 


Los ingenieros agrónomos, veterinarios, capataces rurales y los alumnos de 
las escuelas agrarias que hubieran terminado sus cursos con buena 
calificación, podrán adquirir hasta dos lotes para su explotación directa. En 
casos de excepción y mediante resolución fundada del Directorio, podrán 
extenderse a otras personas los beneficios a que se refiere este apartado. 


Artículo 68.- Aunque el cumplimiento regular de las obligaciones por parte de 
los colonos constituye una medida de seguridad general que hará posible el 
afianzamiento y la extensión de los planes colonizadores, el Instituto podrá 
diferir las fechas para el pago de aquéllas, o acumularlas a amortizaciones 
posteriores, prorrogarlas, alterar sus períodos, o acordar rebajas prudenciales 
en los servicios, contemplando las situaciones personales de los colonos o las 
anormalidades no imputables a éstos, con carácter excepcional y siempre que 
no existiere saldo en el fondo de previsión. Esta disposición debe entenderse 
sin perjuicio de las obligaciones del Instituto para con el Banco Hipotecario. 


6 de julio de 2011 


6 de julio de 2011 


CÁMARA DE SENADORES 


Artico 69. - El Instituto estará facultado para establecer, en circunstancias 
especiáles, una gradación progresiva de las cuotas y para empezar el cobro de 
las obligaciones después del cuarto año, cuando el predio fuera destinado 
preferentemente a cultivos de producción a largo plazo, previamente aprobados 
por dicho Instituto y siempre que las plantaciones se efectúen y mantengan en 
las condiciones que se establezcan. 


Sisclo 70.- La propiedad, uso o goce de las parcelas que formen las 
colonia estarán afectados a los fines de interés colectivo que por esta ley se 
promueven. 


Toga enajenación, gravamen o subdivisión, o la cesión en cualquier forma 
de disfrute, debe hacerse con la autorización previa del Instituto Nacional de 
Colonización (INC) aun en el caso en que el colono haya satisfecho 

03 p pS es 
integramente sus obligaciones y cualquiera fuere la procedencia dominial de 
las fracciones a que refieran, aun las provenientes del Banco Hipotecario del 
Uruguay, escrituradas o no. 


El! ye se opondrá a cualesquiera de estas operaciones cuando entienda 
que contrarían el principio establecido en el inciso primero de este artículo, 
siendo ¡nulos de pleno derecho toda enajenación, gravamen o subdivisión, o la 
cesión en cualquier forma de disfrute relativa al predio, voluntaria o forzosa, 
que se realice sin el consentimiento de aquél, 


Los]Registros respectivos no inscribirán negocio alguno que no cuente con 
la constancia de haberse otorgado por parte del INC, la autorización respectiva. 


El Directorio del INC podrá acceder a estas operaciones aunque ellas no se 
ajusten|| al principio enunciado, en casos excepcionales y por resolución 
fundada, adoptada por un mínimo de cuatro votos conformes. Asimismo, podrá 
exigir al colono la realización de un llamado público a interesados, previo a la 
enajenación o a la cesión en cualquier forma de disfrute del predio afectado a 
los fines de interés colectivo promovidos por esta ley. 


Establécese un término de doce meses, a partir de la promulgación de esta 
ley, a efectos de que los propietarios de fracciones que formen las colonias 
afectadas al INC registren en este último sus títulos de propiedad, que se 
hallarenlen infracción de lo preceptuado por el presente artículo, en la forma y 
condiciones que establecerá la reglamentación a dictarse. Registrados los 
títulos de propiedad, quedarán convalidadas '¡pso jure' todas las nulidades que 
Ne > a los contratos celebrados sin la autorización previa del INC. 


Vencido el término de doce meses establecido se seguirá requiriendo en 
todos los casos la autorización previa del Directorio del INC para la celebración 
de toda|enajenación voluntaria o forzosa, gravamen o subdivisión o la cesión 
en cualquier forma de disfrute, referida en el presente artículo, cualquiera fuere 
la pri encia dominial de las fracciones a que refieran 


Vencido el término de doce meses, a quien pretenda realizar la 
regularización, el INC aplicará una multa equivalente al 25% (veinticinco por 


ciento) del valor real fijado por la Dirección Nacional de Catastro, sin perjuicio 
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de hacer responsables solidaria e indistintamente a los profesionales 
intervinientes en el negocio. 


Cumplidos veinticuatro meses desde la vigencia de la presente ley, la falta 
de cumplimiento de la obligación impuesta por este artículo, determinará el 
retorno del bien, sin derecho a indemnización de especie alguna, al patrimonio 
del INC. La propiedad, uso o goce de las parcelas que formen las colonias 
estarán afectados a los fines de interés colectivo que por esta ley se 
promueven. 


Toda enajenación, gravamen o subdivisión, o la cesión en cualquier forma 
de disfrute, debe hacerse con la autorización previa del Instituto aun en el caso 
de que el colono haya satisfecho [ntegramente sus obligaciones. 


El Instituto se opondrá a cualesquiera de estas operaciones, cuando 
entienda que contrarían el principio establecido en el apartado primero de este 
artículo, siendo nulo de pleno derecho todo contrato relativo al predio, que se 
realice sin el consentimiento de aquél, 


No obstante, en casos excepcionales, el Instituto podrá acceder a estas 
operaciones aunque ellas no se ajusten al principio enunciado, cuando medien 
circunstancias imprevistas o por razones de equidad que lo justifiquen. 


Fuente: Redacción dada por: Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007 artículo 15. 


Artículo 71.- La adjudicación de tierras en propiedad que el Instituto Nacional 

de Colonización realice, se hará en el bien entendido de que podrán ser 

* expropiadas en cualquier tiempo y contra cualquier propietario, cuando la tierra 

subdividida se concentre de nuevo o se subdivida en forma excesiva, o se deje 
de explotar o se explote en forma que desvirtúe el objeto de la colonización. 


Fuente: Redacción dada por: Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007 artículo 15. 


Artículo _71.1.- El colono que arriende o subarriende un predio afectado a la 
ley, sin la autorización administrativa previa de precepto, o que lo explote en 
forma que desvirtúe el objeto de la colonización, previa intimación al cese del 
incumplimiento, será pasible de una multa equivalente al 20% (veinte por 
ciento) del valor real del inmueble establecido por la Dirección Nacional de 


Catastro. 
Fuente: Redacción dada por: Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007 artículo 15. 


XII - De la colonización en tierras de regadío 


Artículo 72.- Tratándose de tierras puestas bajo régimen de regadío por 
obras construidas por la Administración Pública, se estará a lo que disponga la 
legislación vigente o a dictarse en cuanto a los Índices de riego y canon a 
aplicarse, parcelamiento, sistemas de embalse, canales, financiación, dirección 
técnica y administrativa de las obras, etc. 
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En los contratos de compraventa, arrendamiento o cualquier otra forma de 
disfrute de estos terrenos, se establecerá necesariamente lo siguiente: 


A) Que deberán mantenerse en explotación adecuada; 


B) Que estarán sujetos a las servidumbres gratuitas de agua o de regadío que 
integren el sistema; ; 


C) Que sus propietarios o tenedores utilizarán el régimen de irrigación de 
acuerdo con las reglamentaciones; 


D) Que se construirán o mantendrán en buen estado los causes para el riego 
y desagúes. 


Las condiciones establecidas en los incisos anteriores afectan el bien, y el 
propietario que dejase de cumplir cualquiera de ellas dará mérito a que le sea 
expropiado por el valor que hubiera pagado por la tierra, más el importe de las 
mejoras autorizadas, sin otra indemnización. 


Si los terrenos fuesen ocupados en arrendamiento u otra forma de disfrute 
temporal, el desalojo se operará en los términos dispuestos por el apartado 2”. 
del artículo 101. 


XIII - De la habilitación de las colonias 


Artículo 73.- El Instituto podrá declarar salidas de su administración y aún del 
régimen instituido por esta ley, total o parcialmente, las colonias establecidas o 
que se establezcan, cuando se presenten o concurran algunas de las 
siguientes circunstancias: ; 


A) Que los colonos en su gran mayoria hayan cancelado sus obligaciones; 


B) Que el valor de las mejoras o del suelo- imposibilite prácticamente la 
concentración de la propiedad; 


C) Cuando la densidad de la población o del crecimiento urbano o industrial, o 
posibilidades de otro género de producción, señalen su conveniencia 
económica y social. : 


XIV - De las relaciones del Instituto con el Banco Hipotecario del Uruguay 


Artículo 74.- El Banco Hipotecario del Uruguay, otorgará al Instituto de 
Colonización, préstamos hipotecarios de hasta el 85% del valor de sus 
inmuebles rurales, estándose, en cuanto a la fijación de este valor, a las reglas 
establecidas en la ley Orgánica del primero. 


Sobre las operaciones enunciadas en este artículo, el Banco Hipotecario sólo 
percibirá el 1/2% de comisión. 
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Artículo 75.- Los préstamos que el Banco Hipotecario acuerde no excederán 
del 15% del monto total de cada serie de títulos hipotecarios que emita el 
Banco, excluidas las especiales, e incluyéndose en el porcentaje máximo 
indicado, tanto las operaciones de ese género que realice el Instituto, como 
aquéllas de que se ocupa el artículo 23, 


Cuando el saldo de los préstamos acordados después de la promulgación de 
la presente ley y fuera de las condiciones de los préstamos ordinarios, 
sobrepase, en conjunto, el 10% del monto total de los títulos en circulación - 
excluidas las series especiales -. el Banco Hipotecario y el Instituto de 
Colonización, por intermedio del Poder Ejecutivo darán cuenta a la Asamblea 
General, a los fines de obtener autorización legislativa para la ampliación del 
límite señalado. 


Artículo 76.- En los préstamos a que se refiere esta ley, el Banco Hipotecario 
queda autorizado para prescindir de las reglas prescriptas por los artículos 53, 
54 y 58 y demás disposiciones de su Carta Orgánica, que se opongan a la 
presente ley. 


Las propiedades gravadas de acuerdo con esta ley, responderán 
preferentemente al capital y servicio de la deuda hipotecaria. 


Artículo 77.- Previamente a la enajenación de lotes a los colonos, el Instituto 
obtendrá, en caso de existir o constituirse gravamen a favor del Banco 
Hipotecario la división del mismo en proporción al valor de tasación de cada 
predio deslindado, aunque las obligaciones emergentes del gravamen total 
quedaran a cargo del Instituto. 


Artículo 78.- El Instituto, al vender propiedades gravadas en el Banco 
Hipotecario del Uruguay, sin que se efectúe la sustitución de deudor, 
continuará sirviendo el gravamen existente, subrogándose a su favor los 
derechos del Banco frente al comprador. Para realizar la novación de la 
hipoteca se requerirá también la conformidad del Instituto. 


Para integrar el precio de compra, podrá el Instituto con la base de dicha 
deuda, conceder préstamos en segunda hipoteca hasta el 85% del precio de 
venta, pudiendo completar en casos especiales, la totalidad de dicho valor. 


El comprador deberá abonar al Instituto, además del servicio del préstamo 
concedido por éste, los que correspondan a la deuda pendiente con el Banco 
Hipotecario. La falta de pago por parte del colono de ambos servicios o de uno 
de ellos, vencidos los noventa días del plazo estipulado para hacerlos 
efectivos, dará lugar por parte del Instituto, a la aplicación de las medidas que 
correspondan, sin perjuicio de las que puede adoptar el Banco Hipotecario en 
defensa de su crédito. 


El Instituto deberá entregar al Banco Hipotecario los importes de las ventas y 
amortizaciones o pagos adelantados que efectúen los compradores O 
promitentes compradores hasta la cancelación del préstamo respectivo. 
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Artículo 79.- Los préstamos que se hubieran acordado para la adquisición de 
predios aislados, al amparo de cualquiera de las leyes de colonización que por 
ésta se derogan, se regirán por la ley según la cual hubieran sido iman 
hasta su total cancelación. 


Artículo 80.- Mientras el Instituto no organice sus servicios propios, las tierras 
adquiridas por él y las adjudicadas de acuerdo con esta ley serán escrituradas 
gratuitamente por los escribanos del Banco Hipotecario del Uruguay. Las 
escrituras estarán libres de toda clase de impuestos y derechos. Los colonos 
gozarán durante los diez primeros años, a contaf de la fecha de la escritura de 
adjudicación, de la exoneración del pago de Contribución Inmobiliaria y 
adicionales que se liquiden y perciban conjuntamente con ésta. 


Artículo 81.- Las colonias transferidas por el Banco Hipotecario al Instituto, en 
virtud de esta ley, continuarán rigiéndose, en lo que proceda y con respecto a 
las operaciones ya concluidas y a los contratos en vigencia, por las 
disposiciones legales bajo cuyo imperio hubieran sido implantadas. 


No obstante el Instituto procurará, dentro de sus facultades, o por medio de 
acuerdos con los colonos o con el Banco Hipotecario, irlas adaptando a las 
normas instituidas por el presente estatuto legal 


Artículo 82.- Sin perjuicio de las garantías que se establecen 
precedentemente y de las que adopte de conformidad con su Carta Orgánica, 
el Banco Hipotecario del Uruguay, prestará su apoyo y colaboración a la 
gestión del Instituto y al cumplimiento de las finalidades que determinan su 
creación. 


XV - Del fondo de previsión 


Artículo 83.- Los colonos, cualquiera sea la condición en que ocupen la tierra, 
excepto las formas remunerada y de disfrute precario, aportarán anualmente al 
Instituto las cantidades en efectivo o su equivalente en productos que éste 
determine de acuerdo con el resultado de la explotación, y que no excederán 
del 4% del precio fijado al lote respectivo. 


Con estas cantidades se formará en la cuenta de cada colono un fondo de 
previsión obligatorio que no superará el 20% de dicho precio. 


Los porcentajes establecidos precedentemente podrán ser mayores cuando 
asi lo acuerde el colono con el Instituto. 


Si el rendimiento de la explotación, contempladas las necesidades del 
sustento del colono y su familia, no lo ns el Instituto podrá transferir el 
pago para los años subsiguientes. 


Artículo 84.- El fondo de previsión, que gozará de un interés del 5%, se 
destinará a cumplir subsidiariamente las obligaciones relativas al servicio de la 
deuda hipotecaria, de los préstamos, del canon de la enfiteusis o del 
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arrendamiento, cuando el colono justifique no poder satisfacerias con el 
producto de su trabajo o por causas de fuerza mayor. 


Una vez que el fondo sobrepase el 10% del precio atribuido al lote, el colono 
podrá destinar el excedente a amortizaciones extraordinarias de los préstamos, 
fundiario o de otra especie, a la realización de mejoras, a la formación de la 
entrega inicial si tuviese opción de compra, a la integración del capital de 
Sociedades Cooperativas o a otras inversiones útiles a la explotación a juicio 
del Directorio. 


Artículo _85.- Si el colono abandonara la chacra, voluntariamente o no, su 
capital de previsión se empleará en primer término, en el pago de sus deudas 
pendientes con el Instituto de Colonización; y el saldo -si lo hubiere- quedará a 
su disposición. En el importe de las deudas se incluirán las bonificaciones que 
pudieran habérsele acordado en el precio del bien, o de su tenencia, y las 
rebajas y exoneraciones que se le hubieran concedido por concepto de 
servicios hipotecarios, impuestos y derechos notariales. 


Si las causas que determinaran el alejamiento del colono fueran justificadas a 
juicio del Instituto, éste podrá dejar sin efecto lo dispuesto en el apartado 
anterior. 


XVI - De la capacitación de los colonos 


Artículo 86.- El Instituto dedicará preferentemente atención a la capacitación 
de los aspirantes a colonos, que no llenen las condiciones exigidas por el inciso 
B) del artículo 59 mediante una adecuada instrucción y correspondiente 
práctica, con la finalidad de prepararlos en el conocimiento de las tareas rurales 
e irlos habilitando para la libre administración de la empresa agraria. 


Estas funciones se cumplirán: 


A) Organizando núcleos o prácticas especiales con ese objeto, de preferencia 
dentro de las colonias, y bajo dirección experimentada, o utilizando los 
servicios públicos existentes (Facultad de Agronomía, Universidad del 
Trabajo, etc.); 


B) En establecimientos rurales privados, de acuerdo con ¡os reglamentos que 
se dicten; 


C) Facilitándoles la tierra en disfrute precario (apartado E) del inciso 3" del 
artículo 7); o 


D) Bajo las formas previstas para la colonización remunerada sea ésta 
agrícola, ganadera o forestal (apartado E) del inciso 10* del artículo 7”). 


Artículo 87.- El Instituto procurará de modo especial atraer a estos núcleos y 
actividades a los pobladores de la campaña que carezcan de medios 
permanentes de vida, preferentemente a los jóvenes, pudiendo adoptar para 


6 de julio de 2011 


CÁMARA DE SENADORES 


estos casos providencias complementarias, dirigidas a tutelarlos y prepararlos 
para un trabajo útil y una buena administración del hogar. 


Artículo 88.- Los aspirantes a que se refieren Jos artículos anteriores podrán 
pasar a los otros regimenes de colonización una vez que hayan adquirido, a 
juicio del Instituto, la idoneidad y condiciones adecuadas. 


Artículo 89.- Sin perjuicio de poderlo hacer, directamente, el Instituto de 
Colonización colaborará con los Ministerios y Organismos competentes en la 
implantación, dentro de las colonias o zonas adyacentes, de escuelas o cursos 
destinados a la enseñanza agraria, general o especializada, y en la preparación 
de los colonos o sus hijos para los trabajosf y oficios necesarios para el 
desarrollo normal de las actividades. 


Con los mismos fines, podrá gestionar de la Universidad del Trabajo, y aun 
conceder becas para estudiar en las Escuelas Industriales de especialización, 
debiendo asimismo facilitar a los hijos de los colonos las oportunidades de 
ampliar su cultura respetando su vocación y aptitudes. 


El Instituto podrá también establecer un sistema de becas y bolsas de viaje 
para el perfeccionamiento de los colonos y de los funcionarios técnicos y 
administrativos en los centros de enseñanza y de trabajo del extranjero. 


Esas becas serán discernidas anualmente, previo llamado a aspiraciones y 
con el dictamen de tribunales especializados que tendrán en cuenta las 
aptitudes, antecedentes y méritos de los* aspirantes, así como las 
conveniencias de incorporar al Instituto las experiencias más útiles de otros 
países. 


Artículo 90.- Al efecto de propiciar la concurrencia a los centros de 
enseñanza agraria, el Instituto acordará un, tratamiento especial a sus 
egresados, de acuerdo con la reglamentación que al respecto dicte. Cada año, 
podrá donar un predio, dentro de sus colonias ¿ ¿O grupos colónicos, entre los 
oca egresados de dichos centros, a los que mejor calificación hayan 
obtenido. 


Este beneficio podrá hacerse extensivo a los que hubieran demostrado 
mayores aptitudes en cualquiera de las formas de capacitación a que se refiere 
el artículo 86, como asimismo a los colonos icuyas explotaciones puedan 
considerarse ejemplares. 


XVII - De los créditos 


Artículo 91.- Además del fundiario, el Instituto podrá conceder préstamos 
para la compra de útiles de labranza, máquinas, “animales, semillas, gastos de 
alimentación, de siembra, recolección y comerciálización de las cosechas, etc., 
con el fin de capacitar económicamente a losícolonos, de acuerdo con las 
necesidades de la explotación a que se dediquen: 
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Asimismo y con el fin de promover una explotación ganadera, sea ésta 
principal o complementaria de la agrícola, el Instituto acordará préstamos para 
la adquisición de semovientes - sea que éstos constituyan un renglón 
permanente de producción, o se destinen temporariamente a su preparación en 
cultivos de cereales forrajeros o rastrojos- y para la construcción de silos para 
el almacenamiento y reserva de henos y granos, preferentemente bajo régimen 
cooperativo. 


Estos préstamos - de habilitación agrícola, ganadera y granjera- se acordarán 
teniendo en cuenta fundamentalmente la conveniencia de sus finalidades -a 
cuya aplicación correcta, que será debidamente contraloreada, estarán 
condicionados- y la capacidad moral, de trabajo y administración de los 
solicitantes. 


Artículo 92.- Los interesados deberán presentar, con la correspondiente 
solicitud, el plan de explotación que se proponen realizar, con indicación de las 
cifras aproximadas de producción y gastos. El beneficiario del crédito está 
obligado a darle a éste la aplicación para la cual la operación hubiera sido 
convenida. En caso de presentarse para ello dificultades insalvables, deberá 
hacerlas conocer de inmediato al Organismo a los efectos que correspondan. 


Además de la facultad de practicar inspecciones y exigir documentos para 
comprobar la inversión de los fondos, el Instituto tendrá la de disponer las 
medidas que considere convenientes, en caso de abandono o descuido por 
parte del prestatario de los efectos, cultivos o explotaciones que hayan sido 
objeto del préstamo, pudiendo realizar los trabajos necesarios a su continuidad 
y preservación, cargando su costo en la cuenta del omiso. 


Los préstamos se harán en dinero o en especie, escalonándose en cuotas 
que se irán entregando a medida que se vayan cumpliendo las distintas 
labores. 


Artículo 93.- Tratándose de maquinaria agrícola, de elementos de transporte 
y, en general, de dotaciones que exijan una considerable inversión, se 
procurará que las adquisiciones se realicen en común cuando aquéllas sean 
susceptibles de ser utilizadas por varios colonos. 


Artículo 94.- El Instituto promoverá la constitución en cada colonia de una 
sociedad de fomento que servirá de órgano intermediario de sus pobladores en 
sus necesidades de crédito - si este crédito no pudiese organizarse en forma 
mutua o cooperativa- de servicios o mejoras. 


La dirección o administración de las colonias y el Directorio del Instituto, 
prestarán preferente atención a las cuestiones que las sociedades promuevan 
respecto de la situación, defensa y progreso del núcleo en general y de los 
colonos en particular. 


Artículo _95.- El Instituto estudiará tipos económicos de vivienda rural, 
concediendo préstamos hasta del 25% del valor de cada predio, para 
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poblaciones y mejoras útiles. Aplicará, para estós préstamos, una amortización 
correlativa a la naturaleza de la población o mejora. 


Cuando ese porcentaje fuere considerado insuficiente, podrá ampliarse en 
las condiciones que se reglamentará. 


Artículo 96.- El Instituto podrá igualmente acordar con los colonos hacerse 
cargo de la construcción, o bien sustituir los préstamos en efectivo, 
construyendo en los lotes de tierras, la vivienda, alambrados y otras mejoras 
que considere necesarias para la explotación, en las condiciones que establece 
el articulo anterior. Tratándose de arrendatarios! enfiteutas o aparceros que se 
acojan a esta última fórmula, la amortización e ¡intereses que 
proporcionalmente correspondan a las mejoras, se incluirán en el precio de la 
renta o del canon, o en la porción estimada de la cosecha. 


Artículo 97.- Además de los establecidos precedentemente, el Instituto podrá 
acordar créditos individuales o colectivos para la ejecución de obras de 
desecación o forestación, servicios de interés común e instalaciones de 
aprovechamiento de las aguas para el riego o larproducción de energía. 


Artículo 98.- El objeto del crédito otorgado o los productos derivados de su 
inversión, según sea su destino, respectivamente, capital mobiliario o capital 
circulante, quedarán sometidos automáticamente al régimen de prenda agraria 
en favor del Instituto. 


Artículo 99.- El Instituto podrá recibir, en pago de las obligaciones del colono, 
los productos de la tierra materia del contrato a los precios oficiales - si 
hubieran sido fijados- o corrientes para aquellos. 


Artículo 100.- El Banco de la República otorgará al Instituto un crédito en 
cuenta corriente, con la garantía subsidiaria del Estado, a un interés inferior al 
menor fijado para sus colocaciones, por el monto que se acuerde entre la 
primera institución nombrada, el Poder Ejecutivo y el Instituto de Colonización. 
Con dichos fondos, más los que la ley le atribuye, el Instituto satisfará las 
necesidades del crédito dentro de las colonias o explotaciones que organice o 
atienda. 


XVIII - De las rescisiones 


Artículo 101.- El Instituto Nacional de Colonización (INC) podrá rescindir 
unilateralmente los compromisos contraídos cuando el colono arrendatario, 
aparcero o promitente comprador incurriere en una de las siguientes 
situaciones: 


A) Dejare de pagar dos anualidades vencidas. 


B) No se ajustare a las normas de la explotación dispuesta, según se trate de 
colonización orientada, condicionada, dirigida o similares. 


. 
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C) Fuere causa de perturbaciones o desórdenes en la colonia. 


D) Se dedicare a explotar otro u otros predios no adjudicados por el INC o se 
dedicare a cualquier actividad en menoscabo de la explotación del que le 
haya sido adjudicado. 


Declarada la rescisión por el INC y notificada administrativa o judicialmente, 
previa inspección y evaluación de las mejoras autorizadas incorporadas, el 
colono deberá efectuar la entrega inmediata del predio, sin perjuicio de la 
deducción de los recursos administrativos previstos en el Artículo 317 de la 
Constitución de la República y la ulterior acción de nulidad ante el Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo 


En caso de no desocupar voluntariamente el inmueble, el INC podrá 
demandar judicialmente su libre disponibilidad deduciendo la acción de entrega 
de la cosa prevista en el Artículo 364 del Código General del Proceso, según el 
procedimiento monitorio previsto por los artículos 354 a 360 del mismo; 
debiendo el magistrado actuante rechazar 'in límine' toda excepción que no sea 
la excepción de pago. El proceso de entrega de la cosa se aplicará igualmente 
para desocupar los inmuebles en los casos de rescisiones dispuestas por el 
INC respecto de los contratos de disfrute precario celebrados de conformidad 
con el Artículo 136 de la presente ley. Serán competentes para entender en los 
respectivos juicios, según la cuantía del asunto, los Jueces de Paz o los Jueces 
Letrados de Primera Instancia del lugar en que esté ubicado el inmueble, a que 
se hace referencia en la Ley N* 15.750, de 24 de junio de 1985. 


Siempre que el colono entregue voluntariamente la fracción que ocupa -se 
haya declarado o no la rescisión del contrato de arrendamiento- el INC 
procederá por medio de sus servicios a la tasación de las mejoras incorporadas 
notificando al colono del monto establecido como valor de aquéllas. Este monto 
será reliquidado al momento en que el INC esté en posesión del predio". 


Fuente: Redacción dada por: Loy N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007 artículo 15. 


Artículo _102.- A los colonos propietarios con gravamen pendiente, que 
incurriesen en cualquiera de las situaciones a que alude el artículo anterior, se 
les podrá reducir el préstamo hipotecario al 50%, debiendo pagar la 
amortización extraordinaria correspondiente, so pena de ejecución, y sin 
perjuicio de las devoluciones que correspondan, de acuerdo con la disposición 
citada en la parte final del artículo que antecede. Igual procedimiento se 
adoptará en el caso de las colonizaciones aisladas a que se refiere el artículo, 


Artículo 103.- Cuando falleciere el colono arrendatario o aparcero promitente 
comprador, el Instituto podrá transferir, por simple vía administrativa, los 
compromisos que hubieren quedado pendientes, a la viuda o a uno de sus hijos 
-si fuera solicitada y no hubiera oposición de los demás herederos- siempre 
que se comprobara la idoneidad y capacidad de trabajo de alguno de los 
nombrados. 
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Cuando no se hiciere la transferencia, el Instituto recuperará la disponibilidad 
de la tierra - por igual procedimiento- pudiendo*hacerse cargo de ella sin más 
trámite. En tal caso, devolverá a la sucesión del colono, el correspondiente 
fondo de previsión, abonando -además- las indemnizaciones correspondientes 
a las poblaciones y otras mejoras útiles que aquél hubiere introducido en el 
predio con consentimiento del Instituto. Previamente a la liquidación de la suma 
respectiva, se descontará el importe de otras deudas que el colono hubiere 
dejado pendientes con el Instituto de Colonización. 


Artículo 104.- Si se produjese el fallecimiento,del colono propietario, podrán 
sus sucesores continuar con la explotación del predio, siempre que estuvieran 
de acuerdo y cumplieran con las obligaciones que preceptúa la presente ley. Si 
no hubiera acuerdo, el lote deberá ser subastado con admisión de postores 
extraños que reúnan los requisitos que la ley exige para ser colonos, teniendo 
preferencia en la adjudicación en igualdad de condiciones, el cónyuge 
supérstite, los hijos, padres o hermanos del colono fallecido. 


A falta de interesados, el Instituto podrá adquirir la parcela por el precio 
pagado por ella por el comprador, más el importe actualizado de las mejoras. 


Igual procedimiento se seguirá en lo que sea aplicable, en caso de 
fallecimiento de la mujer del colono. 


Artículo 105.- Tratándose de colonos enfiteutas, arrendatarios o aparceros, 
se estará -en lo que corresponde- a lo dispuesto'por los artículos anteriores. 


Artículo_106.- Será compensado el valor de las mejoras realizadas con 
aprobación del Instituto, por los colonos arrendatarios o aparceros, cuando 
éstos deban abandonar el predio, por conclusión del contrato, salvo convención 
en contrario. 


En todos los casos a que se refiere este capítulo, por valor de las mejoras se 
entiende el que éstas posean en el momento de recibir su posesión el Instituto, 
y el justiprecio de ellas y su indemnización serán fijados por el Directorio de 
este Organismo, previo asesoramiento de la Sociedad de Fomento local y 
citación para audiencia del interesado. 


Artículo 107.- Serán irrevocables las resoluciones que declaren rescindido un 
contrato o fijado el monto de la indemnización por mejoras, cuando fueran 
adoptadas por unanimidad. En caso contrario,“podrán ser apeladas ante un 
Tribunal constituido por un representante de cada una de las partes y el Juez 
de Paz seccional, y que actuará de acuerdo con los procedimientos que 
establezca la reglamentación. 


XIX - Del capital y recursos financieros 


Artículo 108.- El capital del Instituto Nacional de Colonización lo constituirán: 


A) Los bienes que actualmente integran el patrimonio de la Sección Fomento 
Rural y Colonización del Banco. Hipotecario del Uruguay - inmuebles, 


109-C.S. 


110-C.S. CÁMARA DE SENADORES 6 de julio de 2011 


muebles, títulos, efectivo, créditos, acciones, cauciones, etc.; 


B 


— 


La emisión de veinte millones de pesos (pesos 20:000.000.00) nominales 
de Títulos de Fomento Rural y Colonización. 


El interés, amortización y demás condiciones que regirán para la emisión 
de los títulos, serán iguales a los que rigen para los Títulos que están 
actualmente en circulación. 


El Poder Ejecutivo podrá emitir uno o varios bonos mientras no se 
impriman los títulos correspondientes. 


El Instituto Nacional de Colonización queda facultado para vender o 
caucionar parte o la totalidad de la deuda o de los bonos en el Banco de la 
República, Caja Nacional de Ahorro Postal, Banco Hipotecario o Banco de 
Seguros -los que quedan autorizados para este efecto o en otras 
instituciones de crédito; 


C) El aporte de un millón de pesos tomados del fondo de Diferencias de 
Cambio; 


D) Los beneficios líquidos que destine a capitalización; 
E) El importe de las multas que se apliquen de acuerdo con la presente ley; 
F) Las donaciones y legados que reciba. 
El Instituto de Colonización dispondrá de este capital, así como de los demás 
recursos que le otorga la presente ley, para el cumplimiento de los cometidos 


que la misma le asigna. 


Artículo 109.- El servicio de la deuda emitida de acuerdo con el artículo 
precedente y la ley de 31 de diciembre de 1945, se atenderá con los recursos 
especiales que se establecen a continuación: 


A) El producto de los impuestos en vigor, creados por la ley mencionada en el 
parágrafo anterior; 


B) El producto de los impuestos que se establecen en el capítulo XX; 


C) Los ingresos que se perciban en concepto de regularización de la situación 
de la propiedad raíz que mo acredite salida del dominio fiscal, de 
conformidad con las leyes que se dicten; 


D) Las contribuciones de $ 50.000.00 cada una, a cargo de los Bancos de la 
República y Seguros y de la ANCAP, las que serán imputadas por los 
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contribuyentes a sus gastos de gestión. Esta contribución se elevará hasta 
el 10% de las utilidades líquidas de cada uno de los referidos Entes 
Autónomos, una vez que éstos se encuentren liberados, en esa o mayor 
proporción, de sus aportes a Rentas Generales; 


Si hubiera déficit, éste se imputará a Rentas Generales. 


Artículo 110.- Del excedente de entradas, una vez cubiertos los presupuestos 
y obligaciones y hechas las provisiones que correspondan, y del producto de la 
deuda emitida, el Instituto aplicará hasta el 15% a la formación de una reserva 
de tierra de su propiedad, que no podrá enajenar ni transferir a ningún título, 
destinándola a la colonización en cualquiera de las formas instituidas de 
disfrute temporal o a la explotación propia, a la repoblación forestal o a los 
otros fines previstos en esta ley. 


XX - De los impuestos 


Artículo_111.- Todo propietario que cede a terceros el uso o goce de un 
predio rural, obteniendo en compensación un lucro, pagará un impuesto 

rogresivo anual que se calculará sobre el aforo para el pago de la contribución 
inmobiliaria, de acuerdo a la siguiente escala: 


Ef" a a al 

Valor de aforo | | | Por cada mil pesos de aforo | 

Dels | ja |S| S0.000.00 | 1/2% | 
koro q AAA <A 


9.00 ¡ tm | 


, 
- cel e 
- [*[ tooo.000.00. |*|"| 1:500.00000 | 7% | 
: EN 1:500.000.00 |” | "| enadelante | E%o | 
Derogado por la Ley N” 13.637, de 21 de diciembre de 1967, numeral X del artículo 85. 
Artículo 112.- Tratándose de propietarios, que cedan el uso de más de un 


predio rural o fracción, la determinación del grado de la escala que corresponda 
aplicar se hará acumulando los aforos de todos los predios o fracciones. 
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Artículo 113.- A los efectos del artículo anterior, se considerarán como 
pertenecientes a un mismo propietario los inmuebles de pertenencia del 
cónyuge y de los hijos bajo patria potestad, legalmente administrados o 
usufructuados por los padres. 


Artículo 114.- Cuando el valor de las mejoras complementarias incorporadas 
por el propietario a un predio lo justifique por su importancia y utilidad, la 
Dirección de Impuestos Directos a solicitud del interesado, propondrá al Poder 
Ejecutivo la rebaja de hasta el 50% del impuesto, pudiendo llegarse a la 
exoneración total cuando las mejoras determinen un aumento apreciable de la 
capacidad productiva del campo y aseguren buenas condiciones de habitación 
a sus pobladores. 


Artículo 115.- El impuesto se percibirá por la Dirección General de Impuestos 
Directos en la Capital, y por las respectivas Administraciones de Rentas en los 
Departamentos del interior de la República, al mismo tiempo que la 
Contribución Inmobiliaria y se abonará por años completos, cualquiera sea el 
tiempo de formalización de los contratos respectivos y su vencimiento. 


Artículo 116.- En caso de que el locatario, aparcero o cesionario hiciera uso 
del plazo legal para el desalojo, la iniciación del juicio respectivo por la otra 
parte quedará condicionada al pago anticipado del impuesto correspondiente a 
dicho periodo. 


Artículo _117.- Al efecto de la correcta percepción de este impuesto, se 
organizará un registro permanente de propietarios de tierras, con especificación 
de aquellos que no las exploten directamente. 


Artículo 118.- Los locatarios, aparceros o cesionarios que deseen ceder el 
contrato, subarrendar el predio o cederlo a terceros en aparcerías o a cualquier 
otro título, sufrirán un impuesto anual de uno por mil aplicado al aforo para el 
pago de la contribución territorial, cualquiera sea su valor. 


Artículo 119.- El impuesto creado por el artículo anterior se percibirá por la 
Dirección General de Impuestos Directos en la Capital, y las respectivas 
Agencias de Rentas en los Departamentos del interior de la República. 


Artículo 120.- El obligado deberá consignar de una sola vez el que 
corresponda al tiempo de duración del contrato con las excepciones que 
determinará la reglamentación de esta ley. 


Artículo 121.- Quedan exceptuados de este impuesto las cesiones y 
subarrendamientos realizados por causas de inhabilitación física del 
arrendatario o aparcero originario, sobrevenida con posterioridad al contrato, o 
por muerte de los mismos, cuando la familia no contara con un miembro con 
capacidad para sustituirlo en la explotación del predio. 


Artículo 122.- La falta de pago del impuesto establecido por este capítulo, 
será penada en la forma establecida en el artículo 20 de la ley N* 9.189, de 4 
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de enero de 1934, y los juicios para el pago de las deudas así originadas, se 
substanciarán en la forma indicada en la misma ley. 


XXI - De la inembargabilidad 


Artículo 123.- Los adelantos que para la compra de tierras al Ente pudieran 
hacer los colonos, como asimismo el fondo de previsión que por el capítulo XV 
se organiza, serán inembargables por terceros. Lo serán también los predios 
adquiridos de conformidad a la presente ley, las mejoras, máquinas, útiles y 
animales de trabajo y las cosechas, hasta tanto el colono no haya abonado el 
50% de su deuda con el Banco Hipotecario y con el Instituto, salvo por aquellas 
obligaciones que provengan -precisamente- de las hipotecas constituidas y de 
las operaciones realizadas para la construcción de aquellas mejoras, para la 
adquisición de las referidas máquinas, útiles y animales de trabajo, o la 
preparación y recolección de las cosechas, y que se hubieren contraído con el 
Instituto o con su expresa autorización. 


Lo dispuesto en el apartado anterior no rige para los casos de obligaciones 
provenientes de impuestos, de pensiones alimenticias decretadas judicialmente 
y de condenaciones penales y debe entenderse sin perjuicio de otros privilegios 
de inembargabilidad que acuerdan las leyes en vigor. 


XXII - De la colonización privada. 


Artículo_124.- El Ministerio de Ganadería y Agricultura estimulará la 
colonización agrícola privada, orientándola hacia los fines de la colonización 
oficial, y, sin perjuicio de su competencia, podrá encomendar al Instituto la 
vigilancia del cumplimiento de las condiciones que en este Capitulo se 
establecen. 


Artículo 125.- Toda subdivisión de fondos de la extensión que determine la 
reglamentación efectuada con el objeto de ser colonizados por los particulares, 
para ampararse a los beneficios que acuerda el artículo siguiente, deberá 
ajustarse a las condiciones que a continuación se expresan: 


A) Adecuación de la tierra al tipo de colonización elegido 


B) Proximidad de los mercados o puertos de embarque, o disponibilidad de 
vías de comunicación, según el género de explotación que se realice; 


C) Fraccionamiento apropiado que consulte las condiciones de los terrenos en 
los sentidos topográfico, agrológico, de provisión de agua, etc.; 


D) Cesión sin compensación de los espacios libres eventualmente necesarios 
para la construcción de caminos, escuelas, locales para cooperativas, 
graneros, servicios policiales y sanitarios, etc.; 


E) Autorización del Ministerio de Ganadería y Agricultura con conocimiento del 
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respectivo plan de colonización y sus características, previo informe del 
Instituto Nacional de Colonización. 


Artículo 126.- Los propietarios que destinen inmuebles a la colonización, de 
conformidad con lo que establece el artículo anterior, quedarán eximidos, en la 
extensión colonizada o cedida con arreglo al inciso D) de la disposición citada, 
del pago de la Contribución Inmobiliaria y sus adicionales, por el término de 10 
años. En estos casos, tratándose de colonización por el sistema de venta o 
promesa de venta, la operación respectiva estará exenta de todo impuesto 
sobre transacciones de inmuebles. 


El Banco Hipotecario del Uruguay, previo informe del Instituto, podrá acordar 
a los colonizadores particulares préstamos sobre tierras hasta el 80% de la 
tasación que practique, pudiendo exigir la constitución de un fondo especial 
que garantice el pago puntual de las cuotas hipotecarias. 


En casos especiales, con acuerdo del Poder Ejecutivo, el Instituto podrá 
otorgar préstamos complementarios para colonización privada con preferencia 
cuando ésta se realice con productores agremiados. 


La concesión de estos beneficios queda subordinada a la fijación de precios 
de venta o arrendamiento y condiciones de trabajo razonables para los 
colonos. 


XXill - Disposiciones generales y transitorias 


Artículo 127.- No podrán ampararse a los beneficios de esta ley, en cuanto 
acuerda a los colonos rebajas o facilidades de orden especial, las personas 
que a juicio del Instituto por su situación económica estén en condiciones de 
realizar las explotaciones con sus propios recursos. 


No obstante, el Instituto podrá operar con ellas en condiciones corrientes 
para los negocios de que se trate, cuando lo considere de conveniencia o no 
existan otros interesados, y prestarles asistencia técnica. 


Artículo 128.- El Estado garantiza las operaciones que realice el Instituto 
Nacional de Colonización. 


Artículo 129.- Las tierras y edificios de propiedad del Instituto y sus bienes en 
general, como asimismo las operaciones que efectúe, estarán exentas de 
Contribución Inmobiliaria y adicionales, sellos, timbres e impuestos en general. 


Estará exento también el Instituto, de sellados y cualquier clase de derechos 
e impuestos, en las actuaciones o gestiones en que intervenga, por sí o en 
representación de terceros ante los Tribunales y Juzgados de la República, o 
ante cualquier otra autoridad pública, y gozará de franquicias postal y 
telegráfica. 


Artículo _130.- El primer Directorio del Instituto estará compuesto por cinco 
miembros, tres de los cuales, entre ellos el Presidente, serán designados por el 
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Poder Ejecutivo, debiendo, dos por lo menos, ser técnicos o personas de 
reconocida capacidad en la materia, y los dos restantes de acuerdo con lo que 
se determina a continuación. 


Cada una de las federaciones u organizaciones de fomento rural que tengan 
carácter nacional, cuente con personería jurídica y más de dos años de 
funcionamiento, propondrá dos candidatos que deberán'reunir las condiciones 
establecidas precedentemente. 


El Poder Ejecutivo elegirá dos titulares y dos pcia dentro del conjunto de 
personas propuestas. 


Si por cualquier circunstancia no se hubiese hecho la proposición más arriba 
aludida dentro de los quince días siguientes a la convocatoria que al efecto 
hará el Poder Ejecutivo, éste procederá a hacer la designación directamente. 


La especificación de las organizaciones o federaciones llamadas a intervenir, 
como asimismo el procedimiento para la elección, serán establecidos en la 
reglamentación de esta ley. 


Artículo 131.- El Instituto podrá convenir con el Servicio Oceanográfico y de 
Pesca la instalación de colonias mixtas, pesqueras y agrarias. 


Artículo 132.- El Ministerio de Ganadería y Agricultura, por intermedio de sus 
oficinas técnicas, procederá - una vez que le fueren asignados los recursos 
necesarios- a la realización de estudios agrológicos y agroeconómicos del país, 
los que serán puestos a disposición del Instituto de Colonización a sus efectos. 
En base a sus conclusiones, tanto la colonización pública como la privada, 
deberán seguir las líneas de máxima posibilidad económica para el éxito de la 
misma. 


Artículo 133.- El Poder Ejecutivo, con la colaboración y asesoramiento de los 
organismos especializados, estudiará y propondrá a la Asamblea General un 
plan relativo a las siguientes cuestiones: 


A) Establecimiento de un seguro obligatorio que cubra los riesgos agrícolas, 
encarando la creación de un fondo de previsión de formación colectiva; 


B) Régimen de desecación, saneamiento y colonización de los terrenos 
anegadizos del Este de la República. 


Artículo 134.- En aquellas zonas donde las operaciones de préstamos 
agrarios sean primordialmente atendidas por el Instituto, el Poder Ejecutivo, 
con el acuerdo del Banco de la República, podrá transfetirle la administración, 
tanto del Crédito Agricola de Habilitación, instituido por la ley de 25 de febrero 
de 1933, como de los graneros oficiales. 
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Asimismo el Instituto podrá constituir las instalaciones necesarias para el 
almacenaje, clasificación y tráfico de los frutos y organizar con carácter de 
servicio público, todo lo relativo a su funcionamiento. 


Artículo 135.- Cométese al Instituto Nacional de Colonización la aplicación de 
la ley de 16 de octubre de 1944, relativa a los inmuebles rurales en los cuales 
se encuentren rancherios o núcleos de población y cuyos ocupantes lo sean a 
título precario. A este respecto investigará las características individuales y 
sociales de la población de esos rancheríos y sus posibilidades de 
mejoramiento, en relación con la actividad agraria, como asimismo las 
condiciones de vida y trabajo de la población campesina en general, 
especialmente en cuanto tenga que ver con las finalidades de esta ley. 


Artículo 136.- La adjudicación de tierras en disfrute precario a que se refiere 
el apartado E) del inciso 4* del artículo 7”, no podrá exceder del término de dos 
años, no rigiendo en este caso ni en el previsto en el artículo 21, los plazos 
para el desalojo ni las opciones que respecto de la duración mínima de los 
contratos de arrendamiento, establecen las leyes de 16 de diciembre de 1927 y 
complementarias. 


No regirán tampoco a los efectos de esta ley, las disposiciones del Código 
Rural, en cuanto aplican a la aparcería las reglas establecidas en el Código 
Civil para el contrato de sociedad, estándose a lo que dispone el artículo 30 de 
la ley mencionada en el parágrafo anterior. 


Tampoco regirán para las operaciones a que se refiere el presente estatuto 
legal, las disposiciones de la ley de 17 de junio de 1931, sobre enajenación de 
inmuebles a plazos. 


Artículo 137.- Los préstamos pendientes en estado de cumplimiento normal, 
que el Banco de la República haya concedido a particulares integrantes de las 
colonias constituidas por el Banco Hipotecario, pasarán a cargo del Instituto 
Nacional de Colonización, previa conformidad de su Directorio. 


Para la ejecución de las operaciones de crédito, cobros o pagos a hacerse a 
la orden o por cuenta del Instituto, en las localidades donde éste no tenga 
agencias habilitadas para tales fines, se convendrá con los Bancos del Estado 
la utilización de los servicios de sus sucursales, los que, de no ser gratuitos, 
serán compensados en forma que no represente más que el costo de la 
prestación. 


Artículo 138.- Dentro del plazo de tres meses, el Poder Ejecutivo constituirá 
una Comisión Honoraria integrada por un representante del Ministerio de 
Ganadería y Agricultura, uno de la Universidad del Trabajo, uno de la Facultad 
de Agronomía, uno de la Facultad de Veterinaria y otro del Instituto Nacional de 
Colonización, la cual en el plazo de seis meses a partir de su constitución 
deberá someter al Poder Ejecutivo un plan para la coordinación y ajuste de los 
servicios de enseñanza agraria oficiales, en forma de evitar la dispersión o 
repetición de gastos y servicios destinados a fines análogos. 
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Artículo 139.- Los colonos, sea cual fuere la condición de su tenencia del 
predio, no podrán establecer en éste, sin consentimiento, expreso del Instituto, 
comercios extraños a las actividades del núcleo económico que integran. 


Artículo 140.- A fin de coordinar la defensa de los intereses agrarios 
regulando las relaciones económicas de la transformación rural en su orden 
nacional, y racionalizando la producción, comercialización e importación de los 
productos agrícolas y pecuarios, el Instituto participará por medio de delegados 
en los organismos que se designen con el objeto de planear la industrialización 
del país. 


Artículo 141.- A los fines de lo previsto en los artículos 48 y 49 se declaran 
desde ya ampliadas las autorizaciones de gastos que acuerdan las leyes 
especiales de presupuesto, relativas a edificación escolar o dotación de 
servicios públicos, cuando las partidas asignadas resultaren insuficientes, en 
las cantidades indispensables para el cumplimiento de las disposiciones 
referidas. 


Artículo _142.- Sin perjuicio de las providencias que el Instituto adopte en el 
mismo sentido, la Dirección de Agronomía mantendrá abierto 
permanentemente un registro de aspirantes a colonos y de actuales y posibles 
desalojados, colaborando asimismo en la difusión de los planes de colonización 


Artículo 143.- El personal que presta servicios en la Sección Fomento Rural y 
Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay en el momento de sancionarse 
esta ley, se incorporará al Instituto Nacional de Colonización con asignaciones 
no inferiores a las que goce en aquella institución. 


No obstante, los funcionarios que han ingresado por concurso al Banco 
Hipotecario tendrán derecho a optar por su permanencia en él; en estos casos, 
ambos organismos podrán convenir, por un término prudencial el pase en 
comisión de estos funcionarios al Instituto. 


El Directorio del Banco Hipotecario podrá resolver las situaciones que 
puedan plantearse con respecto al traslado o permanencia del personal a que 
se refiere la parte primera de este artículo. 


En oportunidad se llenarán las formalidades constitucionales y legales, 
respecto de la modificación de las planillas presupuestales. 


El personal del Instituto queda amparado a los beneficios de la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones Civiles, pero los empleados técnicos y administrativos 
de la Sección Fomento Rural y Colonización, que pasen a prestar servicios al 
Instituto, podrán optar, dentro de los sesenta días de la publicación de esta ley 
por su afiliación a la Caja Civil o continuar en la Caja de Jubilaciones 
Bancarias. 


Se extienden al personal del Instituto los beneficios acordados por el artículo 
5% de la ley de 19 de noviembre de 1943, sobre afiliación a la Cooperativa 
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Bancaria de Consumos, a los efectos de retenciones sobre sus sueldos o 
pasividades y pensiones. 


Artículo _144.- Con excepción de aquellos que procedan de la Sección 
Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario, los empleados técnicos y 
administrativos que el Instituto designe -de acuerdo con los procedimientos que 
los reglamentos establezcan-, lo serán en carácter provisorio. La ratificación de 
los nombramientos podrá hacerse una vez transcurridos dos años desde su 
ingreso, siempre que el Directorio entienda que los funcionarios han 
demostrado en su actuación capacidad, corrección y diligencia. 


Artículo _145.- El Directorio del Instituto podrá convenir con el Banco 
Hipotecario la utilización de los servicios de este último organismo, ya sea en 
carácter transitorio o permanente, así como el destino del fondo de previsión 
para empleados, la situación de los actuales deudores y cualquier otra cuestión 
relativa a la transferencia de la Sección Fomento Rural y Colonización. 


Artículo 146.- Las resoluciones del Directorio serán adoptados por simple 
mayoría de votos, salvo los siguientes casos: 


1” Se requerirán cuatro votos conformes: 


A) Para proceder a la instalación de plantas de elaboración en las 
colonias agro-industriales (artículo 15); 


B) Para realizar adquisiciones de tierras por compra directa (artículo 28); 


C) Para adjudicar más de una parcela en propiedad a las personas no 
especificadas (artículo 67); 


D) Para consentir la desafectación de las parcelas de los fines de la ley 
(artículo 70); 


E) Para otorgar préstamos complementarios que cubran la totalidad del 
valor del predio (articulo 78); 


F) Para conceder préstamos para poblaciones y mejoras que excedan del 
25% del valor del terreno (artículo 95); 


G) Para acordar préstamos de habilitación superiores a dos mil pesos 
(Capítulo XVII); 


H) Para reducir el préstamo hipotecario o declarar rescindido un contrato 
siempre que no sea por falta de pago (Capítulo XVIII), 


2” Se requerirá unanimidad de votos: 
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A) Para arrendar o renovar contratos de arrendamiento por superficies 
mayores de mil hectáreas (artículo 21); 

B) Para declarar a las colonias salidas de la administración del Instituto 
(artículo 73); 


C) Para dar carácter irrevocable a las resoluciones que declaren 
rescindido un contrato o fijen el monto de la indemnización por mejoras 
(artículo 107). i 


Artículo 147.- Para toda cuestión referente al funcionamiento, organización y 
ejecución de los servicios que se le confieren al ente que?se crea, que no esté 
prevista en esta ley, regirán, en lo que sea aplicable las disposiciones de la 
Carta Orgánica del Banco Hipotecario del Uruguay. 


Artículo _148.- Mientras no entre en funciones el; Instituto, el Banco 
Hipotecario y su Sección Fomento Rural y Colonización continuarán actuando 
con arreglo a las leyes anteriores. 


Artículo 149.- Los funcionarios y demás personas que se consideren 
lesionados por resoluciones del Directorio, podrán deducir el recurso de 
reposición o reforma, dentro de los veinte días de su notificación en 
Montevideo, y de treinta en los demás Departamentos. 


interpuesto el recurso, si no fuera resuelto dentro de los treinta días, la 
omisión se reputará revocatoria de la decisión recurrida. 


Artículo 150.- Los miembros del Directorio serán personal y solidariamente 


responsables por las resoluciones votadas en oposición a las leyes o a los 
reglamentos. 


Quedan dispensados de esta responsabilidad: 
A) Los ausentes de la sesión en que se adoptó la resolución; 


B) Los que hubieran hecho constar en el acta respectiva su disentimiento y el 
fundamento consiguiente. Cuando ese pedido de constancia se produzca, 
el Secretario del Directorio estará obligado, dentro de las veinticuatro 
horas, a dar cuenta del hecho al Poder Ejecutivo, remitiéndole testimonio 
del acta respectiva, a los efectos del artículo 187 de la Constitución. 


Artículo _151.- Agotada la vía administrativa, los funcionarios y demás 
personas que se consideren lesionados en sus derechos por las decisiones del 
Directorio, podrán entablar la acción por ilegalidad prevista;en los artículos 270 
y siguientes de la Constitución. 


Mientras no se organice el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, dicha 
acción se entablará ante los Jueces Letrados de Primera Instancia en 
J 
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campaña, y ante los Jueces Letrados de Hacienda y de lo Contencioso 
Administrativo en la Capital. 


La acción se dirigirá a obtener la revocación de la resolución impugnada o a 
la reparación civil pertinente, o a ambos fines, a opción de interesado. Se 
interpondrá dentro del término perentorio de veinte días de notificada aquella 


resolución, y se seguirá, en su tramitación, el procedimiento de los juicios” 


ordinarios de menor cuantía. 


El Juez de la causa podrá resolver en cualquier momento, la suspensión de 
la resolución reclamada, cuando su cumplimiento pudiera producir perjuicios 
irreparables. 


Contra las sentencias de primera instancia habrá el recurso de apelación libre 
para ante el Tribunal de Apelaciones cuyo fallo hará cosa juzgada. 


Artículo 152- En caso de condenación del Directorio, el Juez o Tribunal hará 
declaración expresa sobre si hubo falta grave que sea imputable a sus 
miembros. Estos serán pasibles ante el Estado, de la responsabilidad civil 
consiguiente, sin perjuicio de las sanciones administrativas que correspondan. 


Artículo 153- Salvo lo establecido en el artículo 148 y con excepción del 
apartado primero del artículo 5* de la ley número 7.615 y de los artículos 8*, 10, 
11 y 12 de la ley número 10.694, se derogan las leyes de 22 de enero de 1913, 
20 de junio de 1921, 10 de setiembre de 1923, 10 de mayo de 1929, 13 de 
enero de 1932, 20 de junio de 1933, 20 de diciembre de 1939, 19 de setiembre 
de 1941 y 31 de diciembre de 1945, como asimismo los artículos 4%, 5%, 6? y 7? 
de la ley de 18 de abril de 1947. 


Artículo 154.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley. 


Artículo 155.- Comuníquese, etc. 


Ley N* 18.663 
de 27 de mayo de 2010 


Artículo Único. Prorróganse hasta el 31 de mayo de 2011, los plazos 
establecidos en los incisos sexto, séptimo, octavo y noveno del artículo 70 de la 
Ley N” 11,029, de 12 de enero de 1948, en la redacción dada por el artículo 15 | 


de la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007 
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Decreto-ley N* 14.694, 
de 12 de enero de 1948 
Artículo 1?.- Quedan sujetas a las disposiciones de la presente ley, las 


actividades de la industria eléctrica que comprenden la generación, 
transformación, trasmisión, distribución, exportación, importación y 
comercialización de la energía eléctrica. 


Artículo 22- A los efectos de esta ley, las actividades de trasmisión, 
transformación y distribución precedentemente mencionadas, tendrán el 
carácter de servicio público en cuanto se destinen total o parcialmente a 
terceros en forma regular y permanente, quedando excepcionada la actividad 
de generación. Esta podrá realizarse por cualquier agente, inclusive para su 
comercialización total o parcial a terceros en forma regular y permanente, 
siempre que en este último caso lo realice a través del Despacho Nacional de 
Cargas y de acuerdo con las normas del mercado mayorista de energía 
eléctrica. 


Redacción dada por Ley N* 16.832, de 17 de junio de 1997, artículo 1% 


Artículo 3*.- Las actividades de la industria eléctrica, según se enumeran en 
el artículo 1”, cuando tengan el carácter de servicio público, estarán sometidas 
al control técnico y económico del Poder Ejecutivo. 


Quienes ejerzan actividades de la industria eléctrica que no constituyan 
servicio público de electricidad según se lo ha definido en el artículo 2”, 
deberán ajustarse a las normas técnicas que dicte la autoridad competente. 


Artículo 4%.- Corresponde al Poder Ejecutivo todo lo relacionado con la 
formulación y contralor de la política en materia de energía eléctrica y 
especialmente, lo relativo a las autorizaciones necesarias para el 
aprovechamiento y conservación de las fuentes primarias a ser utilizadas en la 
producción de energía eléctrica. 


Artículo 5%.- Las interconexiones eléctricas internacionales, así como los 
respectivos contratos de compra-venta e intercambio de energía eléctrica, 
deberán ser aprobados por el Poder Ejecutivo. 


Artículo 6*.- La Administración Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas 
(U.T.E.), tendrá por cometido, realizar las actividades que constituyen "servicio 
público de electricidad" de acuerdo con el artículo 2. 


En el caso que medie resolución expresa del Poder Ejecutivo y previa opinión 
de U.T.E., el suministro del servicio podrá otorgarse en régimen de concesión a 
otras empresas eléctricas, las cuales tendrán exclusividad en el área 
geográfica que se les asigne. 
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El Poder Ejecutivo, previo informe de la Dirección Nacional de Energía y de la 
Administración Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas, podrá autorizar la 
integración al sistema interconectado de UTE de centrales de generación y 
lineas de trasmisión de propiedad de otros sujetos de derechos o que fueren 
explotados o administrados por éstos. 


Las condiciones de interconexión y del intercambio energético serán 
convenidas en cada caso entre la Administración Nacional de Usinas y 
Trasmisiones Eléctricas y los organismos o empresas interesadas y sometidas 
a la aprobación del Poder Ejecutivo. 

Incisos 3) y 4). Redacción dada por: Ley N* 16.211 de 01/10/1991 artículo 26, 


Artículo 7%.- Los suministradores del servicio público de electricidad, estarán 
obligados a: 


A) Abastecer las necesidades del mercado a su cargo en forma segura y 
eficiente, al menor costo posible; 


B) Suministrar energía a todo el que la solicite dentro del área geográfica 
asignada, con sujeción a las normas vigentes y en su caso, de acuerdo con 
los contratos de concesión que se celebren; 


C) Mantener la continuidad, regularidad y calidad del servicio. 


Artículo 8”.- Cuando el Poder Ejecutivo lo considere conveniente para la. 
mejor explotación del sistema, los suministradores del servicio público de: 


electricidad que a su vez sean generadores de energía, deberán interconectar 
sus instalaciones, 


Las condiciones técnicas y económicas de dichas interconexiones, deberán 
ser aprobadas por el Poder Ejecutivo. 


Artículo 9”.- El Poder Ejecutivo, con los asesoramientos pertinentes, 
establecerá los grandes lineamientos y la orientación que tienda a obtener los 
intercambios óptimos de energía eléctrica entre las entidades que concurran al 
abastecimiento del mercado. 


Artículo 10.- Créase el Despacho Nacional de Cargas que será operado y 
administrado por la Administración del Mercado Eléctrico de acuerdo con lo que 
establezca la ley y la reglamentación. 


Redacción dada por: Ley N* 16.832 de 17/08/1997 artículo 6. 


Artículo 11.- A los efectos legales, es suscriptor de un suministrador del 
servicio público de electricidad, la persona natural o jurídica que ha firmado un 
contrato o una solicitud de abastecimiento y recibe la provisión de energía 
eléctrica correspondiente. 
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Artículo 12.- Ningún suscriptor podrá abastecer a tercero, mediante 
derivaciones de sus instalaciones sin autorización del distribuidor. 


Dicha autorización será irrevocable aun para futuros concesionarios. 
Redacción dada por: Loy N* 16.832 de 17/06/1997 artículo 21 


Artículo 13.- Los ingresos por venta de energía, deberán ser suficientes para 
mantener una buena calidad de servicio y ampliar las instalaciones para 
atender el crecimiento del mercado. 


Artículo 14.- Las tarifas aplicables para la venta de energía eléctrica a 
terceros por los suministradores del servicio público de electricidad, serán 
dispuestas por el Poder Ejecutivo en todos los casos, previa opinión de U.T.E. 
y de las empresas concesionarias. 


Artículo 15.- A fin de que la estructura tarifaria refleje los costos que los 
suscriptores originan, ellos serán agrupados y clasificados según sus 
modalidades de consumo. 


Las escalas tarifarias serán unificadas para cada grupo de suscriptores 
clasificados según el párrafo anterior en el área geográfica que se asigne a 
cada suministrador del servicio público. 


Dentro de cada modalidad de consumo, no serán tenidos en cuenta para la 
determinación de las tarifas, el carácter social o jurídico del suscriptor, como 
tampoco el destino final que dé a la energía que consume. 


Artículo 16.- La energía vendida a terceros, debe ser medida y facturada de 
acuerdo a la potencia y al consumo aplicando a tal efecto las tarifas dispuestas 
por el Poder Ejecutivo, según el artículo 14. 


Artículo 17.- El sistema eléctrico de cada suministrador del servicio público, 
es propiedad exclusiva del mismo hasta el medidor o limitador inclusive y, por 
lo tanto, sólo a él corresponde su instalación, operación y mantenimiento. 


Artículo 18.- Ningún importe que el suscriptor deba pagar para contribuir a la 
ampliación del sistema eléctrico del suministrador, generará derecho de 
propiedad por parte de aquél sobre los equipos y materiales que constituyan la 
ampliación realizada, quedando siempre éstos de propiedad del suministrador. 


Sin perjuicio de lo antedicho, el Poder Ejecutivo dispondrá el reembolso al 
suscriptor, de las cantidades aportadas para ampliación del sistema eléctrico, 
determinando las condiciones, forma y plazos. 


Artículo 19.- El suministrador del servicio público, efectuará la facturación en 
forma periódica. 
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La falta de pago en término de la factura por suministro, dará derecho al 
suministrador, a suspender el servicio al suscriptor, sin perjuicio de la iniciación 
de las acciones judiciales pertinentes. 


Artículo 20.- Los suministradores del servicio público de electricidad, deberán 
llevar su contabilidad, según el plan de cuentas y las normas que establezca el 
Poder Ejecutivo, para posibilitar el contralor económico-financiero de su 
gestión. 


Artículo 21.- El alumbrado público de ciudades, villas, pueblos y centros 
poblados, será efectuado por las Intendencias Municipales, quienes serán 
responsables de su instalación y mantenimiento. 


El suministrador del servicio público de electricidad, queda obligado 
únicamente a proveer a dichas Intendencias Municipales, la energía eléctrica 
necesaria para su buen funcionamiento. 


Artículo 22.- El suministrador del servicio público de electricidad, cobrará la 
energía para el alumbrado público, en la forma y en el tiempo que establezca la 
reglamentación. 


Artículo 23.- Declárase de utilidad pública, la expropiación de los bienes que 
se consideran necesarios para el cumplimiento de los objetivos de esta ley. El 
Poder Ejecutivo hará uso de esta declaración genérica, por sí mismo o a 
solicitud del suministrador del servicio público de electricidad, en cuanto lo 
estime pertinente, designando en cada caso los bienes, asi como la persona u 
órgano que tendrá facultad para promover los procedimientos judiciales 
correspondientes. 


Artículo 24.- Los edificios sobre cuyos frentes sea necesario pasar o fijar 
líneas de distribución de energía eléctrica, quedan sujetos a la servidumbre 
respectiva con carácter gratuito. 


Los bienes de dominio o uso público, ya sean de carácter nacional o 
municipal, y los terrenos particulares existentes en zonas no edificadas, quedan 
sujetos a la servidumbre respectiva con carácter gratuito en cuanto sea 
necesario para la ejecución de las obras de instalación, puesta en 
funcionamiento, mantenimiento de líneas áreas y subterráneas y su 
permanencia en el espacio o subsuelo. 


Artículo 25.- Las obras a que se refiere el artículo anterior, deberán ser 
ejecutadas de manera de prevenir todo peligro para las personas y las cosas, 
evitando perjuicios a la propiedad y conciliando con los derechos del 
propietario. En todo caso se dejará a salvo la acción por daños y perjuicios. 


En caso de retirarse las instalaciones de que se trata, se deberá reponer la 
propiedad a su primitivo estado. Las instalaciones de los suministradores del 
servicio público de electricidad, deberán observar, en lo pertinente, las 
disposiciones de las Intendencias Municipales, 
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Artículo 26.- La propiedad inmueble que resulte afectada por la construcción, 
vigilancia y servicios de las líneas de trasmisión, así como 3us complementos y 
ampliaciones, queda sujeta a las servidumbres y régimen legal establecido por 
el decreto-ley 10,383, de 13 de febrero de 1943, en lo pertinente. El 
suministrador del servicio público, ejercerá la titularidad de los derechos y 
obligaciones allí establecidos. 


Artículo 27.- Las instalaciones requeridas para la utilización de la energía 
eléctrica en el interior de los inmuebles públicos o particulares, deberán ser 
efectuadas por cuenta de los suscriptores, por personas o empresas idóneas 
que autoricen las Intendencias Municipales. Los instaladores autorizados, 
deberán ajustarse a las normas técnicas y reglamentos que regulen la materia, 
debiendo cumplir con las normas de seguridad que apruebe el Poder Ejecutivo. 


Artículo 28.- La aplicación de los artículos 15, 16, 18, 21 y 27, se hará dentro 
de los plazos que en cada caso establezca el Poder Ejecutivo, previa opinión 
de la U.T.E. y en cuanto corresponda, de las Intendercias Municipales. 


Artículo 29.- Quedan derogadas todas las disposiciones 2. que se 
opongan a la presente ley. 


Artículo 30.- Comuníquese, etc. 
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Ley N* 15.785, 
de 4 de diciembre de 1985 


CAPITULO | - DE LA NATURALEZA Y LA ORGANIZACION 


Artículo 1% - Créase la Corporación Nacional para el Desarrollo, persona 
jurídica de Derecho Público no estatal, que se domiciliará en Montevideo y 
podrá establecer agencias o sucursales en el interior o exterior del país. 


Artículo 2*.- Los órganos de la Corporación Nacional para el Desarrollo 
son el Directorio, la Secretaría General, la Gerencia General y la Asamblea 
General de Accionistas. 


Artículo 3%.- El Directorio de la Corporación Nacional para el Desarrollo 
se compondrá de cinco miembros. Tres de ellos representarán al Estado y 
serán designados por el Presidente de la República en acuerdo con el Consejo 
de Ministros, previa venia de la Cámara de Senadores otorgada sobre 
propuesta motivada en sus condiciones personales y reconocida solvencia en 
asuntos económico-financieros, por el procedimiento previsto en el artículo 187 
de la Constitución de la República. 


Los dos miembros restantes representarán a los accionistas privados y 
serán designados por éstos. El Poder Ejecutivo reglamentará el procedimiento 
de su elección sobre la base de que cada accionista tendrá derecho a tantos 
votos como acciones sea titular. 


Fuente: Redacción dada por: Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000, artículo 30. 


Artículo 49.- El Presidente del Directorio será designado por el Poder 
Ejecutivo, entre los tres miembros representantes del Estado, 


Fuente: Redacción dada por: Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000, artículo 31. 


Artículo 5%.- La duración del mandato de los Directores será de cinco 
años, que correrán a partir de su designación. Será de aplicación, en lo 
pertinente, el artículo 192 de la Constitución. 


Artículo 6% - Los representantes del Estado en el Directorio tendrán las 
incompatibilidades establecidas por el artículo 200 de la Constitución. 


Artículo 7*.- Habrá una Secretaría General y una Gerencia General. Sus 
titulares serán designados por el Directorio por dos tercios de votos del total de 
sus componentes y durarán en sus funciones hasta tanto no sean cesados por 
igual mayoría de votos del Directorio, 


Artículo 8%.- El Secretario General deberá ser persona de reconocida 
experiencia en la función pública o en la empresa privada, a nivel jerárquico. 
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Será el jerarca de los funcionarios y tendrá competencia en todo lo relativo a 
administración del personal y organización interna de la Corporación. 
Ejecutará, asimismo, las resoluciones del Directorio en esas materias. 


Artículo 9%.- El Gerente General deberá ser persona de notoria 
capacidad en materia económico-financiera, con actuación en empresas del 
Estado o privadas, a nivel jerárquico. Tendrá competencia en la 
instrumentación y ejecución de la política y las resoluciones del Directorio no 
comprendidas en el artículo anterior y en las relaciones que de las mismas 
deriven con organismos estatales y empresas privadas. 


Artículo 10.- La Asamblea General de Accionistas sesionará por lo 
menos una vez al año. 


Integrada por todos los accionistas de la Corporación, considerará el 
balance y demás estados contables que le presente el Directorio, pudiendo 
aprobarlos y observarlos, en cuyo caso dará cuenta al Poder Ejecutivo a los 
efectos legales correspondientes. Asimismo, fijará la remuneración de los 
integrantes del Directorio. 


Integrada únicamente por los accionistas privados, nombrará a los 
Directores que los representen y aprobará o desaprobará su gestión, pudiendo 
removerlos y designará sus sustitutos, todo de acuerdo a lo establecido en el 
inciso segundo del artículo 3 de esta ley y a la reglamentación que dicte el 
Poder Ejecutivo. 


CAPITULO II - DE LA COMPETENCIA 


Artículo 11.- La Corporación Nacional para el Desarrollo tendrá los 
siguientes cometidos: 


A) Actuar como concesionario de proyectos de infraestructura pública de 
transporte, energía, telecomunicaciones y de cualquier otro tipo que sean de 
uso público, de acuerdo con lo que por ley, contratos y convenios se le 
asignen, A estos efectos la Corporación podrá crear o adquirir sociedades 
comerciales o participar en consorcios y/o en fideicomisos especializados en la 
explotación de las concesiones o proyectos que se le otorguen. 


B) Ejercer como administrador y/o fiduciario de proyectos vinculados al 
desarrollo y mantenimiento de infraestructura financiados con recursos 
públicos, préstamos o donaciones nacionales o internacionales. 


C) Constituir sociedades comerciales, consorcios y/o fideicomisos con entes 
autónomos y servicios descentralizados a los efectos de la realización de obras 
de infraestructura o prestación de servicios. 


D) Analizar y preparar proyectos de inversión así como identificar áreas de 
oportunidad en infraestructura pública. 
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E) Prestar servicios de administración de fondos, de recursos humanos o de 
administración contable y financiera, siempre y cuando los mismos no puedan 
ser prestados por otras personas públicas en razón de sus cometidos. 


Fuente: Redacción dada por Ley N* 18.602 de 21 de setiembre de 2009, artículo 34. 
Artículo 12.- El Directorio tendrá los siguientes poderes jurídicos: 
A) Dictar el reglamento general del Organismo. 


B) Dictar el estatuto de sus funcionarios. En todo lo que éste no prevea, regirán 
las normas del derecho común. 


C) Designar a sus funcionarios y destituirlos con arreglo a las disposiciones del 
Estatuto. En uno y otro caso se requerirá la mayoría absoluta de votos del 
Directorio, La reglamentación procurará que el ingreso de sus funcionarios se 
realice por el sistema de concurso. 


D) Constituir empresas por acciones, organizar sociedades cooperativas y 
otras empresas, fundadas en el principio de la cogestión. 


E) Emitir y colocar acciones, obligaciones, bonos y cualquier clase de títulos en 
el país o en el extranjero, así como mantenerlos en custodia o administrarlos 
por cuenta de terceros. 


F) Adquirir, administrar y mantener en Cartera, acciones, obligaciones, títulos, 
valores, créditos y bienes en general de empresas privadas. 


G) Otorgar fianzas, avales o cualquier clase de garantías para operaciones de 
empresas vinculadas a la Corporación, incluso respecto de la emisión de 
valores por parte de aquéllas. 


H) Gestionar, en el exterior y en el mercado interno, créditos y aportes de 
capital para empresas vinculadas a la Corporación, con preferencia para 
proyectos de inversión. 


1) Contratar préstamos en el país y en el exterior 


J) Brindar asistencia técnica y asesoramiento financiero y realizar o contratar 
estudios destinados a la formulación y evaluación de proyectos de inversión, 


K) Adquirir, gravar y enajenar, toda clase de bienes. 


L) Actuar como intermediario o mandatario de inversores privados en el 
mercado de valores, así como realizar otros negocios fiduciarios. 

M) En general, celebrar todos los actos civiles y comerciales, dictar los actos de 
administración interna, celebrar los contratos y realizar las operaciones 
materiales inherentes a sus poderes generales de administración, con arreglo 
a los cometidos y dentro del giro que preceptivamente le asigna esa ley. 
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N) Delegar sus atribuciones por mayoría absoluta de votos del total de 
componentes y por resolución fundada en la Secretaría General o en la 
Gerencia General, según se trate de atribuciones referentes a la competencia 


de uno u otro Órgano. No son delegables las atribuciones de los literales A), B), 


D), E), G), I) y K. 


CAPITULO lll - DEL REGIMEN FINANCIERO 


Artículo _13.- El capital autorizado de la Corporación es de N$ 
10.000:000.000 (nuevos pesos diez mil millones). Dicha suma se ajustará 
anualmente al 1? de enero de cada año, conforme a la variación que 
experimente en los doce meses anteriores el Indice General de los Precios del 
Consumo. El aumento del capital por encima de dicho Índice será resuelto por 
el Directorio, con el voto conforme de los representantes del Estado y la 
anuencia de por lo menos el 75% (setenta y cinco por ciento) de los 
accionistas. 


Fuente: Redacción dada por: Ley N* 18.602, de 21 de setiembre de 2009, artículo 35. 


Artículo 14.- El capital expresado en el artículo anterior corresponderá en 
un 60% (sesenta por ciento) al Estado o a otras personas estatales y en un 
40% (cuarenta por ciento) a accionistas privados. 


Artículo _15.- El porcentaje del capital del Organismo que debe ser 
integrado por el Estado, se representará por acciones intransferibles de las 
cuales sólo podrán ser titulares el propio Estado u otras personas estatales. 


La intransferibilidad no regirá entre las personas estatales y entre éstas y 
el Estado. 


Artículo 16.- El porcentaje del capital a ser integrado por aportes 
privados, se representará por acciones nominativas sujetas al régimen jurídico 
común de estos títulos-valores, con las modificaciones establecidas en la 
presente ley. 


El Directorio fijará las condiciones de su emisión, el llamado a su 
suscripción a los interesados y los plazos y modalidades en que se realizará la 
efectiva integración. 


La reglamentación podrá determinar la existencia de acciones 
representativas del capital privado, sin derecho a voto. 


Cuando la integración por aportes privados de capital sea equivalente un 
quinto de la integración de capital realizada por el Estado u otras entidades 
estatales, los accionistas privados tendrán derecho a elegir un 
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Director, si aquella proporción se elevare a dos quintos, tendrán derecho a 
elegir dos Directores. 


Producida la incorporación de un Director, si la proporción indicada en el 
primer caso descendiere con relación al cierre del ejercicio inmediato anterior a 
menos de un décimo, el Director quedará desinvestido de pleno derecho; en el 
segundo caso, si la última proporción indicada en el inciso anterior, 
descendiera a menos de un quinto manteniéndose superior a un décimo, 
quedará desinvestido de pleno derecho el Director ingresado en último término, 
o en caso de ¡igual fecha de incorporación, el que hubiere obtenido el menor 
número de votos en la elección correspondiente; en cualquier caso la 
desinvestidura de cualquier Director se producirá de pleno derecho, en el 
supuesto de que la proporción entre el capital integrado por aportes privados y 
el capital integrado por el Estado u otras entidades estatales, sea inferior de un 
décimo". 


Fuente: Incisos 4) y 5%) agregado/s por: Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987 artículo 600. 


Artículo 17.- El capital a aportar por el Estado se integrará de la siguiente 
manera: 


A) Con aportes a cargo de la Administración Central. 


B) Con lo producido de la emisión de Títulos de Deuda Pública, autorizada 
con arreglo al artículo 85 numeral 6* de la Constitución. 


C) Con el importe líquido de las utilidades anuales correspondientes a la 
participación del Estado. 


D) Con aportes que podrá efectuar el Banco de la República Oriental del 
Uruguay en la forma y condiciones que acuerde con la Corporación y previa 
autorización del Banco Central del Uruguay. 


Los Montos establecidos en los literales A) y D), se ajustarán conforme 
a la variación que experimente el índice general de los precios del consumo 
entre el 1 de diciembre de 1985 y el último día del mes anterior a la fecha en 
que se haga efectivo. 


Fuente: Literales A) y D) redacción dada por: Ley N* 18.602, de 21 de setiembre de 2009, artículo 36. 
Inciso final agregado/s por, Ley N* 15,903, de 10 de noviembre de, artículo 603. 


Artículo 18.- Las utilidades que correspondan a la participación de otras 
personas estatales, podrán no capitalizarse hasta un 75% (setenta y cinco por 
ciento) pero, en este caso, deberán invertirse en proyectos de desarrollo, sin 
perjuicio de lo dispuesto por el artículo 190 de la Constitución. 


Artículo 19.- El capital a aportar por los accionistas privados, se integrará 
de la siguiente manera: 
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A) Con el aporte que realicen las instituciones de intermediación financiera, en 
particular las que transfirieron su Cartera al Banco Central del Uruguay. La 
reglamentación determinará las condiciones y modalidades de este aporte. 


B) Con el producido de la emisión y colocación de acciones de la Corporación 
al público, en las condiciones y oportunidades que determine el Directorio. 


C) Con la capitalización de las utilidades correspondientes a la participación de 
los accionistas privados, en la forma y condiciones que determine la 
reglamentación. 


Artículo 20.- Las instituciones privadas de intermediación financiera 
podrán mantener en sus activos bonos u obligaciones que emita la Corporación 
en los montos que indique la reglamentación que, al efecto, dicte el Banco 
Central del Uruguay. 


Los bonos u obligaciones emitidos por la Corporación podrán ser 
utilizados con los fines establecidos por el literal A) del artículo 18 de la ley 
9.808, de 2 de enero de 1939, en la redacción dada por el artículo 1 de la ley 
13.243, de 20 de febrero de 1964, por las empresas e instituciones 
comprendidas en los artículos 1% y 2” del decreto-ley 15.322 de 17 de 
setiembre de 1982, conforme a la reglamentación que dicte el Banco Central 
del Uruguay. 


Artículo 21.- Las empresas que destinen utilidades gravadas por el 
Impuesto a la Renta de la Industria y Comercio a la compra de valores y 
obligaciones de la Corporación, quedarán exoneradas del pago del impuesto 
mencionado, en la misma proporción que sus utilidades se afecten en la forma 
antes referida. Dicha exoneración no podrá superar en ningún caso el 50% 
(cincuenta por ciento) del impuesto. 


Artículo 22.- Ninguna persona física o jurídica podrá ser propietaria de 
más del 10% (diez por ciento) de las acciones nominativas transferibles. 


Artículo 23.- En la contratación con terceros, la Corporación se regirá por 
el Derecho Privado, con las excepciones que esta ley establece. 


Artículo 24.- La Corporación, a propia iniciativa y de conformidad con la 
política determinada por su Directorio, acordará con el Banco Central del 
Uruguay y el Banco de la República Oriental del Uruguay, los créditos que se 
transferirán a su favor, 


Artículo 25.- Facúltase a la Corporación a adquirir total o parcialmente a 
las instituciones privadas de intermediación financiera, créditos de empresas 
deudoras de aquéllas. 
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CAPITULO IV - DEL CONTRALOR ADMINISTRATIVO, FINANCIERO Y 
JURISDICCIONAL 


Artículo 26.- El contralor administrativo de la Corporación será ejercido 
por el Poder Ejecutivo y la Cámara de Senadores en la forma y con el alcance 
dispuesto por los artículos 197 y 198 de la Constitución. 

No será de aplicación lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 198 de 
la Constitución, ni se podrá remover o destituir a los miembros del Directorio 
que representen al capital privado. 


Sin perjuicio de ello, en caso de delito se pasarán los antecedentes a la 
Justicia, y si fueren procesados, quedarán automáticamente desinvestidos. 


Artículo 27.- Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo anterior, las 
operaciones de la Corporación que impliquen intermediación financiera, serán 
controladas por el Banco Central del Uruguay. 


Artículo 28.- La Corporación tendrá las auditorías internas y externas 
que correspondan para el control de la eficiencia, efectividad y economía de su 
gestión. 


Artículo 29.- La Corporación publicará anualmente un balance con la 
visación del Tribunal de Cuentas, sín perjuicio de la presentación periódica de 
otros estados que reflejen claramente su vida financiera (artículo 191 de la 
Constitución). La reglamentación determinará la forma y la periodicidad de los 
mismos. 


Artículo 30.- Contra las resoluciones del Directorio de la Corporación 
procederá el recurso de reposición, que deberá interponerse dentro de los diez 
días hábiles, contados a partir del día siguiente a la notificación del acto al 
interesado. 


Una vez interpuesto el recurso, el Directorio dispondrá de treinta días 
hábiles para instruir y resolver, y se configurará denegatoria ficta por la sola 
circunstancia de no dictarse resolución dentro de dicho plazo. 


Denegado el recurso de reposición, el recurrente podrá interponer - 
únicamente por razones de legalidad- demanda de anulación del acto 
impugnado ante el Tribunal de Apelaciones en lo Civil de turno a la fecha en 
que dicho acto fue dictado. La interposición de esta demanda deberá hacerse 
dentro del término de veinte días hábiles de notificada la denegatoria expresa, 
o en su defecto, del momento en que se configure la denegatoria ficta. 


La demanda de anulación sólo podrá ser interpuesta por el titular de un 
derecho subjetivo o de un interés directo, personal y legítimo, violado o 
lesionado por el acto impugnado. 


La sentencia del Tribunal, no admitirá recurso alguno. 
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Artículo 31.- Lo dispuesto por el artículo anterior no será aplicable 
respecto de las resoluciones dictadas con motivo de la ejecución de contratos. 
Las responsabilidades que de éstas emerjan, se regirán por el derecho común. 


Artículo 32.- Cuando la resolución emanare de la Secretaría General o 
de la Gerencia General, conjunta y subsidiariamente con el recurso de 
reposición podrá interponerse el recurso jerárquico para ante el Directorio. Este 
recurso de reposición deberá interponerse y resolverse en los plazos previstos 
por el artículo 30. Este también regirá, en lo pertinente, para la resolución del 
recurso jerárquico y para el posterior contralor jurisdiccional. 
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Ley N* 17.060, 
de 23 de diciembre de 1998 


CAPÍTULO | 
Ámbito de aplicación y definiciones 


Artículo 1?.- La presente ley será aplicable a los funcionarios públicos de: 
A) Poder Legislativo, Poder Ejecutivo y Poder Judicial. 
B) Tribunal de Cuentas. 
C) Corte Electoral. 
D) Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
E) Gobiernos Departamentales. 
F) Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. 


G) En general, todos los organismos, servicios o entidades estatales, así como 
las personas públicas no estatales. ; 


Artículo 2 - A los efectos de la presente ley se entiende por funcionarios 
públicos, las personas a las que refiere el artículo 175 del Código Penal. 


Artículo 3*.- A los efectos del Capítulo ll de la presente ley se entiende por 
corrupción el uso indebido del poder público o de la función pública, para 
obtener un provecho económico para sí o para otro, se haya consumado o no 
un daño al Estado. 


CAPÍTULO 
Junta Asesora 


Artículo 4% - Créase una Junta Asesora en Materia Económico Financiera del 
Estado, cuya actuación y cometidos serán los siguientes: 


1) Asesorará a nivel nacional en materia de los delitos previstos por la 
presente ley, contra la Administración Pública (Título IV, excluyendo los 
Capítulos IV y V, del Código Penal) y contra la economía y la hacienda 
pública (Título IX del Código Penal), que se imputen a alguno o algunos de 
los funcionarios públicos enumerados en los articulos 10 y 11 de la 
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presente ley, 


Estará compuesta de tres miembros, quienes durarán cinco años en sus 
funciones a partir de su designación por el Presidente de la República, 
actuando con el Consejo de Ministros, con venia de la Cámara de 
Senadores otorgada siempre por tres quintos de votos del total de 
componentes, entre personas de reconocida experiencia y solvencia 
profesional y moral. 


El Presidente de la República, en acuerdo con el Consejo de Ministros, 
podrá destituir por resolución fundada a los miembros de la Junta con venia 
de la Cámara de Senadores otorgada por la misma mayoría exigida para 
su designación. Si la Cámara de Senadores no se expidiera en el término 
de sesenta días, el Poder Ejecutivo podrá hacer efectiva la destitución. 


2) Tendrá como cometido exclusivo el asesoramiento a los órganos judiciales 
con competencia penal, emitiendo opinión dentro del marco de su materia, 
cuando la Justicia o el Ministerio Público lo dispongan. 


La actuación de la Junta en el cumplimiento de su cometido se regulará 


por lo establecido en la Sección V, Capítulo lI!, Título VI, Libro | del Código 
General del Proceso, en lo aplicable, 


3 


— 


Las denuncias que se hicieren sobre comisión de delitos incluidos en el 
Capítulo |, serán presentadas ante el órgano judicial competente, o el 
Ministerio Público, los que podrán disponer que la Junta proceda a la 
obtención y sistematización de todas las pruebas documentales que de 
existir fueran necesarias para el esclarecimiento por el Juez de los hechos 
noticiados. 


4) La Junta dispondrá de sesenta días para el cumplimiento del cometido 
indicado en el apartado anterior, pudiendo solicitar al Juez, por una sola 
vez, la prórroga del plazo, la que será concedida siempre que exista mérito 
bastante para ello, por un máximo de treinta días. 


Vencido el plazo o la prórroga en su caso, la Junta remitirá al órgano que 
legalmente corresponda recepcionarla los antecedentes reunidos. Estos 
serán acompañados por un informe explicativo de la correlación de los 
mismos con los hechos denunciados. 


5) Para el cumplimiento de sus funciones la Junta tendrá los siguientes 
cometidos accesorios: 


A) Recabar, cuando lo considere conveniente, información sobre las 
condiciones de regularidad e imparcialidad con las cuales se preparan, 
formalizan y ejecutan los contratos públicos de bienes, obras y 
servicios. 


B) Recibir las declaraciones juradas de que tratan los artículos 10 y 
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siguientes de la presente ley. 


C) Determinar, a requerimiento del interesado, si éste debe presentar la 
declaración jurada de bienes e ingresos a que refiere el Capitulo V de 
la presente ley. 


D) Proponer las modificaciones de normas sobre las materias de su 
competencia. 


E) Elaborar un informe anual que será elevado a los Poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial. 


6) Para el cumplimiento de los cometidos previstos en los Capítulos II! y IV de 
la presente ley, la Junta podrá dirigirse por intermedio del órgano judicial 
interviniente o del representante del Ministerio Público, a cualquier 
repartición pública, a fin de solicitar los documentos y demás elementos 
necesarios para el esclarecimiento por el Juez de los hechos denunciados. 


7) En la ejecución de sus funciones, la Junta contará con el asesoramiento 
jurídico permanente del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, 
sobre aspectos formales y procedimentales (artículos 1? y 6% de la Ley 
Orgánica del Ministerio Público y Fiscal). 


8) La Junta constituye un Cuerpo con independencia técnica en el ejercicio de 
sus funciones. Informará mensualmente, por cualquier vía idónea al Fiscal 
de Corte y Procurador General de la Nación. Sobre las actividades 
desarrolladas en relación a los cometidos previstos en los numerales 2%), 
3%) y 4”) del presente artículo, así como también de toda resolución 
adoptada sobre impedimentos, excusas o recusaciones que, a juicio del 
Cuerpo, alguno de sus miembros pudiere tener respecto de los asuntos a 
consideración del mismo. Sin perjuicio de lo establecido en el numeral 7”) 
precedente, la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación podrá 
suministrar a la Junta Asesora el apoyo administrativo y contable para el 
mejor cumplimiento de sus cometidos que ésta le solicitare. 


Redacción dada por: Ley N" 17.296, de 21 de febrero de 2001 
CAPÍTULO tl 
Control Social 
Artículo 5*.- Los organismos públicos darán amplia publicidad a sus 
adquisiciones de bienes y contrataciones de servicios, de acuerdo a las pautas 
que fije el Poder Ejecutivo -o el órgano jerarca, en su caso- al reglamentar la 
presente ley. 


Artículo 6% - El Poder Ejecutivo, a propuesta de la Junta, llevará a cabo 
periódicamente campañas de difusión en materia de transparencia pública y 
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responsabilidad de los funcionarios públicos, así como sobre los delitos contra 
la Administración Pública y los mecanismos de control ciudadano. 


Artículo 7*.- Los actos, documentos y demás elementos relativos a la función 
pública pueden ser divulgados libremente, salvo que por su naturaleza deban 
permanecer reservados o secretos o hayan sido declarados tales por ley o 
resolución fundada. En todo caso, bajo la responsabilidad a que hubiese lugar 
por derecho. 


CAPÍTULO IV 
Disposiciones penales 


Artículo 8”.- Sustitúyense los siguientes artículos del Código Penal, los cuales 
quedarán redactados de la siguiente manera: 


"ARTICULO 68.- La pena de penitenciaria durará de dos a treinta años. La 
pena de prisión durará de tres a veinticuatro meses. La pena de 
inhabilitación absoluta o especial durará de dos a diez años. La pena de 
inhabilitación especial de determinada profesión académica, comercial o 
industrial, durará de dos a diez años. La pena de suspensión durará de seis 
meses a dos años. 


La pena de multa será de 10 UR (diez unidades reajustables) a 15.000 UR 
(quince mil unidades reajustables)". 


"ARTICULO 84. (Sustitución de la multa).- Si el sentenciado no tuviese 
bienes para satisfacer la multa sufrirá, por vía de sustitución y apremio, la 
pena de prisión, regulándose un día por cada 10 UR (diez unidades 
reajustables). 


El condenado podrá en cualquier tiempo pagar la multa, descontándose de 
ella la parte proporcional a la prisión cumplida. 


Esta disposición no se aplicará cuando la multa se acumule a una pena 
privativa de libertad, en cuyo caso se procederá por al vía de apremio si el 
sentenciado no la abonare en el plazo otorgado en la sentencia". 


"ARTICULO 156. (Concusión).- El funcionario público que con abuso de su 
calidad de tal o del cargo que desempeña, compeliere o indujere a alguno a 
dar o prometer indebidamente a él o a un tercero, dinero u otro provecho 
cualquiera, será castigado con doce meses de prisión a seis años de 
penitenciaría, multa de 50 UR (cincuenta unidades reajustables) a 10.000 UR 
(diez mil unidades reajustables) e inhabilitación de dos a seis años. 


Se aplica a este delito la atenuante del artículo 154". 


“ARTICULO 157. (Cohecho simple).- El funcionario público que, por ejecutar 
un acto de su empleo, recibe por sí mismo, o por un tercero, para sí mismo o 
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para un tercero una retribución que no le fuera debida, o aceptare la 
promesa de ella, será castigado con una pena de tres meses de prisión a 
tres años de penitenciaria, con multa de 10 UR (diez unidades reajustables) 
a 5.000 UR (cinco mil unidades reajustables) e inhabilitación especial de dos 
a cuatro años. . 


La pena será reducida de la tercera parte a la mitad, cuando el funcionario 
público acepta la retribución, por una acto ya cumplido, relativo a sus 
funciones", 


"ARTICULO 158. (Cohecho calificado).- El funcionario público que, por 
retardar u omitir un acto relativo ¡a sus cargo o por ejecutar un acto contrario 
a los deberes del mismo, recibe por sí mismo o por otro, para sí o para otro, 
dinero u otro provecho, o acepta su promesa, será castigado con doce 
meses de prisión a seis años de penitenciaria, inhabilitación especial de dos 
a seis años, y multa de 50 UR (cincuenta unidades reajustables) a 10.000 
UR (diez mil unidades reajustables). 


La pena será aumentada de un tercio a la mitad en los siguientes casos: 


1) Si el hecho tuviere por efecto la concesión de un empleo público, 
estipendios, pensiones, honores o el favor o el daño de las partes 
litigantes en juicio civil o criminal. 


2) Si el hecho tuviere por efecto la celebración de un contrato en que 
estuviere interesada la repartición a la cual pertenece el funcionario o se 
realizare por medio de un uso abusivo de los procedimientos legales que 
deben aplicarse por la Administración Pública en materia de adquisición 
de bienes y servicios". 


"ARTICULO 159. (Soborno).- El que indujere a un funcionario público a 
cometer cualquiera de los delitos previstos en los artículos 157 y 158 será 
castigado por el simple hecho de la instigación, con una pena de la mitad a 
las dos terceras partes de la pena principal establecida para los mismos. 


Se considerarán agravantes especiales: 


1) Que el inducido sea funcionario policial o encargado de la prevención, 
investigación o represión de actividades ilícitas, siempre que el delito 
fuere cometido a raíz o en ocasión del ejercicio de sus funciones, o en 
razón de su calidad de tal y que esta última circunstancia sea ostensible 
para el autor del delito. 


2) Que el inducido sea alguna de las personas comprendidas en los 
artículos 10 y 11 de la ley de prevención y lucha contra la corrupción". 


“ARTICULO 160. (Fraude).- El funcionario público que, directamente o por 
interpuesta persona, procediendo con engaño en los actos o contratos en 
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que deba intervenir por razón de su cargo, dañare a la Administración, en 
beneficio propio o ajeno, será castigado con doce meses de prisión a seis 
años de penitenciaría, inhabilitación especial de dos a seis años y multa de 
50 UR (cincuenta unidades reajustables) a 15.000 UR (quince mil unidades 
reajustables)". 


"ARTICULO 161. (Conjunción del interés personal y del público).- El 
funcionario público que, con o sin engaño, directamente o por interpuesta 
persona, se interesare con el fin de obtener un provecho indebido para sí o 
para un tercero en cualquier acto o contrato, en que deba intervenir por 
razón de su cargo, u omitiere denunciar o informar alguna circunstancia que 
lo vincule personalmente con el particular interesado en dicho o contrato, 
será castigado con pena de seis meses de prisión a tres años de 
penitenciaría, inhabilitación especial de dos a cuatro años y multa de 10 UR 
(diez unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades reajustables). 


Constituye circunstancia agravante especial que el delito se cometa para 
obtener un provecho económico para sí o para un tercero". 


"ARTICULO 162. (Abuso de funciones en casos no previstos especialmente 
por la ley).- El funcionario público que con abuso de su cargo, cometiere u 
ordenare cualquier acto arbitrario en perjuicio de la Administración o de los 
particulares, que no se hallare especialmente previsto en las disposiciones 
del Código o de las leyes especiales, será castigado con tres meses de 
prisión a tres años de penitenciaría, inhabilitación especial de dos a cuatro 
años y multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 3.000 UR (tres mil 
unidades reajustables)". 


"ARTICULO 163. (Revelación de secretos).- El funcionario público que, con 
abuso de sus funciones, revelare hechos, publicare o difundiere documentos, 
por él conocidos o poseídos en razón de su empleo actual o anterior, que 
deben permanecer secretos, o facilitare su conocimiento, será castigado con 
suspensión de seis meses a dos años y multa de 10 UR (diez unidades 
reajustables) a 3.000 UR (tres mil unidades reajustables)". 


"ARTICULO 175. (Concepto de funcionario público).- A los efectos de este 
Código, se reputan funcionarios a todos los que ejercen un cargo o 
desempeñan una función retribuida o gratuita, permanente o temporaria, de 
carácter legislativo, administrativo o judicial, en el Estado, en el Municipio o 
en cualquier ente público o persona pública no estatal". 


“ARTICULO 177. (Omisión de los funcionarios en proceder a denunciar los 
delitos).- El Juez competente que, teniendo conocimiento de la ejecución de 
un delito, no interviniera o retardase su intervención, y el que no siendo 
competente, y el que no siendo competente, omitiere o retardare formular su 
denuncia, será castigado con la pena de tres meses a dieciocho meses de 
prisión. 


La misma pena se aplicará al funcionario policial que omitiera o retardare 
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formular la denuncia de cualquier delito de que tuviere conocimiento por 
razón de sus funciones, y a los demás funcionarios, en las mismas 
circunstancias, de los delitos que se cometieren en su repartición o cuyos 
efectos la repartición experimentara particularmente. 


Se exceptúan de la regla los delitos que sólo pueden perseguirse mediante 
denuncia del particular ofendido. 


Constituye circunstancia agravante especial, respecto de los funcionarios 
públicos y en relación a los hechos que se cometieren en su repartición, el 
hecho de que se trate de los delitos previstos en los 
artículos 153,155,156,157,158, 158 bis, 159, 160, 161, 162, 163 y 163 bis". 


"ARTICULO 179. (Calumnia y simulación de delito).- El que a sabiendas 
denuncia a la autoridad judicial o policial, o ante la Junta Asesora en Materia 
Económico Financiera del Estado o ante un funcionario público el cual tenga 
la obligación de dirigirse a tales autoridades, un delito que no se ha 
cometido, o que simule los indicios de un delito, en forma que proceda la 
iniciación de un procedimiento penal para su averiguación, será castigado 
con pena de tres meses de prisión a tres años de penitenciaria". 


Artículo 9.- Incorpóranse al Código Penal las siguientes disposiciones: 


"ARTICULO 158 bis. (Tráfico de influencias).- El que, invocando influencias 
reales o simuladas, solicita, recibe por sí mismo o por otro, para sí o para 
otro, provecho económico, o acepta su promesa, con el fin de influir 
decisivamente sobre un funcionario público para retardar u omitir un acto de 
su cargo, o por ejecutar un acto contrario al mismo, será castigado con tres 
meses de prisión a cuatro años de penitenciaria. 


La pena será reducida de un tercio a la mitad cuando se acepta la 
retribución, con el fin de influir decisivamente, para que el funcionario público 
ejercite un acto inherente a su cargo 


Se considerará agravante especial del delito la circunstancia de que el 
funcionario público, en relación al cual se invocan las influencias, fuere 
alguna de las personas comprendidas en los artículos 10 y 11 de la ley de 
prevención y lucha contra la corrupción". 


"ARTICULO 163 bis. (Utilización indebida de información privilegiada).- El 
funcionario público que, con el fin de obtener un provecho económico para sí 
o para un tercero, haga uso indebido de la información o de datos de 
carácter reservado que haya conocido en razón o en ocasión de su empleo, 
será castigado con tres meses de prisión a cuatro años de penitenciaria, 
inhabilitación especial de dos a cuatro años y multa de 10 UR (diez unidades 
reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades reajustables)". 


"ARTICULO 163 ter. (Circunstancias agravantes especiales).- articulos 153, 
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155, 156, 157, 158, 158 bis, 160, 161, 162, 163 y 163 bis: 


1%) Que el sujeto activo fuera alguna de las personas comprendidas en los 
artículos 10 y 11 de la ley de prevención y lucha contra la corrupción, 


2?) Que el sujeto activo haya obtenido, como consecuencia de cualquiera de 
estos delitos, un enriquecimiento patrimonial". 


"ARTICULO 163 quater. (Confiscación).- Tratándose de los delitos de los 
artículos 153, 155, 156,157, 158, 158 bis, 160, 161, 162, 163 y 163 bis, el 
Juez también podrá confiscar los objetos o valores patrimoniales que sean 
resultado directo o indirecto del delito, 


El producto de la confiscación pertenecerá al Estado, a cuyo efecto, y salvo 
lo dispuesto en el apartado siguiente, el Juez de la causa lo pondrá a 
disposición del Poder Ejecutivo, el que le dará el destino especial que la ley 
establezca. De no haber previsión especial se procederá a su venta y se 
destinará el importe a Rentas Generales. 


Lo dispuesto en la presente disposición regirá sin perjuicio de los derechos 
de los terceros de buena fe". 


CAPÍTULO V 


Declaración jurada de bienes e ingresos de las autoridades y funcionarios 
públicos 


Artículo 10.- El Presidente y el Vicepresidente de la República, los Ministros 
de Estado, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, del Tribunal de Cuentas y de la Corte Electoral, los 
Senadores, los Representantes Nacionales y los Intendentes Municipales 
deberán formular una declaración jurada de bienes e ingresos a cualquier título. 


Artículo 11.- También están comprendidos en la obligación del artículo 
precedente los funcionarios que se enumeran: 


A) Secretario y Prosecretario de la Presidencia de la República. 


B) Subsecretarios de Estado, Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación, Director y Subdirector de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, Director y Subdirector de la Oficina Nacional del Servicio Civil 
y Procurador General del Estado en lo Contencioso Administrativo. 


C) Miembros de los Tribunales de Apelaciones, Fiscales Letrados, Jueces, 
Actuarios y Alguaciles. 


D) Titulares de los cargos con jerarquía de Dirección General o Nacional e 
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Inspección General de los Ministerios. 


E) Director de Recaudación, Director Técnico Fiscal, Director de Sistemas de 
Apoyo, Director de Fiscalización y Director de Administración de la 
Dirección General Impositiva, dependiente del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


F) Miembros de la delegación uruguaya en la Comisión Técnica Mixta de 
Salto Grande. 


G) Miembros de la Junta del Instituto Nacional de Carnes y Director Nacional 
de Carnes. 


H) Miembros del Consejo Directivo del Servicio Oficial de Difusión, 
Radiotelevisión y Espectáculos. 


l) Decanos de las Facultades de la Universidad de la República y miembros 
de los Consejos de Educación Primaria, Secundaria y Técnico Profesional. 


J) Interventores de organismos e instituciones públicas oO privadas 
intervenidas por el Poder Ejecutivo. 


K) Secretarios y Prosecretarios de las Cámaras de Representantes y de 
Senadores y de la Comisión Administrativa, y Director y Subdirector de 
Protocolo del Poder Legislativo. 


L) Directores, Gerentes Generales, Subgerentes Generales de los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados y Gerentes de la banca estatal. 


LL) Tenientes Generales, Vicealmirantes, Generales, Contralmirantes y 
Brigadieres Generales en actividad, Jefes, Subjefes, Inspectores, 
Comisarios y Directores de Policía. 


M) Ediles de las Juntas Departamentales y sus correspondientes suplentes, 
los titulares de cargos políticos o de particular confianza de los órganos de 
los Gobiernos Departamentales, miembros de la Juntas Locales 
(artículo 288 de la Constitución de la República), así como los ciudadanos 
que hayan asumido las atribuciones de la Juntas Locales mientras sus 
autoridades no se designen. 


N) Representantes del Estado en los directorios de los organismos 
paraestatales y en las empresas de economía mixta. 


ÑN) Embajadores de la República, Ministros del Servicio Exterior y personal 
diplomático que se desempeñe como Cónsul o Encargado de Negocios, 
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con destino en el extranjero, 


O) Gerentes, Jefes de Compras y ordenadores de pago de todos los 
organismos públicos cualquiera sea la denominación de su cargo. 


P) La totalidad de funcionarios que ocupen cargos de particular confianza y 
aquellos que cumplan funciones de carácter inspectivo. 


Q) La totalidad de los funcionarios de la Dirección Nacional de Aduanas, 
dependientes de las Direcciones General del Despacho y Tributación 
Aduanera, Dirección General Contable y de Contralor, Dirección General 
de Vigilancia y Operaciones de la Capital, Dirección General del Interior, 
Junta de Aranceles e Inspección General de Servicios. 


Artículo 12.- Dicha declaración jurada contendrá una relación precisa y 
circunstanciada de los bienes muebles e inmuebles e ingresos propios del 
declarante, de su cónyuge, de la sociedad conyugal que integra, de las 
personas sometidas a su patria potestad, tutela o curatela; de la participación 
que posea en sociedades nacionales o extranjeras, personales con o sin 
personalidad jurídica, en sociedades de responsabilidad limitada, anónimas o 
en comandita por acciones o "holdings", así como de aquellas sociedades en 
las que desempeñe el cargo de Director o Gerente, y de los bienes de que 
dispongan el uso exclusivo, y de los ingresos del declarante y su cónyuge. 


En su caso, dicha declaración jurada deberá ser suscrita por el cónyuge, en 
lo referente a los ingresos y bienes de su pertenencia. 


Se especificará el título y fecha de la última procedencia dominial de cada 
uno de los bienes en propiedad, alquiler o uso, monto y lugar de depósitos de 
dinero y otros valores en el país o en el exterior. 


Se incluirán, asimismo, rentas, sueldos, salarios o beneficios que se 
continúen percibiendo. 


Las declaraciones se presentarán en sobre cerrado ante la Junta, La Junta 
abrirá los sobres conteniendo las declaraciones del Presidente y 
Vicepresidente de la República y dispondrá su publicación en el Diario Oficial. 


Artículo 13.- Para la presentación de la declaración jurada inicial se dispondrá 
de un plazo de treinta días. Este plazo comenzará a computarse una vez 
cumplidos sesenta días de ejercicio ininterrumpido del cargo. 


Para la primera declaración jurada a partir de la promulgación de la presente 
ley regirá lo dispuesto en el artículo 38. 


Las declaraciones subsiguientes se formularán cada dos años contados a 
partir de la respectiva declaración inicial, siempre que el funcionario continuare 
en el ejercicio del cargo. Toda vez que cesare en el mismo deberá presentar 
una declaración final dentro de los treinta días del cese. 
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Artículo 14.- La Junta llevará un registro de las declaraciones juradas de los 
funcionarios referidos en la presente ley y expedirá los certificados de haber 
recibido las mismas. 


La Junta proporcionará los instructivos o formularios que correspondan para 
la correcta declaración jurada. 


Las declaraciones se conservarán por un período de cinco años contados a 
partir del cese del funcionario en su cargo o su fallecimiento. Vencido el mismo, 
procederá a su destrucción, labrándose acta notarial de dicho acto, salvo que el 
interesado hubiera solicitado su devolución, en cuyo caso se le entregará. 


Artículo 15.- La Junta tendrá a su cargo la custodia de las declaraciones 
juradas que reciba en cumplimiento de la presente ley, y sólo procederá a su 
apertura: 


A) A solicitud del propio interesado o por resolución fundada de la Justicia 
Penal. 


B) De oficio, cuando la Junta así lo resuelva en forma fundada, por mayoría 
absoluta de votos de sus miembros. También cuando se haya incurrido en 
alguna de las situaciones previstas en los numerales 2) y 3) del artículo 17 
de la presente ley, si la Junta lo entendiera procedente en el curso de una 
investigación promovida ante la misma. 


Artículo 16.- En caso de no presentación de la declaración jurada en los 
plazos previstos por el artículo 13 de la presente ley, la Junta cursará aviso a 
los funcionarios omisos. Si en los quince días posteriores no cumplieran con la 
obligación o no justificaran un impedimento legal, la Junta publicará en el Diario 
Oficial y en un diario de circulación nacional el nombre y cargo de los 
funcionarios que hayan omitido realizar la declaración dispuesta en los 
artículos 10 y 11 de la presente ley, sin perjuicio de lo que se establecerá en el 
artículo siguiente. 


Artículo 17.- Se considerará falta grave a los deberes inherentes a la función 
pública: 


1) La no presentación de la declaración jurada al cabo del trámite previsto en 
el artículo anterior. 


2) La inclusión en la declaración jurada inicial de cada declarante de bienes y 
valores patrimoniales pertenecientes a terceros o inexistentes. 


3) La ocultación en las declaraciones juradas subsiguientes de bienes que se 
hubieran incorporado al patrimonio del declarante o de las restantes 
personas a que refiere el artículo 12 de la presente ley, 
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De producirse la modalidad prevista en los numerales 2) y 3) de este artículo, 
la Junta iniciará las acciones previstas en el numeral 3) del artículo 4* de la 
presente ley. 


Artículo 18.- Si durante el año electoral se formula una denuncia o se 
procede a la apertura del sobre por cualquiera de las causales indicadas en el 
artículo 15 de la presente ley, referente a un funcionario que se postule a 
cualquier cargo electivo, el interesado podrá urgir a la Junta a que dicte la 
resolución con una anticipación de, por lo menos, treinta dias al acto 
eleccionario. La Junta no recibirá denuncias dentro de los noventa días 
anteriores al acto eleccionario, 


Artículo 19.- El Poder Ejecutivo y los titulares de los distintos organismos a 
los que alcanzare esta ley deberán comunicar a la Junta los nombres de todas 
las personas que a la fecha de su promulgación estén comprendidas en los 
artículos 10 y 11 de la presente ley. Asimismo deberán comunicar dentro de los 
treinta días de acaecidas las alteraciones que se produzcan en dicha nómina. 


CAPITULO VI 
Aspectos administrativos 


Artículo 20.- Los funcionarios públicos deberán observar estrictamente el 
principio de probidad, que implica una conducta funcional honesta en el 
desempeño de su cargo con preeminencia del interés público sobre cualquier 
otro. 


El interés público se expresa en la satisfacción de necesidades colectivas de 
manera regular y continua, en la buena fe en el ejercicio del poder, en la 
imparcialidad de las decisiones adoptadas, en el desempeño de las 
atribuciones y obligaciones funcionales, en la rectitud de su ejercicio y en la 
idónea administración de los recursos públicos. 


Artículo 21.- Los funcionarios públicos observarán los principios de respeto, 
imparcialidad, rectitud e idoneidad y evitarán toda conducta que importe un 
abuso, exceso o desviación de poder, y el uso indebido de su cargo o su 
intervención en asuntos que puedan beneficiarlos económicamente o beneficiar 
a personas relacionadas directamente con ellos, 


Toda acción u omisión en contravención del presente artículo hará incurrir a 
sus autores en responsabilidad administrativa, civil o penal, en la forma 
prescripta por la Constitución de la República y las leyes. 


Artículo 22.- Son conductas contrarias a la probidad en la función pública: 


1) Negar información o documentación que haya sido solicitada en 
conformidad a la ley. 


2) Valerse del cargo para influir sobre una persona con el objeto de conseguir 
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un beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero. 


3) Tomar en préstamo o bajo cualquier otra forma dinero o bienes de la 
institución, salvo que la ley expresamente lo autorice. 


4) Intervenir en las decisiones que recaigan en asuntos en que haya 
participado como técnico. Los funcionarios deberán poner en conocimiento 
de su superior jerárquico su implicancia en dichos asuntos, para que éste 
adopte la resolución que corresponda. 


5) Usar en beneficio propio o de terceros información reservada o privilegiada 
de la que se tenga conocimiento en el ejercicio de su función. 


Artículo 23.- Los funcionarios públicos que cumplen funciones en las 
reparticiones encargadas de la adquisición de bienes y servicios deberán rotar 
periódicamente en la forma que establezca la respectiva reglamentación. 


La rotación se hará sin desmedro de la carrera administrativa. 


Artículo 24.- Las normas de la presente ley no obstarán a la aplicación de las 
leyes que afecten a los funcionarios de la Administración Pública, cuando éstas 
prescriban exigencias especiales o mayores a las que surgen de su texto. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las normas de la presente 
ley constituirán, además, criterios interpretativos del actuar de los órganos de la 
Administración Pública en las materias de su competencia. 


Artículo 25.- Créase una Comisión Honoraria de seis miembros integrada por 
un representante de la Junta, que la presidirá, un representante del Ministerio 
de Economía y Finanzas, un representante de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, un representante del Tribunal de Cuentas, un representante de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil y un representante de la organización más 
representativa de los funcionarios públicos, con el cometido de elaborar 
propuestas de actualización y ordenamiento legislativo y administrativo en 
materia de transparencia en la contratación pública, así como respecto de los 
conflictos de intereses en la función pública. Esta Comisión tendrá un plazo de 
ciento ochenta dias para expedirse. 


Artículo 26.- Los Directores o Directores Generales de los Entes Autónomos 
y Servicios Descentralizados no podrán intervenir como directores, 
administradores o empleados en empresas que contratan obras o suministros 
en el Ente Autónomo o Servicio Descentralizado cuyo Directorio o Dirección 
General integren. 


Artículo 27.- El Ministerio de Educación y Cultura coordinará con los Entes de 
enseñanza la implementación de cursos de instrucción en los correspondientes 
niveles de la educación sobre los diferentes aspectos a que refiere la presente 
ley, debiendo poner énfasis en los derechos y deberes de los ciudadanos frente 
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a la Administración y las responsabilidades de las autoridades y funcionarios 
públicos. 


Artículo 28.- Las entidades públicas tendrán programas de formación para el 
personal que ingrese, y uno de actualización cada tres años, los cuales 
contemplarán aspectos referentes a la moral administrativa, incompatibilidades, 
prohibiciones y conflictos de intereses en la función pública, además de los 
otros aspectos a los que refiere la presente ley. 


Será obligación de los funcionarios públicos la asistencia a estos cursos y el 
tiempo que insuman se imputará al horario del funcionario. 


Cométese a la Comisión y a la Oficina Nacional del Servicio Civil, la 
preparación de material didáctico que se pondrá al alcance de las diversas 
entidades públicas. 


CAPÍTULO Vil 
Ámbito internacional 


Artículo 29. (Cohecho y soborno transnacionales).- El que para celebrar o 
facilitar un negocio de comercio exterior uruguayo ofrece u otorga en el país o 
en el extranjero, siempre que concurran las circunstancias previstas en el 
numeral 5” del artículo 10 del Código Penal, a un funcionario público de otro 
Estado, dinero u otro provecho económico, por sí mismo o para otro, para sí 
mismo o para otro, será castigado con una pena de tres meses de prisión a tres 
años de penitenciaría. 


Artículo 30. (Blanqueo de dinero).- El que obstaculizare la identificación del 
origen, la investigación, la incautación o la confiscación del dinero u otros 
valores patrimoniales a sabiendas que provienen de alguno de los delitos 
establecidos en los artículos 156, 158, 158 bis, 160, 161, 162, 163, 163 bis y 
163 ter del Código Penal, o del delito establecido en el artículo 29 de la 
presente ley, será castigado con una pena de tres meses de prisión a seis años 
de penitenciaria. 


Artículo 31.- El proceso de extradición por hechos previstos como delito en la 
presente ley se rige por las normas de los Tratados o Convenciones 
Internacionales ratificados por la República; que se encuentren en vigor. En 
ausencia de dichos instrumentos, se aplicarán las normas del Código Penal, 
del Código del Proceso Penal y las especiales previstas en los artículos 
siguientes. 


Artículo 32.- La extradición por hechos previstos en la presente ley no es 
procedente cuando la pena impuesta sea inferior a dos años de privación de 
libertad y la parte de la sentencia que aún resta por cumplir sea inferior a seis 
meses. Si se tratare de personas requeridas para ser juzgadas, cuando el 
mínimo de la pena que la ley extranjera prevé para el delito sea inferior a seis 
meses, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 54 del Código Penal. 
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Artículo 33.- El hecho de que el dinero o provecho económico que resulte de 
alguno de los delitos establecidos en los artículos 156, 158, 158 bis, 160, 161, 
162, 163, 163 bis y 163 ter del Código Penal o del delito establecido en el 
artículo 29 de la presente ley, hubiese sido destinado a fines políticos o el 
hecho de que se alegue que ha sido cometido por motivaciones o con finalidad 
política, no basta por sí solo para considerar dicho acto como delito político. 


Artículo 34.- Las solicitudes de cooperación jurídica penal internacional 
provenientes de autoridades extranjeras para la investigación o enjuiciamiento 
de hechos previstos como delitos en la presente ley, que se refieran a 
asistencia jurídica de mero trámite, probatoria, cautelar o de inmovilización, 

- confiscación o transferencia de bienes, se recibirán y darán curso por la 
Asesoría Autoridad Central de Cooperación Jurídica Internacional dependiente 
de la Dirección de Cooperación “Jurídica Internacional y de Justicia del 
Ministerio de Educación y Cultura. Esta remitirá las respectivas solicitudes a las 
autoridades jurisdiccionales o administrativas nacionales competentes para su 
diligenciamiento. 


Los Jueces diligenciarán la solicitud de cooperación de acuerdo a leyes de la 
República. 


Salvo el caso de medidas de naturaleza cautelar o de inmovilización, 
confiscación o transferencia de bienes, la cooperación se prestará sin entrar a 
examinar si la conducta que motiva la investigación o el enjuiciamiento 
constituye o no un delito conforme al derecho nacional. 


Las solicitudes relativas a registro, levantamiento del secreto bancario, 
embargo, secuestro y entrega de cualquier objeto se someterán a la ley 
procesal y sustantiva de la República. 


Las solicitudes podrán ser rechazadas cuando afecten en forma grave el 
orden público, así como la seguridad u otros intereses esenciales de la 
República. 


El pedido de cooperación formulado por una autoridad extranjera importa el 
conocimiento y aceptación de los principios enunciados en este artículo. 


Articulo 35.- Créase la Sección de Cooperación Jurídico Penal Internacional 
dentro de la Asesoria Autoridad Central de Cooperación Jurídica Internacional 
dependiente de la Dirección de Cooperación Jurídica Internacional y de Justicia 
del Ministerio de Educación y Cultura. 


Artículo 36.- Las solicitudes extranjeras del levantamiento del secreto 
bancario para la investigación o enjuiciamiento de hechos previstos como delito 
en la presente ley, se someterán a la ley procesal y sustantiva de la República. 


Para que proceda el levantamiento del secreto bancario, debe tratarse, en 
cualquier caso, de delitos previstos en el derecho nacional y la solicitud deberá 
provenir de autoridades jurisdiccionales. 
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El Estado requirente queda obligado a no utilizar las informaciones 
protegidas por el secreto bancario que recibe, para ningún fin ajeno al 
establecido en la solicitud. 


CAPÍTULO VIII 
Disposiciones finales 
Artículo 37.- Derógase el Decreto-Ley N* 14,900, de 31 de mayo de 1979. 


Artículo 38. (Disposición transitoria).- El Poder Ejecutivo deberá nombrar los 
integrantes de la Junta Asesora en Materia Económico Financiera del Estado 
dentro de los treinta días contados a partir de la promulgación de la presente 
ley. Dentro de los sesenta días contados a partir de la instalación de la Junta, 
ésta deberá proporcionar los instructivos o formularios que correspondan para 
la presentación de la declaración jurada. 


Los funcionarios públicos comprendidos en los artículos 10 y 11 de la 
presente ley deberán presentar las primeras declaraciones juradas en un plazo 
de treinta días, contados a partir de la fecha de la primera publicación de los 
instructivos del Diario Oficial, siempre que hayan cumplido sesenta días de 
ejercicio ininterrumpido del cargo. En caso contrario, el plazo de treinta días 
comenzará a computarse una vez cumplidos los sesenta días de ejercicio 
ininterrumpido del cargo. 


A la fecha de la primera publicación de los instructivos en el Diario Oficial, la 
Junta deberá tener a disposición de los funcionarios públicos los formularios 
necesarios para la presentación de la declaración jurada. 
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Ley N* 17.228, 
de 7 de enero de 2000 


CAPÍTULO | 
NORMAS GENERALES 


Artículo 1*.- Los contratos de prendas sin desplazamiento quedan sujetos a 
las siguientes disposiciones, a las del Código Civil y al Decreto-Ley N* 14.701, 
de 12 de setiembre de 1977, (Títulos Valores) en cuanto no se opongan a la 
presente ley. 


Artículo 2*.- El dador conservará la tenencia de la cosa objeto de la prenda 
en nombre del acreedor. Sus deberes y responsabilidades civiles se regirán por 
las disposiciones del Título XIIl de la parte 2da. del Libro 4* del Código Civil, sin 
perjuicio de lo que disponen los artículos de la presente ley. 


Artículo 3%. - Podrá ser objeto de prenda sin desplazamiento todo bien o 
derecho concretamente identificable. Entre otros, se podrán prendar los 
semovientes y, en general, cualquier animal de producción y trabajo, 
cardúmenes y sus productos; los bienes muebles afectados a una explotación 
rural, comercial o industrial, como instalaciones, máquinas y útiles; los frutos 
agrícolas; las plantaciones frutícolas y hortícolas; los minerales; los derechos a 
obtener prestaciones de dar, hacer o no hacer; los derechos de propiedad 
intelectual y otros bienes incorporales, incluso los créditos; los vehículos 
automotores; los bosques; los establecimientos comerciales e industriales en 
cuyo caso, salvo pacto en contrario, quedarán comprendidos los bienes 
concretos que los integran, con excepción de las mercaderías, materias primas 
y productos elaborados para su venta. 


Podrá pactarse expresamente que queden comprendidos en la prenda los 
bienes que ingresen al patrimonio del dador, sustituyendo o complementando a 
los originalmente designados, y se hallen en el mismo lugar fisico de aquéllos. 


Quedarán comprendidos en la prenda los frutos de los bienes o derechos 
prendados, salvo pacto en contrario. 


El derecho de preferencia y la acción ejecutiva se extenderá sobre las 
indemnizaciones de los seguros correspondientes. 


Artículo 4*.- Los contratos de prendas sin desplazamiento se inscribirán en el 
Registro Nacional de Prendas sin Desplazamiento, excepto los siguientes: 


A) Vehiculos automotores, en el Registro Nacional de Automotores. 


B) Los establecimientos comerciales e industriales, en el Registro Nacional de 
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" Comercio. 


C) Derechos de propiedad industrial, en la Dirección Nacional de la Propiedad 
Industrial. 


D) Bosques, en el Registro General de Bosques de la Dirección Forestal del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Literal d) derogados por: Ley N' 17.298 de 21/02/2001 artículo 301. 


A efectos de la inscripción de prendas sin desplazamiento sobre 
establecimientos industriales o comerciales deberá individualizarse la 
denominación o nombre comercial del mismo si lo tuviere, domicilio, giro 
principal, número de inscripción en el Banco de Previsión Social, en la 
Dirección General Impositiva o en la institución que corresponda y todo otro 
elemento que contribuya a su identificación precisa. 


Artículo 5” - Las prendas sin desplazamiento podrán constituirse a favor de 
cualquier acreedor para garantizar todo tipo de obligaciones del propietario del 
bien que se da en prenda o de terceros. 


Artículo 6”.- Los bienes afectados en prenda, garantizarán al acreedor las 
obligaciones adeudadas hasta su cancelación, los intereses que correspondan, 
y eventualmente, las costas y costos. 


Artículo 7%. - Las prendas que regula la presente ley deberán constar por 
escrito y no serán oponibles a terceros sino a partir de su inscripción registral, 
dispuesta por el artículo 4*. 


Artículo 8*.- En el contrato de prenda se consignará el lugar de ubicación de 
los bienes prendados, los que no podrán ser trasladados fuera del mismo sin 
comunicar el traslado al Registro y dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso 
cuarto del artículo 32 de la Ley N* 16.871, de 28 de setiembre de 1997. 


Artículo 9*.- El dador que de cualquier manera ocultare los bienes prendados 
o los trasladare con el fin de eludir la ejecución de los mismos será castigado 
con pena de 3 (tres) meses a 4 (cuatro) años de penitenciaría. 


Artículo 10.- Los bienes prendados podrán ser vendidos haciéndose constar 
dicha circunstancia pero no se podrá hacer la tradición de los mismos al 
comprador sin previo pago al acreedor de todo lo adeudado, salvo 
consentimiento expreso del mismo que deberá constar por escrito, 
registrándose el cambio del titular en el Registro de Prenda correspondiente. 


Tratándose de automotores, también se requerirá el consentimiento del 
acreedor para su reempadronamiento, en cuyo caso el Registro originario 
tomará nota de la autorización. Las autoridades municipales no autorizarán la 
transferencia ni el reempadronamiento de automotores sin que se acredite 
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mediante certificado que éstos están libres de prenda o que se hayan inscripto 
las autorizaciones pertinentes, los cambios de titularidad y ¡a reinscripción de la 
prenda, según corresponda. 


Artículo 11.- El dador que sin justa causa abandone las cosas prendadas a 
favor del acreedor, será castigado con pena de 3 (tres) a 15 (quince) meses de 
prisión, sin perjuicio de las responsabilidades que en tales casos incumben al 
depositario de acuerdo con las leyes comunes y de darse por vencido el plazo 
pactado para el cumplimiento de las obligaciones, habilitándose la ejecución de 
los bienes. 


Artículo 12.- El dador que disponga de las cosas prendadas en violación de lo 
dispuesto por el artículo 10 de la presente ley, o que constituya prenda sobre 
bienes ajenos como propios, o sobre éstos como libres estando gravados, será 
castigado con pena de 3 (tres) meses de prisión a 4 (cuatro) años de 
penitenciaría. 


Artículo 13 .- Constituye circunstancia agravante especial de los delitos 
mencionados en los artículos 11 y 12 de la presente ley, el monto del perjuicio 
causado al acreedor. 


CAPÍTULO Il 
NORMAS PROCESALES 


Artículo 14.- En caso de no pago de capital o intereses al vencimiento o si el 
crédito fuese amortizable, en caso de atraso en el pago de una cuota o del 
pago de las cuotas expresamente pactadas, sea de capital o intereses, el 
acreedor, previa intimación notarial, judicial o por telegrama colacionado, que 
efectuará al deudor con plazo de tres días hábiles, podrá proceder a la 
ejecución de los bienes prendados. 


Artículo 15. (Ejecución judicial).- Para la ejecución de los créditos referidos en 
el artículo precedente, el acreedor presentará al Juez el contrato o documento 
del que surja su derecho de crédito y la constancia de intimación practicada al 


deudor y al dador si fuera persona distinta de aquél. Será de aplicación lo. 


dispuesto en el artículo 377 y siguientes del Código General del Proceso en lo 
que no se oponga a lo establecido en esta ley. No son de aplicación a la 
ejecución de los créditos comprendidos en la presente ley, los términos y 
trámites del juicio ejecutivo, 


El Juez dispondrá la ejecución, mandando cumplir las medidas cautelares 
solicitadas. Con posterioridad al cumplimiento de dichas medidas se notificará 
de todo lo actuado al dador y al deudor. 


Artículo 16. (Desapoderamiento).- El ejecutante podrá acompañar con la 
demanda, o posteriormente, fianza bancaria o certificado de depósito de titulos 
de deuda pública en el Banco de la República Oriental del Uruguay, por el 
importe que establezca el Juez, para asegurar la reparación de los daños y 
perjuicios que pudieran producirse al deudor o al dador por el 
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desapoderamiento del bien prendado. En tal caso podrá solicitar mandamiento 
de apremio, que deberá decretarse por el Juez y no admitirá recurso alguno 
aun cuando se hubieran interpuesto excepciones admisibles. La garantía no 
será necesaria cuando el desapoderamiento se requiera con posterioridad a 
que quede firme la sentencia que disponga la ejecución. 


Artículo 17. (Procedimiento en vía de apremio).- Dentro de los 6 (seis) días 
siguientes a la notificación, el deudor podrá oponer las excepciones de pago o 
inhabilidad del título por falta de los requisitos esenciales para su validez, en 
este último caso sólo cuando la inhabilidad surja del propio documento. En 
todos los casos, la interposición de las excepciones sólo se admitirá si ella se 
acompaña de la prueba correspondiente, la que sólo podrá ser de naturaleza 
documental. 


El tribunal rechazará sin sustanciar, pudiendo hacerlo liminarmente, cualquier 
otra excepción o cualquiera de las excepciones mencionadas que no se 
acompañe de la prueba documental en que se funde. 


El tribunal también rechazará sin más trámite, pudiendo hacerlo 
liminarmente, cualquier otro escrito o solicitud que pueda entorpecer o dilatar el 
procedimiento de ejecución aquí referido. 


Sólo será apelable en el procedimiento de apremio que aquí se regula la 
resolución que rechaza las excepciones opuestas. Ejecutoriada la sentencia 
contra el deudor, el acreedor podrá requerir la entrega de la cosa, disponiendo 
a tal efecto el Juez su desapoderamiento sin más trámite, a efectos de su 
ulterior ejecución. 


CAPÍTULO Il 
DEROGACIONES 


Artículo 18.- Quedan derogadas todas las disposiciones de las Leyes 
N* 5.649, de 21 de marzo de 1918, N* 8.292, de 24 de setiembre de 1928 y 
N?* 12.367, de 8 de enero de 1957, de prenda sin desplazamiento. 


Las normas sobre esta clase de prendas contenidas en la Ley N” 15.939, de 
28 de diciembre de 1987 (Forestal) y las disposiciones de la Ley N* 16.871, de 
28 de setiembre de 1997 (Registral), quedan vigentes en todo lo que no se 
oponga a la presente ley. 
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Ley N* 17.555, 
de 18 de setiembre de 2002 


Artículo 19. (Iniciativa).- Facúltase al Estado, los Entes Autónomos, los 
Servicios Descentralizados y los Gobiernos Departamentales a recibir 
iniciativas relativas a actividades susceptibles de ser ejecutadas directamente 
por los organismos referidos o de ser concesionadas de acuerdo con las 
normas constitucionales y legales en vigencia, sea a impulso de parte o 
mediante invitación de oficio. 


A tal efecto, la reglamentación establecerá las condiciones y requisitos a 
ser cumplidos por la Administración y los particulares en relación con la 
presentación de iniciativas y otorgamiento de concesiones u otros mecanismos 
en virtud de dicho régimen. 


El procedimiento y los derechos de los promotores de la iniciativa se 
ajustarán a las siguientes bases: 


A) En la fase de presentación de la iniciativa, el promotor asumirá los riesgos 
de su elaboración y no percibirá contraprestación alguna. La Administración 
dispondrá de un plazo máximo de 90 días para examinarla y mientras no la 
acepte, toda la información relativa a la iniciativa será confidencial. 


B) En caso de ser aceptada la iniciativa por la Administración, ésta levantará la 
confidencialidad y requerirá los estudios de factibilidad, los que serán llevados 
a cabo por el promotor a su cargo y controlados en su calidad, costo y plenitud 
por la misma Administración. En caso de que por cualquier causa el promotor 
no realice los estudios de factibilidad, la Administración podrá realizarlos por sí 
o contratarlos conforme a los procedimientos de contratación que corresponda, 
perdiendo aquél todo derecho a recibir contraprestación o beneficio alguno. 


C) Cumplida dicha etapa a satisfacción de la Administración, ésta dispondrá de 
un plazo máximo de 120 días, contado a partir de la conformidad prestada a los 
estudios de factibilidad, para convocar a audiencia pública, llamar a licitación o 
promover el procedimiento competitivo que se determine por razones de buena 
administración. Si no lo hiciera, el promotor de la iniciativa mantendrá todos los 
derechos sobre la misma por un período de dos años. 


D) El procedimiento competitivo y el contrato respectivo podrá adjudicarse por 
subasta pública, cuando el proyecto generado por la iniciativa tenga un objeto 
preciso y concreto que permita determinar y uniformar, en forma previa, los 
requisitos básicos y esenciales que deberán acreditar y cumplir todos los 
eventuales oferentes. 


E) Adoptada por la Administración la decisión de someter la iniciativa a 
cualquiera de los procedimientos competitivos señalados, la iniciativa quedará 
transferida de pleno derecho a la Administración. 
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F) Si el promotor se presentare al procedimiento competitivo solo o integrado a 
un consorcio o sociedad, tendrá como única compensación el derecho a 
beneficiarse con un porcentaje no menor al 5% (cinco por ciento) ni mayor al 
20% (veinte por ciento) sobre el valor ofertado, que deberá ser precisado en el 
pliego de condiciones particulares de acuerdo con la complejidad de la 
iniciativa. Asimismo, el promotor de la iniciativa no deberá abonar los pliegos 
del procedimiento competitivo correspondiente. Si la oferta del promotor, 
considerando el beneficio respectivo, no resultara ganadora, el promotor podrá 
solicitar que se promueva un proceso de mejora de oferta en un plazo que no 
excederá el término original que se hubiere otorgado para el procedimiento 
competitivo previsto, ¿ 


G) Si el promotor resolviese no presentarse al procedimiento competitivo, 
tendrá como única compensación el derecho al cobro de una compensación 
por única vez equivalente al costo efectivamente incurrido y comprobado en la 
etapa previa, conforme los criterios y máximos que establezca la 
reglamentación. La compensación referida será abonada por el adjudicatario en 
la forma que se establezca en el pliego de condiciones particulares. 


Artículo 20.- En el caso en que la iniciativa refiera a un bien o servicio 


con destino turístico, la presentación de la misma se realizará ante el Ministerio 
de Turismo o el Gobierno Departamental que corresponda. El receptor deberá 
seguir el procedimiento previsto en el artículo 19 de la presente ley, en forma 
conjunta con el organismo o institución propietaria del bien. 
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Ley N* 18.187, 
de 2 de noviembre de 1987 


Artículo 1*.- Las tierras de propiedad del Estado, entes autónomos, servicios 
descentralizados y organismos públicos en general, que -por su ubicación, 
superficie y características agrológicas resulten económicamente apropiadas 
para la formación de colonias, de acuerdo con lo establecido por la Ley 
N* 11.029, de 12 de enero de 1948, y que no estén afectadas a destinos 
específicos conforme con el principio de especialidad del organismo respectivo, 
tendrán prioridad para ser colonizadas. 


A tal fin, las precitadas personas públicas, en un plazo de noventa días 
contados desde la promulgación de la presente ley, deberán ceder la 
administración o transferir la propiedad de dichas tierras al Instituto Nacional de 
Colonización, cualquiera sea su estado de ocupación, uso de la tierra o 
situación contractual, 


Los importes que el ente perciba por la ocupación de esos inmuebles serán 
volcados a los organismos propietarios, una vez deducidos los gastos y 
comisiones, que no podrán exceder el 10% (diez por ciento) de los mismos. 


Artículo 2*.- Derógase el Artículo 324 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 
1986. 


Artículo 3*.- En un plazo de un año a partir de la promulgación de la presente 
ley el Instituto Nacional de Colonización procederá a vender toda fracción que, 
por sus características, no atienda la acción colonizadora tal cual está 
establecida en la Ley N” 11,029, de 12 de enero de 1948. 


Artículo 4%.- Toda vez que a solicitud de un colono propietario y cumplidos los 
extremos requeridos en el Artículo 70 en la redacción dada por el Artículo 15 de 
la presente ley, y en los artículos 73 y 146 de la Ley N* 11.029, de 12 de enero 
de 1948, se declare desafectada o salida de administración una fracción de 
Colonización, el interesado deberá abonar al Instituto Nacional de Colonización 
el 10% (diez por ciento) del valor de tasación actual del campo. 


Artículo 5” - Facúltase al Instituto Nacional de Colonización a ofrecer en 
venta a plazo a los colonos las fracciones que ocupan, siempre que se cumplan 
las siguientes condiciones: 


A) Tengan más de cinco años como arrendatarios. 


B) El informe técnico demuestre que tienen posibilidades reales de acceder al 
plan de ventas. 
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De cumplirse las condiciones, la negativa de compra por parte del colono 
habilitará al Directorio con el voto conforme de cuatro de sus integrantes, a fijar 
una nueva renta superior a la actual y similar a la del mercado, 


Artículo 6*.- El Instituto Nacional de Colonización promoverá con la anuencia 
del Poder Ejecutivo la creación de fideicomisos u otros procedimientos, con el 
objetivo de obtener fondos para la compra de tierras. Asimismo, facúltase a la 
securitización de sus ingresos, 


Artículo 7”.- La Comisión Honoraria pro Erradicación de la Vivienda Rural 
Insalubre dará prioridad a la incorporación de viviendas y de unidades 
productivas en las nuevas colonias que se instalen en el marco de la presente 
ley, así como en las colonias e inmuebles existentes que carezcan de vivienda 
decorosa. 


Artículo 8?.- La Administración Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas 
realizará las obras de electrificación rural necesarias para abastecer a las 
nuevas colonias que se instalen, así como a las existentes. 


Artículo 9*.- El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca apoyará, con los 
proyectos que se encuentren en ejecución bajo su responsabilidad, el 
desarrollo de las nuevas colonias. 


Articulo 10.- El Instituto Nacional de Colonización coordinará con las 
Intendencias Municipales o con los organismos competentes del Gobierno 
Nacional, según se trate de planes u obras de jurisdicción departamental o 
nacional, todo lo referente a la planificación, financiación y ejecución de la 
caminería y de las obras necesarias para dar fácil acceso a los predios 
colonizados, priorizando las regiones de menor desarrollo y con menor 
densidad poblacional. 


Artículo 11.- La Oficina de Planeamiento y Presupuesto coordinará a solicitud 
del Instituto Nacional de Colonización las acciones que permitan la prestación 
efectiva de servicios de salud, transporte, educación y telefonía. 


Artículo 12.- Dentro de los ciento ochenta días de promulgada la presente 
ley, se creará en cada departamento un Consejo Consultivo de Colonización, 
en el marco de los Consejos Agropecuarios, creados por la Ley N* 18.126, de 
12 de mayo de 2007. 


Los citados Consejos cumplirán funciones de asesoramiento y apoyo, 
coordinando además las acciones con centros de investigación, mesas de 
colonos, instituciones de enseñanza y otras entidades con influencia en cada 
zona, que sean necesarias a los efectos del plan de repoblamiento. 


Artículo 13.- Las adjudicaciones de fracciones se realizarán siguiendo lo 
preceptuado en los artículos 59 y 60 de la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 
1948, estableciéndose que a los fines de la presente ley se deberá dar especial 
prioridad a las familias integradas por personas jóvenes y con niños en edad 
escolar así como a los pequeños productores organizados, trabajando en 
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grupo, que ya estén realizando explotaciones asociativas de la tierra, que 
exploten áreas insuficientes y/o con tenencias precarias. 


Artículo 14.- Deróganse los artículos 10 y 34 de la Ley N* 11.029, de 12 de 
enero de 1948. 


Artículo 15.- Sustitúyense los artículos 28, 35, 70, 71 y 101 de la Ley 
N? 11.029, de 12 de enero de 1948, por los siguientes: 


"ARTÍCULO 28.-Antes de comprar, expropiar o tomar en arrendamiento o en 
administración la tierra a colonizarse, se procederá por parte de los servicios 
del Instituto Nacional de Colonización (INC) a la tasación del inmueble y al 
estudio de la posibilidad de una explotación económica regular de la misma 
que justifique la operación, teniendo en cuenta que el predio se encuentre 
situado en zonas donde los costos de producción y distribución sean 
económicamente viables, y que el plan de cultivos o crianzas responda a 
posibilidades de orden natural y técnico, y a una demanda normal o 
previsible de sus producciones en los mercados interno y externo. 


No será de aplicación el decreto-ley N” 14.982, de 24 de diciembre de 
1979, en las enajenaciones en que intervenga el INC como comprador o 
vendedor". 


ARTÍCULO 35.- Todo propietario, antes de enajenar un campo de una 
extensión igual o superior al equivalente a 500 hectáreas de índice de 
productividad CONEAT 100 está obligado a ofrecerlo, en primer término al 
Instituto Nacional de Colonización (INC), el que tendrá preferencia para la 
compra por igual valor y plazo de pago. 


Asimismo, en toda transacción mayor a 1.500 hectáreas CONEAT 100, el 
INC podrá optar por comprar hasta un 20% (veinte por ciento) del campo, el 
que deberá ser en una sola fracción cuyo índice CONEAT sea similar al 
promedio del índice CONEAT total involucrado en la operación original, no 
pudiendo la diferencia entre ambos índices CONEAT ser mayor a un 10% 
(diez por ciento). Si fuere necesario proceder a un fraccionamiento para esta 
operación los gastos correrán por cuenta del INC. A las fracciones así 
obtenidas por el INC sólo accederán empleados de explotaciones 
agropecuarias o grupos de éstos 


La obligación preceptuada por el inciso primero regirá también en el caso 
de enajenaciones forzosas y en aquellas en las cuales la contraprestación 
del adquirente consista total o parcialmente en la entrega de acciones, 
valores, u otros bienes, muebles o inmuebles. 


El ofrecimiento no podrá condicionarse o ligarse a otras operaciones tales 
como la compra de semovientes, útiles, herramientas u otros bienes; y, en 
todos los casos, deberá consignarse el precio que se hubiere pactado o, en 
su caso, estimar en moneda nacional el valor que la parte vendedora asigna 
a la contraprestación del adquirente, estimación que no podrá superar el 
valor real fijado al inmueble por la Dirección Nacional de Catastro, y que 
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representará la suma mediante la cual el INC podrá adquirirlo. 


No regirá con respecto al Ente, la necesidad de seña de especie alguna 
como garantía de ejecución del contrato que se hubiere podido pactar. 


El propietario que, con posterioridad a la vigencia de esta ley, haya 
fraccionado un campo que reúna alguna de las condiciones establecidas en 
el inciso primero deberá, asimismo, ofrecer previamente al INC cada una de 
las parcelas que proyecta enajenar, aunque aisladamente consideradas no 
alcancen el mínimo de superficie indicado en el inciso primero. 


Los ofrecimientos a que se refiere este artículo deberán presentarse en la 
Sede Central del INC o en cualquiera de sus oficinas regionales y se 
ajustarán a los requisitos formales que establezca la reglamentación que se 
dicte en la materia. 


El INC dispondrá de un plazo máximo de veinte días hábiles para expedirse 
acerca de si acepta o no la oferta, transcurrido el cual sin que se expidiere, 
se entenderá que no hay aceptación. 


Aceptada la oferta, caducarán automáticamente las promesas de 
compraventa preexistentes respecto al o a los padrones objeto de la 
operación, procediendo los Registros Públicos a cancelar las inscripciones 
que de aquellas existieren, a simple solicitud del INC. 


La falta de cumplimiento de la parte enajenante de las obligaciones 
impuestas por este artículo, determinará la nulidad absoluta del negocio 
jurídico, la que operará de pleno derecho. 


Sin perjuicio de ello, el enajenante será responsable del pago de una multa 
equivalente al 25% (veinticinco por ciento) del valor real íntegro fijado por la 
Dirección Nacional de Catastro, para el o cada uno de los predios 
comprendidos en la operación. 


Serán subsidiariamente responsables las demás partes del negocio jurídico, 
así como el escribano que otorgare la documentación que se va a inscribir en 
el respectivo registro, y el profesional rematador en caso en que se haga 
efectivo un remate. 


Dicha multa será exigible por el INC y el importe de la misma ingresará al 
capital de éste". 


ARTÍCULO 70.- La propiedad, uso o goce de las parcelas que formen las 
colonias estarán afectados a los fines de interés colectivo que por esta ley se 
promueven. 


Toda enajenación, gravamen o subdivisión, o la cesión en cualquier forma 
de disfrute, debe hacerse con la autorización previa del Instituto Nacional de 
Colonización (INC) aun en el caso en que el colono haya satisfecho 
integramente sus obligaciones y cualquiera fuere la procedencia dominial de 
las fracciones a que refieran, aun las provenientes del Banco Hipotecario del 
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Uruguay, escrituradas o no. 


El INC se opondrá a cualesquiera de estas operaciones cuando entienda 
que contrarían el principio establecido en el inciso primero de este artículo, 
siendo nulos de pleno derecho toda enajenación, gravamen o subdivisión, o 
la cesión en cualquier forma de disfrute relativa al predio, voluntaria o 
forzosa, que se realice sin el consentimiento de aquél. 


Los Registros respectivos no inscribirán negocio alguno que no cuente con 
la constancia de haberse otorgado por parte del INC, la autorización 
respectiva. 


El Directorio del INC podrá acceder a estas operaciones aunque ellas no se 
ajusten al principio enunciado, en casos excepcionales y por resolución 
fundada, adoptada por un mínimo de cuatro votos conformes. Asimismo, 
podrá exigir al colono la realización de un llamado público a interesados, 
previo a la enajenación o a la cesión en cualquier forma de disfrute del 
predio afectado a los fines de interés colectivo promovidos por esta ley. 


Establécese un término de doce meses, a partir de la promulgación de esta 
ley, a efectos de que los propietarios de fracciones que formen las colonias 
afectadas al INC registren en este último sus títulos de propiedad, que se 
hallaren en infracción de lo preceptuado por el presente artículo, en la forma 
y condiciones que establecerá la reglamentación a dictarse. Registrados los 
títulos de propiedad, quedarán convalidadas 'ipso jure' todas las nulidades 
que inficcionen a los contratos celebrados sin la autorización previa del INC. 


Vencido el término de doce meses establecido se seguirá requiriendo en 
todos los casos la autorización previa del Directorio del INC para la 
celebración de toda enajenación voluntaria o forzosa, gravamen o 
subdivisión o la cesión en cualquier forma de disfrute, referida en el presente 
artículo, cualquiera fuere la procedencia dominial de las fracciones a que 
refieran 


Vencido el término de doce meses, a quien pretenda realizar la 
regularización, el INC aplicará una multa equivalente al 25% (veinticinco por 
ciento) del valor real fijado por la Dirección Nacional de Catastro, sin perjuicio 
de hacer responsables solidaria e indistintamente a los profesionales 
intervinientes en el negocio. 


Cumplidos veinticuatro meses desde la vigencia de la presente ley, la falta 
de cumplimiento de la obligación impuesta por este artículo, determinará el 
retorno del bien, sin derecho a indemnización de especie alguna, al 
patrimonio del INC”. 


ARTÍCULO 71.- La adjudicación de tierras en propiedad que el Instituto 
Nacional de Colonización realice, se hará en el bien entendido de que 
podrán ser expropiadas en cualquier tiempo y contra cualquier propietario, 
cuando la tierra subdividida se concentre de nuevo o se subdivida en forma 
excesiva, o se deje de explotar o se explote en forma que desvirtúe el objeto 
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de la colonización". 


ARTÍCULO 71.1.- El colono que arriende o subarriende un predio afectado a 
la ley, sin la autorización administrativa previa de precepto, o que lo explote 
en forma que desvirtúe el objeto de la colonización, previa intimación al cese 
del incumplimiento, será pasible de una multa equivalente al 20% (veinte por 
ciento) del valor real del inmueble establecido por la Dirección Nacional de 
Catastro". 


ARTÍCULO 101.- El Instituto Nacional de Colonización (INC) podrá rescindir 
unilateralmente los compromisos contraídos cuando el colono arrendatario, 
aparcero o promitente comprador incurriere en una de las siguientes 
situaciones: 


A) Dejare de pagar dos anualidades vencidas. 


B) No se ajustare a las normas de la explotación dispuesta, según se trate 
de colonización orientada, condicionada, dirigida o similares. 


C) Fuere causa de perturbaciones o desórdenes en la colonia. 


D) Se dedicare a explotar otro u otros predios no adjudicados por el INC o 
se dedicare a cualquier actividad en menoscabo de la explotación del 
que le haya sido adjudicado. 


Declarada la rescisión por el INC y notificada administrativa o judicialmente, 
previa inspección y evaluación de las mejoras autorizadas incorporadas, el 
colono deberá efectuar la entrega inmediata del predio, sin perjuicio de la 
deducción de los recursos administrativos previstos en el Artículo 317 de la 
Constitución de la República y la ulterior acción de nulidad ante el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo. 


En caso de no desocupar voluntariamente el inmueble, el INC podrá 
demandar judicialmente su libre disponibilidad deduciendo la acción de 
entrega de la cosa prevista en el Artículo 364 del Código General del 
Proceso, según el procedimiento monitorio previsto por los artículos 354 a 
360 del mismo; debiendo el magistrado actuante rechazar 'in límine' toda 
excepción que no sea la excepción de pago. El proceso de entrega de la 
cosa se aplicará igualmente para desocupar los inmuebles en los casos de 
rescisiones dispuestas por el INC respecto de los contratos de disfrute 
precario celebrados de conformidad con el Artículo 136 de la presente ley. 
Serán competentes para entender en los respectivos juicios, según la 
cuantía del asunto, los Jueces de Paz o los Jueces Letrados de Primera 
Instancia del lugar en que esté ubicado el inmueble, a que se hace 
referencia en la Ley N* 15.750, de 24 de junio de 1985. 


Siempre que el colono entregue voluntariamente la fracción que ocupa -se 
haya declarado o no la rescisión del contrato de arrendamiento- el INC 
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procederá por medio de sus servicios a la tasación de las mejoras 
incorporadas notificando al colono del monto establecido como valor de 
aquéllas. Este monto será reliquidado al momento en que el INC esté en 
posesión del predio". 


Artículo 16.- Facúltase al Instituto Nacional de Colonización a cobrar una 
multa de hasta el 100% (cien por ciento) del valor de la renta, a aquel colono 
que incurra en uno o más incumplimientos a lo dispuesto por el Artículo 61 de 
la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948. 


Artículo 17.- El Instituto Nacional de Colonización tendrá acción ejecutiva 
para el cobro de los créditos emanados de la aplicación de multas y demás 
sanciones pecuniarias dispuestas en el ámbito de sus competencias. A tales 
efectos constituirán títulos ejecutivos los testimonios de las resoluciones firmes 
de las que surja el crédito, siendo de aplicación en lo pertinente lo dispuesto en 
el Capítulo cuatro del Código Tributario. 


Artículo 18.- Autorízase al Instituto Nacional de Colonización a cobrar precios 
por los servicios comprendidos en su giro, que brinde a los colonos, 
administrados o a organismos públicos en general, 
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DIRECTIVA 2004/18/CE DEL PARLAMENTO EUROPEO Y 
: DEL CONSEJO, 
' de 31 de marzo de 2004, 
sobre'coordinación de los procedimientos de 
adjudicación de lós contratos públicos de obras, de suministro 
y de servicios 


Artículo 29. Diálogo competitivo 


1. En el caso de contratos particularmente complejos, los Estados miembros 
podrán estipular que cuando el poder adjudicador considere que el uso de los 
procedimientos abierto o restringido no permite la adjudicación del contrato, 
dicho poder adjudicador pueda hacer uso del diálogo competitivo de 
conformidad con el presente artículo. 


Los contratos públicos se adjudicarán únicamente sobre la base de los criterios 
de adjudicación para la licitación que sea la oferta económicamente más 
ventajosa. 


Los poderes adjudicádores publicarán un anuncio de licitación en el que darán 
a conocer sus necesidades y requisitos, que definirán en dicho anuncio o en un 
documento descriptivo. 


3. Los poderes adjudicadores llevarán a cabo, con los candidatos 
seleccionados de conformidad con las disposiciones de los artículos 44 a 52, 
un diálogo cuyo objetivo será determinar y definir los medios adecuados para 
satisfacer lo mejor posible sus necesidades. En el transcurso de este diálogo, 
podrán debatir todos los aspectos del contrato con los candidatos 
seleccionados. 


Durante el diálogo, los poderes adjudicadores darán un trato igual a todos los 
licitadores. En particular no facilitarán, de forma discriminatoria, información 
que pueda dar ventajas a determinados licitadores con respecto al resto. 


Los poderes adjudicadores no podrán revelar a los demás participantes las 
soluciones propuestas por un participante u otros datos confidenciales que éste 
les comunique sin previo acuerdo de éste: 


4. Los poderes adjudicadores podrán establecer que el procedimiento se 
desarrolle en fases sucesivas a fin de reducir el número de soluciones que han 
de examinarse duránte la fase del diálogo, aplicando los criterios de 
adjudicación indicados en el anuncio de licitación o en el documento 
descriptivo. En el anuncio de licitación o en el documento descriptivo se 
indicará si se va a hacer uso de esta facultad. 


5. El poder adjudicador proseguirá este diálogo hasta que esté en condiciones 
de determinar, después de compararlas si es preciso, las soluciones que 
puedan responder a sus necesidades. 
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6. Tras haber declarado cerrado el diálogo y haber informado de ello a todos 
los participantes, los poderes adjudicadores les invitarán a que presenten su 
oferta final, basada en la solución o soluciones presentadas y especificadas 
durante la fase de diálogo. Dichas ofertas deberán incluir todos los elementos 
requeridos y necesarios para la realización del proyecto. 


A petición del poder adjudicador, dichas ofertas podrán aclararse, precisarse y 
ajustarse. No obstante, estas precisiones, aclaraciones, ajustes o información 
complementaria no podrán modificar los elementos fundamentales de la oferta 
o de la licitación, cuya variación pueda falsear la competencia o tener un efecto 
discriminatorio. 


7. Los poderes adjudicadores evaluarán las ofertas presentadas por los 
licitadores en función de los criterios de adjudicación establecidos en el anuncio 
de licitación o en el documento descriptivo y seleccionarán la oferta 
económicamente más ventajosa de acuerdo con el artículo 53. 


A petición del poder adjudicador, el licitador cuya oferta se considere 
económicamente más ventajosa podrá verse obligado a aclarar aspectos de su 
oferta o a confirmar los compromisos que en ella figuran, siempre que ello no 
modifique elementos sustanciales de la oferta o de la licitación ni falsee la 
competencia o tenga un efecto discriminatorio. 


8. Los poderes adjudicadores podrán prever premios y pagos para los 
participantes en el diálogo. 
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ESPAÑA 


Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público 


h 
SECCIÓN V. DIÁLOGO COMPETITIVO. 
Artículo 163. Caracterización. 


k 
1. En el diálogo competitivo, el órgano de contratación dirige un diálogo con los 
candidatos seleccionados, previa solicitud de los mismos, a fin de desarrollar 
una o varias soluciones susceptibles de satisfacer sus necesidades y que 
servirán de base para que los candidatos elegidos presenten una oferta. 


2. Los órganos de cóntratación podrán establecer primas o compensaciones 
para los participantes¡en el diálogo. 


Artículo 164, Supuestos de aplicación. 


1. El diálogo competitivo podrá utilizarse en el caso de contratos 
particularmente complejos, cuando el órgano de contratación considere que el 
uso del procedimiento abierto o el del restringido no permite una adecuada 
adjudicación del contrato. 


b 
2. A estos efectos, se' considerará que un contrato es particularmente complejo 
cuando el órgano de; contratación no se encuentre objetivamente capacitado 
para definir, con arreglo a las letras b, c o d del apartado 3 del artículo 101, los 
medios técnicos aptos para satisfacer sus necesidades u objetivos, o para 
determinar la cobertura jurídica o financiera de un proyecto. 

h 
3. Los contratos de colaboración entre el sector público y el sector privado a 
que se refiere el artículo 11 se adjudicarán por este procedimiento, sin perjuicio 
de que pueda seguirse el procedimiento negociado con publicidad en el caso 
previsto en el artículo 154.a. 


Artículo:11. Contrato de colaboración entre el sector público y el sector 
privado. ; 


1. Son contratos de colaboración entre: el sector público y el sector privado 
aquéllos en queluna Administración Pública o una Entidad pública empresarial u 
organismo similar de las Comunidades Autónomas encarga a una entidad de 
derecho privado; por un periodo determinado en función de la duración de la 
amortización de las inversiones o de las fórmulas de financiación que se 
prevean, la realización de una actuación global e integrada que, además de la 
financiación de inversiones inmateriales, de obras o de suministros necesarios 
para el cumplimiento de determinados objetivos de servicio público o 
relacionados con actuaciones de interés general, comprenda alguna de las 
siguientes prestaciones: 


La construcción! Instalación o transformación de obras, equipos, sistemas, y 
productos o bienes complejos, así como su mantenimiento, actualización a 
renovación, su explotación o su gestión. 
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La gestión integral del mantenimiento de instalaciones complejas. 


La fabricación de bienes y la prestación de servicios que incorporen tecnología 
específicamente desarrollada con el propósito de aportar soluciones más 
avanzadas y económicamente más ventajosas que las existentes en el 
mercado. 


Otras prestaciones de servicios ligadas al desarrollo por la Administración del 
servicio público o actuación de interés general que le haya sido encomendado. 


2. Sólo podrán celebrarse contratos de colaboración entre el sector público y el 
sector privado cuando previamente se haya puesto de manifiesto, en la forma 
prevista en el artículo 118, que otras fórmulas alternativas de contratación no 
permiten la satisfacción de las finalidades públicas. 


3, El contratista puede asumir, en los términos previstos en el contrato, la 
dirección de las obras que sean necesarias, asi como realizar, total o 
parcialmente, los proyectos para su ejecución y contratar los servicios precisos. 


4. La contraprestación a percibir por el contratista colaborador consistirá en un 
precio que se satisfará durante toda la duración del contrato, y que podrá estar 
vinculado al cumplimiento de determinados objetivos de rendimiento, 


Artículo 401. Reglas para el establecimiento de prescripciones 
técnicas. 


1. Las prescripciones técnicas se definirán, en la medida de lo posible, teniendo 
en cuenta criterios de accesibilidad universal y de diseño para todos, tal como 
son definidos estos términos en la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad 
de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas 
con discapacidad, y, siempre que el objeto del contrato afecte o pueda afectar al 
medio ambiente, aplicando criterios de sostenibilidad y protección ambiental, de 
acuerdo con las definiciones y principios regulados en los artículos 3 y 4, 
respectivamente, de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control 
integrados de la contaminación. 


De no ser posible definir las prescripciones técnicas teniendo en cuenta criterios 
de accesibilidad universal y de diseño para todos, deberá motivarse 
suficientemente esta circunstancia. 


2. Las prescripciones técnicas deberán permitir el acceso en condiciones de 
igualdad de los licitadores, sin que puedan tener por efecto la creación de 
obstáculos injustificados a la apertura de los contratos públicos a la 
competencia. 


3, Sin perjuicio de las instrucciones y reglamentos técnicos nacionales que sean 
obligatorios, siempre y cuando sean compatibles con el derecho comunitario, las 
prescripciones técnicas podrán definirse de alguna de las siguientes formas: 


Haciendo referencia, de acuerdo con el siguiente orden de prelación, a 
especificaciones técnicas contenidas en normas nacionales que incorporen 
normas europeas, a documentos de idoneidad técnica europeos, a 
especificaciones técnicas comunes, a normas internacionales, a otros sistemas 
de referencias técnicas elaborados por los organismos europeos de 
normalización o, en su defecto, a normas nacionales, a documentos de 
idoneidad técnica nacionales o a especificaciones técnicas nacionales en 
materia de proyecto, cálculo y realización de obras y de puesta en 
funcionamiento de productos, acompañando cada referencia de la mención o 
equivalente. 
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En términos de relcimiento o de exigencias funcionales, incorporando a éstas 
últimas, cuando ellobjeto del contrato afecte o pueda afectar al medio ambiente, 
la contemplación | de características medioambientales. Los parámetros 
empleados deben ser suficientemente precisos como para permitir la 
determinación delllobjeto del contrato por los licitadores y la adjudicación del 
mismo a los órganos de contratación. 


En términos de a A o de exigencias funcionales, conforme a lo indicado 
en la letra b, haciendo referencia, como medio de presunción de conformidad 
con los mismos, ajas especificaciones citadas en la letra a. 


| 
Haciendo referencia a las especificaciones técnicas mencionadas en la letra a, 


| para ciertas características, y al rendimiento o a las exigencias funcionales 


mencionados en la: letra b), para otras. 


4, Cuando las prescripciones técnicas se definan en la forma prevista en la letra 
a del apartado anterior, el órgano de contratación no podrá rechazar una oferta 
basándose en que los productos y servicios ofrecidos no se ajustan a las 
especificaciones allas que se ha hecho referencia, siempre que en su oferta el 
licitador pruebe, por cualquier medio adecuado, que las soluciones que propone 
cumplen de formal equivalente los requisitos definidos en las correspondiente 
prescripciones téc nicas. A estos efectos, un informe técnico del fabricante o un 
informe de ensayos elaborado por un organismo técnico oficialmente reconocido 
podrán constituir un medio de prueba adecuado. 


5. Cuando las line se establezcan en términos de rendimiento o de 
exigencias funci , no podrá rechazarse una oferta de obras, productos o 
servicios que se ajusten a una norma nacional que incorpore una norma 
europea, a un documento de idoneidad técnica europeo, a una especificación 
técnica común, a Úna norma internacional o al sistema de referencias técnicas 
elaborado por un|forganismo europeo de normalización, siempre que estos 
documentos técnicos tengan por objeto los rendimientos o las exigencias 
funcionales exigidos por las prescripciones. 


En estos casos, el, ficitador debe probar en su oferta, que las obras, productos o 
servicios conformes a la norma o documento técnico cumplen las prescripciones 
técnicas establecidas por el órgano de contratación. A estos efectos, un informe 
técnico del fabricánte o un informe de ensayos elaborado por un organismo 
técnico oficialmente reconocido podrán constituir un medio adecuado de prueba. 


6. Cuando se prescriban características medioambientales en términos de 
rendimientos o dé exigencias funcionales, podrán utilizarse prescripciones 
detalladas o, en sú caso, partes de éstas, tal como se definen en las etiquetas 
ecológicas europeas, nacionales o plurinacionales, o en cualquier otra etiqueta 
ecológica, siemprejque éstas sean apropiadas para definir las caracteristicas de 
los suministros 9 de las prestaciones que sean objeto del contrato, sus 
exigencias se basen en información cientifica, en el procedimiento para su 
adopción hayan podido participar todas las partes concernidas tales como 
organismos gubernamentales, consumidores, fabricantes, distribuidores y 
organizaciones medioambientales, , Y que sean accesibles a todas las partes 
interesadas. 


A 
Los órganos de > Fontratación podrán indicar que los productos o servicios 
e 


provistos de tiqueta ecológica se consideran acordes con las 
iones técnicas definidas en el pliego de prescripciones técnicas, y 
deberán aceptar cualquier otro medio de prueba adecuado, como un informe 
técnico del fabricánte o un informe de ensayos elaborado por un organismo 
técnico dci reconocido. 
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7. A efectos del presente artículo, se entenderá por organismos técnicos 
| oficialmente reconocidos aquellos laboratorios de ensayos, entidades de 
calibración, y organismos de inspección y certificación que, siendo conformes 
con las normas aplicables, hayan sido oficialmente reconocidos por las 
Administraciones Públicas en el ámbito de sus respectivas competencias. 


Los órganos de contratación deberán aceptar los certificados expedidos por 
organismos reconocidos en otros Estados miembros. 


8. Salvo que lo justifique el objeto del contrato, las especificaciones técnicas no 
podrán mencionar una fabricación o una procedencia determinada o un 
procedimiento concreto, ni hacer referencia a una marca, a una patente o a un 
tipo, a un origen o a una producción determinados con la finalidad de favorecer 
o descartar ciertas empresas o ciertos productos. Tal mención o referencia se 
autorizará, con carácter excepcional, en el caso en que no sea posible hacer 
una descripción lo bastante precisa e inteligible del objeto del contrato en 
aplicación de los apartados 3 y 4 de este artículo y deberá ir acompañada de la 
mención o equivalente. 


Articulo 154. Supuestos generales. 


En los términos que se establecen para cada tipo de contrato en los artículos 
siguientes, los contratos que celebren las Administraciones Públicas podrán 
adjudicarse mediante procedimiento negociado en los siguientes casos: 


Cuando las proposiciones u ofertas económicas en los procedimientos abiertos, 
restringidos o de diálogo competitivo seguidos previamente sean irregulares o 
inaceptables por haberse presentado por empresarios carentes de aptitud, por 
incumplimiento en las ofertas de las obligaciones legales relativas a la 
fiscalidad, protección del medio ambiente y condiciones de trabajo a que se 
refiere el artículo 103, por infringir las condiciones para la presentación de 
variantes o mejoras, o por incluir valores anormales o desproporcionados, 
siempre que no se modifiquen sustancialmente las condiciones originales del 
contrato. 


En casos excepcionales, cuando se trate de contratos en los que, por razón de 
sus características o de los riesgos que entrañen, no pueda determinarse . 
previamente el precio global, 


Cuando, tras haberse seguido un procedimiento abierto o restringido, no se 
haya presentado ninguna oferta o candidatura, o las ofertas no sean adecuadas, 
siempre que las condiciones iniciales del contrato no se modifiquen 
sustancialmente, Tratándose de contratos sujetos a regulación armonizada, se 
remitirá un informe a la Comisión de las Comunidades Europeas, si ésta así lo 
solicita. 


Cuando, por razones técnicas o artísticas o por motivos relacionados con la 
protección de derechos de exclusiva el contrato sólo pueda encomendarse a un 
empresario determinado. 


Cuando una imperiosa urgencia, resultante de acontecimientos imprevisibles 
para el órgano de contratación y no imputables al mismo, demande una pronta 
ejecución del contrato que no pueda lograrse mediante la aplicación de la 
tramitación de urgencia regulada en el artículo 96. 


Cuando el contrato haya sido declarado secreto o reservado, o cuando su 
ejecución deba ir acompañada de medidas de seguridad especiales conforme a 
la legislación vigente, o cuando lo exija la protección de los intereses esenciales 
de la seguridad del Estado y así se haya declarado de conformidad con lo 
previsto en el artículo 13.2.d. 
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| 
Cuando se trate de conteos incluidos en el ámbito del artículo 296 del Tratado 
Constitutivo de la Comunidad Europea. 


Artículo 165. Apertura del procedimiento y solicitudes de participación. 


1. Los órganos de e publicarán un anuncio de licitación en el que 
darán a conocer sus necesidades y requisitos, que definirán en dicho anuncio o 
en un documento da a 


2. Serán de aplicación en este procedimiento las normas contenidas en los 
artículos 147 a 149, ambos inclusive. No obstante, en caso de que se decida 
limitar el número de empresas a las que se invitará a tomar parte en el diálogo, 
éste no podrá ser inferior a tres. 


3. Las invitaciones a tómar parte en el diálogo contendrán una referencia al 
anuncio de licitación publicado e indicarán la fecha y el lugar de inicio de la fase 
de consulta, la lengua 0 lenguas utilizables, si se admite alguna otra, además 
del castellano, los documentos relativos a las condiciones de aptitud que, en su 
caso, se deban adjuntar, y la ponderación relativa de los criterios de 
adjudicación del contrato o, en su caso, el orden decreciente de importancia de 
dichos criterios, si no y en el anuncio de licitación. Serán aplicables las 
disposiciones de los apartados 2 a 5 del artículo 150, en cuanto a la 
documentación que deba acompañar a las invitaciones, si bien las referencias 
a los pliegos deben entenderse hechas al documento descriptivo y el plazo 
limite previsto en el apartado 4 para facilitar información suplementaria se 
entenderá referido a los seis días anteriores a la fecha fijada para el inicio de la 
fase de diálogo. 


Artículo 147. Criterios para la selección de candidatos. 


1. Con carácter previo al anuncio de la licitación, el órgano de contratación 
deberá haber estáblecido los criterios objetivos de solvencia, de entre los 
señalados en los artículos 64 a 68, con arreglo a los cuales serán elegidos los 
candidatos que 'án invitados a presentar proposiciones, 


2. El órgano de contratación señalará el número minimo de empresarios a los 
que invitará a participar en el procedimiento, que no podrá ser inferior a cinco. Si 
así lo estima procedente, el órgano de contratación podrá igualmente fijar el 
número máximo de candidatos a los que se invitará a presentar oferta. 


En cualquier caso;; el número de candidatos invitados debe ser suficiente para 
garantizar una competencia efectiva. 


3. Los criterios o normas objetivos y no discriminatorios con arreglo a los cuales 
se seleccionará a los candidatos, asi como el número minimo y, en su caso, el 
número máximo de aquellos a los que se invitará a presentar proposiciones se 
indicarán en el anyhcio de licitación. 


Artículo 148. Solicitudes de participación. 


1. En los p ocedimientos de adjudicación de contratos suj 
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armonizada, el plazo de recepción de las solicitudes de participación no podrá 
ser inferior a treinta y siete dias, a partir de la fecha del envio del anuncio al 
Diario Oficial de la Unión Europea. Si se trata de contratos de concesión de obra 
pública, este plazo no podrá ser inferior a cincuenta y dos dias. Este plazo 
podrá reducirse en siete dias cuando los anuncios se envien por medios 
electrónicos, informáticos y telemáticos. 


En estos casos, la publicación de la licitación en el Boletín Oficial del Estado 
debe hacerse con una antelación minima equivalente al plazo fijado para la 
presentación de las solicitudes de participación en el apartado siguiente. 


2. Si se trata de contratos no sujetos a regulación armonizada, el plazo para la 
presentación de solicitudes de participación será, como mínimo, de diez días, 
contados desde la publicación del anuncio. 


3. Las solicitudes de participación deberán ir acompañadas de la 
documentación a que se refiere el artículo 130.1. 


Artículo 149. Selección de solicitantes. 


1. El órgano de contratación, una vez comprobada la personalidad y solvencia 
de los solicitantes, seleccionará a los que deban pasar a la siguiente fase, a los 
que invitará, simultáneamente y por escrito, a presentar sus proposiciones en el 
plazo que proceda conforme a lo señalado en el artículo 151. 


2. El número de candidatos invitados a presentar proposiciones deberá ser 
igual, al menos, al mínimo que, en su caso, se hubiese fijado previamente. 
Cuando el número de candidatos que cumplan los criterios de selección sea 
inferior a ese número mínimo, el órgano de contratación podrá continuar el 
procedimiento con los que reúnan las condiciones exigidas, sin que pueda 
invitarse a empresarios que no hayan solicitado participar en el mismo, o a 
candidatos que no posean esas condiciones. 


Artículo 150. Contenido de las invitaciones e información a los 
invitados. 


1. Las invitaciones contendrán una referencia al anuncio de licitación publicado 
e indicarán la fecha límite para la recepción de ofertas, la dirección a la que 
deban enviarse y la lengua en que deban estar redactadas, si se admite alguna 
otra además del castellano, los criterios de adjudicación del contrato que se 
tendrán en cuenta y su ponderación relativa o, en su caso, el orden decreciente 
de importancia atribuido a los mismos, si no figurasen en el anuncio de 
licitación, y el lugar, día y hora de la apertura de proposiciones. 


2. La invitación a los candidatos incluirá un ejemplar de los pliegos y copia de la 
documentación complementaria, o contendrá las indicaciones pertinentes para 
permitir el acceso a estos documentos, cuando los mismos se hayan puesto 
directamente a su disposición por medios electrónicos, informáticos y 
telemáticos con arreglo a lo dispuesto en el apartado 1 del artículo siguiente. 


3. Cuando los pliegos o la documentación complementaria, obren en poder de 
una entidad u órgano distinto del que tramita el procedimiento, la invitación 
precisará la forma en que puede solicitarse dicha documentación y, en su caso, 
la fecha limite para ello, así como el importe y las modalidades de pago de la 
cantidad que, en su caso, haya de abonarse. Los servicios competentes 
remitirán dicha documentación sin demora a los interesados tras la recepción de 
su solicitud. 


4. Los órganos de contratación o los servicios competentes deberán facilitar, 
antes de los seis días anteriores a la fecha limite fijada para la recepción de 


6 de julio de 2011 


6 de julio de 2011 


CÁMARA DE SENADORES 


ofertas, la In n suplementaria sobre los pliegos o sobre la 
documentación plementaría que se les solicite con la debida antelación por 
los candidatos. | 


5. Será RIÓ, a aplicación en este procedimiento lo previsto en el artículo 
142.3. k 


"e 


Artículo 166. a con los candidatos. 


1. El órgano de contratación desarrollará, con los candidatos seleccionados, un 
diálogo cuyo fin será determinar y definir los medios adecuados para satisfacer 
sus necesidades. En el, transcurso de este diálogo, podrán debatirse todos los 
aspectos del contrato con los candidatos seleccionados. 


2. Durante el diálogo, el órgano de contratación dará un trato igual a todos los 
licitadores y, en particular, no facilitará, de forma discriminatoria, información 
que pueda dar ventajas a determinados licitadores con respecto al resto. 

El órgano de contrateción no podrá revelar a los demás participantes las 
soluciones propuestas un participante u otros datos confidenciales que éste 
les comunique sin previp acuerdo de éste. 


3. El procedimiento pódrá articularse en fases sucesivas, a fin de reducir 
progresivamente el número de soluciones a examinar durante la fase de 
diálogo mediante la aplicación de los criterios indicados en el anuncio de 
licitación o en el documento descriptivo, indicándose en éstos si se va a hacer 
uso de esta posibilidad, El número de soluciones que se examinen en la fase 
final deberá ser lo ¡suficientemente amplio como para garantizar una 
competencia efectiva entre ellas, siempre que se hayan presentado un número 
suficiente de soluciones o de candidatos adecuados. 


4. El órgano de contratación proseguirá el diálogo hasta que se encuentre en 
condiciones de determinar, después de compararlas, si es preciso, las 
soluciones que puedan responder a sus necesidades. 


Tras declarar cerrado el diálogo e informar de ello a todos los participantes, el 
órgano de contratación les invitará a que presenten su oferta final, basada en la 
solución o soluciones presentadas y especificadas durante la fase de diálogo, 
indicando la fecha límite, la dirección a la que deba enviarse y la lengua o 
lenguas en que puedan) estar redactadas, si se admite alguna otra además del 
castellano. ' 


Artículo 167. Prásentación y examen de las ofertas. 


1. Las ofertas deben indir todos los elementos requeridos y necesarios para la 
realización del proyecto. 
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El órgano de contratación, podrá solicitar precisiones o aclaraciones sobre las 
ofertas presentadas, ajustes en las mismas o información complementaria 
relativa a ellas, siempre que ello no suponga una modificación de sus 
elementos fundamentales que implique una variación que pueda falsear la 
competencia o tener un efecto discriminatorio. 


2. El órgano de contratación evaluará las ofertas presentadas por los licitadores 
en función de los criterios de adjudicación establecidos en el anuncio de 
licitación «o en el documento descriptivo y seleccionará la oferta 
económicamente más ventajosa. Para esta valoración habrán de tomarse en 
consideración, necesariamente, varios criterios, sin que sea posible adjudicar el 
contrato únicamente basándose en el precio ofertado. 


3. El órgano de contratación podrá requerir al licitador cuya oferta se considere 
más ventajosa económicamente para que aclare determinados aspectos de la 
misma o ratifique los compromisos que en ella figuran, siempre que con ello no 
se modifiquen elementos sustanciales de la oferta o de la licitación, se falsee la 
competencia, o se produzca un efecto discriminatorio. 
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Comisión de Hacienda 
ACTA N* 37 


En Montevideo, el día cinco de julio de dos mil 
once, a la hora diecisiete y quince minutos se reúne 
la Comisión de Hacienda de la Cámara de Senado- 
res. Asisten los señores Senadores miembros, Sergio 
Abreu, Carlos Baráibar, Juan José Bentancor, Antonio 
Gallicchio, Francisco Gallinal, Luis A. Heber, Daniel 
Montiel, Wilson Sanabria y Héctor Tajam. 

Concurre en calidad de asesor por el Ministerio de 
Economía y Finanzas, Director General de Secreta- 
ría, profesor Pedro Apezteguía 

Preside el señor Senador Héctor Tajam, Presiden- 
te de la Comisión 

Actúan en Secretaría la señora Dinorah Amato, 
Secretaria de la Comisión y la señora Alicia Hacken- 
bruch, Prosecretaria. 

Abierto el acto se procede a la toma de la versión 
taquigráfica, cuya copia dactilografiada luce en el 
Distribuido N* 862/2011 que forma parte de la pre- 
sente Acta. 

Asunto Entrado: 

1) Solicitud de audiencia de la Cámara Nacional 
de Comercio y Servicios del Uruguay a fin de referirse 
al proyecto de ley de Participación Público-Privada. 

Asunto considerado: 

- CONTRATOS DE PARTICIPACIÓN PÚBLICO- 
PRIVADA PARA LA REALIZACIÓN DE OBRAS DE 
INFRAESTRUCTURA Y PRESTACIÓN DE SERVI- 
CIOS RELACIONADOS CON LAS MISMAS. Marco 
Regulatorio. Proyecto de ley aprobado por la Cámara 
de Representantes. Carpeta N* 547/2011. Distribuido 
N* 746/2011. 

En consideración 

Se desglosan los artículos 3%, 6%, 17, 23, 33, 35, 44, 
47, 49,51 y 59 

Se votan en bloque los artículos 1%, 2?, 49,59, 7*, 8?, 
9”, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 18, 19, 20, 21, 22, 24, 25, 
26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 34, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 
42, 43, 45, 46, 48, 50, 52, 53, 54, 55, 56, 57, 58, 60, 
61, 62 y 63: 9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 3. Se vota con modificaciones: 9 en 9. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 6%. Se vota: 9 en 9. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 
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Artículo 17. Se vota con modificaciones: 9 en 9. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 23. Se vota por incisos: 

Inciso primero. Se votó: 9 en 9. Afirmativa. UNA- 
NIMIDAD. 

Inciso segundo. Se vota: 5 en 9. Afirmativa. 

Inciso tercero. Se vota, O en 9. Negativa. 

Inciso cuarto. Se vota: 5 en 9. Afirmativa. 

Inciso quinto. Se vota: 5 en 9. Afirmativa. 

Inciso sexto. Se vota: 5 en 9. Afirmativa. 

Inciso séptimo. Se vota: 9 en 9. Afirmativa. UNA- 
NIMIDAD. 

Inciso octavo. Se vota: 5 en 9. Afirmativa. 

Inciso noveno. Se vota: 9 en 9. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 

Artículo 33. Se vota con modificaciones: 9 en 9. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 35. Se vota: 8 en 8. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 

Artículo 44. Se vota: 8 en 8. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 

Artículo 47. Se vota un sustitutivo presentado por 
el señor Senador Francisco Gallinal: 9 en 9: Afirma- 
tiva. UNANIMIDAD. 

Artículo 49. Se vota con modificaciones: 9 en 9. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 51. Se vota con modificaciones: 9 en 9. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 59. Se vota: 5 en 9. Afirmativa. 

La Comisión aprueba un proyecto de ley sustituti- 
vo cuyo texto se adjunta al presente documento como 
Anexo l. 

Se designa Miembro Informante al señor Senador 
Héctor Tajam, quien lo hará en forma verbal. 

Resoluciones: 

1) La Comisión resuelve no sesionar el próximo 
jueves siete del corriente. 

2) Convocar para el jueves catorce del corriente al 
señor Ministro de Economía y Finanzas economista 
Fernando Lorenzo y al señor Presidente del Banco 
Central del Uruguay economista Mario Bergara a fin 
de hacer lugar a lo solicitado oportunamente por el 
señor Senador José Amorín. 

A la hora dieciocho y cuarenta y cinco minutos se 
levanta la sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que fir- 
man el señor Presidente y la señora Secretaria de la 
Comisión. 


Héctor Tajam, Presidente; Dinorah Amato, 
Secretaria.” 


Proyecto de ley del Poder Ejecutivo 


CAPITULO 1 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 19, Objeto.- La presente ley 
establece el marco regulatorio aplicable al 
régimen de contratos de Participación 
Público-Privada (PPPs) para la financiación, 
diseño, implementación y operación de 

r ión ici 


Artículo 29. Contratos de Participación 
Público-Privada.- Los contratos de 
Participación Público-Privada son aquellos 
suscritos, como consecuencia de las 


qua a pr 
Pública y un contratista y que constituyen 
título habilitante _para la ejecución de las 
actividades previstas en el artículo 10. 


Proyecto de ley aprobado por la Cámara 
de Representantes 


CAPITULO 1 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1%, (Objeto).- La presente ley 
establece el marco regulatorio aplicable al 
régimen de contratos de Participación 
Público-Privada. 


Artículo 2%, (Contratos de 
Participación Público-Privada).- Son 
contratos de Participación Público-Privada 
aquellos en que una Administración 
Pública encarga a una persona de 
derecho privado, por un período 
determinado, el diseño, la construcción 
y la operación de infraestructura o 
alguna de dichas prestaciones, además 
de la financiación, 


Sólo podrán celebrarse contratos 
de Participación Público-Privada 
cuando previamente se resuelva, en la 
forma prevista en la presente le 


Proyecto de ley sustitutivo de la Comisión 


CAPITULO 1 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 19. (Objeto).- La presente ley 
establece el marco regulatorio aplicable al 
régimen de Contratos de Participación 
Público-Privada. 


Artículo 20, (Contratos de 


Participación Público-Privada).- Son 
Contratos de Participación Público-Privada 
aquellos en que una Administración Pública 
encarga a una persona de derecho privado, 
por un período determinado, el diseño, la 
construcción y la operación de 
infraestructura O alguna de dichas 
prestaciones, además de la financiación. 


Sólo podrán celebrarse Contratos de 
Participación Público-Privada cuando 
previamente se resuelva, en la forma 
prevista en la presente le que otras 
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Artículo 309. Ámbito de aplicación.- A 


otras modalidades alternativas de 
contratación no permiten la mejor 
forma de satisfacción de las finalidades 
públicas. 


Artículo 39. (Ambito de aplicación).- El 
presente marco normativo será de 
aplicación preceptiva para todos los 
contratos de Participación Público- 
Privada definidos en la presente ley. 


Bajo los límites establecidos 


obras de infraestructura en los 
siguientes sectores de actividad: 


A) Obras viales, ferroviarias, 
portuarias y 
aeroportuarias. Se 
considerarán incluidas 
dentro de las obras viales 
las de caminería rural. 


B) Obras de infraestructura 


energética, sin perjuicio de 
lo establecido en el Decreto 
- Ley N% 14,694, de 1% de 
setiembre de 1977, (Ley 
Nacional de Electricidad) y 
Ley N%8.764, de 15 de 
octubre de 1931, (Creación 
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modalidades alternativas de contratación no 
permiten la mejor forma de satisfacción de 
las finalidades públicas. 


Artículo 30. (Ambito de aplicación).- El 
presente marco normativo será de 
aplicación preceptiva para todos los 
Contratos de Participación Público-Privada 
definidos en la presente ley. 


Bajo los limites establecidos 
constitucionalmente, dichos contratos 
podrán celebrarse para el desarrollo de 
obras de infraestructura en los siguientes 
sectores de actividad: 


A) Obras viales, ferroviarias, 
portuarias y aeroportuarias. Se 
considerarán incluidas dentro 
de las obras viales las de 
caminería rural. 


Obras de infraestructura 
energética, sin perjuicio de lo 
establecido en el Decreto - Ley 
NO 14.694, de 19 de setiembre 
de 1977 (Ley Nacional de 
Electricidad) y Ley N9 8.764, de 
15 de octubre de 1931 
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tratamiento de residuos. 


tratamiento de residuos. 


D) Obras de Infraestructura 
social, incluyendo cárceles, 
centros de salud, centros 
de educación, viviendas de 
interés social, complejos 


Obras de infraestructura social, 
incluyendo cárceles, centros de 
salud, centros de educación, 
viviendas de interés social, 
complejos deportivos y obras 


deportivos y obras de de mejoramiento, 
mejoramiento, equipamiento y desarrollo 
equipamiento y desarrollo urbano. 

urbano. 


También podrá celebrarse este tipo de 
contratos para la colonización de tierras, 
que por su ubicación, superficie y 
características agrológicas resulten 
económicamente apropiadas para la 
formación de colonias, de acuerdo a lo 
establecido por la Ley N* 11.029, de 12 de | 
enero de 1948, (creación del Instituto 
Nacional de Colonización), en la redacción 
dada por el artículo 15 de la Ley NO 18.187, 
de 2 de noviembre de 2007. En particular 
los contratos podrán incluir los servicios de 
interés colectivo mencionados en el artículo 
48 así como las instalaciones a las que 
refiere en el artículo 52 de la Ley 
NO 11,029, de 12 de enero de 1948. 


También podrá celebrarse este 
tipo de contratos para la colonización 
de tierras, que por su ubicación, 
superficie y características agrológicas 
resulten económicamente apropiadas 
para la formación de colonias, de 
acuerdo con lo establecido por la Ley 
N* 11.029, de 12 de enero de 1948, 
(creación del Instituto Nacional de 
Colonización), en ia redacción dada por 
el artículo 15 de la Ley N* 18,187, de 2 
de noviembre de 2007. En particular los 
contratos podrán incluir los servicios 
de interés colectivo mencionados en el 
artículo 48 así como las instalaciones a 
las que refiere en el artículo 52 de la 
Ley N* 11,029, de 12 de enero de 1948. 


En ningún caso, los contratos de 
Participación Público-Privada podrán 
incluir: 


En ningún caso, los Contratos de 
Participación Público-Privada podrán incluir: 


1) Servicios educativos Servicios educativos cuando se 
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A los efectos de la presente ley, se 
consideran comprendidos en el término 
“Administración Pública" los Poderes del 
Estado, Tribumal de Cuentas, Corte 
Electoral, Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, Entes Autónomos, Servicios 
Descentralizados, Entes de Enseñanza 
Pública y Gobiernos Departamentales, sin 
perjuicio de las atribuciones, facultades, 
derechos y obligaciones que les asignen la 
Constitución de la República y normas 
legales aplicables. 


Mantienen su vigencia todos aquellos 
regímenes de contratación previstos en 
cartas orgánicas, leyes o procedimientos 
especiales de contratación dictados a la 
fecha de la promulgación de la presente ley. 


cuando se trate de centros 
educativos. 


Servicios sanitarios cuando 
se trate de centros de 
salud. 


Servicios de seguridad, 
sanitarios y de reeducación 
de reclusos cuando se trate 
de cárceles. 


Se exceptúan de este régimen de 
contratación los cometidos esenciales 
cuya prestación corresponde al Estado 
en forma exclusiva, así como la 
explotación de - los monopolios 


establecidos por ley a favor de éste. 


A los efectos de la presente ley, se 
consideran comprendidos en el término 
"Administración Pública" los Poderes del 
Estado, Tribunal de Cuentas, Corte 
Electoral, Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, Entes Autónomos, 
Servicios Descentralizados, y Gobiernos 
Departamentales, sin perjuicio de las 
atribuciones, facultades, derechos y 
obligaciones que les asignen la Constitución 
de la República y normas legales aplicables. 


Mantienen su vigencia todos aquellos 
regimenes de contratación previstos en 


trate de centros educativos. 


II) Servicios sanitarios cuando se 
trate de centros de salud, 


IM) Servicios de - seguridad, 
sanitarios y de reeducación de 
reclusos cuando se trate de 
cárceles. 


Se exceptúan de este régimen de 
contratación la operación de cometidos 
cuya prestación corresponde al Estado en 
forma exclusiva, así como la explotación de 
los monopolios establecidos por ley a favor 
de este. 


A los efectos de la presente ley, se 
consideran, comprendidos en el término 
"Administración Pública” los Poderes del 
Estado, Tribunal de Cuentas, Corte 
Electoral, Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, Entes Autónomos, Servicios 
Descentralizados, y Gobiernos 
Departamentales, sin perjuicio de las 
atribuciones, facultades, derechos y 
obligaciones que les asignen la Constitución 
de la República y normas legales aplicables. 


Mantienen su vigencia todos aquellos 
regímenes de contratación previstos en 
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cartas orgánicas, leyes o procedimientos | cartas orgánicas, leyes o procedimientos 
especiales de contratación dictados a la |especiales de contratación dictados a la 
fecha de la promulgación de la presente ley. | fecha de la promulgación de la presente ley. 


Artículo 49. Principios y orientaciones Artículo 40, (Principios y orientaciones Artículo 40. (Principios y orientaciones 
generales.- Todos los actos y contratos | generales).- Todos los actos y contratos | generales).- Todos los actos y contratos 
celebrados en el marco de. la presente ley | celebrados en el marco de la presente ley | celebrados en el marco de la presente ley 
deberán observar los siguientes principios y | deberán observar los siguientes principios y | deberán observar los siguientes principios y 
orientaciones generales: orientaciones generales: orientaciones generales: 


a) Transparencia y publicidad: A)Transparencia y publicidad: Todas A) Transparencia y publicidad: 
Todas las actuaciones las actuaciones desarrolladas en el Todas las actuaciones 
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desarrolladas en el marco de 
proyectos de Participación 
Público-Privada, con las 
limitaciones que en cada caso 
establezca la normativa vigente, 
serán públicas y estarán sujetas 
a mecanismos de control. 


Protección del interés público: 
Todo proyecto de Participación 
Público-Privada, deberá procurar 
el beneficio público, respetando 
el interés general, y adoptar los 
mecanismos de participación y 
control que serán de aplicación 
durante toda la vigencia del 
contrato. 


Eficiencia económica: 
celebración de contratos 


marco de proyectos de Participación 
Público-Privada, con las limitaciones 
que en cada caso establezca la 
normativa vigente, serán públicas y 
estarán sujetas a mecanismos de 
control. 


B) Protección del interés público: 
Todo proyecto de Participación 
Público-Privada, deberá procurar 
el beneficio público, respetando 
el interés general, y adoptar los 
mecanismos de participación y 
control que serán de aplicación 
durante toda la vigencia del 
contrato. 


Eficiencia económica: La 
celebración de contratos 


desarrolladas en el marco de 
proyectos de Participación 
Público-Privada, con las 
limitaciones que en cada caso 
establezca la normativa 
vigente, serán públicas y 
estarán sujetas a mecanismos 
de control... 


Protección del interés público: 
Todo proyecto de Participación 
Público-Privada, deberá 
procurar el beneficio público, 
respetando el interés general, y 
adoptar los mecanismos de 
participación y control que 
serán de aplicación durante 
toda la vigencia del contrato. 


Eficiencia económica: 
celebración de contratos 
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e) 


parte de la Administración 
Pública, en el marco de 
proyectos de Participación 
Público-Privada, deberá basarse 
en la consecución del mayor 
Valor por Dinero, incluyendo 
tanto la reducción de costos 
como de los niveles de riesgo. 


Adecuada distribución de 
riesgos: Los contratos 
celebrados en el marco de 
proyectos de Participación 
Público-Privada deberán 
contemplar una adecuada 
distribución de riesgos entre las 
partes, de modo tal de minimizar 
el costo asociado a los mismos. 


Ecuanimidad: La selección de los 
sujetos contratantes deberá 


parte de la Administración 
Pública, en el marco de 
proyectos de Participación 
Público-Privada, deberá basarse 
en la consecución del mayor 
Valor por Dinero, incluyendo 
tanto la reducción de costos 
como los niveles de riesgo así 
como plazos de 
disponibilidad. 


Adecuada distribución de 
riesgos: Los contratos 
celebrados en el marco de 
proyectos de Participación 
Público-Privada deberán 
contemplar una adecuada 
distribución de riesgos entre las 
partes, de modo tal de 
minimizar el costo asociado a los 


mismos. 


Transferencia: Los contratos 
deberán establecer las 
modalidades en que las obras 
y los bienes e instalaciones 
necesarias para su 
explotación puedan ser 
revertidas o transferidas a la 
Administración, según 
corresponda. 


Ecuanimidad: La selección de los 
sujetos contratantes deberá 


los mismos. 


parte de la Administración 
Pública, en el marco de 
proyectos de Participación 
Público-Privada, deberá 
basarse en la consecución del 
mayor Valor por Dinero, 
incluyendo tanto la reducción 
de costos como los niveles de 
riesgo así como plazos de 


disponibilidad. 


Adecuada distribución de 
riesgos: Los contratos 
celebrados en el marco de 
proyectos de Participación 
Público-Privada deberán 
contemplar uma adecuada 
distribución de riesgos entre las 
partes, de modo tal de 
minimizar el costo asociado a 


Transferencia: Los contratos 
deberán establecer las 
modalidades en que las obras y 
los bienes e instalaciones 
necesarias para su explotación 
puedan ser revertidas O 
transferidas E la 
Administración, según 
corresponda. 


Ecuanimidad: La selección de 
los sujetos contratantes deberá 
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0) 


llevarse a cabo observando 
criterios de transparencia, 
ecuanimidad y no discriminación, 
promoviendo la competencia 
entre los oferentes y procurando 
alcanzar un adecuado equilibrio 
entre la necesaria celeridad, 
reducción de costos de los 
procedimientos y la selección de 
la mejor propuesta a los 
intereses públicos. 


Temporalidad. Todos los 
contratos que se celebren 
deberán establecer un plazo 


máximo de duración. En ningún 
caso podrán  otoraarse a 
perpetuidad. 


Responsabilidad fiscal, Las 
erogaciones y compromisos 
financieros que se asuman en el 
marco de proyectos de 
Participación Público-Privada 
deberán ser consistentes con la 
programación financiera del 
Estado, en un marco de 
responsabilidad fiscal y de la 
debida rendición de cuentas. 


Control. La Administración 


llevarse a cabo observando 
criterios de transparencia, 
ecuanimidad y no 
discriminación, promoviendo la 
competencia entre los oferentes 
y procurando alcanzar un 
adecuado equilibrio entre la 
necesaria celeridad, reducción 
de costos de los procedimientos 
y la selección de la mejor 
propuesta a los intereses 
públicos. 


Temporalidad: Todos los 
contratos que se celebren 
deberán establecer un plazo 
máximo de duración. El plazo 
máximo de duración del 
contrato y de sus prórrogas 
no podrá exceder de treinta y 
cinco años. 


Responsabilidad fiscal: Las 
erogaciones y compromisos 
financieros que se asuman en el 
marco de proyectos de 
Participación Público-Privada 
deberán ser consistentes con la 
programación financiera del 
Estado, en un marco de 
responsabilidad fiscal y de la 
debida rendición de cuentas, 


Control: La Administración 


llevarse a cabo observando 
criterios de transparencia, 
ecuanimidad y no 
discriminación, promoviendo la 
competencia entre los 
oferentes y procurando 
alcanzar um adecuado equilibrio 
entre la mecesaria celeridad, 
reducción de costos de los 
procedimientos y la selección 
de la mejor propuesta a los 
intereses públicos. 


Temporalidad: Todos los 
contratos que se celebren 
deberán establecer un plazo 
máximo de duración. El plazo 
máximo de duración del 
contrato y de sus prórrogas no 
podrá exceder de treinta y 
cinco años. 


Responsabilidad fiscal: Las 
erogaciones y compromisos 
financieros que se asuman en 
el marco de proyectos de 
Participación Público-Privada 
deberán ser consistentes con la 
programación financiera del 
Estado, en un marco de 
responsabilidad fiscal y de la 
debida rendición de cuentas. 


I) Control: La Administración 
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Pública contratante deberá 
establecer en los respectivos 
contratos mecanismos de control 
adecuados para la efectiva 
protección de los derechos de los 
usuarios y la continuidad y 
eficiencia en la prestación de los 
servicios correspondientes. 


Protección del desarrollo 
sustentable, Los proyectos 
ejecutados a través de 
mecanismos de Participación 
Público-Privada deberán 
propender al desarrollo 
sustentable de la economía, 
adoptando medidas de 
protección al medio ambiente en 
beneficio de las generaciones 
actuales y futuras. 


Artículo 5%, Contraprestaciones por el 


desarrollo 
contraprestación 


asumidas 


de proyectos.- 
por las 
dependiendo del _ tipo 


K) 


Pública contratante deberá 
establecer en los respectivos 
contratos mecanismos de control 
adecuados :. para la efectiva 
protección de los derechos de los 
usuarios y la continuidad y 
eficiencia en la prestación de los 
servicios correspondientes. 


Protección del desarrollo 
sustentable: Los proyectos 
ejecutados. a través de 
mecanismos de Participación 
Público-Privada deberán 
propender al desarrollo 
sustentable de la sociedad y de 
la economía, adoptando medidas 
de protección al medio ambiente 
en beneficio de las generaciones 
actuales y futuras. 


Respeto a los derechos 
laborales y las normas legales 
que lo regulan en particular en 
lo que refiere al 
reconocimiento y respeto a los 
ámbitos de negociación 


Artículo 59. (Contraprestaciones por el 


En | desarrollo 
actividades | contraprestación por las 


asumidas 


de proyectos).- 
del _ tipo 


Pública contratante deberá 
establecer en los respectivos 
contratos mecanismos de 
control adecuados para la 
efectiva protección de los 
derechos de los usuarios y la 
continuidad y eficiencia en la 
prestación de los servicios 
correspondientes. 


Protección del desarrollo 
sustentable: Los proyectos 
ejecutados a través de 
mecanismos de Participación 
Público-Privada deberán 
propender al desarrollo 
sustentable de la sociedad y de 
la economía, adoptando 
medidas de protección al medio 
ambiente en beneficio de las 
generaciones actuales y 
futuras. — 


Respeto a los derechos 
laborales y las normas legales 
que lo regulan en particular en 
lo que refiere al reconocimiento 
y respeta a los ámbitos de 
negociación colectiva. 


Artículo 5%, (Contraprestaciones por el 


En | desarrollo 
actividades | contraprestación por las 


asumidas 


de proyectos).- En 
actividades 
dependiendo _ del 
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características de Cada proyecto, el 
contratista podrá percibir diferentes 
modalidades de ingresos, en forma 
exclusiva o combinada, abonados por los 
usuarios oO la Administración Pública 
contratante, entre otras. 


Dependiendo de las características y 
estructura de cada proyecto, podrá 
determinarse en beneficio de la 
Administración Pública, la percepción de 
ingresos por parte de ésta consistentes en 
pagos provenientes del contratista, 
usuarios, u otros que en su caso se 
estipulen. 


Artículo 6%. Contribuciones públicas 
para el desarrollo de proyectos de 
Participación Público-Privada.- Conforme a 
las características concretas de cada 
proyecto y a efectos de viabilizar los 
mismos, el contrato podrá prever la 
realización de contribuciones por parte de la 
Administración Pública, tales como aportes 


Proyecto de ley aprobado por la Cámara 
de Representantes 


características de cada proyecto, el 
contratista podrá percibir diferentes 
modalidades de ingresos, en forma 
exclusiva o combinada, abonados por los 
usuarios oO la Administración Pública 
contratante, entre otras. 


Dependiendo de las características y 
estructura de cada proyecto, podrá 
determinarse en beneficio de la 
Administración Pública, la percepción de 
ingresos por parte de ésta consistentes en 
pagos provenientes del contratista, 
usuarios, u otros que en su caso se 
estipulen. 


Artículo 6%. (Contribuciones públicas 
para el desarrollo de proyectos de 
Participación Público-Privada).- Conforme a 
las características concretas de cada 
proyecto y a efectos de viabilizar los 
mismos, el contrato podrá prever la 
realización de contribuciones por parte de la 
Administración Pública, tales como aportes 


Proyecto de ley sustitutivo de la Comisión 


características de cada proyecto, el 
contratista podrá percibir diferentes 
modalidades de ingresos, en forma 
exclusiva o combinada, abonados por los 
usuarios oO la Administración Pública 
contratante, entre otras. 


Dependiendo de las caracteristicas y 
estructura de cada proyecto, podrá 
determinarse en beneficio de la 


ingresos por parte de ésta consistentes en 
pagos provenientes del contratista, 
usuarios, u otros que en su caso se 
estipulen. 


Artículo 60. (Contribuciones públicas 
para el desarrollo de proyectos de 
Participación Público-Privada).- Conforme a 
las características concretas de cada 
proyecto y a efectos de viabilizar los 
mismos, el contrato podrá prever la 
realización de contribuciones por parte de la 
Administración Pública, tales como aportes 


Administración Pública, la percepción de |. 
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pecuniarios, otorgamiento de subvenciones, | pecuniarios, otorgamiento de subvenciones, 
créditos, garantías para la financiación del | créditos, garantías para la financiación del 
proyecto, garantías de obtención de| proyecto, garantías de obtención de 
ingresos mínimos y exoneraciones fiscales, | ingresos mínimos y exoneraciones fiscales, 
entre otras. entre otras. De estas contribuciones, las 
que lo requieran, deberán contar con el 
decreto del Poder Ejecutivo 
La Administración Contratante podrá | correspondiente. 

asegurar al contratista niveles mínimos de 

ingresos pero, en ningún caso, podrá En ningún caso se podrá asegurar 
asegurar niveles mínimos de rentabilidad | contractualmente niveles mínimos de 
del proyecto. rentabilidad del proyecto. 


pecuniarios, otorgamiento de subvenciones, 
créditos, garantías para la financiación del 
proyecto, garantías de obtención de 
ingresos mínimos y exoneraciones fiscales, 
entre otras. De estas contribuciones, las 
que lo requieran, deberán contar con el 
decreto del Poder Ejecutivo 
correspondiente. 


En ningún caso se podrá asegurar 
contractualmente niveles mínimos de 
rentabilidad del proyecto. 


El contrato deberá determinar las El contrato deberá determinar las 
condiciones a cuyo cumplimiento se |condiciones a cuyo cumplimiento se 
sujetarán las contribuciones públicas, su | sujetarán las contribuciones públicas, su 
modificación o cese. modificación o cese, 


El contrato deberá determinar las 
condiciones a cuyo cumplimiento se 
sujetarán las contribuciones públicas, su 
modificación o cese. 


Los aportes económicos por parte de Los aportes económicos por parte de 
la Administración Pública podrán realizarse | la Administración Pública podrán realizarse 
cuando éstos constituyan un estímulo a la | cuando éstos constituyan un estímulo a la 
gestión” económica más eficiente y ello | gestión económica más eficiente y ello 
redunde en su beneficio y en el de los | redunde en su beneficio y en el de los 
usuarios del servicio, de acuerdo al|usuarios del servicio, de acuerdo al 
resultado de los estudios previos previstos | resultado de los estudios previos previstos 
en el artículo 16 de la presente ley. en el artículo 16 de la presente ley. 


Los aportes económicos por parte de 
la Administración Pública podrán realizarse 
cuando éstos constituyan un estímulo a la 
gestión económica más eficiente y ello 
redunde en su beneficio y en el de los 
usuarios del servicio, de acuerdo al 
resultado de los estudios previos previstos 
en el artículo 16 de la presente ley. 


CAPITULO II 
MARCO INSTITUCIONAL 


CAPITULO II 
MARCO INSTITUCIONAL 


MARCO INSTITUCIONAL 


Artículo 70, Atribución de Artículo 70, (Atribución de Artículo 70, (Atribución de 
competencia.- La Administración Pública | competencia).- La Administración Pública | competencia).- La Administración Pública 
contratante, dentro del ámbito de su|contratante, dentro del ámbito de su|contratante, dentro del ámbito de su 
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competencia, será la responsable del 
diseño, estructuración y celebración de 
contratos de la Participación  Público- 
Privada, así como del contro! de su correcta 
ejecución y del cumplimento de las 
obligaciones asumidas por los contratantes. 
Ello, sin perjuicio de las atribuciones y 
competencias de regulación y control que 
correspondan a otros organismos estatales 
conforme a sus competencias originarias y a 
las que se atribuyen por la presente ley. 


competencia, será la responsable del 
diseño, estructuración y celebración de 
contratos de la Participación  Público- 
Privada, así como del control de su correcta 
ejecución y del cumplimento de las 
obligaciones asumidas por los contratantes. 
Ello, sin perjuicio de las atribuciones y 
competencias de regulación y control que 
correspondan a otros organismos estatales 
conforme a sus competencias originarias y a 
las que se atribuyen por la presente ley. 


competencia, será la responsable del 
diseño, estructuración y celebración de 
Contratos de Participación Público-Privada, 
así como del control de su correcta 
ejecución y del cumplimento de las 
obligaciones asumidas por los contratantes. 
Ello, sin perjuicio de las atribuciones y 
competencias de regulación y control que 
correspondan a otros organismos estatales 
conforme a sus competencias originarias y a 
las que se atribuyen por la presente ley. 


Artículo 89, Comisión Técnica.- Para 
cada proyecto la Administración Pública 
contratante designará una Comisión Técnica 
que asesorará en todas las etapas del 
procedimiento de contratación. La Comisión 
Técnica estará integrada por un mínimo de 
tres miembros, debiendo ser uno de ellos, 
por lo memos, funcionario de la 
Administración Pública contratante y otro, 
que podrá pertenecer o mo a la misma, que 
posea reconocida idoneidad técnica en la 
materia objeto de contratación. 


Artículo 80%. (Comisión Técnica).- Para 
cada proyecto la Administración Pública 
contratante designará una Comisión Técnica 
que asesorará en todas las etapas del 
procedimiento de contratación. La Comisión 
Técnica estará integrada por un mínimo de 
tres y un máximo de cinco miembros, 
debiendo ser dos de ellos, por lo menos, 
funcionarios de la Administración Pública 
contratante, Sus miembros deberán 
tener ¡idoneidad en los diferentes 
aspectos que componen la materia de 
contratación y al menos uno, que podrá 
o no pertenecer a la misma, deberá 
poseer reconocida idoneidad técnica en la 
materia objeto de la contratación. 


Artículo 8%, (Comisión Técnica).- Para 
cada proyecto la Administración Pública 
contratante designará una Comisión Técnica 
que asesorará en todas las etapas del 
procedimiento de contratación. La Comisión 
Técnica estará integrada por un mínimo de 
tres y un máximo de cinco miembros, 
debiendo ser dos de ellos, por lo menos, 
funcionarios de la Administración Pública 
contratante. Sus miembros deberán tener 
idoneidad en los diferentes aspectos que 
componen la materia de contratación y al 
menos uno, que podrá o no pertenecer a la 
misma, deberá poseer reconocida idoneidad 
técnica en la materia objeto de la 
contratación. 


Los integrantes de las 
comisiones técnicas estarán obligados 
a presentar declaración jurada de 
acuerdo a la Ley N* 17.060, de 23 de 


Los integrantes de las comisiones 
técnicas estarán obligados a presentar 
declaración jurada de acuerdo a la Ley 


"S'9-p81 


SAJHOUVNAS HU VAVINYO 


TIOZ ap omnfap 9 


Proyecto de ley del Poder Ejecutivo Proyecto de ley aprobado por la Cámara | Proyecto de ley sustitutivo de la Comisión 
| de Representantes 
TEA diciembre de 1998. N9 17,060, de 23 de diciembre de 1998. 


Artículo 99. Competencias de la Artículo 9%. (Competencias de la Artículo 90. (Competencias de la 
Corporación Nacional para el Desarrollo | Corporación Nacional para el Desarrollo | Corporación Nacional para el Desarrollo 
(CND) respecto de proyectos  de|respecto de proyectos de Participación | respecto de proyectos de Participación 
Participación Público-Privada.- Sin perjuicio | Público-Privada).- Sin perjuicio de los| Público-Privada).- Sin perjuicio de los 
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de los cometidos atribuidos por la Ley NO 
15.785, de 4 de diciembre de 1985 y demás 
normas concordantes y modificativas, la 
CND tendrá los cometidos que se indican a 
continuación: 


a) Desarrollar y fomentar la 
ejecución de proyectos de 
Participación Público-Privada 
mediante la aplicación de los 
mejores criterios técnicos y el 


apego a los principios y 
orientaciones contenidos en la 
presente ley. 


Elaborar y difundir lineamientos 
técnicos aplicables a proyectos 
de Participación Público-Privada 
a través de la elaboración de 
guías de mejores prácticas 
recomendadas,  uniformización 
de procedimientos y elaboración 
de manuales, modelos e 
instrumentos que contribuyan al 
diseño, ejecución de los referidos 
proyectos de forma más 
eficiente. 


cometidos atribuidos por la Ley N% 15,785, 
de 4 de diciembre de 1985 y demás normas 
concordantes y modificativas, la 
Corporación Nacional para el Desarrollo 
tendrá los cometidos que se indican a 
continuación: 


A) Desarrollar y fomentar la 
ejecución de proyectos de 
Participación  Público-Privada 
mediante la aplicación de los 
mejores criterios técnicos y el 
apego a los principios y 
orientaciones contenidos en la 
presente ley. 


Elaborar los lineamientos 
técnicos aplicables a proyectos 
de Participación Público-Privada 
a través de la confección de 
guías de mejores prácticas 
recomendadas, uniformización 
de procedimientos y 
preparación de manuales, 
modelos e instrumentos que 
contribuyan al diseño y 
ejecución de los referidos 
proyectos en forma más eficaz 


cometidos atribuidos por la Ley NY 15,785, 
de 4 de diciembre de 1985 y demás normas 
concordantes y modificativas, la 
Corporación Nacional para el Desarrollo 
tendrá los cometidos que se indican a 
continuación: 


A) Desarrollar y fomentar la 
ejecución de proyectos de 
Participación  Público-Privada 
mediante la aplicación de los 
mejores criterios técnicos y el 
apego a los principios y 
orientaciomes contenidos en la 
presente ley. 


Elaborar los lineamientos 
técnicos aplicables a proyectos 
de Participación Público-Privada 
a través de la confección de 
guías de mejores prácticas 
recomendadas, uniformización 
de procedimientos y 
preparación de manuales, 
modelos e instrumentos que 
contribuyan al diseño y 
ejecución de los referidos 
proyectos en forma más eficaz 
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c) Asesorar en. la identificación, 


concepción, diseño, estudio, 
estructuración, promoción, 
selección y contratación de los 
proyectos de Participación 
Público-Privada, en los términos 
y condiciones que se acuerden 
mediante convenio con las 
Administraciones Públicas 
contratantes. 


Contribuir al fortalecimiento de 
capacidades de las 
Administraciones Públicas 
contratantes en el diseño e 
implementación de proyectos de 
Participación Público-Privada. 


Asesorar al Poder Ejecutivo a 
identificar y priorizar proyectos 
susceptibles de ser ejecutados 
mediante el sistema de 
Participación Público-Privada. 


Facilitar a las Administraciones 


y eficiente. La difusión de los 
mismos requerirá la 
aprobación del Ministerio de 
Economía y Finanzas, previo 
informe de la Oficina de 
Planeamiento y 
Presupuesto. 


Asesorar en la identificación, 
concepción, diseño, estudio, 
estructuración, promoción, 
selección y contratación de los 
proyectos de Participación 
Público-Privada, en los 
términos y condiciones que se 
acuerden mediante convenio 
con las Administraciones 
Públicas contratantes. 


Contribuir al fortalecimiento de 
capacidades de las 
Administraciones Públicas 
contratantes en el diseño e 
implementación de proyectos 
de Participación Público- 
Privada. 


Asesorar al Poder Ejecutivo a 
identificar y priorizar proyectos 
susceptibles de ser ejecutados 
mediante el sistema de 
Participación Público-Privada. 


Facilitar a las Administraciones 
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y eficiente. La difusión de los 
mismos requerirá la aprobación 
del Ministerio de Economia y 
Finanzas, previo informe de la 
Oficina «de Planeamiento y 
Presupuesto. 


C) Asesorar en la identificación, 


concepción, diseño, estudio, 
estructuración, promoción, 
selección y contratación de los 


proyectos de Participación |. 


Público-Privada, en los 
términos y condiciones que se 
acuerden mediante convenio 
con las Administraciones 
Públicas contratantes. 


Contribuir al fortalecimiento de 
capacidades de las 
Administraciones Públicas 
contratantes en el diseño e 
implementación de proyectos 
de Participación Público- 
Privada. 


Asesorar al Poder Ejecutivo a 
identificar y priorizar proyectos 
susceptibles de ser ejecutados 
mediante el sistema de 
Participación Público-Privada. 


Facilitar alas Administraciones 


"S'9-981 


SAJHOUVNAS HU VAVINYO 


TIOZ ap omnfap 9 


Proyecto de ley del Poder Ejecutivo Proyecto de ley aprobado por la Cámara | Proyecto de ley sustitutivo de la Comisión 
de Representantes . 


Públicas contratantes la 
coordinación interinstitucional de 
sus actividades relacionadas con 
proyectos de Participación 
Público-Privada. 


Crear o adquirir sociedades 
comerciales de cualquier 
naturaleza así como 
instrumentos financieros, cuando 
ello se entienda necesario para 
el mejor desarrollo de proyectos 
de Participación Público-Privada. 


Artículo 10. Estructuración de 
proyectos.- Para la estructuración de 


proyectos de Participación Público-Privada, 
la Administración Pública contratante podrá 
contratar en forma directa a la Corporación 
Nacional para el Desarrollo, 


Asimismo, podrá contratar para ello a 
empresas de reconocida idoneidad en la 
materia. La selección y contratación de 
dichas empresas deberá realizarse a través 
del régimen general de contratación 
administrativa, no siendo aplicable para ello 
los mecanismos de contratación 
establecidos en la presente ley, 


Artículo 11. Implementación de 
Proyectos por la Corporación Nacional para 
el Desarrollo (CND).- Previa autorización 
debidamente fundada del Poder Ejecutivo 


Públicas contratantes la 
coordinación — interinstitucional 
de sus actividades relacionadas 
con proyectos de Participación 
Público-Privada. 


G) Crear o adquirir sociedades 
comerciales de cualquier 
naturaleza asi como 
instrumentos financieros, 
cuando ello se entienda 
necesario para el mejor 
desarrollo de proyectos de 
Participación Público-Privada. 


Artículo 10. (Estructuración de 
proyectos).- Para la estructuración de 
proyectos de Participación Público-Privada, 
la Administración Pública contratante podrá 
contratar en forma directa a la Corporación 
Nacional para el Desarrollo. 


Asimismo, podrá contratar para ello 
a empresas de reconocida idoneidad en la 
materia. La selección y contratación de 
dichas empresas deberá realizarse a través 
del régimen general de contratación 
administrativa, no siendo aplicable para ello 
los mecanismos de contratación 
establecidos en la presente ley. 


Artículo 11. (Implementación de 
Proyectos por la Corporación Nacional para 
el Desarrollo).- Previa autorización 
debidamente fundada del Poder Ejecutivo 


Públicas contratantes la 
coordinación  interinstitucional 
de sus actividades relacionadas 
con proyectos de Participación 
Público-Privada. 


Crear o adquirir sociedades 
comerciales de cualquier 
naturaleza así como 
instrumentos financieros, 
cuando ello se entienda 
necesario para el mejor 
desarrollo de proyectos de 
Participación Público-Privada. 


Artículo 10. (Estructuración de 
proyectos).- Para la estructuración de 
proyectos de Participación Público-Privada, 
la Administración Pública contratante podrá 
contratar en forma directa a la Corporación 
Nacional para el Desarrollo. 


Asimismo, podrá contratar para ello a 
empresas de reconocida idoneidad en la 
materia. La selección y contratación de 
dichas empresas deberá realizarse a través 
del régimen general de contratación 
administrativa, no siendo aplicable para ello 
los mecanismos de contratación 
establecidos en la presente ley. 


Artículo 11. (Implementación de 
Proyectos por la Corporación Nacional para 
el Desarrollo).- Previa autorización 
debidamente fundada del Poder Ejecutivo 
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la Administración Pública contratante podrá 
acordar directamente con la CND que ésta 
asuma la implementación de un proyecto de 
Participación  Público-Privada en forma 
integral, con el fin de viabilizar su 
concreción y, posteriormente, transferir el 
mismo al sector privado a través de los 
procedimientos de contratación previstos en 
la presente ley. 


Esta modalidad de implementación 
podrá aplicarse únicamente en aquellos 
proyectos que no superen el monto de 
inversión estimada a ser establecido por la 


reglamentación. Asimismo, la 
reglamentación establecerá el plazo máximo 
dentro del cual la CND deberá trasferir el 
proyecto al sector privado. 


A estos efectos, la CND podrá ejecutar 
el proyecto directa o indirectamente, 
mediante la celebración de contratos o 
acuerdos comerciales de cualquier 
naturaleza, de acuerdo a lo establecido en 
el artículo 30 de la presente ley. 


Artículo 12. Contratos de Participación 
Público-Privada Institucional.- La 
Administración Pública contratante podrá 
celebrar directamente contratos de 
Participación  Público-Privada a 


la Administración Pública contratante podrá 
acordar directamente con la Corporación 
Nacional para el Desarrollo (CND) que ésta 
asuma la implementación de un proyecto de 
Participación  Público-Privada en forma 
integral, con el fin de viabilizar su 
concreción y, posteriormente, transferir el 
mismo al sector privado a través de los 
procedimientos de contratación previstos en 
la presente ley. 


Esta modalidad de implementación 
podrá aplicarse únicamente en aquellos 
proyectos que no superen el monto de 
inversión estimada a ser establecido por la 
reglamentación. Asimismo, la 
reglamentación establecerá el plazo máximo 
dentro del cual la CND deberá trasferir el 
proyecto al sector privado. 


A estos efectos, la CND podrá 
ejecutar el proyecto directa o 
indirectamente, mediante la celebración de 
contratos (O acuerdos comerciales de 
cualquier naturaleza, de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 30 de la presente 
ley. 


7 


E (Contratos de 
Participación Público-Privada Institucional).- 
En el marco de los cometidos 
establecidos en el artículo 11 de la Ley 
N“ 15.785, de 4 de diciembre de 1985 


la Administración Pública contratante podrá 
acordar directamente con la Corporación 
Nacional para el Desarrollo (CND) que esta 
asuma la implementación de un proyecto de 
Participación  Público-Privada en forma 
integral, con el fin de viabilizar su 
concreción y, posteriormente, transferir el 
mismo al sector privado a través de los 
procedimientos de contratación previstos en 
la presente ley. 


Esta modalidad de implementación 
podrá aplicarse únicamente en aquellos 
proyectos que no superen el monto de 
inversión estimada a ser establecido por la 
reglamentación. Asimismo, la 
reglamentación establecerá el plazo máximo 
dentro del cual la CND deberá trasferir el 
proyecto al sector privado. 


A estos efectos, la CND podrá ejecutar 
el proyecto directa O indirectamente, 
mediante la celebración de contratos o 
acuerdos comerciales de cualquier 
naturaleza, de acuerdo a lo establecido en 
el artículo 30 de la presente ley. 


[ s (Contratos de 
Participación Público-Privada Institucional).- 
En el marco de los cometidos establecidos 
en el artículo 11 de la Ley NO 15.785, de 4 
de diciembre de 1985, en la redacción dada 
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Artículo 13. Unidad de Proyectos de 
Participación Público-Privada.- Créase la 
Unidad de Proyectos de Participación 

i 


Público-Privada, la 

órbita del Ministerio de Economía y Finanzas 
con el fin de realizar el - seguimiento 
permanente de los proyectos que se 
desarrollen al amparo de la presente ley, 
verificar el cumplimiento de los aspectos 
presupuestarios asociados a los mismos, y 
realizar los análisis y registros que se 
cometen al Ministerio de Economía" y 
Finanzas en la presente ley. El Poder 
Ejecutivo establecerá su forma de 
integración y los cometidos específicos. 


en la redacción dada por el artículo 34 
de la Ley N"18.602, de 21 de 
setiembre de 2009, la Administración 
Contratante podrá celebrar directamente 
contratos de Participación Público-Privada 
con la Corporación Nacional para el 
Desarrollo (CND) de acuerdo a los 
procedimientos definidos en los 
artículos 15, 16, 17 y 18 de la presente 
ley. En caso de que la CND ceda en 
forma total el contrato referido deberá 
hacerlo por alguno de los 
procedimientos definidos en los 
artículos 19 y 20 de la presente ley. 


Artículo 13. (Unidad de Proyectos de 
Participación Público-Privada).- Créase la 
Unidad de Proyectos de Participación 
Público-Privada la que dependerá 
jerárquicamente del Ministerio de 
Economía y Finanzas, y tendrá como 
cometidos respecto a los proyectos que 
se desarrollen al amparo de la presente 
ley, los siguientes: 


A) Realizar el seguimiento de los 
aspectos económicos- 
financieros. 


B) Verificar el cumplimiento de los 
aspectos presupuestarios, 


C) Evaluar los riesgos 
asociados. 


D) Realizar los análisis y registros 


por el artículo 34 de la Ley N“% 18.602, de 
21 de setiembre de 2009, la Administración 
Contratante podrá celebrar directamente 
Contratos de Participación Público-Privada 
con la Corporación Nacional para el 
Desarrollo (CND) de acuerdo a los 
procedimientos definidos en los artículos 15, 
16, 17 y 18 de la presente ley. En caso de 
que la CND ceda en forma total el contrato 
referido deberá hacerlo por alguno de los 
procedimientos definidos en los artículos 19 
y 20 de la presente ley. 


Artículo 13. (Unidad de Proyectos de 
Participación Público-Privada).- Créase la 
Unidad de Proyectos de Participación 
Público-Privada  *la que dependerá 
jerárquicamente del Ministerio de Economía 
y Finanzas, y tendrá como cometidos 
respecto a los proyectos que se desarrollen 
al amparo de la presente ley, los siguientes: 


A) Realizar el seguimiento de los 
aspectos económicos-financieros. 


B) Verificar el cumplimiento de los 
aspectos presupuestarios. 


C) Evaluar los riesgos asociados. 


D) Realizar los análisis y registros 
que se cometen al Ministerio de 
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Proyecto de ley del Poder Ejecutivo 


Artículo 14. Registro de  Proyectos.- 
Créase el Registro de Proyectos de 
Participación Público-Privada cuya 


organización se comete al Ministerio de 
Economía y Finanzas (MEF), el que incluirá 
los contratos suscritos para el desarrollo de 
proyectos de Participación Público-Privada y 
sus modificaciones, los llamados a 
interesados para la adjudicación de 
proyectos de Participación Público-Privada, 


las iniciativas privadas presentadas para el 
desarrollo de proyectos de Participación 
Público-Privada, respetando los derechos de 
confidencialidad que correspondan al titular 
de la misma, y los informes de auditoría de 
proyectos de Participación Público-Privada. 
La reglamentación establecerá el contenido 
y las formalidades bajo las cuales 
corresponderá la constitución y 
administración del Registro, así como la 
actualización de la información contenida en 
el mismo, entre otros aspectos. 


Proyecto de ley aprobado por la Cámara 
de Representantes 


que se cometen al Ministerio de 
Economía y Finanzas en la 
presente ley. 


La reglamentación establecerá su 
forma de integración y sus cometidos 
específicos. 


Artículo 14. (Registro de Proyectos).- 
Créase el Registro de Proyectos de 
Participación Público-Privada cuya 
organización se comete al Ministerio de 
Economía y Finanzas, el que incluirá los 
contratos suscritos para el desarrollo de 
proyectos de Participación Público-Privada y 
sus modificaciones; los llamados a 
interesados para la adjudicación de 
proyectos de Participación Público-Privada; 
las iniciativas privadas presentadas para el 
desarrollo de proyectos de Participación 
Público-Privada, respetando los derechos de 
confidencialidad que correspondan al titular 
de la iniciativa; y los informes de auditoría 
de proyectos de Participación Público- 
Privada. La reglamentación establecerá el 
contenido y las formalidades bajo las cuales 
corresponderá la constitución y 
administración del Registro, así como la 
actualización de la información contenida en 
el mismo, entre otros aspectos. 


Proyecto de ley sustitutivo de la Comisión 


Economía y Finanzas en la 
presente ley. 


La reglamentación establecerá su 
forma de integración y sus cometidos 
específicos 


Artículo 14. (Registro de Proyectos).- 
Créase el Registro de Proyectos de 
Participación Público-Privada cuya 
organización se comete al Ministerio de 
Economía y Finanzas, el que incluirá los 
contratos suscritos para el desarrollo de 
proyectos de Participación Público-Privada y 
sus modificaciones; los llamados a 
interesados para la adjudicación de 
proyectos de Participación Público-Privada; 
las iniciativas privadas presentadas para el 
desarrollo de proyectos de Participación 
Público-Privada, respetamdo los derechos de 
confidencialidad que correspondan al titular 
de la iniciativa; y los informes de auditoría 
de proyectos de Participación Público- 
Privada. La reglamentación establecerá el 
contenido y las formalidades bajo las cuales 
corresponderá la constitución y 
administración del Registro, así como la 
actualización de la información contenida en 
el mismo, entre otros aspectos. 
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CAPITULO 11 
PROCEDIMIENTO DE CONTRATACIÓN 


Artículo 15. Inicio del proceso.- El 
proceso tendiente a la suscripción de un 
contrato para el desarrollo de un proyecto 
de Participación Público-Privada, podrá 
iniciarse de oficio mediante una iniciativa 
pública, o bien, originarse en una iniciativa 
privada presentada por un proponente, en 
cuyo caso, se seguirá el mecanismo 
dispuesto en el Capitulo VII de esta ley. 


En ambos casos, dichos actos deberán 
ser presentados a efectos de su registro 
ante el Registro de Proyectos a que refiere 
el artículo 14 de la presente ley. 


Artículo 16. Evaluación previa.- Con 
carácter previo a la iniciación del 
procedimiento de contratación, la 
Administración Pública contratante deberá 
contar con un documento de evaluación en 
que se ponga de manifiesto la viabilidad y la 
conveniencia del proyecto en cuestión. 
Dependiendo de las caracteristicas de cada 
proyecto, la evaluación previa podrá 
separarse en estudios de prefactibilidad, 
estudios de factibilidad y estudios de 
impacto. 


CAPÍTULO 111 ; 
PROCEDIMIENTO DE CONTRATACIÓN 


Artículo 15. (Inicio del proceso).- El 
proceso tendiente a la suscripción de un 
contrato para el desarrollo de un proyecto 
de Participación Público-Privada, podrá 
iniciarse de oficio mediante una iniciativa 
pública, o bien, originarse en una iniciativa 
privada presentada por un proponente, en 
cuyo Caso, se seguirá el mecanismo 
dispuesto en el Capítulo VII de la presente 
ley. 


En ambos casos, dichos actos 
deberán ser presentados a efectos de su 
registro ante el Registro de Proyectos a que 
refiere el artículo 14 de la presente ley. 


Artículo 16. (Evaluación previa).- Con 
carácter previo a la iniciación del 
procedimiento de contratación, la 
Administración Pública contratante deberá 
contar con un documento de evaluación en 
que se ponga de manifiesto la viabilidad y la 
conveniencia del proyecto en cuestión. 


Dependiendo de las características 
de cada proyecto, la evaluación previa 
podrá separarse en estudios de 
prefactibilidad, estudios de factibilidad y 
estudios de impacto, 


CAPITULO 111 
PROCEDIMIENTO DE CONTRATACIÓN 


Articulo _15. (Inicio del proceso).- El 
proceso tendiente a la suscripción de un 
contrato para el desarrollo de un proyecto 
de Participación Público-Privada, podrá 
iniciarse de oficio mediante una iniciativa 
pública, o bien, originarse en una iniciativa 
privada presentada por un proponente, en 
cuyo caso, se seguirá el mecanismo 
dispuesto en el Capitulo VII de la presente 
ley. 


En ambos casos, dichos actos deberán 
ser presentados a efectos de su registro 
ante el Registro de Proyectos a que refiere 
el artículo 14 de la presente ley. 


Artículo 16. (Evaluación previa).- Con 
carácter previo a la iniciación del 
procedimiento de contratación, la 
Administración Pública contratante deberá 
contar con un documento de evaluación en 
que se ponga de manifiesto la viabilidad y la 
conveniencia del proyecto en cuestión. 


Dependiendo de las características de 
cada proyecto, la evaluación previa podrá 
separarse en estudios de prefactibilidad, 
estudios de factibilidad y estudios de 
impacto. 
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La reglamentación establecerá el 
alcance, forma y contenido de dicha 
evaluación previa, incluyendo, entre otras, 
las áreas técnica, comercial, financiera, 
jurídica, ambiental y de impacto económico 
y social. 


Artículo 17. Contenido del contrato.- 
Los contratos de Participación Público- 
Privada deberán incluir necesariamente, y 
sin perjuicio de las demás estipulaciones 
necesarias o que acuerden: las partes, los 
siguientes aspectos: 


a) Identificación de las prestaciones 
principales que constituyen su 
objeto. 


Condiciones de reparto de 
riesgos entre el contratante y el 
contratista, desglosando y 


El documento de evaluación 
deberá incluir, entre otros aspectos, un 
análisis comparativo con formas 
alternativas de contratación que 
justifiquen en términos técnicos, 
jurídicos, económicos y financieros, la 
adopción de esta fórmula de 
contratación. En particular, se deberá 
mostrar que el modelo de contratación 
propuesto es el que permite al Estado 
obtener el mayor "Valor por Dinero", 


La reglamentación establecerá el 
alcance, la forma y el contenido de dicha 
evaluación previa, incluyendo, entre otras, 
las áreas técnica, comercial, financiera, 
jurídica, ambiental y de impacto económico 
y social. 


* Artículo 17. (Contenido del contrato).- 
Los contratos de Participación Público- 
Privada deberán incluir necesariamente, y 
sin perjuicio de las demás estipulaciones 
necesarias o que acuerden las partes, los 
siguientes aspectos: 


A) Identificación de las prestaciones 
principales que constituyen su 
objeto, 


B) Condiciones de reparto de riesgos 
entre el contratante y el 
contratista, desglosando y 


" El documento de evaluación deberá 
incluir, entre otros aspectos, un análisis 
comparativo con formas alternativas de 
contratación que justifiquen en términos 
técnicos, jurídicos, económicos. y 
financieros, la adopción de esta fórmula de 
contratación. En particular, se deberá 
mostrar que el modelo de contratación 
propuesto es el que permite al Estado 
obtener el mayor "Valor por Dinero”. 


La reglamentación establecerá el 
alcance, la forma y el contenido de dicha 
evaluación previa, incluyendo, entre otras, 
las áreas técnica, comercial, financiera, 
jurídica, ambiental y de impacto económico 
y social. 


Artículo 17. (Contenido del contrato).- 
Los Contratos de Participación Público- 
Privada deberán incluir necesariamente, y 
sin perjuicio de las demás estipulaciones 
necesarias o que acuerden las partes, los 
siguientes aspectos: 


A) Identificación de las 
prestaciones principales que 
constituyen su objeto. 


B) Condiciones de reparto de 
riesgos entre el contratante y el 
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precisando la imputación de los 
riesgos derivados de la variación 
de los costos de las prestaciones 
y la imputación de los riesgos de 
disponibilidad o de demanda de 
dichas prestaciones. 


precisando la imputación de los 
riesgos derivados de la variación 
de los costos de las prestaciones y 
la imputación de los riesgos de 
disponibilidad o de demanda de 
dichas prestaciones, entre otros. 


precisando la imputación de los 
riesgos derivados de la 
variación de los costos de las 
prestaciones y la imputación de 
los riesgos de disponibilidad o 
de demanda de dichas 
prestaciones, entre otros. 


Objetivos de rendimiento 
asignados al contratista, 
particularmente en lo que 
concierne a la calidad de los 
servicios, obras y suministros y 
las condiciones en que deberán 
ser puestos a disposición de la 
Administración Pública 
contratante. 


C) Objetivos de rendimiento 
asignados al contratista, 
particularmente en lo que 
concierne a la calidad de los 
servicios, obras y suministros y 
las condiciones en que deberán 
ser puestos a disposición de la 
Administración Pública 

contratante. 


Objetivos de rendimiento 
asignados al contratista, 
particularmente en lo que 
concierne a la calidad de los 
servicios, obras y suministros y 
las condiciones en que deberán 
ser puestos a disposición de la 
Administración Pública 
contratante. 


Remuneración del contratista, 
que deberá desglosar las bases y 
criterios para el cálculo de los 
costos de inversión, de 
funcionamiento y de financiación 
y en su caso, de los ingresos que 
el contratista pueda obtener de 
la explotación de las obras o 
equipos. ; 


D) Remuneración del contratista, que 
deberá desglosar las bases y 
criterios para el cálculo de los 
costos de inversión, de 
funcionamiento y de financiación 
y en su caso, de los ingresos que 
el contratista pueda obtener de la 
explotación de las obras 0 
equipos. 


Remuneración del contratista, 
que deberá desglosar las bases 
y criterios para el cálculo de los 
costos de inversión, de 
funcionamiento y de 
financiación y en su caso, de 
los ingresos que el contratista 
pueda obtener de la 
explotación de las obras 0 
equipos. 


e) Causas y procedimientos para 

determinar las variaciones de la 
remuneración a lo largo del 
período de ejecución del contrato 
y criterios aplicables respecto del 


E) Causas y procedimientos para 
determinar las variaciones de la 
remuneración a lo largo del 
período de ejecución del contrato 
y criterios aplicables respecto del 


E) Causas y procedimientos para 

determinar las variaciones de la 
remuneración a lo largo del 
período de ejecución del 
contrato criterios aplicables 
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mantenimiento del equilibrio de 
la ecuación económico financiera 
del contrato si correspondiere. 


Fórmulas de pago Y, 
particularmente, condiciones en 
las cuales, en cada vencimiento 
o en determinado plazo, el 
monto de los pagos pendientes 
de satisfacer por el contratante y 
los importes que el contratista 
debe abonar a éste como 
consecuencia de penalidades o 
sanciones, pueden ser objeto de 
compensación. 


Sistema de control por parte de 
la Administración Pública 
contratante aplicable a la 
ejecución del contrato, 
especialmente respecto a los 
objetivos de rendimiento, así 
como las condiciones en que se 
autorice a realizar cesiones o sub 
contratos. Los costos del 
funcionamiento de este sistema 
deberán estar previstos dentro 
de la estructura general de 
costos del proyecto. 


Sanciones aplicables en caso de 
las 


mantenimiento del equilibrio de la 
ecuación económico - financiera 
del contrato si correspondiere. 


F) Fórmulas de pago y, 


particularmente, condiciones en 
las cuales, en cada vencimiento o 
en determinado plazo, el monto 
de los pagos pendientes de 
satisfacer por el contratante y los 
importes que el contratista debe 
abonar a éste como consecuencia 
de penalidades ou sanciones, 
pueden ser objeto de 
compensación, 


G) Sistema de control por parte de la 


Administración Pública 


contratante aplicable a la 


ejecución del contrato, 
especialmente respecto a los 
objetivos de rendimiento, así 
como las condiciones en que se 
autorice a realizar cesiones o sub 
contratos. Los costos del 
funcionamiento de este sistema 
deberán estar previstos dentro de 
la estructura general de costos del 
proyecto. 


H) Sanciones aplicables en caso de 


respecto del mantenimiento del 
equilibrio de la ecuación 
económico - financiera del 
contrato si correspondiere. 


Fórmulas de pago y, 
particularmente, condiciones en 
las cuales, en cada vencimiento 
o em determinado plazo, el 
monto de los pagos pendientes 
de satisfacer por el contratante 
y los importes que el 
contratista debe abonar a éste 
como consecuencia de 
penalidades o sanciones, 
pueden ser objeto de 
compensación. 


Sistema de control por parte de 
la Administración Pública 
contratante aplicable a la 
ejecución del contrato, 
especialmente respecto a los 
objetivos de rendimiento, así 
como las condiciones en que se 
autorice a realizar cesiones o 
sub contratos. Los costos del 
funcionamiento de este sistema 
deberán estar previstos dentro 
de la estructura general de 
costos del proyecto, 
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obligaciones del contrato. 


Condiciones en que puede 
procederse por acuerdo o por 
decisión unilateral de la 
Administración Pública 
contratante, a la modificación de 
determinados aspectos del 
contrato o a su resolución, 
conforme a lo establecido en la 
presente ley. 


Destino de las obras y 
equipamientos objeto del 
contrato a la finalización del 
mismo. 


Garantías que el contratista 
deberá afectar al cumplimiento 
de sus obligaciones. 


Mecanismos aplicables a la 
liquidación del propio contrato, 
incluyendo disposiciones sobre 
las compensaciones a que 
pudiera dar lugar la misma. 


Referencia a las condiciones 
generales y, Cuando sea 
procedente, a las especiales que 
sean pertinentes en función de la 
naturaleza de las prestaciones 
principales. 


obligaciones del contrato. 


I) Condiciones en que puede 
procederse por acuerdo o por 
decisión unilateral de la 


Administración Pública 
contratante, a la modificación de 
determinados aspectos del 
contrato o a su resolución, 
conforme a lo establecido en la 
presente ley. 


J) Destino de las obras y 
equipamientos objeto del contrato 
a la finalización del mismo. 


K) Garantías que el contratista 
deberá afectar al cumplimiento de 
sus obligaciones. 


L) Mecanismos aplicables a la 
liquidación del propio contrato, 
incluyendo disposiciones sobre las 
compensaciones a que pudiera 
dar lugar la misma. 


M)Referencia a las condiciones 
generales Y, cuando sea 
procedente, a las especiales que 
sean pertinentes en función de la 
naturaleza de las prestaciones 
principales. 
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obligaciones del contrato. 


Condiciones en que puede 
procederse a la modificación de 
determinados aspectos del 
contrato o a su resolución, 
conforme a lo establecido en la 
presente ley, 


Destino de las obras y 
equipamientos objeto del 
contrato a la finalización del 
mismo. 


Garantías que el contratista 
deberá afectar al cumplimiento 
de sus obligaciones. 


Mecanismos aplicables a la 
liquidación del propio contrato, 
incluyendo disposiciones sobre 
las compensaciones a que 
pudiera dar lugar la misma. 


Referencia a las condiciones 
generales y, cuando sea 
procedente, a las especiales 
que sean pertinentes en 
función de la naturaleza de las 
prestaciones principales. 
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Artículo 18. Aprobación de los estudios 
previos y bases de contratación.- Los 
estudios de evaluación previa y las bases de 
contratación a que refieren los artículos 
precedentes serán presentados ante la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y el 
Ministerio de Economía y Finanzas para su 
pronunciamiento, el que se procesará según 
los plazos y condiciones que establezca la 
reglamentación. 


N)Otras obligaciones del 
contratista como ser la 
presentación de sus estados 
contables auditados, dentro de 
un plazo de seis meses 
contados a partir del cierre de 
cada Ejercicio Fiscal. 


Artículo 18. (Estudios previos y bases 
de  contratación).- Los estudios de 
evaluación previa y las bases de 
contratación a que refieren los artículos 
precedentes serán presentados ante la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y el 
Ministerio de Economía y Finanzas para su 
consideración e informe, el que se 
procesará según los plazos y condiciones 


que establezca la reglamentación. 


Ambos organismos, actuando en 
forma coordinada, evaluarán dichos 
estudios y bases de contratación, 
tomando en consideración el impacto 
social y económico del proyecto, los 
aspectos presupuestarios, la viabilidad 
económica - financiera y los beneficios 
de adoptar esta modalidad de 
contratación. 


Asimismo se determinará, en 
esta instancia o, en su defecto, al 
definirse las condiciones definitivas de 
contratación, las características de 


N) Otras obligaciones del 
contratista como ser la 
presentación de sus estados 
contables auditados, dentro de 
un plazo de seis meses 
contados a partir del cierre de 
cada Ejercicio Fiscal. 


Artículo 18. (Estudios previos y bases 
de  contratación).- Los estudios de 
evaluación previa y las bases de 
contratación a que refieren los artículos 
precedentes serán presentados ante la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y el 
Ministerio de Economía y Finanzas para su 
consideración e informe, el que se 
procesará según los plazos y condiciones 
que establezca la reglamentación. 


Ambos organismos, actuando en 
forma coordinada, evaluarán dichos 
estudios y bases de contratación, tomando 
en consideración el impacto social y 
económico del proyecto, los aspectos 
presupuestarios, la viabilidad económica - 
financiera y los beneficios de adoptar esta 
modalidad de contratación. 


Asimismo se determinará, en esta 
instancia o, en su defecto, al definirse las 
condiciones definitivas de contratación, las 
características de distribución de rie 
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distribución de riesgos entre la 
Administración contratante y el 
contratista. 


entre la Administración contratante y el 
contratista. 


Los Entes Autónomos y los Servicios 
Descentralizados, deberán realizar la 
presentación a través del Ministerio 
correspondiente. 


Los entes autónomos y los servicios 
descentralizados, deberán realizar la 
presentación a través del Ministerio 
correspondiente. 


Los entes autónomos y los servicios 
descentralizados, deberán realizar la 
presentación a través del Ministerio 
correspondiente. 


En el caso de los organismos 
comprendidos en el artículo 221 de la 
Constitución de la República, previo a 
la realización del llamado público a 
interesados a que refiere el artículo 19 
de la presente ley, deberán enviar 
copia de las bases de contratación 
correspondientes al Poder Ejecutivo, 
para que éste informe a la Asamblea 
General. 


En el caso de los organismos 
comprendidos en el artículo 221 de la 
Constitución de la República, previo a la 
realización del llamado público a interesados 
a que refiere el artículo 19 de la presente 
ley, deberán enviar copia de las bases de 
contratación correspondientes al Poder 
Ejecutivo, para que éste informe a la 
Asamblea General. 


Los Gobiernos Departamentales 
que opten por la celebración de 
Contratos de Participación Público- 
Privada, deberán ajustarse al 
procedimiento regulado en la presente 
ley. Su correspondiente presentación 
deberá realizarse a través de la 
Comisión Sectorial de 
Descentralización. 


Los Gobiernos Departamentales que 
opten por la celebración de Contratos de 
Participación  Público-Privada, deberán 
ajustarse al procedimiento regulado en la 
presente ley. Su correspondiente 
presentación deberá realizarse a través de 
la Comisión Sectorial de Descentralización. 
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Articulo 19. Llamado público 
interesados.- Una vez realizados los 
pronunciamientos previamente indicados, la 
Administración Pública contratante podrá 
realizar el llamado público, estableciendo el 
procedimiento competitivo a emplear así 
como los términos y condiciones aplicables 
al mismo, de acuerdo a lo que establezca la 
reglamentación. 


Artículo 19. (Llamado público a 
interesados).- Una vez obtenido el 
informe a que se refiere el artículo 18 
de la presente ley, la Administración 
Pública contratante podrá realizar el 
llamado público, estableciendo el 
procedimiento competitivo a emplear así 
como los términos y condiciones aplicables 
al mismo, de acuerdo a lo que establezca la 
reglamentación. 


Articulo 19. (Llamado público a 
interesados).- Una vez obtenido el informe 
a que se refiere el artículo 18 de la presente 
ley, la Administración Pública contratante 
podrá realizar el llamado público, 
estableciendo el procedimiento competitivo 
a emplear así como los términos y 
condiciones aplicables al mismo, de acuerdo 
arlo que establezca la reglamentación. 


La Administración Pública podrá 
emplear cualquier método competitivo, 
incluyendo el diálogo competitivo, la 
licitación, subasta, o cualquier otro que no 
fuere contrario a los principios generales 
admitidos en la normativa vigente. 


La Administración Pública podrá 
emplear cualquier método competitivo, 
incluyendo la licitación, subasta, o cualquier 
otro que no fuere contrario a los principios 
generales admitidos en la normativa 
vigente, 


La Administración Pública podrá 
emplear cualquier método competitivo, 
incluyendo la licitación, subasta, o cualquier 
otro que no fuere contrario a los principios 
generales admitidos en la normativa 
vigente. 


a 


. Procedimiento de Diálogo 
Competitivo.- La Administración Pública 
podrá aplicar un procedimiento de diálogo 
competitivo con el o los postulantes que, 
habiéndose presentado al llamado público y 
cumplido _los requisitos de solvencia técnica 
y económica establecidos en el mismo, 
hayan sido seleccionados. En el transcurso 
de este procedimiento podrán debatirse 
todos los aspectos del contrato con el o los 
candidatos seleccionados, a efectos de 
contribuir a la definición del pliego de 
condiciones particulares. 


Artículo 20. (Procedimiento de diálogo 
competitivo).- La Administración Pública 
podrá aplicar un procedimiento de diálogo 
competitivo con aquel oO aquellos 
postulantes que, habiéndose presentado al 
llamado público, cumplan con los 
requisitos de solvencia técnica y económica 
establecidos en el mismo. . 


Artículo 20. (Procedimiento de diálogo 
competitivo).- La Administración Pública 
podrá aplicar un procedimiento de diálogo 
competitivo con aquel 0 aquellos 
postulantes que, habiéndose presentado al 
llamado público, cumplan con los requisitos 
de solvencia técnica y económica 
establecidos en el mismo. 


En el transcurso de este 
procedimiento podrán debatirse todos los 
aspectos del contrato, a efectos de 
contribuir_a la definición del pliego de 


En el transcurso de este procedimiento 
podrán debatirse todos los aspectos del 
contrato, a efectos de contribuir a la 
definición del pliego de condiciones 
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Durante el procedimiento, se dará un 
trato igualitario a todos los participantes y, 
en particular, no se les facilitará de forma 
discriminatoria información que pueda dar 
ventajas a determinados participantes con 
respecto al resto. No se podrá revelar a los 
demás participantes las soluciones 
propuestas por un participante u otros datos 
confidenciales que éste les comunique sin 
su previo consentimiento. 


El procedimiento de diálogo 
competitivo proseguirá hasta que sea 
posible determinar, después de 
compararlas, si ello fuera necesario, las 
soluciones que resulten adecuadas al objeto 
del llamado. 


Tras declararse cerrado el diálogo 
competitivo y notificarse a todos los 
participantes, Ó 


convocará _a la 


condiciones particulares. 


Durante el procedimiento, se dará un 
trato igualitario a todos los participantes y, 
en particular, no se les facilitará de forma 
discriminatoria información que pueda dar 
ventajas a determinados participantes con 
respecto al resto. No se podrá revelar a los 
demás participantes las soluciones 
propuestas por un participante u otros datos 
confidenciales que éste les comunique sin 
su previo consentimiento. 


El procedimiento de diálogo 
competitivo proseguirá hasta que sea 
posible determinar, después de 
compararlas, si ello fuera necesario, las 
soluciones que resulten adecuadas al objeto 
del llamado. 


Tras declararse cerrado el diálogo 
competitivo y notificarse a todos los 
participantes, se convocará a la 
presentación de ofertas de acuerdo a lo 
que establezca el pliego de condiciones 


particulares. 


Durante el procedimiento, se dará un 
trato igualitario a todos los participantes y, 
en particular, no se les facilitará de forma 
discriminatoria información que pueda dar 
ventajas a determinados participantes con 
respecto al resto. No se podrá revelar a los 
demás participantes las soluciones 
propuestas por un participante u otros datos 
confidenciales que éste les comunique sin 
su previo consentimiento. 


El procedimiento de diálogo 
competitivo proseguirá hasta que sea 
posible determinar, después de 
compararlas, si ello fuera necesario, las 
soluciones que resulten adecuadas al objeto 
del llamado. 


Tras declararse cerrado el diálogo 
competitivo y notificarse a todos los 
participantes, se convocará a la 
presentación de ofertas de acuerdo a lo que 
establezca el pliego de condiciones 


TIOZ ap omnf ap 9 


y 


SAHOUVNAS HU VAVINYO 


"S'9-661 


Proyecto de ley del Poder Ejecutivo Proyecto de ley aprobado por la Cámara | Proyecto de ley sustitutivo de la Comisión 
de Representantes 


presentación de ofertas, basadas en la 
lució luci tad 
Il diál 


Cuando se aplique el procedimiento 
del diálogo competitivo deberá especificarse 
previamente, en oportunidad de realizarse 
el llamado público a que refiere el artículo 
19, si una vez concluido el diálogo, solo 
podrán presentar ofertas quien o quienes 
hayan participado en el diálogo y resulten 
seleccionados durante el mismo, o si la 
presentación de ofertas será abierta a todos 
los interesados. 


La Administración Pública podrá 
establecer preferencias o compensaciones 
para el_o los participantes en el diálogo 
competitivo, dando cuenta de las mismas 
en el llamado público. 


Artículo 21. Presentación de las 
ofertas.- Las ofertas deberán incluir todos 
los elementos requeridos y necesarios para 
la realización del proyecto. La 


particulares. 


En todos los casos en que se 
aplique el procedimiento del diálogo 
competitivo deberá especificarse 
previamente, en oportunidad de realizarse 
el llamado público a que refiere el artículo 
19 de la presente ley, si una vez concluido 
el diálogo, solo podrán presentar ofertas 
quien o quienes hayan participado en el 
diálogo, o si la presentación de ofertas será 
abierta a cualquier interesado. En el caso 
en que un único postulante hubiere 
participado en el procedimiento de 
diálogo competitivo, la presentación de 
ofertas deberá ser abierta a cualquier 
interesado. 


La Administración Pública podrá 
establecer preferencias o compensaciones 
para aquel o aquellos postulantes 
participantes en el diálogo competitivo, 
dando cuenta de las mismas en el llamado 
público a que se refiere el artículo 19 de 
la presente ley. 


Artículo 21. (Presentación de las 
ofertas).- Las ofertas deberán incluir todos 
los elementos requeridos y necesarios para 
la realización del proyecto. La 


particulares. 


En todos los casos en que se aplique 
el procedimiento del diálogo competitivo 
deberá  especificarse previamente, en 
oportunidad de realizarse el llamado público 
a que refiere el artículo 19 de la presente 
ley, si una vez concluido el diálogo, solo 
podrán presentar ofertas quien o quienes 
hayan participado en el diálogo, o si la 
presentación de ofertas será abierta a 
cualquier interesado. En el caso en que un 
único postulante hubiere participado en el 
procedimiento de diálogo competitivo, la 
presentación de ofertas deberá ser abierta a 
cualquier interesado. 


La Administración Pública podrá 
establecer preferencias o compensaciones 
para aquel oO aquellos postulantes 
participantes en el diálogo competitivo, 
dando cuenta de las mismas en el llamado 
público a que se refiere el articulo 19 de la 
presente ley. 


Artículo 21. (Presentación de las 
ofertas).- Las ofertas deberán incluir todos 
los elementos requeridos y necesarios para 
la realización del proyecto. La 
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reglamentación establecerá las condiciones 
para dicha presentación, la documentación 
exigida, las formas para la apertura de las 
ofertas, la posibilidad de formular 
aclaraciones, rectificaciones o salvedades y 
las actas que deberán labrarse. 


reglamentación establecerá las condiciones 
para dicha presentación, la documentación 
exigida, las formas para la apertura de las 
ofertas, la posibilidad de formular 
aclaraciones, rectificaciones o salvedades y 
las actas que deberán labrarse. 


reglamentación establecerá las condiciones 
para dicha presentación, la documentación 
exigida, las formas para la apertura de las 
ofertas, la posibilidad de formular 
aclaraciones, rectificaciones o salvedades y 
las actas que deberán labrarse. 


Artículo 22. (Examen de las ofertas).- 
Los criterios de evaluación de las ofertas 
deberán ser estipulados en el pliego 
correspondiente, de acuerdo a las 
condiciones que establezca la 
reglamentación. Los mismos podrán incluir 
diversos elementos vinculados al objeto del 
contrato, tales como la calidad, el precio, la 
fórmula utilizable para revisar las 
retribuciones ligadas a la utilización de la 
obra o a la prestación del servicio, el plazo 
de ejecución o entrega de la prestación, el 
costo de utilización, las condiciones 
financieras de las prestaciones económicas, 
la satisfacción de necesidades sociales, la 
rentabilidad, el valor e idoneidad técnica de 
la propuesta, la «solvencia técnica y 
económica del proponente, las garantías, 
las características estéticas o funcionales, 
así como cualquier otro elemento relevante 
para la contratación. 


Artículo 22. Examen de las ofertas.- 
Los criterios de evaluación de las ofertas 
deberán ser estipulados en el pliego 
correspondiente, de acuerdo a las 
condiciones que establezca la 
reglamentación. Los mismos podrán incluir 
diversos elementos vinculados al objeto del 
contrato, tales como la calidad, el precio, la 
fórmula utilizable para revisar las 
retribuciones ligadas a la utilización de la 
obra o a la prestación del servicio, el plazo 
de ejecución o entrega de la prestación, el 
costo de utilización, la condiciones 
financieras de las prestaciones económicas, 
la satisfacción de necesidades sociales, la 
rentabilidad, el valor e idoneidad técnica de 
la propuesta, la «solvencia técnica y 
económica del proponente, las garantías, 
las características estéticas o funcionales, 
así como cualquier otro elemento relevante 
para la contratación. 


Artículo 22. (Examen de las ofertas).- 
Los criterios de evaluación de las ofertas 
deberán ser estipulados en el pliego 
correspondiente, de acuerdo a las 
condiciones que establezca la 
reglamentación. Los mismos podrán incluir 
diversos elementos vinculados al objeto del 
contrato, tales como la calidad, el precio, la 
fórmula utilizable para revisar las 
retribuciones ligadas a la utilización de la 
obra o a la prestación del servicio, el plazo 
de ejecución o entrega de la prestación, el 
costo de utilización, las condiciones 
financieras de las prestaciones económicas, 
la satisfacción de necesidades sociales, la 
rentabilidad, el valor e idoneidad técnica de 
la propuesta, la solvencia técnica y 
económica del proponente, las garantias, 
las características estéticas o funcionales, 
así como cualquier otro elemento relevante 
para la contratación. 


En ningún caso podrá considerarse 
como más conveniente la oferta que 
fundadamente se estime que no pueda ser 
cumplida como consecuencia de la inclusión 
en la misma de valores anormales o 


En ningún caso podrá considerarse 
como más conveniente la oferta que 
fundadamente se estime que no pueda ser 
cumplida como consecuencia de la inclusión 
en la misma de valores anormales o 


En ningún caso podrá considerarse 
como más conveniente la oferta que 
fundadamente se estime que no pueda ser 
cumplida como consecuencia de la inclusión 
en la misma de valores anormales o 
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Artículo 23. (Adjudicación de ofertas).- 
La Comisión Técnica clasificará en orden 
decreciente las ofertas presentadas 
atendiendo a los distintos criterios 
valorados. 


desproporcionados. desproporcionados. 


Artículo 23. (Adjudicación de 
ofertas).- La Comisión Técnica clasificará en 
orden decreciente las ofertas presentadas 
atendiendo a los distintos criterios 
valorados. 


Artículo 23. Adjudicación de ofertas.- 
La Comisión Técnica, o en sy caso la CND o 
la empresa asesora contratada, clasificará 
en orden decreciente las ofertas 
presentadas atendiendo a los distintos 
criterios valorados. 


Previa conformidad de la Unidad de 
Proyectos de Participación Público-Privada la 
Administración Pública contratante, a través 
de su ordenador de gasto competente, 
dispondrá la adjudicación provisional 
mediante resolución fundada que deberá 
notificarse a todos los oferentes y fijará los 
términos definitivos del contrato. 


Previo informe de la Unidad de 
Proyectos de Participación Público-Privada, 
la Administración Pública contratante, a 
través de su ordenador de gasto 
competente, dispondrá la adjudicación 
provisional mediante resolución fundada, la 
que deberá notificarse a todos los oferentes 
y fijará los términos definitivos del contrato, 


Previo informe de la Unidad de 
Proyectos de Participación Público-Privada, 
la Administración Pública contratante, a 
través de su ordenador de gasto 
competente, dispondrá la adjudicación 
provisional mediante resolución fundada, la 
que deberá notificarse a todos los oferentes 
y fijará los términos definitivos del contrato. 


i in n 


i Se elimina tercer inciso 


lució finiti 


El proceso continuará con la 
intervención del Tribunal de Cuentas, el que 
dispondrá de treinta días corridos para su 
pronunciamiento, contados desde la 
recepción del expediente de notificación. 
Vencido este plazo sim que el Tribunal de 
Cuentas se expida, se considerará que 
existe un pronunciamiento favorable del 
Tribuna! por lo que el proceso continuará de 
acuerdo a lo establecido por los incisos 
siguientes. 


El proceso continuará con la 
intervención del Tribunal de Cuentas, el 
que dispondrá de treinta días corridos 
para su pronunciamiento, contados 
desde la recepción del expediente de 
notificación. Vencido este plazo sin que 
el Tribunal de Cuentas se expida, se 
considerará que existe un 
pronunciamiento favorable del Tribunal 
por lo que el proceso continuará de 
acuerdo a lo establecido por los incisos 
siguientes. 
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La adjudicación definitiva, previa 
intervención del Tribunal de Cuentas, no 
podrá realizarse antes de que transcurran 
30 días hábiles contados desde la 
notificación de la adjudicación provisional. 
Durante este plazo, el adjudicatario deberá 
proporcionar toda la documentación cuya 
presentación se hubiera diferido para esta 
etapa, asi como constituir la garantía de 
cumplimiento de contrato cuando 
corresponda. La adjudicación definitiva será 
comunicada a todos los oferentes, según lo 
establezca la reglamentación e inscripta en 
el Registro de Proyectos establecido en el 
artículo 14 de la presente ley. 


Cuando no proceda la adjudicación 
definitiva del contrato al oferente que 
hubiese resultado adjudicatario provisional, 
por mo cumplir éste las condiciones 
necesarias para ello, la Administración 
Pública contratante podrá efectuar una 
nueva adjudicación provisional al oferente u 
oferentes siguientes a aquél, por el orden 
en que hayan quedado clasificadas sus 
ofertas, siempre que ello fuese posible y 
que el nuevo adjudicatario preste su 
conformidad. La nueva adjudicación 
pro MieloDa! requerirá 


La adjudicación definitiva no podrá 
realizarse antes de que transcurran treinta 
días hábiles contados desde la notificación 
de la adjudicación provisional. 


Previo a la adjudicación definitiva, 
el adjudicatario deberá proporcionar toda la 
documentación cuya presentación se 
hubiera diferido para esta etapa, así como 
constituir la garantía de cumplimiento de 
contrato cuando corresponda. 


La adjudicación definitiva será 
comunicada a todos los oferentes y al 
Tribunal de Cuentas, según lo establezca 
la reglamentación e inscripta en el Registro 
de Proyectos establecido en el artículo 14 
de la presente ley. 


Cuando no proceda la adjudicación 
definitiva del contrato al oferente que 
hubiese resultado adjudicatario provisional, 
por no cumplir éste las condiciones 
necesarias para ello, la Administración 
Pública contratante podrá efectuar una 
nueva adjudicación provisional al oferente u 
oferentes siguientes a aquél, por el orden 
en que hayan quedado clasificadas sus 
ofertas, siempre que ello fuese posible y 
que el nuevo adjudicatario preste su 
conformidad. La nueva adjudicación 
provisional requerirá de previo informe de 
la Unidad de Proyectos de Participación 


La adjudicación definitiva no podrá 
realizarse antes de que transcurran treinta 
días hábiles contados desde la notificación 
de la adjudicación provisional, 


Previo a la adjudicación definitiva, el 
adjudicatario deberá proporcionar toda la 
documentación cuya presentación se 
hubiera diferido para esta etapa, así como 
constituir la garantía de cumplimiento de 
contrato cuando corresponda. 


La adjudicación definitiva será 
comunicada a todos los oferentes y al 
Tribunal de Cuentas, según lo establezca la 
reglamentación e inscripta en el Registro de 
Proyectos establecido en el artículo 14 de la 
presente ley. 


Cuando no proceda la adjudicación 
definitiva del contrato al oferente que 
hubiese resultado adjudicatario provisional, 
por no cumplir éste las condiciones 
necesarias para ello, la Administración 
Pública contratante podrá efectuar una 
nueva adjudicación provisional al oferente u 
oferentes siguientes a aquél, por el orden 
en que hayan quedado clasificadas sus 
ofertas, siempre que ello fuese posible y 
que el nuevo adjudicatario preste su 
conformidad. La nueva adjudicación 
provisional requerirá de previo estribo de la 
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Privada. 


Público Privada. 


Participación Público-Privada. 


En cualquier caso, la Administración 
Pública contratante podrá rechazar la 
totalidad de las ofertas sin responsabilidad 
alguna, no  reconociéndose pagos 0 
reintegros por concepto de gastos de los 
oferentes, 


En cualquier caso, la Administración 
Pública contratante podrá rechazar la 
totalidad de las ofertas sin responsabilidad 
alguna, no  reconociéndose pagos 0 
reintegros por concepto de gastos de los 
oferentes. 


En cualquier caso, la Administración 
Pública contratante podrá rechazar la 
totalidad de las ofertas sin responsabilidad 
alguna, no  reconociéndose pagos 0 
reintegros por concepto de gastos de los 
oferentes, 


Artículo 24. Formalización del 
Contrato.- El contrato deberá formalizarse 
por escrito, dentro de un plazo no inferior a 
10 días hábiles ni superior a 30 días hábiles, 
contados a partir del día siguiente de la 
última notificación del acto de adjudicación 
definitiva, siempre que no se hubieran 
interpuesto recursos contra dicho acto. 


7 


(Formalización del 
contrato).- El contrato deberá formalizarse 
por escrito, dentro de un plazo no inferior a 
diez días hábiles ni superior a treinta días 
hábiles, contados a partir del día siguiente 
de la última notificación del acto de 
adjudicación definitiva, siempre que no se 
hubieran interpuesto recursos contra dicho 
acto. 


Artículo 24. (Formalización del 
contrato).- El contrato deberá formalizarse 
por escrito, dentro de un plazo no inferior a 
diez días hábiles ni superior a treinta días 
hábiles, contados a partir del día siguiente 
de la última notificación del acto de 
adjudicación definitiva, siempre que no se 
hubieran interpuesto recursos contra dicho 
acto. 


En caso que se hubieran interpuesto 
recursos administrativos contra el acto de 
adjudicación definitiva, el contrato deberá 
formalizarse por escrito en el plazo de 
treinta días hábiles contados a partir de que 
el acto sea definitivo, o del levantamiento 
del efecto suspensiva del recurso, en su 
caso. 


En caso que se hubieran interpuesto 
recursos administrativos contra el acto de 
adjudicación definitiva, el contrato deberá 
formalizarse por escrito en el plazo de 30 
días hábiles contados a partir de que el acto 
quede firme, o del levantamiento del efecto 
suspensivo del recurso, en su caso, 


En caso que se hubieran interpuesto 
recursos administrativos contra el acto de 
adjudicación - definitiva, el contrato deberá 
formalizarse por escrito en el plazo de 
treinta días hábiles contados a partir de 
que el acto sea definitivo, o del 
levantamiento del efecto suspensivo del 
recurso, en su caso. 


Cuando por causas imputables al 
contratista no se hubiese formalizado el 
contrato dentro del plazo indicado, la 
Administración Pública contratante podrá 
revocar el acto de adjudicación, así como la 
incautación de la garantía de 


Cuando por causas imputables al 
contratante no se hubiese formalizado el 
contrato dentro del plazo indicado, la 
Administración Pública contratante podrá 
i , así como 
garantía de 


Cuando por causas imputables al 
contratista no se hubiese formalizado el 
contrato dentro del plazo indicado, la 
Administración Pública contratante podrá 
revocar el acto de adjudicación, así como 
la__ incautación de la garantía de 


la incautación de la 
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mantenimiento de la oferta que, en su caso, | mantenimiento de la oferta que, en su caso, 
se hubiese constituido. se hubiese constituido. 
CAPÍTULO IV CAPITULO IV ; CAPÍTULO 1V 
GARANTIAS GARANTÍAS GARANTIAS 


Artículo 25. Garantías.- La Artículo 25. (Garantías).- La Artículo 25. (Garantías).- La 
Administración Pública contratante podrá | Administración Pública contratante exigirá | Administración Pública contratante exigirá a 
exigir a los oferentes la constitución de una | a los oferentes la constitución de una | los oferentes la constitución de una garantía 
garantía de mantenimiento de sus ofertas | garantía de mantenimiento de sus ofertas | de mantenimiento de sus ofertas hasta la 
hasta la adjudicación provisional del|hasta la adjudicación provisional del | adjudicación provisional del contrato y de 
contrato y de una garantía de cumplimiento | contrato y de una garantía de cumplimiento | una garantía de cumplimiento de contrato, 
de contrato, en los términos y condiciones | de contrato, en los términos y condiciones | en los términos y condiciones que prevea la 
que prevea la reglamentación y los pliegos | que prevea la reglamentación y los pliegos 


reglamentación y los pliegos generales y 
generales y particulares. generales y particulares. particulares. 


mantenimiento de la oferta que, en su caso, 
se hubiese constituido. 


(Garantía de 
mantenimiento de oferta).- La garantía de 
mantenimiento de oferta será retenida 
hasta que proceda a la constitución de la 
garantía de cumplimiento de contrato o se 
rechace la totalidad de las ofertas. Las 
empresas que retiren injustificadamente su 
proposición antes de la adjudicación 
perderán la garantía constituida, la que 
quedará a favor de la Administración Pública 
contratante. 


; (Garantía de 
mantenimiento de oferta).- La garantía de 
mantenimiento de oferta será retenida 
hasta que proceda a la constitución de la 
garantía de cumplimiento de contrato o se 
rechace la totalidad de las ofertas. Las 
empresas que retiren injustificadamente su 
proposición antes de la adjudicación 
perderán la garantía ' constituida, la que 
quedará a favor de la Administración Pública 
contratante. 


. Garantía de 
mantenimiento de oferta.- La garantía de 
mantenimiento de oferta será retenida 
hasta que proceda a la constitución de la 
garantía de cumplimiento de contrato si ella 
fuera requerida o se rechace la totalidad de 
las ofertas. Las empresas que retiren 
injustificadamente su proposición antes de 
la adjudicación perderán la garantía 
constituida, la que quedará a favor de la 
Administración Pública contratante. 


El adjudicatario podrá aplicar el 
importe de la garantía de mantenimiento de 
oferta a la garantía de cumplimiento del 
contrato O proceder a una nueva 
constitución de esta última. 


El adjudicatario podrá aplicar el 
importe de la garantía de mantenimiento de 
oferta a la garantía de cumplimiento del 
contrato O proceder a una nueva 
constitución de esta última. 


El adjudicatario podrá aplicar el 
importe de la garantía de mantenimiento de 
oferta a la garantía de cumplimiento del 
contrato O proceder a una nueva 
constitución de esta última. 
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La adjudicación provisional del 
contrato podrá dejarse sin efecto si el 
adjudicatario no cumple con la constitución 
de la garantía de cumplimiento de contrato, 
sin perjuicio de la pérdida de la garantía de 
mantenimiento de la oferta previamente 
constituida a favor de la Administración 
Pública contratante. 


Artículo 27. (Ampliación de garantía 
de cumplimiento del contrato).- En caso de 
que se hagan efectivas sobre la garantía 
penalidades o indemnizaciones exigibles al 
adjudicatario, éste deberá reponer O 
ampliar aquélla, en la cuantía que 
corresponda, en el plazo de quince días 
desde la ejecución, incurriendo en caso 
contrario en causa de resolución. 


La adjudicación provisional del 
contrato podrá dejarse sin efecto si el 
adjudicatario no cumple con la constitución 
de la garantía de cumplimiento de contrato, 
sin perjuicio de la pérdida de la garantía de 
mantenimiento de la oferta previamente 
constituida a favor de la Administración 
Pública contratante. 


Artículo 27. (Ampliación de garantía 
de cumplimiento del contrato).- En caso de 
que se hagan efectivas sobre la garantía 
penalidades o indemnizaciones exigibles al 
adjudicatario, éste deberá reponer 0 
ampliar aquélla, en la cuantía que 
corresponda, en el plazo de quince días 
desde la ejecución, incurriendo en caso 
contrario en causa de resolución. 


La adjudicación provisional del 
contrato podrá dejarse sin efecto si el 
adjudicatario no cumple con la constitución 
de la garantía de cumplimiento de contrato, 
sin perjuicio de la pérdida de la garantía de 
mantenimiento de la oferta previamente 
constituida a favor de la Administración 
Pública contratante. 


Artículo 27. Ampliación de garantía de 
cumplimiento del contrato.- En caso de que 
se hagan efectivas sobre la garantía 
penalidades o indemnizaciones exigibles al 
adjudicatario, éste deberá reponer 0 
ampliar aquélla, en la cuantía que 
corresponda, en el plazo de quince días 
desde la ejecución, incurriendo en caso 
contrario en causa de resolución. 


Cuando, como consecuencia de una 
modificación del contrato, experimente 
variación el precio del mismo, deberá 
reajustarse la garantía, para que guarde la 
debida proporción con el nuevo precio 
modificado, en el plazo de quince días 
contados desde la fecha en que se notifique 
al contratante el acuerdo de modificación. 


Cuando, como consecuencia de una 
modificación del contrato, experimente 
variación el precio del mismo, deberá 
reajustarse la garantía, para que guarde la 
debida proporción con el nuevo precio 
modificado, en el plazo de quince días 
contados desde la fecha en que se notifique 
al contratante el acuerdo de modificación. 


Cuando, como consecuencia de una 
modificación del contrato, experimente 
variación el precio del mismo, deberá 
reajustarse la garantía, para que guarde la 
debida proporción con el nuevo precio 
modificado, en el plazo de quince días 
contados desde la fecha en que se notifique 
al contratante el acuerdo de modificación. 


. (Afectación de las 
garantías constituidas).- La garantía de 
cumplimiento de contrato responderá de los 
siguientes conceptos: 


Artículo 28. Afectación de las 
garantías constituidas.- La garantía de 
cumplimiento de contrato responderá de los 
siguientes conceptos: 


. (Afectación de las 
garantías constituidas).- La garantía de 
cumplimiento de contrato responderá de los 
siguientes conceptos: 


A) De las sanciones impuestas al 


De las sanciones impuestas al A) De las sanciones impuestas al 
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contratista, contratista. contratista. 


De la correcta ejecución de las 
prestaciones contempladas en 
el contrato, de los gastos 
originados a la Administración 
Pública por la demora del 
contratista en el cumplimiento 
de sus obligaciones, y de los 
daños y perjuicios ocasionados 
a la misma con motivo de la 
ejecución del contrato o por su 
incumplimiento. 


De la correcta ejecución de las 
prestaciones contempladas en el 
contrato, de los gastos originados a 
la Administración Pública por la 
demora del contratista en el 
cumplimiento de sus obligaciones, 
y de los daños y perjuicios 
ocasionados a la misma con motivo 
de la ejecución del contrato o por 
su incumplimiento. 


De la correcta ejecución de las 
prestaciones contempladas en el 
contrato, de los gastos 
originados a la Administración 
Pública por la demora del 
contratista en el cumplimiento 
de sus obligaciones, y de los 
daños y perjuicios ocasionados a 
la misma con motivo de la 
ejecución del contrato o por su 
incumplimiento. 


C) De la incautación que puede 

decretarse en los casos de 
resolución del contrato, o de 
acuerdo con lo que en él, en la 
reglamentación o en esta ley 
esté establecido. 


C) De la incautación que puede 

decretarse en los casos de 
resolución del contrato, o de 
acuerdo con lo que en él, en la 
reglamentación o en esta ley esté 
establecido. 


De la incautación que puede 
decretarse en los casos de 
resolución del contrato, o de 
acuerdo con lo que en él, en la 
reglamentación o en esta ley 
esté establecido. 


D) De otros incumplimientos 
referidos a condiciones 
establecidas expresamente en 
la reglamentación, el pliego 
particular o el contrato. 


D) De otros incumplimientos referidos 
a condiciones establecidas 
expresamente en la 
reglamentación, el pliego particular 
o el contrato. 


De otros incumplimientos 
referidos a condiciones 
establecidas expresamente en la 
reglamentación, el pliego 
particular o el contrato, 


Artículo 29. (Preferencia en la 
ejecución de  garantías).- Para hacer 
efectiva la garantía, la Administración 
Pública contratante tendrá preferencia sobre 
cualquier otro acreedor, sea cual fuere la 
naturaleza del mismo y el título del que 


(Preferencia en la 
ejecución de  garantías).- Para hacer 
efectiva la garantía, la Administración 
Pública contratante tendrá preferencia sobre 
cualquier otro acreedor, sea cual fuere la 
naturaleza del mismo y el título del que 


Artículo 29. Preferencia en la 
ejecución de garantías.- Para hacer efectiva 
la garantía, la Administración Pública 
contratante tendrá preferencia sobre 
cualquier otro acreedor, sea cual fuere la 
naturaleza del mismo y el título del que 
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derive su crédito, Cuando la garantía no sea 
bastante para cubrir las responsabilidades a 
las que está afectada, la Administración 
Pública contratante procederá judicialmente 
al cobro de la diferencia. 


derive su crédito. Cuando la garantía no sea 
bastante para cubrir las responsabilidades a 
las que está afectada, la Administración 
Pública contratante procederá judicialmente 
al cobro de la diferencia. 


derive su crédito. Cuando la garantía no sea 
bastante para cubrir las responsabilidades a 
las que está afectada, la Administración 
Pública contratante procederá judicialmente 
al cobro de la diferencia. 


Artículo 30. (Devolución y cancelación 
de las garantías).- La garantía no será 
devuelta o cancelada hasta que se haya 
producido el vencimiento del plazo de 
garantía y cumplido satisfactoriamente el 
contrato de que se trate, o hasta que se 
declare la resolución de este sin culpa del 
contratista. En el supuesto de recepción 
parcial solo podrá el contratista solicitar la 
devolución «o cancelación de la parte 
proporcional de la garantía cuando así se 
autorice expresamente en el pliego. En los 
casos de cesión de contratos no se 
procederá a la devolución o cancelación de 
la garantía prestada por el cedente hasta 
que se halle formalmente constituida la del 
cesionario. 


Artículo 30. (Devolución y cancelación 
de las garantías).- La garantía no será 
devuelta o cancelada hasta que se haya 
producido el vencimiento del plazo de 
garantía y cumplido satisfactoriamente el 
contrato de que se trate, o hasta que se 
declare la resolución de éste sin culpa del 
contratista. En el supuesto de recepción 
parcial sólo podrá el contratista solicitar la 
devolución o cancelación de la parte 
proporcional de la garantía cuando así se 
autorice expresamente en el pliego. En los 
casos de cesión de contratos mo se 
procederá a la devolución o cancelación de 
la garantía prestada por el cedente hasta 
que se halle formalmente constituida la del 
cesionario. 


, Devolución y cancelación 
de las garantías.- La garantía no será 
devuelta o cancelada hasta que se haya 
producido el vencimiento del plazo de 
garantía y cumplido satisfactoriamente el 
contrato de que se trate, o hasta que se 
declare la resolución de éste sin culpa del 
contratista. En el supuesto de recepción 
parcial sólo podrá el contratista solicitar la 
devolución o cancelación de la parte 
proporcional de la garantía cuando así se 
autorice expresamente en el pliego. En los 
casos de cesión de contratos no se 
procederá a la devolución o cancelación de 
la garantía prestada por el cedente hasta 
que se halle formalmente constituida la del 
cesionario, 


CAPITULO V CAPITULO V CAPITULO V 
MEDIOS DE IMPUGNACIÓN MEDIOS DE IMPUGNACIÓN MEDIOS DE IMPUGNACIÓN 


Artículo 31. Recursos administrativos.- (Recursos Artículo 31. (Recursos administrativos).- 
Los actos administrativos dictados por la di ia e Los actos administrativos | Los actos administrativos dictados por la 
Administración Pública contratante en el |dictados por la Administración Pública | Administración Pública contratante en el 
procedimiento de contratación podrán ser | contratante en el procedimiento de | procedimiento de contratación podrán ser 
impugnados mediante la interposición de los | contratación podrán ser impugnados | impugnados mediante la interposición de los 
recursos administrativos correspondientes | mediante la interposición de los recursos | recursos administrativos correspondientes 
en los términos y condiciones establecidos | administrativos correspondientes en los |en los términos y condiciones establecidos 
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por las normas constitucionales, las 
disposiciones incluidas en la presente ley y 
demás disposiciones legales que regulan la 
materia en cuanto mo contradigan lo 
establecido en la presente ley. 


términos y condiciones establecidos por las 
normas constitucionales, las disposiciones 
incluidas en la presente ley y demás 
disposiciones legales que regulan la materia 
en cuanto no contradigan lo establecido en 
la presente ley. 


por las normas constitucionales, las 
disposiciones incluidas en la presente ley y 
demás disposiciones legales que regulan la 
materia en cuanto no contradigan lo 
establecido en la presente. 


Estos recursos, salvo aquel que se 
interponga contra la adjudicación definitiva, 
no tendrán efecto suspensivo, excepto que 
la Administración, por razón fundada, 
disponga lo contrario. 


Estos recursos, salvo aquel que se 
interponga contra la adjudicación definitiva, 
no tendrán efecto suspensivo, excepto que 
la Administración, por razón fundada, 
disponga lo contrario. 


Estos recursos, salvo aquel que se 
interponga contra la adjudicación definitiva, 
no tendrán efecto suspensivo, excepto que 
la Administración, por razón fundada, 
disponga lo contrario, 


La Administración Pública podrá 
disponer el levantamiento del efecto 
suspensivo sobre el acto que resuelva la 
adjudicación definitiva cuando, por! 
resolución fundada, declare que dicha 
suspensión afecta inaplazables necesidades 
del servicio o le causa graves perjuicios. 


La Administración Pública podrá 
disponer el levantamiento del efecto 
suspensivo sobre el acto que resuelva la 
adjudicación definitiva cuando, por 
resolución fundada, declare que dicha 
suspensión afecta inaplazables necesidades 
del servicio o le causa graves perjuicios. 


La Administración Pública podrá 
disponer el levantamiento del efecto 
suspensivo sobre el acto que resuelva la 
adjudicación definitiva cuando, por 
resolución fundada, declare que dicha 
suspensión afecta inaplazables necesidades 
del servicio o le causa graves perjuicios. 


CAPITULO VI 
APTITUD E INCOMPATIBILIDADES PARA 
CONTRATAR 


Artículo 32. Aptitud para contratar.- 
Sólo podrán contratar con la Administración 
Pública, en el marco de la presente ley, 
personas físicas o jurídicas nacionales o 
extranjeras plenamente capaces, que no 
estén comprendidas en una prohibición de 
contratar y que acrediten su solvencia 
económica financiera técnica _o 


APTITUD E INCOMPATIBILIDADES PARA 
CONTRATAR 


Artículo 32. (Aptitud para contratar).- 
Solo podrán contratar con la Administración 
Pública, en el marco de la presente ley, 
personas físicas o jurídicas nacionales o 
extranjeras plenamente capaces, que no 
estén comprendidas en una prohibición de 
contratar y que acrediten su solvencia 
económica financiera técnica __O 


APTITUD E INCOMPATIBILIDADES 
PARA CONTRATAR 


Artículo 32. (Aptitud para contratar).- 
Solo podrán contratar con la Administración 
Pública, en el marco de la presente ley, 
personas físicas o jurídicas nacionales o 
extranjeras plenamente capaces, que no 
estén comprendidas en una prohibición de 
contratar y que acrediten su solvencia 
económica financiera técnica _ O 
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profesional en los términos y condiciones 
exigidos en cada caso. 


Artículo 33. Prohibiciones para 
contratar con la Administración.- No podrán 
asumir la condición de oferentes O 
contratantes, por sí o por interpuesta 
persona, quienes se encuentren 
comprendidos en alguna de las siguientes 
situaciones: 


a) Carecer de capacidad O de 
legitimación, o estar afectado por 
prohibición, interdicción, 
inhabilitación Oo impedimentos 
similares de carácter contractual, 
legal, judicial, arbitral o de 


cualquier otra naturaleza para 
poder contratar con el Estado en 
general, o con la Administración 
Pública contratante en particular, 


Hayan actuado como asesores 
contratados por la Administración 
Pública contratante, en la 
implementación del proyecto en el 
que pretenden participar como 
potenciales oferentes, siempre 
que dicha participación pueda 
suponer un trato privilegiado con 
respecto al resto de los 
potenciales oferentes. 


Proyecto de ley aprobado por la Cámara 
de Representantes 


profesional en los términos y condiciones 
exigidos en cada caso. 


Artículo 33. (Prohibiciones para 
contratar con la Administración).- No podrán 
asumir la condición de oferentes O 
contratantes, por sí o por interpuesta persona, 
quienes se encuentren comprendidos en 
alguna de las siguientes situaciones: 


A)Carecer de capacidad o de 

legitimación, o estar afectado por 
prohibición, interdicción, 
inhabilitación o impedimentos 
similares de carácter contractual, 
legal, judicial, arbitral o de 
cualquier otra naturaleza para 
poder contratar con el Estado en 
general, o con la Administración 
Pública contratante en particular. 


B)Hayan actuado como asesores 
contratados por la Administración 
Pública contratante, en la 
implementación del proyecto en el 
que pretenden participar como 
potenciales oferentes, siempre que 
dicha participación pueda suponer 
un trato privilegiado con respecto al 
resto de los potenciales oferentes. 


Proyecto de ley sustitutivo de la Comisión 


profesional en los términos y condiciones 
exigidos en cada caso. 


Artículo 33. (Prohibiciones para 
contratar con la Administración).- No podrán 
asumir la condición de oferentes O 
contratantes, por sí o por interpuesta persona, 
quienes se encuentren comprendidos en 
alguna de las siguientes situaciones: 


A)Carecer de capacidad O de 
legitimación, o estar afectado por 
prohibición, interdicción, 
inhabilitación o impedimentos 
similares de carácter contractual, 
legal, judicial, arbitral O de 
cualquier otra naturaleza para 
poder contratar con el Estado en 
general, o con la Administración 
Pública contratante en particular. 


B)Hayan actuado como asesores 
contratados por la Administración 
Pública contratante, en la 
implementación del proyecto en el 
que pretenden participar como 
potenciales oferentes, siempre que 
dicha participación pueda suponer 
un trato privilegiado con respecto al 
resto de los potenciales oferentes. 
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e) Ser funcionario público 
dependiente de la Administración 
Pública contratante o ser una 
firma, empresa o entidad con la 
cual el funcionario esté vinculado 
por razones de dirección, 
participación o dependencia, 


c)Se haya promovido a su respecto 
un proceso concursal dentro de 
los 5 (cinco) años calendario 
anteriores, contados desde la 
fecha de la última publicación del 
llamado público a interesados a 
que refiere el artículo 19 de la 
presente ley, 


d) Se hubiere decretado a su 
respecto dentro de los 5 (cinco) 
años calendario anteriores, 
contados desde la fecha de la 
última publicación del llamado 
público a interesados a que 
refiere el articulo 19 de la 
presente ley, la resolución por 
incumplimiento de su parte de 
un contrato celebrado con 
cualquier Administración Pública. 


C)Ser funcionario público 
dependiente de la Administración 
Pública contratante o ser una firma, 
empresa o entidad con la cual el 
funcionario esté vinculado por 
razones de dirección, participación 
o dependencia. 


D)Se haya promovido a su respecto 


E)Se hubiere decretado a su 
respecto dentro de los cinco años 
calendario anteriores, contados 
desde la fecha de la última 
publicación del llamado público a 
interesados a que refiere el artículo 
19 de la presente ley, la resolución 
por incumplimiento de su parte de 
un contrato celebrado con el 
Estado en general, o con 
Administración Pública 
contratante en particular. 


F)Haber sido sancionados por la 
comisión de infracciones graves 
ante la violación de normas 
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C)jSer 


funcionario público 
dependiente de la Administración 
Pública contratante o ser una firma, 
empresa o entidad con la cual el 
funcionario esté vinculado por 
razones de dirección, participación 
o dependencia. 


D)Proceso concursal en trámite 
del contratista, o el concurso 
hubiera sido calificado como 
culpable por sentencia judicial. 


E)Se hubiere decretado a su 
respecto dentro de los cinco años 
calendario anteriores, contados 
desde la fecha de la última 
publicación del llamado público a 
interesados a que refiere el artículo 
19 de la presente ley, la resolución 
por incumplimiento de su parte de 
un contrato celebrado con el Estado 
en general, o con Administración 
Pública contratante en particular. 


F)Haber sido sancionados por la 
comisión de infracciones graves 
ante la violación de normas 
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laborales o ambientales, siempre 
que dichas resoluciones se 
encuentren firmes y hubieren sido 
aplicadas dentro de los veinticuatro 
meses anteriores al llamado público 
a que refiere el artículo 19 de la 
presente ley, 


laborales o ambientales, 
siempre que dichas 
resoluciones se encuentren 
firmes y hubieren sido 
aplicadas dentro de los 
veinticuatro meses anteriores 
al llamado público a que refiere 
el artículo 19 de la presente ley. 


Las personas comprendidas en las 
causales precedentes mo podrán actuar 
como miembros de un consorcio oferente o 
contratante o como subcontratista de éste, 
directamente o por intermedio de otra 
entidad controlada, vinculada o que forme 
parte de un conjunto económico con ella. 


Las personas comprendidas en las 
causales precedentes no podrán actuar 
como miembros de un consorcio oferente o 
contratante o como subcontratista de éste, 
directamente o por intermedio de otra 
entidad controlada, vinculada o que forme 
parte de un conjunto económico con ella. 


Las personas comprendidas en las 
causales precedentes no podrán actuar 
como miembro de un consorcio oferente o 
contratante o como subcontratista de éste, 
directamente o por intermedio de otra 
entidad controlada, vinculada o que forme 
parte de un conjunto económico con ella. 


Asimismo, las prohibiciones 
antedichas serán de aplicación a aquellos 
sujetos o entidades que, por razón de 
dirección, participación u otras 
circunstancias, pueda presumirse que son 
una continuación o que derivan, por 
transformación, fusión, cesión o sucesión o 
cualquier otra forma, de aquellas empresas 
comprendidas en una o más de las causales 
antes enunciadas 


CAPITULO VII 
INICIATIVA PRIVADA 


Asimismo, las prohibiciones 
antedichas serán de aplicación a aquellos 
sujetos o entidades que, por razón de 
dirección, participación u otras 
circunstancias, pueda presumirse que son 
una continuación o que derivan, por 
transformación, fusión, cesión o sucesión o 
cualquier otra forma, de aquellas empresas 
comprendidas en una o más de las causales 
antes enunciadas 


Asimismo, las prohibiciones antedichas 
serán de aplicación a aquellos sujetos o 
entidades que, por razón de dirección, 
participación u otras circunstancias, pueda 
presumirse que son una continuación o que 
derivan, por transformación, fusión, cesión 
o sucesión o cualquier otra forma, de 
aquellas empresas comprendidas en una o 
más de las causales antes enunciadas. 


CAPITULO VII 
INICIATIVA PRIVADA 


CAPITULO VII 
INICIATIVA PRIVADA 


Artículo _34. (Competencia para 
tramitar iniciativas privadas).- Facúltase a 
las Administraciones Públicas a instruir 


Artículo 34. Competencia para Artículo 34. (Competencia para 
tramitar iniciativas privadas.- Facúltase a | tramitar iniciativas privadas).- Facúltase a 
las Administraciones Públicas a instruir las Administraciones Públicas a instruir 
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sustanciar iniciativas privadas para el 
desarrollo de proyectos de Participación 
Público-Privada comprendidos dentro de sus 
respectivos ámbitos de competencia. 


Artículo 35. Tramitación de proyectos 
por iniciativas privadas.-_La Corporación 
Nacional para el Desarrollo (CND) será el 
organismo encargado de recepcionar las 
iniciati > 


Artículo 36. Etapas del procedimiento 
de iniciativa privada.- La tramitación de las 
iniciativas privadas comprenderá las 
siguientes etapas: 


a) Presentación: El proponente 
interesado en desarrollar su 


sustanciar iniciativas privadas para el 
desarrollo de proyectos de Participación 
Público-Privada comprendidos dentro de sus 
respectivos ámbitos de competencia. 


Artículo 35. (Tramitación de proyectos 
por iniciativas privadas).- Las iniciativas 
privadas cuya ejecución, a juicio del 
proponente, requiera de la 
implementación de un contrato de 
Participación Público-Privada, serán 
presentadas ante la Corporación 
Nacional para el Desarrollo, 
acompañadas de la información relativa 
al proyecto y a su viabilidad analizada a 
nivel de prefactibilidad. 


La ¡información recibida será 
evaluada técnicamente y remitida a la 
Administración Pública competente, la 
que resolverá sobre su aceptación, 
modificación o rechazo, sin 
responsabilidad alguna. 


Artículo 36. (Etapas del procedimiento 
de iniciativa privada).- Aceptada la 
proposición inicial, con o sin 
modificaciones, el proponente deberá 
elaborar y presentar el estudio de 
factibilidad del proyecto de acuerdo al 
alcance establecido por el artículo 16 
de la presente ley, dentro del plazo que 
fije la reglamentación y conforme a los 
requerimientos disponga _la 


sustanciar iniciativas privadas para el 
desarrollo de proyectos de Participación 
Público-Privada comprendidos dentro de sus 
respectivos ámbitos de competencia. 


Artículo 35. (Tramitación de proyectos 
por iniciativas privadas).- Las iniciativas 
privadas cuya ejecución, a juicio del 
proponente, requiera de la implementación 
de un Contrato de Participación Público- 
Privada, serán presentadas ante la 
Corporación Nacional para el Desarrollo, 
acompañadas de la información relativa al 
proyecto y a su viabilidad analizada a nivel 
de prefactibilidad. 


La información recibida será evaluada 
técnicamente y remitida a la Administración 
Pública competente, la que resolverá sobre 
su aceptación, modificación o rechazo, sin 
responsabilidad alguna. 


Artículo 36. (Etapas del procedimiento 
de iniciativa  privada).- Aceptada la 
proposición inicial, con o sin modificaciones, 
el proponente deberá elaborar y presentar 
el estudio de factibilidad del proyecto de 
acuerdo al alcance establecido por el 
artículo 16 de la presente ley, dentro del 
plazo que fije la reglamentación y conforme 
a los requerimientos que disponga la 


TIOZ ap omnf ap 9 


SAHOUVNAS 4U VAVINYO 


"S'Ore TG 


Proyecto de ley del Poder Ejecutivo Proyecto de ley aprobado por la Cámara | Proyecto de ley sustitutivo de la Comisión 
, de Representantes 


su proyecto ante la Corporación 
Nacional para el Desarrollo 


Administración Pública. 


Una vez obtenido el informe a 
que se refiere el artículo 18 de la 
presente ley, la Administración Pública 
contratante podrá realizar el llamado 
público a interesados a que refiere el 
artículo 19 de la presente ley y 
continuará con los procedimientos de 
selección y contratación establecidos 
en la presente ley. 


Administración Pública. 


Una vez obtenido el informe a que se 
refiere el artículo 18 de la presente ley, la 
Administración Pública contratante podrá 
realizar el llamado público a interesados a 
que refiere el artículo 19 de la presente ley 
y continuará con los procedimientos de 
selección y contratación establecidos en la 
presente ley. 
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Artículo 37. Derechos del proponente.- Artículo 37. (Derechos del Artículo 3%. (Derechos del 
El proponente de una iniciativa privada | proponente).- El proponente de una proponente).- El proponente de una 
gozará de los siguientes derechos y | iniciativa privada gózará de los siguientes iniciativa privada gozará de los siguientes 
preferencias: derechos y preferencias: derechos y preferencias: 


a) Obtener, una vez realizada la A) Obtener, una vez realizada la 

adjudicación definitiva del adjudicación definitiva del A) Obtener, una vez realizada la 

contrato, el reembolso de los contrato, el reembolso de los adjudicación definitiva del 

costos aceptados vinculados con costos aceptados vinculados contrato, el reembolso de los 

la realización del estudio de con la realización del estudio de costos aceptados vinculados 

factibilidad, en caso de que no factibilidad, en caso de que no 4 

resultare adjudicatario del resultare adjudicatario del 900 veplización del estucio de 

proyecto. Dichos costos serán de proyecto. Dichos costos serán factibilidad, en caso de que no 

cargo de quien resulte de cargo de quien resulte resultare adjudicatario del 
lo cual deberá adjudicatario, lo cual deberá proyecto. Dichos costos serán 
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informarse en el respectivo 
llamado público. 


Obtener una ventaja de hasta el 
10% (diez por ciento) en la 
valoración que se realice de su 
oferta respecto de la mejor 
oferta que resulte del 
procedimiento del diálogo 
competitivo. Asimismo, el 
promotor de la iniciativa no 
deberá abonar los pliegos oO 
documentos descriptivos 
correspondientes. 


En caso de que por cualquier causa el 
promotor no realice los estudios de 
factibilidad dentro. de los plazos establecidos 
por la reglamentación, la Administración 
Pública podrá realizarlos por sí O 
contratarlos conforme a los procedimientos 
de contratación que corresponda, perdiendo 
aquél todo derecho a recibir 
contraprestación o beneficio alguno. 

Artículo 38. Confidencialidad de la 
iniciativa privada.- Toda la información 
relativa a la iniciativa privada presentada 
tendrá carácter confidencial. Adoptada por 
la Administración Pública contratante la 
decisión de efectuar un llamado público 
para la adjudicación del 


informarse en el respectivo 
llamado público, 


Obtener una ventaja de hasta 
el 10% (diez por ciento) en la 
valoración que se realice de su 
oferta respecto de la mejor 
oferta. Asimismo, el promotor 
de la iniciativa no deberá 
abonar los pliegos o 
documentos descriptivos 
correspondientes. 


En caso de que por cualquier causa 
el promotor no realice los estudios de 
factibilidad dentro de los plazos establecidos 
por la reglamentación, la Administración 
Pública podrá realizarlos por sí O 
contratarlos conforme a los procedimientos 
de contratación que corresponda, perdiendo 
aquél todo derecho a recibir 
contraprestación o beneficio al Ñ 

Artículo_38. (Confidencialidad de la 
iniciativa privada).- Toda la información 
relativa a la iniciativa privada presentada 
tendrá carácter confidencial. Adoptada por 
la Administración Pública contratante la 
decisión de efectuar un llamado público 
para la adjudicación del proyecto, la 


de cargo de quien resulte 
adjudicatario, lo cual deberá 
informarse en el respectivo 
llamado público. 


Obtener una ventaja de hasta 
el 10% (diez por ciento) en la 
valoración que se realice de su 
oferta respecto de la mejor 
oferta. Asimismo, el promotor 
de la iniciativa no deberá 
abonar los pliegos o 
documentos descriptivos 
correspondientes. 


En caso de que por cualquier causa 
el promotor no realice los estudios de 
factibilidad dentro de los plazos establecidos 
por la reglamentación, la Administración 
Pública podrá realizarlos por si o 
contratarlos conforme a los procedimientos 
de contratación que corresponda, perdiendo 
aquel todo derecho a recibir 
contraprestación o beneficio alguno 


Artículo 38. (Confidencialidad de la 
iniciativa privada).- Toda la información 
relativa a la iniciativa privada presentada 
tendrá carácter confidencial. Adoptada por 
la Administración Pública contratante la 
decisión de efectuar un llamado público 
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iniciativa quedará transferida de pleno 
derecho a dicha Administración. Si no se 
efectuara el llamado, el promotor de la 
iniciativa mantendrá todos los derechos 
sobre la misma por un periodo de dos años. 


iniciativa quedará transferida de pleno 
derecho a dicha Administración. Si no se 
efectuara el llamado, el promotor de la 
iniciativa mantendrá todos los derechos 
sobre la misma por un periodo de dos años. 


para la adjudicación del proyecto, la 
iniciativa quedará transferida de pleno 
derecho a dicha Administración. Si no se 
efectuara el llamado, el promotor de la 
iniciativa mantendrá todos los derechos 
sobre la misma por un periodo de dos años. 


CAPÍTULO VIII 
CONTROL DE CUMPLIMIENTO DEL 
CONTRATO 


Artículo 39, Atribución ___ de 
competencia.- La Administración Pública 
contratante será la competente para 
controlar el cumplimiento del contrato, 
debiendo informar a la Unidad de Proyectos 
de Participación Público-Privada, con una 
periodicidad semestral, el estado de 
cumplimiento del mismo. Asimismo, deberá 
informar a dicha Unidad cualquier alteración 
sustancial o incumplimiento dentro de los 


10 (diez) días hábiles de producidos. 


CAPITULO VIII 
CONTROL DE CUMPLIMIENTO DEL 
CONTRATO 


CONTROL DE CUMPLIMIENTO DEL 
CONTRATO 


. (Competencia de 
control).- La Administración Pública 
contratante será la competente para 
controlar el cumplimiento del contrato, 
debiendo informar a la Unidad de Proyectos 
de Participación Público-Privada, con una 
periodicidad semestral, el estado de 
cumplimiento del mismo. Asimismo, deberá 
informar a dicha Unidad cualquier alteración 
sustancial o incumplimiento dentro de los 
diez días hábiles de verificada dicha 
alteración o incumplimiento. 


Artículo 39. (Competencia de 
control).- La Administración Pública 
contratante será la competente para 
controlar el cumplimiento del contrato, 
debiendo informar a la Unidad de Proyectos 
de Participación Público-Privada, con una 
periodicidad semestral, el estado de 
cumplimiento del mismo. Asimismo, deberá 
informar a dicha Unidad cualquier alteración 
sustancial o incumplimiento dentro de los 
diez días hábiles de verificada dicha 
alteración o incumplimiento. 


Sin perjuicio de los informes a los que 
refiere el inciso precedente, la Unidad de 
Proyectos de Participación Público-Privada 
podrá solicitar a la Administración 
Contratante, en cualquier momento y 
cuando lo considere pertinente, toda 


Sin perjuicio de los informes a 
los que refiere el inciso precedente, la 
Unidad de Proyectos de Participación 
Público-Privada podrá solicitar a la 
Administración Contratante, en 
cualquier__ momento cuando lo 
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información o documentación relativa al 
cumplimiento de los contratos, así como 
recomendar la contratación de auditorías 
externas específicas que contribuyan a 
garantizar el correcto seguimiento de los 
contratos. 


considere pertinente, toda información 
o documentación relativa al 
cumplimiento de los contratos, así 
como recomendar la contratación de 
auditorías externas específicas que 
contribuyan a garantizar el correcto 
seguimiento de los contratos. 


La reglamentación establecerá el 
alcance, la forma y el contenido de los 
informes, los que deberán incluir aspectos 
técnicos, comerciales, ambientales y 
económicos.- financieros, entre otros. 


La reglamentación establecerá el 
alcance, la forma y el contenido de los 
informes, los que deberán incluir 
aspectos técnicos, comerciales, 
ambientales y económicos a 
financieros, entre otros. 


Artículo 40. (Areas objeto de 
control).- Los controles a ejercer por la 
Administración Pública contratante 
abarcarán los aspectos técnicos, operativos, 
legales, económicos, financieros, contables, 
y ambientales conforme a lo que disponga 
la reglamentación y el correspondiente 
contrato. 


Artículo 40. (Areas objeto de control).- 
Los controles a ejercer por la Administración 
Pública contratante abarcarán los aspectos 
técnicos, operativos, legales, económicos, 
financieros, contables, y ambientales 
conforme a lo que disponga la 
reglamentación y el correspondiente 
contrato. 


. Áreas objeto de control.- 
Los controles a ejercer por la Administración 
Pública contratante abarcarán los aspectos 
técnicos, operativos, legales, económicos, 
financieros, y contables, conforme a lo que 
disponga la reglamentación y el 
correspondiente contrato. 


Artículo 41. (Imstrumentos para el 
ejercicio de competencias de control).- La 
Administración Pública contratante tendrá 
amplias facultades de control y podrá 
utilizar diferentes instrumentos para el 
ejercicio de funciones tales como 
requerimientos de información, auditorías 
externas, evaluación de desempeño, 
inspecciones y peritajes. A estos efectos, el 
contratista quedará obligado a proporcionar 


Artículo 41. (Instrumentos para el 
ejercicio de competencias de control).- La 
Administración Pública contratante tendrá 
amplias facultades de control y podrá 
utilizar diferentes instrumentos para el 
ejercicio de funciones tales como 
requerimientos de información, auditorías 
externas, evaluación de desempeño, 
inspecciones y peritajes. A estos efectos, el 
contratista quedará obligado 


Artículo 41. Instrumentos para el 
ejercicio de competencias de control.- La 
Administración Pública contratante tendrá 
amplias facultades de control y podrá 
utilizar diferentes instrumentos para el 
ejercicio de tales funciones tales como, 
requerimientos de información, evaluación 
de desempeño, inspecciones y peritajes. A 
estos efectos, el contratante quedará 


obligado a proporcionar a requerimiento de 
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la Administración Pública contratante toda 
la información y documentación relativa al 
cumplimiento del contrato que ésta le 
requiera sin poder oponer a su respecto el 
secreto comercial. 


CAPÍTULO IX 
RÉGIMEN SANCIONATORIO 


Artículo 42. Régimen  sancionatorio.- 
Los contratos suscritos para el desarrollo de 
proyectos de Participación Público-Privada 
deberán establecer las sanciones aplicables 
para los distintos casos de incumplimiento o 
cumplimiento defectuoso de la prestación 
objeto del mismo, así como los factores 
agravantes o atenuantes en caso de 
corresponder. Las sanciones se graduarán 
en función de la gravedad y de la 
reiteración de los incumplimientos, 
pudiéndose llegar a la rescisión del 
contrato. 


Artículo 43. Régimen general de 
aplicación de sanciones.- La determinación 
de las sanciones aplicables tendrá lugar 
bajo los principios de legalidad, debido 
proceso, igualdad, proporcionalidad, 
generalidad y adecuación al fin. 


La aplicación de tales sanciones 
procederá sin perjuicio de las 


proporcionar, a requerimiento de la 
Administración Pública contratante, toda la 
información y documentación relativa al 
cumplimiento del contrato que ésta le 
requiera, sin poder oponer a su respecto el 
secreto comercial. 


CAPÍTULO IX 
RÉGIMEN SANCIONATORIO 


Artículo 42. (Régimen sancionatorio).- 
Los contratos suscritos para el desarrollo de 
proyectos de Participación Público-Privada 
deberán establecer las sanciones aplicables 
para los distintos casos de incumplimiento o 
cumplimiento defectuoso de la prestación 
objeto del mismo, así como los factores 
agravantes o atenuantes en caso de 
corresponder. Las sanciones se graduarán 
en función de la gravedad y de la 
reiteración de los incumplimientos, 
pudiéndose llegar a la rescisión del 
contrato. 


Artículo 43. (Régimen general de 
aplicación de sanciones).- La determinación 
de las sanciones aplicables tendrá lugar 
bajo los principios de legalidad, debido 
proceso, igualdad, proporcionalidad, 
generalidad y adecuación al fin. 


La aplicación de tales sanciones 
procederá sin perjuicio de las 


a requerimiento de la Administración Pública 
contratante, toda la información y 
documentación relativa al cumplimiento del 
contrato que esta le requiera, sin poder 
oponer a su respecto el secreto comercial, 


CAPITULO IX 
RÉGIMEN SANCIONATORIO 


Artículo 42. (Régimen sancionatorio).- 
Los contratos suscritos para el desarrollo de 
proyectos de Participación Público-Privada 
deberán establecer las sanciones aplicables 
para los distintos casos de incumplimiento o 
cumplimiento defectuoso de la prestación 
objeto del mismo, así como los factores 
agravantes oO atenuantes en caso de 
corresponder, Las sanciones se graduarán 
en función de la gravedad y de la 
reiteración de los incumplimientos, 
pudiéndose llegar a la rescisión del 
contrato. 


Artículo 43. (Régimen general de 
aplicación de sanciones).- La determinación 
de las sanciones aplicables tendrá lugar 
bajo los principios de legalidad, debido 
proceso, igualdad, proporcionalidad, 
generalidad y adecuación al fin. 


La aplicación de tales sanciones 
procederá sin erjuicio de las 
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responsabilidades administrativas, civiles o 
penales que pudieren corresponder al 
contratista frente a la Administración 
Pública contratante o frente a terceros, que 
hayan sido perjudicados como consecuencia 
del incumplimiento. 


responsabilidades administrativas, civiles o 
penales que pudieren corresponder al 
contratista frente a la Administración 
Pública contratante o frente a terceros, que 
hayan sido perjudicados como consecuencia 
del incumplimiento. 


responsabilidades administrativas, civiles o 
penales que pudieren corresponder al 
contratista frente a la Administración 
Pública contratante o frente a terceros, que 
hayan sido perjudicados como consecuencia 
del incumplimiento. 


Las sanciones dispuestas por la 
Administración Pública contratante se harán 
efectivas de inmediato, sin perjuicio de las 
acciones a que tenga derecho el contratista 
en el marco de los procedimientos de 
solución de  controwersias y recursos 
previstos en la ley, en la reglamentación o 
en el contrato, así como 
independientemente del cumplimiento de la 
resolución administrativa que impusiere al 
contratista una determinada obligación de 
dar, hacer o no hacer conforme a lo previsto 
en la normativa. 


Las sanciones dispuestas por la 
Administración Pública contratante se harán 
efectivas de inmediato, sin perjuicio de las 
acciones a que tenga derecho el contratista 
en el marco de los procedimientos de 
solución de controversias y recursos 
previstos en la ley, en la reglamentación o 
en el contrato, así como 
independientemente del cumplimiento de la 
resolución administrativa que impusiere al 
contratista una determinada obligación de 
dar, hacer o no hacer conforme a lo previsto 
en la normativa. 


Las sanciones dispuestas por la 
Administración Pública contratante se harán 
efectivas de inmediato, sin perjuicio de las 
acciones a que tenga derecho el contratista 
en el marco de los procedimientos de 
solución de controversias y recursos 
previstos en la ley, en la reglamentación o 
en el contrato, asi como 
independientemente del cumplimiento de la 
resolución administrativa que impusiere al 
contratista una determinada obligación de 
dar, hacer o no hacer conforme a lo previsto 
en la normativa. 


Artículo 44. (Indemnización por daños 
y perjuicios).- Cuando el contrato se 
resuelva por incumplimiento del contratista, 
este deberá indemnizar a la Administración 
Pública contratante los daños y perjuicios 
ocasionados. La indemnización se hará 
efectiva, en primer término, sobre la 
garantía que se hubiese constituido, sin 
perjuicio de la subsistencia de la 
responsabilidad del contratista en lo que 
refiere al importe que exceda del de la 


Artículo 44. Indemnización por daños 
y - perjuicios.- Cuando el contrato se 
resuelva por incumplimiento del contratista, 
éste deberá indemnizar a la Administración 
Pública contratante los daños y perjuicios 
ocasionados. La indemnización se hará 
efectiva, en primer término, sobre la 
garantía que se hubiese constituido, sin 
perjuicio de la subsistencia de la 
responsabilidad del contratista en lo que 
refiere al importe que exceda del de la 
garantía incautada. 


Artículo 44. (Indemnización por daños 
y perjuicios).- Cuando el contrato se 
resuelva por incumplimiento del contratista, 
éste deberá indemnizar a la Administración 
Pública contratante los daños y perjuicios 
ocasionados. La indemnización se hará 
efectiva, en primer término, sobre la 
garantía que se hubiese constituido, sin 
perjuicio de la subsistencia de la 
responsabilidad del contratista en lo que 
refiere al importe que exceda del de la 
garantía incautada. 
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Artículo 45. (Medidas cautelares).- Artículo 45. (Medidas cautelares).- 
Una vez ¡iniciado el procedimiento |Una vez iniciado el procedimiento 
sancionatorio, la Administración Pública | sancionatorio, la Administración Pública 
contratante podrá solicitar al Juez | contratante podrá solicitar al Juez 
competente la imposición de medidas | competente la imposición de medidas 
cautelares necesarias para asegurar la | cautelares necesarias para asegurar la 
eficacia de la resolución sancionatoria, sin | eficacia de la resolución sancionatoria, sin 
requerirse para ello la prestación de | requerirse para ello la prestación de 
contracautela contracautela. 


Artículo 45. Medidas cautelares.- Una 
vez iniciado el procedimiento sancionatorio, 
la Administración Pública contratante podrá 
solicitar al Juez competente la imposición de 
medidas cautelares necesarias para 
asegurar la eficacia de la resolución 
sancionatoria, sin requerirse para ello la 
prestación de contracautela. 


Se elimina 


Verificada cualquiera de estas 
circunstancias, la Administración Pública 
quedará facultada para asumir directamente 
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Articulo 47. Derecho de Retención.- La 
Administración Pública contratante podrá 
retener de los pagos que en virtud del 
contrato le correspondiera realizar, las 
sumas necesarias para hacer efectivo el 
cobro de las sanciones  pecuniarias 
impuestas. 


MODIFICACIONES Y CESIÓN DEL 
CONTRATO 


Tercer párrafo del artículo 48. 
El contrato podrá establecer la posibilidad 
de modificaciones unilaterales por parte de 
la Administración Pública contratante, 
siempre que _ se  estipulen causales 
específicas y aspectos concretos que podrán 
ser susceptibles de modificación. En estos 
5xi e la j ió 


Artículo 46. (Derecho de retención).- 
La Administración Pública contratante podrá 
retener de los pagos que en virtud del 
contrato le correspondiera realizar, las 
sumas necesarias para hacer efectivo el 
cobro de las sanciones  pecuniarias 
impuestas. 


CAPÍTULO X 
MODIFICACIONES Y CESIÓN DEL 
CONTRATO 


(Modificaciones 
unilaterales contrato por la 
Administración).- El contrato de 
Participación  Público-Privada podrá 
reconocer la potestad de la 
Administración contratante de modificar 
unilateralmente el contrato, 
estipulándose Í 
los aspectos concretos del contrato 
susceptibles de tal modificación, las 
contraprestaciones que en su caso 


Artículo 46. (Derecho de retención).- 
La Administración Pública contratante podrá 
retener de los pagos que en virtud del 
contrato le correspondiera realizar, las 
sumas necesarias para hacer efectivo el 
cobro de las sanciones  pecuniarias 
impuestas. 


MODIFICACIONES Y CESIÓN DEL 
CONTRATO 


Artículo___47. (Modificaciones del 
contrato por la Administración).- El Contrato 
de Participación  Público-Privada podrá 
reconocer la potestad de la Administración 
contratante de modificar el contrato, 
estipulándose los aspectos concretos del 
contrato susceptibles de tal modificación, 
las contraprestaciones que en su caso 
correspondan, así como el monto máximo 
de la inversión que 
modificaciones podrá 
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dentro del cual 
ejercida. 


correspondan, así como el monto la potestad podrá ser 
máximo de la inversión adicional que 
las modificaciones podrán requerir y el 
plazo dentro del cual la potestad podrá 


ser ejercida. 
Si dls 3 lad 


conforme al inciso primero, y aun en 
ausencia de tal previsión, la Administración 
Pública contratante, previo informe de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y del 
Ministerio de Economía y Finanzas e 
intervención del Tribunal de Cuentas, podrá 
modificar unilateralmente las 
características o la cuantía de las obras o 
de los servicios contratados, para mejorar 
o incrementar los niveles de servicios y 
estándares técnicos establecidos en los 
pliegos de condiciones y en el contrato, 
o por otras razones de interés público 
debidamente fundadas, sin afectar con 
ello las condiciones sustanciales del 
contrato. El contratista tendrá derecho 
a la compensación económica que 
corresponda por los costos adicionales 
netos en que incurriere por tal 
concepto. 


En todo caso, el monto máximo de 
las nuevas inversiones requeridas por las 
modificaciones dispuestas conforme al 
inciso anterior no podrá exceder del 20 
% (veinte por ciento) del presupuesto 
de la obra o del gasto en operación 


podrá ser requerida en una fecha posterior 
al cumplimiento de los dos tercios del plazo 
total del contrato. 

Artículo 48. Modificaciones del 
contrato.- La Administración Pública 
contratante, previa conformidad de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
(OPP) y del Ministerio de Economía y 
Finanzas e intervención del Tribunal de 
Cuentas, podrá modificar las características 
de las obras y los servicios contratados con 
el objeto de incrementar los niveles de 
servicios y estándares técnicos establecidos 
en las bases de contratación o por otras 


Pactada que sea la potestad 
referida en el ¡inciso anterior, la 
Administración Pública contratante - previo 
informe de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, del Ministerio de Economía y 
Finanzas e intervención del Tribunal de 
Cuentas - podrá proceder a la 
modificación de las características o la 
cuantía de las obras, o de los servicios 
contratados, para mejorar o incrementar los 
niveles de servicios o estándares técnicos 
establecidos en los pliegos de condiciones y 
en el contrato, o por otras razones de 
interés público debidamente fundadas, sin 
afectar con ello las condiciones sustanciales 
del contrato. El contratista tendrá derecho a 
la compensación económica que 
corresponda por los costos adicionales netos 
en que incurriere por tal concepto. 


En todo caso, el monto máximo de las 
nuevas ¡inversiones o del gasto del 
servicio, requeridas por las modificaciones 
dispuestas conforme al inciso anterior no 
podrá exceder del 20% (veinte por ciento) 
del presupuesto de la obra o del gasto en 


El_contrato establecerá el monto 
máximo dela inversión adicional que_las 
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máximo de estas nuevas inversiones no 
podrá exceder_el 50% (cincuenta por 
ciento) del presupuesto de la obra o del 
gasto_ del servicio y, en la etapa de 


acordado en el contrato original. 


Articulo 48. (Modificaciones 
previstas en el contrato).- El contrato 
de Participación Público-Privada podrá 
establecer condiciones, cumplidas las 
cuales las partes podrán acordar su 
revisión. Podrán asimismo estipular los 
aspectos del contrato alcanzados por 
ella y prever soluciones entre las cuales 
podrán optar al modificar el contrato, el 
monto máximo de la inversión adicional 
que las modificaciones podrán requerir 
y el plazo dentro del cual la revisión 
podrá acordarse. 


En todo caso, el monto máximo 
de estas nuevas inversiones no podrá 
exceder del 50% (cincuenta por ciento) 
del presupuesto de la obra o del gasto 
en operación conforme al contrato 
original, y en la etapa de construcción 
dicho porcentaje no podrá exceder del 
30% (treinta por ciento). 


operación acordado en el contrato original. 


Artículo 48. (Modificaciones previstas 
en el  contrato).- El Contrato de 
Participación Público-Privada podrá 
establecer condiciones, cumplidas las cuales 
las partes podrán acordar su revisión. 
Podrán asimismo estipular los aspectos del 
contrato alcanzados por ella y prever 
soluciones entre las cuales podrán optar al 
modificar el contrato, el monto máximo de 
la inversión adicional que las modificaciones 
podrán requerir y el plazo dentro del cual la 
revisión podrá acordarse. 


En todo caso, el monto máximo de 
estas nuevas inversiones no podrá exceder 
del 50% (cincuenta por ciento) del 
presupuesto de la obra o del gasto en 


operación conforme al contrato original, y | 


en la etapa de construcción dicho 
porcentaje mo podrá exceder del 30% 
(treinta por ciento). 
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, Renegociación de los 


Artículo 50 
contratos.- Sin perjuicio de lo dispuesto en 


. (Renegociación de los 
contratos).- Sin perjuicio de lo previsto en 
el artículo anterior, y aun en ausencia 
de tal previsión, cualquiera de las 
partes podrá requerir a la otra la 
renegociación del contrato de 
Participación Público-Privada cuando 
ocurra alguna de las siguientes 
hipótesis: 


A) Cuando la 
Administración Pública 
contratante modifique, 
por razones de interés 
público, los parámetros 
de costos y beneficios 
previstos al contratar, 


Artículo 49. (Renegociación de los 
contratos).- Sin perjuicio de lo previsto en 
el artículo anterior, y aun en ausencia de tal 
previsión, cualquiera de las partes podrá 
requerir a la otra la renegociación del 
Contrato de Participación Público-Privada 
cuando ocurra alguna de las siguientes 
hipótesis: 


A) Cuando la Administración 
Pública contratante modifique, 
por razones de interés público, 
los parámetros de costos y 
beneficios previstos al 
contratar, y se cumplan todos 
los siguientes requisitos: 
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se cumplan todos los 
siguientes requisitos: 


I) Que la modificación 
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con posterioridad a la 
firma del contrato y 
no haya podido ser 
razonablemente 
prevista por el 
contratista el tiempo 
de su celebración. 


1) Que la 
modificación — altere 
significativamente la 
ecuación económico- 
financiera resultante 
del contrato al tiempo 
de su celebración. 


11) Que 
modificación 
relevante 
especificamente en el 
ámbito del contrato, 
y no sea producida 
por medidas que 
procuren un efecto 
económico-financiero 
de alcance general. 


ocurra con posterioridad 
a la firma del contrato y 
no haya podido ser 
razonablemente prevista 
por el contratista al 
tiempo de su 
celebración. 


Que la modificación 
altere significativamente 
la ecuación económico- 
financiera resultante del 
contrato al tiempo de su 
celebración. 


Que la modificación sea 
relevante 

específicamente en el 
ámbito del contrato, y 
no sea producida por 
medidas que procuren 
un efecto ecomómico- 
financiero de alcance 
general. 
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B) Cuando causas de fuerza 
mayor no previstas al 
celebrarse el contrato 


B) Cuando causas de fuerza 
mayor no previstas al 
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Artículo 51. Cesión y subcontratación.- 
El contratista podrá ceder total O 
parcialmente el contrato de Participación 
Público-Privada a un tercero, con la 


celebrarse el contrato 
determinaran en forma 
directa la ruptura 
sustancial de la ecuación 
económico-financiera 
resultante del contrato al 
tiempo de su 
celebración. 


Cuando se produzca 
alguno de los supuestos 
previstos en el contrato 
como condición de su 
revisión conforme al 
artículo 49 de la 
presente ley, y las partes 
no lleguen a un acuerdo 
sobre las modificaciones 
del contrato. 


Si alguna de las partes no 
accediera a la renegociación, o las 
partes no llegaran a un acuerdo en las 
negociaciones, cualquiera de ellas 
podrá demandar jurisdiccionalmente de 
la__ otra _ una indemnización que 
restablezca la ecuación económico- 


financiera resultante del contrato_al 
tiempo de su celebración. 


Artículo 50. (Cesión y 
subcontratación).- El contratista podrá 
ceder total o parcialmente el contrato de 
Participación Público-Privada a un tercero 


determinaran en forma directa 
la ruptura sustancial de la 
ecuación económico-financiera 
resultante del contrato al 
tiempo de su celebración, 


Cuando se produzca alguno de 
los supuestos previstos en el 
contrato como condición de su 
revisión conforme al artículo 48 
de la presente ley, y las partes 
no lleguen a un acuerdo sobre 
las modificaciones del contrato. 


Si alguna de las partes no accediera a 
la renegociación, o las partes no llegaran a 
un acuerdo en las negociaciones, cualquiera 
de ellas podrá reclanvar jurisdiccionalmente 
una indemnización de conformidad con el 
artículo 54 de la presente ley. 


A E (Cesión y 
subcontratación).- El contratista podrá 
ceder total o parcialmente el Contrato de 
Participación Público-Privada a un tercero 
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autorización previa y expresa de la 
Administración Pública contratante, la que 
deberá verificar que el cesionario reúne los 
requisitos y condiciones necesarias. La 
cesión podrá proceder siempre que las 
cualidades técnicas oO personales del 
cedente no hayan sido razón determinante 
para su adjudicación. Producida la cesión, el 
cesionario quedará subrogado en todos los 
derechos y obligaciones que correspondan 
al cedente. 


con la autorización previa y expresa de la 
Administración Pública contratante, la que 
deberá verificar que el cesionario reúne los 
requisitos y condiciones necesarias. La 
cesión podrá proceder siempre que las 
cualidades técnicas O personales del 
cedente no hayan sido razón determinante 
para su adjudicación. Producida la cesión, el 
cesionario quedará subrogado en todos los 
derechos y obligaciones que correspondan 
al cedente. 


con la autorización previa y expresa de la 
Administración Pública contratante, la que 
deberá verificar que el cesionario reúne los 
requisitos y condiciones necesarias. La 
cesión podrá proceder siempre que las 
cualidades técnicas “o personales del 
cedente no hayan sido razón determinante 
para su adjudicación. Producida la cesión, el 
cesionario quedará subrogado en todos los 
derechos y obligaciones que correspondan 
al cedente. 


El contratante podrá subcontratar a 
terceros las prestaciones puestas a su 
cargo, salvo que el contrato o los pliegos 
dispongan lo contrario o que por su 
naturaleza y condiciones se deduzca que 
aquél ha de ser ejecutado directamente por 
el adjudicatario. La reglamentación 
establecerá los requisitos que deberán 
cumplirse en materia formal, sustancial y 
procedimental. 


El contratante podrá subcontratar a 
terceros las prestaciones puestas a su 
cargo, salvo que el contrato o los pliegos 
dispongan lo contrario o que por su 
naturaleza y condiciones se deduzca que 
aquél ha de ser ejecutado directamente por 
el adjudicatario. La reglamentación 
establecerá los requisitos que deberán 
cumplirse en materia formal, sustancial y 
procedimental. 


El contratante podrá subcontratar a 
terceros las prestaciones puestas a su 
cargo, salvo que el contrato o los pliegos 
dispongan lo contrario o que por su 
naturaleza y condiciones se deduzca que 
aquél ha de ser ejecutado directamente por 
el adjudicatario. La reglamentación 
establecerá los requisitos que deberán 
cumplirse en materia formal, sustancial y 
procedimental. 


CAPITULO XI : 
EXTINCIÓN DEL CONTRATO Y SOLUCIÓN 
DE CONTROVERSIAS 


Artículo 52. Extinción de los 
contratos.- Los contratos de Participación 
Público-Privada se extinguirán por las 
siguientes causales: 


E CAPÍTULO XI : 
EXTINCIÓN DEL CONTRATO Y SOLUCIÓN 
DE CONTROVERSIAS 


Artículo 51. (Extinción de los 
contratos).- Los contratos de Participación 
Público-Privada se extinguirán por las 
siguientes causales: 


CAPÍTULO XI 
EXTINCIÓN DEL CONTRATO Y SOLUCIÓN 
DE CONTROVERSIAS 


Artículo 51. (Extinción de los 
contratos).- Los Contratos de Participación 
Público-Privada se extinguirán por las 
siguientes causales: 


Cumplimiento del contrato del __ contrato del contrato 
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conforme a los términos del 
mismo y a satisfacción de la 
Administración Pública 
contratante de la totalidad de la 
prestación. 


Vencimiento del plazo señalado 
para su vigencia o el de sus 
prórrogas. 


Resolución unilateral y 
anticipada del contrato por 
incumplimiento del contratista. 


Rescate dispuesto por la 
Administración Pública 
contratante, por razones de 
Interés público, en tos términos 
previstos en la reglamentación y 
el respectivo contrato. 


Imposibilidad de cumplimiento 
como consecuencia de medidas 
adoptadas por el Estado. 


Promoción de un 


concursal respecto 
contratista. 


Acaecimiento de cualquier causal 
que inhabilite al contratista el 
efectivo cumplimiento de su 


conforme a los términos del 
mismo y a satisfacción de la 
Administración Pública 
contratante de la totalidad de 
la prestación. 


Vencimiento del plazo señalado 
para su vigencia o el de sus 
prórrogas. 


Resolución unilateral y 
anticipada del contrato por 
incumplimiento del contratista. 


Rescate dispuesto por la 
Administración Pública 
contratante, por razones de 
interés público, en los términos 
previstos en la reglamentación 
y el respectivo contrato. 


Imposibilidad de cumplimiento 
como consecuencia de medidas 
adoptadas por el Estado. 


concursal respecto del 
contratista. 


Acaecimiento de cualquier 
causal que  inhabilite al 
contratista el efectivo 


E) 


F) 
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conforme a los términos del 
mismo y a satisfacción de la 
Administración Pública 
contratante de la totalidad de 
la prestación. 


Vencimiento del plazo señalado 
para su vigencia o el de sus 
prórrogas. 


Resolución unilateral y 
anticipada del contrato por 
incumplimiento del contratista. 


Rescate dispuesto por la 
Administración Pública 
contratante, por razones de 
interés público, en los términos 
previstos en la reglamentación 
y el respectivo contrato. 


Imposibilidad de cumplimiento 
como consecuencia de medidas 
adoptadas por el Estado. 


Imposibilidad del 
cumplimiento dei contrato 
como consecuencia de un 
proceso concursal respecto del 
contratista. 


Acaecimiento de cualquier 
causal que  Imhabilite al 
contratista el efectivo 
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prestación. —— 


Imposibilidad de cumplimiento 
por el contratista como 
consecuencia de la existencia de 
fuerza mayor o caso fortuito. Si 
el caso fortuito o evento de 
fuerza mayor afectare sólo el 
cumplimiento de algunas de las 
obligaciones del contrato, o de 
aquellas vinculadas a parte de la 
inversión comprometida, y en la 
medida que las demás 
obligaciones del contrato sean 
susceptibles de cumplimiento 
separado, las partes deberán 
acordar, de acuerdo a lo definido 


en las bases de concursos, el 
ajuste de las estipulaciones 
jurídicas, técnicas y económicas 
del contrato, para adecuarlo al 
cumplimiento de las obligaciones 
subsistentes. 


Mutuo acuerdo entre la 
Administración Pública 
contratante y el contratista. 


En los demás casos 
expresamente previstos en el 
contrato correspondiente. 


cumplimiento de su prestación. 


imposibilidad de cumplimiento 
por el contratista como 
consecuencia de la existencia 
de fuerza mayor oO caso 
fortuito. Si el caso fortuito o 
evento de fuerza mayor 
afectare sólo el cumplimiento 
de algunas de las obligaciones 
del contrato, o de aquellas 
vinculadas a parte de la 
inversión comprometida, y en 
la medida que las demás 
obligaciones del contrato sean 
susceptibles de cumplimiento 
separado, las partes deberán 
acordar, de acuerdo a lo 
definido en las bases de 
concursos, el ajuste de las 
estipulaciones jurídicas, 
técnicas y económicas del 
contrato, para adecuarlo al 
cumplimiento de las 
obligaciones subsistentes, 


Mutuo acuerdo entre la 
Administración Pública 
contratante y el contratista. 


En los demás casos 
expresamente previstos en el 
contrato correspondiente. 


cumplimiento de su prestación. 


Imposibilidad de cumplimiento 
por el contratista como 
consecuencia de la existencia 
de fuerza mayor O caso 
fortuito. Si el caso fortuito o 
evento de fuerza mayor 
afectare -solo el cumplimiento 
de algunas de las obligaciones 
del contrato, o de aquellas 
vinculadas a parte de la 
inversión comprometida, y en 
la medida que las demás 
obligaciones del contrato sean 
susceptibles de cumplimiento 
separado, las partes deberán 
acordar, de acuerdo a lo 
definido en las bases de 
concursos, el ajuste de las 
estipulaciones jurídicas, 
técnicas y económicas del 
contrato, para adecuarlo al 
cumplimiento de las 
obligaciones subsistentes. 


Mutuo acuerdo entre la 
Administración Pública 
contratante y el contratista. 


En los demás casos 
expresamente previstos en el 
contrato correspondiente. 
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Artículo 52. (Intervención por la 
Administración Pública contratante).- 
Si se dispusiera la resolución unilateral 
y anticipada del Contrato de 
Participación Público-Privada por 
incumplimiento del contratista, o si 
ocurriera el abandono del proyecto por el 
contratista, la Administración Pública 
contratante podrá hacerse cargo, por el 
tiempo que sea necesario, de la 
construcción o explotación de la 
instalación a efectos de asegurar la 
prestación eficiente, eficaz e ininterrumpida 
del servicio. 


a 


. (Intervención por la 
Administración Pública contratante).- Si se 
dispusiera la resolución unilateral y 
anticipada del Contrato de Participación 
Público-Privada por incumplimiento del 
contratista, o si ocurriera el abandono del 
proyecto por el contratista, la 
Administración Pública contratante podrá 
hacerse cargo, por el tiempo que sea 
necesario, de la construcción o explotación 
de la instalación a efectos de asegurar la 
prestación eficiente, eficaz e ininterrumpida 
del servicio. 


Artículo 53. Abandono del proyecto.- 
El abandono del proyecto por el contratista 
dará derecho a la Administración Pública 
contratante a hacerse cargo, por el tiempo 
que sea necesario, de la explotación de la 
instalación a efectos de asegurar la 
prestación eficiente, eficaz e ininterrumpida 
del servicio. 


La Administración Pública contratante 


deberá designar un interventor, que tendrá 


facultades 


A tales efectos, la Administración 
Pública contratante designará un 
interventor, que tendrá las facultades 
necesarias para asegurar el cumplimiento 
de los objetos del contrato. El interventor 
responderá civil, penal Y 
administrativamente por. las acciones Uu 
omisiones dolosas + culposas en que 
incurriere en el ejercicio del cargo. 


A tales efectos, la Administración 
Pública contratante designará un 
interventor, que tendrá las facultades 
necesarias para asegurar el 
cumplimiento de los objetos del 
contrato. El interventor responderá civil, 
penal y  administrativamente por las 
acciones u omisiones dolosas o culposas en 
que incurriere en el ejercicio del cargo. 


del contrato. Este interventor responderá 
civil, penal y administrativamente por las 
acciones u omisiones dolosas o culposas en 
que incurriere en el ejercicio de su cargo. 


La intervención no podrá 
extenderse por un plazo superior a 
veinticuatro meses. En ese lapso, la 
Administración deberá resolver sobre la 
continuidad o cese de las actividades 
objeto del contrato; y en el primer 
caso, procediendo a una nueva 
adjudicación conforme a los artículos 
siguientes de la presente 


La intervención no podrá extenderse 
por un plazo superior a veinticuatro meses. 
En ese lapso, la Administración deberá 
resolver sobre la continuidad o cese de las 
actividades objeto del contrato; y en el 
primer caso, procediendo a una nueva 
adjudicación conforme a los artículos 19 y 
siguientes de la presente ley, o bien 
mediante la subasta pública prevista en el 
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Artículo 54. Término anticipado del 
contrato.- A efectos de dar el horizonte 
tempora! necesario para la realización de 
nuevas ¡inversiones y del adecuado 
mantenimiento y con el fin de garantizar la 
continuidad de la calidad de la prestación de 
los servicios, el contratista y la 
Administración Pública contratante podrán 
acordar la realización de un nuevo llamado 
público dentro de un período no mayor a los 
cinco años previos a la finalización del 
contrato. El proceso deberá cumplir con los 
requisitos formales, sustanciales y de 
procedimiento contenidos en la presente ley 
en lo que corresponda y de acuerdo a lo que 
establezca la reglamentación. 


Si el contratista no resultara 
adjudicatario del nuevo llamado, el contrato 
se extinguirá y será compensado por el 
plazo restante, en los términos que 
determine la reglamentación y el contrato. 


Artículo 55. Solución de 
controversias.- Para la solución de los 


bien mediante la subasta pública 
prevista en el artículo 58, o en su caso 
asumiendo por sí misma esas 
actividades por sus propios medios y 
mediante las expropiaciones 
procedentes conforme a derecho, si 
correspondieran, 


Artículo 53. (Término anticipado del 
contrato).- A efectos de dar el horizonte 
temporal necesario para la realización de 
nuevas inversiones y del adecuado 
mantenimiento y con el fin de garantizar la 
continuidad de la calidad de la prestación de 
los servicios, el contratista y la 
Administración Pública contratante podrán 
acordar la realización de un nuevo llamado 
público dentro de un período no mayor a los 
cinco años previos a la finalización del 
contrato. El proceso deberá cumplir con los 
requisitos formales, sustanciales y de 
procedimiento contenidos en la presente ley 
en lo que corresponda y de acuerdo a lo que 
establezca la reglamentación. 


Si el contratista no resultara 
adjudicatario del nuevo llamado, el contrato 
se extinguirá y será compensado por el 
plazo restante, en los términos que 
determine la reglamentación y el contrato. 


Artículo 54. (Solución de 


controversias).- Para la solución de los 


artículo 58, o en su caso asumiendo por sí 
misma esas actividades por sus propios 
medios y mediante las expropiaciones 
procedentes conforme a derecho, si 
correspondieran. 


Artículo 53. (Término anticipado del 
contrato).- A efectos de dar el horizonte 
temporal necesario para la realización de 
nuevas inversiones y del adecuado 
mantenimiento y con el fin de garantizar la 
continuidad de la calidad de la prestación de 
los servicios, el contratista y la 
Administración Pública contratante podrán 
acordar la realización de un nuevo llamado 
público dentro de un período no mayor a los 
cinco años previos a la finalización del 
contrato. El proceso deberá cumplir con los 
requisitos formales, sustanciales y de 
procedimiento contenidos en la presente ley 
en lo que corresponda y de acuerdo a lo que 
establezca la reglamentación. 


Si el contratista no resultara 
adjudicatario del nuevo llamado, el contrato 
se extinguirá y será compensado por el 
plazo restante, en los términos que 
determine la reglamentación y el contrato. 


Artículo 54. (Solución de 
controversias).- Para la solución de los 
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conflictos que surjan con motivo de la 
aplicación, interpretación, ejecución, 
cumplimiento y extinción de los contratos 
celebrados en el marco de esta ley, las 
partes deberán recurrir al arbitraje. 


Los árbitros serán designados de 
común acuerdo por las partes o, en su 
defecto, de acuerdo a lo dispuesto por el 
artículo 480 del Código General del Proceso 
y deberán fallar de acuerdo a derecho. El 
laudo del Tribunal arbitral será inapelable. 
La reglamentación podrá establecer 
condiciones y procedimientos especiales 
para el arbitraje. 


conflictos que surjan con motivo de la 
aplicación, interpretación, ejecución, 
cumplimiento y extinción de los contratos 
celebrados en el marco de la presente ley, 
las partes deberán recurrir al arbitraje. 


Los árbitros serán designados de 
común acuerdo por las partes o, en su 
defecto, de acuerdo a lo dispuesto por el 
artículo 480 del Código General del Proceso 
y deberán fallar de acuerdo a derecho. El 
laudo del Tribunal Arbitral será inapelable. 


La reglamentación podrá establecer 
condiciones y procedimientos especiales 
para el arbitraje. 


CAPÍTULO XII 
GARANTÍAS EN BENEFICIO DE 
LOS ACREEDORES Y SUBASTA 
EXTRAJUDICIAL DEL CONTRATO 


. (Garantías en 
beneficio de acreedores).- El 
contratista de un proyecto de 
Participación  Público-Privada podrá 
constituir, en beneficio de sus 
acreedores en virtud de la ejecución de 
ese contrato, prendas sobre los flujos 
de fondos futuros a generarse en el 
proyecto, así como fideicomisos de 
garantía, y todo otro tipo de garantías 
personales o reales sobre sus bienes y 
derechos actuales o futuros, todo 


conflictos que surjan con motivo de la 
aplicación, interpretación, ejecución, 
cumplimiento y extinción de los contratos 
celebrados en el marco de la presente ley, 
las partes deberán recurrir al arbitraje. 


Los árbitros serán designados de 
común acuerdo por las partes o, en su 
defecto, de acuerdo a lo dispuesto por el 
artículo 480 del Código General del Proceso 
y deberán fallar de acuerdo a derecho. El 
laudo del Tribunal Arbitral será inapelable. 


La reglamentación podrá establecer 
condiciones y procedimientos especiales 
para el arbitraje. 


CAPITULO XII 
GARANTÍAS EN BENEFICIO DE LOS 
ACREEDORES Y 
SUBASTA EXTRAJUDICIAL DEL CONTRATO 


Artículo 55. (Garantías en beneficio de 
acreedores).- El contratista de un proyecto 
de Participación Público-Privada podrá 
constituir, en beneficio de sus acreedores 
en virtud de la ejecución de ese contrato, 
prendas sobre los flujos de fondos futuros a 
generarse en el proyecto, así como 
fideicomisos de garantía, y todo otro tipo de 
garantías personales o reales sobre sus 
bienes y derechos actuales o futuros, todo 
conforme a la legislación vigente. 
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Artículo _ 56. (Prenda de los 
derechos emergentes del Contrato de 
Participación  Público-Privada).- El 
contratista de um proyecto de 
Participación Público-Privada podrá 
celebrar contratos de prenda sobre los 
derechos de que fuere titular 
originados en el Contrato de 
Participación Público-Privada y sobre 
los bienes incorporados a su ejecución, 
exclusivamente para garantizar el 
cumplimiento de sus obligaciones con 
los financistas de la obra, de su 
operación o mantenimiento, así como 
las que resulten de un fideicomiso 
constituido a tales efectos. 


El contrato se documentará en 
escritura pública o en documento 
privado con firmas certificadas 
notarialmente, y se regirá por las 
disposiciones de la Ley N* 17.228, de 7 
de enero de 2000, sobre la prenda sin 
desplazamiento en todo lo no previsto 
en la presente ley. 


La constitución del derecho real 
requerirá la notificación a la 
Administración contratante y la 
inscripción en el registro respectivo. 


| Proyecto de ley sustitutivo de la Comisión 


Artículo 56. (Prenda de los derechos 
emergentes del Contrato de Participación 
Público-Privada).- El contratista de un 
proyecto de Participación Público-Privada 
podrá celebrar contratos de prenda sobre 
los derechos de que fuere titular originados 
en el Contrato de Participación Público- 
Privada y sobre los bienes incorporados a su 
ejecución, exclusivamente para garantizar 
el cumplimiento de sus obligaciones con los 
financistas de la obra, de su operación o 
mantenimiento, así como las que resulten 
de un fideicomiso constituido a tales 
efectos. 


El contrato se documentará en 
escritura pública o en documento privado 
con firmas certificadas notarialmente, y se 
regirá por las disposiciones de la Ley N* 
17,228, de 7 de enero de 2000, sobre la 
prenda sin desplazamiento en todo lo no 
previsto en la presente ley. 


La constitución del derecho real 
requerirá la notificación a la Administración 
contratante y la inscripción en el registro 
respectivo. 
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Artículo _ 57. (Pretensión de 
ejecución de la prenda).- El acreedor 
prendario del contratista de un 
contrato de Participación  Público- 
Privada tendrá derecho a ejecutar la 
prenda, ya sea porque la obligación 
garantizada no hubiera sido satisfecha 
total o parcialmente a su vencimiento, 
o cuando se hubiera dispuesto la 
resolución del contrato por 
incumplimiento del contratista. 


En ambos casos el acreedor 
prendario deberá notificar a la 
Administración Pública contratante su 
pretensión de ejecutar la prenda. 
Cuando la ejecución se origine en la 


resolución del contrato por 
incumplimiento del contratista, esa 
notificación de la pretensión de 
ejecutar la prenda deberá ocurrir 
dentro de los diez días siguientes al de 
la notificación al acreedor de la 
decisión de resolver el contrato. 


Artículo 58. (Ejecución 
extrajudicial de la prenda).- La 
ejecución de la prenda otorgada por el 
contratista conforme a los artículos 
anteriores se realizará en forma 
extrajudicial por la Administración 
Pública contratante, mediante subasta 
pública. 


Proyecto de ley sustitutivo de la Comisión 


Artículo 57. (Pretensión de ejecución 
de la prenda).- El acreedor prendario del 
contratista de un Contrato de Participación 
Público-Privada tendrá derecho a ejecutar la 
prenda, ya sea porque la obligación 
garantizada no hubiera sido satisfecha total 
o parcialmente a su vencimiento, o cuando 
se hubiera dispuesto la resolución del 
contrato por incumplimiento del contratista. 


En ambos casos el acreedor prendario 
deberá notificar a la Administración Pública 
contratante su pretensión de ejecutar la 
prenda. Cuando la ejecución se origine en la 
resolución del contrato por incumplimiento 
del contratista, esa notificación de la 
pretensión de ejecutar la prenda deberá 
ocurrir dentro de los diez días siguientes al 
de la notificación al acreedor de la decisión 
de resolver el contrato. 


Artículo 58. (Ejecución extrajudicial de 
la prenda).- La ejecución de la prenda 
otorgada por el contratista conforme a los 
artículos anteriores se realizará en forma 
extrajudicial por la Administración Pública 
contratante, mediante subasta pública. 
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A tal efecto, la Administración 
contratante convocará en forma pública 
a los interesados en participar en la 
subasta, de conformidad con lo que 
establezca la reglamentación o de 
acuerdo a lo estipulado en el pliego de 
condiciones o en el Contrato de 
Participación Público-Privada. La 
Administración autorizará esa 
participación siempre que el postulante 
cumpla los requisitos exigidos a los 
oferentes en el procedimiento de 
selección del contratista que originó el 
contrato de que se trata; si el Contrato 
de Participación Público-Privada 
estuviere parcialmente cumplido, será 
suficiente que el postulante cumpla los 
requisitos correspondientes a los 
aspectos del objeto del contrato 
pendientes de cumplimiento. 


El mejor postor en la subasta 
pública extrajudicial quedará 
subrogado en la posición del 
contratista hasta completar el plazo del 
contrato o sus prórrogas si 
correspondieran conforme a derecho, 
asumiendo los mismos derechos y 
obligaciones del contratista original, 
tanto frente a la Administración como a 
su acreedor prendario si subsistieran 
deudas garantizadas por la prenda. 


Todo el producido de la subasta, 
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A tal efecto, la Administración 
contratante convocará en forma pública a 
los interesados en participar en la subasta, 
de conformidad con lo que establezca la 
reglamentación o de acuerdo a lo estipulado 
en el pliego de condiciones o en el Contrato 
de Participación  Público-Privada. La 
Administración autorizará esa participación 
siempre que el postulante cumpla los 
requisitos exigidos a los oferentes en el 
procedimiento de selección del contratista 
que originó el contrato de que se trata; si el 
Contrato de Participación Público-Privada 
estuviere parcialmente cumplido, será 
suficiente que el postulante cumpla los 
requisitos correspondientes a los aspectos 
del objeto del contrato pendientes de 
cumplimiento. 


El mejor postor en la subasta pública 
extrajudicial quedará subrogado en la 
posición del contratista hasta completar el 
plazo del contrato o sus prórrogas si 
correspondieran conforme a derecho, 
asumiendo los mismos derechos y 
obligaciones del contratista original, tanto 
frente a la Administración como a su 
acreedor prendario si subsistieran deudas 
garantizadas por la prenda. 


Todo el producido de la subasta 
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CAP: CAPITULO XIII CAPITULO XIII 
DISPOSICIONES VARIAS DISPOSICIONES VARIAS DISPOSICIONES VARIAS 


Artículo 56. Expropiaciones.- Artículo 59. (Expropiaciones).- A los Artículo 59. (Expropiaciones).- A los 
efectos de lo previsto en el artículo 32 S pS efectos de lo previsto en el artículo 32 de la | efectos de lo previsto en el artículo 32 de la 
Constitución de la República, se declaran de | Constitución de la República, se declaran de | Constitución de la República, se declaran de 
utilidad pública las expropiaciones de bienes | utilidad pública las expropiaciones de bienes | utilidad pública las expropiaciones de bienes 
inmuebles destinados a ejecución de | inmuebles destinados a ejecución de |inmuebles destinados a ejecución de 
proyectos de Participación Público-Privada. | proyectos de Participación Público-Privada. | proyectos de Participación Público-Privada. 


deducidos los gastos que hubiera 
ocasionado, serán destinados al pago 
de los créditos del acreedor prendario. 
Si existiera un remanente, quedará a 
disposición del contratista originario. Si 
resultara un saldo impago del crédito 
del acreedor prendario, el adjudicatario 
de la subasta deberá asumir también la 
obligación de cancelarlo en los plazos 
pactados originariamente o en los que 
acuerde con el acreedor, 


deducidos los gastos que hubiera 
ocasionado, serán destinados al pago de los 
créditos del acreedor prendario. Si existiera 
un remanente, quedará a disposición del 
contratista originario. Si resultara un saldo 
impago del crédito del acreedor prendario, 
el adjudicatario de la subasta deberá asumir 
también la obligación de cancelarlo en los 
plazos pactados originariamente o en los 
que acuerde con el acreedor. 


Si ningún interesado fuere 
autorizado a participar en la subasta 
extrajudicial por razones fundadas, o si 
no hubiera ofertas aceptables en la 
subasta pública, el acreedor prendario 
podrá ejercer sus derechos contra su 
deudor en la vía jurisdiccional que 
corresponda conforme al derecho 
común, y la Administración deberá 
proceder conforme a lo establecido en 
el inciso tercero del artículo 52 de la 
presente ley. 


Si ningún interesado fuere autorizado 
a participar en la subasta extrajudicial por 
razones fundadas, o si no hubiera ofertas 
aceptables en la subasta pública, el 
acreedor prendario podrá ejercer sus 
derechos contra su deudor en la vía 
jurisdiccional que corresponda conforme al 
derecho común, y la Administración deberá 
proceder conforme a lo establecido en el 
inciso tercero del artículo 52 de la presente 
ley. 


SAHOUVNAS HU VAVINYO TTOZ ap omnfap 9 


"S'97L€G 


Proyecto de ley del Poder Ejecutivo Proyecto de ley aprobado por la Cámara | Proyecto de ley sustitutivo de la Comisión 
de Representantes 


Artículo 57. Exposición contable.- El 
tratamiento contable de las obligaciones 
emergentes de un contrato de Participación 
Público-Privada dependerá de la existencia 
de una transferencia significativa de riesgos 
comerciales en la fase de operación, esto es 
cuando los pagos a cargo de la 
Administración Pública dependan de la 
disponibilidad y calidad de servicio o de la 
demanda, conforme al pronunciamiento 


dictado por el Ministerio de Economía y 
Finanzas y de acuerdo a lo dispuesto en el 
artículo 18 de la presente ley. 


Cuando exista transferencia de riesgo, 
los pagos al contratista por concepto de 
inversión realizada deberán incluirse en el 
presupuesto de inversión correspondiente al 
ejercicio fiscal en que deba realizarse el 
mismo. 


Siempre que la Administración Pública 
contratante sea un Inciso del Presupuesto 
Nacional, se incluirán los pagos dentro del 
presupuesto de inversiones del inciso 24 
"Diversos Créditos" y se deducirá el 
equivalente del crédito de Inversiones del 
Inciso contratante. 


En aquellos casos en que no exista 
una transferencia significativa de riesgos 
comerciales en la fase de operación, el 
componente de la inversión será 


Artículo 60. (Exposición contable).- El 
tratamiento contable de las obligaciones 
emergentes de un contrato de Participación 
Público-Privada dependerá de la existencia 
de una transferencia significativa de riesgos 
comerciales en la fase de construcción y 
operación, esto es cuando los pagos a cargo 
de la Administración Pública dependan de la 
disponibilidad y calidad de servicio o de la 
demanda, conforme al informe realizado 
de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 18 
de la presente ley. 


Cuando exista transferencia de 
riesgo, los pagos al contratista por concepto 
de inversión realizada deberán incluirse en 
el presupuesto de inversión correspondiente 
al ejercicio fiscal en que deba realizarse el 
mismo. 


Siempre que la Administración 
Pública contratante sea un Inciso del 
Presupuesto Nacional, se incluirán los pagos 
dentro del Presupuesto de Inversiones del 
Inciso 24 "Diversos Créditos” y se deducirá 
el equivalente del crédito de Inversiones del 
Inciso contratante. 


En aquellos casos en que no exista 
una transferencia significativa de riesgos 
comerciales en la fase de construcción y 
peración, el componente de la inversión 


Artículo 60. (Exposición contable).-'El 
tratamiento contable de las obligaciones 
emergentes de un Contrato de Participación 
Público-Privada dependerá de la existencia 
de una transferencia significativa de riesgos 
comerciales en la fase de construcción y 
operación, esto es cuando los pagos a cargo 
de la Administración Pública dependan de la 
disponibilidad y calidad de servicio o de la 
demanda, conforme al informe realizado de 
acuerdo a lo dispuesto en el artículo 18 de 
la presente ley. 


Cuando exista transferencia de riesgo, 
los pagos al contratista por concepto de 
inversión realizada deberán incluirse en el 
presupuesto de inversión correspondiente al 
ejercicio fiscal en que deba realizarse el 
mismo. 


Siempre que la Administración Pública 
contratante sea un Inciso del Presupuesto 
Nacional, se incluirán los pagos dentro del 
Presupuesto de Inversiones del Inciso 24 
"Diversos Créditos” y se deducirá el 
equivalente del crédito de Inversiones del 
Inciso contratante. 


En aquellos casos en que no exista 
una transferencia significativa de riesgos 
comerciales en la fase de construcción y 
operación, el componente de la inversión 
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considerado gasto presupuestario dentro de ; 
la Administración Pública contratante 
correspondiente en la medida que la 
inversión se devengue y los pagos diferidos 
a su cargo serán considerados como un 
pasivo. 


será considerado gasto presupuestario 
dentro de la Administración Pública 
contratante correspondiente, en la medida 
que la inversión se devengue y los pagos 
diferidos a su cargo serán considerados 
como un pasivo. 


será considerado gasto presupuestario 
dentro de la Administración Pública 
contratante correspondiente, en la medida 
que la inversión se devengue y los pagos 
diferidos a su cargo serán considerados 
como un pasivo. 


La Contaduría General de la Nación 
deberá llevar en forma identificable el 
registro de los eventuales pasivos 
contingentes correspondientes a contratos 
de Participación Público-Privada e informar 
en cada instancia presupuestal el monto 
estimado de los mismos en forma separada 
de la Deuda Pública. 


La Contaduría General de la Nación 
deberá llevar en forma identificable el 
registro de pasivos firmes y contingentes 
correspondientes a contratos de 
Participación Público-Privada e informar en 
cada instancia de Rendición de Cuentas, 
el monto estimado de los mismos en forma 
separada de la Deuda Pública, como 
asimismo la inversión ejecutada por 
Ejercicio Fiscal y por Inciso del 
Presupuesto. 
Artículo  61.- Los Ministerios u 
organismos ante los cuales se encuentren 
en trámite iniciativas privadas presentadas 
al amparo previsto en los artículos 19 y 
20 de la Ley N*17.555, de 18 de 
setiembre de 2002, para la 
construcción de obras de 
infraestructura de acuerdo a lo previsto 
en el artículo 3% de la presente ley, 
deberán trasladar las mismas, junto a todos 
sus antecedentes, a la Corporación Nacional 
para el Desarrollo, en un plazo perentorio 
de treinta dias corridos a partir de la 
vigencia de la presente ley. 


La Contaduría General de la Nación 
deberá llevar en forma identificable el 
registro de pasivos firmes y contingentes 
correspondientes a Contratos de 
Participación Público-Privada e informar en 
cada instancia de Rendición de Cuentas, el 
monto estimado de los mismos en forma 
separada de la Deuda Pública, como 
asimismo la inversión ejecutada por 
Ejercicio Fiscal y por Inciso del Presupuesto. 


Artículo  _61.- Los Ministerios u 
organismos ante los cuales se encuentren 
en trámite iniciativas privadas presentadas 
al amparo previsto en los artículos 19 y 20 
de la Ley N% 17.555, de 18 de setiembre de 
2002, para la construcción de obras de 
infraestructura de acuerdo a lo previsto en 
el artículo 30 de la presente ley, deberán 
trasladar las mismas, junto a todos sus 
antecedentes, a la Corporación Nacional 
para el Desarrollo, en un plazo perentorio 
de treinta días corridos a partir de la 
vigencia de la presente ley. 


los artículos 19 y 20 de la Ley N“ 17,555, 
de 18 de setiembre de 2002. 


Los Ministerios u organismos ante los 
cuales se encuentren en trámite iniciativas 
privadas presentadas al amparo del régimen 
legal que se deroga, deberán trasladar las 
mismas, junto a todos sus antecedentes, a 
la Corporación Nacional para el Desarrollo 
(CND), en un plazo perentorio de 30 
(treinta) días corridos a partir de la vigencia 
de la presente. 


En caso que el Ministerio u organismo En _ caso ue el Ministerio _u En caso que el Ministerio u o 
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no proceda del modo indicado dentro del 


Proyecto de ley aprobado por la Cámara 
de Representantes 


organismo no proceda del modo indicado 


Proyecto de ley sustitutivo de la Comisión 


no proceda del modo indicado dentro del 


plazo previsto, se entenderá que la | dentro del plazo previsto, se entenderá que | plazo previsto, se entenderá que la 


iniciativa privada ha sido rechazada. 


la iniciativa privada ha sido rechazada. 


Artículo 62. (Tope de los pasivos 
firmes o contingentes y de los pagos a 
los contratistas).- Sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 60 de la 
presente ley, a partir de enero de 2011 
y hasta tanto no se apruebe una nueva 
ley, el total de pasivos firmes y 
contingentes originados por contratos 
de Participación Público-Privada, 
calculado a valor presente neto, no 
podrá exceder el 7% (siete por ciento) 
del Producto Bruto Interno (PBI) del 
año inmediato anterior. Por su parte, 
los compromisos anuales con los 
contratistas privados, originados por 
contratos de Participación Público- 
Privada, no podrán exceder el 5%o 
(cinco por mil) del PBI del año 
inmediato anterior. A los efectos del 
cumplimiento de dichos topes, la 
selección de los proyectos se realizará 
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Artículo 62. (Tope de los pasivos 
firmes o contingentes y de los pagos a los 
contratistas).- Sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 60 de la presente 
ley, a partir de enero de 2011 y hasta tanto 
no se apruebe una nueva ley, el total de 
pasivos firmes y contingentes originados 
por Contratos de Participación Público- 
Privada, calculado a valor presente neto, no 
podrá exceder el 7% (siete por ciento) del 
Producto Bruto Interno (PBI) del año 
inmediato anterior. Por su parte, los 
compromisos anuales con los contratistas 
privados, originados por Contratos de 
Participación Público-Privada, no podrán 
exceder el 5%o (cinco por mil) del PBI del 
año inmediato anterior. A los efectos del 
cumplimiento de dichos topes, la selección 
de los proyectos se realizará considerando 
los análisis de valor por dinero y su 
contribución a los lineamientos estra 
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considerando los análisis de valor por 
dinero y su contribución a los 
lineamientos estratégicos fijados por el 
Poder Ejecutivo. 


En el caso de los Gobiernos 
Departamentales, podrán 
comprometerse parte de los fondos 
aprobados para cada Gobierno 
Departamental en el marco del 
presupuesto aprobado según lo 
establecido en el artículo 214 de la 
Constitución de la República. 


A los efectos del control del tope 
establecido, los pasivos firmes O 
contingentes contraídos en moneda 
distinta al dólar de los Estados Unidos 
de América, serán valuados al tipo de 
cambio interbancario vendedor vigente 
al cierre del último día hábil del 
ejercicio precedente para los 
contraídos con anterioridad a dicha 
fecha, y al tipo de cambio interbancario 
vendedor vigente al momento de su 
contratación si ésta hubiera ocurrido en 
el mismo ejercicio. Igual criterio se 
utilizará cuando se trate de unidades 
indexadas, a partir de los arbitrajes 
definidos por el Banco Central del 
Uruguay. 


La evolución de dichos topes así 
como un resumen de los contenidos del 
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Departamentales, podrán comprometerse 
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Gobierno Departamental en el marco del 
presupuesto aprobado según lo establecido 
en el artículo 214 de la Constitución de la 
República. 
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establecido, los pasivos firmes 0 
contingentes contraídos en moneda distinta 
al dólar de los Estados Unidos de América, 
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interbancario vendedor vigente al cierre del 
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Banco Central del Uruguay. 


La evolución de dichos topes así como 
un resumen de los contenidos del registro 
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Artículo 58.- La presente ley entrará 
en vigencia a los 30 (treinta) días de su 
promulgación y será aplicable a los 
procedimientos de contratación en el marco 
de proyectos de Participación Público- 
Privada, iniciados con posterioridad a dicha 
fecha. 


La presente ley podrá ser aplicada a 
aquellos proyectos de Participación Público- 
Privada iniciados con anterioridad a su 
vigencia, siempre que se cumplan todos los 
requisitos en la misma. 


Proyecto de ley aprobado por la Cámara 
de Representantes 


registro previsto por el artículo 14 de la 
presente ley deberá informarse 
anualmente a la Asamblea General, en 
cada Rendición de Cuentas. 


Artículo 63.- La presente ley entrará 
en vigencia a los treinta días de su 
promulgación y será aplicable a los 
procedimientos de contratación en el marco 
de proyectos de Participación Público- 
Privada, iniciados con posterioridad a dicha 
fecha, 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor Se- 
nador Tajam. 


SEÑOR TAJAM.- Señor Presidente: este proyecto 
de ley es muy importante para la Bancada de Gobier- 
no y también para los partidos de la oposición, con los 
que llegamos a amplios acuerdos en la Comisión de 
Hacienda del Senado. 


La Cámara de Representantes llevó adelante una 
discusión muy prolífica e interesante, que logró me- 
jorar la iniciativa si la comparamos con su punto de 
partida, y el proyecto de ley llega hoy a este Plenario 
con una gran aceptación de los miembros de la Comi- 
sión de Hacienda del Senado, ya que prácticamente 
fue votado por unanimidad, con excepción de algu- 
nos artículos específicos. En general, sus objetivos, 
metodología y fundamentos son compartidos. Por lo 
tanto, el informe que haremos estará dentro de esos 
parámetros, así que no vamos a tener demasiadas di- 
ferencias durante esta exposición. 


Como los señores Senadores sabrán, este proyec- 
to de ley surge en el segundo Gobierno del Frente 
Amplio, cuando se planteó en perspectiva el Presu- 
puesto Nacional para el quinquenio 2010-2014, en 
buena medida como una continuidad del gasto públi- 
co social, lo que tiene que ver con una deuda social 
que aún mantenemos con la sociedad uruguaya. En 
parte, esto también se había materializado en el Pre- 
supuesto del primer Gobierno del Frente Amplio en 
términos de educación, salud, vivienda, etcétera. Por 
tales motivos, los márgenes de inversión del Estado 
no fueron los pensados para las problemáticas que 
empezaron a plantearse después de más de un lustro 
de crecimiento económico acelerado del país; para su 
continuidad se hace necesario, pues, contar con in- 
versiones de alto riesgo, de porte económico muy im- 
portante, pero además, con plazos que van más allá 
de un período de gobierno. Por lo tanto, estos motivos 
están en los fundamentos y en la seriedad con la que 
se consideró el proyecto de ley. 


Esta iniciativa se suma al esfuerzo de inversión 
en la infraestructura necesaria para continuar con 
el proceso de crecimiento y distribución llevado ade- 
lante por los gobiernos del Frente Amplio -repito: se 
suma al esfuerzo de inversión del Gobierno a través 
de su Presupuesto-, convocando a la inversión priva- 
da a realizar estas grandes inversiones y, en particu- 
lar, a las Administradoras de Fondos de Ahorro Previ- 
sional a través del ahorro de los miles de millones de 
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dólares que allí están depositados. Convocar al ahorro 
nacional es imprescindible para conjuntar esfuerzos 
en los desafíos a los que hacemos referencia. 


En los antecedentes del informe que envió el Po- 
der Ejecutivo esta cuestión está expuesta con total 
claridad. Allí se dice: 


“El Uruguay presenta una dotación en infraes- 
tructura inferior a la que determinaría su desarrollo 
relativo. 


En efecto, de acuerdo al Índice de Competitividad 
Global del Foro Económico Mundial, el país está en el 
puesto 78 en términos de dotación en infraestructu- 
ra, mientras que el índice global de competitividad, 
que incluye las demás dimensiones de la competitivi- 
dad, encuentra al país en el lugar 49. 


Este atraso relativo refleja el riesgo que represen- 
ta para el país que la dotación en infraestructura se 
transforme en un cuello de botella para continuar 
con el proceso de crecimiento económico sostenido 
de los últimos años, constituyéndose así en un freno 
al fomento de la cohesión social y territorial, lo cual 
redunda en beneficio de toda la población. 


Es necesario aumentar la inversión en infraes- 
tructura para maximizar las oportunidades de creci- 
miento del país, concretar el proyecto estratégico que 
nuestro país sea un polo logístico para la región, y 
resolver algunas urgencias de carácter social como lo 
son hospitales, cárceles, escuelas, etc., evitando limi- 
taciones al desarrollo. 


El aumento de la inversión en infraestructuras no 
debería quedar restringido al incremento del espacio 
fiscal disponible”, a esto hacíamos referencia recién, 
cuando decíamos que este es un proyecto comple- 
mentario a la inversión por parte del Gobierno, “ya 
que la esfera pública tiene, entre otros, el costo aso- 
ciado al enlentecimiento de las inversiones que las 
requieren”. 


Más adelante, la exposición de motivos dice lo 
siguiente: “Este proyecto de ley tiene por pretensión 
otorgar dicho marco específico, tomando como 
referencia soluciones, aplicadas en aquellos países 
donde mayor evolución ha tenido este instituto”. 
Y luego agrega: “Unido a esto y no de menor 
importancia, se trata de establecer las condiciones 
mediante las cuales, se aseguran además las 
modalidades de mantenimiento futuro de las obras 
de infraestructura realizadas, realizando en un único 
contrato las previsiones al respecto, evitando las 
pérdidas que el inadecuado mantenimiento de las 
obras de infraestructura significa”. 


244-C.S. 


Esto quiere decir que no estamos ante un proyec- 
to que promueva inversiones en infraestructura en sí 
misma -o “llave en mano”, como se suele decir-, sino 
que también, en el transcurso de su construcción y 
desde la base económico-financiera de cada proyecto, 
asegura la disponibilidad de servicios importantísi- 
mos para continuar con esta coyuntura favorable en 
el país. 


Queda claro que se trata del establecimiento de un 
régimen de contratos entre la Administración Pública 
y la inversión privada; no es una asociación con priva- 
dos; no es la formación de una empresa en la cual la 
Administración Pública vaya a tener un porcentaje de 
acciones y la inversión privada el resto. De ninguna 
manera es así. Estos son contratos para perseguir la 
construcción de un bien público y, a la par, brindar 
un servicio que está asociado a la construcción de esa 
infraestructura. 


Además, este tipo de contratos, a su interior, tiene 
la exigencia de demostrarse superior, en cada caso, a 
las demás opciones que tiene el Estado para lograr un 
acuerdo con un privado a fin de aumentar el patrimo- 
nio público. Esto también queda claro, porque, como 
se ha dicho en la fundamentación del Poder Ejecuti- 
vo, este es un proyecto autocontenido, lo que quiere 
decir que no deroga ninguna de las normas alternati- 
vas que puedan perseguir los mismos objetivos, sino 
que genera todo un entorno de normas que deben 
ser mejores que las anteriores para que se pongan 
en funcionamiento. De este modo queríamos despe- 
jar cualquier duda que pudiera surgir respecto a este 
primer punto. 


El segundo punto ya lo anticipamos, pero siempre 
es bueno recordar que estamos hablando de nuevas 
infraestructuras. Esto no tiene que ver con el patri- 
monio público que ya está instalado ni con ningún 
cuestionamiento de los monopolios públicos, sino que 
es una ampliación del patrimonio público mediante la 
realización de obras de infraestructura con la parti- 
cipación de la inversión privada. Como veremos más 
adelante, funciona coherentemente una distribución 
de riesgos, control y sanciones durante el desarrollo 
de la obra, y una contabilidad particular -que en de- 
finitiva tiene una contrapartida de endeudamiento-, 
justamente por esta distribución de riesgos que se 
hace al interior de cada uno de estos proyectos. 


Ahora bien; ¿para qué las obras? Este proyec- 
to tiene una característica particular y es que en su 
artículo 3% define muy bien cuáles son los sectores 
de actividad en los que podrán celebrarse este tipo 
de contratos para la realización de obras de infraes- 
tructura, que son las siguientes: obras viales, obras 
de infraestructura energética, obras de disposición 
y tratamiento de residuos y obras de infraestructura 
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social, dentro de las que se incluyen cárceles, cen- 
tros de salud, centros de educación y viviendas de 
interés social. Pero, además, en la discusión que se 
dio en la Cámara de Representantes se agregó una 
cuestión interesante, que tiene que ver con el tema 
de colonización de tierras. En ese caso, los contratos 
de Participación Público-Privada pueden tener que 
ver con el apoyo en servicios e instalaciones para la 
colonización, según lo definen los artículos 48 y 52 
de la Ley N” 11.029, que creó el Instituto Nacional 
de Colonización. 


Así como por la positiva se asignan o se dirigen 
estos proyectos, se establecen claramente las excep- 
ciones, que tienen que ver con que en ningún caso 
este tipo de contratos podrán incluir la prestación de 
servicios educativos, sanitarios y de seguridad -den- 
tro de estos últimos se incluye la reeducación en las 
cárceles- y todos aquellos servicios cuya prestación 
corresponde al Estado en forma exclusiva, así como 
la explotación de los monopolios que la normativa les 
ha asignado. 


De modo que el área en la que va a participar 
este instrumento queda definida tanto por la positiva 
como por la exclusión. 


Estas con las cuestiones que queríamos dejar en 
claro en primera instancia, porque entendemos que 
este instrumento, sin ninguna duda, va a ser muy sig- 
nificativo en lo que a inversión refiere, pero también 
debe ser importante el grado de aceptación que tenga 
para que sea lo más prolífico posible. 


Veamos a continuación las características de los 
contratos de Participación Público-Privada, porque 
ellas son las que van a determinar el avance de estas 
obras. 


Como ya habíamos adelantado -pero lo remarca- 
mos-, el artículo 2 establece que solo podrán ce- 
lebrarse estos contratos cuando se demuestre que 
esta es la mejor forma de satisfacer las finalidades 
públicas que se persiguen. Esto deriva del hecho de 
que es un proyecto autocontenido, que no deroga las 
otras formas de contratar de que disponga la Admi- 
nistración. Su objetivo está específicamente estipu- 
lado para el diseño, la construcción y la operación 
de infraestructura que determina este artículo, pero 
además para los sectores de actividad que se señalan 
en el artículo 3". 


Queremos hacer especial mención al artículo 4", 
porque allí se dice que los contratos celebrados en 
el marco de la Participación Público-Privada deberán 
contemplar una adecuada distribución del riesgo en- 
tre las partes -la Administración contratante, a través 
de cualquiera de los Incisos presupuestales o de una 
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empresa pública, y el inversor privado-, de modo de 
minimizar el costo asociado a los mismos. Es impor- 
tante que quede claro que se asumen riesgos, porque 
estos proyectos están relacionados con inversiones a 
largo plazo y por montos considerables. El proyecto 
de ley establece un plazo máximo de 35 años, por lo 
que resulta obvio que en el transcurso de ese tiempo 
se corren muchos riesgos. En otras palabras, habla- 
mos de proyectos de gran porte, a desarrollar durante 
un período en cuyo transcurso pueden ocurrir mu- 
chas cosas, como por ejemplo modificaciones tecno- 
lógicas o modificaciones en los objetivos de interés 
general que siempre debe perseguir la Administra- 
ción actuante. 


Como veremos más adelante, estos plazos no es- 
tán adecuados solamente a la construcción de cier- 
ta infraestructura, sino también a la disponibilidad 
continua de un servicio público y, obviamente, a una 
ecuación económico-financiera que le permita al Es- 
tado pagarlo en un plazo y con un financiamiento que 
de otra manera no encontraría. Ese financiamiento, 
además, estaría aportando recursos con los que hoy 
el Estado no cuenta, porque si los tuviéramos, no re- 
curriríamos a este instrumento. Por supuesto, en ese 
plazo y con la rentabilidad que obtiene el inversor pri- 
vado, se resarce de la inversión. 


Volviendo al tema de la distribución de riesgos, 
quiero mencionar que algunos pueden ser comparti- 
dos, como por ejemplo los originados por demandas o 
los que se producen por aumento de la inflación. Son 
riesgos que a veces tienen un carácter macroeconó- 
mico y que se pueden definir dentro de cada contrato. 
Otro riesgo al que se enfrenta el sector público es 
el relacionado con la obtención de los permisos y los 
trámites necesarios para que la obra se lleve a cabo. 
Un riesgo diferente es el que se denomina regulato- 
rio, y se vincula con las tarifas públicas que puedan 
incidir en cada uno de estos proyectos. Obviamente, 
el inversor privado es quien estará a cargo de la cons- 
trucción y del ofrecimiento del servicio relacionado, 
por lo que los riesgos que deberá enfrentar estarán 
relacionados con el diseño, la construcción y la ope- 
ración de la obra; dentro de este riesgo está incluido 
el de la rentabilidad. 


Pero también existen riesgos en el área de la tec- 
nología, porque se puede dar el caso de que se empie- 
ce el proyecto con un método determinado y a mitad 
de camino sea necesario modificarlo. Más adelante 
veremos que el proyecto de ley prevé que esas modi- 
ficaciones puedan llevarse a cabo. Incluso, está presente 
el riesgo de financiamiento, que lo tiene que proveer 
siempre el inversor. 


Con respecto al riesgo de la rentabilidad, que- 
remos mencionar especialmente el artículo 6%, por 
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cuanto establece que no se podrán asegurar niveles 
mínimos. Ese es uno de los puntos en los que en Co- 
misión tuvimos cierta discordancia con la oposición, 
pero no fue calificado como un factor fundamental 
o de principios. Aquí se dice que el contrato podrá 
prever, entre otras cosas, el otorgamiento de subven- 
ciones, créditos, garantías para la financiación del 
proyecto, garantías de obtención de ingresos míni- 
mos -esto tiene que ver con el riesgo de demanda- y 
también exoneraciones fiscales, siempre que, como 
se dice al final del último inciso, “ello redunde en su 
beneficio y en el de los usuarios del servicio”. Aquí 
siempre se pone por delante que hay una infraestruc- 
tura que tiene un objetivo: el servicio a brindar a la 
ciudadanía. Ese es el primer punto. Por lo tanto, to- 
das las modificaciones que se hagan en torno a cada 
uno de los proyectos deberán tener en cuenta esto. 


Hace unos momentos hacíamos mención al tema 
de la distribución de riesgo en el transcurso de los 
contratos de largo alcance, lo cual resulta determi- 
nante por dos motivos. Por un lado, porque tiene que 
ver con el control del cumplimiento durante la reali- 
zación de la obra y la disponibilidad del servicio aso- 
ciado. Muchísimas veces en los instrumentos alter- 
nativos de que dispone el Estado para lograr el apoyo 
de la inversión privada en la construcción de una 
obra pública existen falacias, se presentan problemas 
de construcción o tecnológicos -tal como mencioná- 
bamos antes- que aparecen a último momento o en 
instancias en que no se pueden rectificar. Aquí hay 
un control y un seguimiento continuo al asociarse 
la construcción, la aplicación de la tecnología com- 
prometida y además la disponibilidad del servicio por 
parte de los usuarios. Quiere decir que se hace un 
seguimiento durante el transcurso del proyecto -no 
olvidemos que puede llevar hasta 35 años-, porque 
todo está íntimamente relacionado con los pagos que 
la Administración Pública se compromete a hacer 
para ir resarciendo la amortización de la inversión y 
el lucro, o con el pago del servicio asociado que per- 
mite obtener la rentabilidad de esa inversión. 


Por otro, y para seguir con el tema de la distri- 
bución de riesgo, debo decir que con ello se asocia 
la forma contable de estos contratos -lo que es muy 
importante- que registran una deuda como pasivos 
contingentes. Es decir que los pagos a que da lugar 
están sometidos al cumplimiento del contrato. Por es- 
tas razones hacemos especial referencia a este tema 
de los riesgos, porque como hay riesgos declarados 
que están asociados específicamente al cumplimiento 
del contrato, eso determina la naturaleza del pasivo 
que será registrado. Como dije antes, se trata de un 
pasivo contingente, o sea que existe la posibilidad de 
que pueda relacionarse directamente con pagos si el 
proyecto va -por decirlo de alguna manera- por buen 
camino. Esto también tiene que ver con la contabili- 
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dad de este endeudamiento, que no es la contabilidad 
tradicional de la deuda pública. 


Hay otro tema importante: el relativo al control. 
Este registro de los pasivos a que se alude en el artículo 
60 se hace en función del concepto de inversión. Y 
específicamente se dice que “se incluirán los pagos 
dentro del Presupuesto de Inversiones del Inciso 24 
“Diversos Créditos”. Allí entra a jugar la Contaduría 
General de la Nación, que es la que va a llevar el 
registro de los pasivos y en cada Rendición de Cuentas 
informará sobre la continuidad y el seguimiento de 
cada uno de estos proyectos, como se establece, “en 
forma separada de la Deuda Pública”. 


En suma, tanto el Tribunal de Cuentas como el 
Parlamento -cada vez que llega la Rendición de Cuen- 
tas, el Parlamento prácticamente le hace una interpe- 
lación al señor Ministro de Economía y Finanzas- van 
a tener la posibilidad de ejercer un control y segui- 
miento de cada uno de estos proyectos. 


Ya habíamos adelantado que el plazo máximo de 
duración, acorde al nivel de las obras que se quieran 
realizar, era de 35 años. Y aquí ese plazo está asocia- 
do, no definido solamente por la construcción de la 
obra sino también por la prestación de servicios, la 
remuneración del contratista y el repago de la deu- 
da. Los compromisos financieros que se asuman en 
el marco de los contratos de participación público- 
privada deberán además -el proyecto lo dice especí- 
ficamente- ser consistentes con la programación fi- 
nanciera del Estado. Es decir que están incluidos en 
las proyecciones, tanto del Presupuesto como de la 
Rendición de Cuentas, que el Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas hace para su balance de recursos y de 
gastos y, por lo tanto, de déficit o de superávit, en el 
caso de que lo haya. 


Esto nos lleva al artículo 62, donde se establecen 
topes al total de los pasivos asumidos. ¿Qué quiere 
decir esto? Que no se puede acumular un pasivo ma- 
yor al del tope que aquí se establece. Esto me parece 
realmente importante, porque no se trata de un ins- 
trumento por el cual se pueda acumular deuda hasta 
el infinito, sino que tiene un tope que, según se dice: 
“no podrá exceder el 7% (siete por ciento) del Produc- 
to Bruto Interno (PBI) del año inmediato anterior”. 
Esto supone un tope con ciertos corrimientos, que 
pueden ser hacia arriba, si el PBI creció, o puede dar- 
se una disminución o un congelamiento en caso de no 
presentarse esa situación. El propio señor Ministro de 
Economía y Finanzas, en la Comisión, fijó ese 7% del 
Producto Bruto Interno en US$ 3.300:000.000 para 
la situación actual. 


Asimismo, existe un tope para los compromisos 
anuales que la Administración Pública asuma en 
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función de estos contratos. Es decir que hay un en- 
deudamiento global pero también existen compromi- 
sos anuales a medida que se va repagando esa deuda 
al inversor privado y su tope se ha fijado en el 5%o 
del PBI del año inmediato anterior, porcentaje que 
equivale a una cifra que ronda los US$ 250:000.000 
por año. 


En estas mismas condiciones del contrato están 
incluidos el respeto a los derechos laborales y a los 
ámbitos de negociación colectiva, que pueden tener 
que ver con cuestiones o servicios que aquí puedan 
comprometerse con la infraestructura que se pro- 
yecta hacer por lo que, sin duda, se van a tener en 
cuenta. 


El artículo 15 nos remite al inicio del proceso 
para la suscripción de un contrato de participación 
público-privada. Este inicio puede tener origen en la 
Administración Pública, pero también en una inicia- 
tiva privada, lo que es muy importante. En ambos ca- 
sos tiene que ser presentado ante el Registro de Pro- 
yectos -procedimiento que prevé el artículo 14- y la 
Corporación Nacional para el Desarrollo -tal como lo 
dispone el artículo 35- que, luego de su evaluación, lo 
remitirá a la Administración Pública correspondiente. 
Por ejemplo, si se tratara de un proyecto energético, 
se podría remitir al Ministerio de Industria, Energía 
y Minería o a la UTE, que luego decidirán sobre la 
celebración o no del contrato. Esto quiere decir que 
la última decisión compete al organismo público que 
tiene que ver con la naturaleza del contrato. 


El artículo 17 refiere a los contenidos del contra- 
to. En esta disposición se incluyen las prestaciones 
que constituyen su objeto. Así, estos contratos debe- 
rán incluir los siguientes aspectos: la identificación 
de las prestaciones de servicios, el reparto de ries- 
gos, la calidad del servicio y su disponibilidad, la re- 
muneración del contratista, las fórmulas de pago y 
el sistema de control por parte de la Administración 
Pública contratante, las sanciones por incumplimien- 
to y las condiciones por las que puede modificarse el 
contrato. Ya habíamos hablado que este tipo de con- 
tratos puede ser tan extenso que debe preverse su 
posible modificación. Esto motivó una discusión en la 
Comisión de Hacienda, ya que en la Cámara de Re- 
presentantes se había previsto otorgar una potestad 
unilateral a la Administración Pública para modificar 
el contrato. Como podrán observar -está muy claro en 
el comparativo-, esto fue cambiado a instancias de los 
Senadores del Partido Nacional. 


El artículo 18 establece que la Administración Pú- 
blica contratante presentará los informes al Ministe- 
rio de Economía y Finanzas, evaluándose de acuerdo 
al impacto económico y social del proyecto. 
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El artículo 19 habilita la herramienta del llamado 
público a interesados. 


En el artículo 20 se incorpora un elemento nove- 
doso en la normativa del país, que es el procedimien- 
to de diálogo competitivo, además de la presentación 
de ofertas. Quiero señalar que sobre este tema se dis- 
cutió bastante en la Cámara de Representantes y se 
mejoraron algunas definiciones, aunque las principa- 
les se mantuvieron tal cual venían planteadas. El pro- 
cedimiento de diálogo competitivo es un mecanismo 
que puede ser muy eficiente y que permite definir as- 
pectos técnicos, legales o financieros del contrato res- 
pecto a los cuales la Administración tiene dificultades 
para definir en forma unilateral. Por la gran compleji- 
dad de estos contratos puede ser muy conveniente la 
convocatoria de las partes que participen -o aspiren a 
participar- en la apertura de ofertas. En proyectos de 
gran porte como estos, puede suceder que en la etapa 
de conformación de los pliegos y de todo el marco en 
el que se va a definir la adjudicación del contrato, se 
presenten complejidades económicas o financieras y 
este mecanismo del diálogo competitivo puede apor- 
tar mucho en la solución de estos problemas. El Po- 
der Ejecutivo nos acercó algunos antecedentes para 
ilustrar esto. Por ejemplo, en España se define que 
en el diálogo competitivo el órgano de contratación 
dirige un diálogo con los candidatos seleccionados, 
previa solicitud de los mismos, a fin de desarrollar 
una o varias soluciones susceptibles de satisfacer sus 
necesidades. Pero, además, puede utilizarse en el 
caso de contratos particularmente complejos cuando 
el órgano de contratación considere que el uso del 
procedimiento abierto o el restringido no permite una 
adecuada adjudicación del contrato. Se considerará 
que un contrato es particularmente complejo cuando 
el órgano de contratación no se encuentre objetiva- 
mente capacitado para definir los medios técnicos ap- 
tos para satisfacer sus necesidades u objetivos o para 
determinar la cobertura jurídica o financiera de un 
proyecto. Es decir que la participación público- priva- 
da puede comenzar antes de la adjudicación del pro- 
yecto. Entendemos que este aspecto es un elemento 
promisorio, pues estas iniciativas tan importantes y 
que se prolongarán en el tiempo, podrán contar con 
una base firme desde su punto de partida. 


En el artículo 23, relativo a la adjudicación de 
ofertas, se especifica el modo en que la Comisión 
Técnica clasificará las ofertas. Y a este respecto acla- 
ro que más adelante hablaremos del entorno institu- 
cional del proyecto. Se puede observar que hay una 
unidad de proyectos que depende del Ministerio de 
Economía y Finanzas, que es el que dispone la adju- 
dicación provisoria con intervención del Tribunal de 
Cuentas. Es decir que hay una adjudicación proviso- 
ria -que permite seguir avanzando sobre alguna de 
las particularidades del proyecto- antes de la defini- 
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tiva, que se resuelve luego con la información com- 
plementaria. En esta instancia, también interviene el 
Tribunal de Cuentas. En caso de que la adjudicación 
definitiva no procediera se puede efectuar una nueva 
adjudicación provisoria y en esta instancia una vez 
más interviene el Tribunal de Cuentas. Es importante 
destacar esto, porque pensamos que este organismo 
tiene que estar presente en todas estas instancias. 


El Capítulo IV, referido a las garantías, comprende 
los artículos 25 a 30. 


Este proyecto de ley, en sus artículos 32 y 33, tam- 
bién contempla situaciones de incompatibilidad de 
personas físicas o jurídicas para asumir contratos de 
participación público-privada. Entre ellas podemos 
citar, por ejemplo, implicancias en el asesoramiento 
del mismo proyecto en que la persona se presente 
como oferente. Esto quiere decir que no puede pre- 
sentarse a la apertura de ofertas si la persona pat- 
ticipó en asesoramientos a la Administración Públi- 
ca o de algún otro orden que tengan que ver con la 
naturaleza del proyecto que se pretende desarrollar. 
También puede suceder que el oferente tenga pro- 
blemas concursales u ocurrir que la empresa tenga 
problemas económicos o financieros que la hayan 
llevado a estar en una situación de concurso. Sobre 
este punto se suscitó una discusión muy interesante 
en la Comisión y finalmente logramos ponernos de 
acuerdo. El proyecto de ley que venía de la Cámara 
de Representantes era bastante rígido con respecto 
a la ley concursal; podemos decir que, inclusive, iba 
más allá de lo que ella prevé. 


La nueva ley concursal -como bien saben los se- 
ñores Senadores porque hubo una larga discusión 
sobre este tema- tiene como objetivo fundamental la 
preservación de la actividad económica y los puestos 
de trabajo y, en definitiva, apunta a que esa actividad 
siga adelante. Aquí nos encontramos con una rigidez, 
un apartamiento de esos fundamentos, por lo que en 
el artículo correspondiente también efectuamos un 
cambio y esta es una de las razones por las que este 
proyecto de ley deberá volver a la Cámara de Repre- 
sentantes. 


El tema del control se trata específicamente en 
el artículo 39. La Unidad de Proyectos de Participa- 
ción Público-Privada, dependiente del Ministerio de 
Economía y Finanzas, deberá ser informada semes- 
tralmente por la Administración Pública contratante 
sobre el estado de cumplimiento del contrato y cual- 
quier alteración en ese sentido debe ser informada 
dentro de los diez días hábiles desde que se verifique. 


Esa Unidad de Proyectos podrá luego solicitar, 
inclusive, auditorías externas específicas que con- 
tribuyan a garantizar el correcto seguimiento de los 
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contratos. Todo esto tiene que ver con un control al 
que se ha dado una importancia mayúscula en este 
proyecto de ley. Los controles abarcan aspectos téc- 
nicos, operativos, legales, económicos, financieros, 
contables y también ambientales; debemos reconocer 
que este fue un aporte que surgió en la discusión que 
tuvo lugar en la Cámara de Representantes. 


Por supuesto que, luego de lo concerniente a los 
controles, hay artículos relativos al régimen sancio- 
natorio. 


El Capítulo X, por su parte, refiere a que existen 
posibilidades de que se contemplen modificaciones 
del contrato; recientemente hicimos alguna referen- 
cia a este aspecto y a la discusión que se dio en la 
Comisión. 


Estas modificaciones de los contratos, que siem- 
pre apuntan en un sentido ampliatorio -no de reduc- 
ción-, pueden tener como objetivo mejorar los niveles 
de los servicios o basarse en razones de interés públi- 
co debidamente fundadas, contando con la interven- 
ción de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, el 
Ministerio de Economía y Finanzas y el Tribunal de 
Cuentas. A nuestro juicio, estas modificaciones ten- 
drán un entorno bien regimentado, que deja de lado 
una atribución de unilateralidad que el proyecto de 
ley, tal cual había sido remitido, otorgaba a la Admi- 
nistración Pública contratante con respecto a modifi- 
car el contrato. 


Según establece el artículo 49, cualquiera de las 
partes podrá requerir a la otra la renegociación del 
contrato de Participación Público-Privada cuando, 
por ejemplo, la Administración Pública modifique, 
por razones de interés general, la ecuación financiera 
del contrato. Este es un aspecto por el cual, tanto la 
Administración Pública como el inversor privado, tie- 
nen la opción de renegociar el contrato. 


Esto nos deriva al Capítulo XI, relativo a la solu- 
ción de controversias. Creo que su principal artícu- 
lo es el 54 y, en este sentido, se optó por el arbitra- 
je como procedimiento, sujeto a la reglamentación. 
Precisamente, el arbitraje es el elemento central de 
la solución de controversias -esto fue argumentado, 
fundamentalmente, por el Poder Ejecutivo- y su im- 
plementación apunta a que si se establece una con- 
troversia en el curso de uno de estos proyectos, eso 
no provoque, por ejemplo, que la construcción de una 
infraestructura quede paralizada y prácticamente se 
elimine su beneficio. Por estas razones, se eligió este 
procedimiento. 


El Capítulo XII es nuevo, no estaba incluido en 
el proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo. 
En la Comisión de Hacienda de la Cámara de Re- 
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presentantes, las AFAP realizaron una intervención 
muy interesante que promovió la elaboración de este 
Capítulo, que tiene que ver con las garantías para 
que esas Administradoras de Fondos puedan consti- 
tuirse en financiadoras de proyectos de Participación 
Público-Privada. Obviamente, las Administradoras de 
Fondos de Ahorro Previsional -estamos hablando de 
los ahorros de los trabajadores- del Uruguay no pue- 
den ser partícipes de los proyectos, sino solamente 
financiarlos. Por eso sus representantes acudieron a 
la mencionada Comisión, buscando concretar algún 
mecanismo de prenda “sobre los flujos de ingresos 
futuros a generarse en el proyecto” para asegurar su 
participación. 


A este respecto, vale decir que el año pasado noso- 
tros promovimos una iniciativa que amplió las posibi- 
lidades de que las AFAP pudieran invertir en proyec- 
tos de esta índole; cambiamos los topes y ampliamos 
el alcance de los literales en los que se definía el fi- 
nanciamiento por medio de instrumentos financieros 
fundamentalmente asociados a la deuda pública. Así, 
establecimos cuánto debía destinarse a instrumentos 
que financiaran, sobre todo, obras públicas relacio- 
nadas con el país productivo que en aquel momento 
habíamos definido. 


Ahora estamos juntando esos dos aspectos; imple- 
mentamos la posibilidad de que aquel cambio de to- 
pes para la inversión de las Administradoras de Fon- 
dos pudiera combinarse con los proyectos. Recuerdo 
que en aquella ocasión, los propios representantes de 
dichas Administradoras nos expresaron que debían 
estar disponibles los proyectos para que ellas pudie- 
ran financiarlos. 


Con esto daríamos un cierre a la presentación 
general de estos contratos y nuevamente queremos 
recalcar que se trata de un proyecto de ley que pre- 
vé contratos en los cuales la Administración Pública 
y la inversión privada se encuentran para producir 
una infraestructura que tenga como destino un au- 
mento del patrimonio público y, fundamentalmente, 
brinde disponibilidad de servicios públicos que consi- 
deramos esenciales para continuar con el proceso de 
crecimiento que el país está atravesando. 


Señora Presidenta: creo que los motivos están 
claros. Este proyecto de ley es innovador; además, 
está convocando a esos recursos que hoy no encuen- 
tran lugar en la inversión que tanto necesitamos. 
Hoy en día el ahorro nacional, el de los uruguayos, 
no está presente en las principales inversiones que 
se están haciendo en el país; creo que esta es una 
de las cuestiones fundamentales a las que debemos 
abocarnos y este proyecto de ley apunta en esa di- 
rección. Lo hace con un articulado muy garantista 
para la Administración Pública porque deja en claro 
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que no se tocan los monopolios, que seguirán exis- 
tiendo las atribuciones de los servicios exclusivos del 
Estado y en el artículo 3 define claramente las in- 
versiones para realizar obras. 


La institucionalidad que prevé este proyecto de 
ley también tiene que ver con las mencionadas garan- 
tías. El diseño institucional coloca en el centro a la 
Administración Pública contratante. Si el origen del 
proyecto es lo público, desde allí va a partir el diseño y 
ahí se tomará la última decisión, pero durante todo el 
procedimiento de contratación va a contar con el ase- 
soramiento de una Comisión Técnica. En el Ministe- 
rio de Economía y Finanzas existirá una Unidad de 
Proyectos de Participación Público-Privada que hará 
el seguimiento de los aspectos económico-financieros, 
la verificación del cumplimiento de los aspectos pre- 
supuestarios, la evaluación de los riesgos, los análisis 
y el Registro. Se creará un Registro de Proyectos de 
Participación Público-Privada al cual podremos acce- 
der para conocer la continuidad y realizar un segui- 
miento de cada uno de ellos. Además, por supuesto, 
se tendrá la posibilidad de asesorarse con la Corpo- 
ración Nacional para el Desarrollo que, sin duda, fue 
uno de los puntos neurálgicos en la construcción de 
este proyecto de ley porque ya se estaba preparando 
para encarar esta situación. La Corporación Nacio- 
nal para el Desarrollo va a participar en el momento 
de la ejecución de los proyectos, en la elaboración 
de los lineamientos técnicos, en el asesoramiento del 
diseño y también va a asesorar en la identificación 
de aquellos proyectos susceptibles de ser ejecutados 
mediante este sistema, de tal forma que las Adminis- 
traciones Públicas, cualquiera sea su origen, lo tomen 
como referencia para definir si se puede resolver al- 
guna problemática por este mecanismo. 


Por lo expuesto, señora Presidenta, proponemos 
al Cuerpo que se apruebe este proyecto de ley que, 
reitero, tiene una amplia aceptación por parte de los 
miembros de la Comisión. 


Es cuanto quería manifestar. 
14) PRÓRROGA DE LA HORA DE FINALIZACIÓN 
DE LA SESIÓN 


SEÑORA DALMÁS.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la se- 
ñora Senadora Dalmás. 


SEÑORA DALMÁS.- Señora Presidenta: mociona- 
mos para que se prorrogue la hora de finalización de 
la Sesión de hoy hasta que se agote la discusión de los 
cuatro primeros puntos del Orden del Día. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar. 
(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
15) SOLICITUD DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 6 de julio de 2011. 


Sra. Presidenta de la 

Cámara de Senadores 

Lucía Topolansky 

Presente 

Por intermedio de la presente solicito a Ud. licen- 
cia a partir de la hora 13.30 del día de hoy, por moti- 
vos personales y que se convoque a mi suplente. 

Sin otro particular, saluda atentamente 


Mónica Xavier. Senadora”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se con- 
cede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-24 en 25. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Roberto Conde ha pre- 
sentado nota de desistimiento, informando que por 
esta vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuer- 
po, por lo que queda convocado el señor Walter Mo- 
rodo, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


16) CONTRATOS DE PARTICIPACIÓN 


PÚBLICO-PRIVADA 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continúa la considera- 
ción del asunto en discusión. 


SEÑOR ABREU -- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 
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SEÑOR ABREU.- Señora Presidenta: vamos a dar 
las razones por las cuales votaremos este proyecto de 
ley, que no solo tienen un carácter técnico, de articu- 
lación y estrategia de país, sino también de proyec- 
ción filosófica y enfoque de cómo hemos visto duran- 
te mucho tiempo, observamos ahora y recogemos con 
entusiasmo muchas de las ideas que el Gobierno co- 
mienza a impulsar, fundamentalmente, relacionadas 
con el rol del sector privado. 


Durante mucho tiempo nos desempeñamos como 
Senadores o Ministros y, en diversas oportunidades, 
vimos que la Ley de Puertos, la Ley de Inversiones, la 
Ley Forestal, la Ley de Zonas Francas y la ley de las 
AFAP fueron votadas sistemáticamente en forma ne- 
gativa por parte del partido de Gobierno, en función 
de discrepancias que podían estar basadas, lógica- 
mente, en una visión distinta e, incluso, en la recono- 
cida expresión de lo que pueden ser las definiciones 
filosóficas e ideológicas. Quiero hacer hincapié en 
este tema porque no se trata de revanchismo; cree- 
mos que no debe tomarse de esa manera, sino como 
una forma de sentirse identificado con muchas de las 
preocupaciones que hemos tenido y de las ideas que 
el Gobierno tiene, ya que para que un país funcione 
se necesitan coincidencias y acuerdos que tienen que 
darse sobre la base de la firmeza de las convicciones, 
la humildad de la forma de pensar y el aporte de ideas 
durante mucho tiempo. 


Señora Presidenta: con este proyecto de ley 
estamos reconociendo que el Producto Bruto In- 
terno del país ha llegado a una cifra récord de 
US$ 40.000:000.000. No olvidemos que en la crisis 
del año 2003, el Producto Bruto Interno alcanzó los 
US$ 12.000:000.000. Durante los últimos seis o siete 
años el crecimiento ha llegado a un 40%, entre otras 
cosas, por las grandes oscilaciones de los precios in- 
ternacionales de las materias primas de muchos pro- 
ductos que exportamos, que no necesariamente están 
vinculados a un proceso industrial. Ese es un signo 
de interrogación que tenemos con respecto a cómo 
apreciamos el aparato productivo. Pero es claro que 
este tema está muy vinculado a lo que consideramos 
el aporte y la inversión del sector privado, y no en el 
ejercicio de una filosofía radical en cuanto a las cate- 
gorías mentales -que a veces se utilizan con tanta faci- 
lidad- del neoliberalismo para un lado y del socialismo 
o el comunismo para el otro. Si hay algo que la histo- 
ria ha demostrado -y estamos dispuestos a discutirlo- 
es que cuando las ideologías se aplican como recetas, 
terminan siendo fracasos estrepitosos. El liberalismo, 
de tanto liberalismo que quiso alcanzar, se olvidó de 
la justicia social y el colectivismo, de tanta igualdad 
que quiso lograr, se olvidó de la libertad. Este tema es 
muy importante porque estamos tratando de acordar 
un proyecto de ley en el que el sector privado va a te- 
ner una importancia definitiva, y esto lo dice el propio 


CÁMARA DE SENADORES 


6 de julio de 2011 


Poder Ejecutivo. El Prosecretario de la Presidencia 
expresa que es vital para el futuro del país mejorar la 
infraestructura y realizar obras para atraer inversio- 
nes. El Vicepresidente de la República ha dicho que 
se necesita como el pan que las infraestructuras sean 
mejores. Todos coincidimos con estas apreciaciones y 
siempre hemos sostenido que cuando el país crece, lo 
hace en función de la inversión, y que el Estado -por- 
que se trata de un tema de definición- debe existir en 
su triple rol de orientador, regulador y garante. Pero, 
desde nuestro punto de vista, debe existir con empre- 
sas públicas que no sean monopólicas. El monopolio 
es a la economía lo que la dictadura es a la democra- 
cia; son restricciones a la libertad. Y aun cuando acá 
se siguen manteniendo aspectos monopólicos que son 
demostrativos de ineficiencia, se ingresa en el área 
del sector privado, como dice el artículo 3%, en una 
amplísima gama que es muy importante para el país, 
porque no solo se habló al principio de la infraestruc- 
tura del transporte, sino que en ese mismo artículo se 
está hablando de infraestructura energética, de obras 
viales, ferroviarias, portuarias, aeroportuarias, así 
como de infraestructura social, incluyendo cárceles, 
centros de salud, centros educativos, contratos para 
la colonización de tierras y superficie. Quiere decir 
que aquí hay un giro importante que para nosotros es 
muy significativo en el entendido de que algún punto 
de nuestros encuentros, que hemos pensado duran- 
te mucho tiempo, viene de la mano de esta realidad 
y de este reconocimiento para lo que pueda ser la 
función complementaria entre el sector público y el 
sector privado. Esto es importante porque es lo que 
nos permite coincidir. Siempre recuerdo una frase 
común en política, porque en este ámbito uno siem- 
pre se enfrenta a discusiones internas que se dan por 
mantener las ideas en forma cerrada y que a veces 
nos hacen distinguir entre lo que es un psicópata y 
un neurótico. El psicópata es el que piensa que 2+2 
son 5, y el neurótico sabe que 2+2 son 4 pero no 
lo tolera. Hoy 2+2 son 4 y todos empezamos a ba- 
jar una gran dosis de neurosis para poder realmente 
reconocer que sin el sector privado, sin la inversión 
privada y sin el aporte de una relación adecuada con 
el Estado el país no va a crecer. Y no hay que olvidar que 
la única forma de distribuir es por el crecimiento -como 
muy bien dijo el Miembro Informante, que lamento 
no esté en Sala, o más bien está pero en otra cosa- 
que viene, en estos casos, a partir de las necesidades 
que tiene el sector público de grandes inversiones en 
la infraestructura, sobre todo, de carácter público. 


Ahora bien; podemos ingresar en el tema de las 
modificaciones, de las garantías, de la parte que le 
hemos dado al sector privado y de algunas modi- 
ficaciones que hizo el Partido Nacional a través de 
propuestas concretas de los señores Senadores Ga- 
llinal y Heber, también sobre las garantías, respecto 
de la modificación unilateral del contrato, para evitar 
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una situación asimétrica que pudiera perjudicar, por 
ejemplo, a un contratista que no tuviera la seguridad 
jurídica de que tendría que haber razones muy con- 
cretas para modificar un contrato de esta naturaleza. 
Incluso hicimos algunas modificaciones y algunas re- 
ferencias a los aspectos vinculados con las facilida- 
des que se le dan al sector privado. En cuanto a la 
posibilidad de ceder el contrato total y parcialmente, 
debo decir que a nosotros nos crea ciertas reservas, 
porque en esto estamos hablando de grandes inver- 
siones y empresas que no llegamos a controlar des- 
pués definidamente, más allá de los mecanismos que 
se utilicen para poder hacer la rendición de cuentas; 
concretamente, me estoy refiriendo a dónde va y qué 
identidad tiene el que termina de hacer la obra con 
respecto del que fue adjudicatario. Digo esto, porque 
hablar de la posibilidad de ceder total o parcialmen- 
te la obra, más allá de que el Poder Ejecutivo pueda 
controlar ese procedimiento, desde el punto de vista 
privado facilita el juego cruzado de grandes intereses 
empresariales y de grandes empresas transnaciona- 
les que juegan a dividirse y a buscar cómo pueden 
encontrar determinados beneficios, simplemente re- 
partiéndose en el ámbito privado las obras públicas 
de infraestructura para las que el Estado llama. Este 
parece ser un razonamiento socialista y, sin embar- 
go, es un razonamiento del medio, ya que apunta a 
lograr un sistema equilibrado; en este sentido, hay 
que tener presente que no puede haber un Estado 
avasallante, pero tampoco empresas que condicionen 
el destino del país, porque el interés nacional es algo 
más que el interés de un sector o mucho más que el 
del lucro -que es muy legítimo-, y también es mu- 
cho más que la visión de un Estado monopólico y de 
restricción absoluta. Nosotros somos partidarios de la 
empresa pública, pero no de la burguesía pública, que 
a veces puede más en el ámbito de las relaciones eco- 
nómicas que las actividades que se desarrollan con la 
concepción del Estado. Aclaro estos puntos para que 
podamos ir entendiendo cuál es el motivo que nos ha 
llevado a acompañar esta iniciativa y se sepa con qué 
entusiasmo lo hacemos, en el sentido de que hay que 
recorrer un cierto camino aun haciendo una cantidad 
de observaciones -tal como lo hemos hecho- constitu- 
cionales y de todo tipo. Esto es muy importante. 


Por otra parte, hay otro punto en el que quiero 
hacer hincapié, más allá de todos los aspectos pun- 
tuales, porque no vamos a discutir un articulado con 
el que todos estamos de acuerdo. Hay ciertos elemen- 
tos conceptuales sobre los que me parece muy im- 
portante reflexionar, no solo porque se ven en esta 
ley, sino porque se están viendo en el ámbito del fun- 
cionamiento de la Administración Pública uruguaya. 
Hemos hecho algún comentario sobre las funciones 
que se le otorgan a la Corporación Nacional para el 
Desarrollo, y sabemos cuál es la historia de esa ins- 
titución, así como también sabemos que, entre otras 
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cosas, su creación y su impulso se debieron a una 
idea de Wilson Ferreira planteada hace muchos años. 
Sin dudas, ese fue uno de los elementos determi- 
nantes para buscar, de alguna manera, una persona 
pública no estatal que ayudara a que determinados 
emprendimientos pudieran tener el apoyo no estatal 
pero sí público, en el sentido de poder recuperar su 
actividad. En aquel momento ya se le daba una visión 
muy importante. Entonces, la preocupación que te- 
nemos con respecto no solo a este proyecto de ley sino 
a todo el sistema público -como se ha dicho ayer en 
una conversación que tuvimos, y que puedo repetir, 
con el profesor Delpiazzo y algunos otros profesores 
de Derecho Administrativo- es que exista una huida 
del Derecho y de que los controles que se estable- 
cen en las normas públicas y en la Constitución de 
la República se sustraigan en función de la creación 
permanente y multiplicada de nuevas sociedades de 
Derecho Privado que no están sujetas al debido con- 
trol. Esto se puede hacer en función de una necesaria 
eficiencia que se requiere y que podemos compartir, 
pero si pudiéramos analizar lo que ha sucedido en el 
mundo, bastaría ver la experiencia de España para 
darnos cuenta de que en virtud de esa eficiencia y 
esa agilidad han desfilado y desfilan todavía en los 
juzgados la mayoría de los Directores de las empre- 
sas que han creído que tenían cierta impunidad por 
la ausencia del sector público en el manejo de los 
recursos, precisamente, de naturaleza pública. Las 
sociedades comerciales, llamadas entidades instru- 
mentales, tienen todas una relación con los Poderes 
públicos, porque los entes instrumentales -y también 
la Corporación Nacional para el Desarrollo- gestio- 
nan gasto público y recursos del ciudadano que se 
detraen de sus tarifas, de sus impuestos. Y no hay que 
olvidar que este ciudadano es el único que no tiene 
un sindicato para defender ese derecho individual de 
la angustia personal que genera saber que hay que 
pagar la luz, el combustible, etcétera. Sin dudas ese 
ciudadano se pregunta a dónde puede ir para que le 
expliquen por qué la tarifa de esos servicios está por 
encima de sus costos. Esto es muy importante, se- 
ñora Presidenta, porque estas sociedades que se van 
creando, como es el caso de la Corporación Nacional 
para el Desarrollo, tienen ciertas facultades como las 
que le otorga el inciso G), tales como la de crear o 
adquirir sociedades comerciales de cualquier natura- 
leza así como instrumentos financieros, cuando ello 
se entienda necesario para el mejor desarrollo de pro- 
yectos de participación público-privada. 


Es decir que, basados en la creatividad, impulsar 
la formación de sociedades comerciales e instrumen- 
tos financieros ya no tiene límites. La dificultad que 
nosotros vemos en estos aspectos es cómo se con- 
trola esta huida hacia adelante del Derecho, porque 
una cosa es controlar -como decía el Miembro Infor- 
mante- el funcionamiento de un proyecto, solicitar 
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los aspectos contables, y otra cosa es controlar cómo 
funciona la responsabilidad pública de los que tienen 
esa misión de contratar con el sector privado y definir 
proyectos estratégicos y cómo ese control se empieza 
a postergar por la necesidad de cierta eficiencia. 


Al respecto, uno de los profesores más reconocidos 
del Derecho español dice, en la Revista de Adminis- 
tración Pública, que las razones por las que nosotros 
evitamos esos controles son mucho más sencillas y 
elementales que el obstáculo burocrático que retarda 
determinadas decisiones. Es cierto, pero es un siste- 
ma de garantía de los administrados. Recurrir a es- 
tas fórmulas responde a la finalidad de eludir esos 
controles con el fin de que el Poder Público no se vea 
limitado para actuar. Lo jurídico-público -observen los 
señores Senadores qué importante este aspecto, y es 
por eso que nosotros hablamos de cierta privatización 
jurídica en este proyecto de ley- se relega al cuarto de 
los trastos viejos y se usan fórmulas jurídico-privadas. 


Este es un tema que tenemos que analizar en pro- 
fundidad porque, además, en el propio proyecto de ley 
hay un artículo, que se refiere al Tribunal de Cuentas, 
que establece que vencidos los treinta días si no hu- 
biere pronunciamiento, el silencio se interpreta como 
una aceptación. Me pregunto, entonces: si el control 
del Tribunal de Cuentas es de legalidad, ¿el silencio 
puede avalar una ilegalidad? ¿Cómo es posible que 
podamos entender o apoyar un tema de esta natura- 
leza cuando hoy el Tribunal de Cuentas tiene tantas 
dificultades? Recuerdo a los señores Senadores que 
el día lunes la Comisión de Presupuesto de la Asam- 
blea General no se pudo reunir por falta de número, 
y cuando no hay número es porque la mayoría no lo 
hace. ¿Cuál era el tema a tratar? Las observaciones 
que el Tribunal de Cuentas tenía sobre algunos as- 
pectos muy importantes en la gestión de la Adminis- 
tración Pública. Con este criterio, señora Presidenta, 
vamos a iniciar un camino por el que los resultados 
no van a venir solo por el lado de los recursos o as- 
pectos de desviación de conducta, sino además por la 
vía de la tentación natural humana de creer que uno 
puede disponer de muchos recursos sin necesidad de 
rendir cuentas cuando se sabe que a largo o a corto plazo 
los Juzgados -bien o mal- están esperando a quienes se 
aparten de la conducta y a quienes no se les exigió por 
vía de la ley que dieran las garantías suficientes para 
una transparencia adecuada. 


Quizás, la gran preocupación que tenemos con 
respecto a este proyecto de ley -y que acompañamos 
por su filosofía- es el considerable deterioro del sis- 
tema de garantía de los ciudadanos. Prueba de ello 
son los ejemplos concretos que ya hemos visto, como 
los aportes puntuales en el tema de la Ley Concur- 
sal, de la que recuerdo fui Miembro Informante; ley 
muy importante de la Legislatura pasada que dio al 
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concurso la posibilidad de que las empresas -como 
corresponde- en lugar de estar destinadas a una li- 
quidación obligada, pudieran revitalizarse con otros 
mecanismos. Precisamente, este proyecto de ley tuvo 
que ser ajustado porque no contemplaba la filosofía 
de la ley de concursos y establecía que la empresa 
que se había presentado a concurso cinco años atrás, 
no pudiera hacerlo nuevamente. La empresa que 
sale a través de un concurso o a través del esfuerzo 
de cooperativas de los propios funcionarios -como lo 
contempla la misma ley- no puede tener una capitis 
diminutio de esta naturaleza. Esta contradicción fue 
superada por la observación que hicimos en el ámbito 
de discusión de la Comisión. 


Señora Presidenta: es importante volver a insistir 
en que todos estos aspectos nos están llevado a una 
futura inseguridad jurídica. Hay aspectos -como el 
referido, si no me equivoco, en el artículo 59- sobre 
los que el señor Senador Gallinal trajo a Comisión el 
argumento y asesoramiento del doctor Martín Risso 
-que sirve para algunas cosas, pero no para otras-, 
sosteniendo que esto es manifiestamente inconsti- 
tucional y un cheque en blanco que se da al Poder 
Ejecutivo para poder expropiar, ya declarando de uti- 
lidad pública todas las expropiaciones que le parezca. 
Esto puede estar vinculado a algunas de las leyes de 
ciertos estatutos particulares como el de OSÉ o de 
ciertas empresas públicas, que sí tienen estas nor- 
mas, pero específicamente para sus cometidos. No se 
puede tener una norma de esta naturaleza, porque al 
ser una asociación público-privada, el privado que va 
a asociarse con la Administración también puede te- 
ner intereses contrapuestos con otros privados. Esta 
generalidad de la expropiación va a llevar a que se 
establezca un cheque en blanco, cuando en realidad 
lo único que se tendría que hacer es aplicar el ar- 
tículo 32 de la Constitución de la República y, por 
intermedio de una ley, declarar de interés nacional 
la expropiación de determinados bienes inmuebles. 


Si bien lo que he expuesto parecen aspectos for- 
males o jurídicos, son garantías que tenemos que ir 
buscando en un proyecto de ley que a nosotros nos 
parece muy importante, pero que tiene esas caren- 
cias asociadas y relacionadas, fundamentalmente, 
con una tendencia del Gobierno de creación ince- 
sante de sociedades comerciales del Derecho Priva- 
do sin que estén sujetas al control de los organismos 
públicos que establece la Constitución de la Repú- 
blica. Esta tendencia parecería ser de cualquier otra 
orientación, menos de una política socialista o de iz- 
quierda. Precisamente, se trata de controlar la trans- 
parencia del funcionamiento y el equilibrio que debe 
existir entre el sector público-privado. 


Con el ánimo de provocar una reflexión digo que 
estamos rezando una misa capitalista con sacerdotes 
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socialistas. Si bien algunos comulgarán y otros no 
porque no creen en el ser superior, de todas maneras, 
el sacerdocio se está ejerciendo en esta misa capita- 
lista y por ello es parte de nuestras coincidencias. 


Sin perjuicio de todas estas manifestaciones -que 
dejamos como advertencia y contribución-, votamos 
con mucho gusto este proyecto de ley para facilitar 
al país que en su empuje de infraestructura pueda 
definir una proyección estratégica que lo haga res- 
catar el destino del futuro que va a estar exclusiva- 
mente en cómo define su condición de bisagra y no 
en cómo se resigna a su condición de Gibraltar. Y si lo 
queremos hacer de esta manera, aquí está el voto del 
Partido Nacional; acá está nuestro apoyo con estas 
advertencias o reflexiones, pero sabiendo además que 
la manera de devolver tantos votos contrarios a tantos 
proyectos de ley se hace con la grandeza y humildad 
con que actúa nuestra colectividad política. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑOR PASQUET-.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señora Presidenta: nosotros 
también vamos a acompañar con nuestro voto este 
proyecto de ley que aporta un marco normativo racio- 
nal y actualizado para la asociación público-privada 
en proyectos de interés para el país. 


Esta apreciación de carácter general -que es la 
que determina nuestro voto- no obsta a que en al- 
gún punto en particular, en algún artículo o inciso, 
tengamos diferencias o reparos que, por cierto, los 
tenemos. Pero, en la apreciación general del tema, 
consideramos que es un paso adelante en la direc- 
ción correcta, y por ello lo vamos a acompañar en el 
Senado como también lo hizo la Bancada del Partido 
Colorado en la Cámara de Representantes. 


Reitero que este proyecto de ley nos parece útil 
por las actualizaciones que aporta al marco jurídi- 
co de que se trata y la generalización de soluciones 
que permitirán superar las disposiciones particulares 
existentes en distintos ámbitos de la Administración, 
en el más amplio sentido de la expresión, para fa- 
cilitar o habilitar las asociaciones público-privadas. 
Por cierto, no se trata de que esa asociación entre el 
Estado y el capital o la empresa privada vaya a nacer 
a partir de la sanción de este proyecto de ley, porque 
existe desde hace mucho tiempo. Como bien se dice 
en algunos de los materiales que hemos visto de dis- 
cusiones sobre el tema en la Cámara de Represen- 
tantes y en el propio Mensaje del Poder Ejecutivo, la 
participación del capital y de la empresa privada en 
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la realización de obras públicas o en la prestación de 
servicios públicos existe desde el siglo XIX. A medi- 
da que cambian los tiempos es necesario actualizar 
las soluciones y modernizar los instrumentos. En ese 
sentido, este proyecto de ley viene a ser una puesta a 
punto, en 2011, de los instrumentos necesarios para 
continuar con esta práctica que existe en el país, rei- 
tero, desde el siglo XIX. 


Ahora bien, creo que aún se puede sacar un mayor 
provecho de carácter intelectual o cultural de lo que 
significa la mera sanción de las normas que contiene 
el proyecto de ley, al ponernos de acuerdo en ciertos 
conceptos generales que hay que resaltar, porque son 
positivos y buenos para el país. Con esto reconoce- 
mos la legitimidad de la asociación entre el Estado y 
los capitales y las empresas privadas para el logro de 
ciertos fines. Es decir, esa forma de asociación se deja 
de considerar ilegítima, espuria, perversa o peligrosa 
para el interés general. Repito que este es un paso 
adelante que da el país y demuestra que se están su- 
perando ciertas concepciones vigentes en el pasado, 
que fueron expuestas con vehemencia, fundamental- 
mente desde distintos sectores de la fuerza política 
de Gobierno, considerando como espuria o perversa, 
poco menos, cualquier forma de asociación público- 
privada para el logro del fin de que se trata. 


Lamento que no esté presente el señor Senador 
Lorier o su suplente, porque sería interesante com- 
probar si efectivamente estamos contestes con estos 
temas o si hay sectores del Frente Amplio que todavía 
no están de acuerdo con ellos. Me parece que para 
sacar utilidad a esta iniciativa desde el punto de vista 
cultural y conceptual, sería bueno que por fin coinci- 
diéramos en que no son malos ni perversos, ni tam- 
poco están dispuestos a entregar la patria al capital 
extranjero quienes promueven y amparan este tipo de 
asociaciones, sino que esta es una forma racional, le- 
gítima y útil de lograr fines de interés público articu- 
lando, en un marco jurídico apropiado, los esfuerzos 
del Estado con los que puedan aportar la empresa y 
el capital privados. Considero que esto es muy bueno 
y así debo subrayarlo. 


En el mismo orden de ideas, creo que es bue- 
no establecer con claridad los motivos por los que 
se adoptan estas soluciones. Hace un rato el señor 
Miembro Informante nos decía que esto se hace por- 
que el Estado no cuenta con los recursos financieros 
para hacer todas las obras de infraestructura necesa- 
rias. Ha dicho que si contara con esos recursos no se 
adoptaría esta solución ni sería preciso sancionar este 
proyecto de ley. Según esa versión, todo esto sería un 
problema de escasez de recursos financieros. No me 
parece de recibo esa fundamentación porque no se 
ajusta a la situación del país y a algunos antecedentes 
parlamentarios bien recientes. Por un lado, todos sa- 
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bemos que el Estado uruguayo goza de buen crédito 
en el exterior, por su tradición de país cumplidor con 
sus obligaciones. En estos días se ha difundido infor- 
mación acerca de las dificultades por las que atra- 
viesa Grecia y se dice que ese país ha vivido la mitad 
de su historia como Estado independiente en default; 
ha sido un incumplidor crónico y recurrente de sus 
compromisos internacionales. Con Uruguay no suce- 
de eso, porque tiene una historia de cumplimiento de 
sus obligaciones internacionales que, incluso, man- 
tuvo en el peor momento de los últimos cien años, 
cuando se vio afectado por la crisis de 2002. Al salir 
de ella al año siguiente, rechazó los cantos de sirena 
que pretendían llevar al país por el camino de declararse 
en default -como lo hizo Argentina-, obstinándose en 
el cumplimiento de sus obligaciones. Dado que eso se 
hizo bien, el país tiene crédito y como tanto la Admi- 
nistración anterior como la actual manejan la deuda 
pública con prudencia y habilidad, no tengo dudas de 
que si Uruguay quisiera obtener financiación inter- 
nacional de los organismos multilaterales de crédito 
para obras públicas de infraestructura, lo lograría. 


Por otro lado, recuerdo que hace apenas unos 
meses se votó el Presupuesto Quinquenal. Cuando 
tuvo lugar esa instancia parlamentaria, durante mu- 
cho tiempo oímos discutir acerca del espacio fiscal 
disponible y el destino que se le daría. Entonces, si 
había un espacio fiscal disponible que motivó el recla- 
mo de los funcionarios públicos y de distintos Incisos 
del Presupuesto aspirando a recibir más fondos del 
Erario y no se habían hecho previsiones para obras 
de infraestructura, fue porque no existía la carencia 
de recursos financieros para solventar aquellas que 
fueran necesarias o no había un plan; tal vez la ex- 
plicación sea esta última. Cabe recordar que el señor 
Ministro de Transporte y Obras Públicas concurrió 
a la Comisión de Presupuesto del Senado sin llevar 
consigo un plan de obras -el señor Senador Viera se lo 
hizo notar, manifestando que por primera vez, desde 
1985, un jerarca de esa Cartera comparecía sin pre- 
sentarlo-, aunque había espacio fiscal disponible. Eso 
no es congruente con lo que se afirma hoy en el sen- 
tido de que se vote este proyecto de ley simplemente 
porque no hay recursos financieros. Me parece que 
la explicación no está por ese lado, porque si faltaban 
tales recursos, no había ningún espacio fiscal dispo- 
nible; de existir, es porque se estimaba que no eran 
necesarios. Tal vez la explicación sea que no eran ne- 
cesarios, porque no se sabía qué hacer con ellos, pues 
no había un plan de obras. 


Considero que una explicación que nos ubica me- 
jor en el camino de la interpretación correcta de este 
tema, es la que ofrece el informe de la Comisión de 
Hacienda de la Cámara de Representantes, suscrito 
por miembros de todos los Partidos. En la página 73 
del Repartido N* 335, en la explicación de la asigna- 
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ción de distintos roles al Estado y a la empresa y al 
sector privados en la ejecución de las obras de infra- 
estructura, dice: “El rol del sector privado es atender 
a los aspectos financieros de inversión, contrastando 
las mayores tasas de interés por el monto de la inver- 
sión privada contra la que eventualmente obtendría 
el Estado para los mismos montos, con la eficiencia 
en la utilización de los recursos y los aspectos de ges- 
tión de una infraestructura y su mantenimiento pos- 
terior”. La cita es bien útil porque nos coloca en el 
terreno de la verdad para entender lo que se está vo- 
tando. Se trata, pues, de aceptar que se va a recabar 
una financiación que, de conseguirse por la vía priva- 
da, va a resultar más cara al país que la financiación 
que obtendría el Estado -que tiene crédito internacio- 
nal a tasas de interés más convenientes que las que 
logra una empresa privada- para obras de infraestruc- 
tura, porque se espera que la empresa privada aporte 
mayor eficiencia en la utilización de los recursos, así 
como en su gestión y mantenimiento. Esto quiere de- 
cir que estamos reconociendo la ineficiencia del Es- 
tado; estamos reconociendo que es ineficiente en la 
gestión y en el mantenimiento, y por ese motivo está 
dispuesto a pagar más por la financiación necesaria 
para la realización de las obras de infraestructura, ya 
que espera que la empresa privada venga a suplir su 
falta de eficiencia en los aspectos señalados. 


Creo que en el informe de la Comisión de Hacien- 
da de la Cámara de Representantes se llama a las 
cosas por su nombre; no se plantea la cuestión en 
términos de carencia de recursos financieros, sino 
que se reconocen ineficiencias estatales que hacen 
indispensable que vengan empresas privadas a hacer 
lo que el Estado no sabe o no puede hacer bien. Qui- 
zás, si en otra época se hubiera reconocido algo así, 
se habría dado por respuesta la exigencia vehemente 
y perentoria de producir la reforma del Estado, y se 
habría dicho: “Que deje de ser ineficiente el Estado, 
que corrija sus errores, que trabaje mejor, que depure 
sus vicios y no que vaya a pagar a los privados tasas de 
interés superior a las que tendría que pagar el propio 
Estado si asumiera, como debe, los compromisos y el 
endeudamiento para realizar las obras que necesita 
hacer”. ¡Cuántas veces hemos escuchado estas tesis 
fundamentalistas que se niegan a cualquier forma de 
articulación de esfuerzos entre el Estado y el sector 
privado, exigiendo que la mejora del Estado y la ob- 
tención de la eficiencia del Estado se haga poco me- 
nos que de un día para el otro, y hasta que eso no su- 
ceda no se acepta ninguna reforma o medidas de las 
que el país necesita! Felizmente hoy se deja atrás ese 
concepto; felizmente se supera ese concepto y con 
pragmatismo se dice que, visto que el Estado no es 
eficiente en la gestión de ciertas obras, que no pue- 
de asegurar su mantenimiento de forma adecuada y 
que la economía está creciendo y se van a generar 
cuellos de botella, vamos a generar soluciones para 
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hoy y vamos a habilitar la asociación público-privada. 
Nosotros compartimos este enfoque pragmático, rea- 
lista, que reconoce la situación con franqueza y busca 
soluciones para ser aplicadas inmediatamente. Cree- 
mos que eso es lo que el Gobierno debe hacer: procu- 
rar soluciones para los problemas de hoy, de manera 
que puedan aplicarse en lo inmediato. 


Sin perjuicio de esto, dejamos anotado que des- 
pués de reconocer que el Estado es ineficiente -por lo 
que va a tener que pagar mayores costos para finan- 
ciar sus obras de infraestructura- hay que abocarse a 
la postergada reforma del Estado, en la que tan poco 
avanzamos en la Ley de Presupuesto Quinquenal. 
Esta sigue siendo una asignatura pendiente, y por el 
hecho de que vayamos a adoptar soluciones pragmá.- 
ticas que a nosotros nos parecen positivas, repito, no 
podemos desentendernos de la tarea que queda, que 
es lograr que el Estado funcione mejor, tal como de- 
bería. Esto ha sido señalado en distintos momentos 
por todos los sectores políticos que, obviamente, es- 
tán reclamando que se pongan en marcha los meca- 
nismos para adoptar las soluciones necesarias para 
esta cuestión. 


(Ocupa la Presidencia el señor Carlos Baráibar.) 


En otro orden de ideas, señor Presidente, quie- 
ro hacer una mención incidental, lateral, al rol de la 
Corporación Nacional para el Desarrollo, pues es im- 
portante en el marco de este proyecto de ley. Me pare- 
ce que es adecuado que se utilice este instrumento y 
que se lo aplique tal como se establece en esta inicia- 
tiva, de manera que dicha Corporación actúe como 
facilitador de la contratación entre la administración 
pública y el sector privado. Consideramos que es una 
función adecuada para esta Corporación. 


Cuando a comienzos del primer Gobierno demo- 
crático posdictadura se sancionó la ley que creó la 
Corporación Nacional para el Desarrollo, nosotros 
votamos afirmativamente por disciplina partidaria, 
pero dejamos expresa constancia de que nos parecía 
que no iba a tener buen destino la proposición de una 
Corporación para ayudar a empresas en dificultades 
porque, en definitiva, implicaría la canalización de 
fondos públicos hacia aquellas a las que ningún ban- 
co, ni siquiera el Banco de la República, les presta- 
ría dinero. En aquel momento nos pareció que ese 
tipo de concepción no iba a arrojar buenos resultados 
para el Estado uruguayo y, en definitiva, la experien- 
cia histórica demostró el acierto de aquellas preven- 
ciones. En esta iniciativa, en cambio, la Corporación 
Nacional para el Desarrollo aparece de otra manera: 
no canalizando fondos públicos hacia empresas en di- 
ficultades, sino ayudando a gestionar, facilitando la 
articulación entre el Estado y el sector privado. Esto 
sí nos parece adecuado y votaremos con satisfacción 
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-ya no por disciplina partidaria- las disposiciones que 
otorgan una tarea tan importante a la Corporación 
Nacional para el Desarrollo en el marco de este pro- 
yecto de ley. 


No queremos concluir nuestra intervención sin 
hacer referencia a dos aspectos particulares que nos 
parecen de vital importancia. 


En primer lugar, voy a referirme a la necesaria 
transparencia y publicidad que debe tener toda esta 
articulación entre lo público y lo privado. Esto está 
consagrado en el literal A) del artículo 4” del proyecto 
de ley que vamos a votar, y consideramos que es po- 
sitivo, importante y que debe destacarse. Lo votare- 
mos con total convicción. El literal A) del artículo 4% 
establece: “Todas las actuaciones desarrolladas en el 
marco de proyectos de Participación Público-Privada, 
con las limitaciones que en cada caso establezca la 
normativa vigente, serán públicas y estarán sujetas a 
mecanismos de control”. Quiero señalar que, sin per- 
juicio de los mecanismos de control -que, por supues- 
to, son indispensables-, nos parece que este carácter 
público de las actuaciones desarrolladas en el marco 
de proyectos de Participación Público-Privada es la 
garantía de todo esto. No puede haber contratos se- 
cretos entre las administraciones públicas y ninguna 
empresa privada; no puede haber contratos secretos 
para ningún ciudadano pero, en particular, menos 
para el Parlamento, cuya misión de control no puede 
cumplirse si se le opone, simplemente, una cláusula 
de confidencialidad. Podrá haber cláusulas de con- 
fidencialidad en las etapas precontractuales entre 
quienes, en el futuro, puedan llegar a ser contratan- 
tes, a fin de intercambiar la información necesaria 
para saber si, en definitiva, conviene a los intereses 
de cada uno asumir esa calidad de contratante o no. 
Pero repito que solo en esa etapa precontractual, en 
la que las administraciones públicas todavía no asu- 
men obligaciones. Una vez que esta etapa queda atrás 
y se firma el contrato surgen las obligaciones para 
la Administración Pública y los compromisos para el 
Erario, por lo que no puede haber secreto alguno por- 
que no habría control, y en el régimen republicano 
no puede haber ninguna potestad y ningún gasto que 
no esté sujeto a control, que no pueda ser conocido y 
controlado por la ciudadanía. 


Este tema es singularmente importante aunque, 
naturalmente, no dejo de advertir la potencialidad 
de esta reserva que se introdujo en el literal A) al 
expresar: “con las limitaciones que en cada caso es- 
tablezca la normativa vigente”. Por supuesto que con 
esta cláusula de reserva quedamos expuestos a que 
en el día de mañana se diga que tal o cual cláusula 
de confidencialidad impide que este contrato, aquel 
otro, o tal o cual aspecto de la contratación se di- 
vulgue y conozca, y también habrá alguien que con- 
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teste un pedido de informes, realizado desde aquí o 
desde la Cámara de Representantes, expresando que 
esa información no se puede dar porque lo impide 
una cláusula de confidencialidad. Esto es un peligro, 
y desde ya adelantamos que no pude ser admisible 
en ningún caso; llegado el momento, tendremos que 
legislar en este tema para asegurarnos de que no haya 
contratos secretos que no puedan ser conocidos por 
el Parlamento y por la ciudadanía de este país, por 
ejemplo a través de la ley de acceso a la información 
pública. Consideramos que este aspecto es de sustan- 
cial importancia, así lo dejamos señalado y nos reser- 
vamos el derecho de volver sobre él cada vez que sea 
necesario. 


Otro aspecto particular y trascendente que que- 
remos señalar es el relativo a la consagración en este 
proyecto de ley del arbitraje obligatorio. En el Uru- 
guay estamos acostumbrados a hablar del arbitraje 
obligatorio en materia internacional, pero este arbi- 
traje obligatorio, preceptivo, es una novedad en ma- 
teria de contratación entre el Estado y los particula- 
res. En otras épocas también hubiésemos escuchado 
alegatos formidables en contra de disposiciones como 
estas, porque se nos diría que estamos privatizando 
la Justicia, desconfiando del Poder Judicial en mo- 
mentos en que el país tiene una administración fren- 
teamplista. Distinguidos integrantes del Partido de 
Gobierno presentes en esta Cámara han dicho que 
el Poder Judicial está subordinado al poder político y, 
en particular, al Poder Ejecutivo. ¿Cómo se explica, 
entonces, que ahora, por ley, confiemos la solución de 
controversias a los árbitros privados? Felizmente, la 
mayoría de la fuerza política de Gobierno ha superado 
estas cuestiones y reconoce la utilidad del arbitraje 
para dirimir ciertas controversias entre el Estado y 
los particulares. Entiendo que lo que se pretende con 
esta disposición es encauzar ese arbitraje dentro de 
los mecanismos previstos por el Código General del 
Proceso, lo que impedirá que en su momento alguna 
empresa privada plantee su aspiración de que el arbi- 
traje sea confiado a organismos internacionales. Aquí 
la ley está diciendo que el arbitraje tendrá que suje- 
tarse a tales y cuales normas del Código General del 
Proceso, pero para asegurar esta finalidad -es decir 
para asegurarnos de que el arbitraje del que estamos 
hablando sea el previsto y regulado por nuestro Có- 
digo General del Proceso-, habría que aportar algu- 
na redacción más clara y precisa, cosa que podremos 
hacer llegado el momento de la discusión particular. 


Más allá de estas cuestiones puntuales y de otras 
que puedan plantearse, en general consideramos que 
el proyecto de ley es positivo y, por tanto, lo vamos a 
acompañar dando nuestro voto. 


SEÑORA MOREIRA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


CÁMARA DE SENADORES 


6 de julio de 2011 


SEÑOR PASQUET.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Puede 
interrumpir la señora Senadora Moreira. 


SEÑORA MOREIRA.- Señor Presidente: quisie- 
ra contestar una alusión indirecta. El señor Senador 
Pasquet ha mencionado a Senadores aquí presentes 
que han dicho que la Justicia está subordinada, y 
dado que las declaraciones que han salido en la pren- 
sa han sido realizadas por mí, me considero en la obli- 
gación de aclarar dos puntos. Sostengo que la Justicia 
es un poder político del Estado, como lo sostiene la 
mitad de la Academia y la jurisprudencia uruguaya, 
pero un poder político no es un poder partidario y 
cuando señalé que la Justicia uruguaya estaba subor- 
dinada, me refería exactamente a la subordinación 
que la vigencia de la Ley de Caducidad produce sobre 
la Justicia, dando al Poder Ejecutivo la potestad de 
intervenir en ella. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Puede 
continuar el señor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: me felicito 
por haber precipitado esta intervención de la señora 
Senadora Moreira, que me devuelve la tranquilidad 
que había perdido. Ahora resulta que su comenta- 
rio debe entenderse acotado al ámbito de la Ley de 
Caducidad, planteando una cuestión conocida desde 
hace mucho tiempo en el país, que es objeto de de- 
bate entre los partidos, pero que no es nada nuevo y, 
sobre todo, que está acotada a este ámbito. Cuando 
leí las declaraciones de la señora Senadora Moreira 
me llevé otra impresión, pues creí -y ahora veo que 
fue equivocado- que ella entendía que en general, a 
todos los efectos y no solo al de la Ley de Caducidad 
-como lo ha dicho ahora-, advertía que el Poder Ju- 
dicial estaba subordinado al poder político, al Poder 
Ejecutivo, lo que sería gravísimo. Fue por eso que sus 
declaraciones generaron preocupación y molestia en 
varios Magistrados, que se sorprendieron -como me 
sorprendí yo- al leer las declaraciones. Sin embargo, 
hecha la aclaración podemos recobrar la tranquili- 
dad, pues más allá de la cuestión puntual de la Ley de 
Caducidad, estamos en un Estado de Derecho, en un 
Estado republicano, donde todos reconocemos la in- 
dependencia del Poder Judicial. Eso es bueno, porque 
el reconocimiento de que es así es la mejor garantía 
de que todos continuemos trabajando para que siga 
siendo así en la República Oriental del Uruguay. 


Con estas consideraciones generales, doy por ter- 
minada mi intervención. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR LARRAÑAGA-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: como 
ya se ha expresado, vamos a apoyar este proyecto de 
ley que, paradójicamente, hoy será aprobado por una- 
nimidad, pero que unos años atrás, seguramente no 
hubiera contado con esa unanimidad. Me parece que 
el pragmatismo en el ejercicio del Gobierno ha venci- 
do a la ideología y eso se tendrá que reconocer porque 
es una realidad inocultable. El ser prácticos en lo que 
hace al ejercicio del Gobierno, muchas veces termina 
destrozando ideologías y pensamientos impregnados 
de flechamiento en la forma de mirar muchos de los 
temas que hoy estamos considerando. Hoy venimos a 
votar la participación de capitales privados en obras 
de infraestructura y logística que el país precisa y ne- 
cesita, y esto le urge al Gobierno como instrumento 
para llevar adelante emprendimientos que de otra 
manera serían absolutamente imposibles. 


Tenemos que recordar -y lo dejamos como cons- 
tancia en la versión taquigráfica- que el proyecto que 
envió el Poder Ejecutivo no era este; el que llegó al 
Parlamento hacía que la Ley de Empresas Públicas de 
1990 pareciera estatista. 


También quiero recordar al Senado de la Repúbli- 
ca que los parlamentarios del Partido Nacional nos 
reunimos con representantes del equipo económico 
y lo agradecimos mucho, pues ello permitió que Di- 
putados y Senadores de nuestra colectividad política 
pudieran trasladar al Poder Ejecutivo un conjunto 
de modificaciones e iniciativas que luego terminaron 
siendo aprobadas en la Cámara de Representantes. 
En ese sentido, debo reconocer la labor realizada por 
los compañeros y las compañeras en la Cámara de 
Representantes, así como también en la Comisión de 
la Cámara de Senadores, que hasta últimas horas han 
estado llevando adelante gestiones para introducirle 
garantías a esta iniciativa. 


(Ocupa la Presidencia la señora Lucía Topolansky.) 


Podemos decir que la fuerza política mayoritaria 
ha tenido un fortísimo proceso de moderación y no 
lo digo con ironía, sino porque entiendo que es una 
expresión que vale en tanto y cuanto se reconoce que 
hay instrumentos aptos para lograr el desarrollo, el 
crecimiento y la generación de puestos de trabajo, 
que no eran tan malos ni tan tremendamente dañi- 
nos para la sociedad uruguaya. Algunos señores Se- 
nadores expresaron, tanto en Sala como en Comisión, 
que votan algunas iniciativas con enormes dificulta- 
des y creo que eso es fruto de que afortunadamen- 
te advierten que gobernar es tremendamente difícil 
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y que, por supuesto, a veces hay que intentar llevar 
adelante determinadas acciones, más allá de lo que 
pudiera haberse expresado en determinado momen- 
to. Es evidente que ese realismo político ha ganado la 
pulseada. Escuché al Miembro Informante y destaco 
que utilizó una expresión que voy a analizar, aunque 
confieso no tener la capacidad o la inteligencia sufi- 
ciente como para hacerlo en Sala. De todos modos, 
recuerdo que habló de un proyecto autocontenido y 
la verdad es que no entiendo bien qué significa eso. 
Seguramente luego escucharemos las explicaciones, 
pero el proyecto de ley es lo que es y lo vamos a votar 
porque el país necesita inversiones que le permitan 
transformarse en un destino logístico y para cubrir la 
demanda de infraestructura que el nivel de desarrollo 
exige. En el día de ayer, el señor Senador Gamou hizo 
referencia a la accidentalidad vial y mencionó cuánto 
de ella se debe al estado en que están las carreteras. 
Nosotros, que muchas veces vivimos transitando esas 
carreteras, recorriendo kilómetros y kilómetros, po- 
demos dar cuenta de un creciente y progresivo dete- 
rioro de la infraestructura vial. 


Respecto a esto, valoramos el aporte que se hizo 
desde nuestro Partido tanto en la Cámara de Repre- 
sentantes como en esta Cámara, así como también 
los aportes de los catedráticos que apoyaron y me- 
joraron el texto del proyecto de ley que hoy estamos 
considerando. El Gobierno necesita de esta ley -y por 
eso el Partido Nacional la va a votar- para hacer obras 
nuevas; tanto es así que el propio señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas lo ha reconocido públi- 
camente. Además, lo acompañamos porque conside- 
ramos que es un instrumento válido, tal como lo han 
señalado con acierto los señores Senadores preopi- 
nantes, pero también destacamos que su efectividad 
dependerá de la forma en que se utilice y de la valo- 
ración que se haga del mismo. 


Quiero compartir algunas expresiones realizadas 
por los señores Senadores Abreu y Pasquet, que con- 
sidero de mucho valor, que se adecuan a la discusión 
en cuestión y que deberían servir como elementos de 
prevención si estamos contestes en defender lo que 
todos queremos, es decir, el Estado de Derecho. Es 
cierto que vivimos una suerte de fenómeno que la 
doctrina publicista llama de huida del Derecho Ad- 
ministrativo, tomando el concepto del jurista suizo 
Fleiner, que expresa que personas jurídicas públicas 
no estatales y sociedades de economía mixta apare- 
cen como estructuras jurídicas que escapan al con- 
trol del Parlamento y del Tribunal de Cuentas. Este 
fenómeno no es nuevo en el mundo y pido que se 
tenga en cuenta que tenemos doce Entes Autónomos 
y Servicios Descentralizados y creo que treinta y seis 
personas públicas no estatales, pero también hay de- 
cenas de sociedades de todo tipo, color y marca que 
funcionan en el ámbito del Derecho Privado pero con 
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capital del Estado. Eso hace que los Legisladores en 
este Parlamento estemos cada vez más pintados al 
óleo, a la acuarela o a lo que se quiera y digo esto 
porque cuando vigilamos pomposamente la marcha 
del Presupuesto Quinquenal o las Rendiciones de 
Cuentas, en realidad estamos analizando un trozo 
minúsculo de las cuentas públicas. Lo cierto es que 
lo grueso queda en las treinta y seis personas públicas 
no estatales y en las decenas de empresas privadas 
que, en homenaje a la eficacia, escapan al control de 
este Parlamento y del Tribunal de Cuentas de la Re- 
pública. Esto hay que reconocerlo porque es real y 
todos los que han probado el poder, habiendo critica- 
do este tipo de instrumentos y habiendo hecho pro- 
mesas de derogarlos, terminaron luego no solamente 
aplicándolos sino ampliando estas fórmulas jurídicas 
que escapan al control del Estado. Esto no es trans- 
parencia y reitero que no es un fenómeno nuevo en el 
mundo porque Europa lo vivió, ahora está de vuelta 
y ha transitado por este camino. Tengamos en cuenta 
que las iniciativas de estas características, es decir, 
los PPP que propone este Gobierno, nacieron en el 
Reino Unido en los inicios del año 1990, durante el 
gobierno conservador de Major. El camino ya transita- 
do por Europa indica que se hacen necesarios férreos 
controles sobre este tipo de contratos porque, de lo 
contrario, sin controles adecuados podemos generar 
un verdadero leviatán con poderes omnipotentes que 
luego escapan al control ciudadano. 


Debemos preguntarnos cuántas sociedades anóni- 
mas propiedad de entes autónomos parecen aseme- 
jarse a verdaderas colaterales de esos entes; y todos 
los señores Senadores saben a qué nos estamos re- 
firiendo. El doctor Delpiazzo, en su comparecencia 
ante la Cámara de Representantes, reseñaba cómo 
el Tribunal Supremo de la Comunidad Europea, hoy 
Unión Europea, varias veces condenó al Reino de Es- 
paña por esta evasión del Derecho Público a través de 
instrumentos del Derecho Privado. Además, señalaba 
cómo esta huida del Derecho Administrativo impli- 
ca la huida del control y, en definitiva, del Derecho, 
porque termina siendo una puerta de ingreso a la 
discrecionalidad. Aclaro que decimos esto para que 
se busquen las garantías necesarias como para que 
se respete el orden jurídico y llevemos adelante los 
mecanismos de control correspondientes, teniendo 
en cuenta que se están manejando dineros públicos. 
Queremos dejar en claro que como Partido Nacional 
no vamos a renunciar a la defensa del Estado de De- 
recho y este supone la defensa del ejercicio del poder 
de control, regulatorio y fiscalizador. 


Por todo esto, reitero, estamos acompañando esta 
iniciativa y este instrumento. Sin embargo, debemos 
decir que el proyecto de ley, tal como venía del Poder 
Ejecutivo, tenía enormes falencias y que este tuvo la 
virtud de escuchar a la oposición. Pudimos reunirnos 
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con el Poder Ejecutivo y con el Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas, quienes escucharon buena parte de 
las sugerencias que le trasladamos a la Administra- 
ción, tanto en la Cámara de Representantes como en 
el Senado. Dijimos y sostuvimos que un instrumen- 
to de estas características, que proyecta inversiones 
para 30, 35 o 40 años, debía tener la más ancha base 
de consenso político para que fuera un éxito en la 
configuración de una política de Estado que no impli- 
cara cambios de regla que terminaran perjudicando 
al Gobierno y, por ende, al país. 


Estas son las salvedades, señora Presidenta, que 
quería realizar. Me parece importante el instrumento 
que estamos votando en el día de hoy -que volverá a 
la Cámara de Representantes-, pero es necesario ad- 
vertir que muchas veces en aras y en homenaje a la 
eficacia presunta, estamos sacrificando controles que 
son imprescindibles para la debida transparencia en 
el ejercicio de las cuestiones de Gobierno. 


SEÑOR SANABRIA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR SANABRIA.- Señora Presidenta: esta- 
mos analizando un instrumento que nuestro Partido 
votó en la Cámara de Representantes -acto que se- 
guramente reiterará en las próximas horas, pero con 
modificaciones-, pero que la Comisión de Hacienda 
también aprobó con nuestro voto favorable a todo el 
articulado, tanto en general como en particular, con 
excepción de algunos incisos que en su momento ex- 
pondremos en Sala. 


Me llama a la reflexión, ante este instrumento que 
evidentemente el Gobierno ha considerado como algo 
fundamental -frente a la necesidad de obras impres- 
cindibles de infraestructura que el país necesita-, lo 
que ha pasado en el Uruguay en los últimos 20 años 
y cuantas cosas pasan por nuestra memoria aún en 
este mismo recinto y en este tipo de discusión. Por allí 
está la ley de las AFAB la concesión del aeropuerto, 
la playa de contenedores, la ley forestal, las plantas 
de celulosa, las tercerizaciones y las concesiones. Sin 
lugar a dudas, la primera reflexión que me tengo que 
hacer es que en algunos lugares cayeron muros, pero 
tal vez acá -para decirlo serenamente- cayó la ficha. 
Evidentemente, la realidad política, para bien del país 
-debo celebrarlo-, hace que las distancias desde el 
punto de vista de la conducción política, económica y 
social se hayan acercado tremendamente. Cada uno 
analizará si en aquel lugar del camino se acercaron. 
Creo que se acercaron al centro del camino y eso es 
algo bueno. Pero no solamente debo decir con total 
sinceridad que celebro que las realidades políticas se 
hayan acercado al centro del camino, sino aclarar que 
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en estos 20 años en los que hubo enfrentamientos 
y palos en la rueda -no ya a mi Partido ni a mi sec- 
tor, sino al país- muchas de las cosas que figuran en 
esta ley que estamos votando y votaremos, que signi- 
ficarán un apoyo y un aporte a la asociación público- 
privada, hace años que las venimos discutiendo. Es 
más, en muchos años varias de ellas no se pudieron 
llevar adelante y las que sí se pudieron plasmar de- 
jaron mucho enfrentamiento y envenenamiento en 
nuestra sociedad. No se trata solamente de hacer una 
discusión sana, ideológica, política, conceptual y eco- 
nómica, sino de hablar de lo que realmente generó un 
proceso de enfrentamiento indeseable para la institu- 
cionalidad de la política uruguaya, pero también para 
la sociedad. Por eso, celebro que estemos muy cerca 
de culminar estos procesos. Tan es así que estamos 
votando un proyecto de la asociación público-privada, 
más allá de que nuestro Partido no votará algún in- 
ciso porque considera que evidentemente no tiene 
las garantías suficientes como Estado y fundamental- 
mente como control parlamentario. 


No hay duda de que este es un instrumento muy 
importante, pero no debo dejar de pensar -más cuan- 
do está ingresando la Rendición de Cuentas al Par- 
lamento Nacional- que hace un año y medio el Go- 
bierno viene anunciando y bregando por esta ley, así 
como también anotando todas las obras de infraes- 
tructura que precisa el país, fundamentalmente las 
carreteras que se están deteriorando demasiado rá- 
pidamente, porque hace seis años que no hay reposi- 
ción. El país tiene alrededor de 30.000 kilómetros de 
carreteras asfaltadas y normalmente se reponía entre 
2.000 y 3.000 kilómetros por año. Si se realiza un 
cálculo sencillo, la vida útil de una carretera es de 
10 a 12 años. En la medida en que no se realiza la 
reparación o el recapado, a los 10 años esa carretera 
se destruye y la inversión cuesta diez veces más. La- 
mentablemente, en ese camino está hoy el país. Tam- 
bién debo reconocer -y es bueno decirlo para el país 
y para todos los uruguayos- que esto es producto de 
un crecimiento y desarrollo económico impresionan- 
te de la ganadería, de los granos, de la agropecuaria 
en general y, fundamentalmente, de la forestación. 
Pero, ¿qué pasa con el Presupuesto Nacional? Hay 
más de US$ 1.000:000.000 de inversión y no vemos 
carreteras. El señor Ministro reclama y comparte el 
reclamo con los productores, con los comerciantes, 
con los transportistas. Por su parte, el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambien- 
te tiene más US$ 200:000.000 para inversión y no 
vemos ninguna vivienda. Está la Agencia Nacional de 
Vivienda y el Ministerio de Vivienda, Ordenamien- 
to Territorial y Medio Ambiente pero, ¿dónde está 
la plata? En el Presupuesto Nacional hay más de 
US$ 1.000:000.000 de inversión por año, ¿o algún 
señor Senador me puede decir que en el Presupuesto 
quinquenal no se votaron inversiones? 


CÁMARA DE SENADORES 


259-C.S. 


Está muy bien que aprobemos esta ley y que el 
país avance rápidamente aprovechando una coyuntu- 
ra económica muy positiva en la región, para consoli- 
dar obras de infraestructura que, a su vez, consoliden 
el proyecto productivo y económico que la sociedad 
en su conjunto está llevando adelante. Pero es muy 
bueno, también, que exijamos al Poder Ejecutivo, que 
tiene una responsabilidad de Gobierno, que nos diga 
cuánta plata se fue y en qué -porque la inversión no 
se ve-, así como cuándo se va a echar mano a la inver- 
sión público-privada. Esto tampoco puede ser un che- 
que en blanco para privatizar y concesionar en el país 
todo lo que sea posible. Esto es como la vieja empresa 
ONDA que llegaba a todos los rincones del país y ha- 
cía los recorridos buenos y los malos. No queremos 
que esto sea exclusivamente para las buenas rutas y 
obras de infraestructura, y que después el Estado no 
tenga posibilidades económicas de resolver los pro- 
blemas de infraestructura en los casos en que hay 
que esperar más tiempo para la recuperación econó- 
mica, porque no veo que dentro del propio proyecto 
de ley exista salvaguardia para esos aspectos. Segura- 
mente el sistema político y el Parlamento ofrecerán 
garantía a través de la institucionalidad la que, en mi 
opinión, está más fortalecida a causa de las distancias 
que se acercan. 


Hace pocos días visitó Uruguay un ex Presidente 
colombiano y comentó acerca de la difícil situación 
que está viviendo su país desde los puntos de vista 
económico- social y de infraestructura como conse- 
cuencia de impresionantes inundaciones. Aún hoy 
están bajo agua territorios superiores al de Uruguay 
y hay 2:500.000 colombianos sin hogar, casas ni tie- 
rras; y en algunos lugares el agua puede demorar has- 
ta diez años en retirarse. Del mismo modo, Venezuela 
cuenta con 1:500.000 habitantes sin casa, hogar ni 
tierras, y las inundaciones persisten. 


Se trata de noticias que las vemos pasar en los 
medios de comunicación, pero lo cierto es que si no 
contamos con este tipo de información, hasta noso- 
tros mismos sentimos que no teníamos cabal conoci- 
miento de lo que allí está pasando actualmente. 


Entre otras cosas, el ex Presidente colombiano 
comentó que ellos estaban seguros de que a raíz de 
esa inundación les había cambiado la marcha y la 
orientación económica del país. Por ejemplo, siendo 
productores de carne, no van a exportar en los próxi- 
mos diez años porque deben alimentar a su gente y 
están convencidos de que Colombia sale porque tie- 
ne un fortalecimiento institucional muy sólido desde 
el punto de vista político, pero tienen muchas dudas 
respecto de su país vecino porque entienden que no 
puede enfrentar de la misma manera una dificultad 
tan grande como la que acabamos de narrar. 
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Señor Presidente: considero que Uruguay se en- 
cuentra en inmejorables condiciones y los que sen- 
timos “el palo en la rueda” somos los que hoy le es- 
tamos diciendo al Gobierno que estamos satisfechos 
de comenzar a recorrer este consolidado camino. No 
obstante, pensamos que si bien debemos estar atentos 
a la transparencia y a los cuidados que deben tener 
estos elementos que le estamos dando a la Corpora- 
ción -recién hacían referencia a su preocupación los 
señores Senadores Larrañaga, Abreu y Pasquet-, de- 
bemos vigilar que no se conviertan en “un cuello de 
botella” muy fuerte. No creemos que la Corporación 
cuente en la actualidad con la capacidad técnica y 
administrativa suficiente como para gerenciar tantos 
proyectos de iniciativa privada que ya tiene en carpe- 
ta y que seguramente tendrá en el futuro al amparo 
de esta ley. 


Lo increíble de esta situación -que por otro lado 
vemos como bueno-, es que así como se cayó un 
muro en algún lado y aquí se cae la ficha, acá caen 
dos muros. Por un lado se cae el mito del miedo, de la 
tranca o del “palo en la rueda” a la inversión privada 
pero, por otra parte -¡y vaya la contradicción!-, se da 
el instrumento a las AFAP para que puedan invertir, 
lo que no es poca cosa. Es muy importante otorgar a 
las AFAP el instrumento para que puedan invertir y 
que no sean propietarias sino colocadoras de su di- 
nero. Es fundamental que el ahorro uruguayo pueda 
servir para generar condiciones de productividad y 
desarrollo en el propio país. Me parece que eso es 
una buena señal política de que Uruguay no se va a 
enfrentar más desde el punto de vista político por el 
tema de las AFAP ni por lo privado y lo público. Tanto 
privado como se pueda y tanto Estado como se deba. 
Creo que ese debe ser evidentemente el paradigma 
que tendremos que recorrer en estos próximos años. 
Pero no hay duda, tampoco, de que le estamos dan- 
do el instrumento a la Corporación para que, lisa y 
llanamente -y para que la gente lo entienda-, compre 
sociedades anónimas y ponga en marcha proyectos. 
Por otra parte, en ningún lado he podido detectar 
que tengan que ser sociedades anónimas nominati- 
vas O al portador, aunque seguramente se trate de 
estas últimas. Ahí seguramente habrá que tener en 
claro qué vamos a hacer con el control del Tribu- 
nal de Cuentas. Nosotros no hemos votado el inciso 
vinculante a que el tiempo sea el mandante en el Tri- 
bunal de Cuentas, que todos sabemos cómo funcio- 
na. No se trata solamente de que tenga -o no- tiempo. 
Hay maneras y maneras de votar tanto aquí como en 
el Tribunal de Cuentas o donde sea. Si no se reúne el 
Tribunal de Cuentas, los plazos pasan y las mayorías 
son las que en definitiva determinan si existe o no 
conveniencia de tratar ese proyecto de ley. Por ende, 
se trata de temas que quedan pendientes a los efec- 
tos de ir generando los antídotos que esperemos no 
nos encuentren con las dificultades que pueda signi- 
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ficar el gerenciamiento de este valioso instrumento 
que le estamos dando al país. 


No hay duda de que por aquí van a pasar la mayo- 
ría de las inversiones público-privadas. En este senti- 
do, como tenemos algunas dudas, votamos negativa- 
mente el inciso vinculante a las expropiaciones. 


De acuerdo a la Constitución de la República, los 
Entes públicos tienen la facultad de expropiar; evi- 
dentemente, lo que se estaba buscando es que este 
instrumento sirva en el ámbito privado: expropiar ya 
no para el Estado sino para los privados. Insisto: evi- 
dentemente, la Constitución de la República no prevé 
esta situación para los privados, cosa que sí hace esta 
ley. Desde el momento en que existe una asociación 
público-privada y se cuenta con esta facultad en la 
ley, se va a utilizar exclusivamente para otorgar el be- 
neficio a la parte privada, ya sea para una concesión, 
una tercerización o una asociación. 


Señor Presidente: queríamos dejar instalados es- 
tos temas, sobre los cuales, en algún momento y por 
otra vía, deberemos generar instrumentos que permi- 
tan otorgarnos garantías para que la ley sea realmente 
un eje generador de inversión y de éxito. Seguramen- 
te exista gente más especializada, con más historia 
vinculada al freno, a las dudas y a las sombras de una 
inversión, pero deseamos dejar claro que nosotros so- 
mos de los que creemos que la Administración -esa 
tan mentada reforma del Estado de la que ahora ya 
ni se habla- tendría que ir transitando ya no por los 
caminos históricos del país en base a la desconfianza 
-papeles, más papeles, más papeles, más firmas, más 
firmas, que a veces se transforman en burdos trámi- 
tes burocráticos-, sino por los de la verdadera reforma 
del Estado en base a la confianza y, a partir de ese 
momento, generar normas ejemplarizantes que nos 
den la tranquilidad fundamentalmente al Parlamen- 
to- de que existan controles que puedan significar ga- 
rantías para todos. 


Celebro, señora Presidenta, que hoy se vote esta 
ley -que vamos a aprobar- y que el país esté expec- 
tante por ver si todos los requerimientos que está 
haciendo la ciudadanía están en la bolsa de la asocia- 
ción público-privada. 


Ahora bien; me preocupa el hecho de que el Es- 
tado esté paralizado desde el punto de vista de la in- 
versión. Seguramente en la próxima Rendición de 
Cuentas habrá que ver qué se ha hecho con el dinero, 
porque no todas las obras van a poder realizarse bajo 
este régimen; me parece que debemos ser muy claros 
en cuanto a que el Estado deberá seguir cumpliendo 
su función imprescindible. No creo que todas las cár- 
celes, carreteras, escuelas públicas o viviendas deban 
hacerse por este mecanismo, pero lo cierto es que en 
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este año y medio de Gobierno solamente hemos visto 
construir alguna cárcel, y en los últimos seis o siete 
años se ha invertido muy poco en infraestructura vial; 
apenas se hizo algo a través de la Corporación Vial 
del Uruguay, que tanto se criticó. Todos recordaremos 
aquella ley que fuera promulgada en un momento de 
crisis del país, a través del buen gerenciamiento -que 
celebramos, por qué no decirlo-, creando la Corpo- 
ración Nacional para el Desarrollo. Creo que ese es 
un ejemplo válido, pero no debemos pensar que esta 
Corporación tenga hoy instrumentos “abarcatodo”. 
Ciertamente, habrá que hacer una reformulación, 
pero por este mecanismo, seguramente muchas cosas 
buenas esperan al país y a su gente. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- ¿Me permite una 
interrupción, señor Senador? 


SEÑOR SANABRIA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Quiero hacer una 
breve aclaración con respecto a la responsabilidad 
del Ministerio de Transporte y Obras Públicas en este 
tema, pues creo que la apreciación que ha hecho el 
señor Senador no se ajusta a la realidad. 


En el desarrollo estratégico del Ministerio para 
este período se planteó que, desde el punto de vis- 
ta carretero, la inversión que se debía hacer era de 
US$ 1.200:000.000, pero los recursos que tenía el 
Estado eran US$ 650:000.000. Esta fue la cifra que 
se votó en el Presupuesto para la iniciación de obras 
de mantenimiento. El señor Ministro dijo hasta el 
cansancio que no se iba a dedicar a cortar cintas de 
inauguración de nuevas carreteras, porque su gran 
responsabilidad era el mantenimiento de las actua- 
les, y eso es lo que se está haciendo -reitero- con los 
US$ 650:000.000. 


Por consiguiente, entiendo que la apreciación 
realizada por el señor Senador preopinante en cuan- 
to a que no se está haciendo nada, no es justa. Lo 
que votamos en el Presupuesto es lo que en este 
momento se está utilizando para arreglar una canti- 
dad de rutas nacionales que estaban en muy malas 
condiciones. Pero repito que para el desarrollo es- 
tratégico total se requieren US$ 1.200:000.000. Por 
ello, es verdaderamente importante la votación de 
este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Sanabria. 
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SEÑOR SANABRIA.- Agradezco al señor Senador 
Gallo Imperiale la información brindada que, en pri- 
mer lugar, confirma la tesis de que había rutas. Si 
se están manteniendo es porque ya estaban hechas; 
esto es importante, dado que desde la óptica político- 
electoral se decía que no se había hecho nada. Enton- 
ces, realmente celebro que el Gobierno diga que va 
a mantener las rutas que ya estaban hechas, porque 
ello confirma que, efectivamente, había rutas, y no 
es poca cosa. 


Por otra parte, debo decir que los anteriores Pre- 
supuestos para el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas siempre fueron de US$ 200:000.000 desti- 
nados a inversión. Todos sabemos que el pobre Minis- 
tro ha bregado por más dinero y ha tenido dificulta- 
des. Personalmente, reconozco su preocupación por 
la escasez de recursos; como durante algunos años 
hemos sido Gobierno, sabemos lo que ello significa. 
Pero también debemos reconocer que nunca antes el 
mantenimiento de las rutas nacionales se había veni- 
do tan abajo. Es cierto que ha habido un crecimien- 
to impresionante del tránsito, pero hay que tener en 
cuenta también, por ejemplo -y no solo desde el pun- 
to de vista del voluntarismo-, lo que significa Montes 
del Plata en Colonia. Las rutas se están rompiendo 
antes de que empiece a funcionar esta empresa, y en 
este caso estamos hablando de cifras muy superiores 
a las que hoy se están planteando. 


Creo que los seis años y medio de Gobierno del 
Frente Amplio no han sido exitosos en lo que tiene 
que ver con la inversión pública, y no me refiero solo 
a las rutas nacionales, sino también a las escuelas, 
los liceos y las viviendas. Las cintas, cortadas están; 
como uruguayo, siento que lo importante es que se 
corten, que se hagan obras. 


Ojalá que este instrumento sirva para salvar mu- 
chas rutas, porque -esto hay que decirlo claramente- 
una cosa es llegar al décimo año con una ruta sin arre- 
elar, y otra distinta es llegar al decimoquinto año en la 
misma situación; en este último caso hay que hacerla 
nueva, lo que significa un costo muy superior. Para que 
se tenga una idea, el costo de renovación de una ruta 
se estima en US$ 150.000 por kilómetro, mientras que 
si se la hace nueva, la cifra asciende a US$ 300.000 
o US$ 400.000. Lo importante es que muchas rutas 
todavía se pueden salvar con un recapado asfáltico; 
otras, lamentablemente, ya se perdieron, y es por eso 
que el país necesita una inversión tremenda. 


Por consiguiente, excluyo de mi crítica al señor 
Ministro de Transporte y Obras Públicas, pues sé que 
ha tenido una constante preocupación en el tema. 
Lo que sucede es que, seguramente -y esto lo digo a 
título personal-, era necesario hacer recortes en el 
Ministerio. 
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SEÑOR CHIRUCHI.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR SANABRIA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa aclara al señor 
Senador Sanabria que le quedan solo seis minutos 
para finalizar su exposición. 


Puede interrumpir el señor Senador Chiruchi. 


SEÑOR CHIRUCHI.- En la misma dirección que 
el análisis que hacía el señor Senador Sanabria y en 
respuesta a lo que acaba de informar el señor Sena- 
dor Gallo Imperiale, digo lo siguiente. 


Estoy convencido de que todos los que estamos 
aquí -y sé que la opinión pública coincide conmigo- 
hemos visto que este Gobierno no gestiona bien en 
ninguna área. Es más, en cuanto a la obra pública 
de carreteras estamos viviendo la mayor crisis que he 
conocido en la historia de este país. Soy del sur y re- 
cuerdo que en el período de Gobierno del Partido Na- 
cional, cuando comenzó a darse una explosión en la 
producción láctea, los Gobiernos Departamentales y 
el Gobierno Nacional necesitaron aggiornar, mejorar 
y poner en condiciones las rutas. Antes el productor 
sacaba la leche en un carro -en tarros de treinta o 
cuarenta litros- y la llevaba hacia la ruta, donde pa- 
saba el camión; pero en aquella época comenzó el 
traslado de la leche a granel, en camiones cisterna 
con tanque de frío, que debían entrar a los estable- 
cimientos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa solicita al se- 
ñor Senador que por favor se remita al proyecto de 
ley en discusión. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Estoy haciendo apreciacio- 
nes relativas a lo que han mencionado los señores Se- 
nadores Gallo Imperiale y Sanabria, señora Presidenta. 


En aquella época, con menos recursos, surgen 
los planes de la cuenca lechera y la cuenca arrocera; 
MEVIR construye viviendas como nunca; se hacen 
nuevos liceos, escuelas y centros CAIF, y aparece la 
electrificación rural. 


Nunca el país tuvo los recursos que hoy tiene este 
Gobierno, pero no vemos hecha realidad la obra que 
se ha comprometido en el Presupuesto Nacional, 
cuya concreción todos los uruguayos esperamos ex- 
pectantes. Hemos votado todos los recursos e instru- 
mentos para que esta Administración realice la obra 
más importante en la historia del país, pero lamenta- 
blemente, una y otra vez nos demuestra su falta de 
capacidad de gestión y de acción ejecutiva. Y debemos 
decirlo aquí porque también tenemos la responsabili- 
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dad de ser vigilantes de los recursos que la población, 
con mucho sacrificio, entrega a las arcas del Estado. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Sanabria. 


SEÑOR SANABRIA.- He finalizado, señora Pre- 
sidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de dar la palabra 
al señor Senador Heber -que es quien sigue en la lis- 
ta de oradores-, pido a todos los señores Senadores 
que sus intervenciones refieran al proyecto de ley en 
discusión, relativo a los contratos de participación 
público-privada para la realización de obras de infra- 
estructura y prestación de servicios relacionados con 
las mismas. 


Tiene la palabra el señor Senador Heber. 
SEÑOR HEBER.- Gracias, señora Presidenta. 


Realmente, tenía que hablar de este proyecto de 
ley. Hace mucho tiempo hubo una discusión sobre 
este punto y no puedo dejar pasar esta oportunidad 
sin decir lo que ha ocurrido en el país, sin perjuicio 
de referirme al proyecto de ley en sí mismo y a su 
contenido. 


Tal como dijeron los compañeros de la Comisión, 
vamos a votar esta iniciativa. Lo haremos porque lo 
mismo que dijimos ayer, lo decimos hoy; no hemos 
cambiado de posición. Ayer decíamos que era nece- 
saria la inclusión de capitales en las empresas y que 
también lo era hacer asociaciones público-privadas. 
Hoy decimos lo mismo; no hemos cambiado. Nosotros 
no calificamos al capital privado de “pirata”. “¡Pira- 
tas!” No dijimos que se vendían las joyas de la abuela. 
No dijimos eso. Fueron otros los que lo dijeron, seño- 
ra Presidenta, y son otros los que hoy cambian. Todo 
cambia; todo cambia, ¡pero nosotros no! 


Entonces, lo primero que tenemos que decir es: 
bienvenidos. Bienvenidos, porque concluimos una 
discusión que lleva ya veinte años. Hace veinte años 
que venimos discutiendo esto, y en ese lapso se han 
usado expresiones tales como “piratas”, “neolibe- 
rales”, “vendedores de la soberanía nacional”; una 
cantidad de insultos que hemos recibido a lo largo 
del tiempo, para terminar en esto. ¡En esto, señora 
Presidenta! 


Además, tal como dijo el señor Senador Larrañaga, 
el proyecto de ley original -no el que se aprueba aho- 
ra- cambió mucho en su pasaje por ambas Cámaras. 
Quiero leer el artículo 3% del proyecto que envió el 
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Poder Ejecutivo con la firma de todos los Ministros, 
representantes de todos los sectores, incluyendo al 
Partido Comunista, que no veo acá pero que también 
firmó. Ese artículo dice: “Ámbito de aplicación. A los 
efectos de la presente ley, la Administración Públi- 
ca podrá celebrar todo tipo de acuerdos, contratos y 
asociaciones con el sector privado cuando ellos sean 
necesarios para el cumplimiento y realización de sus 
fines, siempre que no sean contrarios al interés pú- 
blico, al ordenamiento jurídico y a los principios de 
buena administración”. Aquí se habla de “todo tipo 
de acuerdos, contratos y asociaciones”; es el mayor 
cheque en blanco que se ha pedido en la historia y el 
artículo más neoliberal que he visto en toda mi vida 
política y partidaria. ¡No he visto nada más neoliberal 
que esto! ¡No he visto nada más privatizador que esto! 


Cuando los representantes del movimiento obrero 
vienen a la Comisión y hablan de movimiento privati- 
zador, se refieren al proyecto de ley original. Ese era 
un gran cheque en blanco que pedía la Administra- 
ción. Pero al pasar por la Cámara de Representantes 
la iniciativa cambió sustancialmente y terminó de mo- 
dificarse en su pasaje por el Senado de la República. 


No podemos dejar pasar esto sin hacer, en buenos 
términos, una mención de carácter político, de discu- 
sión política, de enfrentamiento de ideas, pues para 
eso estamos acá. No vamos a insultar al Gobierno; 
no le vamos a decir que vende la soberanía, ni que al 
buscar inversiones está haciendo que entren piratas. 
Hemos recibido ese insulto, pero no lo devolvemos. 
No estamos diciendo que están queriendo abrir la 
puerta a quienes vienen a sacar lo que es nuestro, 
buscando asociaciones con empresas públicas. ¡No! 
Lo que decimos es: ¡bienvenidos! Si estamos buscan- 
do inversiones y capitales, si necesitamos obras y no 
queremos cobrar más impuestos a la gente, ¿de dón- 
de va a salir el dinero? Obviamente, del sector priva- 
do. ¡Es obvio! Y es obvio ahora, como también lo fue 
hace veinte años. 


No lo he sentido ni espero escucharlo, pero creo 
que en el fondo de esta discusión está el arrepenti- 
miento de aquellos que, tiempo atrás, levantaron la 
voz y nos dijeron que vendíamos la soberanía nacional 
y le abríamos la puerta a los piratas; solamente con 
esto se están desdiciendo de lo que sostenían en el 
pasado. Está bien. No lo pido; no lo estoy reclaman- 
do. No miremos hacia atrás, sino hacia adelante. Pero 
todo eso se dijo y a mí me dolió. Al Partido Nacional le 
dolió que se dijera que se quería vender la soberanía. 
¡La soberanía, señora Presidenta! Queríamos aso- 
ciar a Antel. ¿Y en dónde está la telefonía fija ahora? 
¿Cuánto vale ahora? ¿Cuánto habríamos avanzado en 
ese momento? No quiero reeditar discusiones del pa- 
sado, pero, ¡por favor!, ¡por favor! Ha pasado mucha 
agua bajo el puente. 
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Señora Presidenta: creo necesario hacer estos 
comentarios de carácter netamente político, porque 
yo no vengo aquí a hablar solamente del proyecto de 
ley. Esta es una iniciativa política que acompañamos 
y mejoramos, pero el señor Senador Pasquet tiene 
razón cuando menciona las nuevas expresiones que 
manejamos en la Administración, como por ejemplo 
el “espacio fiscal”. ¿No había espacio fiscal en el pa- 
sado? Era superávit; sobraba. Se podrían haber ba- 
jado impuestos, aliviando la presión tributaria a la 
gente, pero se optó por seguir gastando. No se utilizó 
en infraestructura, en trenes ni en carreteras. ¿Qué 
hizo el Ministro Rossi en los pasados cinco años? No- 
sotros tuvimos una discusión con él; ¡claro que sí! 
Sin embargo, hoy el Presidente nos dice que todas las 
carreteras están deshechas. ¿Qué sucedió en los pa- 
sados cinco años? ¿Dónde estuvo el Ministro? ¿Acaso 
no estuvo? Por supuesto que estuvo. Entonces, ¿en 
qué se gastó la plata? 


Fue una situación de espacio fiscal que hubo en 
el pasado, no solamente en el Presupuesto. Y nos vie- 
nen hablando del espacio fiscal desde 2007 o 2008. 
Decían que había espacio fiscal, que se había recau- 
dado más y que el país crecía. Sin embargo, después 
tuvimos la crisis del año 2009 que llevó a no tener 
ese espacio fiscal. Ahora bien; en los años anteriores, 
¿en qué se gastó la plata? ¿Cuál es la gestión de este 
Ministro? En la actualidad, tenemos un Ministro de 
Transporte y Obras Públicas que concurre a la Comi- 
sión de Presupuesto y no nos dice las obras que van 
a realizar. No hizo una exposición del plan de obras. 


Pregunto nuevamente: ¿dónde está ese espacio 
fiscal? ¿Había espacio fiscal? ¿En qué se gastaron los 
fondos? ¿Y en qué se los está gastando ahora para 
decir que precisamos más impuestos? ¡Más impuestos! 
Quiere decir que por encima de la justicia tributaria -que 
es otra discusión-, ¿precisan más recaudación? ¿No 
alcanza con más de US$ 9.500:000.000 de presu- 
puesto? Me afilio a la tesis del señor Senador Chi- 
ruchi en cuanto a que el Frente Amplio fracasó en 
la construcción y generación de obras, esto es, en la 
ejecución del Presupuesto. 


¿Dónde están las viviendas? El Gobierno que asu- 
mió en el 2010 no ha dicho que tuviera un gran défi- 
cit, pero no ha podido dar cabida a un plan de obras 
y de viviendas, aspecto que había sido anunciado en 
la campaña electoral. Entonces, ¿qué sucedió con el 
Fondo de Vivienda? ¿No hubo una buena gestión? 


A través de esta iniciativa se plantea la asociación 
público-privada y nosotros la vamos a acompañar, pero 
también vamos a exigir que se cumpla. Estamos en el 
mejor momento de la vida económica del país pero se 
fracasa en la ejecución de obras; estamos atravesando 
el mejor momento económico y de recaudación en 


264-C.S. 


la historia del Uruguay y, sin embargo, no tenemos 
viviendas y las rutas están rotas. ¿De quién es la cul- 
pa? ¿De nosotros? ¿Del neoliberalismo, como se dijo 
cuando estábamos hablando de la desgracia de haber 
perdido una vida a causa del frío? No sé, quizás el frío 
también sea culpa del neoliberalismo. 


Se dice que tenemos que tener una discusión sin- 
cera y esta lo es, por lo que la cuestión queda lauda- 
da: ahora es importante tener asociaciones público- 
privadas. ¡Bienvenido sea! En este sentido hay un 
arrepentimiento encubierto que no voy a reclamar 
que se diga públicamente, aunque se nos esté dan- 
do la razón. Se nos podría decir: “Tenían razón: ne- 
cesitamos asociar el capital privado con el público”. 
Gracias; teníamos razón y ahora debemos empezar 
a trabajar en serio porque perdimos 20 años en una 
discusión política absurda. “Para adelante están las 
casas”, se dice en campaña; debemos mirar para ade- 
lante y por eso vamos a acompañar esta herramienta, 
que nos parece buena. 


Tenemos que atraer al capital privado y asociar- 
lo con el público para tener recursos y no cargar de 
impuestos a la población. En vez de aumentar la pre- 
sión tributaria debemos aflojar los impuestos, que es 
lo que está faltando en épocas de bonanza como la 
que estamos viviendo. El instrumento que estaríamos 
aprobando nos permitiría contar con el capital para 
mirar hacia adelante y no cargar, sobre todo a la clase 
media, que hoy tiene recortes importantes en sus sa- 
larios para cumplir con las obligaciones tributarias del 
Impuesto a la Renta de las Personas Física. ¡Afloje- 
mos con ese impuesto y con el IVA! ¡Cumplan con esa 
promesa! El Partido Nacional los acompaña si aflojan 
la cincha y buscan capitales para realizar las inver- 
siones necesarias para el país. ¡Bienvenidos! Hemos 
laudado una discusión histórica y, como dije, ahora 
debemos mirar para adelante, ya que hay mucho por 
hacer en el país. 


SEÑOR DA ROSA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- Señora Presidenta: no pue- 
do sustraerme al tratamiento de este tema sin hacer 
algunas reflexiones previas en un tono constructivo, 
que es como suelo hacerlas. Aclaro que realizar re- 
flexiones desde el punto de vista histórico no implica 
un cobro o ajuste de cuentas; al que le quepa el sayo 
que se lo ponga. 


Pertenezco a una generación posdictadura, que 
inició la militancia política en la clandestinidad du- 
rante el tiempo del régimen militar. A comienzo de los 
años noventa integraba un sector minoritario dentro 


CÁMARA DE SENADORES 


6 de julio de 2011 


del Partido Nacional, que había obtenido el Gobier- 
no. La señora Senadora Piñeyrúa, que está presente, 
lo recordará bien porque fue con ella que iniciamos 
todo ese proceso. En ese entonces discutíamos en la 
interna de nuestro Partido, con el Gobierno y con el 
Presidente, sobre determinados mecanismos de pri- 
vatización y formas de llevar adelante iniciativas del 
Estado con la participación de capitales privados. En 
ese largo proceso de discusión en la interna de nues- 
tro Partido, nosotros, que no éramos firmes partida- 
rios de la necesaria participación del capital privado 
en la acción del Estado y tampoco estaba dentro de 
nuestro Programa y de nuestras convicciones, pro- 
gresivamente nos fuimos convenciendo de su im- 
portancia y del criterio pragmático con el que había 
que encarar la gestión del Gobierno. Así, nos fuimos 
convenciendo de la necesidad de buscar mecanismos 
a través de los cuales asociar el capital privado al de- 
sarrollo y al buen funcionamiento de los servicios del 
Estado. 


Recuerdo perfectamente -y mucho nos dolió- la 
consigna que se pintaba en los muros de las ciudades 
y se proclamaba en actos públicos, haciendo alusión a 
la frase del General Artigas que decía: “No vendere- 
mos el rico patrimonio de los orientales al bajo precio 
de la necesidad”. Indirectamente, se insinuaba que 
estábamos todos en una especie de componenda para 
vender el rico patrimonio de los orientales. 


También recuerdo que en aquella negociación 
interna dentro del Partido Nacional llegamos a una 
solución intermedia, que no era la venta, lisa y llana, 
de las empresas del Estado, sino la creación de em- 
presas de economía mixta, esto es, la asociación de 
capitales privados con capitales del Estado. Este fue 
el acuerdo al que finalmente llegamos dentro del Par- 
tido Nacional para impulsar esa iniciativa que quedó 
en la historia. Tal vez en aquellos tiempos aún no ha- 
bíamos vivido suficientes privaciones y tampoco las 
necesidades del Estado para impulsar determinados 
mecanismos transformadores. Se realizó un referén- 
dum donde tuvimos una derrota estrepitosa: menos 
del 30% apoyamos los artículos impugnados de la Ley 
y el restante 70% se manifestó en contra. 


No viene al caso discutir ahora las bondades o de- 
fectos de aquella norma, pero lo que sí quiero decir es 
que hace mucho tiempo que, como postura de Partido 
-ya no de sectores-, venimos sosteniendo la necesidad 
de la obtención de recursos del sector privado para 
potenciar y mejorar la eficiencia del Estado. ¿Por qué 
pensamos esto? Sencillamente porque los recursos se 
han ido agotando con el transcurso del tiempo. 


Tiempo atrás, cuando conversaba con el entonces 
Ministro de Transporte y Obras Públicas, señor Wil- 
son Elso Goñi, sobre los problemas de la vialidad y del 
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mantenimiento y la construcción de rutas, me decía 
que los recursos para vialidad que le había asignado 
el Ministerio de Economía y Finanzas en el Presu- 
puesto no llegaban a los US$ 300:000.000 por año. 
Varios años después, siendo Intendente del departa- 
mento de Tacuarembó, conversé con el Ministro de 
Transporte y Obras Públicas de entonces, el ingeniero 
Lucio Cáceres, quien me señaló que lo que le había 
asignado el Ministerio de Economía y Finanzas por 
ese concepto -y había sido aprobado- apenas pasaba 
los US$ 90:000.000. Quiere decir que hubo una dis- 
minución de recursos. 


El Estado tiene poca disponibilidad para realizar 
inversiones, no solo para mejorar las rutas sino tam- 
bién para alcanzar los objetivos que se establecen en 
este proyecto de ley en los literales A), B), C) y D) del 
artículo 3%, es decir, obras ferroviarias, portuarias, ae- 
roportuarias, de infraestructura energética, construc- 
ción de cárceles, escuelas, liceos, establecimientos de 
educación técnico-profesional, complejos deportivos y 
obras de mejoramiento, equipamiento y desarrollo ur- 
bano. Por lo tanto, el planteo de este proyecto de ley es 
coherente con una realidad que rompe los ojos desde 
hace varios años en la vida del Uruguay. Se trata de un 
punto de inflexión, y al igual que otras leyes -como la 
de creación de las AFAP y la que permitió la inserción 
de capital privado en los puertos- esta muestra que va 
cambiando la organización y el modelo de país, el en- 
foque o la visión ideológica que los sectores del Frente 
Amplio han venido sosteniendo, no solo bajo este Go- 
bierno sino desde la restauración de la democracia. 
También representa un cambio muy importante con 
respecto al modelo de organización de país y de Esta- 
do que se tuvo durante buena parte del siglo XX, que 
como se sabe caracterizó al Uruguay por ser uno de 
los países de organización más fuertemente estatista 
en la vida de Latinoamérica. 


Esto también es coherente con la visión que desde 
el Partido Nacional tenemos, que no está casada con 
las privatizaciones a ultranza ni con los estatismos 
a ultranza, sino que es pragmática y busca, esen- 
cialmente, atender los problemas en función de las 
realidades tal como se plantean. El maestro Eduardo 
Couture -extraordinario jurista y pensador uruguayo- 
decía que el tiempo es un gentilhombre y termina po- 
niendo las cosas en su lugar; el tiempo se venga de las 
cosas que se hacen sin su colaboración. Por esa razón, 
y tal como han expresado otros compañeros de Ban- 
cada que me han precedido en el uso de la palabra, 
saludamos el pragmatismo del enfoque del Gobierno 
en esta cuestión y el hecho de no atarse a prejuicios 
ideológicos. Creemos que a través de este proyecto de 
ley están dadas las condiciones para aprovechar una 
onda favorable de inversión privada que hoy existe en 
esta región de América Latina, a diferencia de lo que 
ocurría hace algunos años. 
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La aprobación de este proyecto de ley permite la 
acción de capitales privados uruguayos en empren- 
dimientos y proyectos del Estado, lo que nos parece 
muy importante, ya que muchas veces escuchamos 
decir, con razón y fundamento por parte de uruguayos 
que desean invertir o colocar dinero, que no lo hacen 
en nuestro país porque no hay proyectos atractivos o 
inversiones que les den la suficiente seguridad, y por 
eso prefieren colocar el dinero en el exterior. 


Este proyecto busca mejorar la eficiencia del Es- 
tado, objetivo que nos compromete a todos, es decir 
a los partidos políticos, a las organizaciones sociales y 
al Uruguay, porque a esta altura tenemos que haber 
asumido con madurez que las cosas dependen más de 
nosotros mismos que de los demás. Y como decía el 
General José Gervasio Artigas en una de esas frases 
tan conocidas: “No podemos esperar nada, más que 
de nosotros mismos”. 


Quiero sumar mi palabra de apoyo a este proyec- 
to de ley. Considero que se ha actuado con criterio 
de grandeza, tanto desde nuestro Partido al propo- 
ner algunas ideas o modificaciones para mejorarlo, 
como desde el Gobierno al aceptar modificaciones 
u objeciones, e incluso algunas correcciones, como 
señalaban hace un momento los señores Senadores 
Larrañaga y Abreu. 


En definitiva, creo que esta iniciativa, este tipo de 
instrumento que permite la asociación de capitales 
privados con emprendimientos y servicios públicos, 
constituye una de las patas de la verdadera reforma 
del Estado. Tal vez, junto con leyes que contemplen 
la desregulación burocrática y, en mayor medida, la 
descentralización territorial en materia de recursos 
-largo anhelo todavía incumplido en la vida del país- 
en lugar de crear instituciones con nuevas figuras ju- 
rídicas, podamos sentar las bases fundamentales de 
una verdadera reforma del Estado, para que efectiva- 
mente construyamos un Estado moderno acorde a los 
tiempos y a las realidades del siglo XXI. 


Naturalmente, también quiero hacer alguna pe- 
queña referencia a un tema que ya mencionó el señor 
Senador Larrañaga y que me parece muy importan- 
te. No hay que confundir una mayor eficiencia y eje- 
cutividad del Estado con la asociación con capitales 
privados para ciertos emprendimientos, o con la crea- 
ción de nuevas figuras jurídicas como las llamadas 
empresas de Derecho Privado o servicios públicos re- 
gidos por el Derecho Privado; no hay que comparar 
el concepto de la eficiencia y de la ejecutividad con 
la idea de falta de controles del Estado. Deben existir 
estas dos condiciones para construir y hacer las cosas 
que la gente reclama, a fin de mejorar la calidad de 
vida de los uruguayos. 
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Simultáneamente, es necesario instrumentar 
mecanismos de control que permitan que el Esta- 
do mantenga su presencia vigilante. El Parlamento 
es uno de los organismos soberanos del Estado y 
sus representantes son votados por el pueblo. El 
artículo 4% de la Constitución de la República cla- 
ramente expresa: “La soberanía en toda su pleni- 
tud existe radicalmente en la Nación”. A través de 
los mecanismos correspondientes, el Estado debe 
ejercer los controles necesarios a los efectos de que 
esa asociación con capitales privados o esa nueva 
forma de encarar la organización del Estado -bajo 
la regulación de normas del Derecho Privado y no 
del Derecho Público-, tengan su presencia vigilan- 
te y control, a fin de asegurar la transparencia y 
la honestidad en la ejecutividad de esos servicios 
y en la operatividad de los sectores privados, o del 
Derecho Privado en la regulación de los servicios 
del Estado. 


Con esa óptica, esa visión y ese enfoque, adhie- 
ro a las palabras de mis compañeros de Bancada en 
cuanto a apoyar este proyecto de ley con un sentido 
constructivo y pensando en el futuro del país. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Para finalizar la discu- 
sión en general, tiene la palabra el Miembro Infor- 
mante, señor Senador Tajam. 


SEÑOR TAJAM.- Voy a hacer un breve comenta- 
rio antes de realizar una propuesta para votar esta 
iniciativa. 


Cuando en la fundamentación se habla de pro- 
yecto autocontenido, quiere decir que se basa fun- 
damentalmente en normas jurídicas que ya existen 
en nuestro país. No se está inventando nada; ade- 
más no se derogan los instrumentos alternativos 
que puedan perseguir el mismo fin y por eso fue 
que recalcamos bastante el tema de que había que 
demostrar que mediante estos contratos se puede 
perseguir el fin de mejor manera que con las alter- 
nativas ya existentes. 


En cuanto al tema de la participación del capital 
privado, reiteramos -porque parece que no se enten- 
dió- que no se trata de una asociación con el capital 
privado. No hay una empresa mixta ni introducción 
de decisiones privadas en los directorios de las empre- 
sas públicas; no hay definiciones de ese tipo, tal como 
nos fue planteado en otras épocas, que terminaron en 
un plebiscito popular. No achicamos el Estado; por el 
contrario, estamos procurando incrementarlo en los 
bienes públicos para que todo el país -ya no solo el 
Estado- funcione mejor. 


Queremos decir nuevamente que los contratos 
y proyectos de participación público-privada se en- 
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viarán en las Rendiciones de Cuentas, aunque sean 
desarrollados en parte por una sociedad pública no 
estatal. Es decir, se harán el seguimiento y el registro 
correspondientes, y en cada Rendición de Cuentas 
los Diputados y Senadores tendrán oportunidad de 
consultarlos. 


Por otra parte, se mencionó que estamos dando 
instrumentos a la Corporación Nacional para el Desa- 
rrollo para que compre sociedades, pero cabe acotar 
que esos instrumentos ya los tiene y los ha utilizado. 
De esa forma se crearon sociedades que luego fue- 
ron subastadas, como en el caso del Aeropuerto y la 
Terminal de contenedores. Por eso reiteramos que se 
trata de un proyecto autocontenido: las alternativas 
existen, pero sucede que podemos hacerlo mucho 
mejor y sin comprometer el patrimonio público ya 
existente. 


En cuanto al tema del espacio fiscal -antes era 
ajuste fiscal-, vamos a dejarlo por allí. 


Señora Presidenta: propongo que la oposición nos 
diga los artículos que desea desglosar, para luego pa- 
sar a votar el resto del proyecto de ley en bloque, su- 


primiendo la lectura. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR HEBER.- Solicito que se rectifique la vo- 
tación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se rec- 
tifica la votación. 


(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se va a votar nuevamente en general el proyecto 
de ley. 


(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

El Senador Tajam ha formulado moción en el sen- 
tido de desglosar los artículos que se quieran discutir 


específicamente, para votar los demás en bloque, su- 
primiendo su lectura. 
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Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 
-25 en 27. Afirmativa. 


Solicito a los señores Senadores que hagan saber a 
la Mesa los artículos que desean desglosar. 


SEÑOR PASQUET.- Solicito que sean desglosados 
los artículos 8%, 54 y 59. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Solicito que se desglosen 
los artículos 12 y 23. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por tanto, quedan des- 
glosados los artículos 8%, 12, 23, 54 y 59. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar en 
bloque los artículos del proyecto de ley, exceptuando 
los artículos 8%, 12, 23, 54 y 59. 


(Se vota:) 

-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 8*. 

SEÑOR PASQUET-.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señora Presidenta: debo de- 
cir que la redacción de este artículo 8 nos merece 
algunos reparos. 


En primer lugar, advertimos que se prevé un mí- 
nimo y un máximo para la integración de la Comisión 
Técnica que deberá designar cada Administración 
Pública a efectos de que la asesore en todas las etapas 
del procedimiento de contratación público-privada. 
Nos parece razonable el mínimo, pero no entende- 
mos por qué se establece un máximo, pues pensa- 
mos que eso puede dejarse librado al criterio de cada 
Administración, que integrará la Comisión según las 
complejidades del proyecto de que se trate. Segura- 
mente en el caso de muchos proyectos sea suficiente 
una integración de tres miembros, pero quizás para 
otros se requieran cinco, o incluso más integrantes, si 
es que son muchas las facetas a estudiar. 


Por otra parte, notamos que aquí se establecen 
distintas exigencias para quienes integran la Comi- 
sión. Se dice que al menos dos de los miembros deben 
ser funcionarios de la Administración Pública contra- 
tante y que todos deben tener idoneidad -expresado 
genéricamente- en los diferentes aspectos que com- 
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ponen la materia de contratación. Pero al final se ex- 
presa que al menos uno de los integrantes, que podrá 
o no pertenecer a la Administración Pública de que 
se trate, deberá poseer reconocida idoneidad técnica 
en la materia objeto de la contratación. Entonces, si 
solo a uno de los miembros se le requiere idoneidad 
técnica, ¿cuál es la idoneidad que se les requiere a los 
demás? Si no es técnica, ¿de qué idoneidad se trata? 
¿Será una idoneidad moral? Creo que eso habría que 
darlo por descontado; debe ser así. 


En definitiva, me parece que la redacción de este 
artículo no es lo suficientemente precisa y hay una 
especie de intersticio entre aquellos que deben ser 
funcionarios de la Administración de que se trate y 
quienes deben tener idoneidad técnica en la materia 
objeto de la contratación, que a mi juicio es la ex- 
presión justa. En el medio queda una espacio donde 
entran quienes son idóneos -no se sabe en qué-, por 
el que podrían colarse esas figuras de contornos bo- 
rrosos que ni son funcionarios de la Administración 
Pública de que se trate, ni tienen idoneidad técnica 
en la materia objeto de la contratación. ¿Quiénes son 
esas personas? ¿Amigos del jerarca? ¿Personas alle- 
gadas, vaya a saber cómo, a la Administración de que 
se trate, aunque no sean funcionarios? Esto no está 
claro, y me parece que por ese corredor pueden pasar 
figuras que de pronto no es bueno que participen en 
procesos de esta naturaleza. 


Por tanto, señora Presidenta, prefiero que en este 
artículo se establezca solamente un mínimo para los 
integrantes de la Comisión Técnica -la que se con- 
formaría, respetando ese mínimo, a criterio de la Ad- 
ministración Pública de que se trate-, y que además 
de exigirse que haya al menos dos funcionarios per- 
tenecientes a la Administración Pública contratante 
-como lo establece correctamente el texto en consi- 
deración-, se requiera que todos los que no sean fun- 
cionarios de la Administración Pública de que se tra- 
te, tengan idoneidad técnica reconocida en la materia 
objeto de la contratación. Idoneidad técnica reconoci- 
da no significa tener un título profesional habilitante. 
A mi juicio, no tiene por qué tratarse necesariamente 
de profesionales universitarios; de pronto, podrá ser 
la idoneidad resultante de una vasta experiencia en la 
materia, circunstancia que habrá que acreditar, pero 
eso puede ser objeto de la reglamentación. 


Reitero: me parece necesario establecer que quien 
integre la Comisión Técnica y no sea funcionario pú- 
blico, por lo menos deberá ser un técnico de idonei- 
dad reconocida. Creo que esto completa las garantías 
con las que debe conformarse la Comisión Técnica. 


En cuanto al artículo 8%, es todo lo que tengo para 
decir. 
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SEÑOR TAJAM.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el 
Miembro Informante. 


SEÑOR TAJAM.- Este fue un artículo muy discu- 
tido; como pueden observar los señores Senadores, 
se le han hecho varias modificaciones, entre ellas la 
referente al máximo de cinco miembros. 


Es cierto que la complejidad de los distintos pro- 
yectos nos lleva a proponer que haya cierta flexibilidad, 
y esto también tiene que ver con las distintas idonei- 
dades técnicas. Podrá haber distintas idoneidades téc- 
nicas en el análisis de la sustentabilidad económico- 
financiera del proyecto, pero si refiere al puerto o a la 
energía, por ejemplo, deberá haber alguien que tenga 
reconocida idoneidad técnica en esa materia. No to- 
dos los miembros de la Comisión tienen por qué saber 
de puertos o de energía, sino que se complementan. 
Además, al preverse un mínimo de tres y un máxi- 
mo de cinco integrantes, se deja espacio para que en 
la reglamentación se considere la inclusión de un re- 
presentante de los trabajadores, tal como lo solicitó el 
PIT - CNT cuando compareció en las respectivas Comi- 
siones del Senado y de la Cámara de Representantes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿El señor Senador Pas- 
quet va a presentar un texto alternativo? 


SEÑOR PASQUET.- Si existiera disposición de los 
señores Senadores para considerar un texto alterna- 
tivo, con mucho gusto lo redacto y lo presento, pero si 
no es así, podemos pasar directamente a la votación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 

-23 en 28. Afirmativa. 

En consideración el artículo 12. 
SEÑORA PIÑEYRÚA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la se- 
ñora Senadora Piñeyrúa. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Nosotros tenemos discre- 
pancias con este artículo, que establece la posibilidad 
a la Administración contratante de celebrar directa- 
mente contratos de participación público-privada con 
la Corporación Nacional para el Desarrollo de acuer- 
do a los procedimientos definidos en los artículos 15, 
16, 17 y 18 de la presente ley. En la última frase de 
la disposición se establece que en caso de que la Cor- 
poración Nacional para el Desarrollo ceda en forma 


CÁMARA DE SENADORES 


6 de julio de 2011 


total el contrato referido, deberá hacerlo por alguno 
de los procedimientos definidos en los artículos 19 y 
20 del proyecto. Ya comunicamos a la Bancada del 
Frente Amplio que queremos que se contemple la ce- 
sión parcial del contrato, dado que puede ser bastan- 
te probable que la Corporación, que no va a ejecutar 
las obras, ceda en forma total o parcial el contrato 
para hacer efectiva la ejecución. Es para este último 
caso que pedimos que se contemplen los mecanismos 
competitivos previstos en la iniciativa. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Es para hacer saber a la 
señora Senadora que estamos de acuerdo en agregar 
la expresión “o parcial” en el inciso correspondiente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo tal 
como quedaría redactado. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 12 (Contratos de Participación Público- 
Privada Institucional).- En el marco de los cometidos 
establecidos en el artículo 11 de la Ley N* 15.785, 
de 4 de diciembre de 1985, en la redacción dada por 
el artículo 34 de la Ley N* 18.602, de 21 de setiem- 
bre de 2009, la Administración Contratante podrá 
celebrar directamente Contratos de Participación 
Público-Privada con la Corporación Nacional para el 
Desarrollo (CND) de acuerdo a los procedimientos 
definidos en los artículos 15, 16, 17 y 18 de la presen- 
te ley. En caso de que la CND ceda en forma total o 
parcial el contrato referido deberá hacerlo por alguno 
de los procedimientos definidos en los artículos 19 y 
20 de la presente ley.” 


SEÑOR SOLARI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Me voy a referir a un tema me- 
nor de redacción. 


En el último inciso debería decir: “En caso que la 
CND ceda en forma total o parcial el contrato refe- 
rido”, etcétera. Creo que la preposición “de” es su- 
perflua. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 12, con la redacción 
a que se dio lectura por Secretaría y con la modifica- 
ción que acaba de proponer el señor Senador Solari. 
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(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 23. 
SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR ABREU.- Nosotros no vamos a acompa- 
ñar -tal como dijimos y votamos negativamente en 
Comisión- el artículo 23 por varias razones. Una de 
ellas es que no encontramos conveniente la utiliza- 
ción de una adjudicación de carácter transitorio, fun- 
damentalmente después de haber recibido la opinión 
tan ilustrativa del doctor Cajarville. Es muy impor- 
tante entender que la adjudicación provisoria es un 
acto administrativo sujeto a un recurso y, por tanto, 
vamos a encontrar más obstáculos y lentitudes en el 
procedimiento que en lo que es la adjudicación defi- 
nitiva en sí misma. Por otro lado, hay una disposición 
relativa al Tribunal de Cuentas con la que discrepa- 
mos en forma clara. Se establece que dispondrá de 
treinta días corridos para su pronunciamiento, conta- 
dos desde la recepción del expediente y, vencido este 
plazo, si no se expide se considerará que existe un 
pronunciamiento favorable del Tribunal. A nuestro 
entender, este no es el procedimiento adecuado, jus- 
tamente porque no puede interpretarse en un sentido 
favorable o positivo el silencio del Tribunal de Cuen- 
tas en lo que es su competencia en materia de control 
de la legalidad. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Me gustaría contestar ha- 
ciendo mención a la posición que tenemos con res- 
pecto a este artículo. 


Es un procedimiento elegido por la ley el tener 
una adjudicación provisoria y luego una definitiva. 
A nuestro juicio, esto no complica el procedimiento 
llevado adelante para toda la adjudicación. De cual- 
quier manera, la preocupación del doctor Cajarville y 
de algunos señores Senadores con respecto a que la 
impugnación de un acto de administración provisorio 
podría detener el proceso de adjudicación queda sal- 
vada en el penúltimo inciso del artículo 31, que ex- 
presa: “Estos recursos, salvo aquel que se interponga 
contra la adjudicación definitiva, no tendrán efecto 
suspensivo, excepto que la Administración, por razón 
fundada, disponga lo contrario”. 


CÁMARA DE SENADORES 


269-C.S. 


Con respecto al tema del Tribunal de Cuentas, es- 
tamos de acuerdo en poner un límite. Seguramente el 
señor Senador Abreu esté de acuerdo en que el Tribu- 
nal tenga vista de esto, pero creo que correspondería 
que se propusiera un límite, que puede ser sesenta 
días, noventa días o un año. Nosotros propusimos un 
límite de treinta días y creo que es razonable, pero se 
pueden realizar otras sugerencias. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la se- 
ñora Senadora. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Quiero plantear un argu- 
mento adicional a los que realizó mi compañero, el 
señor Senador Abreu, haciendo míos los fundamen- 
tos expuestos por el señor Presidente del Tribunal de 
Cuentas en la Comisión de la Cámara de Represen- 
tantes. En esa oportunidad dijo que en este artículo 
no se estaban contemplando las competencias ni las 
atribuciones constitucionales del Tribunal de Cuen- 
tas, dado que no participaba en el proceso formativo 
del contrato, sino que tomaba conocimiento del mis- 
mo cuando ya este estaba prácticamente consolidado. 
Además, se planteaba el agravante de que el plazo de 
que disponía el Tribunal de Cuentas para emitir su 
opinión coincidía con el que tiene el oferente para 
agregar documentación adicional, y que, por tanto, a 
la hora de expedirse no iba a estar en conocimiento 
de la misma. 


En consecuencia, dado que no se están contem- 
plando las competencias constitucionales del Tribu- 
nal de Cuentas y sumándome a los argumentos del 
señor Senador Abreu, adelanto que voy a votar en 
contra este artículo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 23. 


(Se vota:) 

-16 en 27. Afirmativa. 

En consideración el artículo 54. 
SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Este artículo se refiere a la 
solución de controversias y establece el arbitraje pre- 
ceptivo para zanjar las diferencias que puedan surgir 
entre las partes en todo lo relativo a la interpretación, 
ejecución, cumplimiento y extinción del contrato de 
que se trate. Seguidamente, el inciso segundo de esta 
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norma dice: “Los árbitros serán designados de común 
acuerdo por las partes o, en su defecto, de acuerdo a 
lo dispuesto por el artículo 480 del Código General 
del Proceso y deberán fallar de acuerdo a derecho”. 
Luego agrega: “El laudo del Tribunal Arbitral será 
inapelable”. 


Y en el último inciso establece: “La reglamenta- 
ción podrá establecer condiciones y procedimientos 
especiales para el arbitraje”. 


Lo que queremos decir es que los incisos segundo 
y tercero nos merecen reparos. Empezando por el in- 
ciso tercero, decimos que los términos del arbitraje no 
pueden ser establecidos por una reglamentación que 
va a dictar el Poder Ejecutivo. El principio general es 
que la ley establecerá el orden y las formalidades de 
los juicios; eso lo dice la Constitución. Puede dejarse 
el arbitraje librado al acuerdo de partes, pero no nos 
parece conveniente intercalar, entre la ley y el acuer- 
do de partes, una reglamentación arbitral a cargo del 
Poder Ejecutivo. 


En cuanto al inciso segundo, este establece al- 
gunas normas básicas que debería respetar, incluso, 
la reglamentación del Poder Ejecutivo, que son mí- 
nimas, como prever la designación de los árbitros y 
la asignación de carácter inapelable al laudo del Tri- 
bunal Arbitral. Por otro lado, señora Presidenta, si 
bien nos parece apropiado que toda esta materia de 
arbitraje se regule por la normativa contenida en el 
Código General del Proceso -tengamos en cuenta que 
hay disposiciones de dicho Código que regulan con 
cierto detalle toda esta materia, que dan garantías 
para todas las partes y que han podido utilizarse pací- 
ficamente en el país hasta ahora, sin que hayan sur- 
gido grandes dificultades a causa de su aplicación-, 
entendemos que sí sería conveniente agregar, además 
de la remisión al Código General del Proceso, que el 
arbitraje deberá realizarse siempre conforme a dere- 
cho, es decir, excluyendo la posibilidad de que se falle 
por equidad. Esta es una posibilidad que el Código 
General del Proceso prevé y se entiende que en este 
tipo de contratos no sería conveniente. Reitero que 
habría que requerir siempre, necesariamente, el lau- 
do conforme a derecho, sin admitir la posibilidad de 
que se laude por equidad. 


Por todas estas razones, propondríamos una re- 
dacción alternativa para el inciso segundo y la supre- 
sión del inciso tercero. Concretamente, esa redacción 
alternativa diría lo siguiente: “El arbitraje se regulará 
por las disposiciones pertinentes del Código General 
del Proceso.”, con la precisión de que “Los árbitros 
deberán laudar siempre conforme a derecho”. 


SEÑOR ABREU .- Pido la palabra. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR ABREU.- Con respecto al inciso tercero 
podríamos estar de acuerdo, porque la reglamenta- 
ción, por más que se quiera, no va a poder modificar 
los procedimientos establecidos en el Código General 
del Proceso. Pero el inciso segundo dice claramen- 
te que se deberá fallar de acuerdo a derecho; por 
tanto, excluye la posibilidad de que el laudo arbitral 
sea con criterio de equidad. También es cierto que, 
como rige la ley uruguaya en todos estos contratos, 
siempre se aplica, en subsidio -cualquiera sea el ar- 
bitraje que se designe-, toda la normativa del Código 
de procedimiento del Uruguay. Entonces, el arbitraje 
sigue todas las disposiciones del Código del Procedi- 
miento. Pero también puede suceder que el arbitraje 
no necesariamente sea de carácter nacional, sino que 
se puede elegir la Cámara Internacional o, a veces, 
cuando no se ponen de acuerdo dos árbitros, incluso 
en un arbitraje nacional, se designa un tercer árbitro 
por la Cámara Internacional de Comercio de París. El 
Tribunal Arbitral puede funcionar, pero en el funcio- 
namiento del laudo no puede apartarse de las disposi- 
ciones del Código de Procedimiento que se aplican en 
subsidio, y se debe establecer claramente que el fallo 
tiene que ser exclusivamente por derecho y no por 
equidad, como dice el señor Senador Pasquet. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Nosotros creemos que el 
primer y el segundo inciso deberían mantenerse tal 
como están redactados, pero estaríamos dispuestos a 
eliminar el tercero. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- El inciso segundo no se re- 
mite más que parcialmente al Código General del 
Proceso: se remite a su artículo 480, pero nada más. 
En otro punto corrige la solución del Código General 
del Proceso por cuanto dice que los árbitros deberán 
fallar siempre de acuerdo a derecho, es decir, queda 
excluido el laudo por equidad, con lo cual estamos de 
acuerdo. Y luego se establece que el laudo del Tribu- 
nal Arbitral será inapelable. Esa disposición por su- 
puesto que está en armonía con el Código General 
del Proceso, porque contra el laudo arbitral solo cabe 
el recurso de nulidad, por las causas que en el propio 
Código se establecen, y no el de apelación. Pero, en 
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cuanto se dice expresamente aquí, permite suponer 
al intérprete de la norma que el Legislador no se está 
remitiendo al Código General del Proceso porque, si 
lo hiciera, no sería necesaria esta disposición, sería 
redundante. Entonces, generamos la duda acerca de 
cuál es el régimen del arbitraje. No se aplicaría en 
general el régimen del Código General del Proceso 
porque se entendió necesario repetir soluciones que 
esa normativa ya contiene, y nos quedamos sin saber 
cuál es el régimen del arbitraje. En ese espacio de 
incertidumbre puede caber el planteo, por parte de 
los intereses privados que estén en juego, de remitir- 
nos a arbitrajes internacionales que normalmente no 
hemos considerado como la mejor solución. En cam- 
bio, si decimos directamente que se aplica el Código 
General del Proceso, recogiendo las salvedades que 
contiene el articulado, es decir que no puede haber 
fallo de equidad, sino que debe ser siempre fallo por 
derecho, creo que ubicamos el tema en el cauce ge- 
neral previsto por las leyes de la República, lo cual, 
en principio, me parece conveniente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tenemos dos propues- 
tas para la redacción del artículo 54. Una es la que 
elimina el último inciso y viene de Comisión, y la otra 
es una redacción alternativa que nos acercó el señor 
Senador Pasquet. 


Se va a votar la propuesta que viene de Comisión, 
sin el inciso final. 


(Se vota:) 

-25 en 27. Afirmativa. 

En consideración el artículo 59. 
SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR ABREU.- Nosotros fundamos nuestro voto 
en el informe en minoría, pero es claro -de acuerdo al 
asesoramiento que tenemos- que esto configura una 
grave inconstitucionalidad y, sobre todo, un cheque 
en blanco en materia de expropiaciones. Si bien el 
artículo 32 de la Constitución de la República esta- 
blece que la declaración de utilidad pública de una 
expropiación se hace por ley, existen algunas leyes 
específicas que regulan, por ejemplo, las funciones 
de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados 


En el caso de una ley con las características de la 
que estamos considerando, donde participa el sector 
privado y este puede solicitar determinadas expropia- 
ciones en función de ese contrato, no nos parece que 
se deba dar carácter general a la expropiación sino 
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que, de acuerdo a la Constitución de la República y 
cada vez que se necesite -es decir, para cada proyec- 
to-, debe aprobarse una ley declarando de utilidad 
pública la expropiación de esos bienes inmuebles. De 
lo contrario, estaríamos facilitando la expropiación, 
por privados, de bienes inmuebles de privados, per- 
mitiendo una competencia que no nos parece ade- 
cuada. 


Por ese motivo, no vamos a acompañar este at- 
tículo. Este mecanismo ya está previsto en la Cons- 
titución. Puede hacerse a través del artículo 3" del 
proyecto -sobre todo, a instancias de lo previsto en las 
Cartas Orgánicas- y también en forma específica, una 
vez que el Poder Ejecutivo declare de utilidad pública 
la expropiación de determinado bien inmueble. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR GALLICCHIO.- En primer lugar, es cierto 
que discutimos mucho este tema en la Comisión de 
Hacienda del Senado, pero es evidente que tenemos 
una discrepancia porque para nosotros es importante 
que la ley contenga este artículo. No lo consideramos 
un cheque en blanco porque esta misma ley, en su 
artículo 3%, dice lo que se puede y lo que no se puede 
hacer, y no se utilizaría para cualquier cosa. 


En segundo término, nos basamos en el artículo 
4% de la Ley N* 3.958, de marzo de 1912, que entre 
otras cosas expresa: “Art. 4”.- Declárase de utilidad 
pública la expropiación de los siguientes bienes: 1”.- 
La de los inmuebles necesarios para la apertura, en- 
sanche o rectificación de las calles, plazas y plazuelas 
comprendidas dentro del amanzanamiento oficial de 
los centros urbanos de la República, y de los caminos 
y puentes cuyo trazado se haya previa y debidamen- 
te autorizado (...) 2”.- La expropiación de terrenos y 
edificios necesarios para la apertura, rectificación y 
ensanche de las avenidas, plazas, ramblas, jardines o 
paseos públicos”... La citada ley habla de una genera- 
lidad de cosas que se pueden hacer y el proyecto que 
estamos tratando establece que se permite hacer todo 
lo que ella habilita. 


Podemos seguir discutiendo el tema pero, en aras 
de contar con los demás votos -además de los del 
partido de Gobierno-, estaríamos de acuerdo en in- 
cluir un segundo inciso en este artículo para definir 
claramente lo que sí se puede hacer. Este inciso 2% 
diría lo siguiente: “Decláranse de utilidad pública y 
comprendidos en el artículo 4” de la Ley N* 3.952, 
de 28 de marzo de 1912 y sus modificativas, los bie- 
nes inmuebles destinados a ejecución de proyectos de 
Participación Público-Privada definidos en el artículo 
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3% de la presente ley, quedando por tanto sujetos a 
expropiación”. En mi opinión, de acuerdo a lo que 
dispone el artículo 32 de la Constitución de la Repú- 
blica, estaríamos garantizando y acotando lo que se 
puede expropiar y lo que no, y también permitiendo 
que se mantenga este artículo, que para nosotros es 
muy importante. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR ABREU.- Nosotros hacemos el máximo 
esfuerzo por entender este tema, pero queremos ad- 
vertir que ya existen normas específicas para cuando 
sea necesario realizar una expropiación. Una cosa es 
recurrir a leyes específicas de determinados Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados como la que 
acaba de citar el señor Senador Gallicchio -que, si no 
me equivoco, es de OSE- y otra, crear condiciones 
generales. 


Lo que tememos es que, como resultado de todo 
esto, alguien que se sienta perjudicado por una ex- 
propiación interponga un recurso de inconstituciona- 
lidad y después el proceso se vea afectado por una 
declaración de inconstitucionalidad o nulidad de la 
Suprema Corte de Justicia. Comprendo que se quie- 
ra imprimir celeridad pero eso iría en contra de la 
seguridad jurídica y de las garantías del ciudadano 
que, al verse afectado en su interés directo, personal, 
y legítimo, podría recurrir por la vía de la inconsti- 
tucionalidad. Si ello sucediera resultaría mucho más 
engorroso que el simple hecho de aplicar, en cada 
caso particular, lo que establecen los estatutos o, en 
el caso de un proyecto determinado, una ley con ese 
contenido específico. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Quiero aclarar que la Ley 
N* 3958, de marzo de 1912, no es sobre OSE -esa era 
otra ley-; es mucho más genérica y cubre ampliamen- 
te las expectativas que podamos tener. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración el ar- 
tículo 59 con el inciso 2% propuesto por el señor Se- 
nador Gallicchio. 

Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 


(Se vota:) 


-16 en 26. Afirmativa. 
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Queda aprobado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 
“CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1?. (Objeto).- La presente ley establece 
el marco regulatorio aplicable al régimen de Contra- 
tos de Participación Público-Privada. 


Artículo 2%. (Contratos de Participación 
Público-Privada).- Son Contratos de Participación 
Público-Privada aquellos en que una Administración 
Pública encarga a una persona de derecho privado, 
por un período determinado, el diseño, la construc- 
ción y la operación de infraestructura o alguna de di- 
chas prestaciones, además de la financiación. 


Solo podrán celebrarse Contratos de Participación 
Público-Privada cuando previamente se resuelva, en 
la forma prevista en la presente ley, que otras moda- 
lidades alternativas de contratación no permiten la 
mejor forma de satisfacción de las finalidades públi- 
cas. 


Artículo 3%. (Ámbito de aplicación).- El pre- 
sente marco normativo será de aplicación preceptiva 
para todos los Contratos de Participación Público-Pri- 
vada definidos en la presente ley. 


Bajo los límites establecidos constitucionalmente, 
dichos contratos podrán celebrarse para el desarrollo 
de obras de infraestructura en los siguientes sectores 
de actividad: 


A) Obras viales, ferroviarias, portuarias y aeropor- 
tuarias. Se considerarán incluidas dentro de las obras 
viales las de caminería rural. 


B) Obras de infraestructura energética, sin per- 
juicio de lo establecido en el Decreto-Ley N* 14.694, 
de 1% de setiembre de 1977 (Ley Nacional de Elec- 
tricidad) y Ley N* 8.764, de 15 de octubre de 1931 
(Creación de ANCAP). 


C) Obras de disposición y tratamiento de residuos. 


D) Obras de infraestructura social, incluyendo 
cárceles, centros de salud, centros de educación, vi- 
viendas de interés social, complejos deportivos y obras 
de mejoramiento, equipamiento y desarrollo urbano. 


También podrá celebrarse este tipo de contratos 
para la colonización de tierras, que por su ubicación, 
superficie y características agrológicas resulten eco- 
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nómicamente apropiadas para la formación de colo- 
nias, de acuerdo a lo establecido por la Ley N* 11.029, 
de 12 de enero de 1948, (creación del Instituto Na- 
cional de Colonización), en la redacción dada por el 
artículo 15 de la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre 
de 2007. En particular los contratos podrán incluir 
los servicios de interés colectivo mencionados en el 
artículo 48 así como las instalaciones a las que refiere 
en el artículo 52 de la Ley N* 11.029, de 12 de enero 
de 1948. 


En ningún caso, los Contratos de Participación 
Público-Privada podrán incluir: 


I) Servicios educativos cuando se trate de centros 
educativos. 


ID) Servicios sanitarios cuando se trate de centros 
de salud. 


III) Servicios de seguridad, sanitarios y de reedu- 
cación de reclusos cuando se trate de cárceles. 


Se exceptúan de este régimen de contratación la 
operación de cometidos cuya prestación corresponde 
al Estado en forma exclusiva, así como la explotación 
de los monopolios establecidos por ley a favor de este. 


A los efectos de la presente ley, se consideran 
comprendidos en el término “Administración Pú- 
blica” los Poderes del Estado, Tribunal de Cuentas, 
Corte Electoral, Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados 
y Gobiernos Departamentales, sin perjuicio de las 
atribuciones, facultades, derechos y obligaciones que 
les asignen la Constitución de la República y normas 
legales aplicables. 


Mantienen su vigencia todos aquellos regímenes 
de contratación previstos en cartas orgánicas, leyes o 
procedimientos especiales de contratación dictados a 
la fecha de la promulgación de la presente ley. 


Artículo 4”. (Principios y orientaciones ge- 
nerales).- Todos los actos y contratos celebrados en 
el marco de la presente ley deberán observar los si- 
guientes principios y orientaciones generales: 


A) Transparencia y publicidad: Todas las actuacio- 
nes desarrolladas en el marco de proyectos de Par- 
ticipación Público-Privada, con las limitaciones que 
en cada caso establezca la normativa vigente, serán 
públicas y estarán sujetas a mecanismos de control. 


B) Protección del interés público: Todo proyecto 
de Participación Público-Privada, deberá procurar 
el beneficio público, respetando el interés general, 
y adoptar los mecanismos de participación y control 
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que serán de aplicación durante toda la vigencia del 
contrato. 


C) Eficiencia económica: La celebración de con- 
tratos por parte de la Administración Pública, en el 
marco de proyectos de Participación Público-Privada, 
deberá basarse en la consecución del mayor Valor por 
Dinero, incluyendo tanto la reducción de costos como 
los niveles de riesgo así como plazos de disponibilidad. 


D) Adecuada distribución de riesgos: Los con- 
tratos celebrados en el marco de proyectos de Par- 
ticipación Público-Privada deberán contemplar una 
adecuada distribución de riesgos entre las partes, de 
modo tal de minimizar el costo asociado a los mismos. 


E) Transferencia: Los contratos deberán estable- 
cer las modalidades en que las obras y los bienes e 
instalaciones necesarias para su explotación puedan 
ser revertidas o transferidas a la Administración, se- 
gún corresponda. 


F) Ecuanimidad: La selección de los sujetos con- 
tratantes deberá llevarse a cabo observando criterios 
de transparencia, ecuanimidad y no discriminación, 
promoviendo la competencia entre los oferentes y 
procurando alcanzar un adecuado equilibrio entre la 
necesaria celeridad, reducción de costos de los pro- 
cedimientos y la selección de la mejor propuesta a los 
intereses públicos. 


G) Temporalidad: Todos los contratos que se ce- 
lebren deberán establecer un plazo máximo de du- 
ración. El plazo máximo de duración del contrato y 
de sus prórrogas no podrá exceder de treinta y cinco 
años. 


H) Responsabilidad fiscal: Las erogaciones y com- 
promisos financieros que se asuman en el marco de 
proyectos de Participación Público-Privada deberán 
ser consistentes con la programación financiera del 
Estado, en un marco de responsabilidad fiscal y de la 
debida rendición de cuentas. 


I) Control: La Administración Pública contratante 
deberá establecer en los respectivos contratos meca- 
nismos de control adecuados para la efectiva protec- 
ción de los derechos de los usuarios y la continuidad 
y eficiencia en la prestación de los servicios corres- 
pondientes. 


J) Protección del desarrollo sustentable: Los pro- 
yectos ejecutados a través de mecanismos de Parti- 
cipación Público-Privada deberán propender al desa- 
rrollo sustentable de la sociedad y de la economía, 
adoptando medidas de protección al medio ambiente 
en beneficio de las generaciones actuales y futuras. 
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K) Respeto a los derechos laborales y las normas 
legales que lo regulan en particular en lo que refiere 
al reconocimiento y respeto a los ámbitos de negocia- 
ción colectiva. 


Artículo 5%. (Contraprestaciones por el desa- 
rrollo de proyectos).- En contraprestación por las 
actividades asumidas, dependiendo del tipo y caracte- 
rísticas de cada proyecto, el contratista podrá percibir 
diferentes modalidades de ingresos, en forma exclusi- 
va o combinada, abonados por los usuarios o la Admi- 
nistración Pública contratante, entre otras. 


Dependiendo de las características y estructura de 
cada proyecto, podrá determinarse en beneficio de la 
Administración Pública, la percepción de ingresos por 
parte de esta consistentes en pagos provenientes del 
contratista, usuarios, u otros que en su caso se estipulen. 


Artículo 6%. (Contribuciones públicas para 
el desarrollo de proyectos de Participación 
Público-Privada).- Conforme a las características 
concretas de cada proyecto y a efectos de viabilizar 
los mismos, el contrato podrá prever la realización de 
contribuciones por parte de la Administración Públi- 
ca, tales como aportes pecuniarios, otorgamiento de 
subvenciones, créditos, garantías para la financiación 
del proyecto, garantías de obtención de ingresos mí- 
nimos y exoneraciones fiscales, entre otras. De estas 
contribuciones, las que lo requieran, deberán contar 
con el decreto del Poder Ejecutivo correspondiente. 


En ningún caso se podrá asegurar contractual- 
mente niveles mínimos de rentabilidad del proyecto. 


El contrato deberá determinar las condiciones a 
cuyo cumplimiento se sujetarán las contribuciones 
públicas, su modificación o cese. 


Los aportes económicos por parte de la Adminis- 
tración Pública podrán realizarse cuando estos cons- 
tituyan un estímulo a la gestión económica más efi- 
ciente y ello redunde en su beneficio y en el de los 
usuarios del servicio, de acuerdo al resultado de los 
estudios previos previstos en el artículo 16 de la pre- 
sente ley. 


CAPÍTULO 11 
MARCO INSTITUCIONAL 


Artículo 7%. (Atribución de competencia).- 
La Administración Pública contratante, dentro del 
ámbito de su competencia, será la responsable del 
diseño, estructuración y celebración de Contratos de 
Participación Público-Privada, así como del control 
de su correcta ejecución y del cumplimento de las 
obligaciones asumidas por los contratantes. Ello, sin 
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perjuicio de las atribuciones y competencias de regu- 
lación y control que correspondan a otros organismos 
estatales conforme a sus competencias originarias y a 
las que se atribuyen por la presente ley. 


Artículo 8%. (Comisión Técnica).- Para cada 
proyecto la Administración Pública contratante desig- 
nará una Comisión Técnica que asesorará en todas 
las etapas del procedimiento de contratación. La Co- 
misión Técnica estará integrada por un mínimo de 
tres y un máximo de cinco miembros, debiendo ser 
dos de ellos, por lo menos, funcionarios de la Admi- 
nistración Pública contratante. Sus miembros debe- 
rán tener idoneidad en los diferentes aspectos que 
componen la materia de contratación y al menos uno, 
que podrá o no pertenecer a la misma, deberá poseer 
reconocida idoneidad técnica en la materia objeto de 
la contratación. 


Los integrantes de las comisiones técnicas estarán 
obligados a presentar declaración jurada de acuerdo a 
la Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998. 


Artículo 9%. (Competencias de la Corpora- 
ción Nacional para el Desarrollo respecto de 
proyectos de Participación Público-Privada).- 
Sin perjuicio de los cometidos atribuidos por la Ley 
N* 15.785, de 4 de diciembre de 1985 y demás nor- 
mas concordantes y modificativas, la Corporación 
Nacional para el Desarrollo tendrá los cometidos que 
se indican a continuación: 


A) Desarrollar y fomentar la ejecución de pro- 
yectos de Participación Público-Privada mediante la 
aplicación de los mejores criterios técnicos y el apego 
a los principios y orientaciones contenidos en la pre- 
sente ley. 


B) Elaborar los lineamientos técnicos aplicables 
a proyectos de Participación Público-Privada a tra- 
vés de la confección de guías de mejores prácticas 
recomendadas, uniformización de procedimientos y 
preparación de manuales, modelos e instrumentos 
que contribuyan al diseño y ejecución de los referidos 
proyectos en forma más eficaz y eficiente. La difusión 
de los mismos requerirá la aprobación del Ministerio 
de Economía y Finanzas, previo informe de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto. 


C) Asesorar en la identificación, concepción, di- 
seño, estudio, estructuración, promoción, selección 
y contratación de los proyectos de Participación Pú- 
blico-Privada, en los términos y condiciones que se 
acuerden mediante convenio con las Administracio- 
nes Públicas contratantes. 


D) Contribuir al fortalecimiento de capacidades 
de las Administraciones Públicas contratantes en el 
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diseño e implementación de proyectos de Participa- 
ción Público-Privada. 


E) Asesorar al Poder Ejecutivo a identificar y prio- 
rizar proyectos susceptibles de ser ejecutados me- 
diante el sistema de Participación Público-Privada. 


F) Facilitar a las Administraciones Públicas con- 
tratantes la coordinación interinstitucional de sus ac- 
tividades relacionadas con proyectos de Participación 
Público-Privada. 


G) Crear o adquirir sociedades comerciales de 
cualquier naturaleza así como instrumentos finan- 
cieros, cuando ello se entienda necesario para el me- 
jor desarrollo de proyectos de Participación Público- 
Privada. 


Artículo 10. (Estructuración de proyec- 
tos).- Para la estructuración de proyectos de Parti- 
cipación Público-Privada, la Administración Pública 
contratante podrá contratar en forma directa a la 
Corporación Nacional para el Desarrollo. 


Asimismo, podrá contratar para ello a empre- 
sas de reconocida idoneidad en la materia. La se- 
lección y contratación de dichas empresas deberá 
realizarse a través del régimen general de contra- 
tación administrativa, no siendo aplicable para ello 
los mecanismos de contratación establecidos en la 
presente ley. 


Artículo 11. (Implementación de Proyectos 
por la Corporación Nacional para el Desarro- 
llo).- Previa autorización debidamente fundada del 
Poder Ejecutivo, la Administración Pública contra- 
tante podrá acordar directamente con la Corpora- 
ción Nacional para el Desarrollo (CND) que esta 
asuma la implementación de un proyecto de Par- 
ticipación Público-Privada en forma integral, con 
el fin de viabilizar su concreción y, posteriormente, 
transferir el mismo al sector privado a través de los 
procedimientos de contratación previstos en la pre- 
sente ley. 


Esta modalidad de implementación podrá aplicar- 
se únicamente en aquellos proyectos que no supe- 
ren el monto de inversión estimada a ser establecido 
por la reglamentación. Asimismo, la reglamentación 
establecerá el plazo máximo dentro del cual la CND 
deberá trasferir el proyecto al sector privado. 


A estos efectos, la CND podrá ejecutar el proyecto 
directa o indirectamente, mediante la celebración de 
contratos o acuerdos comerciales de cualquier natu- 
raleza, de acuerdo a lo establecido en el artículo 3% de 
la presente ley. 
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Artículo 12. (Contratos de Participación 
Público-Privada Institucional).- En el marco de 
los cometidos establecidos en el artículo 11 de la Ley 
N?* 15.785, de 4 de diciembre de 1985, en la redac- 
ción dada por el artículo 34 de la Ley N* 18.602, de 
21 de setiembre de 2009, la Administración Con- 
tratante podrá celebrar directamente Contratos de 
Participación Público-Privada con la Corporación 
Nacional para el Desarrollo (CND) de acuerdo a los 
procedimientos definidos en los artículos 15, 16, 17 
y 18 de la presente ley. En caso que la CND ceda en 
forma total o parcial el contrato referido deberá ha- 
cerlo por alguno de los procedimientos definidos en 
los artículos 19 y 20 de la presente ley. 


Artículo 13. (Unidad de Proyectos de Parti- 
cipación Público-Privada).- Créase la Unidad de 
Proyectos de Participación Público-Privada la que de- 
penderá jerárquicamente del Ministerio de Economía 
y Finanzas, y tendrá como cometidos respecto a los 
proyectos que se desarrollen al amparo de la presente 
ley, los siguientes: 


A) Realizar el seguimiento de los aspectos econó- 
mico-financieros. 


B) Verificar el cumplimiento de los aspectos pre- 
supuestarios. 


C) Evaluar los riesgos asociados. 


D) Realizar los análisis y registros que se cometen 
al Ministerio de Economía y Finanzas en la presente 
ley. 


La reglamentación establecerá su forma de inte- 
gración y sus cometidos específicos. 


Artículo 14. (Registro de Proyectos).- Créa- 
se el Registro de Proyectos de Participación Público- 
Privada cuya organización se comete al Ministerio de 
Economía y Finanzas, el que incluirá los contratos 
suscritos para el desarrollo de proyectos de Partici- 
pación Público-Privada y sus modificaciones; los lla- 
mados a interesados para la adjudicación de proyec- 
tos de Participación Público-Privada; las iniciativas 
privadas presentadas para el desarrollo de proyectos 
de Participación Público-Privada, respetando los de- 
rechos de confidencialidad que correspondan al ti- 
tular de la iniciativa; y los informes de auditoría de 
proyectos de Participación Público-Privada. La regla- 
mentación establecerá el contenido y las formalida- 
des bajo las cuales corresponderá la constitución y 
administración del Registro, así como la actualización 
de la información contenida en el mismo, entre otros 
aspectos. 
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CAPÍTULO III 
PROCEDIMIENTO DE CONTRATACIÓN 


Artículo 15. (Inicio del proceso).- El proceso 
tendiente a la suscripción de un contrato para el de- 
sarrollo de un proyecto de Participación Público-Pri- 
vada, podrá iniciarse de oficio mediante una iniciativa 
pública, o bien, originarse en una iniciativa privada 
presentada por un proponente, en cuyo caso, se se- 
guirá el mecanismo dispuesto en el Capítulo VII de 
la presente ley. 


En ambos casos, dichos actos deberán ser presen- 
tados a efectos de su registro ante el Registro de Pro- 
yectos a que refiere el artículo 14 de la presente ley. 


Artículo 16. (Evaluación previa).- Con carác- 
ter previo a la iniciación del procedimiento de contra- 
tación, la Administración Pública contratante deberá 
contar con un documento de evaluación en que se 
ponga de manifiesto la viabilidad y la conveniencia 
del proyecto en cuestión. 


Dependiendo de las características de cada pro- 
yecto, la evaluación previa podrá separarse en estu- 
dios de prefactibilidad, estudios de factibilidad y estu- 
dios de impacto. 


El documento de evaluación deberá incluir, entre 
otros aspectos, un análisis comparativo con formas 
alternativas de contratación que justifiquen en tér- 
minos técnicos, jurídicos, económicos y financieros, 
la adopción de esta fórmula de contratación. En par- 
ticular, se deberá mostrar que el modelo de contrata- 
ción propuesto es el que permite al Estado obtener el 
mayor “Valor por Dinero”. 


La reglamentación establecerá el alcance, la forma 
y el contenido de dicha evaluación previa, incluyendo, 
entre otras, las áreas técnica, comercial, financiera, 
jurídica, ambiental y de impacto económico y social. 


Artículo 17. (Contenido del contrato).- Los 
Contratos de Participación Público-Privada deberán 
incluir necesariamente, y sin perjuicio de las demás 
estipulaciones necesarias o que acuerden las partes, 
los siguientes aspectos: 


A) Identificación de las prestaciones principales 
que constituyen su objeto. 


B) Condiciones de reparto de riesgos entre el con- 
tratante y el contratista, desglosando y precisando la 
imputación de los riesgos derivados de la variación 
de los costos de las prestaciones y la imputación de 
los riesgos de disponibilidad o de demanda de dichas 
prestaciones, entre otros. 
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C) Objetivos de rendimiento asignados al contra- 
tista, particularmente en lo que concierne a la cali- 
dad de los servicios, obras y suministros y las condi- 
ciones en que deberán ser puestos a disposición de la 
Administración Pública contratante. 


D) Remuneración del contratista, que deberá des- 
elosar las bases y criterios para el cálculo de los costos 
de inversión, de funcionamiento y de financiación y 
en su caso, de los ingresos que el contratista pueda 
obtener de la explotación de las obras o equipos. 


E) Causas y procedimientos para determinar las 
variaciones de la remuneración a lo largo del período 
de ejecución del contrato y criterios aplicables res- 
pecto del mantenimiento del equilibrio de la ecuación 
económico-financiera del contrato si correspondiere. 


F) Fórmulas de pago y, particularmente, condi- 
ciones en las cuales, en cada vencimiento o en de- 
terminado plazo, el monto de los pagos pendientes 
de satisfacer por el contratante y los importes que el 
contratista debe abonar a este como consecuencia de 
penalidades o sanciones, pueden ser objeto de com- 
pensación. 


G) Sistema de control por parte de la Adminis- 
tración Pública contratante aplicable a la ejecución 
del contrato, especialmente respecto a los objetivos 
de rendimiento, así como las condiciones en que se 
autorice a realizar cesiones o sub contratos. Los cos- 
tos del funcionamiento de este sistema deberán estar 
previstos dentro de la estructura general de costos 
del proyecto. 


H) Sanciones aplicables en caso de incumplimien- 
to de las obligaciones del contrato. 


D) Condiciones en que puede procederse a la mo- 
dificación de determinados aspectos del contrato o a 
su resolución, conforme a lo establecido en la pre- 
sente ley. 


J) Destino de las obras y equipamientos objeto del 
contrato a la finalización del mismo. 


K) Garantías que el contratista deberá afectar al 
cumplimiento de sus obligaciones. 


L) Mecanismos aplicables a la liquidación del pro- 
pio contrato, incluyendo disposiciones sobre las com- 
pensaciones a que pudiera dar lugar la misma. 


M) Referencia a las condiciones generales y, cuan- 
do sea procedente, a las especiales que sean perti- 
nentes en función de la naturaleza de las prestacio- 
nes principales. 
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N)> Otras obligaciones del contratista como ser 
la presentación de sus estados contables auditados, 
dentro de un plazo de seis meses contados a partir del 
cierre de cada Ejercicio Fiscal. 


Artículo 18. (Estudios previos y bases de 
contratación).- Los estudios de evaluación previa 
y las bases de contratación a que refieren los artícu- 
los precedentes serán presentados ante la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y el Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas para su consideración e informe, el 
que se procesará según los plazos y condiciones que 
establezca la reglamentación. 


Ambos organismos, actuando en forma coordina- 
da, evaluarán dichos estudios y bases de contratación, 
tomando en consideración el impacto social y econó- 
mico del proyecto, los aspectos presupuestarios, la 
viabilidad económica - financiera y los beneficios de 
adoptar esta modalidad de contratación. 


Asimismo se determinará, en esta instancia o, en 
su defecto, al definirse las condiciones definitivas de 
contratación, las características de distribución de 
riesgos entre la Administración contratante y el con- 
tratista. 


Los entes autónomos y los servicios descentrali- 
zados, deberán realizar la presentación a través del 
Ministerio correspondiente. 


En el caso de los organismos comprendidos en el 
artículo 221 de la Constitución de la República, pre- 
vio a la realización del llamado público a interesados 
a que refiere el artículo 19 de la presente ley, deberán 
enviar copia de las bases de contratación correspon- 
dientes al Poder Ejecutivo, para que este informe a la 
Asamblea General. 


Los Gobiernos Departamentales que opten por la 
celebración de Contratos de Participación Público- 
Privada, deberán ajustarse al procedimiento regulado 
en la presente ley. Su correspondiente presentación 
deberá realizarse a través de la Comisión Sectorial de 
Descentralización. 


Artículo 19. (Llamado público a interesa- 
dos).- Una vez obtenido el informe a que se refiere 
el artículo 18 de la presente ley, la Administración 
Pública contratante podrá realizar el llamado públi- 
co, estableciendo el procedimiento competitivo a em- 
plear así como los términos y condiciones aplicables 
al mismo, de acuerdo a lo que establezca la reglamen- 
tación. 


La Administración Pública podrá emplear cual- 
quier método competitivo, incluyendo la licitación, 
subasta, o cualquier otro que no fuere contrario a 
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los principios generales admitidos en la normativa 
vigente. 


Artículo 20. (Procedimiento de diálogo com- 
petitivo).- La Administración Pública podrá aplicar 
un procedimiento de diálogo competitivo con aquel o 
aquellos postulantes que, habiéndose presentado al 
llamado público, cumplan con los requisitos de sol- 
vencia técnica y económica establecidos en el mismo. 


En el transcurso de este procedimiento podrán 
debatirse todos los aspectos del contrato, a efectos de 
contribuir a la definición del pliego de condiciones 
particulares. 


Durante el procedimiento, se dará un trato igua- 
litario a todos los participantes y, en particular, no se 
les facilitará de forma discriminatoria información 
que pueda dar ventajas a determinados participan- 
tes con respecto al resto. No se podrá revelar a los 
demás participantes las soluciones propuestas por un 
participante u otros datos confidenciales que este les 
comunique sin su previo consentimiento. 


El procedimiento de diálogo competitivo prosegui- 
rá hasta que sea posible determinar, después de com- 
pararlas, si ello fuera necesario, las soluciones que 
resulten adecuadas al objeto del llamado. 


Tras declararse cerrado el diálogo competitivo y 
notificarse a todos los participantes, se convocará a la 
presentación de ofertas de acuerdo a lo que establez- 
ca el pliego de condiciones particulares. 


En todos los casos en que se aplique el procedi- 
miento del diálogo competitivo deberá especificarse 
previamente, en oportunidad de realizarse el llamado 
público a que refiere el artículo 19 de la presente ley, 
si una vez concluido el diálogo, solo podrán presen- 
tar ofertas quien o quienes hayan participado en el 
diálogo, o si la presentación de ofertas será abierta a 
cualquier interesado. En el caso en que un único pos- 
tulante hubiere participado en el procedimiento de 
diálogo competitivo, la presentación de ofertas deberá 
ser abierta a cualquier interesado. 


La Administración Pública podrá establecer pre- 
ferencias o compensaciones para aquel o aquellos 
postulantes participantes en el diálogo competitivo, 
dando cuenta de las mismas en el llamado público a 
que se refiere el artículo 19 de la presente ley. 


Artículo 21. (Presentación de las ofertas).- 
Las ofertas deberán incluir todos los elementos re- 
queridos y necesarios para la realización del proyecto. 
La reglamentación establecerá las condiciones para 
dicha presentación, la documentación exigida, las 
formas para la apertura de las ofertas, la posibilidad 
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de formular aclaraciones, rectificaciones o salvedades 
y las actas que deberán labrarse. 


Artículo 22. (Examen de las ofertas).- Los 
criterios de evaluación de las ofertas deberán ser es- 
tipulados en el pliego correspondiente, de acuerdo a 
las condiciones que establezca la reglamentación. Los 
mismos podrán incluir diversos elementos vinculados 
al objeto del contrato, tales como la calidad, el precio, 
la fórmula utilizable para revisar las retribuciones li- 
gadas a la utilización de la obra o a la prestación del 
servicio, el plazo de ejecución o entrega de la presta- 
ción, el costo de utilización, las condiciones financie- 
ras de las prestaciones económicas, la satisfacción de 
necesidades sociales, la rentabilidad, el valor e ido- 
neidad técnica de la propuesta, la solvencia técnica 
y económica del proponente, las garantías, las carac- 
terísticas estéticas o funcionales, así como cualquier 
otro elemento relevante para la contratación. 


En ningún caso podrá considerarse como más 
conveniente la oferta que fundadamente se estime 
que no pueda ser cumplida como consecuencia de la 
inclusión en la misma de valores anormales o despro- 
porcionados. 


Artículo 23. (Adjudicación de ofertas).- La 
Comisión Técnica clasificará en orden decreciente 
las ofertas presentadas atendiendo a los distintos cri- 
terios valorados. 


Previo informe de la Unidad de Proyectos de Par- 
ticipación Público-Privada, la Administración Pública 
contratante, a través de su ordenador de gasto com- 
petente, dispondrá la adjudicación provisional me- 
diante resolución fundada, la que deberá notificarse 
a todos los oferentes y fijará los términos definitivos 
del contrato. 


El proceso continuará con la intervención del Tri- 
bunal de Cuentas, el que dispondrá de treinta días 
corridos para su pronunciamiento, contados desde 
la recepción del expediente de notificación. Vencido 
este plazo sin que el Tribunal de Cuentas se expida, 
se considerará que existe un pronunciamiento favo- 
rable del Tribunal por lo que el proceso continuará 
de acuerdo a lo establecido por los incisos siguientes. 


La adjudicación definitiva no podrá realizarse an- 
tes de que transcurran treinta días hábiles contados 
desde la notificación de la adjudicación provisional. 


Previo a la adjudicación definitiva, el adjudicata- 
rio deberá proporcionar toda la documentación cuya 
presentación se hubiera diferido para esta etapa, así 
como constituir la garantía de cumplimiento de con- 
trato cuando corresponda. 
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La adjudicación definitiva será comunicada a to- 
dos los oferentes y al Tribunal de Cuentas, según lo 
establezca la reglamentación e inscripta en el Regis- 
tro de Proyectos establecido en el artículo 14 de la 
presente ley. 


Cuando no proceda la adjudicación definitiva del 
contrato al oferente que hubiese resultado adjudica- 
tario provisional, por no cumplir este las condicio- 
nes necesarias para ello, la Administración Pública 
contratante podrá efectuar una nueva adjudicación 
provisional al oferente u oferentes siguientes a aquel, 
por el orden en que hayan quedado clasificadas sus 
ofertas, siempre que ello fuese posible y que el nuevo 
adjudicatario preste su conformidad. La nueva adju- 
dicación provisional requerirá de previo informe de 
la Unidad de Proyectos de Participación Público Pri- 
vada. 


En cualquier caso, la Administración Pública con- 
tratante podrá rechazar la totalidad de las ofertas sin 
responsabilidad alguna, no reconociéndose pagos o 
reintegros por concepto de gastos de los oferentes. 


Artículo 24. (Formalización del contrato).- 
El contrato deberá formalizarse por escrito, dentro de 
un plazo no inferior a diez días hábiles ni superior a 
treinta días hábiles, contados a partir del día siguien- 
te de la última notificación del acto de adjudicación 
definitiva, siempre que no se hubieran interpuesto 
recursos contra dicho acto. 


En caso que se hubieran interpuesto recursos ad- 
ministrativos contra el acto de adjudicación definiti- 
va, el contrato deberá formalizarse por escrito en el 
plazo de treinta días hábiles contados a partir de que 
el acto sea definitivo, o del levantamiento del efecto 
suspensivo del recurso, en su caso. 


Cuando por causas imputables al contratista no se 
hubiese formalizado el contrato dentro del plazo indi- 
cado, la Administración Pública contratante podrá re- 
vocar el acto de adjudicación, así como la incautación 
de la garantía de mantenimiento de la oferta que, en 
su caso, se hubiese constituido. 


CAPÍTULO IV 
GARANTÍAS 


Artículo 25. (Garantías).- La Administración 
Pública contratante exigirá a los oferentes la cons- 
titución de una garantía de mantenimiento de sus 
ofertas hasta la adjudicación provisional del contrato 
y de una garantía de cumplimiento de contrato, en los 
términos y condiciones que prevea la reglamentación 
y los pliegos generales y particulares. 


6 de julio de 2011 


Artículo 26. (Garantía de mantenimiento de 
oferta).- La garantía de mantenimiento de oferta 
será retenida hasta que proceda a la constitución de 
la garantía de cumplimiento de contrato o se rechace 
la totalidad de las ofertas. Las empresas que retiren 
injustificadamente su proposición antes de la adjudi- 
cación perderán la garantía constituida, la que queda- 
rá a favor de la Administración Pública contratante. 


El adjudicatario podrá aplicar el importe de la ga- 
rantía de mantenimiento de oferta a la garantía de 
cumplimiento del contrato o proceder a una nueva 
constitución de esta última. 


La adjudicación provisional del contrato podrá 
dejarse sin efecto si el adjudicatario no cumple con 
la constitución de la garantía de cumplimiento de 
contrato, sin perjuicio de la pérdida de la garantía de 
mantenimiento de la oferta previamente constituida 
a favor de la Administración Pública contratante. 


Artículo 27. (Ampliación de garantía de 
cumplimiento del contrato).- En caso de que se 
hagan efectivas sobre la garantía penalidades o in- 
demnizaciones exigibles al adjudicatario, este deberá 
reponer o ampliar aquella, en la cuantía que corres- 
ponda, en el plazo de quince días desde la ejecución, 
incurriendo en caso contrario en causa de resolución. 


Cuando, como consecuencia de una modificación 
del contrato, experimente variación el precio del mis- 
mo, deberá reajustarse la garantía, para que guarde 
la debida proporción con el nuevo precio modificado, 
en el plazo de quince días contados desde la fecha en 
que se notifique al contratante el acuerdo de modi- 
ficación. 


Artículo 28. (Afectación de las garantías 
constituidas).- La garantía de cumplimiento de 
contrato responderá de los siguientes conceptos: 


A) De las sanciones impuestas al contratista. 


B) De la correcta ejecución de las prestaciones 
contempladas en el contrato, de los gastos originados 
a la Administración Pública por la demora del contra- 
tista en el cumplimiento de sus obligaciones, y de los 
daños y perjuicios ocasionados a la misma con motivo 
de la ejecución del contrato o por su incumplimiento. 


C) De la incautación que puede decretarse en los 
casos de resolución del contrato, o de acuerdo con 
lo que en él, en la reglamentación o en esta ley esté 
establecido. 


D) De otros incumplimientos referidos a condicio- 
nes establecidas expresamente en la reglamentación, 
el pliego particular o el contrato. 
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Artículo 29. (Preferencia en la ejecución de 
garantías).- Para hacer efectiva la garantía, la Ad- 
ministración Pública contratante tendrá preferencia 
sobre cualquier otro acreedor, sea cual fuere la natu- 
raleza del mismo y el título del que derive su crédito. 
Cuando la garantía no sea bastante para cubrir las 
responsabilidades a las que está afectada, la Adminis- 
tración Pública contratante procederá judicialmente 
al cobro de la diferencia. 


Artículo 30. (Devolución y cancelación de 
las garantías).- La garantía no será devuelta o can- 
celada hasta que se haya producido el vencimiento 
del plazo de garantía y cumplido satisfactoriamente 
el contrato de que se trate, o hasta que se declare 
la resolución de este sin culpa del contratista. En el 
supuesto de recepción parcial solo podrá el contra- 
tista solicitar la devolución o cancelación de la par- 
te proporcional de la garantía cuando así se autorice 
expresamente en el pliego. En los casos de cesión de 
contratos no se procederá a la devolución o cancela- 
ción de la garantía prestada por el cedente hasta que 
se halle formalmente constituida la del cesionario. 


CAPÍTULO V 
MEDIOS DE IMPUGNACIÓN 


Artículo 31. (Recursos administrativos).- Los 
actos administrativos dictados por la Administración 
Pública contratante en el procedimiento de contrata- 
ción podrán ser impugnados mediante la interposi- 
ción de los recursos administrativos correspondien- 
tes en los términos y condiciones establecidos por las 
normas constitucionales, las disposiciones incluidas 
en la presente ley y demás disposiciones legales que 
regulan la materia en cuanto no contradigan lo esta- 
blecido en la presente ley. 


Estos recursos, salvo aquel que se interponga 
contra la adjudicación definitiva, no tendrán efecto 
suspensivo, excepto que la Administración, por razón 
fundada, disponga lo contrario. 


La Administración Pública podrá disponer el le- 
vantamiento del efecto suspensivo sobre el acto que 
resuelva la adjudicación definitiva cuando, por reso- 
lución fundada, declare que dicha suspensión afecta 
inaplazables necesidades del servicio o le causa gra- 
ves perjuicios. 


CAPÍTULO VI 


APTITUD E INCOMPATIBILIDADES PARA 
CONTRATAR 


Artículo 32. (Aptitud para contratar).- Solo 
podrán contratar con la Administración Pública, en el 
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marco de la presente ley, personas físicas o jurídicas 
nacionales o extranjeras plenamente capaces, que no 
estén comprendidas en una prohibición de contratar 
y que acrediten su solvencia económica, financiera y 
técnica o profesional en los términos y condiciones 
exigidos en cada caso. 


Artículo 33. (Prohibiciones para contratar 
con la Administración).- No podrán asumir la con- 
dición de oferentes o contratantes, por sí o por inter- 
puesta persona, quienes se encuentren comprendi- 
dos en alguna de las siguientes situaciones: 


A) Carecer de capacidad o de legitimación, o estar 
afectado por prohibición, interdicción, inhabilitación 
o impedimentos similares de carácter contractual, le- 
gal, judicial, arbitral o de cualquier otra naturaleza 
para poder contratar con el Estado en general, o con 
la Administración Pública contratante en particular. 


B) Hayan actuado como asesores contratados por 
la Administración Pública contratante, en la imple- 
mentación del proyecto en el que pretenden partici- 
par como potenciales oferentes, siempre que dicha 
participación pueda suponer un trato privilegiado con 
respecto al resto de los potenciales oferentes. 


C) Ser funcionario público dependiente de la Ad- 
ministración Pública contratante o ser una firma, 
empresa o entidad con la cual el funcionario esté 
vinculado por razones de dirección, participación o 
dependencia. 


D) Proceso concursal en trámite del contratista, o 
el concurso hubiera sido calificado como culpable por 
sentencia judicial. 


E) Se hubiere decretado a su respecto dentro de 
los cinco años calendario anteriores, contados desde 
la fecha de la última publicación del llamado público a 
interesados a que refiere el artículo 19 de la presente 
ley, la resolución por incumplimiento de su parte de un 
contrato celebrado con el Estado en general, o con la 
Administración Pública contratante en particular. 


F) Haber sido sancionados por la comisión de in- 
fracciones graves ante la violación de normas labora- 
les o ambientales, siempre que dichas resoluciones se 
encuentren firmes y hubieren sido aplicadas dentro 
de los veinticuatro meses anteriores al llamado públi- 
co a que refiere el artículo 19 de la presente ley. 


Las personas comprendidas en las causales prece- 
dentes no podrán actuar como miembros de un con- 
sorcio oferente o contratante o como subcontratista 
de este, directamente o por intermedio de otra en- 
tidad controlada, vinculada o que forme parte de un 
conjunto económico con ella. 
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Asimismo, las prohibiciones antedichas serán de 
aplicación a aquellos sujetos o entidades que, por 
razón de dirección, participación u otras circunstan- 
cias, pueda presumirse que son una continuación 
o que derivan, por transformación, fusión, cesión o 
sucesión o cualquier otra forma, de aquellas empre- 
sas comprendidas en una o más de las causales antes 
enunciadas. 


CAPÍTULO VII 
INICIATIVA PRIVADA 


Artículo 34. (Competencia para tramitar ini- 
ciativas privadas).- Facúltase a las Administracio- 
nes Públicas a instruir y sustanciar iniciativas priva- 
das para el desarrollo de proyectos de Participación 
Público-Privada comprendidos dentro de sus respec- 
tivos ámbitos de competencia. 


Artículo 35. (Tramitación de proyectos por 
iniciativas privadas).- Las iniciativas privadas 
cuya ejecución, a juicio del proponente, requiera de 
la implementación de un Contrato de Participación 
Público-Privada, serán presentadas ante la Corpora- 
ción Nacional para el Desarrollo, acompañadas de la 
información relativa al proyecto y a su viabilidad ana- 
lizada a nivel de prefactibilidad. 


La información recibida será evaluada técnica- 
mente y remitida a la Administración Pública compe- 
tente, la que resolverá sobre su aceptación, modifica- 
ción o rechazo, sin responsabilidad alguna. 


Artículo 36. (Etapas del procedimiento de 
iniciativa privada).- Aceptada la proposición ini- 
cial, con o sin modificaciones, el proponente deberá 
elaborar y presentar el estudio de factibilidad del pro- 
yecto de acuerdo al alcance establecido por el artícu- 
lo 16 de la presente ley, dentro del plazo que fije la 
reglamentación y conforme a los requerimientos que 
disponga la Administración Pública. 


Una vez obtenido el informe a que se refiere el 
artículo 18 de la presente ley, la Administración Pú- 
blica contratante podrá realizar el llamado público a 
interesados a que refiere el artículo 19 de la presente 
ley y continuará con los procedimientos de selección 
y contratación establecidos en la presente ley. 


Artículo 37. (Derechos del proponente).- El 
proponente de una iniciativa privada gozará de los si- 
guientes derechos y preferencias: 


A) Obtener, una vez realizada la adjudicación de- 
finitiva del contrato, el reembolso de los costos acep- 
tados vinculados con la realización del estudio de fac- 
tibilidad, en caso de que no resultare adjudicatario 
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del proyecto. Dichos costos serán de cargo de quien 
resulte adjudicatario, lo cual deberá informarse en el 
respectivo llamado público. 


B) Obtener una ventaja de hasta el 10% (diez por 
ciento) en la valoración que se realice de su oferta 
respecto de la mejor oferta. Asimismo, el promotor de 
la iniciativa no deberá abonar los pliegos o documen- 
tos descriptivos correspondientes. 


En caso de que por cualquier causa el promotor 
no realice los estudios de factibilidad dentro de los 
plazos establecidos por la reglamentación, la Admi- 
nistración Pública podrá realizarlos por sí o contra- 
tarlos conforme a los procedimientos de contratación 
que corresponda, perdiendo aquel todo derecho a re- 
cibir contraprestación o beneficio alguno. 


Artículo 38. (Confidencialidad de la iniciati- 
va privada).- Toda la información relativa a la inicia- 
tiva privada presentada tendrá carácter confidencial. 
Adoptada por la Administración Pública contratante 
la decisión de efectuar un llamado público para la 
adjudicación del proyecto, la iniciativa quedará trans- 
ferida de pleno derecho a dicha Administración. Si no 
se efectuara el llamado, el promotor de la iniciativa 
mantendrá todos los derechos sobre la misma por un 
período de dos años. 


CAPÍTULO VIII 
CONTROL DE CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO 


Artículo 39. (Competencia de control).- La 
Administración Pública contratante será la com- 
petente para controlar el cumplimiento del contra- 
to, debiendo informar a la Unidad de Proyectos de 
Participación Público-Privada, con una periodicidad 
semestral, el estado de cumplimiento del mismo. Asi- 
mismo, deberá informar a dicha Unidad cualquier 
alteración sustancial o incumplimiento dentro de los 
diez días hábiles de verificada dicha alteración o in- 
cumplimiento. 


Sin perjuicio de los informes a los que refiere el 
inciso precedente, la Unidad de Proyectos de Partici- 
pación Público-Privada podrá solicitar a la Adminis- 
tración Contratante, en cualquier momento y cuando 
lo considere pertinente, toda información o docu- 
mentación relativa al cumplimiento de los contratos, 
así como recomendar la contratación de auditorías 
externas específicas que contribuyan a garantizar el 
correcto seguimiento de los contratos. 


La reglamentación establecerá el alcance, la for- 
ma y el contenido de los informes, los que deberán 
incluir aspectos técnicos, comerciales, ambientales y 
económicos-financieros, entre otros. 
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Artículo 40. (Áreas objeto de control).- Los 
controles a ejercer por la Administración Pública con- 
tratante abarcarán los aspectos técnicos, operativos, 
legales, económicos, financieros, contables, y am- 
bientales conforme a lo que disponga la reglamenta- 
ción y el correspondiente contrato. 


Artículo 41. (Instrumentos para el ejercicio 
de competencias de control).- La Administración 
Pública contratante tendrá amplias facultades de 
control y podrá utilizar diferentes instrumentos para 
el ejercicio de funciones tales como requerimientos 
de información, auditorías externas, evaluación de 
desempeño, inspecciones y peritajes. A estos efectos, 
el contratista quedará obligado a proporcionar, a re- 
querimiento de la Administración Pública contratan- 
te, toda la información y documentación relativa al 
cumplimiento del contrato que esta le requiera, sin 
poder oponer a su respecto el secreto comercial. 


CAPÍTULO IX 
RÉGIMEN SANCIONATORIO 


Artículo 42. (Régimen sancionatorio).- Los 
contratos suscritos para el desarrollo de proyectos 
de Participación Público-Privada deberán estable- 
cer las sanciones aplicables para los distintos casos 
de incumplimiento o cumplimiento defectuoso de la 
prestación objeto del mismo, así como los factores 
agravantes o atenuantes en caso de corresponder. Las 
sanciones se graduarán en función de la gravedad y 
de la reiteración de los incumplimientos, pudiéndose 
llegar a la rescisión del contrato. 


Artículo 43. (Régimen general de aplicación 
de sanciones).- La determinación de las sanciones 
aplicables tendrá lugar bajo los principios de legali- 
dad, debido proceso, igualdad, proporcionalidad, ge- 
neralidad y adecuación al fin. 


La aplicación de tales sanciones procederá sin 
perjuicio de las responsabilidades administrativas, ci- 
viles o penales que pudieren corresponder al contra- 
tista frente a la Administración Pública contratante o 
frente a terceros, que hayan sido perjudicados como 
consecuencia del incumplimiento. 


Las sanciones dispuestas por la Administración 
Pública contratante se harán efectivas de inmedia- 
to, sin perjuicio de las acciones a que tenga derecho 
el contratista en el marco de los procedimientos de 
solución de controversias y recursos previstos en la 
ley, en la reglamentación o en el contrato, así como 
independientemente del cumplimiento de la resolu- 
ción administrativa que impusiere al contratista una 
determinada obligación de dar, hacer o no hacer con- 
forme a lo previsto en la normativa. 
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Artículo 44. (Indemnización por daños y 
perjuicios).- Cuando el contrato se resuelva por in- 
cumplimiento del contratista, este deberá indemni- 
zar a la Administración Pública contratante los daños 
y perjuicios ocasionados. La indemnización se hará 
efectiva, en primer término, sobre la garantía que se 
hubiese constituido, sin perjuicio de la subsistencia 
de la responsabilidad del contratista en lo que refiere 
al importe que exceda del de la garantía incautada. 


Artículo 45. (Medidas cautelares).- Una vez 
iniciado el procedimiento sancionatorio, la Adminis- 
tración Pública contratante podrá solicitar al Juez 
competente la imposición de medidas cautelares 
necesarias para asegurar la eficacia de la resolución 
sancionatoria, sin requerirse para ello la prestación 
de contracautela. 


Artículo 46. (Derecho de retención).- La Ad- 
ministración Pública contratante podrá retener de los 
pagos que en virtud del contrato le correspondiera 
realizar, las sumas necesarias para hacer efectivo el 
cobro de las sanciones pecuniarias impuestas. 


CAPÍTULO X 
MODIFICACIONES Y CESIÓN DEL CONTRATO 


Artículo 47. (Modificaciones del contrato 
por la Administración).- El Contrato de Participa- 
ción Público-Privada podrá reconocer la potestad de 
la Administración contratante de modificar el contra- 
to, estipulándose los aspectos concretos del contrato 
susceptibles de tal modificación, las contraprestacio- 
nes que en su caso correspondan, así como el monto 
máximo de la inversión adicional que las modifica- 
ciones podrán requerir y el plazo dentro del cual la 
potestad podrá ser ejercida. 


Pactada que sea la potestad referida en el inciso 
anterior, la Administración Pública contratante -pre- 
vio informe de la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto, del Ministerio de Economía y Finanzas e in- 
tervención del Tribunal de Cuentas- podrá proceder a 
la modificación de las características o la cuantía de 
las obras o de los servicios contratados, para mejorar 
o incrementar los niveles de servicios o estándares 
técnicos establecidos en los pliegos de condiciones 
y en el contrato, o por otras razones de interés pú- 
blico debidamente fundadas, sin afectar con ello las 
condiciones sustanciales del contrato. El contratista 
tendrá derecho a la compensación económica que 
corresponda por los costos adicionales netos en que 
incurriere por tal concepto. 


En todo caso, el monto máximo de las nuevas in- 
versiones o del gasto del servicio, requeridas por las 
modificaciones dispuestas conforme al inciso ante- 


CÁMARA DE SENADORES 


6 de julio de 2011 


rior, no podrá exceder del 20% (veinte por ciento) del 
presupuesto de la obra o del gasto en operación acor- 
dado en el contrato original. 


Artículo 48. (Modificaciones previstas en el 
contrato).- El Contrato de Participación Público-Pri- 
vada podrá establecer condiciones, cumplidas las cuales 
las partes podrán acordar su revisión. Podrán asimismo 
estipular los aspectos del contrato alcanzados por ella y 
prever soluciones entre las cuales podrán optar al mo- 
dificar el contrato, el monto máximo de la inversión adi- 
cional que las modificaciones podrán requerir y el plazo 
dentro del cual la revisión podrá acordarse. 


En todo caso, el monto máximo de estas nuevas 
inversiones no podrá exceder del 50% (cincuenta por 
ciento) del presupuesto de la obra o del gasto en ope- 
ración conforme al contrato original, y en la etapa de 
construcción dicho porcentaje no podrá exceder del 
30% (treinta por ciento). 


Artículo 49. (Renegociación de los contra- 
tos).- Sin perjuicio de lo previsto en el artículo an- 
terior, y aun en ausencia de tal previsión, cualquiera 
de las partes podrá requerir a la otra la renegociación 
del Contrato de Participación Público-Privada cuando 
ocurra alguna de las siguientes hipótesis: 


A) Cuando la Administración Pública contratante 
modifique, por razones de interés público, los pará- 
metros de costos y beneficios previstos al contratar, y 
se cumplan todos los siguientes requisitos: 


D Que la modificación ocurra con posterioridad 
a la firma del contrato y no haya podido ser razona- 
blemente prevista por el contratista al tiempo de su 
celebración. 


ID Que la modificación altere significativamente 
la ecuación económico-financiera resultante del con- 
trato al tiempo de su celebración. 


IID Que la modificación sea relevante específica- 
mente en el ámbito del contrato, y no sea producida 
por medidas que procuren un efecto económico-fi- 
nanciero de alcance general. 


B) Cuando causas de fuerza mayor no previstas al 
celebrarse el contrato determinaran en forma direc- 
ta la ruptura sustancial de la ecuación económico- 
financiera resultante del contrato al tiempo de su 
celebración. 


C) Cuando se produzca alguno de los supuestos 
previstos en el contrato como condición de su revi- 
sión conforme al artículo 48 de la presente ley, y las 
partes no lleguen a un acuerdo sobre las modificacio- 
nes del contrato. 
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Si alguna de las partes no accediera a la renego- 
ciación, o las partes no llegaran a un acuerdo en las 
negociaciones, cualquiera de ellas podrá reclamar 
jurisdiccionalmente una indemnización de conformi- 
dad con el artículo 54 de la presente ley. 


Artículo 50. (Cesión y subcontratación).- El 
contratista podrá ceder total o parcialmente el Con- 
trato de Participación Público-Privada a un tercero, 
con la autorización previa y expresa de la Adminis- 
tración Pública contratante, la que deberá verificar 
que el cesionario reúne los requisitos y condiciones 
necesarias. La cesión podrá proceder siempre que 
las cualidades técnicas o personales del cedente no 
hayan sido razón determinante para su adjudicación. 
Producida la cesión, el cesionario quedará subrogado 
en todos los derechos y obligaciones que correspon- 
dan al cedente. 


El contratante podrá subcontratar a terceros las 
prestaciones puestas a su cargo, salvo que el contra- 
to o los pliegos dispongan lo contrario o que por su 
naturaleza y condiciones se deduzca que aquel ha de 
ser ejecutado directamente por el adjudicatario. La 
reglamentación establecerá los requisitos que debe- 
rán cumplirse en materia formal, sustancial y proce- 
dimental. 


CAPÍTULO XI 


EXTINCIÓN DEL CONTRATO Y SOLUCIÓN DE 
CONTROVERSIAS 


Artículo 51. (Extinción de los contratos).- 
Los Contratos de Participación Público-Privada se 
extinguirán por las siguientes causales: 


A) Cumplimiento del contrato conforme a los tér- 
minos del mismo y a satisfacción de la Administración 
Pública contratante de la totalidad de la prestación. 


B) Vencimiento del plazo señalado para su vigen- 
cia o el de sus prórrogas. 


C) Resolución unilateral y anticipada del contrato 
por incumplimiento del contratista. 


D) Rescate dispuesto por la Administración Públi- 
ca contratante, por razones de interés público, en los 
términos previstos en la reglamentación y el respec- 
tivo contrato. 


E) Imposibilidad de cumplimiento como conse- 
cuencia de medidas adoptadas por el Estado. 


F) Imposibilidad del cumplimiento del contrato 
como consecuencia de un proceso concursal respecto 
del contratista. 


CÁMARA DE SENADORES 


283-C.S. 


G) Acaecimiento de cualquier causal que inhabili- 
te al contratista el efectivo cumplimiento de su pres- 
tación. 


H) Imposibilidad de cumplimiento por el contra- 
tista como consecuencia de la existencia de fuerza 
mayor o caso fortuito. Si el caso fortuito o evento de 
fuerza mayor afectare solo el cumplimiento de algu- 
nas de las obligaciones del contrato, o de aquellas vin- 
culadas a parte de la inversión comprometida, y en la 
medida que las demás obligaciones del contrato sean 
susceptibles de cumplimiento separado, las partes 
deberán acordar, de acuerdo a lo definido en las bases 
de concursos, el ajuste de las estipulaciones jurídicas, 
técnicas y económicas del contrato, para adecuarlo al 
cumplimiento de las obligaciones subsistentes. 


D) Mutuo acuerdo entre la Administración Pública 
contratante y el contratista. 


J) En los demás casos expresamente previstos en 
el contrato correspondiente. 


Artículo 52. (Intervención por la Adminis- 
tración Pública contratante).- Si se dispusiera 
la resolución unilateral y anticipada del Contrato de 
Participación Público-Privada por incumplimiento 
del contratista, o si ocurriera el abandono del proyec- 
to por el contratista, la Administración Pública con- 
tratante podrá hacerse cargo, por el tiempo que sea 
necesario, de la construcción o explotación de la ins- 
talación a efectos de asegurar la prestación eficiente, 
eficaz e ininterrumpida del servicio. 


A tales efectos, la Administración Pública contra- 
tante designará un interventor, que tendrá las facul- 
tades necesarias para asegurar el cumplimiento de 
los objetos del contrato. El interventor responderá 
civil, penal y administrativamente por las acciones u 
omisiones dolosas o culposas en que incurriere en el 
ejercicio del cargo. 


La intervención no podrá extenderse por un plazo 
superior a veinticuatro meses. En ese lapso, la Ad- 
ministración deberá resolver sobre la continuidad o 
cese de las actividades objeto del contrato; y en el 
primer caso, procediendo a una nueva adjudicación 
conforme a los artículos 19 y siguientes de la presen- 
te ley, o bien mediante la subasta pública prevista en 
el artículo 58, o en su caso asumiendo por sí misma 
esas actividades por sus propios medios y mediante 
las expropiaciones procedentes conforme a derecho, 
si correspondieran. 


Artículo 53. (Término anticipado del con- 
trato).- A efectos de dar el horizonte temporal nece- 
sario para la realización de nuevas inversiones y del 
adecuado mantenimiento y con el fin de garantizar 
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la continuidad de la calidad de la prestación de los 
servicios, el contratista y la Administración Pública 
contratante podrán acordar la realización de un nue- 
vo llamado público dentro de un período no mayor a 
los cinco años previos a la finalización del contrato. 
El proceso deberá cumplir con los requisitos forma- 
les, sustanciales y de procedimiento contenidos en la 
presente ley en lo que corresponda y de acuerdo a lo 
que establezca la reglamentación. 


Si el contratista no resultara adjudicatario del 
nuevo llamado, el contrato se extinguirá y será com- 
pensado por el plazo restante, en los términos que 
determine la reglamentación y el contrato. 


Artículo 54. (Solución de controversias).- 
Para la solución de los conflictos que surjan con moti- 
vo de la aplicación, interpretación, ejecución, cumpli- 
miento y extinción de los contratos celebrados en el 
marco de la presente ley, las partes deberán recurrir 
al arbitraje. 


Los árbitros serán designados de común acuerdo 
por las partes o, en su defecto, de acuerdo a lo dis- 
puesto por el artículo 480 del Código General del Pro- 
ceso y deberán fallar de acuerdo a derecho. El laudo 
del Tribunal Arbitral será inapelable. 


CAPÍTULO XII 


GARANTÍAS EN BENEFICIO DE LOS 
ACREEDORES Y SUBASTA EXTRAJUDICIAL DEL 
CONTRATO 


Artículo 55. (Garantías en beneficio de 
acreedores).- El contratista de un proyecto de Parti- 
cipación Público-Privada podrá constituir, en benefi- 
cio de sus acreedores en virtud de la ejecución de ese 
contrato, prendas sobre los flujos de fondos futuros 
a generarse en el proyecto, así como fideicomisos de 
garantía, y todo otro tipo de garantías personales o 
reales sobre sus bienes y derechos actuales o futuros, 
todo conforme a la legislación vigente. 


Artículo 56. (Prenda de los derechos emer- 
gentes del Contrato de Participación Público- 
Privada).- El contratista de un proyecto de Parti- 
cipación Público-Privada podrá celebrar contratos 
de prenda sobre los derechos de que fuere titular 
originados en el Contrato de Participación Público- 
Privada y sobre los bienes incorporados a su eje- 
cución, exclusivamente para garantizar el cumpli- 
miento de sus obligaciones con los financistas de la 
obra, de su operación o mantenimiento, así como 
las que resulten de un fideicomiso constituido a ta- 
les efectos. 
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El contrato se documentará en escritura pública o 
en documento privado con firmas certificadas nota- 
rialmente, y se regirá por las disposiciones de la Ley 
N* 17.228, de 7 de enero de 2000, sobre la prenda sin 
desplazamiento en todo lo no previsto en la presente 
ley. 


La constitución del derecho real requerirá la noti- 
ficación a la Administración contratante y la inscrip- 
ción en el registro respectivo. 


Artículo 57. (Pretensión de ejecución de la 
prenda).- El acreedor prendario del contratista de 
un Contrato de Participación Público-Privada tendrá 
derecho a ejecutar la prenda, ya sea porque la obli- 
gación garantizada no hubiera sido satisfecha total o 
parcialmente a su vencimiento, o cuando se hubiera 
dispuesto la resolución del contrato por incumpli- 
miento del contratista. 


En ambos casos el acreedor prendario deberá 
notificar a la Administración Pública contratante su 
pretensión de ejecutar la prenda. Cuando la ejecu- 
ción se origine en la resolución del contrato por in- 
cumplimiento del contratista, esa notificación de la 
pretensión de ejecutar la prenda deberá ocurrir den- 
tro de los diez días siguientes al de la notificación al 
acreedor de la decisión de resolver el contrato. 


Artículo 58. (Ejecución extrajudicial de la 
prenda).- La ejecución de la prenda otorgada por 
el contratista conforme a los artículos anteriores se 
realizará en forma extrajudicial por la Administración 
Pública contratante, mediante subasta pública. 


A tal efecto, la Administración contratante convo- 
cará en forma pública a los interesados en participar 
en la subasta, de conformidad con lo que establezca 
la reglamentación o de acuerdo a lo estipulado en el 
pliego de condiciones o en el Contrato de Participa- 
ción Público-Privada. La Administración autorizará 
esa participación siempre que el postulante cumpla 
los requisitos exigidos a los oferentes en el proce- 
dimiento de selección del contratista que originó el 
contrato de que se trata; si el Contrato de Participa- 
ción Público-Privada estuviere parcialmente cumpli- 
do, será suficiente que el postulante cumpla los re- 
quisitos correspondientes a los aspectos del objeto del 
contrato pendientes de cumplimiento. 


El mejor postor en la subasta pública extrajudi- 
cial quedará subrogado en la posición del contratista 
hasta completar el plazo del contrato o sus prórrogas 
si correspondieran conforme a derecho, asumiendo 
los mismos derechos y obligaciones del contratista 
original, tanto frente a la Administración como a su 
acreedor prendario si subsistieran deudas garantiza- 
das por la prenda. 
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Todo el producido de la subasta, deducidos los gas- 
tos que hubiera ocasionado, serán destinados al pago 
de los créditos del acreedor prendario. Si existiera 
un remanente, quedará a disposición del contratista 
originario. Si resultara un saldo impago del crédito 
del acreedor prendario, el adjudicatario de la subas- 
ta deberá asumir también la obligación de cancelarlo 
en los plazos pactados originariamente o en los que 
acuerde con el acreedor. 


Si ningún interesado fuere autorizado a participar 
en la subasta extrajudicial por razones fundadas, o si 
no hubiera ofertas aceptables en la subasta pública, el 
acreedor prendario podrá ejercer sus derechos contra 
su deudor en la vía jurisdiccional que corresponda 
conforme al derecho común, y la Administración de- 
berá proceder conforme a lo establecido en el inciso 
tercero del artículo 52 de la presente ley. 


CAPÍTULO XIII 
DISPOSICIONES VARIAS 


Artículo 59. (Expropiaciones).- A los efectos 
de lo previsto en el artículo 32 de la Constitución de 
la República, se declaran de utilidad pública las ex- 
propiaciones de bienes inmuebles destinados a ejecu- 
ción de proyectos de Participación Público-Privada. 


Decláranse de utilidad pública y comprendidos 
en el artículo 4” de la Ley N* 3.958, de 28 de mar- 
zo de 1912 y sus modificativas, los bienes inmuebles 
destinados a ejecución de proyectos de Participación 
Público-Privada definidos en el artículo 3% de la pre- 
sente ley, quedando por tanto sujetos a expropiación. 


Artículo 60. (Exposición contable).- El trata- 
miento contable de las obligaciones emergentes de un 
Contrato de Participación Público-Privada depende- 
rá de la existencia de una transferencia significativa 
de riesgos comerciales en la fase de construcción y 
operación, esto es cuando los pagos a cargo de la Ad- 
ministración Pública dependan de la disponibilidad 
y calidad de servicio o de la demanda, conforme al 
informe realizado de acuerdo a lo dispuesto en el ar- 
tículo 18 de la presente ley. 


Cuando exista transferencia de riesgo, los pagos al 
contratista por concepto de inversión realizada deberán 
incluirse en el presupuesto de inversión correspondien- 
te al ejercicio fiscal en que deba realizarse el mismo. 


Siempre que la Administración Pública contra- 
tante sea un Inciso del Presupuesto Nacional, se in- 
cluirán los pagos dentro del Presupuesto de Inversio- 
nes del Inciso 24 “Diversos Créditos” y se deducirá 
el equivalente del crédito de Inversiones del Inciso 
contratante. 
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En aquellos casos en que no exista una transfe- 
rencia significativa de riesgos comerciales en la fase 
de construcción y operación, el componente de la in- 
versión será considerado gasto presupuestario dentro 
de la Administración Pública contratante correspon- 
diente, en la medida que la inversión se devengue 
y los pagos diferidos a su cargo serán considerados 
como un pasivo. 


La Contaduría General de la Nación deberá llevar 
en forma identificable el registro de pasivos firmes y 
contingentes correspondientes a Contratos de Parti- 
cipación Público-Privada e informar en cada instan- 
cia de Rendición de Cuentas, el monto estimado de 
los mismos en forma separada de la Deuda Pública, 
como asimismo la inversión ejecutada por Ejercicio 
Fiscal y por Inciso del Presupuesto. 


Artículo 61.- Los Ministerios u organismos ante 
los cuales se encuentren en trámite iniciativas priva- 
das presentadas al amparo previsto en los artículos 19 
y 20 de la Ley N* 17.555, de 18 de setiembre de 2002, 
para la construcción de obras de infraestructura de 
acuerdo a lo previsto en el artículo 3% de la presente 
ley, deberán trasladar las mismas, junto a todos sus 
antecedentes, a la Corporación Nacional para el De- 
sarrollo, en un plazo perentorio de treinta días corri- 
dos a partir de la vigencia de la presente ley. 


En caso que el Ministerio u organismo no proceda 
del modo indicado dentro del plazo previsto, se en- 
tenderá que la iniciativa privada ha sido rechazada. 


Artículo 62. (Tope de los pasivos firmes o 
contingentes y de los pagos a los contratistas).- 
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 60 de la 
presente ley, a partir de enero de 2011 y hasta tan- 
to no se apruebe una nueva ley, el total de pasivos 
firmes y contingentes originados por Contratos de 
Participación Público-Privada, calculado a valor pre- 
sente neto, no podrá exceder el 7% (siete por ciento) 
del Producto Bruto Interno (PBI) del año inmediato 
anterior. Por su parte, los compromisos anuales con 
los contratistas privados, originados por Contratos de 
Participación Público-Privada, no podrán exceder el 
5%o (cinco por mil) del PBI del año inmediato ante- 
rior. A los efectos del cumplimiento de dichos topes, 
la selección de los proyectos se realizará consideran- 
do los análisis de valor por dinero y su contribución 
a los lineamientos estratégicos fijados por el Poder 
Ejecutivo. 


En el caso de los Gobiernos Departamentales, 
podrán comprometerse parte de los fondos aprobados 
para cada Gobierno Departamental en el marco del 
presupuesto aprobado según lo establecido en el 
artículo 214 de la Constitución de la República. 
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A los efectos del control del tope establecido, los 
pasivos firmes o contingentes contraídos en moneda 
distinta al dólar de los Estados Unidos de América, 
serán valuados al tipo de cambio interbancario ven- 
dedor vigente al cierre del último día hábil del ejer- 
cicio precedente para los contraídos con anterioridad 
a dicha fecha, y al tipo de cambio interbancario ven- 
dedor vigente al momento de su contratación si esta 
hubiera ocurrido en el mismo ejercicio. Igual criterio 
se utilizará cuando se trate de unidades indexadas, a 
partir de los arbitrajes definidos por el Banco Central 
del Uruguay. 


La evolución de dichos topes así como un resumen 
de los contenidos del registro previsto por el artículo 
14 de la presente ley deberá informarse anualmente a 
la Asamblea General, en cada Rendición de Cuentas. 


Artículo 63.- La presente ley entrará en vigencia 
a los treinta días de su promulgación y será aplicable 
a los procedimientos de contratación en el marco de 
proyectos de Participación Público-Privada, iniciados 
con posterioridad a dicha fecha. 


La presente ley podrá ser aplicada a aquellos pro- 
yectos de Participación Público-Privada iniciados con 
anterioridad a su vigencia, siempre que se cumplan 
todos los requisitos en la misma.” 


SEÑOR BARÁIBAR.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Creo que hemos dado un 
paso muy importante en este tema, aunque, lógica- 
mente, no es el último, porque este proyecto de ley 
tiene que volver a la Cámara de Representantes y 
tanto nuestros Legisladores como los de los demás 
partidos políticos tendrán el derecho de examinar li- 
bremente las modificaciones que hemos introducido 
en el Senado, sin perjuicio de que todas apuntan a 
mejorar y perfeccionar el proyecto y no a introducir 
modificaciones de fondo. 


Al mismo tiempo, quiero señalar que durante el de- 
bate de este proyecto de ley hubo intervenciones muy 
generales de carácter político, manifestándose que la 
posición de nuestro partido ha sido diferente a la que 
sostuvimos en el pasado. No quiero hacer alusiones po- 
líticas pero siento -y creo que también hablo en nombre 
de la señora Senadora Dalmás- que tuvimos una par- 
ticipación muy activa en pro del referéndum del año 
1992 sobre las empresas públicas y en aquel momen- 
to manifestamos algo que es absolutamente coherente 
con lo que hoy hemos votado. No hay un cambio de 
posición ni contradicción porque lo que en aquel caso 
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se estaba habilitando era la expropiación de “las joyas 
de la corona” -digo bien: “las joyas de la corona”- por la 
sociedad entre el Estado y los privados y no la construc- 
ción de nuevos proyectos, que es lo que hoy se estable- 
ce. Por eso es muy distinto asociarse a lo que ya está en 
el Estado, sobre todo para aquellos sectores que tienen 
un mayor rendimiento, poder de lucro y de ganancia 
que lo que puedan obtener, según las derivaciones que 
puedan darse, a través de este proyecto de ley que aso- 
cia al Estado para la construcción de nuevos proyectos. 
Creo que es una diferencia sustancial, medular, con 
relación al proyecto del año 1992. Dicho sea de paso, 
el referéndum del 13 de diciembre de 1992 fue votado 
por el 72% de los ciudadanos, muchos más que los que 
integramos el Frente Amplio. ¡Ojalá algún día llegue- 
mos al 72%, pero por ahora no es así! Esto quiere decir 
que mucha gente proveniente de otros partidos lo votó. 


Estas son las consideraciones que quería hacer y 
en aras de abreviar el debate que felizmente hemos 
terminado, reconozco la contribución de todos los le- 
mas aquí presentes. 


Muchas gracias. 


17) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de dos 
asuntos entrados fuera de hora. 


(Se da de los siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “La Cámara de Representantes remite aprobado 
un proyecto de ley por el cual se autoriza la salida del 
país de una delegación deportiva de la Comisión de 
Deportes de las Fuerzas Armadas entre el 8 y 27 de 
julio de 2011, a fin de participar en los Quintos Jue- 
gos Mundiales Militares a realizarse desde el día 13 
hasta el 24 de julio del corriente, en la ciudad de Río 
de Janeiro, República Federativa del Brasil. 

- ALA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


Asimismo remite copia de la versión taquigráfica 
de las palabras pronunciadas por el señor Represen- 
tante José Andrés Arocena, relacionadas con la situa- 
ción del Instituto Nacional de Vitivinicultura. 

- ALA COMISIÓN DE GANADERÍA, AGRICULTU- 
RA Y PESCA.” 


18) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de un pro- 
yecto presentado. 


(Se da del siguiente:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Jorge Saravia presenta, con 
exposición de motivos, un proyecto de ley por el cual 
Uruguay adhiere al “Año Internacional de las Coope- 
rativas” proclamado por la Organización de Naciones 
Unidas, a celebrarse en el año 2012”. 


- ALA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 

(Texto del proyecto de ley presentado:) 

“Año Internacional de las Cooperativas 
Exposición de Motivos 


Por medio de la Resolución 64/134, aprobada por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas con el 
voto afirmativo de representantes de 55 países, se 
proclamó el año 2012 como “Año Internacional de las 
Cooperativas”. 


A través de dicha disposición se insta a los Es- 
tados Miembros, a que aprovechen ese período para 
promover las entidades cooperativas y aumentar la 
conciencia sobre su contribución a la evolución del 
ser humano sustentada en principios solidarios. 


Desde esa matriz solidaria, las cooperativas, en 
sus más diversas formas, fomentan la máxima partici- 
pación de las personas, cualquiera sea su condición, 
y trabajan para el desarrollo económico y social. Por 
ese motivo es que, cada vez con más frecuencia, estas 
instituciones, constituyen un factor clave en la lucha 
por la erradicación de la pobreza. 


En 1992 la Asamblea General de las Naciones Uni- 
das proclamó la necesidad de conmemorar interna- 
cionalmente un día anual de las cooperativas. Éste se 
celebra el primer sábado del mes de julio de cada año. 


Esta celebración internacional, implica el reco- 
nocimiento del cooperativismo como un factor indis- 
pensable para mejorar la calidad de vida de los pue- 
blos y dotar de mayor eficiencia a la economía de las 
naciones. 


También, se han manifestado en el mismo sentido, 
la Organización Internacional del Trabajo, las Nacio- 
nes Unidas y las normas jurídicas fundamentales de 
la mayoría de los países iberoamericanos. 


La Organización Internacional del Trabajo (OIT) 
saludó con beneplácito la proclamación del 2012 
como el “Año Internacional de las Cooperativas”. En 
un comunicado, la OIT señaló que “las cooperativas 
tienen un papel fundamental en la promoción del 
desarrollo socioeconómico de cientos de millones de 
personas en todo el mundo, especialmente en tiem- 
pos de crisis”. 
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Dicha organización internacional, expresó que 
la proclamación dispuesta por la ONU, es también 
“un reconocimiento a la labor de este tipo de organi- 
zaciones en la lucha contra la pobreza, el desarrollo 
sostenible, y la creación de empleos. Agregó que ac- 
tualmente las cooperativas dan trabajo a más de 100 
millones de personas”. 


Estamos seguros de que el 2012, Año Interna- 
cional de las Cooperativas, servirá para impulsar al 
movimiento cooperativo mundial junto con la Alianza 
Cooperativa Internacional (ACT) para crear una cam- 
paña global a través de eventos destacados en todo el 
mundo y de mensajes específicos que será utilizado 
para promover el modelo cooperativo. 


Este hecho, que muestra el grado de compromiso 
con estas entidades, fomentará el trabajo en conjun- 
to del movimiento cooperativo con los gobiernos para 
contribuir a crear mayores medios de vida en los más 
diversos sectores económicos y zonas urbanas y ru- 
rales. 


Una de las tareas que tiene por delante el movi- 
miento, es aumentar la conciencia del público sobre 
el aporte de las cooperativas en la generación de em- 
pleo. Para ello, las Naciones Unidas promoverán una 
labor amplia de investigación y reunión de datos esta- 
dísticos sobre las actividades de las cooperativas, y su 
efecto socioeconómico global, como así también en el 
empleo; tanto a escala nacional como internacional, 
y fomentará también la formulación de políticas na- 
cionales, concebidas mediante la armonización de las 
metodologías estadísticas. 


En otro orden, la ONU considera que se debe 
alentar el crecimiento de las cooperativas financieras 
a fin de alcanzar el objetivo de “una financiación in- 
clusiva mediante el acceso fácil a servicios financie- 
ros asequibles para todos”. 


El cooperativismo, que encuentra sus orígenes en 
1844 cuando un grupo de obreros ingleses reunió sus 
intereses en forma legal (el primer almacén coope- 
rativo de Rochadle), con auto imposición de reglas 
basadas en la solidaridad, es una asociación autóno- 
ma de personas que se unen voluntariamente para 
satisfacer sus necesidades y aspiraciones económi- 
cas, sociales y culturales comunes por medio de una 
empresa de propiedad conjunta democráticamente 
gestionada. 


Las cooperativas se basan en los valores de au- 
toayuda, auto responsabilidad, democracia, igualdad, 
equidad y solidaridad. En la tradición de los funda- 
dores, los socios de las cooperativas sostienen valores 
éticos de honestidad, apertura, responsabilidad social 
y preocupación por los demás. 
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Para nuestro país que aún no tiene dos siglos de 
vida independiente contar con más de cien años de 
antecedentes cooperativos puede considerarse un he- 
cho significativo, uno de cada cuatro uruguayos está 
vinculado de alguna manera al sistema cooperativo 
reafirma aún más la importancia nacional de este 
sector. 


Son muchos los hechos que han ido pautando 
el crecimiento y consolidación del cooperativismo, 
contando hoy con una gran confederación de 
alcance nacional, varias organizaciones de segundo 
grado por modalidad y con más de 1.200 entidades 
cooperativas. 


El movimiento cooperativo reconoce en sus orí- 
genes, evolución y desarrollo, una vinculación muy 
clara con los movimientos sociales. En particular 
gremios, sindicatos, diversas organizaciones labora- 
les, etc. 


Vemos como en las diferentes formas cooperativas 
que se adoptan en Uruguay, esta vinculación con lo 
gremial es recurrente, tanto a nivel de trabajadores 
urbanos asalariados (consumo, producción, ahorro y 
crédito, vivienda), como con las organizaciones gre- 
miales de pequeños y medianos productores rurales 
(cooperativas agrarias, ahorro y crédito, etc.) 


A diferencia de otros movimientos sociales o eco- 
nómicos, el cooperativismo uruguayo ha tenido un 
nacimiento y un desarrollo muy marcado en el inte- 
rior del país. Lo demuestra el hecho de que, dejando 
de lado las cooperativas de vivienda que tienen una 
fuerte concentración capitalina, las cooperativas en 
el interior son aproximadamente el 70% del total, 
cuando la mitad de la población del país se encuentra 
en Montevideo. 


Señor Presidente, por las razones expuestas es 
que solicitamos la aprobación del presente proyecto 
de ley. 

Proyecto de ley 


Artículo 1%.- La República Oriental del Uruguay 
adhiere al “Año Internacional de las Cooperativas” 
proclamado por la Organización de la Naciones Uni- 
das, a celebrarse en el año 2012. 


Artículo 2”.- Invítase a los poderes del Estado, a 
los gobiernos municipales, establecimientos educativos, 
entidades cooperativas, organizaciones no gubernamen- 
tales, demás organizaciones y asociaciones, a: 


a) Promover el cooperativismo y aumentar la con- 
ciencia sobre su contribución al desarrollo económico 
y social. 
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b) Promover, fomentar, facilitar e impulsar la rea- 
lización de conferencias, seminarios, charlas, cum- 
bres y eventos sobre el cooperativismo y su influencia 
socioeconómica. 


c) Promover la investigación y recopilación de da- 
tos estadísticos sobre las actividades de las cooperati- 
vas, su aporte al desarrollo socioeconómico nacional y 
regional a efectos de mejor contribuir al tejido en red, 
a nivel global, del movimiento cooperativo. 


d) Prestar colaboración con las organizaciones na- 
cionales e internacionales de cooperativas. 


e) Alentar, fomentar y facilitar el establecimiento 
y el desarrollo de las cooperativas. 


f) Aumentar la conciencia del público sobre la 
contribución de las cooperativas a la generación de 
empleo y al desarrollo socioeconómico. 


g) Elaborar programas destinados a aumentar la 
capacidad de las cooperativas. 


h) Promover el crecimiento de las cooperativas de 
crédito con mirada social. 


1) Tomar medidas que implementen o promuevan 
la investigación, el intercambio de buenas prácticas, 
capacitación, asistencia técnica y fomento de la capa- 
cidad de las cooperativas. 

j) Incluir en los programas de educación básica de 
las escuelas, la realización de clases alusivas al espí- 
ritu del cooperativismo y su influencia en la sociedad. 


Artículo 3".- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 


Jorge Saravia. Senador.” 


19) QUINTOS JUEGOS MUNDIALES MILITARES 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR ABREU.- Respecto del permiso para salir 
del país a una delegación deportiva de las Fuerzas Ar- 
madas, estamos reclamando que los tiempos se orga- 
nicen adecuadamente para que la Comisión estudie 
y se pueda pronunciar. En este caso, seguramente el 
pedido ha venido apremiado por alguna circunstan- 
cia, pero ya empezamos a regularizar el tema en la 
Comisión porque hay otras solicitudes que están sien- 
do analizadas. 
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En virtud de esta urgencia vamos a solicitar que 
se vote dicha solicitud para permitir la salida de esta 
delegación fuera del país. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va votar la moción 
formulada por el señor Senador Abreu, en el sentido 
de que se declare urgente y se trate de inmediato el 
proyecto de ley relativo a la salida del país de una de- 
legación deportiva de las Fuerzas Armadas. 


(Se vota:) 
-24 en 27. Afirmativa. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Quiero dejar constancia de 
que los integrantes del sector “Vamos Uruguay” del 
Partido Colorado hemos sido consecuentes con la 
posición que mantenemos prácticamente desde que 
empezó esta Legislatura, en el sentido de no votar 
estas urgencias referidas a salidas de tropas o con- 
tingentes militares de cualquier naturaleza, porque 
llegan siempre sobre la hora y han convertido el tra- 
tamiento de urgente consideración en el modus ope- 
randi habitual. 


Por supuesto, vamos a votar afirmativamente so- 
bre el fondo del asunto, porque no tenemos inconve- 
niente en hacerlo así, pero una vez más señalamos la 
inconveniencia de esta forma de presentar los temas 
a último momento, obligando a votar las cosas sobre 
tablas, sin previa consideración. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El Senado pasa a 
considerar el asunto cuya urgencia fue votada: 
“Proyecto de ley por el que autoriza la salida del 
país de una delegación deportiva de la Comisión de 
Deportes de las Fuerzas Armadas, entre el 8 y 27 
de julio de 2011, a fin de participar en los Quintos 
Juegos Mundiales Militares. (Carp. N* 604/2011)”. 


(Antecedentes: ) 

“Carp. N* 604/2011. 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 

La Cámara de Representantes de la República 


Oriental del Uruguay, en sesión de hoy, ha sanciona- 
do el siguiente 
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Proyecto de Ley 


Artículo Único.- Autorízase la salida del país en 
el período comprendido entre el 8 y el 27 de julio de 
2011, a una delegación de la Comisión de Deportes 
de las Fuerzas Armadas integrada por setenta y seis 
personas: cincuenta y un señor Oficial en situación 
de actividad, dos señores Oficiales en situación de 
retiro, cinco Cadetes, quince integrantes de Perso- 
nal Subalterno y tres docentes civiles, con equipo y 
accesorios deportivos: 4 fusiles Tanner calibre .308 
Winchester; 4 pistolas Walther GSP calibre .32; 1 
pistola de aire Steyr Sportwaffen; 1.500 cartuchos 
calibre .308 Winchester; 1.500 cartuchos calibre 
.32; 5 espadines, 6 sables y 8 espadas; 8 paracaídas 
Jalbert 282; 8 equinos y 1 minibus Mercedes Benz 
Sprinter, a efectos de participar en los “Quintos Jue- 
gos Mundiales Militares”, a llevarse a cabo desde el 
13 y hasta el 24 de julio del corriente año, en la 
ciudad de Río de Janeiro, República Federativa del 
Brasil. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 5 de julio de 2011. 


Gustavo Espinosa, 2do. Vicepresidente; José 
Pedro Montero, Secretario. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Defensa Nacional 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Relaciones Exteriores 


Montevideo, 8 de junio de 2011. 


Senor Presidente de la Asamblea General 
Contador Danilo Astori 


El Poder Ejecutivo cumple en remitir a ese Cuer- 
po, conforme con lo preceptuado en el numeral 12) 
del artículo 85 de la Constitución de la República, 
el adjunto proyecto de ley por el cual se autoriza la 
salida del país en el período comprendido entre el 8 
y el 27 de julio de 2011, a una delegación deportiva 
de la Comisión de Deportes de las Fuerzas Armadas 
integrada con representantes de las tres Fuerzas, a 
efectos de participar en los “Quintos Juegos Mundia- 
les Militares”, a llevarse a cabo desde el 13 hasta el 
24 de julio del corriente año, en la ciudad de Río de 
Janeiro, República Federativa del Brasil. 


La delegación de nuestro país estará integrada 
por 76 (setenta y seis) personas: 51 (cincuenta y 
un) señores Oficiales en situación de actividad, 
2 (dos) señores Oficiales en situación de retiro, 5 
(cinco) Cadetes, 15 (quince) integrantes de Personal 
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Subalterno y 3 (tres) docentes civiles, con armamento, 
equipo y accesorios deportivos a detallar: 


ARMAMENTO Y MATERIAL: 4 (cuatro) fusiles 
Tanner Semiautomáticos calibre .308 Winchester 
Nros. 12326, 12327, 12328 y 12330; 4 (cuatro) pis- 
tolas Walther GSP Semiautomáticas calibre .32 Nros. 
115845, 115848, 115849 y 133306; 1 (una) pistola 
de aire comprimido Steyr Sportwaffen Nro. 742795; 5 
(cinco) espadines, 6 (seis) sables de esgrima, 8 (ocho) 
espadas de esgrima; 1.500 (mil quinientos) cartuchos 
calibre .308 Winchester, 1.500 (mil quinientos) car- 
tuchos calibre .32; 8 (ocho) paracaídas Jalbert 282. 


ANIMALES: 8 (ocho) caballos. 


VEHÍCULOS: 1 (un) minibus Mercedes Benz 
Sprinter, Matrícula E-422. 


El Consejo Internacional de Deportes Militares 
(CISM) nuclea a ciento treinta y tres Naciones. Des- 
de el año 1995 y cada cuatro años ha organizado los 
Juegos deportivos mundiales, siendo esta quinta edi- 
ción, la primera vez que se efectúa en América. 


Nuestro país es miembro de esta organización 
desde el año 1976 y se ha preparado para la ocasión 
en diez deportes: atletismo, esgrima, tiro, judo, vela, 
deportes ecuestres, pentatlón moderno, taekwondo, 
orientación y paracaidismo. 


Por los fundamentos expuestos, se solicita a ese 
Cuerpo la consideración del adjunto proyecto de ley, 
cuya aprobación se encarece. 


El Poder Ejecutivo saluda al señor Presidente de la 
Asamblea General atentamente. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; Luis 
Rosadilla, Eduardo Bonomi, Luis Almagro. 


Proyecto de Ley 


ARTÍCULO 1RO.- Autorízase la salida del País en el 
período comprendido entre el 8 y 27 de julio de 2011, a 
una delegación de la Comisión de Deportes de las Fuer- 
zas Armadas, integrada por 76 (setenta y seis) personas: 
51 (cincuenta y un) señores Oficiales en situación de ac- 
tividad, 2 (dos) señores Oficiales en situación de retiro, 
5 (cinco) Cadetes, 15 (quince) integrantes de Personal 
Subalterno y 3 (tres) docentes civiles, con equipo y acce- 
sorios deportivos: 4 (cuatro) fusiles Tanner calibre .308 
Winchester, 4 (cuatro) pistolas Walther GSP calibre .32, 
1 (una) pistola de aire Steyr Sportwaffen, 1.500 (mil qui- 
nientos) cartuchos calibre .308 Winchester, 1.500 (mil 
quinientos) cartuchos calibre .32, 5 (cinco) espadines, 
6 (seis) sables y 8 (ocho) espadas, 8 (ocho) paracaídas 
Jalbert 282, 8 (ocho) equinos y 1 (un) minibus Mercedes 
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Benz Sprinter, a efectos de participar en los “Quintos 
Juegos Mundiales Militares”, a llevarse a cabo desde el 
13 hasta el 24 de julio del corriente año, en la ciudad de 
Río de Janeiro, República Federativa de Brasil. 


ARTÍCULO 2DO.- Comuníquese, publíquese y ar- 
chívese. 


Luis Rosadilla, Eduardo Bonomi, Luis Almagro.” 
SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en 
general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo Único.- Autorízase la salida del país en 
el período comprendido entre el 8 y el 27 de julio de 
2011, a una delegación de la Comisión de Deportes 
de las Fuerzas Armadas integrada por setenta y seis 
personas: cincuenta y un señor Oficial en situación 
de actividad, dos señores Oficiales en situación de 
retiro, cinco Cadetes, quince integrantes de Perso- 
nal Subalterno y tres docentes civiles, con equipo y 
accesorios deportivos: 4 fusiles Tanner calibre .308 
Winchester; 4 pistolas Walther GSP calibre .32; 1 pis- 
tola de aire Steyr Sportwaffen; 1.500 cartuchos cali- 
bre .308 Winchester; 1.500 cartuchos calibre .32; 5 
espadines, 6 sables y 8 espadas; 8 paracaídas Jalbert 
282; 8 equinos y 1 minibus Mercedes Benz Sprinter, a 
efectos de participar en los “Quintos Juegos Mundia- 
les Militares”, a llevarse a cabo desde el 13 y hasta el 
24 de julio del corriente año, en la ciudad de Río de 
Janeiro, República Federativa del Brasil”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha quedado sancionado el proyecto de ley, que se 
comunicará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancio- 
nado por ser igual al considerado.) 
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20) ADOLESCENTES INFRACTORES DE LA 
LEY PENAL 


SEÑORA PRESIDENTA.- El Senado pasa a consi- 
derar el asunto que figura en primer término del Orden 
del Día: “Proyecto de ley por el que se modifican los 
artículos 69 y 76 de la Ley N* 17.823, de 7 de setiem- 
bre de 2004 (Código de la Niñez y la Adolescencia), 
relativos a los adolescentes infractores de la ley penal. 
(Carp. N* 588/2011 - Rep. N* 328/2011 - Anexo 1)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 588/2011 
Rep. N* 328/2011 
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La Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado 
el siguiente 


Proyecto de Ley 


Artículo 1”.- Sustitúyese el artículo 69 de la Ley 
N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, Código de la 
Niñez y la Adolescencia, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 69. (Infracciones a la ley penal).- A los 
efectos de este Código son infracciones a la ley penal: 


1) Las acciones u omisiones dolosas consumadas, 
cometidas en calidad de autor o coautor, tipificadas 
por el Código Penal y las leyes penales especiales. 


2) Las acciones u omisiones culposas consuma- 
das, cometidas en calidad de autor, coautor, tipifica- 
das por el Código Penal y las leyes penales especiales, 
cuando el Juez reúna los elementos de convicción 
suficientes, fundados exclusivamente en el desarrollo 
de la personalidad psicosocial del infractor, avalado 
por un equipo técnico, que permita concluir que el 
adolescente disponía la capacidad cognitiva de las po- 
sibles consecuencias de su obrar. 


3) La tentativa y complicidad en el delito de hurto, 
correspondiendo en tal caso la aplicación de medidas 
socioeducativas no privativas de libertad. 


4) La tentativa de infracciones gravísimas a la ley 
penal. 


5) La participación en calidad de cómplice en in- 
fracciones gravísimas a la ley penal”. 


Artículo 2*.- Sustitúyese el numeral 5) (La inter- 
nación provisoria) incluida en el numeral 5) Medidas 
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cautelares del artículo 76 (Procedimiento) de la Ley 
N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, Código de la 
Niñez y la Adolescencia, por el siguiente: 


“5) La internación provisoria. El arresto domicilia- 
rio y la internación provisoria no podrán durar más 
de sesenta días, excepto en los casos de infracciones 
gravísimas a la ley penal establecidos en el artículo 
72 de este Código, en cuyo caso el plazo podrá durar 
hasta noventa días. Transcurrido ese plazo sin que se 
hubiera dictado sentencia de primera instancia, se de- 
berá dejar en libertad al adolescente. Ambas medidas 
cautelares solo pueden aplicarse si la infracción que 
se imputa al adolescente puede ser objeto en definitiva 
de una medida privativa de libertad, de acuerdo con el 
artículo 86, y siempre que ello sea indispensable para: 


A) Asegurar la comparecencia del adolescente a 
los actos procesales esenciales. 


B) La seguridad de la víctima, el denunciante o 
los testigos. 


La internación provisoria se cumplirá en un esta- 
blecimiento especial del Instituto del Niño y Adoles- 
cente del Uruguay”. 


Artículo 3”.- Sustitúyese el numeral 6) Informe 
del equipo técnico del artículo 76 (Procedimiento) de 
la Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, Código 
de la Niñez y la Adolescencia, por el siguiente: 


“6) Informe del equipo técnico. Si el Juez resuelve 
la internación, dispondrá que el equipo técnico del 
establecimiento de internación, en un término que 
no exceda los veinte días dispuesto para la prueba, 
produzca un informe con una evaluación médica y 
psicosocial, el cual se expedirá especialmente sobre 
las posibilidades de convivencia en régimen de liber- 
tad. La falta de este informe no impedirá que el Juez 
dicte la sentencia definitiva”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 8 de junio de 2011. 


Luis Lacalle Pou, Presidente; José Pedro 
Montero, Secretario. 


Comisión de Constitución, Códigos, Legisla- 
ción General y Administración 


Informe 
Señoras y señores Representantes: 
Vuestra Comisión de Constitución, Códigos, Le- 


gislación General y Administración, por unanimidad 
de miembros presentes, tiene a bien informar sobre 
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el proyecto de modificación de los artículos 69 y 76 
de la Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004 (Có- 
digo de la Niñez y de la Adolescencia), en función de 
los aportes recibidos por parte de operadores jurídicos 
ante la “Comisión Especial de la Asamblea General 
para el análisis de la legislación relativa a los temas de 
seguridad y en especial la de los Adolescentes en con- 
flicto con la ley penal” sustentando las modificaciones 
propuestas en la necesidad de adecuar la legislación 
vigente en esta materia. 


La Comisión Especial sobre Seguridad designada 
por la Asamblea General recibió a los distintos ope- 
radores jurídicos (señores Jueces Letrados de Ado- 
lescentes, Fiscales y Defensores de Oficio) quienes 
plantearon desde distintos puntos de vista sus expe- 
riencias y dificultades en la aplicación de algunas nor- 
mas vigentes en materia de adolescentes infractores. 


Por tanto, la Comisión Especial trabajó en el tema, 
estudió y valoró todos los aportes, sugerencias y plan- 
teos vertidos y llegó a la conclusión que era necesario 
adecuar la normativa a la realidad actual e impulsar 
los siguientes cambios: 


1) Incorporar al artículo 69 de la Ley N* 17.823 
(Código de la Niñez y Adolescencia) la tentativa y 
complicidad en el hurto con la aplicación de medidas 
socioeducativas no privativas de libertad. (Artículo 1? 
del proyecto de ley.) 


Se ha entendido razonable incluir la tentativa o 
complicidad en el hurto para permitir de esa forma 
la intervención judicial preceptiva que determinará si 
existe responsabilidad del adolescente involucrado y 
que permitirá al Juez competente aplicar medidas so- 
cioeducativas no privativas de libertad (prestación de 
servicios comunitarios, advertencias, amonestaciones 
o cualquier otra que ayude a ese adolescente a modi- 
ficar futuras conductas delictivas). 


2) Modificar el numeral 5” del artículo 76 de la Ley 
N* 17.823 (internación provisoria) elevando el plazo a 
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90 días para el mantenimiento de arresto domicilia- 
rio o internación provisoria en caso de infracciones 
gravísimas a la ley penal (artículo 72) y ampliando en 
estos casos los plazos de que dispone el Juez para el 
dictado de sentencia. 


En consideración a las sugerencias realizadas por 
los señores Jueces Letrados de Adolescentes, Fiscales 
y Defensores de Oficio respecto a los plazos vigentes 
para resolver la situación procesal de un adolescen- 
te infractor, se entendió adecuado que en casos de 
infracciones gravísimas a la ley penal el plazo pueda 
extenderse de 60 a 90 días. 


3) Modificación en la redacción del numeral 6* del 
artículo 76 de la Ley N* 17.823 estableciéndose que 
la falta de informe de evaluación médica y psicosocial 
a que refiere este numeral no le impide al Juez de la 
causa dictar sentencia definitiva. 


El fundamento de esta modificación es evitar la 
diversidad de criterios que se pueden plantear cuan- 
do al Juez se le vencen los plazos para resolver la si- 
tuación procesal de un adolescente infractor y no re- 
cibe a tiempo el informe técnico, quedando obligado 
a dictar sentencia definitiva aun en casos en que falte 
dicho informe y resolviéndose así el vacío legal que 
existía en este aspecto. 


Por lo expuesto precedentemente, esta Comisión 
aconseja la aprobación del proyecto de ley que se in- 
forma, que actualiza algunos aspectos de la norma 
vigente y permite solucionar las dificultades plantea- 
das por quienes tienen a su cargo la aplicación de la 
misma. 


Sala de la Comisión, 1” de junio de 2011. 


Aníbal Pereyra, Miembro Informante; Daisy 
Tourné, Felipe Michelini, Jorge Orrico, Gustavo 
Cersósimo, con salvedades, Fitzgerald Cantero 
Piali, con salvedades, Gustavo Borsari Brenna, 
con salvedades, Ana Lía Pineyrúa, con salvedades.” 
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Disposiciones Citadas 


Ley N* 17.823, 
de 7 de setiembre de 2004 


(Actualizado al 22 de junio de 2011) 
CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 
CAPÍTULO 1X 
DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES 
1! - De los adolescentes y las infracciones a la ley penal 


Artículo 69. (Infracciones a la ley penal).- A los efectos de este Código son 
infracciones a la ley penal: 


1) Las acciones u omisiones dolosas consumadas, cometidas en calidad de 
autor o coautor, tipificadas por el Código Penal y las leyes penales 
especiales. 


2) Las acciones u omisiones culposas consumadas, cometidas en calidad de 
autor, coautor, tipificadas por el Código Penal y las leyes penales especiales, 
cuando el Juez reúna los elementos de convicción suficientes, fundados 
exclusivamente en el desarrollo de la personalidad psicosocial del infractor; 
avalado por un equipo técnico, que permita concluir que el adolescente 
disponía la capacidad cognitiva de las posibles consecuencias de su obrar. 


3) La tentativa de infracciones gravísimas a la ley penal. 


4) La participación en calidad de cómplice en infracciones gravísimas a la ley 
penal. 


CAPÍTULO X 
Jl - Régimen procesal 


Artículo 76. (Procedimiento).- 
1) Actuaciones previas al proceso. 
A) Cometidos de la autoridad policial. 


Cuando proceda la detención del adolescente conforme a lo establecido en 
el literal C) del artículo 74, la autoridad aprehensora, bajo su más severa 
responsabilidad, deberá: 
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a) Realizar la actuación de modo que menos perjudique a la persona y 
reputación del adolescente. 


b) Poner el hecho de inmediato en conocimiento del Juez, o en un plazo 
máximo de dos horas después de practicada la detención. 


c) Hacer conocer al adolescente los motivos de la detención y los derechos 
que le asisten, especialmente el derecho que tiene de designar defensor. 


d) Informar a sus padres o responsables, como forma de asegurar sus 
garantías y derechos. 


e) Si fuere necesario, antes de conducirlo a la presencia del Juez, hará 
constar lo indispensable para la información de los hechos. 


f) Si no fuere posible llevarlo de inmediato a presencia del Juez, previa 
autorización de éste, deberá conducírselo a la dependencia especializada 
del Instituto Nacional del Menor que corresponda o del Instituto Policial, 
no pudiendo permanecer en este último lugar por más de doce horas. 


g) Los traslados interinstitucionales y a la sede judicial deben estar 
precedidos del correspondiente examen médico. 


B) Cuando el Juez tome conocimiento que el adolescente se encuentra en la 
situación prevista en el artículo 117 de este Código, lo pondrá en 
conocimiento del Juez competente, sin perjuicio de la actuación procesal 
referida a la infracción. 


2) Audiencia preliminar. 


En los casos de infracciones de adolescentes que lo justifiquen, el Juez 
dispondrá, en un plazo que no exceda las veinticuatro horas, la realización de 
una audiencia preliminar donde deberán estar presentes, bajo pena de 
nulidad, el adolescente, su defensor y el Ministerio Público, 


Se procurará la presencia de los padres o responsables. También podrán 


comparecer, si lo aceptaran y no existiera peligro para su seguridad, la 
víctima y testigos. 

El Juez, al interrogarlo, le hará conocer en términos accesibles los motivos de 
la detención y los derechos que le asisten. 


Se dispondrá la inmediata agregación de la partida de nacimiento o la 
acreditación de la edad mediante medios sustitutivos. 


Mediando acuerdo de partes, podrá prescindirse de la agregación inmediata. 
3) Medidas probatorias. 


Durante esta audiencia, el Ministerio Público y la defensa podrán solicitar las 
medidas que estimen convenientes. 


La información deberá recabarse en un plazo que no exceda de los veinte 
días continuos y perentorios, contados a partir de la decisión judicial. 


La prueba se diligenciará en audiencia con las garantías que aseguren el 
debido proceso, incluidos los informes del equipo'técnico, en un plazo que no 
exceda de los veinte días, continuos y perentorios, contados a partir de la 
decisión judicial. 
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En todo lo que le fuere requerido, la Policía prestará colaboración. 
4) Resolución de la audiencia preliminar y medidas cautelares. 
Al culminar la audiencia preliminar el Juez: 
A) Dispondrá las medidas probatorias a que refiere el numeral anterior. 


B) Fijará la audiencia final en un plazo de sesenta días, salvo si decreta como 
medida cautelar el arresto domiciliario o la internación provisoria, caso en 
que dicha audiencia se fijará en un plazo máximo de treinta días. 


C) Decidirá la aplicación de alguna medida cautelar, de acuerdo a lo dispuesto 
en el numeral siguiente. 


5) Medidas cautelares. 


El Juez, a pedido del Ministerio Público, y oída la defensa, dispondrá las 
medidas cautelares necesarias que menos perjudiquen al adolescente. 


Son medidas cautelares: 
1) La prohibición de salir del país. 


2) La prohibición de acercarse a la víctima o a otras personas, de concurrir a 
determinados lugares o de tomar contacto con personas determinadas. 


3) La obligación de concurrir periódicamente al Tribunal o ante la autoridad 
que el Juez determine. 


4) El arresto domiciliario. 
5) La internación provisoria. 


El arresto domiciliario y la internación provisoria no podrán durar más de 
sesenta días. Transcurrido ese plazo sin que se hubiera dictado sentencia 
de primera instancia, se deberá dejar en libertad al adolescente. Ambas 
medidas cautelares sólo podrán aplicarse sí la infracción que se imputa al 
adolescente puede ser objeto en definitiva de una medida privativa de 
libertad, de acuerdo con el articulo 86, y siempre que ello sea 
indispensable para: 


A) Asegurar la comparecencia del adolescente a los actos procesales 
esenciales. 
B) La seguridad de la victima, el denunciante o los testigos. 


La internación provisoria se cumplirá en un establecimiento especial del 
Instituto Nacional del Menor. 


6) Informe del equipo técnico. 


Si el Juez resuelve la internación, dispondrá que el equipo técnico del 
establecimiento de intermación, en un término que no exceda los veinte 
días dispuesto para la prueba, produzca un informe con una evaluación 
médica y psicosocial, el cual se expedirá especialmente sobre las 
posibilidades de convivencia en régimen de libertad. 


7) Informe del Centro de Internación. 
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Los técnicos producirán los informes verbales o escritos que el Juez 
disponga y supervisarán la aplicación de las medidas. Los informes 
verbales se producirán en audiencia. 


8) Formulación de demanda o sobreseimiento, 


Diligenciada la prueba, los autos pasarán en vista al Ministerio Público por 
seis días. 


En caso de deducir acusación, relacionará las pruebas ya diligenciadas y 
analizará los informes técnicos y formulará los presupuestos fácticos, 
jurídicos y técnicos de ¡a imputación. 


Si el Ministerio Público solicitara el sobreseimiento, el Juez lo dictará sin 
más trámite. Si se dedujere demanda fiscal, se conferirá traslado a la 
defensa por seis días, la que podrá ofrecer prueba y contradecir o 
allanarse. 


9) Allanamiento. 


De mediar allanamiento de la defensa, el Juez deberá dictar sentencia en 
cinco días. 


10) Audiencia final. 


Deberán participar, bajo pena de nulidad, el adolescente, su defensor y el 
Ministerio Público. Será convocada dentro de los quince días de la 
contestación de la demanda fiscal, por la defensa. 


Se pondrán a disposición los informes técnicos recabados. 


Se dará participación a sus padres o responsables, y a la víctima, si lo 
solicitaren. 


11) Plazo para dictar sentencia. 


El Juez deberá dictar sentencia definitiva de primera instancia al cabo de 
la audiencia final, y en esa misma oportunidad expedir el fallo con sus 
fundamentos. Se dará lectura de todo ello, a los efectos de su 
comunicación (artículo 76 del Código General del Proceso), siendo de 
aplicación, en lo pertinente, el artículo 245 del Código del Proceso Penal. 


La sentencia será escrita y deberá ser redactada de un modo breve y 
claro para que pueda ser comprendida en todas sus partes por el 
adolescente imputado. 


Cuando la complejidad del asunto lo justifique, se podrá prorrogar la 
audiencia por quince días perentorios, procediéndose para su 
comunicación a la formalización de una audiencia complementaria. 


12) Contenido de la sentencia. 


Si se dispusieran medidas socioeducativas, las sentencias serán dictadas 
con la finalidad de preservar el interés del adolescente. 


La privación de libertad se utilizará sólo como medida de último recurso y 
durante él periodo más breve que proceda. 


Deberá fundamentar por qué no es posible aplicar otra medida distinta a 
la de privación de libertad. 
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El Juez no podrá imponer medidas educativas sin previo pedido del 
Ministerio Público, ni hacerlo de manera más gravosa de la solicitada por 


éste. 
13) Coparticipación de mayores. 


En el caso de hechos con apariencia delictiva en que se hallen 
involucrados adolescentes junto a personas mayores, la autoridad policial 
lo hará saber simultáneamente al Juez Letrado de Adolescentes y al Juez 
Penal de Turno, quienes actuarán en forma paralela, comunicándose 
reciprocamente las alternativas de la causa. 


Deberá recabarse autorización del Juez Letrado de Adolescentes para el 
traslado del adolescente al Juzgado Penal, siempre que sea necesaria su 
declaración. 


14) Régimen impugnativo. 


Se aplicará el régimen impugnativo que la ley establece (articulos 253 y 
254 del Código General del Proceso). 


La apelación será automática cuando la medida impuesta tenga una 
duración superior a un año de privación de libertad. 


15) Zonas de dificil acceso. 


Cuando, en virtud de la distancia o por otras circunstancias, no sea 
posible llevar de inmediato al adolescente a presencia del Juez Letrado 
competente, el Juez de Paz respectivo podrá adoptar las primeras y más 
urgentes medidas (artículo 45 del Código del Proceso Penal). 
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Comisión de Constitución y Legislación 
ACTA N* 42 


En Montevideo, el día veintiocho de junio del año 
dos mil once, a la hora catorce y cuarenta minutos, se 
reúne la Comisión de Constitución y Legislación de la 
Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros, la señora Senadora Cons- 
tanza Moreira y los señores Senadores Carlos Gamou, 
Antonio Gallicchio, Francisco Gallinal, Javier García, 
Eduardo Lorier y Carlos Moreira. 

Faltan, con aviso, los señores Senadores Rodolfo 
Nin Novoa y Ope Pasquet. 

Preside el señor Senador Francisco Gallinal, 
Presidente de la Comisión. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de Comisión, 
señora Teresa Paredes y las señoras Prosecretarias, 
Ana Veríssimo y María Rinaldi. 

Asuntos entrados: 

Carpeta N” 588/2011. ADOLESCENTES IN- 
FRACTORES DE LA LEY PENAL. Se modifican los 
artículos 69 y 76 de la Ley N* 17.823, de 7 de setiem- 
bre de 2004. Proyecto de ley aprobado por la Cámara 
de Representantes. (Distribuido N* 841/2011). 

Carpeta N* 592/2011. ADOLESCENTES EN 
CONFLICTO CON LA LEY PENAL. Mantenimiento 
de antecedentes judiciales en los casos que se deter- 
minen. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. (Distribuido N* 842/2011). 

Nota del señor Presidente de la Cámara de Sena- 
dores por la que remite copia de la nota de la Junta 
Departamental de Maldonado adjuntando versión ta- 
quigráfica de las palabras pronunciadas por el señor 
Edil Roberto Airaldi, relacionadas con los derechos y 
obligaciones de los adolescentes uruguayos. 

ORDEN DEL DÍA 
El señor Presidente informa respecto a los puntos 1) 
y 2) de asuntos entrados y cede el uso de la palabra 
a los señores Senadores miembros. El señor Senador 
Gamou informa que los señores Senadores integran- 
tes de la Bancada del Frente Amplio están en condi- 
ciones de aprobar los dos proyectos de ley que figuran 
en asuntos entrados. Asimismo, solicita que se poster- 
gue la consideración de la Carpeta N* 382/2010. 

1) Carpeta N* 557/2011. ELECCIÓN DE DIREC- 
TORES DEL BANCO DE PREVISIÓN SOCIAL. Exo- 
neración de las sanciones previstas por el artículo 21 
de la Ley N” 16.241, de 9 de enero de 1992. Proyecto 
de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 
(Distribuido N"776/2011). 

La señora Senadora Constanza Moreira informa 
que los señores Senadores integrantes del Frente 
Amplio realizarán consideraciones cuando se dé 
tratamiento al proyecto de ley en la Cámara de 
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Senadores. El señor Senador Gallinal se excusa 
y comunica que no participará en la votación 
del proyecto de ley por considerar su situación 
involucrada en el mismo. 

Seguidamente, se pone a votación el proyecto de 
ley. Se vota: 4 en 7. Afirmativa. El señor Senador Ga- 
mou propone que se designe como Miembro Infor- 
mante al señor Senador Eduardo Lorier. Se vota: 6 
en 7. Afirmativa. 

2) Carpeta N” 588/2011. ADOLESCENTES IN- 
FRACTORES DE LA LEY PENAL. Se modifican los 
artículos 69 y 76 de la Ley N* 17.823, de 7 de setiem- 
bre de 2004. Proyecto de ley aprobado por la Cámara 
de Representantes. (Distribuido N* 841/2011). 

El señor Senador Gamou propone que luego de la 
votación en general, se suprima la lectura y se voten 
los artículos en bloque. 

El señor Senador Carlos Moreira analiza las mo- 
dificaciones respecto a la normativa vigente, informa 
las consultas que realizó la Comisión respectiva de 
la Asamblea General y propone que se agregue en el 
articulo 1” una frase que diga: “en caso de reinciden- 
cia, se faculte al juez a imponer medidas educativas 
privativas de libertad”. 

La señora Senadora Constanza Moreira informa 
respecto al tratamiento que el proyecto de ley recibió 
en la Comisión Especial de Asamblea General y co- 
munica que el numeral 5) del artículo 2* recoge una 
sugerencia realizada por los jueces. 

El señor Senador Lorier realiza una exposición 
respecto a los menores, señala la necesidad de des- 
tinar recursos humanos y materiales para aplicar 
medidas socioeducativas no privativas de la libertad 
y analiza a modo de ejemplo la experiencia del Hogar 
Ituzaingó de la Colonia Berro. 

El señor Senador Carlos Moreira expresa que 
acompaña el proyecto de ley a estudio, con la salve- 
dad planteada y afirma que propondrá un sustitutivo 
en el Plenario. 

El señor Presidente pone a votación el proyecto 
de ley. 

Se vota en general: 7 en 7. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. 

Artículo 1”. Se vota sin modificaciones: 7 en 7. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 2”. Se vota sin modificaciones: 7 en 7. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 3”. Se vota sin modificaciones: 7 en 7. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se deja constancia que los señores Senadores in- 
tegrantes del Partido Nacional votaron con salveda- 
des que expresarán en Sala. 

A propuesta del señor Senador Gallicchio, se de- 
signa Miembro Informante (verbal) al señor Senador 
Carlos Gamou. Se vota: 7 en 7. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. 

3) Carpeta N”* 592/2011. ADOLESCENTES EN 
CONFLICTO CON LA LEY PENAL. Mantenimiento 
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de antecedentes judiciales en los casos que se deter- 
minen. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. (Distribuido N* 842/2011). 

El señor Presidente pone en consideración el pro- 
yecto de ley. 

El señor Senador Gamou expresa en nombre de 
la Bancada del Frente Amplio que acompaña el texto 
aprobado por la Cámara de Representantes. 

El señor Senador Carlos Moreira señala su 
discrepancia con la redacción definitiva del proyecto 
de ley en relación al plazo de mantenimiento de los 
antecedentes, respecto a los delitos mencionados en 
el artículo 1%, literal A), y en lo relativo al carácter 
accesorio de la pena. 

La señora Senadora Constanza Moreira y el señor 
Senador Lorier fundamentan las condiciones de sus 
respectivos votos. 

El señor Senador Gallinal expresa que no compar- 
te la creación de dos Secciones en el Registro que se 
crea y deja sentada su discrepancia con el manteni- 
miento de antecedentes en la forma que se establece 
en el proyecto de ley. Asimismo, señala que en el inci- 
so tercero del artículo 2” debería eliminarse el punto 
y coma a continuación de los términos “alcanzada la 
mayoría de edad”. 

A continuación, el señor Presidente pone a vota- 
ción el proyecto de ley. 

Artículo 1”.- Se vota sin modificaciones. 7 en 7. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 2*.- Se vota sin modificaciones. 4 en 7. 
Afirmativa. 
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El señor Senador Gallicchio propone que se de- 
signe Miembro Informante (verbal) al señor Senador 
Carlos Gamou. Se vota: 6 en 7. Afirmativa. 

Los señores Senadores acuerdan que el señor 
Miembro Informante traslade la corrección mencio- 
nada ut supra a la Mesa de la Sesión del Senado a 
efectos de su corrección. 

Resoluciones: 

A solicitud del señor Senador Gamou, la Comi- 
sión resuelve postergar el tratamiento de las Carpetas 
Nos. 494/2011 y 382/2010, e incluirlas en el Orden 
del Día de la próxima Sesión. 

Asimismo, se resuelve incluir la Carpeta 
N* 571/2011, proyecto de ley presentado por el señor 
Senador Francisco Gallinal, por el que se modifica 
el artículo 26 del Código Penal e incluye la legítima 
defensa como causa de exención de pena. A solici- 
tud del señor Senador Gamou se resuelve recabar la 
opinión de la Comisión Redactora de la Reforma del 
Código Penal. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica que 
luce en el Distribuido N* 849/2011, que forma parte 
de la presente. 

A la hora quince y cincuenta minutos se levanta 
la Sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Francisco Gallinal, Presidente; Teresa Paredes, 
Secretaria.” 


Proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes 


Artículo 1*.- Incorpórase como numeral 3) del artículo 69 de la Ley 
N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, Código de la Niñez y de la 
Adolescencia, el que quedará redactado de la siguiente manera: 


"ARTÍCULO 69. (Infracciones a la ley penal). A los efectos de este 
Código son infracciones a la ley penal: 


1) Las acciones u omisiones dolosas consumadas, cometidas en 
calidad de autor o coautor, tipificadas por el Código Penal y las 
leyes penales especiales. 

2) Las acciones u omisiones culposas consumadas, cometidas en 
calidad de autor, coautor, tipificadas por el Código Penal y las 
leyes penales especiales, cuando el Juez reúna los elementos 
de convicción suficientes, fundados exclusivamente en el 
desarrollo de la personalidad psicosocial del infractor, avalado 
por un equipo técnico, que permita concluir que el adolescente 
disponía la capacidad cognitiva de las posibles consecuencias 
de su obrar. 


3) La tentativa y complicidad en el delito de hurto, 
correspondi 


4) La tentativa de infracciones gravísimas a la ley penal. 


5) La participación en calidad de cómplice en infracciones 
gravísimas a la ley penal", 


Artículo 2*.- Sustitúyese el numeral 5) (La internación provisoria) 
incluida en el numeral 5) Medidas cautelares del artículo 76 
(Procedimiento) de la Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, 
Código de la Niñez y de la Adolescencia por el siguiente: 


Normativa vigente 
(Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, 
Código de la Niñez y la Adolescencia) 


DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES 
1 - De los adolescentes y las infracciones a la ley penal 


Artículo 69. (Infracciones a la ley penal).- A los efectos de este 


Código son infracciones a la ley penal: 


1) Las acciones u omisiones dolosas consumadas, cometidas en 
calidad de autor o coautor, tipificadas por el Código Penal y las 
leyes penales especiales. 

2) Las acciones u omisiones culposas consumadas, cometidas en 
calidad de autor, coautor, tipificadas por el Código Penal y las 
leyes penales especiales, cuando el Juez reúna los elementos 
de convicción suficientes, fundados exclusivamente en el 
desarrollo de la personalidad psicosocial del infractor; avalado 
por un equipo técnico, que permita concluir que el adolescente 
disponía la capacidad cognitiva de las posibles consecuencias de 
su obrar. 


3) La tentativa de infracciones gravisimas a la ley penal. 


4)La participación en calidad de cómplice en infracciones 
gravisimas a la ley penal. 
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Normativa vigente 
(Loy N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, 
Código de la Mñez y la Adolescencia) 


ll - Régimen procesal 
Articulo 76. (Procedimiento).- 
1) Actuaciones previas al proceso. 


A) Cometidos de la autoridad policial. 


Cuando proceda la detención del adolescente conforme a lo 

establecido en el literal C) del artículo 74, la autoridad 

aprehensora, bajo su más severa responsabilidad, deberá: 

a) Realizar la actuación de modo que menos perjudique a la 
persona y reputación del adolescente. 


b) Poner el hecho de inmediato en conocimiento del Juez, o en 
practicada la 


un plazo máximo de dos horas después de 
detención. 


c) Hacer conocer al adolescente los motivos de la detención y 
los derechos que le asisten, A 
tiene de designar defensor. 


Nicea arcas padín ca cmpeneitiód. dele Jin de 
asegurar sus garantías y derechos. 


e) Si fuere necesario, antes de conducirlo a la presencia del 
Juez, hará constar lo indispensable para la información de 
los hechos. 


f) Si no fuere posible llevarlo de inmediato a presencia del Juez, 
previa autorización de éste, deberá conducíirselo a la 
dependencia especializada del Instituto Nacional del Menor 
que corresponda o del Instituto Policial, no pudiendo 
permanecer en este último lugar por más de doce horas. 
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Normativa vigente 
(Ley N* 17,823, de 7 de setiembre de 2004. 
Código de la Niñez y la Adolescencia) 
9) Los traslados interinstitucionales y a la sede judicial deben 
estar precedidos del correspondiente examen médico. 


B) Cuando el Juez tome conocimiento que el adolescente se 
encuentra en la situación prevista en el artículo 117 de este 
Código, lo pondrá en conocimiento del Juez competente, sin 
perjuicio de la actuación procesal referida a la infracción. 

2) Audiencia preliminar. 

En los casos de infracciones de adolescentes que lo justifiquen, 
el Juez dispondrá, en un plazo que no exceda las veinticuatro 
horas, la realización de una audiencia preliminar donde deberán 
estar presentes, bajo pena de nulidad, el adolescente, su defensor 
y el Ministerio Público. 

Se procurará la presencia de los padres o responsables. 
También podrán comparecer, si lo aceptaran y no existiera peligro 
para su seguridad, la víctima y testigos. 

El Juez, al interrogarlo, le hará conocer en términos accesibles 
los motivos de la detención y los derechos que le asisten. 


Se dispondrá la inmediata agregación de la partida de nacimiento 
o la acreditación de la edad mediante medios sustitutivos. 


Mediando acuerdo de partes, podrá prescindirse de la 
agregación inmediata. 
3) Medidas probatorias. 
Durante esta audiencia, el Ministerio Público y la defensa podrán 
solicitar las medidas que estimen convenientes. 


La información deberá recabarse en un plazo que no exceda de 
los veinte días continuos y perentorios, contados a partir de la 
decisión judicial. 
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La prueba se diligenciará en audiencia con las garantías que 
aseguren el debido proceso, incluidos los informes del equipo 
técnico, en un plazo que no exceda de los veinte días, continuos y 
perentorios, contados a partir de la decisión judicial. 


En todo lo que le fuere requerido, la Policía prestará 
colaboración. 


4) Resolución de la audiencia preliminar y medidas cautelares. 
Al culminar la audiencia preliminar el Juez: 
A) Dispondrá las medidas probatorias a que refiere el numeral 
amterior. 


B) Fijará la audiencia final en un plazo de sesenta días, salvo si 
decreta como medida cautelar el arresto domiciliario o la 
internación provisoria, caso en que dicha audiencia se fijará en 
un plazo máximo de treinta días, 

C) Decidirá la aplicación de alguna medida cautelar, de acuerdo a 
lo dispuesto en el numeral siguiente. 

5) Medidas cautelares. 
El Juez, a pedido del Ministerio Público, y olda la defensa, 
dispondrá las medidas cautelares necesarias que menos 
perjudiquen al adolescente. 


Son medidas cautelares: 
1) La prohibición de salir del país. 


2) La prohibición de acercarse a la victima o a otras personas, de 
concurrir a determinados lugares o de tomar contacto con 
personas determinadas. 


3) La obligación de concurrir enim al Tribunal o ante la 
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autoridad que el Juez determine. 
4) El arresto domiciliario. 
5) La internación provisoria. 

El arresto domiciliario y la internación provisoria no podrán durar 
más de sesenta días. Transcurrido ese plazo sin que se hubiera 
dictado sentencia de primera instancia, se deberá dejar en libertad 
al adolescente. Ambas medidas cautelares sólo podrán aplicarse 
si la infracción que se imputa al adolescente puede ser objeto en 
definitiva de una medida privativa de libertad, de acuerdo con el 
artículo 86, y siempre que ello sea indispensable para: 

A) Asegurar la comparecencia del adolescente a los actos 

procesales 
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“S) (La internación provisoria). El arresto domiciliario y la 
internación provisoria no podrán durar más de 60 (sesenta) días, 
excepto en los casos de infracciones gravísimas a la ley penal 
establecidos en el artículo 72 de este Código, en cuyo caso el 
plazo podrá durar hasta 90 (noventa) días. Transcurrido ese plazo 
sin que se hubiera dictado sentencia de primera instancia, se deberá 
dejar en libertad al adolescente. Ambas medidas cautelares solo 
pueden aplicarse si la infracción que se imputa al adolescente puede 
ser objeto en definitiva de una medida privativa de libertad, de 
acuerdo con el artículo 86, y siempre que ello sea indispensable para: 


esenciales. 
B) La seguridad de la victima, el denunciante o los testigos. 


La internación provisoria se cumplirá en un establecimiento 
especial del Instituto Nacional del Menor. 


A) Asegurar la comparecencia del adolescente a los actos 
procesales esenciales. 


B) La seguridad de la victima, el denunciante o los testigos. 


La internación provisoria se cumplirá en un establecimiento 
especial del Instituto Nacional del Menor”. 


Arículo 3* - Sustitiyese el numeral 6) Informe del equipo técnico del 
artículo 76 (Procedimiento) de la Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 
2004, Código de la Niñez y la Adolescencia, por el siguiente: 


6) Informe de! equipo técnico. 


Si el Juez resuelve la internación, dispondrá que el equipo 
técnico del establecimiento de internación, en un término que no 
exceda los veinte días dispuesto para la prueba, produzca un 
informe con una evaluación médica y psicosocial, el cual se 
expedirá especialmente sobre las posibilidades de convivencia en 
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psicosocial, el cual se expedirá especialmente sobre las 
Pos ds condo en régimen de libertad. La falta de 


este informe no impedirá que el Juez dicte la sentencia 
definitiva". 
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régimen de libertad. 


7) informe del Centro de Internación. 


Los técnicos producirán los informes verbales o escritos que el 
Juez disponga y supervisarán la aplicación de las medidas. Los 
informes verbales se producirán en audiencia. 

8) Formulación de demanda o sobreseimiento. 


Diligenciada la prueba, los autos pasarán en vista al Ministerio 
Público por seis días. 


En caso de deducir acusación, relacionará las pruebas ya 
diligenciadas y analizará los informes técnicos y formulará los 
presupuestos fácticos, jurídicos y técnicos de la imputación. 


Si el Ministerio Público solicitara el sobreseimiento, el Juez lo 
dictará sin más trámite. Si se dedujere demanda fiscal, se 
conferirá traslado a la defensa por seis días, la que podrá ofrecer 
prueba y contradecir o allanarse. 


9) Allanamiento. 


De mediar allanamiento de la defensa, el Juez deberá dictar 
sentencia en cinco días. 


10) Audiencia final. 


Deberán participar, bajo pena de nulidad, el adolescente, su 
defensor y el Ministerio Público. Será convocada dentro de los 
quince días de la contestación de la demanda fiscal, por la 
defensa. 


Se clonar a disposición los informes técnicos recabados. 
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si lo solicitaren. 
11) Plazo para dictar sentencia. 


El Juez deberá dictar sentencia definitiva de primera instancia al 
cabo de la audiencia final, y en esa misma oportunidad expedir el 
fallo con sus fundamentos. Se dará lectura de todo ello, a los 
efectos de su comunicación (artículo 76 del Código General del 
Proceso), siendo de aplicación, en lo pertinente, el artículo 245 del 
Código del Proceso Penal. 

La sentencia será escrita y deberá ser redactada de un modo 
breve y claro para que pueda ser comprendida en todas sus partes 
por el adolescente imputado. 

Cuando la complejidad del asunto lo justifique, se podrá 
prorrogar la audiencia por quince días perentorios, procediéndose 
para su comunicación a la formalización de una audiencia 
complementaria. 


12) Contenido de la sentencia. 


Si se dispusieran medidas socioeducativas, las sentencias serán 
dictadas con la finalidad de preservar el interés del adolescente. 


La privación de libertad se utilizará sólo como medida de último 
recurso y durante el periodo más breve que proceda. 


Deberá fundamentar por qué no es posible aplicar otra medida 
distinta a la de privación de libertad. 


El Juez no podrá imponer medidas educativas sin previo pedido 
del Ministerio Público, ni hacerlo de manera más gravosa de la 
solicitada por éste, 


13) Coparticipación de mayores. 
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involucrados adolescentes junto a personas mayores, la autoridad 
policial lo hará saber simultáneamente al Juez Letrado de 
Adolescentes y al Juez Penal de Tumo, quienes actuarán en 
forma paralela, comunicándose recíprocamente las alternativas de 
la causa. 


Deberá recabarse autorización del Juez Letrado de Adolescentes 
para el traslado del adolescente al Juzgado Penal, siempre que 
sea necesaria su declaración. 


14) Régimen impugnativo. 
Se aplicará el régimen impugnativo que la ley establece (articulos 
253 y 254 del Código General del Proceso). 
La apelación será automática cuando la medida impuesta tenga 
una duración superior a un año de privación de libertad. 
15) Zonas de dificil acceso. 
Cuando, en virtud de la distancia o por otras circunstancias, no 
sea posible llevar de inmediato al adolescente a presencia del 
pool Letrado competente, el Juez de Paz respectivo podrá adoptar 
las primeras y más urgentes medidas (articulo 45 del Código del 
Proceso Penal). 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Gamou. 


SEÑOR GAMOU.- Señora Presidenta: en el mar- 
co de los acuerdos interpartidarios, que creo que 
marcan un antes y un después -me parece importan- 
te que en temas que hacen a la preocupación de la 
ciudadanía haya acuerdos-, se trabajó en una Comi- 
sión de la Asamblea General y uno de los consensos 
a los que se llegó tiene que ver con el proyecto de ley 
que estamos analizando. 


Esta iniciativa fue votada por unanimidad en la 
Cámara de Representantes y ahora falta este trámite 
en la Cámara de Senadores. Básicamente y para no 
seguir con una discusión que ya se dio, tanto en la 
opinión pública como en la Asamblea General y en la 
Cámara de Representantes, diría que en el artículo 1% 
se incorporan la tentativa y complicidad en el delito 
de hurto, con la aplicación de medidas socioeducati- 
vas no privativas de libertad. 


Por otro lado, se modifica el numeral 5) del 
artículo 76 del Código de la Niñez y la Adolescencia, 
es decir, de la Ley N* 17.823, que tiene que ver con 
la internación provisoria, elevando el plazo a noventa 
días, sobre todo tomando en cuenta que, como informó 
en su momento en Cámara de Representantes el 
ahora señor Senador Pereyra, a veces los plazos de 
sesenta o de treinta días no son suficientes. 


Por su parte, en el artículo 3? de este proyecto 
de ley se establece que no es prescriptivo el informe 
del INAU en el caso de la evaluación médica y psi- 
cosocial, lo que termina zanjando una realidad que 
se da pero que no puede servir como excusa, porque 
a veces los plazos de veinte días no alcanzan. En 
caso de su inexistencia, esto no impediría al Juez 
dictar sentencia. 


Este es un informe muy breve y sé que daría para 
hablar muchísimo pero en pos de un ahorro, puedo 
decir que quienes hemos seguido las discusiones 
que se llevaron a cabo en la Comisión de la Asam- 
blea General y en la Cámara de Representantes, 
sabemos que este proyecto de ley terminó siendo 
aprobado por absoluta unanimidad reconociéndose, 
además, que es el mínimo común denominador en 
este tema. Consideramos que significa un avance 
en una política de Estado que tiene que ver con la 
seguridad. 
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Por estas razones y como Bancada del Frente Am- 
plio decimos que vamos a votar este proyecto de ley, y 
con ello terminamos nuestro informe. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Señora Presidenta: como lo 
señaló el señor Miembro Informante, estos artícu- 
los fueron materia de estudio y de elaboración de la 
Comisión de la Asamblea General que se constituyó, 
fundamentalmente, a instancias del señor Senador 
Larrañaga. Pensamos que fue una muy buena ini- 
ciativa que permitió arribar a algunos acuerdos, pero 
también cabe aclarar que no sucedió lo mismo con 
respecto a otros temas que son muy importantes y 
que hacen a la minoridad infractora. 


La semana pasada la Cámara de Senadores apro- 
bó la creación de una Comisión delegada del INAU, 
como órgano desconcentrado, con autonomía técnica 
y funcional, como transición hacia la constitución de 
un instituto de rehabilitación que se ocupará de la mi- 
noridad infractora. Justamente, hace algunos días en 
este ámbito se habló del número de menores infracto- 
res existente, que ha crecido y que llegaría a 900. Afor- 
tunadamente, por la propia información que el INAU 
nos ha proporcionado, ha bajado el número de fugas. 
Este es un dato altamente positivo y ojalá que se trans- 
forme en una tendencia que pueda consolidarse en el 
futuro porque hace a una sociedad más segura que es, 
evidentemente, la aspiración de todos los uruguayos. 


En este proyecto de ley se está incorporando la 
penalización de la tentativa... 


SEÑOR GAMOU.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador Gamou. 


SEÑOR GAMOU.- Voy a ser breve, porque sé que 
este es un tema que al señor Senador Moreira le pre- 
ocupa. En la noche de ayer se procedió a la detención 
de un funcionario que, aparentemente, estaba facili- 
tando las fugas. Quiero señalar que ese tema fue tras- 
ladado a la Jueza del Crimen Organizado. Agradezco 
al señor Senador Moreira que ponga énfasis en que 
las fugas han decrecido en un 90% y creo que con lo 
que sucedió ayer, estamos en condiciones de señalar 
que van a seguir disminuyendo. 
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Muchas gracias, señor Senador, y disculpe la in- 
terrupción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Naturalmente que siempre 
tratamos de hacer política constructiva. Por esa ra- 
zón, cuando tenemos que reconocer aciertos, lo ha- 
cemos y cuando tenemos que criticar fuertemente, 
también lo hacemos. En este caso, nos parece que es 
muy positivo que se llegue a ese proceso de autodepu- 
ración dentro del INAU y ojalá que con este accionar 
se logre una mayor eficiencia y un mejor funciona- 
miento del organismo, sobre todo en la medida en que 
estamos inaugurando una nueva etapa en la que nos 
hemos puesto de acuerdo y en que, además, la socie- 
dad lo está exigiendo a gritos. 


Concretamente, con este instrumento estamos in- 
troduciendo algunas modificaciones al Código de la 
Niñez y la Adolescencia. La primera de ellas consiste 
en penalizar la tentativa y la complicidad en el delito 
de hurto. 


En el año 2008, el Partido Nacional ya había 
presentado una iniciativa legislativa que fue firmada 
por todos sus Legisladores, por la cual no solo se 
penalizaba la tentativa de hurto, sino también la 
tentativa y la complicidad de todas las infracciones 
calificadas como graves en el Código de la Niñez y 
la Adolescencia. Recuerdo que no limitábamos la 
penalización a la aplicación de medidas alternativas 
a la privación de libertad, sino que entendíamos que, 
por la gravedad de la conducta y, sobre todo, cuando 
se daban casos de reincidencia, el Juez debía estar 
facultado -con la discrecionalidad de la que gozan 
los Jueces de adolescentes que, por cierto, es total 
porque pueden imponer desde O hasta 5 años- para 
imponer medidas privativas de libertad, sobre todo, 
repito, en los casos de reincidencia. 


Ahora presentamos un aditivo y pretendemos que 
se apruebe en el Senado y se agregue tal como está 
redactado en este proyecto de ley del partido de Go- 
bierno. Esta disposición establece que en el caso de 
que se trate de menores infractores reincidentes, se 
podrán disponer medidas de privación de libertad. 
Creemos que en el caso de la reincidencia -con la 
discrecionalidad que tienen los Jueces, que pueden 
o no aplicar las medidas-, que se dicte una medida 
privativa de libertad es una sanción adecuada a la 
inconducta del menor. Los Jueces Letrados, Defen- 
sores de Oficio y Fiscales que concurrieron a la Co- 
misión -cuyos testimonios recibimos- señalaron que 
la no penalización de la tentativa de hurto -es decir, 
que el menor no sea responsabilizado y no tome con- 
ciencia de la desvalorización de su conducta- es muy 
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negativa, porque les da la sensación de impunidad de 
la cual muchas veces hacen gala frente a los Jueces 
cuando les dicen: “Total, iqué me vas a procesar si 
no pasa nada! Dentro de un rato voy a estar en la 
calle.” o “¿Qué? ¿Me vas a entregar a mi familia? Si 
igual voy a seguir delinquiendo.” Muchas veces esa 
sensación de impunidad que tienen los menores in- 
fractores es un estímulo para volver a delinquir y al 
ciudadano común le provoca una sensación de inde- 
fensión e injusticia que no es bueno alentar en una 
sociedad en la que debemos estimular sentimientos 
de otra naturaleza. Digo esto porque queremos que 
la gente se sienta cada vez más segura y que sienta 
que el sistema público le ofrece las garantías necesa- 
rias como para que no la impulsen a utilizar meca- 
nismos de autodefensa que muchas veces terminan 
con personas muertas o malheridas. Esto lo vivimos 
prácticamente casi a diario y lamentablemente, los 
mecanismos de autodefensa en la sociedad se han 
activado. En ese sentido, podemos señalar que en la 
Comisión de Constitución y Legislación tenemos ini- 
ciativas legislativas para modificar el instituto de la 
legítima defensa, haciéndolo menos restrictivo y más 
comprensivo de situaciones que se dan producto de la 
indefensión existente y de la reiteración de conductas 
delictivas que afectan a comerciantes que tienen sus 
comercios abiertos en la noche y que se ven obligados 
a tener una pistola 9 milímetros en la gaveta o en la 
caja registradora. Esa no es la sociedad a la que as- 
piramos y por eso entendemos que debe penalizarse 
la tentativa, en el caso de menores reincidentes, con 
medidas de privación de libertad que el Juez puede 
disponer. 


La fórmula que se propone es mejor que lo que 
hay, pero deberíamos adelantar un paso más, tal como 
lo solicitaron algunos de los Defensores de Oficio o de 
los Jueces que hemos recibido en la Comisión. Esta 
es una iniciativa que nos parece que es conveniente 
y que, además, reproduce una propuesta legislativa 
del Poder Ejecutivo de la época en que el doctor José 
Díaz era Ministro del Interior. Concretamente, se en- 
vió un proyecto de ley que penalizaba la tentativa de 
hurto y que, además, aumentaba el término de que 
disponía la Policía para tener detenido al menor, pa- 
sando de doce a veinticuatro horas. Ese proyecto de 
ley naufragó en el Senado de la República porque la 
Bancada de Senadores del Frente Amplio no lo quiso 
votar. Repito que fue una iniciativa del Poder Ejecu- 
tivo anterior cuando el Ministro del Interior era José 
Díaz. Creemos que si avanzamos un paso más desde 
esa época hasta el presente y observamos la partici- 
pación de los menores infractores en actividades de- 
lictivas, sobre todo con modalidades muy violentas, 
veremos que esta ha ido en constante aumento. En- 
tonces, nos parece que si el Poder Ejecutivo anterior 
tenía esa postura, mal haríamos ahora siendo indul- 
gentes y planteando solo medidas alternativas. Esti- 
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mamos que en casos de menores reincidentes -que 
se dan frecuentemente y que están avalados por el 
testimonio de Jueces y Fiscales, que dan prueba cabal 
de que la reincidencia es enorme- sería oportuno que 
se les aplicara, por parte de los Jueces de Adolescen- 
tes, medidas privativas de libertad. En ese sentido, 
hemos presentado un aditivo que me gustaría que se 
considerara y pensamos que sería muy positivo que 
se apruebe. 


Por otra parte, este proyecto de ley contiene dos 
modificaciones más. Una tiene que ver con el pla- 
zo procesal de que dispone el Juez de Adolescentes 
para dictar sentencia, que se llevaría de 60 días -es 
lo que existe hoy- a 90 días. Ese fue un reclamo que 
hicieron todos los Jueces para los casos de infraccio- 
nes particularmente complejas. En este sentido, se 
habló mucho de los casos de homicidios en los que, 
por lo general, se deben hacer citaciones de testigos 
y reconstrucciones que demandan tiempo, por lo que 
ese plazo de 60 días, a veces, es muy exiguo como 
para que el Juez pueda tener los elementos suficien- 
tes para dictar sentencia. Entonces, en esos casos 
consideramos conveniente atender esa propuesta de 
Jueces, Fiscales y Defensores de Oficio en el sentido 
de que se extienda el plazo de 60 a 90 días. 


Por último, quiero mencionar una disposición so- 
bre la cual prácticamente todas las opiniones que se 
recogieron en la Comisión de la Asamblea General 
fueron -por suerte- coincidentes, con excepción de la 
del Presidente de la Suprema Corte de Justicia, doc- 
tor Leslie Van Rompaey, y de un Juez de Ciudad de 
la Costa que, en el muy sonado caso de aquel menor 
apodado “el Pelón”, como faltaba el informe psico- 
social del INAU y se habían vencido los 60 días de 
la medida cautelar de internación provisoria, no tuvo 
mejor idea que liberarlo. Cabe señalar que ese menor 
ya tenía en su haber dos homicidios y que a los cuatro 
o cinco días de liberado cometió su tercer homicidio. 


En este sentido, también influye el hecho de que 
no contemos con un registro de antecedentes de me- 
nores y que, además, no haya todavía una Justicia es- 
pecializada en menores en el interior de la República. 
Este es un déficit del sistema porque, como dije, no 
tenemos Justicia especializada en menores en el in- 
terior sino solamente en Montevideo. Me parece que 
este tema de la existencia de una Justicia especializa- 
da es de innegable trascendencia y que, por lo tanto, 
debería crearse también en el interior de la República. 


En este proyecto de ley se establece que es obliga- 
torio que el INAU presente ese informe pero que no 
es preceptivo para que la Justicia proceda, por lo que 
el Fiscal no puede abstenerse de acusar ni el Juez de 
dictar sentencia en caso de que falte. Por lo menos, 
esto se dejó muy en claro a pesar de que todos los 
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Jueces y Fiscales -salvo, como dije, el Presidente de 
la Suprema Corte, doctor Leslie Van Rompaey- ma- 
nifestaron que ellos igual acusaban y dictaban sen- 
tencia aunque no existiera este informe psicosocial 
a cargo del INAU. Según argumentaron, en la mayor 
parte de los casos existía una gran tardanza del INAU 
en remitir ese informe, por lo que los plazos se iban 
venciendo y los Jueces se veían en la necesidad de 
dictar sentencia, sobre todo cuando se trataba de in- 
fracciones gravísimas, como rapiñas, homicidios, co- 
pamientos o violaciones. Vale señalar que, según las 
cifras que se barajaron hace unos días, los menores 
prácticamente equiparan a los mayores en cuanto a 
la comisión de rapiñas. 


Entonces, en general, estamos hablando de las 
infracciones calificadas como gravísimas y respec- 
to de las cuales sería imperdonable que no hubiera 
un pronunciamiento, tal como sucedió en este caso 
que mencionamos; no sé cómo terminó la investiga- 
ción administrativa en la Suprema Corte de Justicia 
de este Juez de Ciudad de la Costa que liberó a ese 
menor quien, como consecuencia de esa liberación, 
terminó cometiendo su tercer homicidio. 


En definitiva, quiero dejar constancia de que po- 
nemos a consideración de este Cuerpo la modifica- 
ción propuesta porque nos parece que mejora el pro- 
yecto de ley. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Gracias, señor Senador. 
La Mesa aclara que la modificación propuesta ya ha 
sido repartida. 


SEÑOR CARDOSO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR CARDOSO.- Señora Presidenta: al igual 
que el resto de las Bancadas y tal como aquí se ha 
expuesto, queremos ratificar nuestra voluntad en 
este sentido y, sobre todo, destacar el comienzo de un 
accionar distinto al que hemos tenido en los últimos 
seis años en lo que hace a temas de seguridad y a 
cuáles podrían ser sus posibles soluciones. Pensamos 
que, por lo menos, es necesario “abrir la cabeza” en 
cuanto a que debemos sentarnos a discutir estos te- 
mas, a escucharnos, a proponer alternativas y a cons- 
truir desde las diferencias, para votar cosas concretas 
como estas a las que arribamos en la tarde de hoy, y 
otras que han quedado por el camino, en las cuales 
no hemos podido ponernos de acuerdo. 


El tema de la seguridad no es nuevo; hemos veni- 
do trabajando a ese respecto desde hace mucho tiem- 
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po en las diferentes Bancadas. Reconocemos los pro- 
yectos de ley que ha presentado el Partido Nacional 
en la materia y nosotros, por nuestra parte, también 
hemos elaborado los propios. 


Ahora bien, a modo de análisis también queremos 
decir, con respecto a cómo se ha convergido en esta si- 
tuación, que no habían existido respuestas ni se había 
podido conformar una sola Comisión en los últimos 
seis años, lo que sí se logró a partir de que el Partido 
Colorado y nuestro sector político, “Vamos Uruguay”, 
anunció públicamente que iniciaba una campaña de 
recolección de firmas para convocar a la ciudadanía 
a un mecanismo de democracia directa con el fin de 
lograr los cambios en la legislación que no se han po- 
dido procesar por mayorías parlamentarias circuns- 
tanciales en ambas Cámaras. A partir de ese anuncio 
que hicimos a fines del mes de setiembre del año pa- 
sado es que comienzan a surgir las conversaciones 
para conformar nuevas Comisiones, nuevos ámbitos 
de diálogo, y aparecen propuestas para el abordaje de 
estos temas, a las que, naturalmente, acompañamos. 
Cuando el señor Senador Larrañaga, concretamen- 
te, propuso, en el seno de la Asamblea General, la 
conformación de esta Comisión, el Gobierno aceptó la 
propuesta, lo que no había sucedido antes. 


Nosotros vamos a acompañar la modificación de 
estos tres artículos en el entendido de que, tal como 
lo han explicado el señor Miembro Informante y el se- 
ñor Senador Moreira, logran cambios importantes y, 
por sobre todas las cosas, vienen a llenar vacíos que 
se habían generado y que propiciaron hechos lamen- 
tables que toda la sociedad supo repudiar, como el tan 
comentado caso de Ciudad de la Costa de hace algunos 
meses, al que el señor Senador Moreira hacía referen- 
cia. Estamos hablando de extender el plazo de presen- 
tación del informe de 60 a 90 días entendiendo, a su 
vez, que su existencia no es indispensable para que el 
Juez de Menores dicte sentencia y que puede hacerlo 
aunque no le hubiera llegado en tiempo y forma. 


Creemos que tipificar la tentativa o complicidad 
en el hurto aplicando medidas socioeducativas y no 
privativas de libertad es comprensible solo en aque- 
llos casos en que se reincidiera por primera vez, pero 
no en la segunda, en la tercera ni en la novena. En 
definitiva, cuando un menor de edad -sobran casos 
y ejemplos en este sentido- reincide en el delito por 
duodécima vez, ¿qué medida socioeducativa le vamos 
a pedir que cumpla? ¿Le vamos a seguir sugiriendo 
que sea bueno y que deje de comportarse mal? Nos 
parece que ese no es el camino ni el ejemplo adecua- 
do que, desde el Estado, la Justicia le debe mostrar; 
se hace indispensable -y coincidimos con la postura 
del Partido Nacional- tipificar la privación de libertad 
para la tentativa o complicidad del hurto en la medida 
en que existan reincidencias. 
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Hoy hemos logrado abordar el tema de la modifi- 
cación de estos artículos y dentro de algunos minu- 
tos votaremos otra iniciativa referente a la proble- 
mática. A su vez, hace algunas semanas se votó el 
nuevo Instituto de Rehabilitación de Menores pero 
nos parece que solamente con esto no alcanza. Te- 
nemos la más absoluta convicción de que se trata 
de tímidas modificaciones y que deberían ser mucho 
más profundas aún. 


Mantenemos varias diferencias en lo que tiene que 
ver con el análisis de los resultados de la aplicación 
de este Código de la Niñez y la Adolescencia; creemos 
que debería ser modificado pero no se encontró un 
ámbito propicio para acuerdos en la Comisión creada 
en la Asamblea General. 


El numeral 1) del artículo 76 de este Código de 
la Niñez y la Adolescencia otorga discrecionalidad al 
Juez, tal como señalaba el señor Senador Moreira, 
en diversos aspectos. Uno de ellos, por ejemplo, es 
que en el momento en que la Policía informa tele- 
fónicamente al Magistrado que tiene un menor de- 
tenido por haber cometido una infracción, este pue- 
de decidir si lo hace conducir a la Sede judicial o lo 
devuelve a sus padres; aquí es donde creemos que 
aparecen los números negros. En esos debates entre 
quienes estamos a favor de determinadas posturas y 
quienes se oponen, se señala una y otra vez que es- 
tamos falseando las cifras. ¿Quién tiene la verdad de 
las cifras? ¿Quién sabe a ciencia cierta la cantidad 
de veces que la Policía se comunica telefónicamente 
con un Juez de Menores y le comunica que uno de 
ellos ha cometido infracciones a la ley pero, en ese 
momento, el Magistrado decide dejarlo en libertad y 
que sea devuelto a sus padres? Tal vez sea el Minis- 
terio del Interior -la Policía- y no el Poder Judicial el 
que sepa a ciencia cierta el número total de delitos, 
aunque se ha insistido una y otra vez con las estadís- 
ticas de dicho Poder, lo que hace que desdibujemos la 
realidad social que hoy vive el país y nuestra gente en 
cuanto al ataque de la minoridad infractora. 


El numeral 12 del artículo 76 del Código de la Ni- 
ñez y la Adolescencia establece que la privación de 
libertad será el último de los recursos utilizados por 
el Magistrado. Hemos llegado a la conclusión de que 
el Juez se encuentra condicionado por la redacción 
de este artículo, que dispone que la privación de li- 
bertad sea la última ratio. Hay un condicionamiento 
que no debería ser así; habría que establecer paráme- 
tros, dentro de la mínima y la máxima, respecto de la 
conducta que es pasible de tipificación, para que el 
Magistrado pueda actuar en consecuencia. 


Este artículo, que consideramos debe ser modi- 
ficado y sobre el cual no se llegó a un acuerdo en la 
Asamblea General, nos permite hacernos la siguien- 
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te pregunta: ¿Quién sabe cuál es el menor tiempo 
posible cuando el Magistrado imparte justicia? ¿Cuál 
es el menor tiempo posible y adecuado, considerando 
que el Código de la Niñez y la Adolescencia habla de 
un máximo de hasta cinco años? 


En el artículo 73 del Código de la Niñez y la Ado- 
lescencia no existe el cómputo de agravantes. Matar 
a una persona por dinero o contratar un sicario -tal 
como ha sucedido y que, lamentablemente, es la peor 
de las conductas-, en el Código Penal de adultos está 
tipificado con una pena de treinta años, mientras 
que en el Código de la Niñez y la Adolescencia es lo 
mismo que un homicidio simple. A nuestro juicio no 
tiene sentido y es absolutamente irracional que sea lo 
mismo una cosa que la otra. 


Como decíamos, el juez tiene una absoluta discre- 
cionalidad a la hora de imponer la sanción y si este lo 
entiende pertinente, por más grave que sea el delito, 
puede enviar a una persona a su casa, debiendo con- 
currir una vez por semana a una ONG para cumplir 
tareas comunitarias. Esto genera vacíos legales y des- 
conciertos en la sociedad, que se ha sentido desprote- 
gida en estos años de aplicación del Código. 


Quiero recordar un hecho muy grave que sucedió 
hace pocas semanas. Una rapiñera menor de edad le 
puso un cuchillo en el cuello a una señora embara- 
zada en un comercio de venta de teléfonos celulares. 
Por tanto, estuvo en riesgo la vida de la señora y la 
del bebé, que tiene vida intrauterina. La sanción que 
le aplicó el juez a esta rapiñera menor de edad fue la 
prisión domiciliaria. ¿Cuál es el mensaje que da a la 
sociedad el Poder Judicial, en representación del Es- 
tado, impartiendo justicia? El mensaje es muy malo, 
contradictorio y espantoso, tanto para la sociedad 
que no se siente protegida en casos concretos como 
el que acabo de narrar -que surgen todos los días-, 
como para la rapiñera menor de edad. ¿Cuál es la 
educación que da el Estado a esta menor rapiñera 
por haber cometido un delito tan aberrante como el 
mencionado, al enviarla a su casa, con su familia? 


El artículo 84 del Código de la Niñez y la Adoles- 
cencia prevé, en esa discrecionalidad que los jueces 
de menores poseen, que en cualquier momento de la 
causa la medida puede ser sustituida. ¿Qué significa? 
Por ejemplo, un fiscal de menores, por dos homicidios 
y una rapiña, pidió cuatro años de internación, pero 
el juez, que aplicó tres años -en la discrecionalidad 
que posee para fijar hasta un máximo de cinco años-, 
transcurrido unos meses o un año, por un informe 
sicológico que le aportó el INAU -que no es difícil 
de conseguir en este país, y lo sabemos todos porque 
ha surgido en estos términos en muchísimas causas 
abiertas-, interrumpe la sentencia y le otorga la liber- 
tad. Esta misma modalidad en la Justicia Penal ordi- 
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naria, en el Código Penal de mayores, puede darse 
únicamente con la intervención de la Suprema Corte 
de Justicia y habiéndose cumplido, por lo menos, la 
mitad o dos tercios de la sentencia impuesta por el 
magistrado. 


Debíamos hacer estas reflexiones porque la ola de 
inseguridad que está viviendo el país en materia de la 
minoridad infractora sigue en aumento. Los números 
que ha aportado el señor Ministro del Interior nos 
muestran que el 46% de las rapiñas que se cometen 
son llevadas adelante por menores de 18 años. Estas 
son realidades incontrastables y, por tanto, debemos 
tener en cuenta los índices de aumento de la minori- 
dad infractora que existe en el país, como así también 
de los delitos violentos. 


Queremos dejar constancia en el seno de este Ple- 
nario -como ya lo hicimos en la Cámara de Represen- 
tantes- de que estamos convencidos de que debemos 
crear un grupo de trabajo -tal como se hizo en la Co- 
misión de la Asamblea General- que estudie la elabo- 
ración de una nueva ley penal juvenil. Al respecto nos 
sobran ejemplos en la región, pero mencionaremos el 
caso de nuestro país hermano, Chile. Esa nueva ley 
penal juvenil debe integrar el sistema acusatorio, lle- 
vándolo adelante el Ministerio Público. El actual fun- 
cionamiento del sistema es absolutamente benévolo. 


Debemos ser conscientes de que los números que 
estamos registrando día a día con respecto a la mino- 
ridad infractora son nefastos y la aplicación de este 
Código no ha dado el resultado esperado, por lo que 
resulta necesario hacer una reforma seria y profunda. 


Muchas gracias, señora Presidenta. 
SEÑOR PEREYRA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PEREYRA.- Señora Presidenta: en reali- 
dad, no pensábamos hacer uso de la palabra porque 
entendíamos que lo prioritario era votar en el día de 
hoy este proyecto de ley, que ya tiene media sanción. 
Además, compartimos lo que ha planteado el miembro 
informante, señor Senador Gamou. De todos modos, 
nos parece necesario reafirmar un par de conceptos 
que no son menores. Como ya se ha dicho, aquí no 
estamos discutiendo estos asuntos por cuestiones ca- 
suales, sino porque entendemos que hay un proceso 
que ha llevado a analizarlos desde otra óptica. En ese 
sentido, queremos plantear el sustancial avance que 
ha hecho nuestro país en cuanto al abordaje de estos 
temas. Por parte de todos -no solo de mi fuerza polí- 
tica, sino de toda la sociedad- hay un compromiso en 
cuanto a la forma de atender estos temas, acuerdo 
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que fue sellado el 10 de agosto de 2010 con el do- 
cumento de consenso firmado en la Comisión Inter- 
partidaria de Seguridad Pública. En gran medida, hoy 
estamos trabajando en base a los compromisos asumi- 
dos con la firma de este documento, que deja de lado 
las visiones que podamos tener en forma particular. 


Hay un primer concepto vinculado a que a partir 
de la firma de este documento de acuerdo, de algu- 
na manera coincidimos todos en que en estos temas, 
como en otros, no hay soluciones mágicas. Tampoco 
habrá una solución mágica por el hecho de que vo- 
temos hoy estos dos artículos por los que se modifi- 
ca el Código de la Niñez y la Adolescencia, o porque 
votemos otros que puedan proponerse en el futuro. 
Lo cierto es que existe el compromiso de seguir en- 
tendiendo esas realidades y adoptar las medidas ne- 
cesarias. 


Ahora bien; ¿alguien tiene la verdad revelada? 
Pienso que lo más importante es asumir ese com- 
promiso. Por eso, señora Presidenta, hoy, cuando el 
Senado discute este proyecto de ley, me parece opor- 
tuno que tratemos de comprender estos temas en el 
marco de una política de largo plazo, pues de ningún 
modo puede limitarse a un período de gobierno. Ese 
es nuestro compromiso. 


Me voy a permitir leer una parte del documento 
que todos firmamos, que va en la línea de lo que aca- 
bo de expresar y que, en mi opinión, nos compromete 
a seguir avanzando, más allá de las posturas perso- 
nales. En el Documento de Consenso firmado en el 
marco de la Comisión Interpartidaria de Seguridad 
Pública, en el punto 2 “Seguridad Pública como Po- 
lítica de Estado” determinábamos: “2.1 En nuestra 
concepción la seguridad pública debe ser encarada 
como política de Estado, lo que significa: 


a) La participación de todo el sistema político o, al 
menos, su gran mayoría. 


b) La participación de todo el Estado. 


c) La adopción de medidas que superen en sus 
efectos el mandato de la administración que las tomó, 
o comienzan a producir efectos visibles tiempo des- 
pués de tomadas. 


d) Si es posible, el involucramiento de la sociedad 
civil. 


2.2 En el sentido de lo que estamos exponiendo, 
concluimos que nuestra Nación, en esta materia debe 
afrontar y realizar reformas estructurales. Esta refor- 
ma obedece a un interés general que debe conser- 
varse en forma permanente, ya que reviste una im- 
portancia crucial que afecta al futuro como país. Es 
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entre todos que debemos responder al desafío de tra- 
bajar seriamente para mejorar la seguridad pública, 
y es este nuestro primer compromiso en la materia”. 


Señora Presidenta: creo que lo que hoy hace el 
Senado es seguir trabajando en función de los com- 
promisos que asumimos en este tema, que sin duda 
es preocupante para quienes formamos parte de esta 
sociedad. Entiendo que la mejor manera de asumir 
este compromiso es de esta forma y no trasmitiendo 
al conjunto de la sociedad la idea de que a partir de 
que votamos un proyecto puntual estamos adoptan- 
do una solución mágica, que al día siguiente puede 
cambiar la realidad como un pincel sobre una pared. 


SEÑOR GAMOU.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR PEREYRA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR GAMOU.- Señora Presidenta: tengo una 
concordancia absoluta con lo que acaba de manifes- 
tar el señor Senador Pereyra y quiero agregar algo 
que me parece muy importante. 


En el año 2009, hablar de ponerse de acuerdo so- 
bre estos temas era muy complicado. En aquel mo- 
mento el país asistía a lo peor que le puede pasar a un 
sistema político, que es entrar en un juego de suma 
cero, en el que un partido gana y otro pierde. En defi- 
nitiva, en un juego de suma cero el resultado es nulo 
y nadie gana, sobre todo en este caso, en el que la 
que perdía era la ciudadanía uruguaya. Pienso que a 
partir de esos acuerdos a los que se refería el señor 
Senador Pereyra, todos cedimos, porque para algunos 
partidos esta solución puede no ser suficiente y así 
lo hicieron saber, pero en cambio para otros partidos, 
como el que representamos nosotros, no solamente 
es suficiente, sino que implica un paso más del que 
estábamos dispuestos a dar. Haber pasado de una si- 
tuación de suma cero a una situación de suma positi- 
va es lo más importante que ha sucedido en este país. 


Coincidimos con el señor Senador Pereyra en que 
hay un antes y un después de los acuerdos que men- 
cionó anteriormente -como Bancada de Gobierno va- 
mos a aprobar este proyecto tal cual lo votamos en 
Comisión- y reconocemos que hemos cedido y que 
también lo ha hecho la oposición. En definitiva, al 
aprobar este proyecto, tal como va a ocurrir con el 
próximo punto del Orden del Día -con el que también 
salimos de una suma cero y entramos en un resulta- 
do positivo-, me parece que en el día de hoy estamos 
dando un gran paso, porque en estos temas, en los 
que está en juego el interés del país, todos hemos es- 


314-C.S. 


tado dispuestos a ceder un poco. En síntesis, creo que 
este es un gran avance. 


Quiero aclarar que no vamos a votar la propuesta 
del señor Senador Moreira -valoramos que haya plan- 
teado sus argumentos, como siempre lo ha hecho-, 
pero de todos modos pienso que los acuerdos a los 
que llegamos son un paso importante. En síntesis, 
como dije antes, vamos a votar el proyecto de ley con 
el texto aprobado en Comisión. 


Muchas gracias, señor Senador y señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA.- Brevemente, para culminar, 
quiero transmitir que el trabajo de la Comisión bica- 
meral, que fue el ámbito en el que se arribó a estos 
proyectos de ley -que analizamos durante tres o cua- 
tro meses-, tuvo como una de las virtudes más im- 
portantes el hecho de haber recibido el aporte de los 
actores que de una manera u otra están vinculados a 
este tema. Sin dudas, a partir de ese intercambio se 
incorpora otro elemento: la realidad de lo cotidiano es 
un elemento central a la hora de abordar esta proble- 
mática y corregir la legislación. Ese fue, reitero, un 
elemento central. Por ejemplo, el artículo 76 de este 
proyecto de ley se incluyó a propuesta expresa de los 
jueces, los fiscales y los abogados de oficio, quienes 
basándose en la práctica concreta plantearon la ne- 
cesidad de introducir estas modificaciones. De modo 
que llegamos a estas conclusiones luego de ese in- 
tercambio tan rico, en el que los parlamentarios que 
integramos la Comisión acordamos y avanzamos te- 
niendo en cuenta el aporte sustancial de otros actores 
de la sociedad civil, tal como lo expresa el Documento 
de Consenso de la Comisión Interpartidaria. 


Estas son las reflexiones que quería hacer sobre lo 
que hoy el Senado va a aprobar. 


SEÑORA MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la se- 
ñora Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Señora Presidenta: tam- 
bién brevemente, quiero decir que a propósito de la 
discusión de este proyecto de ley hago mías las pala- 
bras que el doctor Chediak expresara en la Comisión 
Interpartidaria de Seguridad Pública. Teniendo en 
cuenta que todos compartimos la filosofía de las de- 
nominadas Reglas de Beijing y del Código de la Niñez 
y la Adolescencia, simplemente quería ratificar que 
la justicia penal juvenil no puede equipararse a la de 
adultos y que la privación de libertad siempre es el 
último recurso. 
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Asimismo, quiero decir que la Convención sobre 
los Derechos del Niño, que es la que ha guiado el es- 
píritu de trabajo en esa Comisión, tiene para nosotros 
el más alto grado de vinculación; por algo integramos 
la Organización de las Naciones Unidas. Precisamen- 
te, en el tratamiento de estos temas debemos tener 
presente que podemos poner al Estado uruguayo en 
clara infracción con la responsabilidad internacio- 
nal, dependiendo de la normativa que emane de este 
Cuerpo. 


El doctor Chediak, a propósito del tema en general 
y especialmente de la privación de libertad del menor 
infractor, señalaba que habría que recurrir a medios 
tecnológicos que permitieran suplir la internación en 
establecimientos carcelarios, ya sea de adultos o ju- 
veniles, por las pulseras o las tobilleras electrónicas, 
que dan la posibilidad de hacer un seguimiento del 
comportamiento y la circulación de la persona sin te- 
ner que poner vigilancia policial, lo que es absoluta- 
mente inviable. En tales circunstancias -como fue re- 
cogido por algunos señores Senadores-, tanto el juez 
de adultos como el de menores, al no tener muchas 
alternativas reales, a menudo optan por la medida se- 
gura de la privación de libertad. 


En el mismo sentido que el doctor Chediak, pien- 
so que el tratamiento de los adolescentes infractores 
tiene que ser, en todo el tránsito de la justicia penal y 
del cumplimiento de las penas, totalmente separado. 
Es decir que no puede enviarse a los adolescentes in- 
fractores a establecimientos de detención de adultos, 
ni siquiera a módulos separados, porque estaríamos 
violando la normativa internacional. Cuando en este 
proyecto de ley ampliamos la tentativa de hurto y la 
complicidad en el delito, lo hicimos insistiendo en el 
espíritu de las penas alternativas. 


Por último, dado que esto afecta el proceso pe- 
nal, a quienes estén interesados en estos temas les 
recomiendo que observen con atención la reforma 
del proceso penal que se está llevando a cabo en Bra- 
sil. Precisamente, en la ciudad de San Pablo se están 
estableciendo medidas alternativas a la privación de 
libertad, especialmente para jóvenes. Parece muy in- 
teresante que en un país donde los niveles de delin- 
cuencia y criminalidad son extremadamente altos en 
relación con el resto de América Latina, se estén im- 
plementando reformas de este tipo. Creo que serviría 
mirarnos en ese espejo. 


Es cuanto quería expresar. 
SEÑOR SOLARI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 
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SEÑOR SOLARI.- Señora Presidenta: me voy a 
referir muy brevemente a este tema desde un ángulo 
diferente al que se ha venido manejando hasta ahora. 


Cuando el actual Presidente de la República insta- 
ló su Gobierno, convocó a todos los partidos políticos 
a cuatro comisiones para tratar temas sustanciales y 
buscar políticas de Estado. Esos temas eran: seguri- 
dad, educación, medio ambiente y energía. En el tema 
de seguridad hemos avanzado, pero en el de educa- 
ción -que constituye el basamento de la seguridad- no 
lo hemos hecho. Cuando se propuso la creación de la 
comisión bicameral para tratar el tema de la seguri- 
dad pública, nuestro partido reclamó esa situación y 
solicitó una comisión igual sobre educación, pero no 
tuvimos éxito. 


El Poder Ejecutivo, específicamente, el Presidente 
de la República, se preocupó por la falta de efecti- 
vidad en las políticas de educación y convocó a una 
cumbre educativa que se llevó a cabo en la Torre Eje- 
cutiva. Sin embargo, no trascendió de allí que hubie- 
ren surgido modificaciones sustanciales. Finalmente, 
hace pocos meses el señor Senador Larrañaga pro- 
puso formar una comisión bicameral para realizar un 
estudio profundo sobre este mismo tema, pero tampo- 
co ha habido una respuesta. 


No podemos detenernos solamente a mirar -como 
lo estamos haciendo y creo que está bien que lo haga- 
mos- los aspectos de la tentativa y de la complicidad, 
sin tener en cuenta el fracaso rotundo del sistema de 
educación secundaria y el fracaso progresivo del sis- 
tema de educación primaria en los sectores más mar- 
ginados de nuestra sociedad, porque ambos fenóme- 
nos están, lamentablemente, muy vinculados entre sí. 
De manera que para aquellos que alegremente dicen 
que quienes integramos el Partido Colorado y hemos 
construido o ayudado a construir una sociedad ho- 
mogénea y solidaria, para quienes dicen alegremente 
que nosotros tratamos de engañar a la población reco- 
giendo firmas, quiero decir en este Cuerpo que no es 
así, que seguimos trabajando para corregir las profun- 
das causas sociales del fenómeno de la delincuencia 
juvenil, que así se llama. 


La adolescencia, en todo el mundo, es el período 
en que se descubre la identidad y se explora hasta 
dónde llegan los límites. El adolescente no encuentra 
esos límites en solitario, sino que lo hace convivien- 
do en la comunidad. Quienes estudiamos el sistema 
nervioso central sabemos que el elemento racional 
del autocontrol es el que más tardíamente se desa- 
rrolla. A mi entender, estas disposiciones de privación 
de libertad, de restitución a la familia con medidas 
alternativas y de servicio comunitario hay que consi- 
derarlas dentro del contexto de la fijación de límites. 
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En nuestra sociedad hemos elegido no aplicar 
el código de faltas, por lo que los menores pueden 
cometer faltas sin ser sancionados. ¿Cómo hacen, 
entonces, para encontrar sus límites? Si el sistema 
educativo fracasa, si no tenemos una comunidad que 
ayude a poner límites, los adolescentes van a explorar 
hasta donde puedan y hasta donde los dejemos. De 
manera que vemos con muy buenos ojos estas dispo- 
siciones, siempre y cuando las complementemos con 
medidas correctivas -y con el mismo énfasis- dirigidas 
a los problemas educativos que nos están haciendo 
fracasar. En ese sentido, nuestro partido está cola- 
borando. 


Por otro lado, quiero referirme a este tema en el 
contexto de los organismos internacionales. He visto 
al representante de UNICEF en Uruguay firmar de- 
claraciones de naturaleza política interna de nuestro 
país, algo que tiene terminantemente prohibido. Rei- 
tero: el representante de UNICEF en Uruguay, señor 
Egidio Crotti, tendrá todas las características de ser 
un técnico más o menos reconocido, pero no es un 
ciudadano uruguayo, no vota ni paga impuestos en 
nuestro país y no tiene nada que opinar respecto a 
nuestros debates políticos internos sobre cómo con- 
ducimos a la adolescencia de nuestro país. Y hasta 
donde sé, señora Presidenta, el representante de 
UNICEF no cuenta con aprobación alguna como para 
hacer las declaraciones que ha hecho y no he visto 
al Ministerio de Relaciones Exteriores interesarse en 
este tema e indagar cómo es que lo hace. 


Creo que en este tema tenemos que seguir traba- 
jando y vamos a acompañar la propuesta del señor 
Senador Moreira, porque quien reitera la tentativa 
de hurto ya no es un menor que intenta robar por 
primera vez. Tendremos que solicitar nuevamente el 
esfuerzo interpartidario para llegar a acuerdos en po- 
líticas de Estado en materia de educación, y vamos a 
preservar nuestra soberanía para decidir el futuro de 
nuestros adolescentes en base a lo que quiere y desea 
el pueblo uruguayo. 


Es cuanto quería expresar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto. 


(Se vota:) 

-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1”. 


SEÑOR GAMOU.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR GAMOU.- Mociono para que se suprima 
la lectura. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la moción 
propuesta. 


(Se vota:) 
-24 en 25. Afirmativa. 
En consideración el artículo 12. 


SEÑOR MOREIRA.- Si me permite, señora Presi- 
denta, quisiera saber si se va a poner a consideración 
el artículo con la modificación propuesta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa recuerda a 
los señores Senadores que tenemos que considerar 
el artículo 1% tal como viene de la Comisión, y luego 
el texto aditivo por el que se incluiría un inciso más. 


Observo que el señor Senador Moreira acota que 
el texto aditivo ya ha sido repartido, por lo que no es 
necesario leerlo. 


En consideración, en primer término, el artículo 
1 tal como viene de Comisión. 


SEÑOR MOREIRA.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Consulto a la Mesa si se po- 
dría alterar el orden, porque en caso de que no se 
aprobara mi propuesta, acompañaríamos el artículo. 
En realidad, nos gustaría que se leyera el aditivo para 
que quedara constancia en la versión taquigráfica y 
que además se votara, porque si no se procede de esa 
manera, no podríamos pronunciarnos sobre el texto 
aditivo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El Cuerpo debe resol- 
ver si acepta la propuesta hecha por el señor Senador 
Moreira, pues el Reglamento no establece nada en 
ese sentido. 


(Apoyados.) 


En primer término, entonces, se someterá a vo- 
tación la propuesta con el aditivo presentado y, en 
segundo lugar, el artículo tal como viene de la Co- 
misión. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el ar- 
tículo 1% con el texto propuesto por el señor Senador 


Moreira. 
(Se vota:) 
-11 en 27. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 


artículo 1% tal como viene de la Comisión. 
(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 2*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 3%. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha quedado sancionado el proyecto de ley, que se 


comunicará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancio- 


nado por ser igual al considerado.) 


21) ADOLESCENTES EN CONFLICTO CON LA 
LEY PENAL 


SEÑORA PRESIDENTA.- El Senado pasa a con- 
siderar el asunto que figura en segundo término 
del Orden del Día: “Proyecto de ley por el que se 
introducen modificaciones a la Ley N* 17.823, de 
7 de setiembre de 2004 (Código de la Niñez y la 
Adolescencia), relativo al mantenimiento de los 
antecedentes judiciales de adolescentes en con- 
flicto con la ley penal. (Carp. N* 592/2011 - Rep. 
N* 329/2011 - Anexo 1)”. 
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(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 592/2011 
Rep. N* 329/2011 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, en sesión de hoy, ha sanciona- 
do el siguiente 


Proyecto de ley 


Artículo 1%.- Modifícase el artículo 116 del Código 
de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823, de 7 
de setiembre de 2004), que quedará redactado de la 
siguiente manera: 


“ARTÍCULO 116. (Infracciones reiteradas).- En 
los casos de infracciones reiteradas, los procesos se 
tramitarán por el Juez competente de cada una has- 
ta la sentencia ejecutoriada, sin perjuicio de la unifi- 
cación de las medidas impuestas, la que se realizará 
en vía incidental por el Juez Letrado de Adolescentes 
que hubiere entendido en la última infracción. 


La Suprema Corte de Justicia creará y reglamen- 
tará un Registro Nacional de Antecedentes Judiciales 
de Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal. 


Dicho Registro tendrá dos secciones: 


A) La primera sección contendrá los antecedentes 
de los delitos de violación, rapiña, copamiento, se- 
cuestro y homicidio doloso o ultraintencional. 


B) La segunda sección contendrá todas las demás 
infracciones a la ley penal previstas en este Código. 


Artículo 2.- Sustitúyese el artículo 222 del Código 
de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823, de 7 
de setiembre de 2004), que quedará redactado de la 
siguiente manera: 


“ARTÍCULO 222. (Limitaciones).- La información 
relativa a niños y adolescentes no podrá ser utilizada 
como base de datos para el rastreo de los mismos, una 
vez alcanzada la mayoría de edad. 


Los antecedentes judiciales y administrativos de 
los niños o adolescentes que hayan estado en con- 
flicto con la ley se deberán destruir en forma inme- 
diata al cumplir los dieciocho años o al cese de la 
medida. 


No obstante, cuando el adolescente en conflicto 
con la ley haya sido penado por el delito de violación 
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(artículo 272 del Código Penal), rapiña (artículo 344 
del Código Penal), copamiento (artículo 344 bis del 
Código Penal), secuestro (artículo 346 del Código Pe- 
nal) o las diferentes variantes del homicidio inten- 
cional (artículos 310, 310 bis, 311 y 312 del Código 
Penal), el Juez, en el momento de dictar sentencia, 
podrá imponer -como pena accesoria- la conserva- 
ción de los antecedentes a los efectos que, una vez 
alcanzada la mayoría de edad; si volviera a cometer 
otro delito doloso o ultraintencional no pueda ser 
considerado primario. 


En todos los casos los antecedentes judiciales de 
adolescentes serán eliminados: 


A) Pasados dos años desde que cumplieran la ma- 
yoría de edad. 


B) Pasados dos años posteriores al cumplimiento 
de la pena, cuando esta se extendiese más allá de los 
dieciocho años. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 15 de junio de 2011. 


Luis Lacalle Pou, Presidente; José Pedro 
Montero, Secretario. 


Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


Señoras y señores Representantes: 


El proyecto que se pone a consideración de la Cá- 
mara de Representantes propone sendas modificacio- 
nes al Código de la Niñez y la Adolescencia que se 
considera mejoran el texto legal. 


Por el artículo 1? se explicitan los contenidos del 
Registro de Antecedentes Judiciales de Adolescentes 
en Conflicto con la Ley Penal a cargo de la Suprema 
Corte de Justicia. 


Ese Registro deberá tener dos secciones: una 
conteniendo los antecedentes de los delitos de vio- 
lación, rapiña, copamiento, secuestro y homicidio 
culposo o ultraintencional; otra, conteniendo las 
demás infracciones a la ley penal previstas en el 
Código. 


Por el artículo 2” se establece que en los casos de 
delitos de violación, rapiña, copamiento, secuestro o 
las diferentes variantes del homicidio intencional, el 
Juez, en el momento de dictar sentencia, podrá impo- 
ner como medida accesoria la conservación de los an- 
tecedentes a los efectos que, una vez alcanzada la ma- 
yoría de edad, si volviera a cometer otro delito doloso 
o ultraintencional, no puede ser considerado primario. 
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En los literales finales se establece el plazo de 
mantenimiento de estos antecedentes, pasados los 
cuales deben ser eliminados. 


La redacción propuesta permite manejar los 
antecedentes de los adolescentes en conflicto con la 
ley penal cumpliendo a cabalidad con los compromisos 
internacionales asumidos por el Uruguay en la 
materia. 


En mérito a las consideraciones precedentes, esta 
asesora recomienda al plenario de la Cámara de Re- 
presentantes la aprobación del proyecto de ley que se 
informa. 


Sala de la Comisión, 1* de junio de 2011 


Jorge Orrico, Miembro Informante; Felipe 
Michelini, Aníbal Pereyra, Daisy Tourné. 


Informe en minoría del Partido Nacional 
Señoras y señores Representantes: 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legisla- 
ción General y Administración aconseja al Cuerpo vo- 
tar negativamente el proyecto de ley en tratamiento. 


Creemos que el proyecto presenta una solución 
incompleta, que deja en manos del Juez competente 
la conservación de los antecedentes de los menores 
de 18 años, como pena accesoria. 


No compartimos que esta pueda considerarse una 
pena, ni tan siquiera accesoria, sino un elemento que 
la Justicia debe manejar a los efectos de su mejor ad- 
ministración. 


Sala de la Comisión, 1? de junio de 2011. 


Gustavo Borsari Brenna, Miembro Informante; 
Ana Lía Piñéyrúa. 
Proyecto de Resolución 
Artículo Único.- Recházase el proyecto de ley ca- 
ratulado “Adolescentes en conflicto con la ley penal. 


Mantenimiento de antecedentes judiciales en los ca- 
sos que se determinan”. 


Sala de la Comisión, 1? de junio de 2011. 


Gustavo Borsari Brenna, Miembro Informante; 
Ana Lía Piñeyrúa. 
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Informe en minoría del Partido Colorado 
Señoras y señores Representantes: 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación Ge- 
neral y Administración ha considerado el proyecto de ley 
por el que se pretende mantener los antecedentes judicia- 
les de menores infractores en determinados casos como 
pena accesoria y por el plazo de dos años como máximo. 


Al respecto nos corresponde informar que este pro- 
yecto en su primer artículo, propone realizar algunas 
modificaciones al artículo 116 del Código de la Niñez 
y la Adolescencia (Ley N” 17.823, de 7 de setiembre 
de 2004). Su primer inciso es exactamente igual al vi- 
gente. El segundo plantea modificaciones en cuanto 
le agrega la creación de un Registro Nacional a cargo 
de la Suprema Corte de Justicia y aclara que se refiere 
a adolescentes en conflicto con la ley penal. Esto es 
compartible. La novedad es la división del Registro en 
dos secciones. Se desconoce la existencia de dos tipos 
de infracciones, las graves y las gravísimas. Deja de 
lado lesiones gravísimas como la extorsión. 


Tenemos objeciones referidas a la literatura jurí- 
dica utilizada en este texto a estudio, por ejemplo la 
redacción de adolescente “penado” es incorrecta, de- 
biendo utilizarse “adolescente sancionado”; así como 
el uso de “pena accesoria”, lo que no es aconsejable 
desde el punto de vista de la dogmática penal juvenil 
y de las normas internacionales en la materia. 


El proyecto desconoce que las naturalezas de las 
medidas en la justicia penal juvenil son educativas y 
con fines restaurativos y de reinserción social. 


Desconoce que las únicas medidas accesorias que 
el Juez puede imponer son aquellas que el CNA llama 
complementarias en el artículo 79. 


Desconoce el artículo 85 del CNA que establece el 
principio tan caro del non bis in idem. 


Por último, dispone -quizás para compensar lo an- 
terior- que el mantenimiento de los antecedes será 
solamente por 24 meses. No compartimos el criterio. 
Entendemos, así lo expresamos en el proyecto que 
proponemos por nuestra parte, que los antecedentes 
no deben constituir una sanción en sí mismos y su 
destrucción no aporta soluciones a la realidad actual. 


Por todo lo antes mencionado, aconsejamos a la 
Cámara desechar el proyecto. 


Sala de la Comisión, 1? de junio de 2011. 


Fitzgerald Cantero Piali, Miembro Informante; 
Gustavo Cersósimo. 
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Proyecto de resolución como máximo. (Carpeta N* 835/2011). 
Artículo Único.- Deséchase el proyecto de ley Sala de la Comisión, 1? de junio de 2011. 
referente a mantener los antecedentes judiciales 
de menores infractores en determinados casos Fitzgerald Cantero Piali, Miembro Informante; 


como pena accesoria y por el plazo de dos años Gustavo Cersósimo.” 
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Disposiciones citadas 


CODIGO PENAL 
(Actualizado marzo 2010) 


TITULO X 


DE LOS DELITOS CONTRA LAS BUENAS COSTUMBRES 
Y EL ORDEN DE LA FAMILIA 


CAPITULO IV 
De la violencia carnal, corrupción de menores, ultraje público al pudor 

Artículo 272. (Violación) Comete violación el que compele a una persona del 

mismo o de distinto sexo, con violencias y amenazas a sufrir la conjunción 

carnal, aunque el acto no llegara a consumarse, 

La violencia se presume cuando la conjunción camal se efectúa : 

1. Con persona del mismo o diferente sexo, menor de quince años. No 
obstante, se admitirá prueba en contrario cuando la víctima tuviere doce 
años cumplidos ; 

2. Con persona que, por causas congénitas o adquiridas, permanentes o 
transitorias, se halla, en el momento de la ejecución del acto, privada de 
discernimiento o voluntad ; 


3. Con persona arrestada o detenida, siempre que el culpable resulte ser el 
encargado de su guarda o custodia ; 


4. Con fraude, sustituyéndose el culpable a otra persona, 
Este delito se castiga, según los casos, con penitenciaria de dos a doce años. 
Fuente: El inciso fina! fue suprimido por el artículo 17 
de la Ley N* 17,897, de 14/09/2005. 
TITULO XI! 


DE LOS DELITOS CONTRA LA PERSONALIDAD 
FISICA Y MORAL DEL HOMBRE 


CAPITULO 1 
Artículo 310. (Homicidio) El que, con intención de matar, diere muerte a alguna 
persona, será castigado con veinte meses de prisión a doce años de 
penitenciaria. 


Artículo 310 bis. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente, se 
considerará agravante especial del delito, la calidad ostensible de funcionario 
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policial de la víctima, siempre que el delito fuere cometido a raíz o en ocasión 
del ejercicio de sus funciones, o en razón de su calidad de tal. En este caso, el 


máximo de la pena se elevará en un tercio respecto de la prevista en el artículo 
anterior. 


Fuente: agregado por el artículo 17 de la Ley N' 16.707, de 12/07/1995. 
Artículo 311. (Circunstancias agravantes especiales) El hecho previsto en el 


artículo anterior será castigado con diez a veinticuatro años de penitenciaria, 
en los siguientes casos: 


1”. Cuando se cometiera en la persona del ascendiente o del descendiente 
legítimo o natural, del cónyuge, del concubino o concubina "more uxorio”, 
del hermano legítimo o natural, del padre o de! hijo adoptivo. 

2*. Con premeditación. 

3”. Por medio de veneno. 

4”. Si el sujeto fuera responsable de un homicidio anterior ejecutado con 
circunstancias atenuantes. 

Fuente: artículo 12 de la Ley N* 16707 de 12/07/1995. 


Artículo 312. (Circunstancias agravantes muy especiales) Se aplicará la pena 
de penitenciaría de quince a treinta años, cuando el homicidio fuera cometido: 


1. Con impulso de bruta ferocidad, o con grave sevicia. 
2. Por precio o promesa remuneratoria. 


3. Por medio de incendio, inundación, sumersión, u otras de los delitos 
previstos en el inciso 3? del artículo 47. " 


4. Para preparar, facilitar, o consumar otro delito, aun cuando éste no se haya 
realizado. 


m 


Inmediatamente después de haber cometido otro delito, para asegurar el 
resultado, o por no haber podido conseguir el fin propuesto, o para ocultar el 
delito, para suprimir los indicios o la prueba, para procurarse la impunidad o 
procurársela a alguno de los delincuentes. 


6. La habitualidad, el concurso y la reincidencia, en estos dos últimos casos, 
cuando el homicidio anterior se hubiera ejecutado sin las circunstancias 
prevista en el numera 4” del artículo precedente. 
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TITULO XIII 
DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD 
CAPITULO II 
Delitos contra la propiedad mueble con violencia en las personas 


Artículo 344. (Rapiña) El que, con violencias o amenazas, se apoderare de 
cosa mueble, sustrayéndosela a su tenedor, para aprovecharse o hacer que 
otro se aproveche de ella, será castigado con cuatro a dieciséis años de 
penitenciaria. 


La misma pena se aplicará al que, después de consumada la sustracción, 
empleara violencias o amenazas para asegurarse o asegurar a un tercero, la 
posesión de la cosa sustraida, o para procurarse o procurarle a un tercero la 
impunidad. 


La pena será elevada a un tercio cuando concurra alguna de las circunstancias 
orevistas en el artículo 341 en cuanto fueren aplicables. 


Fuente: el inciso final fue suprimido por el artículo 15 de la 
Ley N* 17.897, de 14/09/2005. 


Artículo 344 bis. (Rapiña con privación de libertad. Copamiento) El que, con 
violencia o amenazas, se apoderare de cosa mueble, sustrayéndosela a su 
tenedor, para aprovecharse o hacer que otro se aproveche de ella, con 
privación de la libertad de su o sus víctimas, cualquiera fuere el lugar en que 
ésta se consumare, será castigado con ocho a veinticuatro años de 
penitenciaria. 
Fuente: agregado por el artículo 20 de la Ley N* 16.707, 
de 12/07/1995. 


Artículo 346. (Secuestro) El que privare de su libertad a una persona para 
obtener de ella, o de un tercero, como precio de su liberación, un provecho 
injusto en beneficio propio o ajeno, consiguiere o no su objeto, será castigado 
con seis a doce años de penitenciaria. 
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Ley N* 17.823, 
de 7 de setiembre de 2004 


(Actualizado al 22 de junio de 2011) 
CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 


CAPÍTULO X 
| - Derechos y garantías del procedimiento 


RÉGIMEN DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD 
X - Plazos procesales 


Artículo 116. (Infracciones reiteradas). En los casos de infracciones 
reiteradas, los procesos se tramitarán por el Juez competente de cada una 
hasta la sentencia ejecutoriada, sin perjuicio de la unificación de las medidas 
impuestas, la que se realizará en vía incidental por el Juez Letrado de 
Adolescentes que hubiere entendido en la última infracción. 


La Suprema Corte de Justicia reglamentará el régimen de antecedentes 
judiciales. 


CAPÍTULO XVIII 
REGISTRO DE INFORMACIÓN DE NIÑOS Y ADOLESCENTES 
Artículo 222. (Limitaciones).- La información relativa a niños y adolescentes no 
podrá ser utilizada como base de datos para el rastreo de los mismos, una vez 
alcanzada la mayoría de edad. 
Los antecedentes judiciales y administrativos de los niños o adolescentes que 


hayan estado en conflicto con la ley se deberán destruir en forma inmediata al 
cumplir los dieciocho años o al cese de la medida. 
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Normativa vigente 
Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004 
Código de la Niñez y la Adolescencia 


Artículo 1*.- Modificase el artículo 116 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia (Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004), que 
quedará redactado de la siguiente manera: 


| - Derechos y garantías del procedimiento 
RÉGIMEN DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD 
X - Plazos procesales 


reiteradas, los procesos se por el pregona 
cada una hasta la sentencia ejecutoriada, sin perjuicio de la 
unificación de las medidas impuestas, la que se realizará en vía 
incidental por el Juez Letrado de Adolescentes que hubiere | incidental por el Juez Letrado de Adolescentes que hubiere 
entendido en la última infracción. entendido en la última infracción. 


La sena Corte de Justicia creará y reglamentará un Registro | La Suprema Corte de Justicia reglamentará el régimen de 
antecedentes judiciales, 
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Nacional de Antecedentes Judiciales de Adolescentes en 
Conflicto con la Ley Penal. 


Dicho Registro tendrá dos secciones: 


A) La primera sección contendrá los antecedentes de los 


B) La segunda sección contendrá todas las demás 
infracciones a la ley penal previstas en este Código. 


Artículo 2*.- Sustitúyese el artículo 222 del Código de la Niñez y la CAPÍTULO XVili 
Adolescencia (Ley N” 17.823, de 7 de setiembre de 2004), que 
REGISTRO DE INFORMACIÓN DE NIÑOS Y ADOLESCENTES 


"SO "PTE 


SAJHOUVNAS HU VAVINYO 


TIOZ ap omnfap 9 


Proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes 


quedará redactado de la siguiente manera: 


"ARTÍCULO 222. (Limitaciones).- La información relativa a niños y 
adolescentes no podrá ser utilizada como base de datos para el 
rastreo de los mismos, una vez alcanzada la mayoría de edad. 


Los antecedentes judiciales y administrativos de los niños o 
adolescentes que hayan estado en conflicto con la ley se deberán 
destruir en forma inmediata al cumplir los dieciocho años o al cese 
de la medida. 


No obstante, cuando el adolescente en conflicto con la ley 
haya sido penado por el delito de violación (artículo 272 del 
Código Penal), rapiña (articulo 344 del Código Penal), 
copamiento (artículo 344 bis del Código Penal), secuestro 
(artículo 346 del Código Penal) o las diferentes variantes del 
homicidio intencional (artículos 310, 310 bis, 311 y 312 del 
Código Penal), el Juez, en el momento de dictar sentencia, 
podrá imponer -como pena accesoria» la conservación de los 
antecedentes a los efectos que, una vez alcanzada la mayoría 
de edad; si volviera a cometer otro delito doloso o 
ultráintencional no pueda ser considerado primario. 


En todos los casos los antecedentes judiciales de 
adolescentes serán eliminados: 


A) Pasados dos años desde que cumplieran la mayoría de 
edad. 


B) Pasados dos años posteriores al cumplimiento de la pena, 
cuando ésta se extendiese más allá de los dieciocho 
años. 


Normativa vigente 
Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004 
Código de la Niñez y la Adolescencia 


Artículo 222. (Limitaciones).- La información relativa a niños y 
adolescentes no podrá ser utilizada como base de datos para el 
rastreo de los mismos, una vez alcanzada la mayoría de edad. 

Los antecedentes judiciales y administrativos de los niños o 
adolescentes que hayan estado en conflicto con la ley se deberán 
destruir en forma inmediata al cumplir los dieciocho años o al cese de 
la medida. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor Se- 
nador Gamou. 


SEÑOR GAMOU.- Señora Presidenta: en reali- 
dad, la interrupción que pedí al señor Senador Pe- 
reyra cuando hizo uso de la palabra en el tema an- 
terior bien valió la pena para informar ahora sobre 
este tema. 


Diría que se hicieron esfuerzos enormes por parte 
de los tres partidos que integran el Senado de la Re- 
pública y, además, del Partido Independiente, que tie- 
ne representación en la Cámara de Representantes, 
habida cuenta de que las diferencias eran muy gran- 
des en cuanto al mantenimiento de los antecedentes 
judiciales de adolescentes en conflicto con la ley pe- 
nal. Antes de que se generara el debate, se hablaba de 
suma cero y realmente era así. A partir de ese diálogo 
nacional sobre una política de Estado en este tema 
creo que se logró transformar lo que sin duda sería 
una suma cero en una suma positiva. 


Hemos seguido los debates con enorme atención, 
y básicamente los resumiría en lo siguiente. El se- 
ñor Senador Pereyra fue en su momento el Miembro 
Informante de este proyecto de ley en la Cámara de 
Representantes, pero hubo varios informes: uno del 
Partido Nacional, sobre una solución incompleta; otro 
del Partido Colorado, en el sentido de que el asunto 
era compartible, aunque no suficiente; y uno hecho 
por el señor Representante Orrico, que establecía 
que este no era un tema que el Frente Amplio votara 
con alegría, visión con la que creo todos coincidimos. 


Dado que a veces nos manejamos con algunos 
eufemismos, quiero destacar particularmente algu- 
nos diálogos que mantuvimos con el señor Senador 
Larrañaga sobre este tema, así como también con el 
señor Senador Pereyra, con quienes coincidimos en 
que era dificultoso llegar a acuerdos. A nosotros nos 
resulta muy difícil votar este tipo de temas -como lo 
señalaron en la Comisión el señor Senador Lorier y 
la señora Senadora Moreira-, porque en alguna me- 
dida significa un retroceso en nuestras posiciones 
históricas. Por los planteos hechos, sabemos con- 
cretamente que para el Partido Nacional y sin duda 
para el Partido Colorado, esto no colma sus expec- 
tativas. No obstante, creo que asistimos a algo muy 
importante. Hace breves minutos se votó por unani- 
midad un proyecto de ley y aunque estoy seguro de 
que no sucederá lo mismo con el que está a consi- 
deración en este momento, igual sigo pensando que 
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en este caso la propuesta significa un avance y es 
un mensaje a la ciudadanía uruguaya en el sentido 
de que en los temas graves todos estamos dispuestos 
a reconocer aquel pedazo de razón que tienen los 
otros partidos. 


Más allá del resultado de la votación, quiero acla- 
rar que es muy importante participar de esta discu- 
sión. Debo ser honesto y admitir que a esta altura 
de las circunstancias la población uruguaya nos está 
pidiendo soluciones. De pronto, las que estamos plan- 
teando no son de una gran magnitud, como decía el 
señor Senador Pereyra, y no se va a arreglar todo en 
veinticuatro, cuarenta y ocho o setenta y dos horas, 
pero en definitiva son una manera de demostrar que 
los avances se logran cuando todos están dispuestos a 
escuchar la razón del adversario político en la medida 
en que le asista. 


En lo que hace concretamente al proyecto de ley, 
cabe indicar que en el artículo 1% se explicitan los 
contenidos del Registro Nacional de Antecedentes 
Judiciales de Adolescentes en Conflicto con la Ley 
Penal. Al respecto se dice: “Dicho Registro tendrá dos 
secciones: 


A) La primera sección contendrá los antecedentes 
de los delitos de violación, rapiña, copamiento, se- 
cuestro y homicidio doloso o ultraintencional. 


B) La segunda sección contendrá todas las demás 
infracciones a la ley penal previstas en este Código”. 


En el artículo 2% se establece que en los delitos 
muy graves -violación, rapiña, copamiento, secuestro 
y homicidio doloso o ultraintencional-, en el momen- 
to de dictar sentencia, el juez podrá imponer, como 
pena accesoria, la conservación de los antecedentes 
a los efectos de que, una vez alcanzada la mayoría de 
edad, si volviera a cometer otro delito doloso o ultra- 
intencional, no pueda ser considerado primario. En 
los literales finales se establece el plazo de manteni- 
miento de los antecedentes: dos años. Sabido es que 
el Partido Nacional propuso mantenerlos por cinco 
años. 


SEÑOR HEBER.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR GAMOU.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señora Presidenta: después 
de hacer una serie de consideraciones generales, el 
señor miembro informante se introduce, como es 
habitual, en el articulado. Nos parece bien el proce- 
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dimiento adoptado, pero lo cierto es que queríamos 
escuchar más argumentos de su parte sobre el tema 
de fondo. Antes de la discusión que se va a dar so- 
bre este proyecto de ley, nos gustaría conocer la ra- 
zón por la que el Frente Amplio ahora se aviene a 
una solución intermedia, cuando en el pasado se ha 
negado sistemáticamente a que se mantengan los an- 
tecedentes. ¿Cuál es el argumento? El señor miem- 
bro informante sabe que en su momento pretendimos 
que este proyecto de ley tuviera andamiento, pero 
nunca se dio la discusión en la Comisión y por tanto 
nunca pudimos escuchar las razones por las que el 
Frente Amplio se negaba sistemáticamente a que los 
antecedentes de violación y asesinato se mantuvieran 
cuando el adolescente cumpliera la mayoría de edad. 
¿Cuál es la razón por la cual no debían mantenerse 
estos antecedentes? ¿Cuál es la filosofía que alentaba 
el argumento por el que se negaba que los anteceden- 
tes de los menores fueran tomados en cuenta cuando 
se cumpliera la mayoría de edad? Este es el punto 
que a mí me interesaría que se aclarara, porque me 
gustaría discutirlo y, además, porque nunca he escu- 
chado un argumento más allá de conocer la posición 
en contra del Frente Amplio en ese sentido. Insisto en 
que nunca he escuchado el porqué, cuál es la razón 
por la cual creían que se tenía que borrar los ante- 
cedentes de menores que cometieran delitos graves 
como los que mencionamos. En realidad, no quiero 
desaprovechar esta oportunidad de que el miembro 
informante exponga los argumentos porque los quiero 
escuchar y discutir. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Gamou. 


SEÑOR GAMOU.- En primer lugar, voy a terminar 
de resumir lo establecido en este proyecto de ley y 
después intentaré contestar al señor Senador preopi- 
nante cuáles son nuestras razones. Si bien creo que 
vamos a terminar en una discusión bastante larga, 
igual estamos dispuestos a hacerlo. 


En el artículo 2? del proyecto de ley se establece 
que los antecedentes de estos delitos se mantendrán 
por un plazo de dos años, lo que permite que nuestra 
ley penal cumpla a cabalidad con los compromisos in- 
ternacionales asumidos por el Uruguay. 


A continuación, paso a explicar nuestros argu- 
mentos. Nosotros aprobamos el Código de la Niñez y 
la Adolescencia basándonos en determinados pactos 
que como país hemos celebrado a nivel internacio- 
nal. El hecho de formar parte de la comunidad in- 
ternacional implica, entre otras cosas, algo que está 
consagrado en el Derecho Romano y en los principios 
generales del Derecho, que en latín suena muy rim- 
bombante y como todo lo que decimos en latín suena 
bárbaro, lo voy a citar: pacta sunt servanda, es decir, 
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lo pactado obliga, versus rebus sic stantibus, o sea, 
estando así las cosas. Entonces, señores Senadores, 
si nosotros formamos parte de la comunidad inter- 
nacional y en su momento aprobamos la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, hay que cumplir el 
pacta sunt servanda y no podemos decir que estando 
así las cosas y como corremos determinados riegos 
o como suceden determinadas hechos nos ponemos 
en el bolsillo la Declaración Universal de Derechos 
Humanos. 


Quiere decir que con este proyecto de ley nosotros 
nos estamos asegurando de que si participamos de un 
ámbito de discusión internacional -seguramente me 
lo iban a recordar- como sucedió en Beijing, donde se 
aprobaron una serie de reglas de las Naciones Unidas 
-nosotros colaboramos en su redacción-, luego, como 
nación, no podremos decir: “Participamos ahí, hici- 
mos concesiones y obligamos a los demás a hacerlas, 
pero ahora no las cumplimos en nuestra legislación 
nacional”. Me parece que para un país pequeño como 
Uruguay, que saca mucho pecho en el mundo dicien- 
do que respeta el Derecho Internacional, tiene que 
valer muchísimo más el pacta sunt servanda que el 
rebus sic stantibus. Digo con absoluta convicción que 
nosotros, como Bancada de Gobierno, luego de haber 
participado de los acuerdos interpartidarios, dispusi- 
mos esas soluciones porque tenemos clarísimo que 
esta iniciativa que aprobaremos en el día de hoy no 
viola los compromisos internacionales que Uruguay 
asumió y estuvo dispuesto a votar y a acatar discipli- 
nadamente. 


SEÑOR HEBER.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR GAMOU.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Por primera vez, señora Presi- 
denta, escucho un argumento: ¡el pacta sunt servan- 
da! Confieso que para mí es un argumento lincreí- 
ble!, porque pensé que había una razón filosófica; por 
ejemplo, que los menores no son imputables y, por 
lo tanto, que debía generarse una suerte de protec- 
ción ya que no son responsables de sus actos; y que 
aunque los delitos cometidos fueran graves, no de- 
berían mantenerse los antecedentes y recién cuando 
cumplieran la mayoría de edad, por arte de magia, 
comenzarían a ser considerados en calidad de ma- 
yores. Insisto en que esperaba un razonamiento de 
este estilo y no lo que se señaló. Es más, me hubiera 
gustado escuchar un argumento de este tipo para po- 
der entender cuál es la posición del Frente Amplio. 
Ahora bien, resulta que el motivo, los argumentos son 
los convenios internacionales que Uruguay firmó. 
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¡Quisiera ver si esos convenios internacionales esta- 
blecen que no se debe mantener los antecedentes de 
los menores cuando cumplen la mayoría de edad! Si 
es verdad que hay convenios internacionales que nos 
obligan, entonces tampoco debería de votarse este 
proyecto de ley puesto que el argumento sería pac- 
ta sunt “servandita”. ¿Por qué? Porque el proyecto 
habla de dos años, es decir que se viola un poquito 
los convenios internacionales, no del todo. Repito que 
este argumento me parece increíble; limita el ejerci- 
cio de nuestra soberanía porque nos impide hacer lo 
que realmente creemos que se debe hacer en nuestra 
sociedad. ¡Este es el tema que me indigna: que se 
ponga por delante el hecho de que firmamos acuer- 
dos internacionales! Si lo hicimos, los tendremos que 
rever porque nosotros somos responsables de nuestra 
sociedad y si queremos rescatar a los muchachos -re- 
salto la palabra “muchachos”-, no a los niños, tene- 
mos que buscar la solución en el Instituto Nacional 
de Rehabilitación que creamos. Este Instituto deberá 
hacerse cargo de todo aquel que haya cometido deli- 
tos -aunque sean graves-, para cumplir con la labor 
de rehabilitación que le corresponde. Para mí este es 
el argumento. 


¡No se puede sostener el argumento de que por- 
que como firmamos pactos internacionales no po- 
demos mantener los antecedentes! Simplemente se 
trata de mantener los antecedentes de los menores y 
no de que vayan presos. El argumento es que si hay 
menores que mataron, violaron, en fin, que cometie- 
ron delitos graves, deben mantenerse los anteceden- 
tes. ¡Este es el argumento! ¡Cómo vamos a hablar de 
otros temas si ni siquiera en este caso nos ponemos 
de acuerdo con relación a los antecedentes! Mejor 
dicho, la sociedad sí está de acuerdo con mantener 
los antecedentes, pero el Frente Amplio se niega a 
hacerlo, según se nos dice ahora, por los convenios 
internacionales que se han firmado. En función de 
esta explicación, señora Presidenta, voy a formular 
moción para que en Uruguay no se viaje más porque 
si firmamos convenios internacionales después nos 
veremos obligados y ello supondrá una pérdida de so- 
beranía, en este caso, en el sentido de que no se man- 
tengan los antecedentes de un menor que tuvo 300 
entradas en la Comisaría, de que hay que borrarlos 
cuando cumplan 18 años. ¿Dónde está escrito este 
argumento como para que se nos pueda afirmar algo 
así? Realmente, no he encontrado en ningún lado ese 
argumento. 


Agradezco al señor Senador las interrupciones 
que me concedió, pero pensé que íbamos a asistir a 
otro debate. Ahora me voy a encargar de buscar los 
antecedentes internacionales para ver a qué nos he- 
mos obligado y qué error cometimos que nos lleva a 
atarnos de pies y manos como para no poder mante- 
ner los antecedentes en caso de que se hayan come- 
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tido delitos graves, aunque por dos años sí se pueden 
violar los acuerdos internacionales. Insisto en que es 
un argumento bastante difícil de comprender. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Gamou. 


SEÑORA MOREIRA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR GAMOU.- Antes de conceder una inte- 
rrupción a la señora Senadora Moreira, quisiera decir 
que cuando uno participa de un foro internacional, 
lleva su posición y luego vota en el entendido de que 
va a cumplir con lo pactado, es decir pacta sunt ser- 
vanda. 


En el año 2004 no escuché que se dijera que 
cumplíamos los acuerdos internacionales si quería- 
mos. Además, si vamos a tener en cuenta lo que se 
dijo, no vayamos más a la Organización Mundial del 
Comercio ni hagamos ningún acuerdo más porque si 
después, por una cuestión coyuntural -rebus sic stan- 
tibus-, lo cambiamos a piacere, estaremos complica- 
dos. Uruguay es un país serio y más que nadie debe 
respetar los acuerdos a los que llega; nuestro país no 
es Estados Unidos, que el día que se le antojó dijo: 
“Por cinco años no vamos a estar más sujetos al Tri- 
bunal Internacional de La Haya”. De todos modos, 
creo que nos estamos yendo del tema. 


Concedo la interrupción a la señora Senadora Mo- 
reira. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir la 
señora Senadora Moreira. 


SEÑORA MOREIRA.- Quería mencionar que la 
Regla de Beijing que define esto es la 21.2, que dice: 
“Los registros de menores delincuentes no se utili- 
zarán en procesos de adultos relativos a casos sub- 
siguientes en los que esté implicado el mismo delin- 
cuente”. Aclaro que el tema del mantenimiento de 
los antecedentes está anclado con la edad de imputa- 
bilidad que el Estado define y que en nuestro país es 
de 18 años. Por tanto, el mantenimiento de los ante- 
cedentes está vinculado a la edad de imputabilidad y 
reitero que se remitan a la Regla 21.2 de Beijing que 
acabo de leer. 


Asimismo, quería expresar que el artículo 222 
-¡qué número curioso!- del Código de la Niñez y la 
Adolescencia, que fue votado por todos los partidos, 
establece, en forma más radical y firme que la reco- 
mendación de las Naciones Unidas, la eliminación de 
los antecedentes. Quiere decir que al tener esta dis- 
cusión sobre el mantenimiento de los antecedentes, 
no solo estamos honrando el compromiso internacio- 
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nal que nos obliga, sino también el que contrajimos 
en este Cuerpo soberano, que es el Parlamento. El 
artículo 222 del Código de la Niñez y la Adolescencia 
-Código votado por todos los partidos- establece la eli- 
minación de los antecedentes y, como dije, es todavía 
más tajante que la recomendación emanada de los 
organismos internacionales. 


Por otra parte, debo manifestar que en la Conven- 
ción Internacional -no en nuestro Código de la Niñez 
y la Adolescencia- se admite que para delitos muy gra- 
ves, en caso de infracciones gravísimas a la Ley Penal, 
como la violación, el homicidio, etcétera -es decir, lo 
que estamos discutiendo a propósito de este proyec- 
to de ley-, puede haber un límite temporal para el 
mantenimiento de los antecedentes. Por tanto, quería 
aclarar que nosotros mismos nos hemos impuesto la 
eliminación de los antecedentes: no es una obligación 
emanada de una Convención Internacional, sino que 
surge del propio Código de la Niñez y la Adolescencia 
que, por suerte, aprobamos. 


Con respecto a lo que decía el señor Senador He- 
ber, existe en la consideración de la edad de impu- 
tabilidad y el mantenimiento de los antecedentes, la 
concepción filosófica de la conciencia del valor moral 
de la conducta propia para el adolescente y eso es lo 
que justifica el tratamiento diferenciado que hacen 
nuestras sociedades para votar o no, para casarse con 
o sin consentimiento de los padres, para viajar al ex- 
terior con o sin consentimiento de los padres, para 
tener una libreta de conducir, etc. Todo esto remite a 
un mismo concepto -sobre el cual no voy a abundar-, 
determinado jurídicamente como la conciencia del 
valor moral de la conducta que tienen los adolescen- 
tes y menores en oposición a los mayores y que justi- 
fica buena parte de nuestra jurisprudencia y nuestra 
noción de un derecho diferencial para unos y otros. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor senador Gamou. 


SEÑOR PENADÉS.- ¿Me permite una interrup- 
ción para hacer una aclaración, señor Senador? 


SEÑOR GAMOU.- Señora Presidenta: estoy a 
punto de culminar mi exposición, pero me han so- 
licitado varias interrupciones. Una la pidió el señor 
Senador Solari y, si la Presidenta lo autoriza, se la 
concedería. Sin embargo, como también otros seño- 
res Senadores me pidieron interrupciones, no quiero 
transformarme de hecho en quien administra el de- 
bate y, por tanto, si a la señora Presidenta le parece 
bien, pido disculpas al señor Senador Penadés y, luego 
de la intervención del señor Senador Solari, culmina- 
ré mi intervención. 
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Como el señor Senador Solari me indica que se va 
a anotar para hacer uso de la palabra, concedería la 
interrupción al señor Senador Penadés para que haga 
una aclaración. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Señora Presidenta: el señor 
Senador Gamou nos ha ilustrado haciendo una serie 
de consideraciones con respecto a los compromisos 
que Uruguay tendría internacionalmente con rela- 
ción a la niñez y la adolescencia; nos ha informado 
bajo la proclama de pacta sunt servanda. 


Quisiera señalar al Senado que debemos separar 
dos cosas: una de ellas es la Convención sobre los 
Derechos del Niño, donde no se hace ninguna refe- 
rencia al mantenimiento de los antecedentes de los 
menores -es un tratado signado por Uruguay y, por 
ende, integra la legislación interna de nuestro país-, 
y la otra son las recomendaciones de Beijing. Estas 
últimas son recomendaciones de las Naciones Unidas 
que no tienen la fuerza de un tratado internacional, 
no han sido signadas por Uruguay y, en consecuencia, 
no obligan a nuestro país bajo ninguna circunstancia 
a cumplirlas. Como dije, no estamos hablando de un 
tratado internacional, sino de normas que contienen 
recomendaciones que las Naciones Unidas hacen so- 
bre el tema de la minoridad en el mundo. Por tanto, 
debe quedar bien claro que lo único que obliga a Uru- 
guay es la Convención sobre los Derechos del Niño, 
que no contiene ninguna cláusula en la que se mani- 
fieste la prohibición del mantenimiento de los antece- 
dentes de los menores infractores una vez cumplida 
la mayoría de edad. Sí lo hacen las Reglas de Beijing, 
pero estas no fueron signadas como tratado interna- 
cional del Uruguay y, por ende, no integran ni obligan 
a nuestro país a su cumplimiento. 


Nada más, muchas gracias, señor Senador. 
SEÑOR CARDOSO.- Apoyado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor senador Gamou. 


SEÑOR GAMOU.- Señora Presidenta: en reali- 
dad, esta es una discusión un poco formal, porque si 
firmamos un pacto, lo votamos y no lo cumplimos, no 
creo que nos invadan para hacerlo cumplir, por lo me- 
nos por ahora. Desde el punto de vista real, ¿qué dife- 
rencia existe por haber firmado las recomendaciones 
de Beijing? ¿Acaso algún integrante de este Senado o 
de la Cámara de Representantes se levantó en contra 
de las Reglas de Beijing? ¿Acaso el Gobierno nacional 
dijo en su momento que estaban mal dichas Reglas? 
¿Dejamos esto como un tema estrictamente formal o 
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vamos a lo más sustantivo y sustancial, es decir, a si 
participamos o no en los organismos internacionales? 
Me parece que si estamos dispuestos a que Uruguay 
-país chico, pero grande- exprese sus puntos de vista 
ante los organismos internacionales, es deber de los 
uruguayos cumplir las recomendaciones que estos or- 
ganismos hacen, tomando en cuenta lo que plantea 
Uruguay. Por estas razones, hablé -y lo sigo sostenien- 
do- de pacta sunt servanda y aclaro que nuestra fuer- 
za política está de acuerdo con las recomendaciones 
de Beijing; estamos dispuestos a declararlo y quienes 
no estén de acuerdo, allá ellos. 


He terminado mi exposición y prometo no volver 
a hacer uso de la palabra, aunque supongo que en 
algún momento se van a hacer alusiones respecto a 
mi persona. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Señora Presidenta: no hay 
duda de que este artículo ha sido el más polémico de 
todos los que hemos considerado en la Comisión de 
la Asamblea General; demostración fehaciente de ello 
es la discusión que se ha provocado aquí. 


A pesar de que el Código de la Niñez y la Adoles- 
cencia es un instrumento legal que fue votado no 
hace demasiado tiempo, en el año 2004, por todos 
los partidos -tal como señalaba el miembro infor- 
mante-, creo que si hay algo que ha perdido actuali- 
dad y no se ajusta a la realidad que golpea todos los 
días es este artículo 222. No tengo dudas de que si 
quienes aprobaron este artículo vivieran en la so- 
ciedad uruguaya de hoy no lo votarían, porque esta 
disposición no tiene nada que ver con la realidad 
que nos toca vivir. He escuchado al propio Ministro 
del Interior reclamar a su fuerza política la conser- 
vación de los antecedentes para determinados casos, 
en particular, cuando se cometen infracciones gra- 
vísimas que él limitaba a cinco. Sin embargo, en la 
propia Comisión se alzaron voces de legisladores del 
Frente Amplio en contra, afirmando que de ningu- 
na manera iban a aceptar esto porque lo considera- 
ban violatorio de obligaciones internacionales que el 
Uruguay había asumido, en este caso, las recomen- 
daciones de Beijing. Hace un momento, la señora 
Senadora Moreira señaló cuál era el artículo corres- 
pondiente. Quisiera hablar primero del contenido y 
luego de este aspecto que tiene que ver con la viola- 
ción o no de compromisos internacionales asumidos 
por el país. Creo que este proyecto de ley del partido 
de gobierno es mejor que lo que hay, pero es muy 
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mejorable y notoriamente insuficiente en función de 
lo que se vive hoy en el Uruguay. 


Coincido con lo dicho hoy aquí en cuanto a que 
la discrecionalidad de que disponen actualmente los 
jueces de menores no es buena; incluso, el señor Se- 
nador Cardoso lo planteó cuando hizo su exposición. 
En lo personal estoy de acuerdo con él y muchos jue- 
ces y fiscales piensan igual. Me parece que estamos 
en un tiempo en el que con respecto al Código de la 
Niñez y la Adolescencia hay que pensar en mínimos 
y no en discrecionalidades absolutas. Aquí estamos 
transitando nuevamente el camino de la discreciona- 
lidad judicial, que no es bueno porque también he 
escuchado hablar de las grandes diferencias que se 
producen en las actuaciones judiciales. Los jueces, 
fiscales y defensores de oficio señalaban que hay Jue- 
ces más indulgentes que otros y fiscales más duros 
que otros, lo que lleva a dar un tratamiento muy des- 
igual a situaciones muy parecidas. Uno de los jueces 
relataba que en el interior de la República ha habido 
sentencias de condena por una rapiña con privación 
de libertad por un término de cuatro años y la perso- 
na ni siquiera era reincidente. Creo que esto sucedió 
en mi departamento, Colonia; un juez penal dispuso 
una pena de cuatro años con privación de libertad 
para un rapiñero, mientras que en Montevideo, cuan- 
do un rapiñero es primario, no va preso ni es privado 
de su libertad, sino que se disponen medidas alter- 
nativas o lo envían con su familia. Hace poco tiempo 
vivimos el episodio que mencionaba el señor Senador 
Cardoso en el que a un delincuente que le puso un 
cuchillo en la garganta a una persona para rapiñar- 
la -hoy hablábamos de hurto y por eso no cité este 
ejemplo, pero el señor Senador Cardoso se refería a 
una rapiña con copamiento, una infracción calificada 
como gravísima-, el juez lo envió a su casa, sin tener 
en cuenta que su padre estaba preso en el Comcar y 
su madre había sido internada por una severa adic- 
ción. Me parece que esa discrecionalidad no es amiga 
de la eficiencia ni de la justicia, y que ha llegado el 
momento en que tenemos que pensar en una nueva 
regulación de la conducta de los menores infractores, 
mediante el establecimiento de penas mínimas que 
limiten la discrecionalidad de los jueces. La norma 
que hoy se propone nuevamente transita el camino 
de la discrecionalidad. 


Además, da al juez la facultad de imponer como 
pena accesoria, la conservación o no de los antece- 
dentes. Considero que esto no tiene nada que ver con 
una pena accesoria; las que prevé el Código Penal 
no tienen nada que ver con esto. Los antecedentes 
son hechos objetivos y no penas que se imponen, son 
conductas que cometió el delincuente y que se regis- 
tran para su consideración posterior por parte de la 
Justicia. Reitero que no se trata de una pena acceso- 
ria que tenga que imponer o no un juez de menores. 
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Pienso que no tienen nada que ver la imposición y la 
naturaleza jurídica de una pena accesoria con el he- 
cho de que se conserven o no los antecedentes de los 
menores. Creo que ese es un error y si es consecuen- 
cia de la intención de exonerar al Uruguay de obli- 
gaciones internacionales -que creo no existen-, se va 
por mal camino porque es equivocado desde el punto 
de vista jurídico. Queda claro que no tiene nada que 
ver con una pena accesoria y tampoco puede estar a 
la discrecionalidad del juez. 


(Ocupa la Presidencia el señor Carlos Baráibar) 


-Otro punto que no entiendo -ni coincido con él- 
es por qué se enumeran solo cinco infracciones en 
el proyecto de ley. ¿Por qué no se recogen todas las 
infracciones que el artículo 72 del Código de la Ni- 
ñez y la Adolescencia califica como gravísimas? Aquí 
se mencionan el homicidio, la violación, la rapiña, el 
copamiento, la privación de libertad y el secuestro, 
pero por ejemplo se dejan fuera delitos tales como 
la extorsión y la privación de libertad agravada. Tam- 
poco se incluyen los famosos secuestros express -de 
los que estamos tan acostumbrados a oír hablar en 
estos días- o el tráfico de estupefacientes, delito en el 
que los menores son utilizados por los mayores para 
traficar pasta base o cocaína. ¿A los señores Senado- 
res les parece que el tráfico de estupefacientes -que 
provoca adicciones que llevan a nuestra sociedad a 
una gran inseguridad- no es tan grave como la rapiña 
o cualquier otra acción u omisión que se castigue con 
una pena igual o superior a seis años o cuyo límite 
máximo sea superior a doce? ¿Qué pasa con un de- 
lito de incendio o un atentado con explosivos? Estos 
delitos son poco frecuentes, pero no entendemos por 
qué quedan fuera de la ley; tampoco sabemos por qué 
no se recogen todas las infracciones gravísimas esta- 
blecidas en el Código de la Niñez y la Adolescencia y 
solo se mencionan cinco de ellas. La verdad es que no 
encuentro ninguna razón de peso. Se podría proponer 
excluir de esta lista los hurtos y, quizás, aunque hoy 
presentamos un proyecto de ley alternativo en el que 
se incluyen todas las infracciones, podríamos acceder 
a una fórmula transaccional que deje fuera las accio- 
nes graves, pero contenga todas aquellas consideradas 
gravísimas. Lo cierto es que no me animo a decir que 
una infracción es más grave que otra porque pien- 
so que todas son gravísimas, pero esta calificación la 
hace el Código vigente. Reitero que no entiendo por 
qué el proyecto de ley se limita a esas cinco y destaco 
que ese número me parece absolutamente arbitrario. 


Además, pensemos en las consecuencias que pue- 
de tener que un juez disponga que ninguno de estos 
menores homicidas que están presos, como los apo- 
dados “el Ricky” o “el Pelón”, mañana sean conside- 
rados reincidentes. Estos menores ya están penados, 
por cuanto todos sus antecedentes y los de todos estos 
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asesinos y rapiñeros, no serán considerados cuando 
sean mayores de edad, porque la pena accesoria no se 
la impuso el juez y ya está la sentencia. Por tanto, si 
mañana hay una liberación anticipada -como el señor 
Ministro del Interior viene anunciando hace tiempo, 
aunque parece que no se anima porque el horno no 
está para bollos, es decir, para liberaciones anticipa- 
das- estos famosos menores, asesinos, homicidas, van 
a ser liberados porque son primarios debido a que se 
destruyeron sus antecedentes por no tener pena ac- 
cesoria porque, como dije, ya tienen la sentencia. ¿En 
qué situación nos vamos a encontrar en los hechos? 
¿Qué nos dirá la gente? “¡Qué bien lo que hicieron! 
¡Qué bárbaro esto! Van a conservar la pena accesoria, 
pero todos estos van a quedar afuera”. 


Ahora bien, cuando mañana haya menores a los 
que los jueces no les imponga la pena accesoria -si no 
los meten presos por tener dos o tres rapiñas cuando 
son primarios, menos le pondrán la pena accesoria 
de mantenimiento de los antecedentes-, vamos a en- 
contrar que asesinos, rapiñeros, traficantes de estupefa- 
cientes, secuestradores express -que están fuera de la 
enumeración-, serán liberados anticipadamente por 
considerarse primarios. También puede suceder que 
cuando vuelvan a delinquir -es muy probable que esos 
casos raros con patologías psiquiátricas se repitan- y 
los manden a la cárcel, de acuerdo a la clasificación 
de reclusos los pongan con los primarios porque van 
a ser clasificados como tales, a pesar de tener 25 ra- 
piñas. En ese caso, los mandarán a Punta de Rieles 
o a establecimientos donde va la gente de baja peli- 
grosidad y recuperable, cuando en realidad estos le 
van a enseñar a los otros cómo cometer delitos. Creo 
que eso es un grave error. Cuando mañana el juez, 
después que cometan otro delito, les imponga una 
pena, tendrá que establecer la mínima porque son 
primarios; no va a jugar entre el mínimo y el máximo 
y andará por el mínimo. Cuando soliciten su liber- 
tad anticipada también va a incidir en ella. Y si estos 
rapiñeros homicidas, menores infractores devenidos 
mayores, cometan un delito que puede ser objeto de 
prisión domiciliaria, de medida alternativa o de pro- 
cesamiento sin prisión, como son primarios, los van 
a procesar sin prisión, si no cometen un delito con 
mínimo de penitenciaría. 


Obsérvese las repercusiones que en los hechos y 
en la realidad puede tener una norma que adolece 
de estos defectos. Por eso digo que no debemos de- 
jar para toda la vida los antecedentes y sí limitarlos 
a los delitos gravísimos y que ello no dependa de la 
discrecionalidad de un Juez, sobre todo si observa- 
mos la conducta absolutamente heterogénea que es- 
tos tienen frente a situaciones prácticamente idénti- 
cas. Esto no significa que no confíe en los jueces. Sin 
embargo, ¿qué pasa en el interior? ¿Por qué allí los 
jueces meten presos a los delincuentes? Porque los 
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presiona la sociedad; si dejan a un delincuente libre, 
al salir a la calle, la gente se les acerca y reclama Por 
eso no se animan a dejarlo libre y lo meten preso. 
Eso sucede en el interior y no pasa en Montevideo, 
porque aquí nadie sabe quiénes son los jueces de ado- 
lescentes. En el interior los conoce todo el mundo y 
los paran a la salida del Juzgado, en la calle y en el 
bar. Ese es el tema. Entonces, dejar esto librado a esa 
discrecionalidad como pena accesoria, sinceramente 
me parece un craso error. Esto tiene que ser objetivo; 
se mantienen o no se mantienen. Me parece que se 
deben mantener respecto a una lista más grande de 
delitos y por un término superior al que aquí se es- 
tablece, que lo entiendo demasiado corto. Nosotros 
pensamos en cinco años y no ya para toda la vida, 
porque este tipo de delincuentes luego de salir de la 
cárcel inmediatamente va a robar. Obviamente, no 
van a esperar dos años a ver si se les borran los an- 
tecedentes. Sinceramente, creo que esto tendría que 
mejorarse. 


Con respecto al famoso pacta sunt servanda, el 
señor Senador Penadés hizo una muy detallada y ade- 
cuada exposición, comparando las recomendaciones 
de la Asamblea de las Naciones Unidas convertidas 
en las Reglas de Beijing y los Tratados que el país sig- 
na, aprueba este Parlamento y después ratifica, que 
es cierto tienen una fuerza vinculante diferente. No 
digo que debamos ignorarlos absolutamente, pero es 
claro que aquellas normas que están convertidas en 
ley de la República, tienen una fuerza vinculante di- 
ferente. 


Sin embargo, estos no están convertidos en ley de 
la República. Además -aclaro que no sé nada de Dere- 
cho Internacional Público-, esta misma opinión la tie- 
ne el Comité de los Derechos del Niño. En ese senti- 
do, leí con atención lo dicho por el ex Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia, el doctor Jorge Chediak, 
a quien se le preguntó sobre el efecto vinculante. En 
una expresión un poco ambigua, dijo que en realidad 
los Tratados internacionales obligan más al país que 
esto, aunque entiendo que acá se está obligado hasta 
cierto punto. Ahora bien, el Comité de los Derechos 
del Niño es el órgano encargado de supervisar el cum- 
plimiento de la Convención de los Derechos del Niño, 
una especie de Corte interamericana, como lo es la 
Corte respecto al Pacto de San José de Costa Rica. 
El doctor Chediak dice claramente que el Consejo no 
tiene normativa específica sobre este tema en la Con- 
vención, porque el artículo 40 de la Convención de 
los Derechos del Niño no dice nada respecto del man- 
tenimiento o no de los antecedentes, o de la posibili- 
dad o no de usarlos. Repito: no dice nada. Ese sí es un 
Tratado que nos obliga, firmado y convertido en ley de 
la República. Cuando se le consulta al respecto -si no 
me equivoco, esto lo leyó la señora Senadora Morei- 
ra-, dice que el mantenimiento restringido de los an- 
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tecedentes no viola la Comisión de los Derechos del 
Niño y que si no se trata de todas las violaciones a la 
ley penal, sino exclusivamente de delitos muy graves 
-el doctor Chediak alude a violación, rapiña agravada 
u homicidio- y hay un límite temporal que puede ser de 
dos o tres años -en nuestro caso, hablaríamos de man- 
tener los antecedentes hasta los 21 años-, no habría 
violación de normativa respecto de la Convención de 
los Derechos del Niño. Al respecto, la Observación 
General N* 10 del Comité de los Derechos del Niño 
habilita la posibilidad de usar los antecedentes. De 
modo que aquí no habría violación de los derechos, ni 
de obligaciones internacionales asumidas por el Uru- 
guay, por la naturaleza jurídica y por lo que opina este 
Comité de los Derechos del Niño. 


Además, en estos días hemos vistos como el Co- 
mité de Libertad Sindical de la OIT ha fallado y se 
han desconocido algunas resoluciones; tenemos que 
tratar de exigirnos por todas las obligaciones. Sin em- 
bargo, aquí no estaríamos violando ninguna de esas 
normas si pusiéramos otra con alcance temporal e 
incluyéramos esto como un dato objetivo. Acá dice 
que se puede, por tanto, ¿por qué ponerlo como pena 
accesoria? ¿Por qué no decir que se conservan en to- 
dos los casos? 


SEÑOR PASQUET.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Puede 
interrumpir el señor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: coincido 
con lo que está desarrollando el señor Senador Mo- 
reira, en el sentido de que conservar los antecedentes 
no implica imponer una pena. Este punto me parece 
importante, y no solamente por respeto a lo que po- 
demos llamar la naturaleza de las cosas. No está bien 
llamar pena a lo que no lo es. ¿Qué es una pena? 
Como una primera aproximación al tema, se me ocu- 
rre que la pena es la restricción o el cercenamiento 
de un derecho. Esta sería una primera aproximación 
que puede manejarse a los efectos de determinar 
la noción de pena. Nadie tiene derecho a que no se 
reconozca su propia historia o identidad. No hay un 
derecho a que no se conserven los antecedentes. Sí 
puede haber un tratamiento legislativo más o menos 
benigno, que diga que los antecedentes se tendrán en 
cuenta o no, pero no es un derecho del individuo que 
no se consideren esos antecedentes. Por ende, la me- 
dida que dispone la conservación de esos anteceden- 
tes no es una pena. Y esto es muy importante porque 
si llamamos pena a esta disposición de conservación 
de los antecedentes y, además, tenemos en cuenta 
la aplicación del principio de no retroactividad de la 
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ley penal, no vamos a poder aplicar esta disposición a 
esos menores de 18 años que han cometido los delitos 
que han cometido en tiempo reciente causando con- 
moción en la opinión pública. A quien cometió tres 
homicidios en seis meses no le vamos a poder aplicar 
esta disposición porque no se puede aplicar pena re- 
troactivamente. Insisto, si decimos que esto es pena, 
recordemos que la pena no se aplica a los hechos co- 
metidos con anterioridad. 


Creo que este es un profundo error de concepto 
con consecuencias prácticas importantes por lo que, 
a mi juicio, los defensores de este proyecto de ley, 
quienes piensan votarlo, deberían reconsiderar esta 
formulación y buscar otra más apropiada a la natura- 
leza de las cosas, salvo que, deliberadamente, quieran 
que esto no se aplique a quienes han cometido los de- 
litos que todos sabemos han sucedido en los últimos 
tiempos y que han conmovido a la sociedad uruguaya. 


Nada más, señor Presidente, y agradezco la inte- 
rrupción al señor Senador Moreira. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Puede 
continuar el señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: este pro- 
yecto de ley tiene efectos a futuro, de modo tal que 
de ninguna manera abarca a quienes han cometidos 
esas horrorosas acciones de la peor naturaleza. Real- 
mente pienso que estamos frente a un error y que 
está muy mal redactado. No sé de quién fue la ocu- 
rrencia de “pena accesoria” porque si hay algo que 
no lo es, es esto. Insisto, esta disposición no alcanza- 
ría a todo ese tipo de situaciones anteriores que han 
estremecido a la sociedad uruguaya. Me parece que 
los legisladores tenemos la responsabilidad de no de- 
jar esas situaciones en la mismas condiciones en que 
se encuentran hoy por aplicación de un artículo 222 
inadecuado a la realidad. La participación cada vez 
más creciente de los menores infractores es un dato 
de la realidad; lo dijimos cuando hablamos del Institu- 
to de Rehabilitación y lo mencionamos en esta sesión. 
Cabe destacar que la participación en homicidios en 
Montevideo creció de un 8% a un 26% y las rapiñas 
rondan el 46%, equiparando los porcentajes que se da 
en delitos cometidos por mayores. La reincidencia es 
bestial. Los jueces que asistieron a la Comisión co- 
rrespondiente nos informaron que en ocasiones los 
mismos menores asistían al Juzgado seis veces por 
año. ¿Cómo no vamos a considerar debidamente las 
cosas que han hecho? 


Respecto de este tema, en la mañana de hoy es- 
cuché a un Legislador del Frente Amplio quien ma- 
nifestaba que esto era muy bueno para la liberación 
anticipada de reclusos, medida que parece va a im- 
plementar el señor Ministro del Interior. Creo que ese 
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señor Representante está equivocado porque eso no 
se va a aplicar. Si en el día de mañana tienen 18 años, 
cometen otro delito y existe una medida de libera- 
ción, quedan liberados. ¡Es una barbaridad! 


Considero sinceramente que deberíamos repensar 
este proyecto de ley porque, en función de lo que leí, 
de lo que se dijo acá y de lo que manifestó el señor 
Senador Penadés, no creo que estemos violando nin- 
gún compromiso internacional de la República si le 
ponemos un límite temporal y lo circunscribimos a 
las infracciones gravísimas que ya están calificadas 
actualmente como tales. Creo que todas son igual- 
mente graves. 


Otro tema que me parece correcto es el que tiene 
que ver con la creación de un registro nacional de an- 
tecedentes de menores infractores. Es increíble que 
se haya elaborado la ley que creó todo este sistema, 
que se le haya encomendado a la Suprema Corte de 
Justicia la reglamentación de ese registro y que luego 
de siete años no exista un registro de menores infrac- 
tores cuando se juzga a un menor. 


Al respecto, cabe mencionar lo citado por un fiscal 
que decía que a veces es un poco risueño hablar de 
pasar o no los antecedentes cuando son adultos, por- 
que cómo se va a pasar lo que no existe; que en Mon- 
tevideo hay un sistema muy artesanal; que a veces se 
ríen porque saben de los antecedentes por la cara del 
muchacho. Asimismo agregaba que el sistema es ir a 
buscar unos cuadernos a los otros Juzgados; que si el 
menor cometió tres homicidios en Ciudad de la Cos- 
ta, en Montevideo es primario porque más allá de ha- 
berle visto la cara en el diario, acá no sabemos abso- 
lutamente nada. ¡Miren en qué terreno nos estamos 
moviendo! ¡Si tendremos que urgir que estas cosas se 
hagan! Aquí están en juego las propiedades, la vida 
de la gente, la integridad personal y la tranquilidad 
pública. Esto tiene que ser para mañana. ¿Cómo la 
Suprema Corte de Justicia se tomó siete años para 
crear un registro nacional de antecedentes cuando 
pasan cosas tales como que si un menor rapiña en 
Tacuarembó, mata en Paso de los Toros o en Colonia, 
en Montevideo es primario, es buenísimo y lo mandan 
para la casa? No solo tenemos que decirlo sino urgir 
que eso se haga. Es increíble que no exista informa- 
ción sobre estas cosas. 


SEÑOR SOLARI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Puede 
interrumpir el señor Senador Solari. 


SEÑOR SOLARTI.- Señor Presidente: solicité una 
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interrupción porque, lamentablemente, no voy a po- 
der quedarme a la totalidad de la sesión y no qui- 
siera irme sin compartir con el Cuerpo la siguiente 
reflexión. 


El tema de los antecedentes puede verse desde el 
punto de vista del interés de la sociedad o desde el 
del menor infractor. Voy a tratar de hacerlo desde el 
punto de vista del menor infractor. ¿Cuál es su inte- 
rés? ¿Cuál es su legítimo interés como ser humano 
que tiene derecho a la rehabilitación, principio de 
todo nuestro sistema? ¿Cómo está mejor servido ese 
interés? ¿Es mejor que cuando llegue a los 18 años 
se haga borrón y cuenta nueva o está mejor servido 
sabiendo durante la maduración de la adolescencia 
que aquellos actos que vaya cometiendo va a tener 
que asumirlos durante el resto de su vida? 


El señor Senador Heber preguntaba con mucho 
acierto cuál es la razón de fondo de este impulso que 
lleva a hacer esta especie de bautismo con la pérdida 
del pecado original y de todos los demás a quienes 
cumplen 18 años. La causa, la razón más importante 
es evitar la estigmatización social. Pero la estigmati- 
zación no surge de que existan antecedentes sino de 
cómo se guarden y utilicen. Entonces, a los efectos de 
la maduración del menor infractor -que debe ser par- 
te de nuestra preocupación junto con la preservación 
de la seguridad pública-, lo más conveniente es que se 
preserven los antecedentes y que estén a disposición 
dependiendo de la conducta posterior. En la medida 
en que ese comportamiento posterior sea maduro y 
responsable, esos antecedentes serán guardados en 
secreto, sin ningún efecto. Pero si esa maduración no 
se produce, serán utilizados para defensa de la socie- 
dad y para mejorar la posibilidad de corrección de ese 
muchacho. Lo peor para ese menor en el inicio de la 
vida adulta -a los 19 o 20 años- será decir “estoy libre 
de toda culpa y puedo comenzar a delinquir nueva- 
mente porque no tengo nada en mi foja”. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Puede 
continuar el señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: como de- 
cía, espero que se tome conciencia de la importancia 
de la existencia de un registro nacional de menores 
infractores y que esto sea tenido en cuenta cuando 
los menores son juzgados por la justicia de adolescen- 
tes y cuando lleguen a la mayoría de edad, a efectos 
de que los Jueces Penales de mayores puedan contar 
con esos datos para establecer las diferencias impres- 
cindibles entre un primario y quien tiene reinciden- 
cias en conductas infraccionarias de las calificadas 
como gravísimas. 


CÁMARA DE SENADORES 


6 de julio de 2011 


Respecto de este tema, el Partido Nacional, por in- 
termedio del señor Representante Luis Lacalle Pou, 
presentó su primera iniciativa en el año 2005 y, pos- 
teriormente, en el año 2008 se elevó otro proyecto 
de ley de todo nuestro partido. No queremos invocar 
paternidades pero sí reclamamos responsabilidades 
políticas dado que todos las tenemos en el sentido de 
hacer aportes a la seguridad pública. 


Hoy se leyó parte del documento de consenso que 
suscribimos en la Comisión interpartidaria, que yo 
integré. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Per- 
dón, señor Senador, pero ha llegado a la Mesa una 
moción solicitando que se prorrogue el tiempo de que 
dispone. 


Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota:) 

-21 en 22. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- En esa Comisión interparti- 
daria se operó con un espíritu muy abierto y amplio. 
Además, creo que se ha operado un cambio -y yo no 
soy de andar negando elogios cuando debo hacer- 
los- en la forma en que se trata el tema de la se- 
guridad pública. Ello también ha sido comprendido 
por los Legisladores del partido de Gobierno. En el 
período pasado nos cansamos de hacer reclamos y de 
rebotar contra la pared; recuerdo que junto con el 
señor Senador Larrañaga y el señor Diputado Javier 
García fuimos a hablar con el señor Ministro de De- 
fensa Nacional y con la señora Ministra del Interior 
de entonces para tratar de que algunos cuarteles se 
convirtieran en establecimientos carcelarios debido a 
la urgencia del problema, al hacinamiento, la reinci- 
dencia y la ausencia de rehabilitación, pero no nos 
dieron la más mínima bolilla. Sin embargo, luego el 
cuartel de Punta de Rieles terminó convirtiéndose en 
establecimiento carcelario y contribuyendo a aliviar 
el hacinamiento carcelario. Además, espero que con- 
tribuya a mejorar el proceso de rehabilitación de los 
reclusos, para que no tengamos que vivir en un país 
con un 70% de reincidencia, porque de esa manera 
nunca vamos a tener una sociedad segura. Hemos re- 
clamado con todas las voces y en el mejor tono posi- 
ble, y no nos vamos a resignar a seguir haciéndolo. No 
queremos sacar provecho político de esto, sino que 
pretendemos que todos los uruguayos podamos vivir 
en una sociedad más segura debido a que nosotros les 
estamos dando los instrumentos legislativos que per- 
mitan tener una coexistencia más civilizada, como la 
que tuvimos quienes tenemos algunos años. 
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Yo soy de Colonia Suiza -el señor Senador Couriel 
también es coloniense, pero de Juan Lacaze-, que 
está en el departamento con mejor nivel de seguri- 
dad del Uruguay. Es una sociedad estructurada, con 
una composición muy buena en todo sentido, con 
una buena distribución de la tierra, con diversifica- 
ción productiva y con buenas corrientes migratorias. 
Sin embargo, en mi pueblo de Colonia Suiza hubo 
ocho rapiñas en un mes, cuando nunca había habido 
ninguna -solo había algún hurto, un descuido u otro 
delito sin importancia-, lo que ha generado un estado 
de conmoción, porque esa sociedad no está acostum- 
brada a esas modalidades delictivas violentas. Por esa 
razón, me parece muy bien que el señor Ministro del 
Interior y el Jefe de Policía vayan a Colonia Suiza y 
hagan una mesa de convivencia para tratar de tran- 
quilizar a una población conmocionada, porque uno 
de los valores esenciales de esa convivencia es la tran- 
quilidad pública y ese es un cometido absolutamente 
esencial del Estado. 


Entonces, el Partido Nacional va a estar perma- 
nentemente en eso, aunque no invocando paterni- 
dades de nada, porque lo que queremos es que las 
cosas se resuelvan. Creemos que esto es mejor que 
lo que hay, pero no está bien redactado -esta calidad 
de pena accesoria no tiene nada que ver, porque esa 
naturaleza jurídica no es tal- y va a ser poco, por lo 
que deberíamos pensar en mejorarlo. Además, no 
creo que violente ningún compromiso internacional 
de la República ni la filosofía del partido de Gobierno 
y supongo que todos querrán que en el día de mañana 
los ciudadanos digan: “¡Al fin votaron una buena ley!” 
Así como está, esta norma no es lo buena que debería 
ser; podría ser mucho mejor y no entiendo por qué 
vamos a perder la oportunidad de lograrlo ¿En aras de 
qué? ¿Para que dentro de seis meses estemos otra vez 
revisando instrumentos legislativos? Ya hemos vivido 
esa mala experiencia de tener que revisar cosas mal 
votadas, como la ley de proceso laboral, la de terce- 
rizaciones o la de ordenamiento territorial. ¿Por qué 
vamos a votar algo que es muy probable que la reali- 
dad nos demuestre que es insuficiente, si tenemos la 
oportunidad de hacer las cosas mucho mejor? 


Sinceramente, esa es la actitud de nuestro parti- 
do. Es cierto que en algunos temas tenemos opinio- 
nes diferentes -es muy legítimo que así sea, porque 
son temas opinables, como el de la edad de imputabi- 
lidad, y respetamos todas las opiniones-, pero en este 
me parece que podemos tener una solución mucho 
mejor que no violenta compromisos internacionales, 
posiciones ideológicas ni nada. A veces se tiene la to- 
zudez de plantarse en algo porque siempre se tuvo 
ese discurso, y sé que a la izquierda le cuesta aceptar 
el discurso de la seguridad. Justamente, ese mismo 
Diputado hoy decía que en el programa del Frente 
Amplio el tema de la seguridad ocupa muy poco espa- 
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cio. Sin embargo, en la atención pública y en la agen- 
da de los políticos tiene que ocupar un gran espacio 
porque se lo merece, porque es gravísimo, porque el 
estado de situación nos apremia y no se puede dilatar 
más la adopción de soluciones de esta naturaleza. 


SEÑOR LORIER.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Puede 
interrumpir el señor Senador Lorier. 


SEÑOR LORIER.- El señor Senador dice que el 
tema vinculado a la delincuencia ocupa muy poco 
espacio en el programa del Frente Amplio, pero lo 
que sucede es que en nuestra concepción la delin- 
cuencia está muy vinculada a las causas económico- 
sociales que la provocan. Justamente, la mayor par- 
te del programa tiene que ver con esos temas y con 
el acomodamiento de esas cuestiones, porque no se 
podrá desconocer que el país se encuentra bastante 
desacomodado en ese sentido. Con 1:300.000 pobres 
y 330.000 personas en la indigencia, el 50% de los 
cuales son niños, hay que reconocer a la fuerza -por- 
que son hechos duros y que están cuantitativamente 
establecidos- que se generan situaciones de vida com- 
pleja. Además, nuestro Presidente permanentemente 
dice cosas que nos parecen interesantes, como las re- 
lativas al consumismo. Creo que el Cuerpo también 
debe valorar cómo estos elementos, estos datos -que 
no son solo uruguayos, sino que abarcan a todo el 
mundo-, conducen a gran parte de nuestra población 
juvenil a una necesidad imperiosa de usar determina- 
das cosas que a veces su situación económico-social 
no les puede brindar y tienen al delito como un cami- 
no para conseguirlas. 


Nuestra concepción sobre el programa de gobier- 
no puede estar equivocada y, sin duda, puede ser 
compartida o no, pero explica que nosotros aposte- 
mos muchísimo a la eliminación de las diferencias 
sociales, a la búsqueda de un país con posibilidades 
de trabajo y de desarrollo, y no de pobreza y de indi- 
gencia como realmente encontramos en su momento. 
Por ahí puede estar una de las claves que explique 
esa sorpresa del señor Senador en cuanto al poco es- 
pacio que tiene el tema de la delincuencia en nuestro 
programa. Eso no quita que se haya abordado y se 
esté abordando el tema con recursos -y cada vez con 
más-, y que ahora estemos en esta etapa tan impor- 
tante de creación de un nuevo instituto, tratando de 
solucionar la problemática concreta de la juventud. 
En ese sentido, nos parece que el hogar Ituzaingó es 
muy paradigmático y sería bueno tomarlo como ejem- 
plo para el tratamiento de la minoridad adolescente. 
Los adolescentes internados en ese hogar viven en 
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semilibertad y trabajan, ya que crían cerdos y galli- 
nas y cultivan la tierra, a pesar de que son los que 
han cometido los mayores delitos. ¿Dónde estaría la 
clave de todo esto? En que allí se pueden implemen- 
tar políticas socio-educativas de largo plazo porque 
ellos tienen cuatro o cinco años de estadía segura 
en ese hogar. En los demás casos, como solo están 
unos pocos meses, no se pueden implementar polí- 
ticas socio-educativas. Entonces, creo que aquí hay 
una experiencia viva, directa, real, de cómo políticas 
socio-educativas, de estímulo, de comprensión de 
esta juventud que nace en hogares muy complicados 
y que tiene una vida muy complicada, pueden llevar- 
se a cabo. En esto debemos ser autocríticos con noso- 
tros mismos, muy sometidos a situaciones complejas 
desde el punto de vista del consumo, y no estimular 
a seguir por caminos que no son los más adecuados. 


Esto es cuanto queríamos aportar a la discusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Puede 
continuar el señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Coincido con el señor Se- 
nador Lorier en cuanto al origen del delito, que es 
multicausal y, por supuesto, la marginación, la mise- 
ria, la ignorancia, la desestructuración familiar y las 
adicciones -en esto de la minoridad hay un antes y un 
después de la pasta base-, pueden llevar al delito; no 
necesariamente conducen a él, pero propician con- 
ductas de ese tipo. Pero ese enfoque más sociológico 
también es parcial -seguramente la señora Senadora 
Moreira conteste mis comentarios-, porque acá esta- 
mos hablando de medidas de prevención, eventual- 
mente de castigo y de sanción, de responsabilidad por 
acciones cometidas, que tenemos que mirarlas con 
ese enfoque, pero sin descartar la rehabilitación, que 
es el objetivo a perseguir. Como decía, nunca vamos a 
tener una sociedad segura si no logramos rehabilitar 
a quienes cometen infracciones, sean ellos menores 
o mayores de edad, hombres o mujeres. 


Hace unos días tratamos en Comisión el tema re- 
ferido a la condición de reclusión de las mujeres. La 
Comisaria Inspectora nos decía que cuando ella co- 
menzó a trabajar allí había 35 mujeres presas; ahora 
hay 703. El 37% de ellas están presas por delito de 
rapiña y el 22%, por tráfico de estupefacientes; fíjen- 
se cómo cambió la sociedad. 


Pero esto no se logra solamente con la mitigación 
de los males sociales o con el mejoramiento del sis- 
tema educativo -como hace unos instantes decía el 
señor Senador Solari-, porque las cifras que exhibe el 
Frente Amplio con relación al crecimiento económi- 
co, al aumento del empleo, a la caída de la indigencia 
y de la pobreza, y al mejoramiento de todos los indi- 
cadores, va en el sentido contrario al que lo hace este 
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irrefrenable ascenso de la violencia y la criminalidad. 
Dice que el país tiene una ocupación casi plena, que 
ha bajado la indigencia, la pobreza y la marginación. 
Sin embargo, el país tiene cada vez más asesinos y 
rapiñeros, sobre todo rapiñeros y copadores. 


Recuerdo que cuando fui Subsecretario del Minis- 
terio del Interior, había 2.500 rapiñas; sin embargo, 
ahora hay 14.000. Y en estos últimos años vienen au- 
mentando a razón de un 18% o un 20% por año. En- 
tonces, resulta que el país está cada vez mejor, pero 
cada vez hay más rapiñeros. Será como consecuencia 
de la sociedad de consumo; pero eso no puedo dete- 
nerlo. 


Entonces, también hay que evolucionar en el pen- 
samiento, porque no es lo mismo gobernar que ser 
oposición; no es lo mismo. Hoy hablábamos de eso 
cuando tratábamos el proyecto de ley de participa- 
ción público-privada; el Frente Amplio cambió. Y es 
bueno que cambie, porque lo que tenemos que recla- 
mar a un Gobierno cuando asume es que cambie si 
está equivocado; que lo haga si las circunstancias lo 
apremian. Si hay que cambiar porque queremos que 
ahora participe el capital privado e impulse una ma- 
yor riqueza del país, cambiemos también en esto. Si 
necesitamos otros mecanismos y otros instrumentos 
legales, tenemos que aprobarlos ahora, porque tene- 
mos que cambiar la cabeza. 


Recuerdo que ese discurso lo tenía José Díaz 
cuando hablaba de la ley de liberación de reclusos; él 
decía que las leyes que sancionaban los delitos contra 
la propiedad eran represivas. Lo que sucede es que 
esos delitos están llenos de violencia; la rapiña, el co- 
pamiento y el homicidio son una mezcla de delitos 
contra la propiedad, la integridad y la vida. Ese es el 
tema; hay que cambiar la cabeza porque la sociedad 
cambió. Aunque está mucho mejor desde el punto de 
vista económico y social, está mucho peor en lo que 
refiere a la violencia. Sin ninguna duda, tenemos que 
pensar que es necesario cambiar algunas cosas, y me 
parece que esta es una de ellas. 


De todos modos, creo que esto es insuficiente. Es 
mejor que lo que ya existe, pero reitero que es in- 
suficiente. Hoy tenemos la oportunidad de hacer el 
cambio y decir que las cosas tienen que ser de otra 
manera, y con esto no estamos violando ningún com- 
promiso internacional de la República. 


Esa es mi opinión, señor Presidente. 
SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Tiene 
la palabra el señor Senador. 
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SEÑOR PENADÉS.- Luego de escuchar la interven- 
ción del señor Senador Moreira -que compartimos en su 
totalidad-, con toda seguridad lo único que nos res- 
taría hacer es informar que por esos motivos algunos 
Senadores del Partido Nacional vamos a votar en con- 
tra este proyecto de ley. 


Consideramos muy legítimo que otros compañeros 
de nuestra colectividad política decidan acompañarlo, 
ya que entienden que es un avance; por supuesto que 
lo es. Pero nosotros pensamos que es absolutamente 
insuficiente y no responde al reclamo que la ciudada- 
nía hace hoy al sistema político respecto a temas tan 
importantes como la inseguridad y la delincuencia. 


Debo decir que el anuncio de votar en contra este 
proyecto de ley también va cargado de una fuerte 
frustración porque, una vez más, constatamos que a 
pesar de los esfuerzos que se hacen para tratar de 
lograr acuerdos sobre temas que tienen realmente 
conmocionada a la sociedad, esos acuerdos se rigen 
siempre por el mínimo común denominador. Nunca 
es por el máximo, ni por reconocer en el texto lo que 
sí se reconoce en las conversaciones y en las negocia- 
ciones: la gravedad de la situación. 


Cuando a propuesta del señor Senador Larrañaga 
se creó la Comisión Bicameral para tratar los temas 
relativos a la seguridad -que tuvimos el gusto de in- 
tegrar con el señor Senador Moreira-, ¡vaya que este 
tema fue discutido y analizado! ¡Y vaya que esperába- 
mos del Gobierno, especialmente del Frente Amplio, 
un avance mucho mayor al que se termina concretan- 
do en los hechos! 


Reconozcamos que hace muchísimo tiempo que 
algunos de nosotros venimos bregando por estas si- 
tuaciones. Y como bien decía el señor Senador Mo- 
reira, no se trata de reclamar paternidades absurdas, 
sino de reconocer episodios y hechos políticos de los 
que hace años que un partido viene hablando, recla- 
mando, proponiendo y tratando de incorporar en la 
agenda política y parlamentaria un tema que tiene 
conmovida a la sociedad. Pero no solo conmueve a 
la sociedad integrada por ciudadanos que votaron al 
Partido Nacional y al Partido Colorado, sino a la socie- 
dad en su conjunto. 


(Ocupa la Presidencia la señora Lucía Topolansky.) 


Si queremos hablar de las causas, por supuesto 
que podemos llegar a estar de acuerdo en muchas 
de ellas, y podemos rechazar otras. A través de las 
últimas argumentaciones de algún jerarca bastante 
trasnochado, nos hemos enterado de que se trata de 
encontrar la responsabilidad de esto en las políticas 
económicas neoliberales de los años noventa. Franca- 
mente, rechazamos en forma categórica esa afirma- 
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ción, ya que demuestra tener una mala intenciona- 
lidad de carácter político que, quienes hoy estamos 
ejerciendo el rol de la oposición, no hemos tenido 
cuando se nos convocó para trabajar. 


Ahora bien, la opinión pública, ¿cuándo va a ter- 
minar de ver que cuando se dice que supuestamente 
estamos de acuerdo, se termina concretando en leyes 
en las que no estamos de acuerdo? Porque, como aquí 
bien se decía, se creó la Comisión Interpartidaria de 
la Seguridad Pública, en la que se constata una se- 
rie de episodios, fundamentalmente del diagnóstico, 
en los que todos coincidimos y estamos de acuerdo. 
Después se crea una Comisión Bicameral, en cuyo 
informe de recomendaciones a la Asamblea General 
y a ambas Cámaras se aconseja una serie de medidas 
que luego, cuando llega el momento de ser llevadas 
a la norma, lamentablemente no se concretan. Es 
decir que cuando llega el momento de transformar 
en realidad, es decir, en texto, en letra, la voluntad 
de carácter político y el discurso, no se encuentra el 
acuerdo. Y si esa es la sensación que le queda a al- 
guien que estuvo en lo que comúnmente llamamos 
la “cocina”, ¿qué puede esperar quien hoy está en 
la calle y está realmente conmovido y conmocionado 
por la situación de inseguridad que se vive? Y cuan- 
do uno elabora este discurso no se puede interpretar 
que se está pensando en algo ajeno al cumplimiento 
más estricto de las leyes y de la Constitución; que 
no se entienda que hay que aplicar políticas sociales 
de alto impacto; que no se entienda que alguien que 
promueve esto o que nos lleva a votar en contra este 
proyecto de ley no entiende, porque nuestro partido 
político propuso la creación de un instituto eficiente 
en la contención y en la reinserción de menores in- 
fractores. El discurso me parece bastante sensiblero 
y, diría, hasta falluto -término que se usaba cuando 
era joven-, porque somos conscientes de que hoy los 
menores que se encuentran en la Colonia Berro es- 
tán depositados en una condición casi infrahumana. 
También somos conscientes de que los que hoy están 
recluidos en las cárceles de nuestro país, a pesar de 
los esfuerzos que se vienen realizando, siguen estan- 
do en una situación que nadie quiere, pero por eso 
no podemos concluir que como así sucede, no se pue- 
den adoptar medidas para preservar la seguridad del 
99% de la opinión pública y de la población de nues- 
tro país, de nuestros compatriotas, que están siendo 
víctimas de unos inadaptados. Además, me permito 
adelantar que rechazo otra vez, y de forma contun- 
dente, la visión de que quien tiene necesidades bási- 
cas insatisfechas está más cerca del delito. Conozco 
cantidad de personas que se encuentran en esa situa- 
ción y creo que nunca se les pasó por la cabeza salir a 
robar a nadie. Rechazo esa visión -diría que bastante 
inocente desde el punto de vista sociológico y a la que 
la sociedad ha condenado- porque pienso que no es 
así. La pobreza no es sinónimo de robo ni de delito 
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porque, de lo contrario, lamentablemente en el Uru- 
guay tendría que haber muchísimos más chorros y 
más ladrones de los que ya hay. 


Son medidas ejemplarizantes que terminan por 
desestimular a quienes piensan que estamos en una 
sociedad conmovida por una crisis educativa, de valo- 
res y de la familia. Ante esta situación, el Estado debe 
empezar a enviar mensajes claros que por lo menos 
hagan pensar dos veces a quienes pretenden llevar 
una vida de delito. El otro día leí un artículo acerca 
de la desproletarización de la sociedad del sociólogo 
Giorgi -no compartimos su visión política-, refiriéndo- 
se a gente que ya ha perdido la capacidad de buscar 
el bienestar a través del trabajo y lo hace a través del 
delito. Eso se agrava aún más cuando lo hacen meno- 
res de edad, tomando una concepción bastante antigua 
-como recién señalaba la señora Senadora Moreira- 
de las definiciones que llevaron a que en el año 1934 
se estableciera la mayoría de edad a los 18 años. 


Llegó la hora de revisar el Código de la Niñez y la 
Adolescencia y si es preciso también en función de 
los derechos. ¡Revisémoslo! Debo decir que fui uno 
de los Legisladores que voté el Código de la Niñez y la 
Adolescencia y repito que hay que reconocer que de- 
bemos revisarlo. Esta es una demostración más -igual 
que este proyecto de ley que se va a sancionar- de una 
ley que en el texto es preciosa pero en la práctica es 
absolutamente inaplicable. 


Señoras y señores Senadores: creo que en ese 
sentido hoy nos estamos perdiendo la oportunidad 
-como bien se decía en esta Sala- de llevar adelante 
la sanción de un proyecto de ley que por lo menos 
estableciera el mantenimiento de los antecedentes. 


Discutimos hasta dónde se debían mantener los 
antecedentes preservando el derecho del menor por- 
que habíamos logrado un acuerdo sobre los delitos 
gravísimos, de manera que al menor que cometía una 
falta, un delito menor como es el robo de un par de 
championes -ejemplo bastante común en esta vida 
del consumismo-, no le fueran registrados sus ante- 
cedentes. Que al cumplir 18 años se le borren todos 
los antecedentes a un menor que mató a tres per- 
sonas en seis meses, es absolutamente indefendible 
porque, lamentablemente -y lo digo con toda claridad 
y seguridad-, estos casos son irrecuperables. Lo de- 
bemos decir con todas las palabras porque así lo de- 
muestran las estadísticas; hay un 60% de reinserción 
en el delito. 


Los propios técnicos establecen que hay un por- 
centaje enorme de menores -creo que casi el 80%- 
que lamentablemente han cometido delitos gravísi- 
mos y son irrecuperables. ¡Ni que hablar que hay que 
trabajar para recuperarlos, que hay que internarlos 
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para brindarles la mejor y más avanzada técnica para 
lograr su inserción en la sociedad y convertirlos en 
hombres y mujeres de bien! Ojalá que se logre. Ahora 
bien, tengamos claro que ni el “Ricky” ni el “Pelón” 
serán los últimos; lamentablemente vendrán otros. 
Eso se ve todos los días en la calle. 


Creo, señora Presidenta, que en este caso nos 
acercamos con timidez a un problema que franca- 
mente no da ninguna solución. Vamos a decir las co- 
sas como son: lo que se pretende es mantener la situa- 
ción con respecto a los antecedentes de los menores 
que cometieron delitos gravísimos, según lo establece 
claramente el Código de la Niñez y la Adolescencia. 
No estamos hablando de menores que cometieron 
una falta ni un delito menor, sino de aquellos, reite- 
ro, que cometieron delitos gravísimos. Francamente, 
me parece que dejarlo a la discrecionalidad del Poder 
Judicial agrava e inutiliza más este proyecto de ley. 
Inclusive, en su visita a la Comisión Bicameral los 
propios Jueces solicitaron que no se dejara librada a 
su discrecionalidad la aplicación de las normas. Fue- 
ron los Jueces, los Fiscales, quienes solicitaron esto; 
y, a su vez, que las normas estuvieran claramente 
determinadas para que en el futuro fueran votadas 
por el Parlamento nacional. En algunos casos pudi- 
mos observar que la aplicación de las normas dejaba 
mucho que desear. 


Señora Presidenta: me adhiero a la crítica que se 
ha hecho al Poder Judicial sobre la tardanza del Re- 
gistro Nacional de Antecedentes de Menores, que de- 
bería haber sido creado una vez sancionado el Código 
de la Niñez y la Adolescencia. También debo decir 
que una vez más el Poder Judicial debería ser respon- 
sable y tomar en cuenta este llamado de atención que 
desde el Poder Legislativo se le hace por no aplicar ni 
implementar medidas que la ley le mandata aplicar, 
cumplir e implementar. 


Por eso, señora Presidenta, vamos a votar en con- 
tra este proyecto de ley con el convencimiento de que 
su aprobación, sin perjuicio de que pueda ser enten- 
dida como un avance, no es lo que la sociedad ne- 
cesita, reclama y exige. Lo que la sociedad exige al 
poder político y al Estado en su conjunto -incluido 
el Gobierno y oposición en su totalidad- es que pre- 
servemos la seguridad de los ciudadanos que se ven 
absolutamente jaqueados por la inseguridad reinante 
y fundamentalmente por la inseguridad que algunos 
menores infractores fomentan con los delitos que co- 
meten. 


Por las razones expuestas, señora Presidenta, al- 
gunos de los señores Senadores integrantes del Par- 
tido Nacional lamentamos no poder votar este pro- 
yecto de ley e insistimos en la oportunidad que se 
ha perdido. Entendemos que hay una visión bastante 
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inocente por parte de algunos integrantes del Frente 
Amplio sobre lo que hoy son las causas que golpean la 
realidad. Vaticino que más temprano que tarde vamos 
a estar reviendo este proyecto de ley, modificándolo y 
lamentándonos por lo inoperante que resultó la ini- 
ciativa que fue sancionada por el Parlamento nacio- 
nal. 


Muchas gracias, señora Presidenta. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR HEBER.- Señora Presidenta: a las 18 ho- 
ras la Comisión de Medio Ambiente tiene dos audien- 
cias y los invitados de una de ellas vienen expresa- 
mente desde el exterior. Concretamente, solicitamos 
al Cuerpo que nos habilite la posibilidad de sesionar 
al mismo tiempo que el Senado para poder recibir a 
las delegaciones, y al momento de la votación del pro- 
yecto de ley estar en Sala para manifestarnos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la moción 
formulada por el señor Senador. 


(Se vota:) 
-24 en 25. Afirmativa. 


Los miembros de la Comisión de Medio Ambiente 
quedan autorizados a asistir a la Comisión. 


SEÑOR CARDOSO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR CARDOSO.- Cuando hoy hicimos refe- 
rencia a lo que no fue modificado en el trabajo llevado 
adelante por la multipartidaria, hablamos de una pro- 
funda reforma del Código de la Niñez y la Adolescen- 
cia. Hicimos hincapié en un defecto -que entendemos 
y que advertimos- que radica en la discrecionalidad 
que se le da al Juez para su aplicación. Como dijo el 
señor Senador Moreira, si votamos esta iniciativa le 
damos aún más discrecionalidad, profundizando los 
defectos con los que funciona el sistema. Cuando se 
trató el tema anterior hicimos uso de la palabra, y 
ahora lo volvemos a reiterar. Hicimos una convocato- 
ria a todos los partidos políticos para conformar otra 
Comisión Bicameral que aborde una nueva ley penal 
juvenil que profundice y redireccione los defectos del 
Código de la Niñez y la Adolescencia; esto lo dejamos 
expresamente aclarado y de manifiesto. 
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Nuestro partido ha presentado en la Cámara de 
Representantes un proyecto de ley alternativo al que 
trajo en el día de hoy la Bancada de Gobierno para 
ser votado en el Senado. En este proyecto propone- 
mos que la norma tenga como objetivo mantener los 
antecedentes judiciales de las personas menores de 
edad que han estado sujetas a medidas dispuestas 
por la justicia penal competente, debido a la comi- 
sión de determinados delitos, y hacemos una distin- 
ción que queremos dejar en claro. Creemos que los 
antecedentes se deben mantener cuando se come- 
tieron determinados delitos, y especificamos cuáles. 
En el proyecto establecemos que se deben mantener 
los antecedentes cuando el menor de edad cometió 
homicidio, homicidio especialmente agravado, homi- 
cidio muy especialmente agravado, lesiones graves, 
lesiones gravísimas, rapiña, rapiña con privación de 
libertad, copamiento, extorsión, secuestro y violación. 
Aspiramos a que no haya un límite en el tiempo y que 
estos antecedentes sean manejados bajo una estricta 
reserva, con la única finalidad de que su utilización 
sea para el Poder Judicial, y que en caso de reinciden- 
cia este Poder disponga de la herramienta a la hora 
de impartir justicia. Creemos que se justifica que los 
antecedentes penales de los menores infractores se 
mantengan en estas condiciones. No está en riesgo, 
a nuestro juicio, su reinserción social ni su rehabili- 
tación, dado que el uso de estos antecedentes está 
restringido únicamente a la Justicia Penal, a la Justi- 
cia competente que intervenga en caso de reinciden- 
cia del infractor luego que haya cumplido la mayoría 
de edad. Nuestro proyecto no establece una sanción, 
sino que da una herramienta a la Justicia competente 
en materia penal de manera de valorar la conducta de 
quienes vuelven a delinquir. En cambio, si los ante- 
cedentes no se mantienen, o se lo hace por un corto 
período -por dos años, como propone el oficialismo-, 
continuará ocurriendo lo que ha sucedido hasta el 
día de hoy. Es decir que la sociedad toda seguirá en 
riesgo, porque la totalidad de quienes la integran son 
potenciales víctimas de la reincidencia. 


El proyecto del oficialismo, tal como señalamos, 
deja librado a criterio del Juez la extensión en el 
tiempo, por 24 meses, de la aplicación de los antece- 
dentes o no. Nosotros entendemos que nuestro pro- 
yecto de ley está en sintonía con el Derecho y con las 
normas vigentes sobre responsabilidad penal juvenil 
en nuestro país, porque respeta la clasificación de las 
infracciones del Código de la Niñez y la Adolescencia, 
ordena su mantenimiento, y los antecedentes serán 
considerados cuando la persona adquiera la mayoría 
de edad. Precisamente esto es de buena técnica para 
calibrar los guarismos mínimos y máximos de la pena 
a recaer por el delito cometido. Además, se interpre- 
ta de forma armónica con el artículo 67 del Código 
Penal, con el artículo 73 del Código de la Niñez y 
la Adolescencia que refiere a la adecuación norma- 
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tiva del Código Penal y a la Ley N* 16.707, y con la 
Convención sobre los Derechos del Niño. Es bueno 
que reiteremos que la Convención nada dice con res- 
pecto a los antecedentes. La Convención sobre los 
Derechos del Niño -que es a lo que está obligado el 
Uruguay- no dice absolutamente nada, ni un ápice 
en cuanto a que nuestro país no pueda mantener los 
antecedentes. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR CARDOSO - Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: el señor 
Senador Cardoso señala que la Convención sobre los 
Derechos del Niño no nos obliga respecto a los ante- 
cedentes. Esta afirmación se vincula con todo lo que 
se ha dicho acerca de las Reglas de Beijing. Por su- 
puesto que no es menor la cuestión de si Uruguay está 
obligado o no, stricto sensu, a abstenerse de tomar en 
cuenta los antecedentes cuando estos son por hechos 
cometidos por menores. Uruguay debe cumplir con 
la normativa internacional que suscribió, porque al 
hacerlo, se comprometió; esto debe estar fuera de la 
cuestión. No es un tema menor o secundario el de 
que Uruguay debe honrar sus compromisos interna- 
cionales, porque ese es el eje de su política exterior. 
Un país como el nuestro no puede apartarse de lo que 
establece el Derecho Internacional. 


Como bien ha señalado el señor Senador Penadés, 
las Reglas de Beijing no tienen el carácter obligatorio 
de un tratado internacional. Son reglas que fueron 
sancionadas por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas pero que no tienen las características propias 
de un tratado, que no fueron ratificadas por nues- 
tro Parlamento y carecen de valor obligatorio. Esto es 
fundamental. El país se obliga internacionalmente en 
la forma prevista por la Constitución, y ella exige una 
ratificación parlamentaria que en este caso no exis- 
tió. Las Reglas de Beijing tienen una naturaleza de 
recomendación, de directriz general que debe apli- 
carse en la manera que ellas establecen. Las reglas 
no son -y en este sentido es bueno referirse específi- 
camente a alguna de ellas-, no pretenden ser normas 
que se impongan taxativamente disponiendo tal o 
cual cosa; son orientaciones generales que, como ta- 
les, deben tomarse. Por eso la regla 1.1 dice: “Los Es- 
tados miembros procurarán en consonancia con sus 
respectivos intereses generales promover el bienestar 
del menor y de su familia”. La regla 1.5 establece: 
“Las presentes reglas se aplicarán según el contexto 
de las condiciones económicas, sociales y culturales 
que predominen en cada uno de los Estados miem- 
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bro”. Es decir, las propias Reglas de Beijing están ad- 
mitiendo la amplitud con que deben interpretarse, en 
armonía, en consonancia con las características de la 
realidad de cada uno de los Estados miembro. Y tan es 
así que estas Reglas de Beijing no son normas jurídi- 
cas directamente aplicables en el Uruguay, no tienen 
esa vocación y no fueron diseñadas para ser aplicadas 
de esa manera; contienen algunas orientaciones no 
conciliables con lo que dice la regla según la cual no 
pueden tomarse en cuenta los antecedentes. 


Si bien es cierto que la regla 21.2 dice: “Los regis- 
tros de menores delincuentes no se utilizarán en pro- 
cesos de adultos relativos a casos subsiguientes en los 
que esté implicado el mismo delincuente”, el literal 
c) de la regla 17.1 dice: “Solo se impondrá la priva- 
ción de libertad personal en el caso de que el menor 
sea condenado por un acto grave en el que concurra 
violencia contra otra persona o por la reincidencia en 
cometer otros delitos graves, y siempre que no haya 
otra respuesta adecuada”. Es decir que las propias 
Reglas de Beijing admiten que se tomen en cuenta 
los antecedentes cuando se trata de menores. No hay 
forma racional de justificar que se dispense un tra- 
to más grave o más severo al que vuelve a delinquir 
siendo menor que al que vuelve a delinquir siendo 
mayor. ¿Cómo se explica esta contradicción, esta 
incongruencia? Por el hecho de que las normas no 
pretenden ser normas jurídicas. Si lo fueran, debería 
haberse procurado que reinase entre ellas la debida 
correspondencia y armonía, como dice nuestro Códi- 
go Civil, repitiendo un principio general de Derecho. 
Pero como no se trata de normas jurídicas sino de 
orientaciones que cada país deberá aplicar teniendo 
en cuenta su propia realidad y su propio contexto 
económico, social, cultural, etcétera, es posible ad- 
vertir incongruencias como las que he señalado. 


Por lo tanto, no tenemos ninguna obligación asu- 
mida internacionalmente de no tomar en cuenta los 
antecedentes, no violamos ningún compromiso al ha- 
cerlo y estamos en pleno ejercicio de nuestra sobera- 
nía cuando adoptamos disposiciones en este sentido. 


Agradezco al señor Senador Cardoso por la inte- 
rrupción que me ha otorgado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Cardoso. 


SEÑOR CARDOSO.- Señora Presidenta: tan es 
así lo que dice el señor Senador Pasquet en el sen- 
tido de que no estamos violando ninguna Regla de 
Beijing, que el Gobierno, reconociendo las actuales 
circunstancias y los cambios dentro de los cuales pue- 
de embarcarse el país -como así lo aceptan y de hecho 
lo prevén las Reglas de Beijing-, nos ha enviado el 
proyecto de ley que tenemos sobre la mesa. Por algo 
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hoy estamos cambiando la legislación. Nosotros que- 
remos mantener los antecedentes, a través del pro- 
yecto que hemos presentado, para los delitos gravísi- 
mos que atentan contra la integridad física y la vida 
de las personas. Pero el Gobierno, en una discusión 
que, como bien aquí se ha dicho, duró varias sema- 
nas, nunca pudo llevar al seno de la Comisión Espe- 
cial de la Asamblea General una opinión monolítica 
acerca del mantenimiento de los antecedentes. Es 
bueno señalarlo: hasta último momento y más de una 
semana después de que la Comisión había finalizado 
su trabajo, por el término que la Asamblea General le 
había impuesto como fecha, el Gobierno, a través del 
señor Diputado Bango, comunicó el acuerdo al que 
la interna del Frente Amplio había llegado en cuanto 
al mantenimiento de los antecedentes, que es lo que 
votará la Bancada de Gobierno en el día de hoy. En- 
tonces, no estamos violando las Reglas de Beijing ni 
unos ni otros; eso ha quedado claro y tiene que que- 
dar de manifiesto. 


Aspiramos a que se dé lectura, antes de la vota- 
ción, al proyecto que hemos presentado y quedamos a 
la espera de la resolución del Pleno. 


SEÑORA MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la se- 
ñora Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Gracias, señora Presidenta. 


Trataré de ser breve en atención al tiempo y a lo 
que nos espera en los próximos proyectos de ley a 
considerar. 


En primer lugar, quiero traer una cifra sobre la im- 
portancia de la minoridad infractora en el total de los 
delitos en el Uruguay, para contextualizar el proyecto 
de ley que estamos tratando sobre el mantenimiento 
de los antecedentes. Para ello, voy a remitirme nueva- 
mente a lo que se discutió en la Comisión Bicameral 
de Seguridad Pública. En especial, voy a citar un dato 
aportado por el señor Pedernera, representante del 
Comité de los Derechos del Niño. Concretamente, él 
dice que, según los registros del Poder Judicial, el to- 
tal de los delitos cometidos por menores constituyen 
el 5,9% del total. Es decir que menos del 6% del total 
de delitos son cometidos por niños. 


La segunda consideración que quiero hacer es que 
el Código que estamos revisando parcialmente y que, 
en opinión de algunos Legisladores ya nos ha quedado 
viejo, solo tiene siete años, mientras que el anterior 
estuvo vigente durante setenta. De manera que estoy 
de acuerdo en que merece correcciones, pero yo no 
diría que está viejo. 


CÁMARA DE SENADORES 


341-C.S. 


El Movimiento Volpe, que realiza estudios sobre 
la aplicación del Código, señala que el 82,5% de los 
adolescentes que llegan al sistema de Justicia con 
antecedentes son privados de libertad con medidas 
cautelares y el 50% sin antecedentes también lo son. 
La propia normativa que emana de Beijing indica que 
la privación de libertad en los menores tiene efectos 
contraproducentes. Además, quiero decir algo sobre 
la legislación internacional. Pensemos que en China 
la imputabilidad penal de los menores comienza a los 
70alos 9 años, es decir que ya desde muy pequeños 
los niños pueden ser confinados en establecimientos 
carcelarios. Cuando existe una norma internacional 
como las Reglas de Beijing, se tiene que adaptar a todo 
el mundo: a los países que tienen penalidades muy 
graves para menores de muy corta edad y a países con 
una legislación más “de avanzada”, a mi juicio, como 
los nuestros. Esto es lo que quería decir con relación 
al tema de la Convención de los Derechos del Niño 
y de las reglas internacionales que emanan de ella. 


Hay un dato que me llama la atención: según el 
Ministerio del Interior, más del 40% de quienes parti- 
cipan en rapiñas son menores. Pero en la propia Co- 
misión se ha dicho que este número sobre la partici- 
pación de los menores en rapiñas no tiene un registro 
sistemático a lo largo del tiempo, de tal manera que 
no podemos decir si este número es superior o infe- 
rior a años anteriores. Lo único que tenemos en este 
sentido son las estadísticas del Poder Judicial. 


Por otro lado, hay números que también llaman 
la atención. Por ejemplo, el monto promedio, según 
el Movimiento Volpe, de los delitos cometidos por los 
menores infractores, no alcanza los US$ 100. La or- 
ganización se toma el trabajo de comparar las cifras 
con los delitos cometidos en el Banco Comercial en el 
año 2003 y dice que deberían transcurrir 7.500 años 
para que los montos lleguen a ser equiparables. Trai- 
go estos datos simplemente a modo de anécdota. 


Hay unos 300 menores infractores violentos y se 
señala que este número no ha aumentado sustancial- 
mente. Y hay una diferencia importante entre los de- 
litos contra la propiedad y la violencia propiamente 
dicha. El delito es propiamente multicausal; es ver- 
dad lo que se dice. Pero hay algunas cosas que se 
saben. 


Los delitos contra la propiedad aumentan en dos 
circunstancias. Por un lado, se incrementan durante 
las crisis económicas; alcanza con ver el aumento de 
hurtos y rapiñas durante la crisis del 2002. Los deli- 
tos contra la propiedad se relacionan con el contex- 
to económico en el cual se cometen. Y, en segundo 
lugar, los delitos contra la propiedad tienen que ver, 
entre otras cosas, con la desigualdad de los ingresos. 
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Ahora bien, el tema de la violencia es el que ha 
estado más presente en lo que los Legisladores han 
vertido en este lugar. Y en este sentido sabemos que 
se cometen unos 200 homicidios por año; es de las 
mejores estadísticas que tenemos. Sin embargo, para 
poner entre paréntesis el tema de los homicidios en 
el Uruguay y el tema de los homicidios perpetrados 
por menores, quiero recordar que la principal violen- 
cia que se comete en este país es la que las personas 
cometen contra sí mismas. En efecto, el número de 
suicidios va en aumento y supera al de homicidios. Y, 
en segundo lugar, la principal violencia que se come- 
te contra otras personas es contra las mujeres. Las 
muertes de mujeres superan la cantidad de homici- 
dios causados por las rapiñas. Lo digo nada más que 
para poner los números de la violencia en un con- 
texto. Por supuesto que se me aducirá que el delito 
con rapiña puede ser muy violento, y unas cuantas 
mujeres sufrimos al menos dos rapiñas por año, por- 
que los robos de carteras son muy frecuentes. Si me 
preguntan, no creo que las mujeres manden preso a 
un menor durante tres años por una rapiña especial- 
mente agravada o porque les roben la cartera y las 
tiren al piso. Quiero decir que la rapiña cometida con 
violencia tiene una gradación bastante amplia. 


Finalmente, digamos que los estudios indican que 
el aumento de la mano dura no significa necesaria- 
mente la reducción de un delito, y sobre esto tam- 
bién hay estadísticas internacionales. Además, es es- 
pecialmente ineficaz en los menores más que en los 
mayores, y esto no tiene que ver con la gravedad de 
las penas ni tampoco con la eficacia en la represión, 
sino con el nivel de madurez que tiene quien comete 
el delito. 


Las Reglas de Beijing -que tanto se han menciona- 
do- son un marco de referencia, pero la Convención 
de los Derechos del Niño sí fue ratificada por este 
Parlamento y, por supuesto, para nosotros tiene ca- 
rácter vinculante. Como bien dijo el señor Senador 
Moreira, el Comité de los Derechos del Niño es el 
encargado de vigilar el cumplimiento del tratado y, 
al igual que la Corte Interamericana, hace una reco- 
mendación sobre el mantenimiento de los anteceden- 
tes con limitaciones relativas a la calidad del delito 
cometido y con limitaciones referidas al tiempo. 


SEÑOR PEREYRA.- ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑORA MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA.- Justamente, pedimos la in- 
terrupción para hacer un par de precisiones sobre lo 
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que la señora Senadora Moreira estaba planteando en 
este momento. 


Cuando discutimos el proyecto de ley que modificó 
los artículos 69 y 76 del Código de la Niñez y la Ado- 
lescencia, planteábamos que ese resultado fue el fru- 
to de ese rico intercambio que se dio, primero en los 
acuerdos interpartidarios y luego en la discusión de la 
propia Comisión Bicameral con los actores jurídicos. 
En esa instancia, el artículo 76 básicamente surgió 
a partir de esas intervenciones y las modificaciones 
fueron acordadas por todos los partidos políticos por- 
que, prácticamente, fue votado por unanimidad. 


Para este caso, en la discusión que se dio en la Cá- 
mara de Representantes y ahora en el Senado, los tres 
partidos políticos plantearon soluciones diferentes. 
Cuando se nos cuestiona que la propuesta del pro- 
yecto de ley que pone a consideración nuestra Banca- 
da tiene deficiencias y que en lugar de una solución 
podría generar mayores inconvenientes o que no se 
podría aplicar, en realidad, decimos que la redacción 
la tomamos casi a texto expreso de lo manifestado 
por el anterior Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, doctor Chediak, y de su actual Presidente, 
el doctor Van Rompaey, cuando visitaron la Comisión. 


Voy a leer textualmente dos intervenciones del 
señor Chediak, que en gran medida plantea lo que 
nosotros entendemos que quedó redactado en el pro- 
yecto de ley que hoy está a consideración. Decía: “En 
primer lugar, quiero decir que todos compartimos 
plenamente la filosofía no solo de las Reglas de Bei- 
jing sino también del Código de la Niñez y la Adoles- 
cencia. La Justicia Penal juvenil no se puede equipa- 
rar de ninguna manera a la Justicia Penal de adultos, 
y la privación de libertad sí tiene que ser el último 
recurso y, en ese caso -también en adultos-, lo pri- 
mordial, y lo que ordena la Constitución, es lograr la 
rehabilitación, lo que tampoco estamos consiguiendo. 


Por cierto, la convención ratificada por el Estado 
uruguayo tiene el más alto rango de vinculación. No 
hay duda de que en este caso ponemos al Estado en 
una clara infracción que podría acarrear su responsa- 
bilidad internacional. 


Por supuesto, las Reglas de Beijing también son 
vinculantes; si se pudieran graduar, serían un poco 
menos vinculantes, pero se deben cumplir. Por algo 
integramos Naciones Unidas”. 


Creo que es muy clara la intervención del doctor 
Chediak en la Comisión acerca de si las normas de Bei- 
jing son o no vinculantes con respecto a estos temas. 


Por último, también me parece importante leer 
otra parte de su intervención, que está relacio- 
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nada directamente con el articulado y que dice lo 
siguiente: “Seguramente, en este caso los señores 
Legisladores habrán hablado con el Comité de los 
Derechos del Niño, que es el organismo encarga- 
do de supervisar el cumplimiento de la Convención 
de los Derechos del Niño; viene a ser el símil de lo 
que es la Corte Interamericana respecto del Pacto 
de San José de Costa Rica. Es un organismo que 
el Estado uruguayo, como Estado signatario, ratifi- 
cante de la Convención de los Derechos del Niño, 
ha contribuido a formar; no es un organismo ajeno. 
Precisamente, el Consejo de los Derechos del Niño, 
no tiene normativa específica sobre este tema en la 
Convención; el artículo 40 de la Convención de los 
Derechos del Niño, que es el que refiere a la justicia 
juvenil, no dice nada respecto del mantenimiento o 
no de los antecedentes ni de la posibilidad de usar o 
no los antecedentes. 


Ellos sí tienen opiniones consultivas en el sentido 
de que el mantenimiento restringido de los antece- 
dentes no viola la Convención de los Derechos del 
Niño”. 


(Suena el timbre indicador de tiempo.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ha concluido el tiempo 
de que disponía, señor Senador. 


SEÑOR PEREYRA.- ¿Me permite una breve inte- 


z 


rrupción, señora Senadora? 
SEÑORA MOREIRA.- Con gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir 
nuevamente el señor Senador Pereyra. 


SEÑOR PEREIRA.- Decía: “Señalan que si no se 
trata de todas las violaciones a la ley penal sino, exclu- 
sivamente, de delitos muy graves -violación, rapiña, 
rapiña agravada u homicidio- y que si hay un límite 
temporal para el mantenimiento de los antecedentes, 
que puede ser de dos o tres años -en nuestro caso, 
hablaríamos de mantener los antecedentes hasta los 
21 años de edad-, no habría violación de normativa 
respecto de la Convención de los Derechos del Niño”. 


Esto que acabo de leer fueron las manifestaciones 
del doctor Chediak en la Comisión y es exactamente 
lo que decía la señora Senadora Moreira. A nuestro 
entender, también es lo que consagramos en el ar- 
ticulado que tiene a consideración el Senado de la 
República. Por lo tanto, lo que hoy está sancionando 
el Senado va justamente en la línea de incorporar o 
modificar el artículo 222 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia que, como muy bien dijo la señora Se- 
nadora, fue promulgado en diciembre de 2004. 
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Hace pocos días releí -y creo que vale la pena- las 
intervenciones de todos los Legisladores, tanto en la 
discusión en la Cámara de Representantes como en 
el Senado y las observaciones que hacían seis meses 
después cuando se presentaron proyectos de ley que 
modificaban el artículo 222. Sin embargo, seis meses 
antes se decía exactamente lo contrario. Comprendo 
que en la vida los hechos y las opiniones cambian, y 
que en alguna medida la realidad nos obliga a aten- 
derlos, pero lo que no es menor es que en su momen- 
to todos los Legisladores hicieron sus planteos a favor 
de este artículo 222 y de todo el Código de la Niñez y 
la Adolescencia, y elogiaban esta nueva herramienta 
legal que tenía el país. Creemos que hoy se hace ne- 
cesario modificar parcialmente algunos aspectos. 


Además, queríamos referirnos en forma expresa 
a algo que mencionó el señor Senador Cardoso. Una 
de las iniciativas que votamos en la Asamblea Gene- 
ral fue la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente. 
Este Parlamento se comprometió a votar una norma 
de estas características; ese fue otro aspecto que se 
incorporó a la discusión de la Comisión Bicameral, 
que sigue la línea de avanzar en estos temas. 


Muchas gracias, señora Senadora. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar la se- 
ñora Senadora Moreira. 


SEÑORA MOREIRA.- Gracias, señora Presidenta. 


Quiero decir que de la Comisión Multipartidaria 
derivó un documento común sobre seguridad pública 
y otro sobre educación. Este proyecto de ley, el ante- 
rior y el que votamos sobre el Instituto de Respon- 
sabilidad Penal Adolescente, son iniciativas encami- 
nadas al cumplimiento del mínimo común múltiplo; 
en realidad, lamento decir esto, porque lo único que 
puede ser múltiple es un mínimo, y no un máximo. 
Pero, en fin, sumando y restando nuestras preferen- 
cias y diagnósticos, se llega a estos tres proyectos de 
ley, que son: el de creación del Instituto de Respon- 
sabilidad Penal Adolescente, el relativo a la modifica- 
ción de los artículos del Código que tienen que ver 
con la tentativa de homicidio y este último, por el que 
se mantienen los antecedentes judiciales de adoles- 
centes en conflicto con la ley penal. 


Lamento que el Partido Nacional y el Partido Colo- 
rado no acompañen esta iniciativa porque, en parte, ella 
surgió de ambos partidos. A su vez, cabe mencionar que 
en la Comisión Bilateral encontramos muchas resisten- 
cias y reticencias a la hora de incorporar esto pero, fi- 
nalmente, encontramos una solución de equilibrio. Me 
refiero a este mínimo común denominador que implica 
un mantenimiento de los antecedentes con la limita- 
ción en el tiempo y a algunas penalidades gravísimas. 


344-C.S. 


Con relación al tema de los Jueces, señalo lo si- 
guiente. Cuando ingresé al Parlamento, se realizó un 
curso sobre técnicas legislativas dirigido a los Legisla- 
dores; si no recuerdo mal, casi ningún Senador con- 
currió pero, como era novata, fui. Allí, el doctor Oscar 
Sarlo, Catedrático de Filosofía del Derecho, señaló 
que los Jueces siempre están en una situación muy 
difícil, en el sentido de que tienen cierta reticencia a 
aplicar las medidas de privación de libertad porque, 
hasta cierto punto, la prisión es una escuela del deli- 
to; pero, por otro lado, tienden a usar la privación de 
libertad como la medida más segura para aplicar una 
ley. Entonces, ese desfiladero tan estrecho por el que 
transitan los Jueces -que son los que aplican nuestras 
leyes- también fue tomado en cuenta en este proyecto 
de ley. 


La iniciativa debe ser considerada dentro del pa- 
quete de estos últimos proyectos, es decir, en con- 
junto con el proyecto de ley de creación del Instituto 
de Responsabilidad Penal Adolescente y el de la am- 
pliación del delito. Como Legisladores, debemos ser 
responsables en el sentido de crear una nueva insti- 
tucionalidad para la minoridad infractora y fijar todas 
las garantías necesarias para una sociedad que evolu- 
ciona tendencialmente, diferenciando las cohortes de 
edad y no asimilándolas. 


Pocos siglos atrás, los niños eran tratados de ma- 
nera igual que los adultos, pero el progreso de la 
civilización -por usar un término clásico- ha ido de- 
marcando cada vez más lo que concierne a niños, a 
adultos, a hombres y a mujeres. Cuando generamos 
una norma que prohíbe el trabajo infantil, estamos 
avanzando en una legislación que diferencia las eda- 
des y no en una que las asimila. Y creo que toda 
legislación que trate a los niños y adolescentes como 
tales y no como adultos, es acorde a la sensibilidad 
social que vamos creando. En este marco, pues, no 
me parece que las medidas tendientes a reducir la 
imputabilidad o a establecer penas similares a niños 
y adultos condigan con la sensibilidad social impe- 
rante en el Uruguay. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señora Senadora? 


SEÑORA MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Simplemente, quería reali- 
zar un par de aclaraciones. 


En mi anterior intervención, di lectura a la opi- 
nión del doctor Chediak, quien en ningún momento 
habló de penas accesorias. Se refirió a delitos onto- 
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lógicamente graves, haciendo una enumeración que 
no es taxativa. Por eso, estamos de acuerdo con la 
propuesta de conservar los antecedentes en todas las 
infracciones gravísimas tal como las califica el Código 
de la Niñez y la Adolescencia. Anteriormente traté de 
dar cuenta pormenorizada de cuáles son estas infrac- 
ciones. En lo personal, considero que todas son igual- 
mente gravísimas y, entonces, no veo por qué tienen 
que ser solo cinco y no todas las que en el Código vi- 
gente -que votamos todos, como aquí se ha dicho rei- 
teradamente- se califica como gravísimas. Pero claro, 
a veces las leyes que se votan son hijas de su tiempo, 
y este es cada vez más corto. 


En cuanto a la evolución de las circunstancias, 
digo lo siguiente. La señora Senadora Moreira siem- 
pre habla de cifras; por mi parte, siempre me remi- 
to a las cifras del Ministerio del Interior y del Poder 
Judicial. En este sentido, recuerdo un informe del 
doctor Sayagués Laso -Defensor de Oficio-, publica- 
do en la página web del Poder Judicial, en el que se 
daba cuenta del aumento sostenido de las rapiñas. Y 
lo mismo declara el Ministerio del Interior. Creo que 
este es un dato que hay que tener en cuenta. 


No hay duda de que los menores participan me- 
nos en la comisión de delitos porque, por ejemplo, 
una de las cosas de las que daba cuenta el doctor 
Sayagués es que los menores cometen cuatro veces 
más rapiñas que hurtos y, los mayores, nueve ve- 
ces más hurtos que rapiñas. Hay una desproporción 
muy evidente. De modo que ese comportamiento 
tiene una nota de peligrosidad alarmante, que llama 
la atención. En cuanto al número de rapiñas, todos 
los consultados coinciden, incluso el Presidente de 
la Suprema Corte. 


Hace seis años propusimos una iniciativa similar, 
en la que se mantenían los antecedentes sin tiempo 
acotado y para todo tipo de delitos. Sin embargo, no 
estaríamos en desacuerdo si se acota esto a las infrac- 
ciones gravísimas y por un plazo de cinco años. Seña- 
lo esto porque el Comité habla de un plazo acotado, 
que puede ser dos, tres o cinco años. En definitiva, 
no tendríamos problema en acompañar el proyecto 
de ley si se ampliara la nómina de infracciones graví- 
simas y se acotara más en el tiempo. Pero es funda- 
mental que no se trate de una pena accesoria, porque 
de eso no se habla en ningún lado; ningún Juez habló 
de la imposición de una pena accesoria. 


Muchas gracias, señora Senadora. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar la se- 
ñora Senadora Moreira. 


SEÑORA MOREIRA.- Señora Presidenta: para 
terminar mi exposición, quisiera señalar que entre las 
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recomendaciones que hace el Comité de los Derechos 
del Niño en relación al mantenimiento de los antece- 
dentes, se menciona explícitamente la acotación del 
tipo de delitos a delitos gravísimos y la acotación en 
el tiempo. Este proyecto de ley recoge dos iniciativas 
claras en este sentido, que pueden ser acompañadas 
o no por la oposición; pero era necesario establecer 
dichas acotaciones en el tiempo y a ciertos delitos gra- 
vísimos que aparecen tipificados en la iniciativa que 
está a consideración. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ha sido repartido un 
proyecto sustitutivo, presentado por el señor Senador 
Cardoso, al que se dará lectura. 


SEÑOR MOREIRA.- Perdón, señora Presidenta, 
pero ayer presentamos un proyecto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Bancada del Parti- 
do Nacional presentó una modificación al artículo 2% 
del proyecto de ley, pero el señor Senador Cardoso 
presentó un proyecto sustitutivo de la totalidad de la 
iniciativa. Por eso, a pedido del señor Senador, se dará 
lectura al proyecto, procediendo luego a la votación 
en general. Cuando ingresemos en la discusión parti- 
cular, consideraremos la propuesta del señor Senador 
Moreira. 


Léase el proyecto de ley sustitutivo. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo Único: Los antecedentes de los adoles- 
centes que hayan estado en conflicto con la ley penal, 
por la comisión de los delitos de homicidio, homicidio 
especialmente agravado, homicidio muy especialmen- 
te agravado, lesiones graves, lesiones gravísimas, rapi- 
ña, rapiña con privación de libertad (copamiento), ex- 
torsión, secuestro y violación, no se destruirán y serán 
considerados en los procesos penales a los que puedan 
ser sometidos después de cumplir la mayoría de edad. 


Será obligatoria la reserva de dicha información.” 
SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión general. 
SEÑOR CARDOSO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR CARDOSO.- Señora Presidenta: por la 
misma circunstancia que planteó el señor Senador 
Moreira en el día de hoy con respecto a otro tema 
sobre el que había presentado una propuesta sustitu- 
tiva, mocionamos para que el Senado vote en primer 
lugar nuestro proyecto de ley. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar la moción formulada por el se- 
ñor Senador. 


(Se vota:) 
-26 en 27. Afirmativa. 


SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- Señora Presidenta: estamos 
en un ámbito en el que nos escuchamos y funda- 
mentamos las propuestas, y espero que este tipo de 
solicitud en el sentido de invertir el orden de la vo- 
tación, que se ha hecho por segunda vez, sea úni- 
camente por el día de hoy y no se convierta en una 
metodología de trabajo. Digo esto porque, en reali- 
dad, el método utilizado en el Senado es votar en 
primer lugar la propuesta emanada de la Comisión o 
del Poder Ejecutivo. 


En definitiva, no tengo inconveniente en acompa- 
ñar esta moción, como lo he hecho, pero espero que 
no se reitere. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de 
la palabra, se va a votar en general el proyecto de 
ley sustitutivo presentado por el señor Senador 
Cardoso. 


(Se vota:) 
-4 en 27. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en 
general el proyecto de ley elevado por la Comisión. 


(Se vota:) 
-16 en 27. Afirmativa. 
SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señora Presidenta: tengo 
entendido que el Partido Nacional presentó una ini- 
ciativa sobre el tema. Por tanto, aspirábamos a tener 
el mismo tratamiento que tuvo el proyecto de ley pre- 
sentado por el señor Senador Cardoso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Presidencia aclara 
que esa iniciativa no le ha llegado. Lo único que te- 


346-C.S. 


nemos proveniente del Partido Nacional es un susti- 
tutivo del artículo 2” venido de Comisión. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Perdón, señora Presiden- 
ta, quisiera saber el resultado de la votación en gene- 
ral del proyecto de ley emanado de la Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El resultado de la vota- 
ción fue: 16 en 27. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Solicito que se rectifique 
la votación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se rec- 
tifica la votación. 


(Se vota:) 
-18 en 27. Afirmativa. 


Se va a votar nuevamente en general el proyecto 
de ley elevado por la Comisión. 


(Se vota:) 
-18 en 27. Afirmativa. 


SEÑOR GAMOU.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR GAMOU.- Señora Presidenta: sé que to- 
dos estamos cansados, pero quisiera reconocer par- 
ticularmente una actitud que se ha asumido en esta 
oportunidad. Estoy enterado de que los señores Se- 
nadores de Alianza Nacional tenían un proyecto dis- 
tinto, que no fue puesto a consideración. Aclaro que 
el Frente Amplio no lo hubiera votado; pero, de to- 
das maneras, quiero reconocer que esto significa un 
avance, y remarco especialmente la actitud de los se- 
ñores Senadores de Alianza Nacional de acompañar 
este proyecto de ley. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra para fun- 
dar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señora Presidenta: hemos 
votado en general este proyecto de ley que, obviamen- 
te, luego pasaremos a discutir artículo por artículo. 
Más allá de que no es la iniciativa que compartimos 
integralmente, lo hemos acompañado porque esta- 
mos de acuerdo con el mantenimiento de los antece- 
dentes sine die, como se planteaba en el proyecto que 
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originariamente presentó el Partido Nacional y tal 
como lo expresó un señor Senador de nuestra colec- 
tividad política en el año 2005, lo que luego, en 2008 
y en setiembre de 2010, todo el partido hizo suyo. 


Hemos votado esta iniciativa porque, más allá de 
las dificultades que puedan surgir en cuanto a la dis- 
crecionalidad del Poder Judicial, entendemos que es 
algo más que la nada que hoy existe. Hay otras pro- 
puestas que también tienen la discrecionalidad de los 
jueces en el momento de la aplicación de la pena y 
en situaciones mucho más graves que la de una pena 
accesoria de los antecedentes. 


Asimismo, queremos decir en forma rotunda que 
el tema de la seguridad no pasa únicamente por los 
adolescentes infractores. Esta es solo una parte de 
la problemática que debemos enfrentar, lo que he- 
mos procurado hacer mediante diversos mecanismos, 
siempre en el marco de la Constitución de la Repúbli- 
ca, del Derecho y de la Ley, buscando las voluntades 
concurrentes para el objetivo que nos proponemos. 


Es así que, por lo expuesto, hemos acompañado en 
general este proyecto de ley, más allá de las constancias 
que han dejado nuestros compañeros de partido -fun- 
damentalmente el señor Senador Moreira- a lo largo 
de esta discusión. Como es de público conocimiento, 
apoyábamos el mantenimiento por siempre de los an- 
tecedentes, pero habida cuenta de que no se ha podido 
lograr ese objetivo, entendemos que el Frente Amplio, 
como mayoría, se aviene en una mínima parte al po- 
sicionamiento que hemos venido sustentando y que el 
año pasado ambientó la convocatoria a la Asamblea Ge- 
neral para la consideración de este tema. 


SEÑOR LORIER.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR LORIER.- Señora Presidenta: hemos 
acompañado en general este proyecto de ley. Sin em- 
bargo, entendemos que el tema de los antecedentes 
poco y nada va a incidir sobre el problema que a todos 
nos preocupa y ocupa, que es el de la delincuencia 
juvenil, ya que esto va a operar después de que los 
jóvenes cumplan los 18 años. 


A su vez, compartimos la preocupación que tienen 
el Poder Judicial y todos los que actúan a ese nivel, 
en el sentido de que esta iniciativa constituye una vía 
indirecta para bajar la edad de imputabilidad de los 
menores. 


Por consiguiente, hemos votado el proyecto de ley 
en el marco de los acuerdos que se han logrado, pero 


6 de julio de 2011 


no creemos que esto conduzca a ningún tipo de ac- 
ción y efecto sobre el tema que nos preocupa y ocupa 
en las actuales circunstancias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión particular. 
Léase el artículo 10. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Modifícase el artículo 116 del Código de la Ni- 
ñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823, de 7 de setiem- 
bre de 2004), que quedará redactado de la siguiente 
manera: 


“ARTÍCULO 116. (Infracciones reiteradas).- En 
los casos de infracciones reiteradas, los procesos se 
tramitarán por el Juez competente de cada una has- 
ta la sentencia ejecutoriada, sin perjuicio de la unifi- 
cación de las medidas impuestas, la que se realizará 
en vía incidental por el Juez Letrado de Adolescentes 
que hubiere entendido en la última infracción. 


La Suprema Corte de Justicia creará y reglamen- 
tará un Registro Nacional de Antecedentes Judiciales 
de Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal. 

Dicho Registro tendrá dos secciones: 

A) La primera sección contendrá los antecedentes 
de los delitos de violación, rapiña, copamiento, se- 


cuestro y homicidio doloso o ultraintencional. 


B) La segunda sección contendrá todas las demás 
infracciones a la ley penal previstas en este Código.” 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señora Presidenta: hemos 
votado afirmativamente este artículo 1% del proyecto 
de ley, cuyo contenido prácticamente no ha estado en 
discusión, porque no actuamos en esta ni en ninguna 
otra materia bajo preconceptos y no encontramos razón 
alguna para no acompañar esta norma. En este caso, 
en lo dispositivo se prevé una modificación del artículo 
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116 del Código de la Niñez y la Adolescencia por la 
cual se establece la unificación de penas en caso de 
reiteración y la creación de un Registro Nacional de 
Antecedentes Judiciales de Adolescentes en Conflicto 
con la Ley Penal. No tenemos reparos respecto de esta 
norma y por eso hemos votado afirmativamente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 2% que 
viene de Comisión. 


SEÑOR GAMOU.- Mociono para que se suprima 
la lectura. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Señor Senador: es ne- 
cesario que se lea el artículo porque tenemos un sus- 
titutivo para votar. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 2*.- Sustitúyese el artículo 222 del Có- 
digo de la Niñez y la Adolescencia (Ley N” 17.823, de 
7 de setiembre de 2004), que quedará redactado de 
la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 222 (Limitaciones).- La información 
relativa a niños y adolescentes no podrá ser utilizada 
como base de datos para el rastreo de los mismos, una 
vez alcanzada la mayoría de edad. 


Los antecedentes judiciales y administrativos de 
los niños o adolescentes que hayan estado en conflic- 
to con la ley se deberán destruir en forma inmediata 
al cumplir los dieciocho años o al cese de la medida. 


No obstante, cuando el adolescente en conflicto 
con la ley haya sido penado por el delito de violación 
(artículo 272 del Código Penal), rapiña (artículo 344 
del Código Penal), copamiento (artículo 344 bis del 
Código Penal), secuestro (artículo 346 del Código Pe- 
nal) o las diferentes variantes del homicidio inten- 
cional (artículos 310, 310 bis, 311 y 312 del Código 
Penal), el Juez, en el momento de dictar sentencia, 
podrá imponer -como pena transitoria- la conserva- 
ción de los antecedentes a los efectos que, una vez 
alcanzada la mayoría de edad; si volviera a cometer 
otro delito doloso o ultraintencional no pueda ser 
considerado primario. 


En todos los casos los antecedentes judiciales de 
adolescentes serán eliminados: 


A) Pasados dos años desde que cumplieran la ma- 
yoría de edad. 


B) Pasados dos años posteriores al cumplimiento 
de la pena, cuando esta se extendiese más allá de los 


” o 


dieciocho años”. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 
sustitutivo. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo sustitutivo del artículo 2%. Sustitúyese 
el artículo 222 de la Ley N* 17.823 de 7 de setiembre 
de 2004 por el siguiente: 


“ARTÍCULO 222 (Limitaciones).- La informa- 
ción relativa a niños y adolescentes podrá ser utili- 
zada como base de antecedente una vez alcanzada la 
mayoría de edad únicamente en el supuesto en que 
devenidos en adultos imputables incurriesen en cual- 
quier tipo de delito. Los antecedentes judiciales de 
los niños o adolescentes que hayan estado en conflic- 
to con la ley serán únicamente revelados por sus cus- 
todios a petición del Juez competente con indicación 


» 


expresa del delito que se supone cometido”. 
SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 2% aprobado en Comisión. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señora Presidenta: pedi- 
mos que nuestra iniciativa se trate de la misma ma- 
nera que la del señor Senador Cardoso, tal como lo 
estamos haciendo en el día de hoy, quizás con algún 
tipo de irregularidad en esta peculiar sesión y aun sa- 
biendo que no tendrá los votos necesarios, para que- 
dar en libertad de votar el otro artículo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero aclarar que no 
hemos incurrido en ninguna irregularidad, porque 
fue el Senado el que resolvió esa alteración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si el 
artículo alternativo se trata antes que el venido de la 
Comisión. 

(Se vota:) 

-26 en 27. Afirmativa. 

Se va a votar el artículo sustitutivo. 

(Se vota:) 


-7 en 26. Negativa. 


En consideración el artículo aprobado en la Comisión. 
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(Se vota:) 
-19 en 26. Afirmativa. 


Ha quedado sancionado el proyecto de ley, que se 
comunicará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancio- 
nado por ser igual al considerado.) 


22) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de un 
asunto entrado fuera de hora. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR PROSECRETARIO (Miguel Sejas).- “Los 
señores Senadores Juan Chiruchi, Francisco Galli- 
nal, Luis Alberto Heber, Gustavo Penadés y Ana Lía 
Piñeyrúa presentan, con exposición de motivos, un 
proyecto de ley por el que se introducen modificacio- 
nes a la Ley N* 18.566, de 11 de setiembre de 2009, 
relativo al sistema de negociación colectiva.” 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 
“Exposición de Motivos 


A instancias del Poder Ejecutivo, el Parlamento 
aprobó la ley N* 18.566 de 11 de setiembre de 2009. 


Oportunamente, el proyecto de ley, ingresado en 
octubre de 2007 a la Cámara de Representantes, fue 
objeto de críticas tanto de los empleadores como de 
los trabajadores. 


El 10 de febrero de 2009 la Cámara de Industrias 
del Uruguay y la Cámara Nacional de Comercio y 
Servicios de Uruguay formularon una queja ante el 
Comité de Libertad Sindical de la Organización In- 
ternacional del Trabajo (OIT). Dicho Comité es el ór- 
gano contralor de la OIT que atiende todas las quejas 
vinculadas a violación de los Convenios Internacio- 
nales del Trabajo que consagran y regulan la libertad 
sindical y otros derechos vinculados con su ejercicio. 


Las organizaciones empresariales sostuvieron que 
el gobierno de la República Oriental del Uruguay, a 
través de las normas proyectadas, incumplía los Con- 
venios núms. 87, 98, 144 y 154. 


Estudiados los argumentos de las organizaciones 
querellantes y del gobierno, el Comité formuló a una 
serie de comentarios sobre algunos artículos de la ley 
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vigente “que podrían plantear problemas de confor- 
midad con los principios de la negociación colectiva 
o que merecen una interpretación acorde con estos 
principios”. (Caso 2699. Marzo de 2010.) 


En relación con el inciso 2 del artículo 4 de la ley 
N* 18.566, afirma: “El Comité considera que todas 
las partes en la negociación, gocen o no de personería 
jurídica, deben ser responsables ante eventuales vio- 
laciones al derecho de reserva de las informaciones 
que reciban en el marco de la negociación colectiva. 
El Comité pide al Gobierno que vele por el respeto de 
dicho principio”. 


Con respecto a la integración del Consejo Superior 
Tripartito (artículo 8), “el Comité considera que podría 
tenerse en cuenta un número igual de miembros por 
cado uno de los sectores y la presencia de un presi- 
dente independiente, preferentemente nombrado por 
las organizaciones de trabajadores y empleadores con- 
juntamente, que pudiera desempatar en caso de una 
votación. El Comité pide al Gobierno que realice discu- 
siones con los interlocutores sociales sobre la modifica- 
ción de la ley a efectos de encontrar una solución ne- 
gociada sobre el número de integrantes del Consejo”. 


En lo referente al literal D del artículo 10 de la 
citada ley que habilita al Consejo “a considerar y pro- 
nunciarse sobre cuestiones relacionadas con los ni- 
veles de negociación tripartita y bipartita”, el Comité 
ha subrayado en numerosas ocasiones que “la deter- 
minación del nivel de negociación (colectiva biparti- 
ta) debería depender de la voluntad de las partes.” 
(Véase Recopilación de decisiones y principios del 
Comité de Libertad Sindical, quinta edición, 2006, 
párrafo 989.) “El Comité pide al Gobierno que tome 
las medidas necesarias, incluida la modificación de la 
legislación vigente, para que el nivel de negociación 
colectiva sea establecido por las partes y no sea objeto 
de negociación en una entidad tripartita”. 


En cuanto a que los Consejos de Salarios establez- 
can condiciones de trabajo en el caso de ser acorda- 
das por los delegados de empleadores y trabajadores 
del grupo salarial respectivo (artículo 12 de ley vigen- 
te), “el Comité recuerda en primer lugar que de con- 
formidad con las normas de la OIT, la fijación de los 
salarios mínimos puede ser objeto de decisiones de 
instancias tripartitas. Por otra parte, recordando que 
corresponde a la autoridad legislativa la determina- 
ción de los mínimos legales en materia de condicio- 
nes de trabajo y que el artículo 4 del Convenio núm. 
98 persigue la promoción de la negociación bipartita 
para la fijación de las condiciones de trabajo, el Comi- 
té espera que en aplicación de estos principios, todo 
convenio colectivo sobre fijación de condiciones de 
empleo sea el fruto de un acuerdo entre las partes, tal 
como parecería prever el artículo en cuestión”. 
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Sobre el inciso final del artículo 14 que refiere a 
la negociación bipartita por empresa y que, a falta 
de organización de trabajadores, otorga legitimación 
para negociar a la organización más representativa 
de nivel superior, “el Comité observa que las organi- 
zaciones querellantes estiman que la inexistencia de 
un sindicato no significa la inexistencia de relaciones 
colectivas en la empresa. El Comité estima por una 
parte que la negociación con la organización más re- 
presentativa de nivel superior solo debería llevarse a 
cabo en la empresa si cuenta con una representación 
sindical conforme a la legislación nacional. El Comité 
recuerda por otra parte que la Recomendación sobre 
contratos colectivos, 1951 (núm. 91), da preeminen- 
cia en cuanto a una de las partes de la negociación 
colectiva a las organizaciones de trabajadores, refi- 
riéndose a los representantes de los trabajadores no 
organizados solamente en caso de ausencia de tales 
organizaciones. En estas condiciones, el Comité pide 
al Gobierno que tome las medidas necesarias para 
que la regulación legal posterior tenga plenamente 
en cuenta estos principios”. 


En relación con el artículo 16 que establece que 
los convenios colectivos suscritos por las organizacio- 
nes más representativas de empleadores y trabajado- 
res serán de aplicación obligatoria para empleadores 
y trabajadores del nivel de negociación respectivo una 
vez registrados y publicados por el Poder Ejecutivo, 
“el Comité, teniendo en cuenta la preocupación ma- 
nifestada por las organizaciones querellantes, pide 
al Gobierno que se asegure que en dicho trámite de 
registro y publicación del convenio colectivo solo se 
realice el control de cumplimiento de los mínimos le- 
gales y de cuestiones de forma, como por ejemplo la 
determinación de las partes y destinatarios del conve- 
nio con suficiente precisión y la duración del mismo”. 


En cuanto a la vigencia de los convenios colec- 
tivos y “en particular al mantenimiento de la vigen- 
cia de todas las cláusulas del convenio cuyo térmi- 
no estuviese vencido hasta que un nuevo acuerdo lo 
sustituya, salvo que las partes hubieren acordado lo 
contrario (artículo 17, segundo párrafo), el Comité 
recuerda que «la duración de los convenios colectivos 
es una materia que en primer término corresponde a 
las partes concernidas, pero si el Gobierno considera 
una acción sobre este tema, toda modificación legis- 
lativa debería reflejar un acuerdo tripartito» (véase 
Recopilación op. Cit. Párrafo 1047). En estas con- 
diciones, teniendo en cuenta que las organizaciones 
querellantes han expresado su desacuerdo con toda 
idea de ultractividad automática de los convenios co- 
lectivos, el Comité invita al Gobierno a que discuta 
con los interlocutores sociales la modificación de la 
legislación a efectos de encontrar una solución acep- 
table para ambas partes”. 
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Por último, “El Comité pide al Gobierno que, en 
consulta con las organizaciones de trabajadores y em- 
pleadores más representativas, tome medidas, inclui- 
da la modificación de la ley 18.566 sobre Sistema de 
Negociación Colectiva para dar curso a las conclusio- 
nes formuladas en los párrafos anteriores a efectos 
de asegurar la plena conformidad de dicha ley con 
los convenios ratificados por Uruguay en materia de 
negociación colectiva. El Comité señala este caso a la 
atención de la Comisión de Expertos en Aplicación de 
Convenios y Recomendaciones”. 


El Uruguay en su calidad de Estado Miembro de 
la Organización Internacional del Trabajo, y habiendo 
ratificado los convenios involucrados, se encuentra 
obligado a tomar las acciones recomendadas por el 
Comité de Libertad Sindical. Máxime cuando la li- 
bertad sindical y el derecho a la negociación colectiva 
están contenidos en la Declaración de Principios y 
Derechos Fundamentales en el Trabajo de la OIT, y 
los convenios que los involucran son obligatorios para 
todos los Estados Miembros aun cuando no los hayan 
ratificado. 


Las recomendaciones formuladas refieren al tex- 
to de la Ley N* 18.566 y su acatamiento requiere de 
modificaciones a su texto, por lo que es competen- 
cia y responsabilidad del Parlamento concretarlas. El 
Comité de Libertad Sindical pide que estas se hagan 
en consulta con las organizaciones de trabajadores y 
de empleadores lo cual no implica arribar, en todos 
los casos, a consenso dado que ello traería aparejado 
que, por el hecho de no alcanzarlo, un Estado Miem- 
bro podría apartarse de lo dispuesto por los convenios 
de la OIT que ha ratificado o que, aun no habiéndo- 
los ratificado, está obligado a cumplir por encontrarse 
involucrados en la Declaración de Principios y Dere- 
chos Fundamentales en el Trabajo. 


Como se trata de una materia que no requiere 
de la iniciativa privativa del Poder Ejecutivo este no 
necesariamente deberá intervenir a efectos de desa- 
rrollar el proceso de consultas y concretar las modifi- 
caciones a la ley vigente. Las consultas a los trabaja- 
dores y empleadores podrán ser realizadas, como es 
habitual, por la Comisión respectiva de cada rama del 
Parlamento. 


El artículo 1? propuesto incluye como sujetos de la 
negociación colectiva a los trabajadores no organiza- 
dos en consonancia con el texto propuesto para el ar- 
tículo 9%. Asimismo, se enfatiza uno de los principios 
de la negociación colectiva cuyo cumplimiento recla- 
ma desde siempre la OIT al incluirse “tienen derecho 
a adoptar de manera libre y voluntaria acuerdos (...)” 


El artículo 2% refiere a una de las recomendacio- 
nes del Comité de Libertad Sindical de la OIT rela- 
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tiva a la obligación de reserva y la sanción a quien la 
incumpla. Se clarifica el texto al establecer que toda 
información lleva implícita la obligación de guardar 
reserva dado que, en caso contrario, es muy difícil 
determinar cuándo y cómo se define si la hay o no. 
Por otra parte, se precisan cuáles pueden ser las san- 
ciones, dado que el texto original resulta muy genéri- 
co y puede generar dudas a la hora de aplicarlas. Se 
prevé la denuncia del respectivo convenio colectivo 
por la parte damnificada, si este estuviere vigente; la 
configuración de notoria mala conducta a los efectos 
del despido de quien la hubiere cometido; así como 
la responsabilidad civil derivada de los daños y perjui- 
cios que la misma haya traído aparejada. 


El artículo 3% recoge la recomendación sobre la 
integración del Consejo Superior Tripartito. 


La redacción propuesta en el artículo 4% aclara 
que, como no podría ser de otra manera, la compe- 
tencia del Consejo Superior Tripartito para efectuar 
la clasificación de los grupos de negociación tripartita 
por rama de actividad o cadenas productivas refiere 
a los Consejos de Salarios; y su última parte guarda 
congruencia con la propuesta para el artículo 8*. 


En virtud de lo manifestado por el Comité de Li- 
bertad Sindical en relación con la definición del nivel 
de negociación, el artículo 5” propone la derogación 
del literal D del artículo 10 de la Ley N* 18.566. 


El artículo 6% propuesto clarifica la diferencia 
entre, por una parte, la negociación colectiva por 
rama de actividad o cadenas productivas cuyos 
efectos se extienden obligatoriamente a todo el grupo 
y que solo puede llevarse adelante en los Consejos de 
Salarios, de, por otra parte, la negociación bipartita, 
eliminada en el texto y contemplada en el Título IV, 
artículos 14 y siguientes, que puede llevarse adelante 
por empleadores u organizaciones representativas 
de empleadores, de un lado, y por una o varias 
organizaciones representativas de trabajadores, de 
otro, cuyos resultados solo obligan a quienes suscriben 
el respectivo convenio colectivo. 


El artículo 7* agrega a los Consejos de Salarios 
una competencia que ya tienen asignada, esto es, ac- 
tuar como organismo de conciliación en los conflictos 
que se originen entre empleadores y trabajadores del 
grupo para el cual fueron constituidos. 


Siguiendo las recomendaciones del Comité de Li- 
bertad Sindical y, a efectos de clarificar el punto, se 
elimina la referencia a la posibilidad de establecer 
condiciones de trabajo. Si bien en la redacción de la 
Ley N” 18.566 se dice que los Consejos de Salarios 
podrán establecer condiciones de trabajo siempre que 
sean acordadas por los delegados de empleadores y 
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trabajadores, no queda claro cuál es el rol que jugaría 
el Poder Ejecutivo ante la hipótesis de que discrepe 
con lo acordado por los actores sociales. La indefini- 
ción en esta hipótesis podría terminar en una inje- 
rencia indebida del Poder Ejecutivo en una materia 
reservada a la negociación bipartita. 


En la redacción propuesta, y a efectos de contem- 
plar lo que sucede en la realidad, se establece la po- 
sibilidad de que los Consejos de Salarios establezcan 
otros beneficios que hayan sido acordados por los de- 
legados de empleadores y trabajadores del grupo de 
actividad respectivo. 


Asimismo, se incluye una disposición que aclara 
con precisión el ámbito de aplicación de las decisio- 
nes adoptadas en los Consejos de Salarios y pretende 
despejar dudas y corregir situaciones que se han dado 
en la práctica al limitar su efecto, exclusivamente, al 
grupo de actividad para el cual fueron designados los 
delegados que negociaron. 


En el artículo 8% se propone eliminar la discre- 
cionalidad del Poder Ejecutivo para la designación de 
delegados en los Consejos de Salarios cuando no exis- 
tiere una organización lo suficientemente represen- 
tativa. Dicha competencia se otorga a las organizacio- 
nes de empleadores y trabajadores representados en 
el Consejo Superior Empresarial, lo cual parece más 
razonable. 


El artículo 9” define los sujetos de la negociación 
colectiva bipartita. Siguiendo las recomendaciones 
del Comité de Libertad Sindical se propone una so- 
lución distinta a la contenida en la ley vigente para 
el caso en que en la negociación a nivel de empresa 
no exista una organización representativa de trabaja- 
dores. Se opta por otorgar legitimación para negociar 
al sindicato de nivel superior o a delegados electos 
por los trabajadores de la empresa. Se precisa que 
lo dispuesto precedentemente no podrá usarse en 
menoscabo de las organizaciones representativas de 
trabajadores. Asimismo, se establece que la forma de 
representación y la elección de delegados, si corres- 
pondiere, se decidirán por el voto secreto de la mayo- 
ría de los trabajadores de la empresa. 


La redacción propuesta en el artículo 10 
enmienda la omisión de no mencionar la posibilidad 
de articulación en el texto del artículo 15 de la Ley 
N” 18.566 -solo se la menciona en el título- optándose 
por la forma acordada por las partes. 


Nuevamente, a efectos de esclarecer la diferen- 
cia entre la negociación colectiva en los Consejos de 
Salarios, cuyas decisiones son obligatorias para todo 
el grupo de actividad involucrado, y la negociación 
colectiva bipartita, a la que refiere el capítulo, cuyo 
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resultado es un convenio colectivo que obliga a las 
partes que lo suscriben, se ha eliminado la prohibi- 
ción de disminuir los mínimos adoptados en los con- 
venios colectivos de nivel superior. Se ha mantenido 
tal prohibición en relación con los mínimos fijados en 
los Consejos de Salarios. 


Con el mismo espíritu en el artículo 11 se estable- 
ce con claridad a quiénes alcanza el convenio colec- 
tivo acordado en forma bipartita y la prohibición de 
que el Poder Ejecutivo pueda extender sus efectos, 
por cualquier vía, a toda la rama o sector de actividad. 


Es importante estimular la negociación bipartita 
a través de la cual se pueden acordar condiciones 
de trabajo o beneficios superiores a los derivados de 
las decisiones adoptadas en los Consejos de Salarios. 
Esta nunca se concretará si los convenios colectivos 
que se alcancen pueden terminar siendo obligatorios 
para toda la rama de actividad o cadena productiva a 
la que pertenecen los negociadores luego de su regis- 
tro y publicación por parte del Poder Ejecutivo. 


Al pronunciarse sobre los efectos del registro y pu- 
blicación por parte del Poder Ejecutivo, delimitando 
su alcance a una calificación meramente formal, el 
Comité de Libertad Sindical ha descartado que este 
trámite pueda dar al convenio colectivo derivado de 
la negociación colectiva bipartita efecto erga omnes. 


El artículo 12 propone una nueva redacción al ar- 
tículo 17 de la ley N* 18.566 relativo a la vigencia de 
los convenios colectivos eliminando la ultractividad 
automática, de acuerdo al criterio del Comité de Li- 
bertad Sindical, y desarrollando las causales de de- 
nuncia del convenio colectivo. 


En el artículo 13 propuesto se establece una re- 
dacción diferente a la cláusula de paz dado que la 
redacción del artículo 21 de la ley N” 18.566 no se 
compadece con los criterios generalmente acepta- 
dos en la materia al no excluir como fundamento de 
las medidas de fuerza temas que puedan haber sido 
tratados durante la negociación y no figuren en el 
acuerdo definitivo por haber sido objeto de una tran- 
sacción. Por otra parte, parece innecesaria la men- 
ción a mecanismos de conciliación previos cuando la 
propia ley cuenta con un capítulo específico que los 
regula. Por último, se ha eliminado la posibilidad de 
“rescisión” por incumplimiento de los convenios co- 
lectivos en el entendido de que estos se denuncian y 
no se rescinden y que tal posibilidad está prevista en 
la redacción propuesta para el artículo 17 de la ley 
N* 18.566 (artículo 12 del proyecto de ley). 


En virtud de la facultad reglamentaria que otorga 
el artículo 57 de la Constitución de la República, el 
artículo 14 establece que la ocupación de edificios o 
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instalaciones públicos o privados y toda otra medida 
de carácter sindical que limite la libertad de trabajo 
de los no huelguistas y el derecho de la dirección de 
la empresa a ingresar en las instalaciones de la misma 
no constituyen una extensión del derecho de huelga. 


El Poder Ejecutivo ya se había pronunciado en 
este mismo sentido al dictar el Decreto 354/2010, de 
2 de diciembre de 2010, que prevé un procedimiento 
administrativo sumario para el desalojo de las depen- 
dencias públicas cuando sean ocupadas por trabaja- 
dores o terceros. 


Resulta incomprensible que la prohibición de ocu- 
par el lugar de trabajo se circunscriba solo al ámbi- 
to de la actividad pública cuando debe haber en la 
materia un pronunciamiento de carácter general que 
tutele, por igual, derechos constitucionalmente con- 
sagrados. 


Los artículos 15, 16 y 17 reproducen, salvo alguna 
modificación en la redacción, los artículos del Decreto 
354/2010 que regulan el procedimiento de desalojo, 
las garantías y los mecanismos de notificación. 


Proyecto de ley 


Artículo 1%.- Modifícase el artículo 2” de la ley 
18.566 de 1 de setiembre de 2009 el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 


“Artículo 2.- (Derecho de Negociación Colectiva).- 
En ejercicio de su autonomía colectiva los empleado- 
res u organizaciones de empleadores, por una parte, 
y los trabajadores u organizaciones de trabajadores, 
por otra, tienen derecho a adoptar de manera libre y 
voluntaria acuerdos sobre las condiciones de trabajo y 
empleo y a regular sus relaciones recíprocas”. 


Artículo 2*.- Modifícase el inciso 2 del artículo 
4% de la ley 18.566 de 11 de setiembre de 2009 el que 
quedará redactado de la siguiente manera: 


“Las partes deberán proporcionar la información 
necesaria para facilitar el proceso de negociación 
colectiva. En todos los casos, la comunicación lleva 
implícita la obligación de reserva cuya violación ha- 
bilitará la denuncia del respectivo convenio colectivo 
por la parte damnificada, si este estuviere vigente; la 
configuración de notoria mala conducta a los efectos 
del despido de quien la hubiere cometido; así como 
la responsabilidad civil derivada de los daños y perjui- 
cios que la misma haya traído aparejada”. 


Artículo 3*.- Sustitúyese el artículo 8” de la ley 
18.566 de 11 de setiembre de 2009 por el siguiente: 


“Artículo 8”.- (Integración).- El Consejo Superior 
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Tripartito estará integrado por diecinueve miembros 
titulares e igual número de suplentes, de los cuales 
seis representarán al Poder Ejecutivo, seis a las or- 
ganizaciones más representativas de empleadores y 
seis a las organizaciones más representativas de tra- 
bajadores. El miembro restante, quien lo presidirá, 
será designado de común acuerdo por las referidas 
organizaciones de empleadores y trabajadores”. 


Artículo 4”.- Modifícase el literal B) del artículo 
109 de la ley 18.566 de 11 de setiembre de 2009 el 
que quedará redactado de la siguiente manera: 


“B) Efectuar la clasificación de los grupos de ne- 
gociación por rama de actividad o cadenas produc- 
tivas a los efectos de fijar el ámbito de actuación de 
los Consejos de Salarios y designar las organizaciones 
negociadoras en la situación prevista por el inciso fi- 
nal del artículo 13 de la presente ley”. 


Artículo 5.- Derógase el literal D) del artículo 
109 de la ley 18.566 de 11 de setiembre de 2009. 


Artículo 6*.- Modifícase el artículo 11” de la ley 
N”* 18.566 de 11 de setiembre de 2009 el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 


“Artículo 11.- La negociación colectiva a nivel de 
rama de actividad o de cadenas productivas sólo po- 
drá realizarse a través de la convocatoria de los Con- 
sejos de Salarios creados por la ley N* 10.449 de 12 
de noviembre de 1943”. 


Artículo 7?.- Modifícase el artículo 12* de la ley 
N* 18.566 de 11 de setiembre de 2009 el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 


“Artículo12.- (Competencia).- Sustitúyese el artí- 
culo 5% de la ley N* 10.449, de 12 de noviembre de 
1943, por el siguiente: 


“Artículo 5%.- Créanse los Consejos de Salarios 
que tendrán por cometido clasificar las categorías de 
trabajadores que integren el grupo respectivo, fijar 
el salario mínimo aplicable a cada una de ellas, ac- 
tualizar las remuneraciones de todos los trabajadores 
de la actividad privada y actuar como organismo de 
conciliación en los conflictos que se originen entre 
empleadores y trabajadores del grupo para el cual 
fueron constituidos, sin perjuicio de la competencia 
asignada por el artículo 4* de la Ley N* 17.940, de 2 
de enero de 2006. 


Los Consejos de Salarios podrán, asimismo, esta- 
blecer otros beneficios que hayan sido acordados por 
los delegados de empleadores y trabajadores del gru- 
po de actividad respectivo. 
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Las decisiones de los Consejos de Salarios surtirán 
efecto exclusivamente en el grupo de actividad para 
el cual fueron designados los delegados que negocia- 
ron y una vez que hayan sido registradas y publicadas 
por parte del Poder Ejecutivo. 


El Poder Ejecutivo podrá convocar a los Consejos 
de Salarios de oficio o a petición de las organizaciones 
más representativas del sector de actividad corres- 
pondiente. En este último caso deberá hacerlo dentro 
del plazo de quince contado desde la presentación de 
la petición. 


No será necesaria la convocatoria de Consejos de 
Salarios en aquellas actividades o sectores en que 
esté vigente un convenio colectivo acordado entre las 
organizaciones más representativas de empleadores y 


” o» 


trabajadores de la respectiva actividad o sector”. 


Artículo 8”.- Sustitúyese el inciso final artículo 
139 de la ley 18.566 de 11 de setiembre de 2009 por 
el siguiente: 


“En los sectores donde no existiere una organi- 
zación representativa atendiendo a los criterios de 
antigúedad, continuidad, independencia y número de 
afiliados los delegados serán designados a propuesta 
de las organizaciones representadas en el Consejo 
Superior Tripartito”. 


Artículo 9*.- Sustitúyese el artículo 14” de la ley 
18.566 de 11 de setiembre de 2009 por el siguiente: 


“Artículo 14. (Sujetos).- Son sujetos legitimados 
para negociar y celebrar convenios colectivos un em- 
pleador, un grupo de empleadores, una organización 
o varias organizaciones representativas de empleado- 
res, por una parte, y una o varias organizaciones re- 
presentativas de los trabajadores. 


En la negociación colectiva a nivel de empresa, 
cuando no exista organización representativa de los 
trabajadores, estarán legitimados para negociar el sin- 
dicato de nivel superior o delegados electos por los 
trabajadores de la empresa. Lo dispuesto precedente- 
mente no podrá usarse en menoscabo de las organiza- 
ciones representativas de trabajadores. 


La forma de representación y la elección de dele- 
gados, si correspondiere, se decidirán por el voto se- 
creto de la mayoría de los trabajadores de la empresa. 


Cuando exista más de una organización que se 
atribuya la legitimación para negociar y no medie 
acuerdo entre ellas, dicha legitimación se reconoce a 
la organización más representativa, en atención a los 
criterios de antigúedad, continuidad, independencia 
y número de afiliados de la organización”. 
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Artículo 10.- Modifícase el artículo 15” de la ley 
18.566 11 de setiembre de 2009 el que quedará re- 
dactado de la siguiente manera: 


“Artículo 15. ((Niveles y articulación).- Las partes 
podrán negociar y acordar por rama o sector de activi- 
dad, empresa, establecimiento o cualquier otro nivel 
que estimen oportuno y establecer las formas de arti- 
culación entre los diferentes niveles. La negociación 
en los niveles inferiores no podrá disminuir los míni- 
mos adoptados en el Consejo de Salario respectivo”. 


Artículo 11.- Modifícase el artículo 16" de la ley 
18.566 de 11 de setiembre de 2009 el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 


“Artículo 16. (Efectos del convenio colectivo).- 
Los convenios colectivos no podrán ser modificados 
por contrato individual de trabajo o acuerdos pluri- 
subjetivos en perjuicio de los trabajadores. 


Los convenios colectivos negociados por rama o 
sector de actividad se aplicarán a las empresas afi- 
liadas a la organización de empleadores que los hu- 
bieren suscrito y a todos los trabajadores de dichas 
empresas sean o no afiliados a la organización de tra- 
bajadores pactante. Sus efectos no podrán ser exten- 
didos toda la rama o sector por el Poder Ejecutivo”. 


Artículo 12.- Sustitúyese el artículo 17” de la ley 
18.566 de 11 de setiembre de 2009 el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 


“Artículo 17. (Vigencia).- La duración de los con- 
venios colectivos será acordada por las partes las que, 
también, podrán determinar la prórroga expresa o tá- 
cita de su vigencia y el procedimiento de denuncia 
respectivo. 


Al vencimiento del plazo acordado o de la denun- 
cia caducará el convenio colectivo. 


La denuncia de los convenios colectivos deberá 
realizarse en la forma y las condiciones establecidas 


en el convenio respectivo. 


Serán causas para proceder a la denuncia del con- 
venio: 


a.- La violación a la obligación de reserva prevista 
en el inciso del artículo 4” de la presente ley, 


b.- La violación la obligación asumida en el artícu- 
lo 21 de la presente ley, 


c.- Cualquier otra causa acordada por las partes”. 


Artículo 13.- Modifícase el artículo 21” de la ley 
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18.566 de 11 de setiembre de 2009 el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 


“Artículo 21. (Cláusula de paz).- Durante la vi- 
gencia de los convenios colectivos no se adoptarán 
medidas de carácter sindical por temas salariales o 
que integraron la negociación previa a la suscripción 
del respectivo convenio aunque no hayan sido objeto 
de acuerdo entre las partes. Quedan exceptuadas de 
esta prohibición la adhesión a medidas de carácter 
nacional resueltas por la central sindical o el sindica- 
to de rama respectivo.” 


Artículo 14.- (Prohibición de ocupación de los 
lugares de trabajo). En virtud de lo dispuesto por el 
inciso final del artículo 57 de la Constitución de la 
República declárase que la ocupación de los edificios 
e instalaciones, públicos o privados y toda otra medi- 
da de carácter sindical que limite la libertad de traba- 
jo de los no huelguistas y el derecho de la dirección 
de la empresa a ingresar en las instalaciones de la 
misma, no constituyen una extensión del derecho de 
huelga y, por tanto, están expresamente prohibidas. 


Artículo 15.- (Procedimiento de desocupación). 
Ocurrida una ocupación de una dependencia públi- 
ca, nacional o departamental, cualquiera sea su na- 
turaleza jurídica o del local de un establecimiento 
industrial o comercial o sus sucursales, el jerarca o 
los representantes de la empresa, respectivamente, 
solicitarán el desalojo al Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social. Este procederá, en forma perentoria, a 
tentar una conciliación la que estará sujeta a la con- 
dición de que los ocupantes depongan la medida en 
forma inmediata. 


Si la conciliación resultara inútilmente tentada, el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social intimará la 
desocupación inmediata del local bajo apercibimiento 
del uso de la fuerza pública. 


Si los ocupantes persistieran en su actitud, se soli- 
citará al Ministerio del Interior su desalojo inmediato. 


Este procedimiento se seguirá sean los ocupantes 
trabajadores o no de la dependencia pública o de la 
empresa privada involucrada. 


Artículo 16.- (Garantías). Durante el término de 
la ocupación los ocupantes deberán garantizar: 


a) Que, inmediatamente de producida la misma se 
realice un inventario escrito de los bienes muebles e 
inmuebles y su estado; 


b) que los ocupantes o la organización sindical más 
representativa de los trabajadores ocupantes adopten 
todas las medidas necesarias para prevenir daños en 
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las instalaciones, maquinarias, equipos y bienes de la 
Administración, de la empresa o de terceros, así como 
aquellas destinadas a prevenir o concluir de forma in- 
mediata los actos de violencia, en caso de producirse; 


c) que se tomen las medidas necesarias para pre- 
servar los bienes perecederos o a mantener en funcio- 
namiento los procesos que no pueden ser interrumpi- 
dos sin poner en riesgo la viabilidad o continuidad de 
la explotación y/o la estabilidad laboral de los trabaja- 
dores de la dependencia o local objeto de la ocupación; 


d) que en ningún caso los ocupantes asuman la ges- 
tión total o parcial de la dependencia, empresa o local. 


Artículo 17.- (Notificaciones). La notificación 
de la intimación administrativa prevista en el artícu- 
lo 15 se considerará realizada una vez que sea en- 
tregada a uno de los ocupantes o a la organización 
más representativa de los trabajadores ocupantes y 
sea colocado un cedulón genérico en la puerta del 
establecimiento.” 


23) ACUERDO DE ASOCIACIÓN ESTRATÉGICA 
ENTRE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY Y LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS 


SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Señora Presidenta: tenemos 
un pedido especial del Poder Ejecutivo, en virtud 
de que una delegación irá a México en las próximas 
semanas, por lo que solicitamos que se trate de in- 
mediato el punto que figura en séptimo término del 
Orden del Día, que es el proyecto de ley por el que se 
aprueba el Acuerdo de Asociación Estratégica entre 
nuestro país y los Estados Unidos Mexicanos, suscrito 
en la ciudad de Montevideo el 14 de agosto de 2009. 


Por consiguiente, si el Senado lo entiende perti- 
nente solicitamos que se trate de inmediato. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la moción 
formulada por el señor Senador Couriel. 


(Se vota:) 
-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consecuencia, se pasa a considerar el asun- 


to que figura en séptimo término del Orden del Día: 
“Proyecto de ley por el que se aprueba el Acuerdo 
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de Asociación Estratégica entre la República Oriental 
del Uruguay y los Estados Unidos Mexicanos, suscrito 
en la ciudad de Montevideo el 14 de agosto de 2009. 
(Carp. N* 411/2010 - Rep. N* 325/2011)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 411/2010 
Rep. N* 325/2011 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio del Interior 

Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente 

Ministerio de Desarrollo Social 

Ministerio de Turismo y Deporte 


Montevideo, 19 de noviembre de 2010. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la 
Asamblea General, de conformidad con lo dispuesto 
por los artículos 85 numeral 7 y 168 numeral 20 de 
la Constitución de la República, a fin de someter a 
su consideración el proyecto de ley adjunto, mediante 
el cual se aprueba el ACUERDO DE ASOCIACIÓN 
ESTRATÉGICA ENTRE LA REPÚBLICA ORIENTAL 
DEL URUGUAY Y LOS ESTADOS UNIDOS MEXI- 
CANOS, suscrito en la ciudad de Montevideo, el 14 
de agosto de 2009. 


Antecedentes 


La República Oriental del Uruguay, a la fecha, ha 
suscrito un ACUERDO DE ASOCIACIÓN ESTRATÉ- 
GICA con la República de Chile. México lo ha hecho 
con Chile y Argentina como parte de su tendencia a 
sustituir a las Comisiones Binacionales por instru- 
mentos que creen mecanismos operativos de mayor 
alcance que permitan ampliar las relaciones bilate- 
rales. En tal sentido en el artículo 2 numeral 3, las 
Partes acuerdan dejar sin efecto el Acuerdo para el 
Establecimiento de la Comisión Binacional Perma- 
nente firmado el 9 de octubre de 1990, que entró en 
vigor el 4 de diciembre de 1995. 
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El ACUERDO DE ASOCIACION ESTRATÉGICA 
tiene como objetivo fortalecer e impulsar una asocia- 
ción integral que institucionaliza en un solo instru- 
mento jurídico la concertación política, las relaciones 
comerciales y la cooperación, basada en la recipro- 
cidad, el interés común y la complementariedad, en 
tal sentido el artículo 2 numeral 2 señala: “las partes 
acuerdan que el Acuerdo de Asociación Estratégica 
será el único mecanismo bilateral para profundizar 
las relaciones bilaterales”. 


El Acuerdo reconoce los fuertes vínculos que 
unen a los dos países y la decisión política de ambos 
gobiernos de incrementarlos, así como una serie de 
valores compartidos, conjuntamente al interés co- 
mún de combatir la pobreza y rezagos sociales. 


Con el Acuerdo se busca profundizar el diálogo 
político en asuntos bilaterales e internacionales de 
interés mutuo, así como incrementar la cooperación 
en los ámbitos comercial, técnico-científico y educa- 
tivo-cultural, que constituyen áreas prioritarias para 
ambas Partes. 


Asimismo, a través del Acuerdo se busca lograr la 
coordinación de posiciones en los principales foros 
multilaterales tendientes a promover la integración 
subregional y regional. 


El Acuerdo establece un Consejo de Asociación 
que velará por el cumplimiento del Acuerdo, supervi- 
sando la aplicación del mismo y que es presidido por 
los Cancilleres de ambos países. 


El Consejo tiene cuatro órganos ejecutivos de- 
nominados Comisiones Especiales: a) Comisión de 
Asuntos Políticos; b) Comisión de Asuntos Econó- 
micos, Comerciales e Inversiones; c) Comisión de 
Cooperación Técnica y Científica; y d) Comisión de 
Cooperación Educativa y Cultural. 


Las Partes acuerdan la constitución de un Fon- 
do Conjunto de Cooperación (el Fondo), destinado 
a financiar la ejecución de proyectos que se definan 
a través de la Comisión de Cooperación. El Fondo 
contará con una dotación presupuestal anual de qui- 
nientos mil dólares de los Estados Unidos de América 
(US$ 500.000,00), aportando doscientos cincuenta 
mil (US$ 250.000,00) anuales cada Parte. 


El Artículo 8 establece que la relación comercial 
entre México y Uruguay se rige por lo dispuesto en el 
Tratado de Libre Comercio entre los Estados Unidos 
Mexicanos y la República Oriental del Uruguay (ACE 
60), suscrito el 15 de noviembre de 2003. 


El Acuerdo cuenta con mecanismos de evalua- 
ción, coordinación y seguimiento a los compromisos 
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que se generen y prevé reuniones cada dos años de 
los Jefes de Estado, sin perjuicio que las Autoridades 
de ambos gobiernos podrán reunirse cada vez que lo 
estimen conveniente. 


El Texto 


El Acuerdo consta de un Preámbulo y doce 
Artículos distribuidos en seis Secciones. 


El Preámbulo consta de un Considerando inte- 
grado por ocho puntos. Entre otras consideracio- 
nes se destacan: Los fuertes vínculos que unen 
a México y Uruguay; el irrestricto apego al Dere- 
cho Internacional y a los principios de la Carta de 
la Organización de los Estados Americanos y de 
la Carta de las Naciones Unidas y, los principios 
democráticos de respeto al Estado de Derecho y 
promoción y protección de los derechos humanos 
y libertades fundamentales; la historia común de 
América Latina y el Caribe y el deseo mutuo de 
avanzar hacia la integración del continente ame- 
ricano; la promoción del desarrollo económico y 
social sostenible y la distribución equitativa de los 
beneficios; la importancia de la cooperación como 
instrumento de apoyo al desarrollo; la importancia 
de fomentar un libre comercio internacional exen- 
to de subsidios y prácticas que lo distorsionen; y el 
reconocimiento de que el terrorismo y otros desa- 
fíos a la seguridad deben ser combatidos mediante 
medidas efectivas y conjuntas, dentro del marco 
del estado de Derecho. 


El Artículo 1 establece el objetivo y su ámbito de 
aplicación. 


El Artículo 2 contempla el marco normativo vigente. 


El establecimiento del Consejo de Asociación y de 
las Comisiones Especiales: a) Comisión de Asuntos 
Políticos; b) Comisión de Asuntos Económicos, Co- 
merciales e Inversiones; c) Comisión de Cooperación 
Técnica y Científica; y d) Comisión de Cooperación 
Educativa y Cultural, se acuerda en el Artículo 3. 


El Diálogo Político se establece en los Artículos 4 
y 5, señalando sus objetivos y mecanismos, respecti- 
vamente. 


Los Objetivos Generales detallados en el Artículo 
6, comprenden entre otros: fortalecer la cooperación 
bilateral a nivel del sector público; definir y ejecutar 
proyectos o actividades de cooperación horizontal; 
acordar que los proyectos o actividades de coopera- 
ción entre las Partes deberán ser consecuentes con 
las directrices emanadas de las Metas de Desarrollo 
del Milenio. También se contempla la inclusión del 
Programa de Cooperación Técnica y Científica. Asi- 
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mismo se constituye un Fondo Conjunto de Coopera- 
ción (el Fondo), destinado a financiar la ejecución de 
proyectos que se definan a través de la Comisión de 
Cooperación. 


El Artículo 7 es referido a la cooperación educativa 
y cultural, y sus objetivos. 


El Artículo 8, en el que se establece la Relación 
Comercial, prevé que la relación comercial entre 
México y Uruguay se rige por lo dispuesto en el 
Tratado de Libre Comercio entre los Estados Uni- 
dos Mexicanos y la República Oriental del Uruguay 
(ACE 60), suscrito el 15 de noviembre de 2003. Asi- 
mismo, las Partes tendrán en cuenta el Tratado de 
Libre Comercio (ACE 60) en la aplicación del pre- 
sente Acuerdo. 


La Entrada en Vigor, las Modificaciones y Adicio- 
nes, la Solución de Controversias, y la Terminación 
del Acuerdo, se contemplan en los Artículos 9,10,11, 
y 12, respectivamente. 


En atención a lo expuesto y reiterando la conve- 
niencia de la suscripción de este tipo de Acuerdos, 
el Poder Ejecutivo solicita la correspondiente aproba- 
ción parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al Señor Presidente de 
la Asamblea General las seguridades de su más alta 
consideración. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; Luis 
Almagro, Héctor Lescano, Ana Vignoli, Graciela 
Muslera, Enrique Pintado, Tabaré Aguerre, 
Roberto Kreimerman, Jorge Venegas, Eduardo 
Brenta, Luis Rosadilla, Pedro Buonomo, 
Ricardo Ehrlich, Eduardo Bonomi. 


Proyecto de Ley 


Artículo 1%.- Apruébase el ACUERDO DE ASO- 
CIACIÓN ESTRATÉGICA ENTRE LA REPÚBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y LOS ESTADOS UNI- 
DOS MEXICANOS, suscrito en la ciudad de Montevi- 
deo, el 14 de agosto de 2009. 


Artículo 2*.- Comuníquese, etc. 


Luis Almagro, Héctor Lescano, Ana Vignoli, 
Graciela Muslera, Enrique Pintado, Tabaré 
Aguerre, Roberto Kreimerman, Jorge 
Venegas, Eduardo Brenta, Luis Rosadilla, 
Pedro Buonomo, Ricardo Ehrlich, Eduardo 
Bonomi. 
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ACUERDO DE ASOCIACIÓN ESTRATÉGICA ENTRE LA 
REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS 


La República Oriental del Uruguay y los Estados Unidos 
Mexicanos, en adelante denominados “las Partes”; 


CONSIDERANDO 


1- Loy fuertes vínculos políticos, económicos, sociales, 
educativos y culturales que unen a México y Uruguay; 


2.- El irrestricto apego al Derecho internacional como norma ae 
conducta entre lus Estados; 


3.- Los principios de la Carta de la Organización de los Estados 
ámescanos y de la Carta de las Naciones Unidas y, los principios 
democráticos, de respeto al Estado de Derecho y promoción y protección de 
los derechos humanos y libertades fundamentales, tal como se enuncian en 
la Declaración Universal «e los Derechos Humanos de las Naciones Unidas, 
de 1948, y la Carta Democrática Interamericana, aprobada en el vigésimo 
octavo período extraordinario de sesiunes de la Asamblea General de la 
Organización de Estados Americanos, celebrada en la ciudad de Lima, 
Perú, el 11 de setiembre dei 2001, rigen e inspiran las políticas internas e 
internacionales de las Partes y constituyen un elemento esencial dei 
presente Acuerao; 


4 - La historia común de América Latina y el Caribe y el desen 
mutuo de avanzar nacia la integración del continente americano, reflajaco 
en la participación en foros como el Grupo de Rio, ia Organización de los 
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Estados Americanos, la Asociación Latinoamericana de Integración y el 
Sistema Económico Latinoamericano; 


5.- La promoción del desarrollo económico y social sostenible y 
la distribución equitativa de los beneficios, con miras a superar la pobreza, 
la desigualdad y la exclusión social y elevar las condiciones de vida de los 
pueblos de Méxicc y Uruguay, como principios rectores de la aplicación del 
presente Acuerdo" 


6.- La importancia de la cooperación como instrumento de 
apoyou al desarrollo; 


7.- La importancia de fomentar un libre comercio internacional 
exento de subsidios y prácticas que lo distorsionen; y el compromiso de 
instrumentar políticas macroeconómicas sólidas encaminadas a mantener 
altos índices de crecimiento, el pieno empleo, políticas monetarias y fiscales 
prudentes y el mejoramiento de la competitividad; y 


8.- El reconocimiento de que el terrorismo y otros desafios a la 
seguridad deben ser combatidos mediante medidas efectivas y conjuntas, 
dentro del marco del Estado de Derecho. 


Han acordado lo siguiente: 
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SECCIÓN | 
DISPOSICIONES GENERALES E INSTITUCIONALES 


_Título 1 
Objetivo y Ambito de Aplicación 


Artículo 1. Objetivo y Ámbito de Aplicación 


1.- El presente acuerdo tiene por objetivo fortalecer la relación 
bilateral mediante el establecimiento de una Asociación Estratégica en 
materia política, económica, comercial y de cooperación entre las Partes, 
basada en la reciprocidad, el interés común, la complementariedad y la 
profundización de sus relaciones en todos los ámbitos. 


2.- De conformidad con el párrafo anterior, mediante el presente 
Acuerdo se-promoverá: 


a) la profundización del diálogo político sobre cuestiones 
bilaterales e internacionales de interés mutuo; 


b) ia cooperación internacional para el desarrollo que 
coadyuve al desarrollo de capacidades humanas y al 
fortalecimiento institucional en áreas identificadas 
como prioritarias para ambas Partes, así como de 
terceros países; 


el fonelecimiento de la reiación comercial a través de la 
plena ejecución dei Traiado de Libre Comercio. suscrito 
entre ambas Panes el 15 de noviembre de 2003: 


o 
a 
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d) ta continuidad y el fortalecimiento de la colaboración 
bilateral en las áreas económicas, de innovación y 
negocios tecnológicos, entre otras; y 


e) promover la participación de todos los sectores de la 
sociedad de ambas Partes en los programas que se 
desarrollen, de conformidad con los procedimientos 
internos de cada Parte. 


Título 2 
Marco Institucional 


Artículo 2. Marco normativo vigente 


1.- Las Partes reconocen ia importancia y ¡a vigencia de los 
Tratados y Acuerdos que conforman el cuerpo juridico de la relación 
bilateral desarrollada hasta ei presente y declaran que este Acuerdo de 
Asociación Estratágica deberá ser interpretado en forma armónica y 
consistente con ellos. 


2.- Asimismo, las Partes acuerdan «que el Acuerdo de 
Asociación Estratégica será el único mecanismo bilateral vara profundizar 
las relaciones bilaterales. 


3.- Por lu zanto las Partes acuerdan dejar sin efecto el Acuerdo 
pars ei Estabiecimiento ue la Comisión Binacional Permanente firmado el Y 
de ociuore de 1990, que entró en vigor el 4 de diciembre de 1995. 
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Artículo 3. Consejo de Asociación 


1.- Se establece un Consejo de Asociación que velará por el 
cumplimiento del presente Acuerdo. 


2.- El Consejo de Asociación estará conformado por cuatro 
Comisiones que serán los órganos ejecutivos del Acuerdo. Este Consejo 
estará presidido y coordinado por los Titulares de la Secretaría de 
Relaciones Exteriores de los Estados Mexicanos y del Ministerio de 
Relaciones Exteriores de la República Oriental del Uruguay. Las comisiones 
estarán conformadas por las autoridades responsables que designe cada 
parte según sus propios procedimientos internos, serán las siguientes: 


a) Comisión de Asuntos Políticos; 


b) Comisión de Asuntos Económicos, Comerciales e 
Inversiones; 


c) Comisión de Cooperación Técnica y Cientifica; y 


d) Comisión de Cooperación Educativa y Cultural. 


3- El Consejo de Asociación examinará todas las cuestiones 
importantes que surjan en el marco del presente Acuerdo y cualquier otra 
materia bilateral, regional c muitilateral de interés común. 
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4.- Para alcanzar el objetivo del presente Acuerdo, el Consejo 
de Asociación tendrá la facultad de adoptar decisiones en las materias de 
competencia de las Comisiones que se establecen en este Acuerdo. 


5.- Tales decisiones serán vinculantes para las Partes, las. 


cuales tomarán todas las medidas necesarias para ejecutarlas de 
conformidad con sus respectivas normativas internas. 


- SECCIÓN Il 
DIÁLOGO POLÍTICO 


Artículo 4, Objetivos 


En el ámbito político se buscará fortalecer el diálogo entre las 
Partes en los temas propios de la relación bilateral, así como para actuar 
conjunta y coordinadamente en el entorno regional y multilateral, inspirados 
en principios, objetivos y valores comunes, para la defensa y promoción de 
la democracia; la protección y promoción de los derechos humanos y 
libertades fundamentales y el respeto al Estado de Derecho. 


Artículo 5. Mecanismos de Diálogo Político 


+.- Las Partes acuerdan que, en la medida de ¡o posibie, su 
diálogo politico asuma las siguientes modaiidades: 


a) reumones cada dos años entre sus Jefes ae Estado. 
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b) reuniones cada año entre el titular de la Secretaría de 
Relaciones Exteriores y el titular del Ministerio de 
Relaciones Exteriores; 


c) reuniones cada seis meses a nivel de Vicecancilleres, 

para analizar asuntos de interés común en los casos en 

que las partes consideren que tales reuniones servirán 
para estrechar sus relaciones. 


No obstante lo señalado en el presente Artículo, las Autoridades 
de ambos gobiernos podrán reunirse cada vez que lo estimen conveniente. 


SECCIÓN Il ; 
COOPERACIÓN TÉCNICA Y CIENTÍFICA 


Artículo 6. Objetivos Generales 


1.- Las Partes acuerdan establecer una estrecha y coordinada 
cooperación destinada, entre otros aspectos, a: 


a) fortalecer la cooperación bilateral a nivel del sector 
público en los ámbitos político-institucional, aemocracia, 
derechos humanos, económico, ambiental, laboral, 
educativo, social, agropecuario, forestal, turístico y de 
desarrollo cientifico e innovación tecnológica; 


bj definir y ejecutar proyectos o actividades de cooperación 
horizonta!, de interés mutuo, así como el apoyo a 
terceros países, bajo el Programa Conjunto <e 
Cooperación o que se definan conjuntamente, y 
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c) los proyectos o actividades de cooperación entre las 
Partes deberán ser consecuentes con las directrices 
emanadas de las Metas de Desarrollo del Milenio. 


2. Las Partes, además de los ámbitos de cooperación 
señalados en el inciso a), podrán dialogar, colaborar y desarrollar iniciativas 
de interés común, sin perjuicio de otras, en las siguientes áreas: 

a) agropecuaria; 

b) salud; 

c) desarrollo Social; 

d) ciencia y Biotecnología; 
e) educación Técnica; 

f yestión Pública; 

g) economía; 


3. Los Programas de Cooperación podrán adoptar las 
modalidades siguientes: 


4) asesorias. 
D) intercambio de expenos y funcionarios. 
c) pasantías. 


d) misiones de experios 
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e) capacitación de recursos humanos. 
f) intercambio de información; y 


g) cualquier otra modalidad que las Partes acuerden 


4. El Programa de Cooperación Técnica y Científica vigente 
formará parte del presente Acuerdo y se sujetará a lo establecido por el 
presente Acuerdo en su Artículo 2. 


5. La definición, coordinación e implementación del 
Programa de Cooperación Técnica y Científica será responsabilidad de los 
organismos nacionales para la cooperación internacional gubernamental de 
cada Parte. 


6. Los organismos responsables de la cooperación, 
señalados en los dos párrafos precedentes, constituirán la Comisión de 
Cooperación mencionada en el Artículo 3, numeral 2, inciso c) del presente 
Acuerdo. La Comisión de Cooperación informará al Consejo de Asociación 
respecto de las actividades que se realicen. 


7. Los acuerdos y decisiones de la Comisión de 
Cooperación se adoptarán por consenso durante las sesiones de ta 
Comisión o pedrán adoptarse con posterioridad mediante intercambio de 
comunicaciones escriias entre las Partes. 


8. La Cornisión de Cooperación sesionará bienalmente de 
manera alternada en cada país y podrá reunirse de manera extraordinaria 
cuando así lo estime pertinente 


9. ias Partes acuerdan la constitución de un Fondo 
Conjunto de Cooperación (el Fondo), destinado a financiar ia ejecución de 
proyecius que se definan a travas de la Comisión, de Cooperación. 
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a) El Fondo contará con una dotación presupuestaria anual de 
quinientos mil dólares de los Estados Unidos de América 
(US$ 500.000), aportando doscientos cincuenta mil (US$ 
250.000) anuales cada Parte 


b) Las Partes revisarán la dotación presupuestaria al finalizar el 
primer trienio de operaciones del Fondo, determinando su 
monto para los años subsecuentes, manteniendo la 
correspondencia del aporte en un 50% por cada Parte. 


c) La administración financiera del Fondo podrá recaer e: una 
de las Partes o en un organismo internacional, según lo 
deierminer las Partes de común acuerdo. 


d) Los proyectos que financiará el Fondo serán definidos por 
las Partes, así como su programa de trabajo en el que se 
especifiquen las acciones y montos respectivos para su 
ejecución. 


_ SECCIÓN IV 
COOPERACIÓN EDUCATIVA Y CULTURAL 


Artículo 7. Objetivos Generales 


Las Partes acuerdan establecer una estrecha y coordinada 
Cooperación destinada, 2ntre otros asvecios, a fortalecer acciones de 
cooperación en materia de formación de recursos humanos, investigación, 
cátedras y actividades de promoción del arte y la cultura. 
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2.- Las Partes desarrollarán iniciativas conjuntas sobre las 
siguientes áreas de interés común, consideradas prioritarias como son: 
estudios e investigaciones; participación en congresos, seminarios, 
conferencias y otras actividades académicas; cátedras; participación en 
actividades culturales, festivales, ferias del libro y encuentros literarios; 
intercambio de escritores, creadores, artistas, solistas y grupos artísticos. 


SECCIÓN V 
RELACIÓN COMERCIAL 


Articulo 8. Tratado de Libre Comercio (ACE 60) México-Uruguay 


ta relación comercial entre México y Uruguay se rige por lo 
dispuesto en el Tratado de Libre Comercio entre los Estados Unidos 
Mexicanos y la República Oriental del Uruguay (ACE 60), suscrito el 15 de 
noviembre de 2003. 


Las Fartes tendrán en cuenta el Tratado de Libre Comercio 
(ACE 50) en la aplicación del presente Acuerdo. 


La Comisión Administradora se regirá por las disposiciones del 
Tratado de Libre Comercio (ACE 60), suscrito por ambas Partes el 15 de 
noviembre de 2003. 


SECCIÓN VI 
DISPOSICIONES FINALES 
Artículo 9. Entrada en Vigor 


El presente Acuerco entrará en vigor treinta (30) días después 
e que las Fanes se hayan comunicado, a través de la vía diplomática, ei 
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cumplimiento de los requisitos exigidos por su legislación nacional para tal 
efecto y tendrá duración indefinida. 


Artículo 10. Modificaciones y Adiciones 


El presente Acuerdo podrá ser modificado o adicionado por 
mutuo consentimiento de las Partes, formalizado a través de la via 


diplomática. 
Las modificaciones o adiciones entrarán en vigor de 


conformidad con el procedimiento establecido en el Artículo 9 de la presente 
Sección. 3 


Articulo 11. Solución de Controversias 


1.- Cualquier Controversia derivada de la aplicación o 
interpretación del presente Instrumento será solucionada por las Partes de 
común acuerdo. 


2.- El procedimiento de solución de controversias establecido 
en el Capítuio 18 del Tratado de Libre Comercio entre México y Uruguay 
sólo se aplicará a ese Tratado. 


Artículo 12. Terminación 


í.- Ei presente Acuerdo podrá ser denunciado por cuaiquiera 
Je las Partes, en cualquier momento, mediante notificación escrita dirigida a 
la otra Parte, a través de la vía dipiomática, con noventa (90) días de 
anteiación 
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2.- La denuncia del presente Acuerdo no afectará la 
conclusión de los proyectos y/o actividades en ejecución que hubieran sido. 
formalizados durante su vigencia, a menos que las Partes lo convengan de 
otra forma. 


Hecho en la ciudad de Moxlew: diz; eafoRe2 de agota de 
dos mil nueve, en dos ejemplares originales, en idioma español siendo 
ambos textos igualmente auténticos. 


POR LA POR LOS 
REPUBLICA ORIENTAL DEL ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
URUGUAY 


Tabaré Vázquez Rosas 
Presidente Hinojosa  , 


Presidente / 
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Comisión de Asuntos Internacionales 


Informe: 
AL SENADO 


Con relación al Acuerdo de Asociación Estratégica 
entre la República Oriental del Uruguay y los Estados 
Unidos Mexicanos la Comisión de Asuntos Interna- 
cionales cumple con informar lo siguiente: 


Antecedentes 


El Uruguay firmó en octubre de 1990 un Acuer- 
do para el Establecimiento de la Comisión Binacional 
Permanente que entró en vigor en diciembre de 2005. 


El Acuerdo puesto hoy a consideración se inscri- 
be en la tendencia a sustituir las Comisiones Bina- 
cionales por instrumentos que crean mecanismos de 
mayor alcance que permitan ampliar las relaciones 
bilaterales, surgiendo así los Acuerdos de Asociación 
Estratégica. 


Este tipo de Acuerdo puede llegar a tener un 
contenido práctico y un impacto mayor incluso que 
acuerdos comerciales preferenciales al tejer redes de 
cooperación en campos diversos como la ciencia y la 
tecnología, la educación, el desarrollo social, etc. 


Se hace pues esencial que estos Acuerdos de Aso- 
ciación Estratégica generen una densa conexión de 
los diferentes sistemas involucrados pudiendo llegar 
a tener un impacto singular en las relaciones bilate- 
rales. 


México y Uruguay adhieren a esta tendencia 
para sustituir las Comisiones Binacionales por ins- 
trumentos que establezcan operativos de mayor al- 
cance que permitan ampliar las relaciones bilatera- 
les. Uruguay ya lo ha hecho con Chile, y México con 
Chile y Argentina. 


Es en este sentido de lo antes expuesto que se 
celebra el Acuerdo Estratégico entre la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay y los Estados Unidos de 
México. 


Estructura del Acuerdo 
El Acuerdo está compuesto de doce artículos. 
El artículo 1 determina el ámbito de aplicación 


del mismo señalando que este busca profundizar las 
relaciones entre ambos países, el diálogo político en 
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asuntos bilaterales e internacionales, así como incre- 
mentar la cooperación en los ámbitos comercial, téc- 
nico científico y educativo cultural. 


Se crea un Consejo de Asociación (Art.3) que es- 
tará integrado por cuatro Comisiones, las cuales se- 
rán los órganos ejecutivos del Acuerdo, siendo estas: 


a) Comisión de Asuntos Políticos 


b) Comisión de Asuntos Económicos, Comerciales 
e Inversiones 


c) Comisión de Cooperación Técnica y Científica 
d) Comisión de Cooperación Educativa Cultural 


Los artículos 4 y 5 definen los principales objeti- 
vos que se buscan en el ámbito del diálogo político, 
estableciéndose los mecanismos y modalidades del 
mismo: Reuniones cada dos años de Jefes de Estado, 
Reuniones anuales de los Ministros de RREE, y re- 
uniones semestrales de Vicecancilleres. 


Se acuerda la creación de un Fondo Conjunto de 
Cooperación, destinado a financiar la ejecución de 
proyectos que se definan a través de la Comisión de 
Cooperación. 


El artículo 7 es referido a la cooperación educativa 
y cultural, y sus objetivos. 


Las relaciones comerciales entre las partes se re- 
girán por lo dispuesto en el Tratado de Libre Comer- 
cio existente entre ambos países. 


Finalmente los artículos finales estipulan la Entra- 
da en Vigor, las Modificaciones y Adiciones, la Solu- 
ción de Controversias y la Terminación del Acuerdo. 


Consideraciones 


Entendiendo la importancia práctica que este 
Acuerdo tiene para estrechar las relaciones entre 
nuestro país y los Estados Unidos Mexicanos, y valo- 
rando la importancia de ampliar nuestras relaciones 
bilaterales, siendo esto de interés para la República, 
es que esta Comisión recomienda al Senado la apro- 
bación del: 


Acuerdo de Asociación Estratégica entre la Repú- 
blica del Uruguay y los Estados Unidos Mexicanos. 


Sala de Comisiones, 16 de junio de 2011. 
Luis Alberto Heber, Miembro Informante; Carlos 


Baráibar, Alberto Couriel, Enrique Rubio, 
Mónica Xavier. 
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En Montevideo, el día dieciséis de junio de dos mil 
once, a la hora diecisiete y diez minutos, se reúne la 
Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara 
de Senadores. 

Asisten sus miembros la señora Senadora Mónica 
Xavier y los señores Senadores Carlos Baráibar, Al- 
berto Couriel, Rafael Michelini, Ope Pasquet y Enri- 
que Rubio. 

Faltan con aviso los señores Senadores Luis 
Alberto Heber, Luis Alberto Lacalle Herrera y Jorge 
Larrañaga. 

Actúan en Secretaría el señor Vladimir De Bellis 
Martínez, Secretario de la Comisión y la señora María 
Victoria Lumaca, Prosecretaria. 

Abierto el acto se procede a tomar la versión taqui- 
gráfica, cuya copia dactilografiada figura en el Distri- 
buido N* 836/2011, que forma parte de la presente. 

ASUNTOS ENTRADOS: 

- Carpeta N* 558/2011. ACUERDO ENTRE LA 
REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA 
REPÚBLICA FEDERATIVA DEL BRASIL SOBRE 
TRANSPORTE FLUVIAL Y LACUSTRE EN LA HI- 
DROVÍA URUGUAY-BRASIL. Aprobación. Mensaje 
y proyecto de ley del Poder Ejecutivo (Distribuido 
N* 780/2011). 

Se adjudica su estudio al señor Senador Enrique 
Rubio. 

- Carpeta N* 563/2011. CONVENIO INTERNA- 
CIONAL SOBRE EL CONTROL DE LOS SISTEMAS 
ANTIINCRUSTANTES PERJUDICIALES PARA LOS 
BUQUES, 2001 - Aprobación. Mensaje y proyecto de 
ley del Poder Ejecutivo (Distribuido N* 815/2011). 

Se adjudica su estudio al señor Senador Jorge La- 
rrañaga. 

- Carpeta N* 578/2011. CONVENCIÓN INTER- 
NACIONAL SOBRE LA REPRESIÓN Y EL CASTIGO 
DEL CRIMEN DEL APARTHEID - Aprobación. Pro- 
yecto de ley aprobado por la Cámara de Representan- 
tes (Distribuido N* 818/2011). 

Se adjudica su estudio al señor Senador Ope 
Pasquet. 

- Carpeta N” 582/2011. Mensaje del Poder Eje- 
cutivo solicitando acuerdo para designar como Em- 
bajador Extraordinario y Plenipotenciario de la Re- 
pública ante el Gobierno de la República de Costa 
Rica al señor Fernando Marr Merello (Distribuido 
N* 817/2011). 

- Carpeta N* 582/2011. Mensaje del Poder Ejecu- 
tivo solicitando acuerdo para designar como Embaja- 
dor Extraordinario y Plenipotenciario de la República 
ante el Gobierno de Malasia al señor Gerardo Prato 
(Distribuido N* 816/2011). 
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- Carpeta N* 587/2011. CONVENIO INTER- 
NACIONAL DEL SISTEMA ARMONIZADO DE 
DESIGNACIÓN Y CODIFICACIÓN DE MER- 
CANCÍAS - Aprobación. Proyecto de ley aproba- 
do por la Cámara de Representantes (Distribuido 
N* 829/2011). 

Se adjudica su estudio al señor Senador Carlos 
Baráibar. 

- Carpeta N* 452/2011. CONVENIO DE COOPE- 
RACIÓN COMERCIAL ENTRE EL GOBIERNO DE 
LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL 
GOBIERNO DEL ESTADO DE KUWAIT - Aproba- 
ción. Proyecto de ley aprobado en nueva forma por la 
Cámara de Representantes. 

- El Director de la Asamblea de la Resistencia Cu- 
bana, señor Orlando Gutiérrez Boronat, remite nota 
solicitando audiencia con la Comisión con el propósi- 
to de ofrecer informaciones sobre la situación de los 
Derechos Humanos y las Libertades en la República 
de Cuba. 

ASUNTOS TRATADOS: 

- CARPETA N* 452/2011. CONVENIO DE CO- 
OPERACIÓN COMERCIAL ENTRE EL GOBIERNO 
DE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y 
EL GOBIERNO DEL ESTADO DE KUWAIT - Apro- 
bación. Proyecto de ley aprobado en nueva forma por 
la Cámara de Representantes. 

Se informa del error que contenía el Mensaje y 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo, en cuanto a la 
fecha de suscripción del Convenio. 

Se considera y aceptan las modificaciones intro- 
ducidas por la Cámara de Representantes. Se vota: 5 
en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se designa Miembro Informante al Senador Ra- 
fael Michelini, quien lo hará en forma verbal. - 

- CARPETA N* 411/2010. ACUERDO DE ASO- 
CIACIÓN ESTRATÉGICA ENTRE LA REPÚBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y LOS ESTADOS UNI- 
DOS MEXICANOS - Aprobación. Mensaje y proyecto 
de ley del Poder Ejecutivo (Distribuido N* 534/2010). 

Se considera y aprueba el proyecto de ley. Se vota: 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se designa Miembro Informante al señor Senador 
Luis Alberto Heber, quien lo hará en forma escrita. 

- CARPETA N* 512/2011. CONVENIO ENTRE 
LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA 
CONFEDERACIÓN SUIZA PARA EVITAR LA DO- 
BLE IMPOSICIÓN EN MATERIA DE IMPUESTOS 
SOBRE LA RENTA Y SOBRE EL PATRIMONIO Y 
SU PROTOCOLO - Aprobación. Mensaje y proyecto 
de ley del Poder Ejecutivo (Distribuido N* 668/2011). 

Se considera y aprueba el proyecto de ley. Se vota: 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Se designa Miembro Informante al señor Senador 
Alberto Couriel, quien lo hará en forma escrita. 

- CARPETA N* 520/2011. ACUERDO DE INVER- 
SIONES ENTRE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY Y LA REPÚBLICA DE CHILE Y SUS 
ANEXOS - Aprobación. Mensaje y proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo (Distribuido N* 692/2011). 

Se considera y aprueba el proyecto de ley. Se vota: 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se designa Miembro Informante al señor Senador 
Carlos Baráibar, quien lo hará en forma escrita. 

- CARPETA N* 525/2011. PROYECTOS DE EN- 
MIENDAS AL CONVENIO CONSTITUTIVO DEL 
FONDO MONETARIO INTERNACIONAL - Aproba- 
ción. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo 
(Distribuido N* 695/2011). 

Se considera y aprueba el proyecto de ley. Se vota: 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se designa Miembro Informante al señor Senador 
Alberto Couriel, quien lo hará en forma escrita. 

- CARPETA N* 544/2011. ACUERDO PARA LA 
PROTECCIÓN Y PROMOCIÓN DE INVERSIO- 
NES ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL GOBIERNO DE 
LA REPÚBLICA SOCIALISTA DE VIETNAM -Apro- 
bación. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo 
(Distribuido N* 744/2011). 

Se considera y aprueba el proyecto de ley. Se vota: 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se designa Miembro Informante al señor Senador 
Carlos Baráibar, quien lo hará en forma escrita. 

A la hora diecisiete y cuarenta y cinco minutos se 
levanta la Sesión. 

Para constancia se labra la presente acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y el señor 
Secretario de la Comisión. 


Enrique Rubio, Presidente; Vladimir De Bellis 
Martínez, Secretario.” 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señora Presidenta: este Acuerdo 
tiene un antecedente que ya firmó Uruguay en 1990: 
el Acuerdo para el establecimiento de la Comisión 
Binacional Permanente, que entró en vigencia en el 
año 2005. El que hoy consideramos se inscribe en 
una tendencia a sustituir las Comisiones Binacionales 
por mecanismos de mayor alcance y permite ampliar 
las relaciones bilaterales, surgiendo así los Acuerdos 
de Asociación Estratégica. 
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Este tipo de acuerdos puede llegar a tener un 
contenido práctico, e incluso un mayor impacto en 
acuerdos comerciales o preferenciales, al tejer redes 
en diversos campos de cooperación, como la ciencia, 
la tecnología, la educación y el desarrollo social. 


Por tales razones, señor Presidente, recomenda- 
mos la aprobación de este Acuerdo entre México y 
Uruguay, que adhiere a esa tendencia de sustituir 
las Comisiones Binacionales por instrumentos que 
establezcan operativos de mayor alcance y permitan 
ampliar las relaciones bilaterales. Uruguay ya ha sus- 
crito un acuerdo de este tipo con Chile y, a su vez, 
México lo ha hecho con Chile y Argentina, por lo que 
no estamos innovando en este sentido. 


Por todas estas razones, reitero, recomendamos al 
Senado la aprobación de este proyecto de ley. 


SEÑOR ABREU .-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR ABREU.- Creo que el apremio de la hora 
y los temas que aún quedan pendientes no dan lu- 
gar a profundizar algunos aspectos vinculados a este 
Tratado. 


Se trata de un tema muy importante, referido a 
una Asociación Estratégica con un país que tiene, 
precisamente, un Tratado de Libre Comercio con 
Uruguay. Incluso, uno de los artículos del Tratado 
deja en pie el funcionamiento del Tratado de Libre 
Comercio, que ha tenido repercusiones importantes 
en la balanza comercial uruguaya. 


Exportamos a México entre US$ 140:000.000 y 
US$ 160:000.000. Obviamente, hemos sufrido un 
impacto por la crisis del 2008, a raíz de la recesión 
que se produjo en ese país, pero es cierto que nuestra 
producción láctea y el valor agregado en ese sector es 
muy importante en el acceso al mercado mexicano. 
En el año 2007 México pasó a estar en el quinto lugar 
de las exportaciones de Uruguay. Es uno de los socios 
cuya relación tendríamos que profundizar para poder 
comprobar, además, las posibilidades que se le abri- 
rían al país por encima del Mercosur, particularmen- 
te, por estos tratados bilaterales y de zona de libre co- 
mercio que el propio Mercosur autoriza en el ámbito 
del Tratado de Montevideo, de la ALADI. 


Si bien en algún otro momento hablaremos con 
mayor precisión sobre estos temas, quería hacer hin- 
capié en la importancia de esta Asociación Estra- 
tégica y dejar pendiente para otra oportunidad los 
aspectos comerciales, de diversificación y toda la fle- 
xibilidad que Uruguay debería tener en estos temas, 
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como así también cuál sería la repercusión favora- 
ble que tendría si existiera, dentro del ámbito de la 
integración, una mayor flexibilidad para que pudiera 
negociar como lo ha hecho con México, en forma dis- 
tinta, de acuerdo a las disposiciones del Tratado de 
Montevideo. 


Vamos a votar el proyecto de ley con la intención 
de no abrumar al Senado a esta altura de la jorna- 
da, pero queda a cuenta una próxima discusión sobre 
este tema, que es importante. 


Muchas gracias, señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo Unico.- Apruébase el ACUERDO DE 
ASOCIACIÓN ESTRATEGICA ENTRE LA REPU- 
BLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LOS ESTA- 
DOS UNIDOS MEXICANOS, suscrito en la ciudad 
de Montevideo, el 14 de agosto de 2009.” 

SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-22 en 23. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que será co- 
municado a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aproba- 
do por ser igual al considerado.) 


SEÑORA DALMÁS.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la se- 
ñora Senadora. 


SEÑORA DALMÁS.- La Bancada del Frente Am- 
plio solicita un cuarto intermedio de diez minutos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar. 
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(Se vota:) 
-22 en 23. Afirmativa. 


El Senado pasa a cuarto intermedio por diez mi- 
nutos. 


(Así se hace. Es la hora 19 y 13 minutos.) 


(Vueltos a Sala.) 


24) CÓDIGO DE MINERÍA 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, con- 
tinúa la sesión. 


(Es la hora 19 y 25) 


-El Senado pasa a considerar el asunto que figura 
en cuarto término del Orden del Día: “Proyecto de ley 
por el que se introducen reformas al Código de Mine- 
ría. (Carp. N* 443/2010 - Rep. N* 331/2011 - Anexo I)” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N% 443/2010 
Rep. N* 331/2011 
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Comisión de Industria, Energía, Comercio, 
Turismo y Servicios 


Proyecto de Ley sustitutivo 


Artículo 1”.- Agréganse al artículo 16 del Decre- 
to-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, (Código de 
Minería) los siguientes incisos: 


“El titular de una concesión para explotar que 
esté en condiciones de exportar minerales metálicos, 
deberá ofrecer al mercado interno y a precio Free on 
Board, el 15% (quince por ciento) del total de cada 
operación de exportación. 


El cumplimiento de este requisito deberá acredi- 
tarse en forma previa a la exportación. 


La reglamentación establecerá el plazo, las condi- 
ciones y la información que deberá contener la oferta 
y las que deberá cumplir el comprador.” 


Artículo 2”.- Sustitúyese el literal a) del artículo 
31 del Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, 
en la redacción dada por el artículo 194 de la Ley 
N* 18.172, de 31 de agosto de 2007, por el siguiente: 
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“ARTÍCULO 31.- Todos los inmuebles quedan su- 
jetos a las siguientes servidumbres mineras: 


a) De estudio: 


Que comprende: el libre acceso a los predios para 
efectuar las labores necesarias para la prospección, la 
extracción de muestras de sustancias minerales, así 
como la instalación de carpas para el alojamiento de 
técnicos, personal auxiliar y equipos, por el tiempo 
indispensable para realizar los reconocimientos y re- 
levamientos propios de la prospección.” 


Artículo 3”.- Sustitúyese el literal d) del artículo 
31 del Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, 
por el siguiente: 


“d) De tendido de ductos: 


Que comprende el tendido de cañerías, el estable- 
cimiento de plantas de bombeo y toda la instalación 
necesaria para el funcionamiento de los ductos. 


A los efectos de la indemnización la servidumbre 
de ducto se considera equivalente a la de ocupación 
permanente. 


La servidumbre de ocupación temporaria o per- 
manente, la de ductos y la de paso, pueden gravar 
inmuebles distintos a los comprendidos en el área de- 
terminada por el título minero. Es de aplicación en la 
especie el procedimiento previsto en el artículo 29.” 


Artículo 4”.- Sustitúyese el artículo 32 del Decre- 
to-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, en la redac- 
ción dada por el artículo 301 de la Ley N* 16.170, de 
28 de diciembre de 1990, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 32.- La imposición de las servidum- 
bres mineras será declarada por el Poder Ejecutivo 
con arreglo a las condiciones que se establecen en los 
artículos siguientes, salvo en el caso de las servidum- 
bres de estudio, las que serán declaradas por la Di- 
rección Nacional de Minería y Geología, sin requerir 
vista previa al superficiario.” 


Artículo 5”.- Sustitúyese el artículo 45 del Decre- 
to-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, con las mo- 
dificaciones introducidas por el artículo 208 de la Ley 
N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 45.- Los derechos mineros otorgados 
son gravados, en relación a cada título, en la siguiente 
forma: 


I. Derecho de prospección: 


El titular de un permiso de prospección abonará 
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150 UI (ciento cincuenta unidades indexadas) por 
cada 100 hectáreas o fracción comprendidas en el 
área de prospección, por una sola vez y por el plazo 
principal. 


Por la prórroga, abonará 300 UI (trescientas uni- 
dades indexadas) por cada 100 hectáreas o fracción, 
comprendidas en el área de prospección remanente. 


El importe debe ser abonado al ser notificado el 
interesado del otorgamiento del título o su prórroga. 


TI. Canon de superficie: 


Durante la vigencia del derecho de exploración 
otorgado, el titular del permiso abonará, por hectárea 
o fracción objeto de la exploración el siguiente Canon 
de superficie: 


Por el primer año: 300 Ul (trescientas unidades 
indexadas) por hectárea o fracción. 


Por el segundo año: 600 Ul (seiscientas unidades 
indexadas) por hectárea o fracción. 


Por el tercero y cada año subsiguiente: 900 UI 
(novecientas unidades indexadas) por hectárea o 
fracción. 


TIT. Canon de producción: 


El titular de un derecho minero de explotación 
abonará, desde el momento en que toma posesión de 
la concesión, un Canon de producción, de acuerdo 
con las siguientes reglas: 


14) El Canon de producción para yacimientos de 
sustancias minerales no metálicas pertenecientes a 
Clase III y Clase IV constituirá un porcentaje del va- 
lor de comercialización del producto extraído de la 
mina. Dicho valor se calculará por el promedio de los 
precios de comercialización del producto en el último 
semestre. 


1B) El Canon de producción para los yacimientos 
de sustancias minerales metálicas pertenecientes a la 
Clase III, constituirá un porcentaje del monto Free on 
Board del mineral exportado o del monto del mineral 
facturado en plaza, en el período considerado. 


Si el valor unitario que surge de la facturación 
fuere inferior en más del 10% (diez por ciento) del 
promedio de los precios de dicho mineral en el mer- 
cado internacional en el mismo período, se tomará 
este último a los efectos de determinar el monto so- 
bre el que se aplicará el Canon. 


2) El porcentaje del Canon de producción será: 
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A) Para los yacimientos de la Clase III, excepto los 
correspondientes a sustancias minerales metálicas: 


a) Para los primeros cinco años de explotación: 
5% (cinco por ciento). Este porcentaje se compone 
de: un 2% (dos por ciento) de Canon estatal y un 3% 
(tres por ciento) de participación para el propietario 
del predio superficial. 


b) Para los años siguientes será del 8% (ocho por 
ciento), que se compone de: 3% (tres por ciento) de 
Canon estatal y un 5% (cinco por ciento) de partici- 
pación del propietario del predio superficial. 


B) Para los yacimientos de la Clase III, correspon- 
dientes a sustancias minerales metálicas: 


Para todo el período de explotación: 5% (cinco por 
ciento). Este porcentaje se compone de: un 3% (tres 
por ciento) de Canon estatal y un 2% (dos por ciento) 
de participación para el propietario del predio super- 
ficial. El Canon estatal se distribuirá un 70% (setenta 
por ciento) para la Administración Central, un 25% 
(veinticinco por ciento) para el Fondo de Desarrollo 
del Interior, correspondiente a los proyectos y progra- 
mas de los Gobiernos Departamentales, administrado 
por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, y un 
5% (cinco por ciento) para el Inciso 08 “Ministerio de 
Industria, Energía y Minería” Dirección Nacional de 
Minería y Geología, para la promoción de la geología, 
la minería y su cadena de valor. 


C) Para los yacimientos de la Clase IV: El Canon 
de producción será desde el comienzo de la explo- 
tación de 10% (diez por ciento). Este porcentaje se 
compone: un 5% (cinco por ciento) de Canon estatal 
y un 5% (cinco por ciento) de participación para el 
propietario del predio superficial. 


3) El Canon de producción se abonará íntegra- 
mente a los organismos de recaudación estatales, 
abonando la Administración la participación que co- 
rresponda al superficiario dentro de los treinta días 
hábiles de percibido. Si fueran varios los propietarios 
de los predios superficiales correspondientes al yaci- 
miento, la participación se distribuirá a prorrata de 
acuerdo con la extensión que abarque el área de la 
concesión minera en los distintos inmuebles. 


4) El Canon de producción se pagará por semestre 
vencido y dentro de los veinte días hábiles siguientes 
al vencimiento. Á estos efectos se deberán presentar 
las planillas de producción y de comercialización del 
semestre en cuestión, con la correspondiente docu- 
mentación probatoria. 


El inicio de los períodos semestrales será fijado 
por la reglamentación.” 
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Artículo 6”.- Sustitúyese el artículo 59 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, con las 
modificaciones introducidas por los artículos 194 y 
195 de la Ley N* 18.172, de 31 de agosto de 2007, 
por el siguiente: 


“ARTÍCULO 59.- Las infracciones administrativas 
serán objeto de las siguientes sanciones: 


a) Apercibimiento. 


b) Multas, que se graduarán según la infracción 
y la circunstancia agravante de reiteración, en leves, 
graves y muy graves, entre 4.000 UI (cuatro mil uni- 
dades indexadas) y 1:600.000 UI (un millón seiscien- 
tas mil unidades indexadas). Corresponde al Poder 
Ejecutivo a través de la reglamentación, determinar 
la calificación de las infracciones de acuerdo a las 
categorías precedentes. 


c) Caducidad del derecho minero. En el caso de 
actividad extractiva sin título o autorización habili- 
tante para la explotación se aplicará directamente 
esta sanción. 


d) Desestimación de la solicitud minera en trámi- 
te. En el caso de actividad extractiva sin título o au- 
torización habilitante para la explotación, se aplicará 
directamente esta sanción.” 


Artículo 7”.- Sustitúyese el enunciado del CAPÍ- 
TULO Il de la PRIMERA PARTE - DISPOSICIONES 
GENERALES - del LIBRO SEGUNDO - REGULA- 
CIÓN DE LA ACTIVIDAD MINERA del Decreto-Ley 
N* 15.242, de 8 de enero de 1982, por el siguiente: 


“CAPÍTULO Il 


Principios generales que rigen la ejecución de la 
actividad geológica, minera o geológica y minera” 


Artículo 8”.- Sustitúyese el artículo 63 del De- 
creto-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, por el 
siguiente: 


“ARTICULO 63.- Son condiciones básicas para la 
ejecución de la actividad minera, con relación a cada 
una de sus fases, en caso de corresponder: 


a) El programa de la actividad y de la explotación, 
adecuados al yacimiento, con especificación de méto- 
dos a aplicar. 


b) El plan de inversiones y el estudio de su viabilidad. 
c) La caución o el aval que asegure el resarci- 


miento de los daños y perjuicios que deriven de las 
labores mineras. 
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d) La determinación del área que será objeto de 
actividad minera y los plazos de ejecución de cada fase. 


e) La autorización especial referida a zonas suje- 
tas a autorizaciones especiales (artículo 64). 


f) Deslinde, mensura y señalización del área que 
será objeto de explotación. 


g) Acreditar la obtención de las autorizaciones am- 
bientales, conforme a la normativa vigente. 


Para la Clase I, el Poder Ejecutivo determinará lo 
que corresponda, sin perjuicio de la aplicación subsi- 
diaria de lo establecido por el artículo 104. 


Para la Clase IV, la Inspección General de Minas 
adecuará el régimen, en tanto el área de explotación 
esté contenida dentro del predio superficial, si su pro- 
pietario es el titular de la Concesión. 


Para las Clases II, III y IV, cuando el concesiona- 
rio no es el propietario del predio superficial, son de 
aplicación las prescripciones de los artículos 104 y 
siguientes.” 


Artículo 9”- Sustitúyese el artículo 67 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 67.- Los yacimientos de la Clase 1 
quedan sometidos al régimen que prescribe el Capí- 
tulo II de este Título”. 


Artículo 10.- Sustitúyese el artículo 68 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en la re- 
dacción dada por el artículo 230 de la Ley N* 18.362, 
de 6 de octubre de 2008, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 68.- Para los yacimientos de la Clase 
I referidos en el artículo 7*, cuando las áreas a pros- 
pectar, explorar o explotar, se encuentren afectadas 
por otros títulos mineros, el Poder Ejecutivo procu- 
rará la simultaneidad o concurrencia de las activida- 
des mineras, y en caso de no ser posible decidirá cuál 
debe prevalecer, disponiendo la caducidad del título 
en caso que resuelva la prevalencia de la actividad 
relativa a los yacimientos de Clase I. 


Para la etapa de prospección así como de explora- 
ción se podrá suspender el título minero por el plazo 
que estime el Poder Ejecutivo para permitir el desa- 
rrollo de las labores mineras relativas a los yacimien- 
tos de la Clase I. 


Si para realizar la actividad minera relativa a los 
yacimientos de la Clase l referidos en el artículo 7*, es 
necesario ingresar a alguno de los predios acreditados 
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los extremos que exija la reglamentación por parte de 
la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol 
y Pórtland (ANCAP) o quien hubiera contratado con 
ella, se tramitará la servidumbre de estudio corres- 
pondiente ante la Dirección Nacional de Minería y 
Geología. 


Si el área solicitada se encontrara declarada o 
en trámite otra servidumbre y no fuera posible la 
coexistencia de ambas, el Poder Ejecutivo dispondrá 
cuál debe primar, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo anterior. 


La Administración Nacional de Combustibles, Al- 
cohol y Pórtland (ANCAP), a medida que se desarro- 
llen las labores mineras relativas a los yacimientos de 
la Clase I, comunicará al Poder Ejecutivo las modifi- 
caciones del área a los efectos previstos en el artículo 
69. Dicha resolución se comunicará a la Dirección 
Nacional de Minería y Geología. En virtud de la co- 
municación precedente, el Poder Ejecutivo modifica- 
rá el área asignada.” 


Artículo 11.- Sustitúyese el artículo 69 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en la re- 
dacción dada por el artículo 230 de la Ley N* 18.362, 
de 6 de octubre de 2008, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 69.- Para los yacimientos de la Clase 
I, el Poder Ejecutivo establecerá, en cada caso, para 
la realización de la actividad minera la extensión y 
forma del área que será objeto de labores mineras, el 
plazo de ejecución de cada etapa y las demás condi- 
ciones que requiera el desarrollo de dicha actividad. 


La resolución será comunicada a la Dirección 
Nacional de Minería y Geología quien, previo a dar 
trámite u otorgar títulos mineros sobre dicha área, 
comunicará a los peticionarios que el área será objeto 
de actividad minera relativa a yacimientos pertene- 
cientes a la Clase I referidos en el artículo 7” y que, 
en caso de no ser posible la simultaneidad o concu- 
rrencia del título solicitado con la actividad relativa a 
dichos yacimientos, el Poder Ejecutivo podrá decretar 
la suspensión de las actividades o la caducidad del 
título minero, sin abonar indemnización. 


Son de aplicación a este régimen las disposiciones 
sobre servidumbre minera y vigilancia establecidas 
por este Código”. 


Artículo 12.- Sustitúyese el artículo 70 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en la re- 
dacción dada por el artículo 230 de la Ley N* 18.362, 
de 6 de octubre de 2008, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 70.- Las sustancias minerales de los 
yacimientos de la Clase l, al ser separadas o extraídas 
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del yacimiento, se incorporan al dominio privado del 
Estado, con excepción de los volúmenes necesarios 
para resarcir el costo de producción o para retribuir 
al contratista, si es el caso, que se incorporan al pa- 
trimonio de la entidad estatal que realiza la actividad 
minera”. 


Artículo 13.- Sustitúyese el Capítulo II del Libro 
Segundo, Segunda Parte, Título I, artículos 71 a 76, 
del Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, 
por el siguiente: 


“CAPÍTULO II 
Régimen de los yacimientos de la Clase 1 


ARTÍCULO 71.- La Administración Nacional de 
Combustibles, Alcohol y Pórtland (ANCAP) es el or- 
ganismo competente para realizar la actividad minera 
correspondiente a la Clase I referida en el artículo 7”. 


ARTÍCULO 72.- La Administración Nacional de 
Combustibles, Alcohol y Pórtland (ANCAP) podrá eje- 
cutar una, varias o todas las fases de la actividad mine- 
ra, mediante contratación con terceros, a nombre del 
ente Estatal, contratando a tales efectos con personas 
físicas a jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho 
público o privado, o con organismos internacionales. 


La contratación podrá revestir cualquiera de las 
formas utilizables en la materia, incluso la que pone 
el riesgo a cargo del contratista. 


ARTÍCULO 73.- Las bases de contratación debe- 
rán ser autorizadas por el Poder Ejecutivo el que tam- 
bién deberá aprobar el contrato a suscribirse como 
condición de validez del mismo. 


Para la selección del contratista se procede- 
rá mediante concurso de ofertas o licitación públi- 
ca pudiendo prescindirse de esos procedimientos y 
efectuar la contratación directa con autorización del 
Poder Ejecutivo. 


El pacto de retribución en especie al contratista 
se entenderá siempre bajo la condición de que el ente 
Estatal tendrá el derecho de adquirir al contratista 
los volúmenes que hayan de destinarse al mercado 
interno, determinándose en la contratación las opor- 
tunidades, proporciones y bases de precios corres- 
pondientes. 


ARTÍCULO 74.- Todas las actividades comprendi- 
das en la industria de la Clase 1 se declaran de interés 
nacional. 


ARTÍCULO 75.- Las sustancias de la Clase I, refe- 
ridas en el artículo 7” y las sustancias que las acom- 
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pañan, cualquiera sea el estado físico en que se en- 
cuentren o forma en que se presenten, por el hecho 
de la explotación o extracción quedan desafectadas 
del dominio originario, incorporándose al dominio co- 
mún del Estado. 


Los volúmenes que sean necesarios utilizar para 
las operaciones así como los requeridos para el re- 
sarcimiento del costo de producción, o para retribuir 
al contratista, por el hecho de la exploración o de la 
extracción quedarán incorporados al patrimonio de la 
Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y 
Pórtland (ANCAP). 


Los volúmenes restantes serán administrados por 
la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol 
y Pórtland (ANCAP). 


El contratista podrá disponer libremente para la 
exportación de los volúmenes de sustancias que le 
correspondan de acuerdo al contrato. 


ARTÍCULO 76.- Se declaran de utilidad pública 
las expropiaciones que se requieran para el cumpli- 
miento de cualesquiera de las actividades relativas a 
la industria de las sustancias de la Clase I referidas en 
el artículo 7*, en cualquiera de sus formas o fases.” 


Artículo 14.- Sustitúyese el artículo 86 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, con las 
modificaciones introducidas por el artículo 184 de la 
Ley N” 17.930, de 19 de diciembre de 2005, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 86.- La operación de prospección 
solo puede ser realizada por el titular de un permiso 
de prospección que será otorgado con arreglo a los si- 
guientes extremos que deberá justificar el solicitante: 


1) Plano de deslinde del área a prospectar y cro- 
quis de ubicación del área. 


2) Programa de la actividad, especificando métodos 
y técnicas a emplear, los que deberán ajustarse a la 
reglamentación que se dicte acorde a las buenas prác- 
ticas en la materia, así como cronograma de la misma. 


3) Sustancias minerales determinadas taxativa- 
mente que serian objeto de la prospección. 


4) Capacidad técnica y financiera adecuada al 
programa de la actividad a desarrollar. 


5) Solicitud de la servidumbre minera correspon- 
diente. 


6) Caución o aval que asegure el resarcimiento de los 
daños y perjuicios que puedan derivar de la actividad. 
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El monto será fijado por la Dirección Nacional de 
Minería y Geología y no podrá ser liberado hasta se- 
senta días calendario a contar desde el vencimiento 
del plazo del permiso si no hubiere demanda judi- 
cial por daños y perjuicios notificada. En caso que 
se acredite dentro de dicho plazo ante la Dirección 
Nacional de Minería y Geología la existencia de pro- 
ceso ordinario por daños y perjuicios, la caución aval 
se mantendrá hasta su definición. 


7) Designación de técnico responsable de la acti- 
vidad. 


La reglamentación establecerá las precisiones 
técnicas y el desarrollo de todos los extremos prece- 
dentes, en mérito a los cuales la Dirección Nacional 
de Minería y Geología dispondrá los instructivos que 
correspondan. 


Para el otorgamiento del permiso de prospección 
no se requerirá vista previa al superficiario.” 


Artículo 15.- Sustitúyese el artículo 87 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, con las 
modificaciones introducidas por el artículo 181 de la 
Ley N” 17.930, de 19 de diciembre de 2005, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 87.- El permiso de prospección ten- 
drá una validez entre un mínimo de tres meses y un 
máximo de treinta y seis meses, que podrá ser pro- 
rrogada por treinta y seis meses más en períodos de 
hasta doce meses; a partir de la solicitud de la segun- 
da prórroga deberá liberar un 25% (veinticinco por 
ciento) del área originaria y en la tercera solicitud de 
prórroga el 25% (veinticinco por ciento) del área re- 
manente. A efectos de conceder las prórrogas el per- 
misario deberá presentar informe específico detallado 
que justifique su solicitud. 


La extensión máxima del área o zona a prospec- 
tar de cada permiso será de 100.000 hectáreas y el 
límite total, en caso de otorgarse más de un permiso 
a la misma persona física o jurídica será de 200.000 
hectáreas. El Poder Ejecutivo podrá autorizar que 
se exceda el área máxima, por razones fundadas, si 
el proyecto minero hiciese necesario disponer de un 
área superior al máximo por empresa. 


Para la fijación concreta del área de prospección, 
la autoridad minera tendrá en cuenta el programa de 
la actividad propuesto, la capacidad financiera para 
la ejecución del mismo, la tecnología y equipos a uti- 
lizar, así como todos los detalles del proyecto minero 
que justifiquen la necesidad del área solicitada. 


En zonas acuáticas los máximos de extensión del 
área serán fijados, en cada caso, por el Poder Ejecutivo. 
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El plazo se contará a partir del día siguiente de 
la notificación al interesado del permiso otorgado. 
El curso del plazo solo podrá ser interrumpido por 
razones justificadas por el titular y aceptadas por la 
Dirección Nacional de Minería y Geología”. 


Artículo 16.- Sustitúyese el artículo 91 del De- 
creto-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 91.- El permisario está obligado: 


1) A presentar informes de avance de proyecto 
anuales y cuando la Dirección Nacional de Minería 
y Geología así lo requiera. Los informes pre aludidos 
deberán incluir las inversiones realizadas. 


El incumplimiento de la obligación aparejará la 
caducidad del título. 


2) Al vencer el plazo del permiso, cualquiera sea 
el resultado de la actividad, deberá presentar a la Di- 
rección Nacional de Minería y Geología un informe 
final, detallado y documentado con conclusiones, in- 
cluyendo las inversiones producidas. 


Asimismo, al finalizar la actividad de prospección 
la Dirección Nacional de Minería y Geología corrobo- 
rará la ausencia de daños y perjuicios derivados de la 
actividad. 


La presentación del informe final y la verificación 
referida serán condición para la devolución o libera- 
ción de la caución constituida. 


A los efectos del cumplimiento del presente ar- 
tículo la Dirección Nacional de Minería y Geología 
dispondrá los instructivos correspondientes.” 


Artículo 17.-Sustitúyese el artículo 92 del De- 
creto-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 92.- Las operaciones de exploración 
solo podrán ser realizadas por el titular de un permiso 
de exploración. 


Dicho título será otorgado previa vista al superfi- 
ciario, con arreglo a las siguientes disposiciones.” 


Artículo 18.- Sustitúyese el artículo 93 del De- 
creto-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, en la re- 
dacción dada por el artículo 183 de la Ley N* 17.930, 
de 19 de diciembre de 2005, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 93.- El otorgamiento del permiso de 
exploración se hará con arreglo a los siguientes pre- 
supuestos: 
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1) Por razón de prioridad al titular de un permiso 
de prospección, que lo solicite en tiempo y forma. 


2) A cualquier tercero, respecto a yacimientos o aé- 
reas mineras inscriptas en el Registro de Vacancias o 
respecto a aéreas que el solicitante considere con fun- 
damentos que presentan perspectivas mineras sujetas 
a aprobación de la Dirección Nacional de Minería y 
Geología. En todos los casos, con verificación previa de 
las condiciones requeridas por el artículo 88. 


3) El solicitante deberá acreditar: 


a) Plano y croquis del área a explorar, con la infor- 
mación de ubicación, deslinde y extensión. 


b) La o las sustancias taxativamente determina- 
das que se proponen explorar y los estudios técnicos 
realizados. 


c) Programa de operaciones, con cronograma de 
las mismas, especificando tareas, métodos, técnicas, 
máquinas y equipos a emplear. 


d) Solicitud de la servidumbre minera que corres- 
ponda. 


e) Designación del técnico responsable de la actividad. 
f) Plan de inversiones. 


g) Plan de cierre o abandono de la actividad, in- 
cluyendo las acciones de acondicionamiento del sitio 
que se considere necesario. 


h) Capacidad económica o financiera adecuadas 
al programa de trabajo. 


i) Caución o aval que asegure el resarcimiento de 
los daños y perjuicios que puedan derivar de la acti- 
vidad. El monto será fijado por la Dirección Nacional 
de Minería y Geología y no podrá ser liberado hasta 
sesenta días calendario a contar desde el vencimiento 
del plazo del permiso si no hubiere demanda judi- 
cial por daños y perjuicios notificada dentro de di- 
cho plazo. Al finalizar la actividad de exploración, la 
Dirección Nacional de Medio Ambiente corroborará 
la recomposición del área e informará a la Dirección 
Nacional de Minería y Geología, si esta hubiera sido 
dañada por la actividad.” 


Artículo 19.- Sustitúyese el artículo 94 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 94.- El área objeto del permiso de ex- 
ploración será de un solo cuerpo y su forma regular, 
con una extensión máxima de 1.000 hectáreas por 
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cada permiso y un máximo total, para el caso de más 
de un permiso a la misma persona, física o jurídica, 
de 2.000 hectáreas. En este último caso, el Poder Eje- 
cutivo por razones fundadas y con informe favorable 
de la Dirección Nacional de Minería y Geología, po- 
drá autorizar mayor extensión. 


El permiso de exploración se otorgará por un pla- 
zo mínimo de un año y un máximo de tres años, pro- 
rrogables por tres veces por períodos de un año. 


Para la segunda prórroga del título deberá liberar- 
se el 25% (veinticinco por ciento) del área originaria y 
para la tercera prórroga el 25% (veinticinco por cien- 
to) del área remanente. 


Solo se podrá prorrogar el plazo original si se en- 
cuentra en ejecución el cronograma de operaciones 
aprobado y mediante un acto administrativo debida- 
mente fundado. 


El plazo del permiso de exploración se computará 
a partir del día siguiente a aquel en que se notifique 
al titular minero el otorgamiento del título y solo se 
suspenderá por razones justificadas a juicio de la Di- 
rección Nacional de Minería y Geología.” 


Artículo 20.- Sustitúyese el artículo 96 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 96.- El titular minero estará obligado a: 


1) Comenzar la exploración dentro del término de 
seis meses de iniciado el cómputo del plazo con el 
descuento de la suspensión que fuera autorizada. 


2) Ejecutar racionalmente el programa de activi- 
dad propuesta y las inversiones proyectadas, confor- 
me al cronograma presentado. Los procedimientos y 
equipos a emplear deberán ajustarse a la reglamen- 
tación que se dicte acorde a las buenas prácticas en 
la materia. 


3) Comunicar, dentro de los sesenta días calenda- 
rio de ocurrido, todo descubrimiento de minerales no 
comprendidos en el permiso. 


4) Presentar trimestralmente informe de la activi- 
dad cumplida, con agregación de muestras y análisis. 


5) Presentar al término de la exploración, cual- 
quiera fuera la causa de la extinción del permiso, un 
informe final detallado y documentado de la labor 
realizada así como de las inversiones y de la ejecu- 
ción del plan de cierre o abandono de la actividad, si 
correspondiere. 
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6) Al finalizar la actividad de exploración la Direc- 
ción Nacional de Medio Ambiente dentro de un plazo 
de sesenta días calendario, corroborará la recomposi- 
ción del área e informará a la Dirección Nacional de 
Minería y Geología. 


Dicha verificación será condición para la libera- 
ción o devolución de la caución constituida.” 


Artículo 21.- Sustitúyese el artículo 98 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 98.- La explotación de yacimientos 
de la Clase III se podrá realizar en virtud de una con- 
cesión para explotar, la cual será otorgada previa vista 
al superficiario, con arreglo a las siguientes disposi- 
ciones.” 


Artículo 22.- Sustitúyese el artículo 100 del 
Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, con 
la modificación introducida por el artículo 185 de la 
Ley N” 17.930, de 19 de diciembre de 2005, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 100.- El otorgamiento de una conce- 
sión para explotar se hará con arreglo a los siguientes 
presupuestos: 


1) Por razón de prioridad del titular de un permi- 
so de prospección o de un permiso de exploración, si 
formula su petición en tiempo y forma. 


2) A cualquier tercero, respecto a yacimientos o 
áreas mineras inscriptas en el Registro de Vacancias o 
respecto a áreas que el solicitante considere con fun- 
damentos y estudios previos que ofrecen perspectivas 
mineras ciertas, sujeto a aceptación de la autoridad 
respectiva. 


En todos los casos con verificación previa de las 
condiciones establecidas por el artículo 88 y de la au- 
torización para zonas especiales (artículo 64). 


3) El solicitante deberá justificar los siguientes ex- 
tremos: 


a) Descripción del yacimiento, ubicación, forma, 
clase y ley del mineral, volumen de reservas catego- 
rizadas, así como toda información que demuestre la 
viabilidad de su explotación racional. 


b) Croquis de la zona y plano de deslinde del área, 
determinando la extensión necesaria para la explota- 
ción del yacimiento y para la instalación de los equi- 
pos, máquinas, utillaje y demás elementos comple- 
mentarios de la explotación. 


CÁMARA DE SENADORES 


6 de julio de 2011 


c) Determinación de los procedimientos o técni- 
cas a emplear, equipos y máquinas; plan de explota- 
ción detallado, con labores a realizar en la modalidad 
seleccionada, localización de escombreras y la esti- 
mación de su volumen, planta de beneficiación si la 
hubiere, y toda infraestructura vinculada al proyecto, 
lo que se reglamentará acorde a las buenas prácticas 
en la materia. 


d) Programa de operaciones discriminando: 
- Volúmenes de producción. 


- Características que asumirá la producción, en 
bruto, beneficiada, industrializada. 


e) Características de la planta de beneficiación o 
transformación (recuperación, capacidad de procesa- 
miento de mineral de la planta). 


f) Descripción de los procesos de beneficiación o 
transformación. 


g) Plan de cierre o abandono de mina, incluyendo 
las actividades de acondicionamiento del sitio que se 
considere necesario. 


h) Descripción detallada de las inversiones a realizar. 


i) Capacidad técnica y financiera adecuada al plan 
de explotación a desarrollar. 


j) Solicitud de la servidumbre minera correspon- 
diente. 


k) El o los técnicos que dirigirán la explotación. 


ID) La constitución de garantía suficiente para 
responder por los daños y perjuicios que se deri- 
ven de la actividad minera. El monto será fijado por 
la Dirección Nacional de Minería y Geología y no 
podrá ser liberado hasta sesenta días calendario a 
contar desde el vencimiento del plazo del permiso si 
no hubiere demanda judicial por daños y perjuicios 
notificada. En caso que se acredite dentro de dicho 
plazo ante la Dirección Nacional de Minería y Geo- 
logía la existencia de proceso ordinario por daños y 
perjuicios, la caución o aval se mantendrá hasta su 
definición.” 


Artículo 23.- Agrégase en el LIBRO SEGUNDO 
- REGULACIÓN DE LA ACTIVIDAD MINERA - SE- 
GUNDA PARTE - DISPOSICIONES ESPECIALES 
del Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, 
el siguiente: 


6 de julio de 2011 


“TÍTULO V 


COMISIÓN DE SEGUIMIENTO DE GRANDES 
PROYECTOS 


ARTÍCULO 120 BIS.- Los proyectos mineros que 
involucren una inversión que -en cualquiera de sus 
tramos- supere el monto previsto por el artículo 16 
de la Ley N” 16.906, de 7 de enero de 1998, y su 
reglamentación, contarán con una Comisión de Se- 
guimiento de sus actividades, impacto y desempeño 
del emprendimiento. 


La Comisión de Seguimiento estará integrada por 
representantes de la comunidad, del Gobierno Nacio- 
nal, Departamental y Municipal, constituirá un ám- 
bito de participación y recibirá información relevante 
por parte del titular del proyecto.” 


Artículo 24.- Sustitúyese el artículo 123 del De- 
creto-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, en la re- 
dacción dada por el artículo 304 de la Ley N” 16.170, 
de 28 de diciembre de 1990, y por los artículos 230 
y 231 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, 
por el siguiente: 


“ARTÍCULO 123.- 
I.- Al Poder Ejecutivo compete: 
1) Fijar la política general minera. 


2) Autorizar los contratos que acuerden las entida- 
des estatales referidos a la actividad minera de yaci- 
mientos de la Clase I, comprendidos en el artículo 7”. 


3) Otorgar los títulos mineros relativos a yaci- 
mientos de la Clase II comprendidos en el artículo 
7? y autorizar los contratos de goce de los derechos 
mineros correspondientes. 


4) Otorgar las concesiones para explotar y autori- 
zar las cesiones de las mismas. 


5) Autorizar para los permisos de prospección y 
exploración, la superación del límite de 200.000 hec- 
táreas y de 2.000 hectáreas, respectivamente, en los 
supuestos de otorgarse más de un permiso a la misma 
persona, física o jurídica. 


6) Declarar las servidumbres mineras de ocupa- 
ción, paso y ducto. 


7) Disponer las reservas mineras y su cese. 


8) Decretar las expropiaciones necesarias a la ac- 
tividad minera. 
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9) Dictar las caducidades de derechos mineros. 


10) Declarar los yacimientos o sustancias minerales 
que cumplen con los extremos establecidos en el inciso 
segundo de la Clase III referidos en el artículo 7*. 


11) Dictar el reglamento general de minería y los 
reglamentos especiales que correspondan. 


12) Crear el Consejo Consultivo de Minería inte- 
grado por representantes del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, que lo presidirá, del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y del Ministerio de Vi- 
vienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
y por otros actores involucrados en el desarrollo de la 
actividad minera. Compete al Consejo Consultivo de 
Minería asesorar al Poder Ejecutivo y a la Dirección 
Nacional de Minería y Geología, en lo relativo al de- 
sarrollo de la actividad minera conforme a las dispo- 
siciones de la presente norma y demás competencias 
que la reglamentación estipule. 


13) Crear las Comisiones de Seguimiento de 
Grandes Proyectos, procediendo a su reglamentación. 


II. Al Ministerio de Industria, Energía y Minería 
compete: 


1) Entender en todas las cuestiones de minería no 
atribuidas al Poder Ejecutivo o a la Dirección Nacio- 
nal de Minería y Geología. 


2) Otorgar las autorizaciones y aprobaciones que 
correspondan de acuerdo a las disposiciones de este 
Código. 


3) Aplicar, a propuesta de la Dirección Nacional 
de Minería y Geología, las multas que excedan de 
100.000 UI (cien mil unidades indexadas). 


4) Elaborar el manual de buenas prácticas mineras. 


III. Ala Dirección Nacional de Minería y Geolo- 
gía compete: 


1) Asesorar al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería en todas las cuestiones mineras. 


2) Otorgar los permisos de prospección, su corres- 
pondiente servidumbre minera de estudio, permisos 
de exploración que regula el presente Código y auto- 
rizar las cesiones de los mismos. 
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3) Otorgar las autorizaciones preceptuadas en el 
presente Código, leyes y reglamentos. 


4) Imponer las sanciones administrativas pres- 
criptas en los literales a) y b) del artículo 59. 


Las multas que imponga serán de hasta 100.000 
UI (cien mil unidades indexadas). 


5) Proponer al Poder Ejecutivo los reglamentos es- 
peciales de minería. 


6) Ejercer la Policía Administrativa Minera y la vi- 
gilancia y fiscalización técnica de toda actividad mi- 
nera, incluyendo el plan de cierre o abandono. 


7) Disponer la liberación o devolución de la cau- 
ción constituida cuando finalizada la actividad de 
prospección, exploración o explotación, no se hubie- 
ran derivado daños o incumplimientos a ser cubiertos 
por dicha garantía. 


8) Dictar los actos, instrucciones, prescripciones y 
medidas que establecen el presente Código y las leyes 
y reglamentos de la materia”. 


Artículo 25.- Sustitúyese el artículo 108 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 108.- Esta concesión otorga a su ti- 
tular el derecho a explotar la mina en exclusividad y 
a disponer de las sustancias minerales que extraiga 
de la misma, sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 16. Si se tratara de sustancias no individua- 
lizadas originariamente deberá formular la denun- 
cia formal e inmediata ante la Dirección Nacional 
de Minería y Geología, sin perjuicio de su derecho 
a disponer de las mismas. Quedan excluidas las 
sustancias de los yacimientos de la Clase l, Il y IV 
que seguirán sometidas a su régimen específico, sin 
perjuicio de la obligatoriedad de la denuncia de la 
misma por el titular de la concesión, bajo pena de 
caducidad de su derecho. 


La simultaneidad o concurrencia de explotación, 
en el caso del inciso precedente, será dispuesta y regu- 
lada por el Poder Ejecutivo, incluso con reducción de 
áreas y, si no fuera posible la explotación simultánea, 
la citada autoridad decidirá según la importancia o el 
valor de los yacimientos cuál deberá prevalecer, dispo- 
niendo, si fuera el caso, la caducidad de la concesión 
para explotar, indemnizando a su titular de los daños 
y perjuicios que deriven de la caducidad dispuesta.” 


Artículo 26.- Las disposiciones de la presente ley 
no serán aplicables a las solicitudes de títulos mineros 
en trámite, ni a los permisos ya otorgados con ante- 
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rioridad a la fecha de promulgación de la misma, los 
que se seguirán rigiendo por las normas anteriores. 


Sala de la Comisión, 15 de junio de 2011. 


Daniel Martínez, Miembro Informante, Sergio 
Abreu (Discorde), Pedro Bordaberry (Discorde), 
Alberto Couriel, Luis Alberto Heber, (Discorde), 
Carlos Gamou, Ruben Obispo. 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, en Sesión de hoy, ha sanciona- 
do el siguiente 


Proyecto de Ley 


Artículo 1”.- Agréganse al artículo 16 del Código 
de Minería, Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 
1982, los siguientes incisos: 


“El titular de una Concesión para Explotar que 
esté en condiciones de exportar los minerales metá- 
licos extraídos, deberá ofrecer al mercado interno y a 
precio Free on Board, el 15% (quince por ciento) del 
total de cada operación de exportación. 


El cumplimiento de este requisito deberá acredi- 
tarse en forma previa a la exportación. 


La reglamentación establecerá el plazo, las condi- 
ciones y la información que deberá contener la oferta”. 


Artículo 2”.- Sustitúyese el literal a) del artículo 
31 del Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, 
en la redacción dada por el artículo 194 de la Ley 
N* 18.172, de 31 de agosto de 2007, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 31.- Todos los inmuebles quedan su- 
jetos a las siguientes servidumbres mineras: 


a) De estudio: 


Que comprende: el libre acceso a los predios para 
efectuar las labores necesarias para la prospección, la 
extracción de muestras de sustancias minerales, así 
como la instalación de carpas para el alojamiento de 
técnicos, personal auxiliar y equipos, por el tiempo 
indispensable para realizar los reconocimientos y re- 
levamientos propios de la prospección”. 


Artículo 3”.- Sustitúyese el literal d) del artículo 
31 del Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, 


por el siguiente: 


“d) De tendido de ductos: 
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Que comprende el tendido de cañerías, el estable- 
cimiento de plantas de bombeo y toda la instalación 
necesaria para el funcionamiento de los ductos. 


A los efectos de la indemnización la servidumbre 
de ducto se considera equivalente a la de ocupación 
permanente. 


La servidumbre de ocupación temporaria o per- 
manente, la de ductos y la de paso, pueden gravar 
inmuebles distintos a los comprendidos en el área de- 
terminada por el título minero”. 


Artículo 4”.- Sustitúyese el artículo 32 del 
Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en la 
redacción dada por el artículo 301 de la Ley N* 16.170, 
de 28 de diciembre de 1990, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 32.- La imposición de las servidum- 
bres mineras será declarada por el Poder Ejecutivo 
con arreglo a las condiciones que se establecen en los 
artículos siguientes, salvo en el caso de las servidum- 
bres de estudio, las que serán declaradas por la Di- 
rección Nacional de Minería y Geología, sin requerir 
vista previa al superficiario”. 


Artículo 5*.- Sustitúyese el artículo 45 del Decre- 
to-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, con las mo- 
dificaciones introducidas por el artículo 208 de la Ley 
N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 45.- Los derechos mineros otorgados 
son gravados, en relación a cada título, en la siguiente 
forma: 


I. Derecho de prospección: 


El titular de un permiso de prospección abonará 
150 UI (ciento cincuenta unidades indexadas) por 
cada 100 hectáreas o fracción comprendidas en el 
área de prospección, por una sola vez y por el plazo 
principal. 


Por la prórroga, abonará 300 UI (trescientas uni- 
dades indexadas) por cada 100 hectáreas o fracción, 
comprendidas en el área de prospección remanente. 


El importe debe ser abonado al ser notificado el 
interesado del otorgamiento del título o su prórroga. 


II. Canon de superficie: 


Durante la vigencia del derecho de exploración 
otorgado, el titular del permiso, abonará por hectárea 
o fracción objeto de la exploración el siguiente Canon 
de superficie: 
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- Por el primer año: 300 UI (trescientas unidades 
indexadas) por hectárea o fracción. 


- Por el segundo año: 600 UI (seiscientas unidades 
indexadas) por hectárea o fracción. 


- Por el tercero y cada año subsiguiente: 900 UI 
(novecientas unidades indexadas) por hectárea o 
fracción. 


TIT. Canon de producción: 


El titular de un derecho minero de explotación 
abonará desde el momento en que toma posesión de 
la concesión un Canon de producción, de acuerdo 
con las siguientes reglas: 


1A) El Canon de producción para yacimientos de 
sustancias minerales no metálicas pertenecientes a 
Clase III y Clase IV, constituirá un porcentaje del valor 
de comercialización del producto extraído de la mina. 
Dicho valor se calculará por el promedio de los precios 
de comercialización del producto en el último semestre. 


1B) El Canon de producción para los yacimientos 
de sustancias minerales metálicas pertenecientes a la 
Clase III, constituirá un porcentaje del monto Free on 
Board del mineral exportado o del monto del mineral 
facturado en plaza, en el período considerado. 


Si el valor unitario que surge de la facturación 
fuere inferior en más del 10% (diez por ciento) del 
promedio de los precios de dicho mineral en el mer- 
cado internacional en el mismo período, se tomará 
este último a los efectos de determinar el monto so- 
bre el que se aplicará el Canon. 


2) El porcentaje del Canon de producción será: 


A) Para los yacimientos de la Clase III, excepto los 
correspondientes a sustancias minerales metálicas: 


a) Para los primeros cinco años de explotación: 
5% (cinco por ciento). Este porcentaje se compone 
de: un 2% (dos por ciento) de Canon estatal y un 3% 
(tres por ciento) de participación para el propietario 
del predio superficial. 


b) Para los años siguientes será del 8% (ocho por 
ciento), que se compone de: 3% (tres por ciento) de 
Canon estatal y un 5% (cinco por ciento) de partici- 
pación del propietario del predio superficial. 


B) Para los yacimientos de la Clase III, correspon- 
dientes a sustancias minerales metálicas: 


Para todo el período de explotación: 5% (cinco por 
ciento). Este porcentaje se compone de: un 3% (tres 
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por ciento) de Canon estatal y un 2% (dos por ciento) 
de participación para el propietario del predio super- 
ficial. El Canon estatal se distribuirá un 70% (setenta 
por ciento) para la Administración Central, un 25% 
(veinticinco por ciento) para el Fondo de Desarrollo 
del Interior, correspondiente a los proyectos y progra- 
mas de los Gobiernos Departamentales, administrado 
por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, y un 
5% (cinco por ciento) para el Inciso 08 “Ministerio de 
Industria, Energía y Minería” - Dirección Nacional de 
Minería y Geología, para la promoción de la geología, 
la minería y su cadena de valor. 


C) Para los yacimientos de la Clase IV: El Canon 
de producción será desde el comienzo de la explo- 
tación de 10% (diez por ciento). Este porcentaje se 
compone: un 5% (cinco por ciento) de Canon estatal 
y un 5% (cinco por ciento) de participación para el 
propietario del predio superficial. 


3) El Canon de producción se abonará íntegra- 
mente a los organismos de recaudación estatales, 
abonando la Administración la participación que 
corresponda al superficiario dentro de los treinta 
días hábiles de percibido. Si fueran varios los pro- 
pietarios de los predios superficiales correspon- 
dientes al yacimiento, la participación se distribuirá 
a prorrata de acuerdo con la extensión que abarque 
el área de la concesión minera en los distintos in- 
muebles. 


4) El Canon de producción se pagará por semestre 
vencido y dentro de los veinte días hábiles siguientes 
al vencimiento. A estos efectos se deberán presentar 
las planillas de producción y de comercialización del 
semestre en cuestión, con la correspondiente docu- 
mentación probatoria. 


El inicio de los períodos semestrales será fijado 
por la reglamentación”. 


Artículo 6”.- Sustitúyese el artículo 59 del 
Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, con 
las modificaciones introducidas por los artículos 194 
y 195 de la Ley N* 18.172, de 31 de agosto de 2007, 
por el siguiente: 


“ARTÍCULO 59.- Las infracciones administrativas 
serán objeto de las siguientes sanciones: 


a) Apercibimiento. 


b) Multas, que se graduarán según la infracción y 
la circunstancia agravante de reiteración, en leves, 
graves y muy graves, entre 4.000 UI (cuatro mil uni- 
dades indexadas) y 1:600.000 UI (un millón seiscien- 
tas mil unidades indexadas). Corresponde al Poder 
Ejecutivo a través de la reglamentación, determinar 
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la calificación de las infracciones de acuerdo a las 
categorías precedentes. 


c) Caducidad del derecho minero. En el caso de 
actividad extractiva sin título o autorización habili- 
tante para la explotación se aplicará directamente 
esta sanción. 


d) Desestimación de la solicitud minera en trámi- 
te. En el caso de actividad extractiva sin título o au- 
torización habilitante para la explotación, se aplicará 
directamente esta sanción”. 


Artículo 7”.- Sustitúyese el literal b) del artículo 
63 del Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, 
por el siguiente: 


“b) El plan de inversiones y el estudio de su via- 
bilidad”. 


Artículo 8?.- Agrégase al artículo 63 del Decreto- 
Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, el siguiente 
literal: 


“g) Acreditar la obtención de las autorizaciones 
ambientales, conforme a la normativa vigente”. 


Artículo 9”.- Sustitúyese el artículo 67 del 
Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, por 
el siguiente: 


“ARTÍCULO 67.- Los yacimientos de la Clase 1 
quedan sometidos al régimen que prescribe el Capí- 
tulo II de este Título”. 


Artículo 10.- Sustitúyese el artículo 68 del 
Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, 
en la redacción dada por el artículo 230 de la Ley 
N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 68.- Para los yacimientos de la Clase 
I del artículo 7” del Código de Minería, cuando las 
áreas a prospectar, explorar o explotar, se encuentren 
afectadas por otros títulos mineros, el Poder Ejecutivo 
procurará la simultaneidad o concurrencia de las ac- 
tividades mineras, y en caso de no ser posible decidirá 
cuál debe prevalecer, disponiendo la caducidad del 
título en caso que resuelva la prevalencia de la activi- 
dad relativa a los yacimientos de Clase I. 


Para la etapa de prospección así como de explora- 
ción se podrá suspender el título minero por el plazo 
que estime el Poder Ejecutivo para permitir el desa- 
rrollo de las labores mineras relativas a los yacimien- 
tos de la Clase 1. 


Si para realizar la actividad minera relativa a los 
yacimientos de la Clase I del artículo 7” del Código de 
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Minería, es necesario ingresar a alguno de los predios, 
acreditados los extremos que exija la reglamentación 
por parte de la Administración Nacional de Combus- 
tibles, Alcohol y Pórtland (ANCAP) o quien hubiera 
contratado con ella, la Dirección Nacional de Minería 
y Geología declarará la servidumbre de estudio. 


Si el área solicitada se encontrara declarada o en 
trámite otra servidumbre y no fuera posible la coexis- 
tencia de ambas, el Poder Ejecutivo dispondrá cuál 
debe primar, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 
anterior. 


ANCAPB a medida que se desarrollen las labores 
mineras relativas a los yacimientos de la Clase l, co- 
municará al Poder Ejecutivo las modificaciones del 
área a los efectos previstos en el artículo 69. Dicha 
resolución se comunicará a la Dirección Nacional 
de Minería y Geología. En virtud de la comunicación 
precedente, el Poder Ejecutivo modificará el área 
asignada”. 


Artículo 11.- Sustitúyese el artículo 69 del 
Decreto-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, 
en la redacción dada por el artículo 230 de la Ley 
N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 69.- Para los yacimientos de la Cla- 
se I, el Poder Ejecutivo establecerá, en cada caso, 
para la realización de la actividad minera la exten- 
sión y forma del área que será objeto de labores mi- 
neras, el plazo de ejecución de cada etapa y las de- 
más condiciones que requiera el desarrollo de dicha 
actividad. 


La resolución será comunicada a la Dirección 
Nacional de Minería y Geología, quien, previo a dar 
trámite u otorgar títulos mineros sobre dicha área, 
comunicará a los peticionarios que el área será objeto 
de actividad minera relativa a yacimientos pertene- 
cientes a la Clase I, del artículo 7” y que en caso de 
no ser posible la simultaneidad o concurrencia del 
título solicitado con la actividad relativa a yacimien- 
tos de la Clase I, el Poder Ejecutivo podrá decretar la 
suspensión de las actividades o la caducidad del título 
minero, sin abonar indemnización. 


Son de aplicación a este régimen las disposiciones 
sobre servidumbre minera y vigilancia establecidas 
por este Código”. 


Artículo 12.- Sustitúyese el artículo 70 del 
Decreto-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, 
en la redacción dada por el artículo 230 de la Ley 
N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 70.- Las sustancias minerales de los 
yacimientos de la Clase I, al ser separadas o extraídas 
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del yacimiento, se incorporan al dominio privado del 
Estado, con excepción de los volúmenes necesarios 
para resarcir el costo de producción o para retribuir 
al contratista, si es el caso, que se incorporan al pa- 
trimonio de la entidad estatal que realiza la actividad 
minera”. 


Artículo 13.- Sustitúyese el Capítulo II del Libro 
Segundo, Segunda Parte, Título I, artículos 71 a 76, 
del Decreto-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, 
por el siguiente: 


“CAPÍTULO II 
Régimen de los yacimientos de la Clase I 


ARTÍCULO 71.- La Administración Nacional de 
Combustibles, Alcohol y Pórtland es el organismo 
competente para realizar la actividad minera corres- 
pondiente a la Clase I del artículo 7*. 


ARTÍCULO 72.- La Administración Nacional de 
Combustibles, Alcohol y Pórtland podrá ejecutar una, 
varias o todas las fases de la actividad minera, me- 
diante contratación con terceros, a nombre del ente 
Estatal, contratando a tales efectos con personas físi- 
cas o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho 
público o privado, o con organismos internacionales. 


La contratación podrá revestir cualquiera de las 
formas utilizables en la materia, incluso la que pone 
el riesgo a cargo del contratista. 


ARTÍCULO 73.- Las bases de contratación debe- 
rán ser autorizadas por el Poder Ejecutivo el que tam- 
bién deberá aprobar el contrato a suscribirse como 
condición de validez del mismo. 


Para la selección del contratista se procederá me- 
diante concurso de ofertas o licitación pública, pu- 
diendo prescindirse de esos procedimientos y efec- 
tuar la contratación directa con autorización del 
Poder Ejecutivo. 


El pacto de retribución en especie al contratista, 
se entenderá siempre bajo la condición de que el ente 
Estatal tendrá el derecho de adquirir al contratista 
los volúmenes que hayan de destinarse al mercado 
interno, determinándose en la contratación las opor- 
tunidades, proporciones y bases de precios corres- 
pondientes. 


ARTÍCULO 74.- Todas las actividades compren- 
didas en la industria de la Clase lI, se declaran de 
interés nacional. 


ARTÍCULO 75.- Las sustancias de la Clase I del 
artículo 7” y las sustancias que las acompañan, cual- 
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quiera sea el estado físico en que se encuentren o 
forma en que se presenten, por el hecho de la explo- 
tación o extracción quedan desafectadas del domino 
originario, incorporándose al dominio común del Es- 
tado. 


Los volúmenes que sean necesarios utilizar para 
las operaciones así como los requeridos para el re- 
sarcimiento del costo de producción, o para retribuir 
al contratista, por el hecho de la exploración o de la 
extracción quedarán incorporados al patrimonio de la 
Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y 
Pórtland (ANCAP). 


Los volúmenes restantes serán administrados por 
ANCAP 


El contratista podrá disponer libremente para la 
exportación de los volúmenes de sustancias que le co- 
rrespondan de acuerdo al contrato. 


ARTÍCULO 76.- Se declaran de utilidad pública 
las expropiaciones que se requieran para el cumpli- 
miento de cualesquiera de las actividades relativas a 
la industria de las sustancias de la Clase I del articulo 
7” en cualquiera de sus formas o fases”. 


Artículo 14.- Sustitúyese el artículo 86 del 
Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, con 
las modificaciones introducidas por el artículo 184 de 
la Ley N” 17.930, de 19 de diciembre de 2005, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 86.- La operación de prospección 
solo puede ser realizada por el titular de un permiso 
de prospección que será otorgado con arreglo a los si- 
guientes extremos que deberá justificar el solicitante: 


1) Plano de deslinde del área a prospectar y cro- 
quis de ubicación del área. 


2) Programa de la actividad, especificando métodos 
y técnicas a emplear, los que deberán ajustarse a la 
reglamentación que se dicte acorde a las buenas prác- 
ticas en la materia, así como cronograma de la misma. 


3) Sustancias minerales determinadas taxativa- 
mente que serían objeto de la prospección. 


4) Capacidad técnica y financiera adecuada al pro- 
grama de la actividad a desarrollar. 


5) Solicitud de la servidumbre minera correspon- 
diente. 


6) Caución o aval que asegure el resarcimiento de 
los daños y perjuicios que puedan derivar de la acti- 
vidad. 
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El monto será fijado por la Dirección Nacional de 
Minería y Geología y no podrá ser liberado hasta se- 
senta días calendario a contar desde el vencimiento 
del plazo del permiso si no hubiere demanda judicial 
por daños y perjuicios. En caso que se acredite ante 
la Dirección Nacional de Minería y Geología la exis- 
tencia de proceso ordinario por daños y perjuicios, la 
caución o aval se mantendrá hasta su definición. 


7) Designación de técnico responsable de la acti- 
vidad. 


La reglamentación establecerá las precisiones 
técnicas y el desarrollo de todos los extremos prece- 
dentes, en mérito a los cuales la Dirección Nacional 
de Minería y Geología dispondrá los instructivos que 
correspondan. 


Para el otorgamiento del permiso de prospección 
no se requerirá vista previa al superficiario”. 


Artículo 15.- Sustitúyese el artículo 87 del 
Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, con 
las modificaciones introducidas por el artículo 181 de 
la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 87.- El permiso de prospección ten- 
drá una validez entre un mínimo de tres meses y un 
máximo de treinta y seis meses, que podrá ser pro- 
rrogada por treinta y seis meses más en períodos de 
hasta doce meses; a partir de la solicitud de la segun- 
da prórroga deberá liberar un 25% (veinticinco por 
ciento) del área originaria y en la tercera solicitud 
de prórroga el 25% (veinticinco por ciento) del área 
remanente. A efectos de conceder las prórrogas el 
permisario deberá presentar informe específico deta- 
llado que justifique su solicitud. 


La extensión máxima del área o zona a prospectar 
de cada permiso será 100.000 hectáreas y el límite 
total, en caso de otorgarse más de un permiso a la 
misma persona física o jurídica será de 200.000 hec- 
táreas. El Poder Ejecutivo podrá autorizar que se ex- 
ceda el área máxima, por razones fundadas, si el pro- 
yecto minero hiciese necesario disponer de un área 
superior al máximo por empresa. 


Para la fijación concreta del área de prospección, 
la autoridad minera tendrá en cuenta el programa de 
la actividad propuesto, la capacidad financiera para 
la ejecución del mismo, la tecnología y equipos a uti- 
lizar, así como todos los detalles del proyecto minero 
que justifiquen la necesidad del área solicitada. 


En zonas acuáticas fuera de la línea de costa, los 
máximos de extensión del área serán fijados, en cada 
caso, por el Poder Ejecutivo. 
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El plazo se cuenta a partir del día siguiente de 
la notificación al interesado del permiso otorgado. 
El curso del plazo solo podrá ser interrumpido por 
razones justificadas por el titular y aceptadas por la 
Dirección Nacional de Minería y Geología”. 


Artículo 16.- Sustitúyese el artículo 91 del Decre- 
to-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, por el si- 
guiente: 


“ARTÍCULO 91.- El permisario está obligado: 


1) A presentar informes de avance de proyectos 
anuales y cuando la Dirección Nacional de Minería 
y Geología, así lo requiera. Los informes pre aludidos 
deberán incluir las inversiones realizadas. 


2) Al vencer el plazo del permiso cualquiera sea el 
resultado de la actividad, deberá presentar a la Direc- 
ción Nacional de Minería y Geología un informe final, 
detallado y documentado con conclusiones, incluyen- 
do las inversiones producidas. 


Asimismo, al finalizar la actividad de prospección 
la Dirección Nacional de Medio Ambiente corrobora- 
rá la recomposición del área e informará a la Direc- 
ción Nacional de Minería y Geología. 


La presentación del informe final y la verificación 
referida serán condición para la devolución o libera- 
ción de la caución constituida. 


A los efectos del cumplimiento del presente ar- 
tículo la Dirección Nacional de Minería y Geología 
dispondrá los instructivos correspondientes”. 


Artículo 17.- Sustitúyese el artículo 92 del Decre- 
to-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, por el si- 
guiente: 


“ARTÍCULO 92.- Las operaciones de exploración 
solo podrán ser realizadas por el titular de un permiso 
de exploración. 


Dicho título será otorgado previa vista al superfi- 
ciario, con arreglo a las siguientes disposiciones”. 


Artículo 18.- Sustitúyese el artículo 93 del Decre- 
to-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en la redac- 
ción dada por el artículo 183 de la Ley N* 17.930, de 
19 de diciembre de 2005, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 93.- El otorgamiento del permiso de 
exploración se hará con arreglo a los siguientes pre- 
supuestos: 


1) Por razón de prioridad al titular de un permiso 
de prospección, que lo solicite en tiempo y forma. 
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2) A cualquier tercero, respecto a yacimientos o 
áreas mineras inscriptas en el Registro de Vacancias 
o respecto a áreas que el solicitante considere con 
fundamentos que presentan perspectivas mineras 
sujetas a aprobación de la Dirección Nacional de 
Minería y Geología. En todos los casos, con verifi- 
cación previa de las condiciones requeridas por el 
artículo 88. 


3) El solicitante deberá acreditar: 


a) Plano y croquis del área a explorar, con la infor- 
mación de ubicación, deslinde y extensión. 


b) La o las sustancias taxativamente determina- 
das que se proponen explorar y los estudios técnicos 
realizados. 


c) Programa de operaciones, con cronograma de 
las mismas, especificando tareas, métodos, técnicas, 
máquinas y equipos a emplear. 


d) Solicitud de la servidumbre minera que corres- 
ponda. 


e) Designación del técnico responsable de la 
actividad. 


f) Plan de inversiones. 


g) Plan de cierre y/o abandono de la actividad, in- 
cluyendo las acciones de acondicionamiento del sitio 
que se considere necesario. 


h) Capacidad económica o financiera adecuadas 
al programa de trabajo. 


i) Caución o aval que asegure el resarcimiento 
de los daños y perjuicios que puedan derivar de la 
actividad. El monto será fijado por la Dirección Na- 
cional de Minería y Geología y no podrá ser libera- 
do hasta sesenta días calendario a contar desde el 
vencimiento del plazo del permiso si no hubiere de- 
manda judicial por daños y perjuicios. Al finalizar 
la actividad de exploración, la Dirección Nacional 
de Medio Ambiente corroborará la recomposición 
del área e informará a la Dirección Nacional de Mi- 
nería y Geología, si esta hubiera sido dañada por la 
actividad”. 


Artículo 19.- Sustitúyese el artículo 94 del 
Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, por 
el siguiente: 


“ARTÍCULO 94.- El área objeto del permiso de ex- 
ploración será de un solo cuerpo y su forma regular, 
con una extensión máxima de 1.000 hectáreas por 
cada permiso y un máximo total, para el caso de más 
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de un permiso a la misma persona, física o jurídica, 
de 2.000 hectáreas. En este último caso, el Poder Eje- 
cutivo por razones fundadas y con informe favorable 
de la Dirección Nacional de Minería y Geología, podrá 
autorizar mayor extensión. 


El permiso de exploración se otorgará por un plazo 
mínimo de un año y un máximo de tres años prorro- 
gables por tres veces por períodos de un año. 


Para la segunda prórroga del título, deberá liberar- 
se el 25% (veinticinco por ciento) del área originaria y 
para la tercera prórroga el 25% (veinticinco por cien- 
to) del área remanente. 


El plazo del permiso de exploración se computará 
a partir del día siguiente a aquel en que se notifique 
al titular minero el otorgamiento del título y solo se 
suspenderá por razones justificadas a juicio de la Di- 
rección Nacional de Minería y Geología”. 


Artículo 20.- Sustitúyese el artículo 96 del Decre- 
to-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, por el si- 
guiente: 


“ARTÍCULO 96.- El titular minero estará obligado a: 


1) Comenzar la exploración dentro del término de 
seis meses de iniciado el cómputo del plazo con el 
descuento de la suspensión que fuera autorizada. 


2) Ejecutar racionalmente el programa de actividad 
propuesta y las inversiones proyectadas, conforme al 
cronograma presentado. Los procedimientos y equipos 
a emplear deberán ajustarse a la reglamentación que 
se dicte acorde a las buenas prácticas en la materia. 


3) Comunicar, dentro de los sesenta días calenda- 
rio de ocurrido todo descubrimiento de minerales no 
comprendidos en el permiso. 


4) Presentar trimestralmente informe de la activi- 
dad cumplida, con agregación de muestras y análisis. 


5) Presentar al término de la exploración, cual- 
quiera fuera la causa de la extinción del permiso, un 
informe final detallado y documentado de la labor 
realizada así como de las inversiones y de la ejecu- 
ción del plan de cierre o abandono de la actividad, si 
correspondiere. 


6) Al finalizar la actividad de exploración la Di- 
rección Nacional de Medio Ambiente corroborará la 
recomposición del área e informará a la Dirección 
Nacional de Minería y Geología. 


Dicha verificación será condición para la libera- 
ción o devolución de la caución constituida”. 
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Artículo 21.- Sustitúyese el artículo 98 del Decre- 
to-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, por el si- 
guiente: 


“ARTÍCULO 98.- La explotación de yacimientos 
de la Clase III se podrá realizar en virtud de una con- 
cesión para explotar, la cual será otorgada previa vista 
al superficiario, con arreglo a las siguientes disposi- 
ciones”. 


Artículo 22.- Sustitúyese el artículo 100 del De- 
creto-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, con la 
modificación introducida por el artículo 185 de la Ley 
N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, por el si- 
guiente: 


“ARTÍCULO 100.- El otorgamiento de una conce- 
sión para explotar se hará con arreglo a los siguientes 
presupuestos: 


1) Por razón de prioridad del titular de un permiso 
de prospección o de un permiso de exploración, si 
formula su petición en tiempo y forma. 


2) A cualquier tercero, respecto a yacimientos o 
áreas mineras inscriptas en el Registro de Vacancias o 
respecto a áreas que el solicitante considere con fun- 
damentos y estudios previos que ofrecen perspectivas 
mineras ciertas, sujeto a aceptación de la autoridad 
respectiva. 


En todos los casos con verificación previa de las 
condiciones establecidas por el articulo 88 y de la au- 
torización para zonas especiales (artículo 64). 


3) El solicitante deberá justificar los siguientes 
extremos: 


a) Descripción del yacimiento, ubicación, forma, 
clase y ley del mineral, volumen de reservas catego- 
rizadas, así como toda información que demuestre la 
viabilidad de su explotación racional. 


b) Croquis de la zona y plano de deslinde del área, 
determinando la extensión necesaria para la explota- 
ción del yacimiento y para la instalación de los equi- 
pos, máquinas, utillaje y demás elementos comple- 
mentarios de la explotación. 


c) Determinación de los procedimientos o técni- 
cas a emplear, equipos y máquinas; plan de explota- 
ción detallado, con labores a realizar en la modalidad 
seleccionada, localización de escombreras y la esti- 
mación de su volumen, planta de beneficiación si la 
hubiere, y toda infraestructura vinculada al proyecto, 
lo que se reglamentará acorde a las buenas prácticas 
en la materia. 
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d) Programa de operaciones discriminando: 
- Volúmenes de producción. 


- Características que asumirá la producción, en 
bruto, beneficiada, industrializada. 


e) Características de la planta de beneficiación o 
transformación (recuperación, capacidad de procesa- 
miento de mineral de la planta). 


f) Descripción de los procesos de beneficiación o 
transformación. 


g) Plan de cierre o abandono de mina, incluyendo 
las actividades de acondicionamiento del sitio que se 
considere necesario. 


h) Descripción detallada de las inversiones a realizar. 


i) Capacidad técnica y financiera adecuada al plan 
de explotación a desarrollar. 


j) Solicitud de la servidumbre minera correspon- 
diente. 


k) El o los técnicos que dirigirán la explotación. 


1) La constitución de garantía suficiente para res- 
ponder por los daños y perjuicios que se deriven de la 
actividad minera. El monto será fijado por la Direc- 
ción Nacional de Minería y Geología y no podrá ser 
liberado hasta sesenta días calendario a contar desde 
el vencimiento del plazo del permiso si no hubiere 
demanda judicial por daños y perjuicios. En caso que 
se acredite ante la Dirección Nacional de Minería y 
Geología la existencia de proceso ordinario por daños 
y perjuicios, la caución o aval se mantendrá hasta su 
definición”. 


Artículo 23.- Agrégase en el Libro Segundo-Regu- 
lación de la Actividad Minera del Código de Minería, 
Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, lo 
siguiente: 


“TÍTULO V - Comisión de Seguimiento de Gran- 
des Proyectos. 


ARTÍCULO 120 BIS.- Los proyectos mineros que 
involucren una inversión que -en cualquiera de sus 
tramos- supere el monto previsto por el artículo 16 
de la Ley N” 16.906, de 7 de enero de 1998, y su 
reglamentación, contarán con una Comisión de Se- 
guimiento de sus actividades, impacto y desempeño 
del emprendimiento. 


La Comisión de Seguimiento estará integrada por 
representantes de la comunidad, del Gobierno Na- 
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cional, Departamental y Municipal, constituirá un 
ámbito de participación y recibirá información rele- 
vante por parte del titular del proyecto. Será creada 
por resolución del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería en cada caso que corresponda, sin perjuicio 
del contralor de los organismos competentes”. 


Artículo 24.- Sustitúyese el artículo 123 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en la re- 
dacción dada por el artículo 304 de la Ley N* 16.170, 
de 28 de diciembre de 1990, y por el artículo 230 de 
la Ley N” 18.362, de 6 de octubre de 2008, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 123. 
I.- Al Poder Ejecutivo compete: 
1) Fijar la política general minera. 


2) Autorizar los contratos que acuerden las en- 
tidades estatales referidos a la actividad minera de 
yacimientos de la Clase I del artículo 7*. 


3) Otorgar los títulos mineros relativos a yacimien- 
tos de la Clase II del artículo 7* y autorizar los contratos 
de goce de los derechos mineros correspondientes. 


4) Otorgar las concesiones para explotar y autori- 
zar las cesiones de las mismas. 


5) Autorizar para los permisos de prospección y 
exploración, la superación del límite de 200.000 hec- 
táreas y 2.000 hectáreas, respectivamente, en los su- 
puestos de otorgarse más de un permiso a la misma 
persona, física o jurídica. 


6) Declarar las servidumbres mineras de ocupa- 
ción, paso y ducto. 


7) Disponer las reservas mineras y su cese. 


8) Decretar las expropiaciones necesarias a la ac- 
tividad minera. 


9) Dictar las caducidades de derechos mineros. 


10) Declarar los yacimientos o sustancias minera- 
les que cumplen con los extremos establecidos en el 
inciso segundo de la Clase III del artículo 7”. 


11) Dictar el reglamento general de minería y los 
reglamentos especiales que correspondan. 


12) Crear el Consejo Consultivo de Minería inte- 
grado por el Ministerio de Industria, Energía y Mi- 
nería que lo presidirá, el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, el Ministerio de Vivienda, Orde- 
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namiento Territorial y Medio Ambiente, y por otros 
actores involucrados en el desarrollo de la actividad 
minera. Compete al Consejo Consultivo de Minería 
asesorar al Poder Ejecutivo y a la Dirección Nacional 
de Minería y Geología, en lo relativo al desarrollo de 
la actividad minera conforme a las disposiciones de 
la presente norma y demás competencias que la regi- 
mentación estipule. 


II. Al Ministerio de Industria, Energía y Minería 
compete: 


1) Entender en todas las cuestiones de minería no 
atribuidas al Poder Ejecutivo o a la Dirección Nacio- 
nal de Minería y Geología. 


2) Otorgar las autorizaciones y aprobaciones que 
correspondan de acuerdo a las disposiciones de este 
Código. 


3) Aplicar a propuesta de la Dirección Nacional 
de Minería y Geología las multas que excedan de 
100.000 UI (cien mil unidades indexadas). 


4) Crear las Comisiones de Seguimiento de Gran- 
des Proyectos. 


5) Elaborar el manual de buenas prácticas mine- 
ras. 


III. A la Dirección Nacional de Minería y Geología 
compete: 


1) Asesorar al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería en todas las cuestiones mineras. 


CÁMARA DE SENADORES 


6 de julio de 2011 


2) Otorgar los permisos de prospección, su corres- 
pondiente servidumbre minera de estudio, permisos 
de exploración que regula el Código y autorizar las 
cesiones de los mismos. 


3) Otorgar las autorizaciones preceptuadas en el 
Código, leyes y reglamentos. 


4) Imponer las sanciones administrativas pres- 
criptas en los literales a) y b) del artículo 59. 


Las multas que imponga serán de hasta 100.000 
UI (cien mil unidades indexadas). 


5) Proponer al Poder Ejecutivo los reglamentos es- 
peciales de minería. 


6) Ejercer la Policía Administrativa Minera, y la 
vigilancia y fiscalización técnica de toda actividad mi- 
nera, incluyendo el plan de cierre o abandono. 


7) Disponer la liberación o devolución de la cau- 
ción constituida cuando finalizada la actividad de 
prospección, exploración o explotación, no se hubie- 
ran derivado daños o incumplimientos a ser cubiertos 
por dicha garantía. 


8) Dictar los actos, instrucciones, prescripciones y 
medidas que establecen el presente Código y las leyes 
y reglamentos de la materia”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 27 de diciembre de 2010. 


Ivonne Passada; Presidenta, José Pedro Montero, 
Secretario.” 
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Disposiciones citadas 


DECRETO-LEY N* 15.242, 
de 8 de enero de 1982 


Artículo 16.- El otorgamiento de una concesión para explotar crea un derecho que puede 
ser objeto de todos los actos v gravámenes correspondientes a los bienes inmuebles salvo 
los expresamente prohibidos por este Código. Dichos actos y gravámenes deberán ser 
inscriptos en el Registro General de Minería sin perjuicio de las inscripciones impuestas por 
la legislación común. 


Artículo 31.- Todos los inmuebles quedan sujetos a las siguientes servidumbres mineras: 


a) De estudio: 

Que comprende: el libre acceso a los predios para efectuar las labores necesarias 
para la prospección, la extracción de muestras de sustancias minerales, así como la 
instalación de carpas para el alojamiento de técnicos, personal auxiliar y equipos, por el 
tiempo indispensable para realizar los reconocimientos y relevamientos propios de la 
prospección. Por autorización fundada de la Dirección Nacional de Minería y Geología la 
extracción de muestras de sustancias minerales podrá efectuarse mediante perforaciones, 
siempre y cuando ello fuera indispensable 

Fuente: artículo 194 de la Ley N* 18,172 de 31 de agosto de 2007 


b) De ocupación temporaria o permanente: 

Que habilita el reconocimiento del subsuelo por medio de sondeos y perforaciones, 
comprendiendo el emplazamiento y circulación de máquinas, instalaciones, vehículos, 
instalación de viviendas provisorias, la toma de agua necesaria para los trabajos y consumo 
del personal, el tendido de lineas de trasmisión eléctrica, de cintas transportadoras, de 
instalación de depósitos y almacenes, y, en general, las necesarias para la ejecución de la 
actividad minera; 


c) De paso: 

Para el acceso a los lugares de laboreo y campamento instalado. La servidumbre se 
establecerá por los puntos más favorables para sus fines procurando causar el menor 
perjuicio al predio sirviente. El ancho de la senda de paso será el indispensable para el 
tránsito seguro de las personas y vehículos y para el acarreo o transporte de los materiales 
necesarios para las labores y para el retiro de las sustancias extraídas. 

Los caminos abiertos para un mina aprovecharán a las demás que se encuentran en 
el mismo asiento y en tal caso los costos de conservación se repartirán a prorrata entre los 
titulares de derechos mineros; 


d) De tendido de ductos: 

Que comprende el tendido de cañerías, el establecimiento de plantas de bombeo y 
toda la instalación necesaria para el funcionamiento de los ductos. 

A los efectos de la indemnización la servidumbre de ductos se considera equivalente 
a la de ocupación permanente. 

Las servidumbres de ocupación temporaria o permanente y las de paso pueden 
gravar inmuebles distintos a los comprendidos en el área determinada por el título minero. 
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Artículo 32.- La imposición de las servidumbres mineras será declarada por el Poder 
Ejecutivo con arreglo a las condiciones que se establecen en los articulos siguientes, salvo 
en el caso de las servidumbres de estudio, las que serán declaradas por la Dirección 
Nacional de Minería y Geología. 

Fuente: el artículo 301 de la Ley N? 16.170 de 28 de diciembre de 1990. 


Artículo 45.- Los derechos mineros otorgados son gravados, en relación a cada título, en la 
siguiente forma: 


|, Derecho de prospección: 

El titular de un permiso de prospección abonará nuevos pesos 100.00 (nuevos pesos 
cien) por cada 100 hectáreas o fracción comprendidas en el área de prospección, por una 
sola vez y por el plazo principal. 

Por la prórroga, abonará N$ 200.00 (nuevos pesos” doscientos) por cada 100 
hectáreas o fracción, comprendidas en el área de prospección remanente. 

El importe debe ser abonado al ser notificado el interesado del otorgamiento del título 


o su prórroga. 


Il, Canon de superficie: 
Durante la vigencia del derecho de exploración otorgado, el titular del permiso, 
abonará por hectárea o fracción objeto de la exploración el siguiente Canon de superficie: 


- Por el primer año: N$ 200.00 (nuevos pesos doscientos), por hectárea o fracción. 

- Por el segundo año: N$ 400.00 (nuevos pesos cuatrocientos), por. hectárea o 
fracción. 

- Por el tercero y cada año subsiguiente: N$ 600,00 (nuevos pesos seiscientos) por 
hectárea o fracción. 


111, Canon de producción: 
El titular de un derecho minero de explotación abonará desde el momento en que 
toma posesión de la concesión un Canon de producción, de acuerdo con las siguientes 


reglas: 


1) El Canon de producción constituirá un porcentaje del valor del producto bruto 
extraido de la mina, antes de sufrir cualquier proceso de beneficio o transformación 
de sus componentes, 

Este valor se calculará por el promedio ponderado de los precios que el 
producto bruto tenga en el último semestre transcurrido y en las plazas principales de 
comercialización, deducido el costo del transporte. 

Si el producto bruto extraido no se comercializa en esas condiciones sino 
después de sufrir un proceso de elaboración o transformación, se optará por el 
promedio ponderado de los precios de este producto resultante, en el último 
semestre transcurrido y en las plazas principales de comercialización, deduciendo en 
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este caso, además del costo de transporte, el costo de elaboración o transformación sufrida, 
para llegar al valor del producto bruto, 
Fuente: artículo 208 de la Ley N” 16.226 de 29 de octubre de 1991 


2) El porcentaje del Canon de producción será: 
a) Para los yacimientos de la Clase 11: 

a) Para los primeros cinco años de explotación: 5%. Este porcentaje se 
compone de: un 2% de Canon estatal y un 3% de participación para el 
propietario del predio superficial; 

b) Para los años siguientes será del 8%, que se compone de: 3% de Canon 
estatal y un 5% de participación del propietario del predio superficial; 

c) Para los yacimientos de la Clase IV: 

El Canon de producción será desde el comienzo de la explotación de 10%. Este 
porcentaje se compone: un 5% de Canon estatal y un 5% de participación para el propietario 
del predio superficial. 


3) El Canon de producción se abonará integramente a los organismos de 
recaudación estatales, abonando la Administración la participación que corresponda al 
superficiario dentro de los treinta días hábiles de percibido. Si fueran varios los propietarios 
de los predios superficiales correspondientes al yacimiento, la participación se distribuirá a 
prorrata de acuerdo con la extensión que abarque el área de la concesión minera en los 
distintos inmuebles; 


4) El Canon de producción se pagará según las siguientes reglas: 

a) Por semestre vencido y dentro de los diez días hábiles siguientes al 
vencimiento. El porcentaje correspondiente será calculado sobre la 
producción mínima del programa de producción aprobado; 

b) Cada dos semestres vencidos, y sin perjuicio del pago sobre la producción 
mínima, se efectuará la reliquidación correspondiente sobre la producción 
efectivamente obtenida. A este efecto, las planillas de producción deberán 
ser presentadas dentro de los veinte días hábiles siguientes al vencimiento 

- del segundo semestre. El pago del saldo del Canon, que resulte por 
reliquidación, deberá ser abonado dentro de los diez días hábiles 
siguientes a la notificación que realice la Administración. 

Si la producción efectiva fuera inferior al mínimo programado, el Canon quedará 
consolidado para el semestre respectivo sobre el mínimo del programa. 
El inicio de los períodos semestrales será fijado por la Reglamentación. 


Artículo 59.- Las infracciones administrativas serán objeto de las siguientes sanciones: 


a) Apercibimiento; 
b) Multas. que se graduarán según la infracción y la circunstancia agravante de 
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reiteración, entre N$ 500.00 (nuevos pesos quinientos) y N$ 1:000.000.00 
(nuevos pesos un millón). Dichos montos serán actualizados conforme a lo 
dispuesto en el artículo 37; 
c) La caducidad del derecho minero. En el caso de actividad extractiva sin título o 
autorización habilitante para la explotación se aplicará directamente esta sanción. 
Fuente: artículo 194 de la Ley N* 18.172 de 31 de agosto de 2007 
d) Desestimación de la solicitud minera en trámite. En el caso de actividad extractiva 
sin título a autorización habilitante para la explotación, se aplicará directamente 
esta sanción. 
Fuente: artículo 195 de la Ley N* 18.172 de 31 de agosto de 2007 


Artículo 63,- Son condiciones básicas para la ejecución de la actividad minera, con relación 
a cada una de sus fases: 


a) El programa de la actividad y de la explotación, adecuados a! yacimiento, con 

especificación de métodos a aplicar; 

b) El plan de inversiones; 

c) La caución o el aval que asegure el resarcimiento de los daños y perjuicios que 

d) La determinación del área que será objeto de actividad minera y los piazos de 

ejecución de cada fase; 

e) La autorización especial referida a zonas sujetas a autorizaciones especiales 

f) Deslinde, mensura y señalización del área que será objeto de explotación. Para la 

Clase |, el Poder Ejecutivo determinará lo que corresponda, sin po poN de la 
aplicación subsidiaria de lo establecido por el artículo 104. 

Para la Clase IV, la Inspección General de Minas adecuará el régimen, en tanto el 
área de explotación esté contenida dentro del predio superficial, si su propietario es el titular 
de la Concesión. 

Para las Clases Il, ll y IV, cuando el concesionario no es el propietario del predio 
superficial, son de aplicación las prescripciones de los artículos 104 y siguientes. 


Artículo 67.- Los yacimientos del literal a) de la Clase | quedan sometidos al régimen que 
prescribe el Capítulo l| de este Titulo. 


Articulo 68.- Para los yacimientos del literal B) de la Clase 1, el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería instituirá los títulos mineros de prospección, exploración y explotación, 
atribuyendo los derechos correspondientes al agente que seleccione, si considera que 
cumple con las condiciones necesarias desde el punto de vista técnico, económico y 
empresarial, para ejecutar las labores mineras relativas a estos yacimientos. 

Para la selección del contratista se establecerán en cada caso los derechos, 
cánones, montos y porcentajes que abonará quien resulte seleccionado, los que podrán ser 
fijados en especie o suma equivalente. 

Fuente: artículo 230 de la Ley N” 18362 de 6 de octubre de 2008 


Artículo 69.- Para los yacimientos de los literales A) y B) de la Clase 1, el Poder Ejecutivo y 
el Ministerio de Industria, Energía y Minería, respectivamente, establecerán en cada caso, 
para la realización de la actividad minera, la extensión y forma del área que será objeto de 
labores mineras, el plazo de ejecución de cada etapa y las demás condiciones que requiere 
el desarrollo de la actividad. 
Son de aplicación a este régimen las disposiciones sobre servidumbre minera y 
vigilancia establecidas por este Código. 
Fuente: articulo 230 de la Ley N* 18.362 de 6 de octubre de 2008. 
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Artículo 70.- Las sustancias minerales de los yacimientos del literal A) de la Clase |, al ser 
separadas o extraídas del yacimiento, se incorporarán al dominio privado del Estado, con 
excepción de los volúmenes necesarios para resarcir el costo de producción o para retribuir 
al contratista, si es el caso, que se incorporan al patrimonio de la entidad estatal que realiza 
la actividad minera. 

Fuente: artículo 230 de la Ley N* 18.362 de 6 de octubre de 2008. 


Artículo 71.- La Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland (ANCAP) es 
el organismo competente para realizar la actividad minera correspondiente al literal a) de la 
Clase 1, del artículo 7”. 


Artículo 72.- ANCAP podrá ejecutar una, varias o todas las fases de la operación petrolera 
mediante contratación con terceros, a nombre del Ente Estatal, contratando a tales efectos 
con personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado, o 
con organismos internacionales. 

La contratación podrá revestir cualquiera de las formas utilizables en la materia, 
incluso la que pone el riesgo a cargo del contratista. 


Artículo 73.- Las bases de contratación deberán ser autorizadas por el Poder Ejecutivo el 
que también deberá aprobar el contrato a suscribirse como condición de validez del mismo. 
Para la selección del contratista, se procederá mediante concurso de ofertas o licitación 
pública, pudiendo prescindirse de esos procedimientos y efectuar la contratación directa con 
autorización del Poder Ejecutivo. 

El pacto de retribución en especie al contratista, se entenderá siempre bajo la 
condición de que el Ente Estatal tendrá el derecho de adquirir al contratista los volúmenes 
de hidrocarburos que hayan de destinarse al mercado interno, determinándose en la 
contratación las oportunidades, proporciones y bases de precios correspondientes. 


Artículo 74,- Todas las actividades comprendidas en la industria de hidrocarburos se 
declaran de interés nacional. 


Artículo 75.- Las sustancias de la Clase l, literal a) del artículo 7* y las sustancias que las 
acompañan, cualquiera sea ei estado fisico en que se encuentren o forma en que se 
presenten, por el hecho de la explotación o extracción quedan desafectados del dominio 
originario, incorporándose al dominio común del Estado. 

Los volúmenes que sea necesario utilizar para las operaciones así como los 
requeridos para el resarcimiento del costo de producción, o para retribuir al contratista, por 
el hecho de la exploración o de la extracción quedarán incorporados al patrimonio de 
ANCAP. 

Los volúmenes restantes serán administrados por ANCAP. 

El contratista, podrá disponer libremente para la exportación de los volúmenes de 
sustancias que le correspondan de acuerdo al contrato. 


Artículo 76.- Se declaran de utilidad pública las expropiaciones que se requieran para el 
cumplimiento de cualquiera de las actividades relativas a la industria de las sustancias de la 
Clase 1 literal a) del artículo 7? en cualquiera de sus formas y fases. 


Artículo 86.- La operación de prospección sólo puede ser realizada por el titular de un 
permiso de prospección que será otorgado con arreglo a los siguientes extremos que deberá 
justificar el solicitante: 

1) Plano de deslinde del área a prospectar y croquis de la zona; 
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2) Programas de la actividad, especificando métodos y técnicas a emplear; 
3) Sustancias minerales determinadas taxativamente que serían objeto de la 
prospección; 
4) Solicitud de servidumbre minera que corresponda conforme al área afectada. 
Fuente: artículo 184 de la Ley N* 17.930 de 19 de diciembre de 2005. 
5) Caución o aval que asegure el resarcimiento de los daños y perjuicios que puedan 
derivar de la actividad. 


El monto será fijado por la Inspección General de Minas y no podrá ser liberado 
hasta sesenta días calendario cumplidos del vencimiento del plazo del permiso, si no 
hubieren reclamaciones pendientes; si las hubiese, la garantía se mantendrá hasta su 
definición. 

La Reglamentación establecerá las precisiones técnicas y el desarrollo de los 
extremos precedentes. 


Artículo 87.- £l permiso de prospección tendrá una validez entre un mínimo de tres meses y 
un máximo de veinticuatro meses, el que podrá ser prorrogado, por única vez, por el mismo 
plazo que el otorgado inicialmente, con un límite de doce meses, debiendo liberarse para 
tener derecho a la prórroga, el 50% (cincuenta por ciento) del área originaria. 

Fuente: artículo 181 de la Ley N” 19930 de 19 de diciembre de 2005 

La extensión máxima del área o zona a prospectar de cada permiso será de 100.000 
hectáreas y el límite total, en caso de otorgarse más de un permiso a la misma persona será 
de 200.000 hectáreas. 

Para la fijación concreta del área de prospección, la Autoridad Minera tendrá en 
cuenta el programa de la actividad propuesto, la tecnología y equipos a utilizar. 

En zonas acuáticas los máximos de extensión del área serán fijados, en cada caso, 
por el Poder Ejecutivo. 

El plazo se cuenta a partir del día siguiente de la notificación al interesado del 
permiso otorgado. El curso del plazo sólo podrá ser interrumpido por razones justificadas por 
el titular y aceptadas por la Inspección General de Minas, no extendiéndose esta 
interrupción en ningún caso por más de seis meses calendario. 

Si el permiso se otorgare por el plazo de veinticuatro meses, antes de los treinta dias 
previos al vencimiento del primer año deberá presentarse un informe de las condiciones que 
establecerá la Dirección Nacional de Minería y Geología. 

El incumplimiento de la obligación aparejará la caducidad del título. 

Fuente: artículo 181 de la Ley N* 19930 de 19 de diciembre de 2005 


Artículo 91.- Al vencer el plazo del permiso cualesquiera sea el resultado de la actividad 
deberá presentar a la Inspección General de Minas, un informe detallado y documentado de 
la labor realizada. 

Este informe será condición para la devolución o liberación de la caución constituida. 


Artículo 92.- Las operaciones de exploración sólo podrán ser realizadas por el titular de un 
permiso de exploración, 


Artículo 93.- El otorgamiento del permiso de exploración se hará con arreglo a los 
siguientes presupuestos: 


1) Por razón de prioridad al titular de un permiso de prospección, que lo solicite en 
tiempo y forma; 
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2) A cualquier tercero, respecto a yacimientos o áreas mineras inscriptas en el 
Registro de Vacancias o respecto a áreas que el solicitante considere con 
fundamentos que presentan perspectivas mineras sujetas a aprobación de la 
Inspección General de Minas. En todos los casos, con verificación previa de las 
condiciones requeridas por el artículo 88; 
3) El solicitante deberá acreditar: 
a) Plano o croquis del área a explorar, con la información de ubicación, 
deslinde y extensión; 
b) La o las sustancias taxativamente determinadas que se proponen explorar y 
los estudios técnicos realizados; 
c) Programa de operaciones, especificando tareas, métodos, técnicas, 
máquinas y equipos a emplear; 
d) Solicitud de servidumbre minera que corresponda conforme al área afectada. 
Fuente: artículo 183 de la Ley N” 17930 de 19 de diciembre de 2005 
8) Designación del técnico responsable de la actividad; 
f) Plan de inversiones; 
9) Capacidad económica o financiera adecuadas al Programa de Trabajo; 
h) Caución o aval que asegure el resarcimiento de los daños y perjuicios que 
deriven de la actividad minera. 
El reglamento desarrollará los extremos precedentes con especificación de los 
detalles técnicos que correspondieren. 


Artículo 94.- El área, objeto del permiso de exploración será de un solo cuerpo y su forma lo 
más regular posible con una extensión máxima de 1.000 Há., por cada permiso y un máximo 
total, para el caso de más de un permiso a la misma persona de 2.000 Há. 

El permiso de exploración se otorga por un plazo de dos años, prorrogable por dos 
veces por períodos de un año. 

Para optar a la primer prórroga, debe liberarse el 50% del área de exploración 
originaria y para la segunda prórroga el 50% del área remanente. 

El cómputo del plazo se iniciará desde la fecha de notificación del otorgamiento del 
permiso y sólo admitirá interrupción por causas justificadas, no pudiendo exceder dicha 
interrupción de un plazo de seis meses calendario. 


Artículo 96.- El permisario está obligado: 


1) A iniciar la exploración dentro del término de seis meses de iniciado el cómputo 
del plazo con el descuento de la interrupción que fuera autorizada; 

2) A ejecutar racionalmente el programa de actividad propuesta y las inversiones 
proyectadas; 

3) A comunicar, dentro de los sesenta días calendario de ocurrido todo 
descubrimiento de minerales no comprendidos en el permiso; 

4) Presentar trimestralmente informe de la actividad cumplida, con agregación de 
muestras y análisis; 

5) Presentar al término de la exploración, cualquiera fuere la causa de la extinción 
del permiso, un informe final detallado y documentado de la labor realizada. 


Artículo 98.- La explotación de yacimientos de la Clase 11] se podrá realizar en virtud de una 
concesión para explotar, otorgada con arreglo a las siguientes disposiciones. 


Artículo 100.- El otorgamiento de una concesión para explotar se hará con arreglo a los 
siguientes presupuestos: 
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1) Por razón de prioridad del titular de un permiso de prospección o de un permiso de 
exploración, si formula su petición en tiempo y forma; 

2) A cualquier tercero, respecto a yacimientos o áreas mineras inscriptas en el 
Registro de Vacancias oO respecto a áreas que el solicitante considere con 
fundamentos y estudios previos que ofrecen perspectivas mineras ciertas, sujeto a 
aceptación de la autoridad respectiva. 

En todos los casos con verificación previa de las condiciones establecidas por el 
artículo 38 y de la autorización para zonas especiales (artículo 64); 

3) El solicitante deberá justificar los siguientes extremos: 

a) Descripción del yacimiento, ubicación, forma, clase y ley del mineral, los 
volúmenes de reserva comprobados y todos los demás datos y elementos 
demostrativos de la posibilidad de una explotación racional; 

b) Croquis de la zona y plano de deslinde del área, determinando la extensión 
necesaria para la explotación del yacimiento y para la instalación de los 
equipos, maquinas, utilaje, y demás elementos complementarios de la 
explotación; 

c) Determinación de los procedimientos o técnicas a emplear, detallando 
equipos y maquinas; 

d) Programa de operaciones discriminando: 

- Volúmenes de producción. 

- Caracteristicas que asumirá la producción, en bruto, beneficiada, 
industrializada. 

- Inversiones mínimas a realizar. 

e) Acreditar capacidad técnica y financiera adecuada al Plan de Explotación a 
desarrollar; 

f) Solicitud de servidumbre minera que corresponda conforme al área afectada. 

Fuente: artículo 185 de la Ley N* 17.930 de 19 de diciembre de 2005 

9) Proponer el a los técnicos que dirigirán la explotación; 

h) Constituir garantía suficiente para responder por los daños y perjuicios que 
se deriven de la actividad minera, fijando su monto la Inspección General de 
Minas. 


Artículo 123.- 


1, Al Poder Ejecutivo compete: 


1) Fijar la política general minera; 
2) Autorizar los contratos que acuerden las entidades estatales referidos a la 
actividad minera de yacimientos de la Clase l; literal A) del artículo 7”. 
Fuente: artículo 230 de la Ley N” 18.362 de 6 de octubre de 2008 
3) Otorgar los títulos mineros relativos a yacimientos de la Clase !! del artículo 7* y 
autorizar los contratos de goce de los derechos mineros correspondientes; 
4) Otorgar las concesiones para explotar y autorizar las cesiones de las mismas; 
5) Declarar las servidumbres mineras de ocupación, paso u ocupación y paso; 
Fuente: artículo 304 de la Ley N” 16.170 de 28 de diciembre de 1990 
6) Disponer las reservas mineras; 
7) Decretar las expropiaciones necesarias a la actividad minera; 
8) Dictar las caducidades de derechos mineros; 
9) Declarar los yacimientos o sustancias minerales que cumplen con los extremos 
establecidos en el inciso segundo de la Clase 1I! del artículo 7; 
10) Dictar el reglamento general de minería y los reglamentos especiales que 
correspondan. 
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11. Al Ministerio de Industria y Energía compete: 

1) Entender en todas las cuestiones de mineria no atribuidas al Poder Ejecutivo o a 
la Dirección Nacional de Minería y Geología 

2) Otorgar las autorizaciones y aprobaciones que correspondan de acuerdo a las 
disposiciones de este Código; 

3) Aplicar a propuesta de la Dirección Nacional de Mineria y Geología las multas 
que excedan de N$ 50.000.00 (nuevos pesos cincuenta mil). 

4) Otorgar los títulos mineros relativos a los yacimientos de la Clase !, literal B) del 
artículo 7”, 

Fuente: artículo 231 de la Ley N* 18,362 de 6 de octubre de 2008 


111. A la Dirección Nacional de Minería y Geología compete: 
1) Asesorar al Ministerio de Industria y Energía en todas las cuestiones mineras; 
2) Otorgar los permisos de prospección, su correspondiente servidumbre minera de 
estudio, permisos de exploración que regula el Código y autorizar las cesiones 
de los mismos. 


Esta facultad podrá ser ejercida siempre que medie una previa resolución 


delegatoria adoptada en forma por el Poder Ejecutivo por el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería, en su caso. 
Fuente: artículo 304 de la Ley N” 16.170 de 28 de diciembre de 1990 

3) Otorgar las autorizaciones preceptuadas en el Código, Leyes y Reglamentos; 

4) Imponer las sanciones administrativas prescriptas por el artículo 59. literales a) y 
b). 
Las multas que impongan no excederán de N$ 50,000.00 (nuevos pesos 
cincuenta mil); 

5) Proponer al Poder Ejecutivo los reglamentos especiales de minería; 

6) Ejercer la Policía Administrativa Minera y la vigilancia y fiscalización técnica de 
toda actividad minera; 

7) Dictar los actos, instrucciones, prescripciones y medidas que establece el 
presente Código y las leyes y reglamentos de la materia. 


Artículo 108.- Esta concesión otorga a su titular el derecho a explotar la mina n exclusividad 
y a disponer de las sustancias minerales que extraiga de la misma. Si se tratara de 
sustancias no individualizadas originariamente deberá formular la denuncia formal e 
inmediata ante la Dirección Nacional de Minería y Geología, sin perjuicio de su derecho a 
disponer de las mismas. Quedan excluidas las sustancias de los yacimientos de la Clase 1, |l 
y IV que seguirán sometidas a su régimen especifico, sin perjuicio de la obligatoriedad de la 
denuncia de la misma por el titular de fa concesión, bajo pena de caducidad de su derecho. 


La simultaneidad o concurrencia de explotación en el caso del inciso precedente, 
será dispuesta y regulada por el Poder Ejecutivo, incluso con reducción de áreas, y si no 
fuera posible la explotación simultánea, la citada autoridad decidirá según la importancia o el 
valor de los yacimientos cual deberá prevalecer, disponiendo, si fuera el caso, la caducidad 
de la concesión para explotar, indemnizando a su titular de los daños y perjuicios que 
deriven de la caducidad dispuesta. 


399-C.S. 


400-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


Ley N? 16.906, 


de 7 de enero de 1998 


CAPITULO lll - ESTIMULOS RESPECTO A INVERSIONES ESPECÍFICAS 
SECCION ll - BENEFICIOS FISCALES 


Artículo 16.- (Situaciones especialmente beneficiadas).- En el caso de proyectos o 
actividades declaradas promovidas en virtud de la importancia de su aporte al 
proceso de descentralización geográfica de la actividad económica, los beneficios a 
otorgar de acuerdo a lo establecido en el artículo anterior serán superiores en plazo 
o cuantía a los otorgados a proyectos equivalentes o actividades similares 
localizados en el departamento de Montevideo. 


Asimismo, podrán otorgarse beneficios especiales en lo relativo a la 
determinación de los tributos a exonerar y al plazo y cuantía de las franquicias a las 
inversiones que, estando comprendidas en la definición del inciso tercero del artículo 
41, alcancen un monto de $ 500.000.000 (quinientos millones de pesos uruguayos) 
en el plazo previsto en el plan de inversión respectivo. Esta cifra será actualizada 
anualmente por el Poder Ejecutivo en base a la variación operada en el Indice de 
Precios al Consumo que fija el Instituto Nacional de Estadística. 
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Comisión de Industria, Energía, Comercio, 
Turismo y Servicios 


ACTA N* 23 


En Montevideo, el día quince de junio de dos mil 
once, a la hora dieciséis y treinta minutos se reúne la 
Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y 
Servicios de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros señores Senadores Sergio 
Abreu, Pedro Bordaberry, Alberto Couriel, Carlos Ga- 
mou, Luis Alberto Heber, Daniel Martínez y Ruben 
Obispo. 

Presiden el señor Senador Luis Alberto Heber, 
Presidente de la Comisión y el señor Senador Alberto 
Couriel, Vicepresidente de la Comisión. 

Actúan en Secretaría el señor Vladimir De Bellis 
Martínez, Secretario de la Comisión y la Prosecreta- 
ria Alicia Hackenbruch. 

Asiste el señor Senador Carlos Baráibar. 

Concurren designadas por el Ministerio de Indus- 
tria, Energía y Minería la doctora Ana Goñi, Asesora 
Legal de la Dirección Nacional de Minería y Geología 
y la química Raquel Piaggio, responsable de la Uni- 
dad Ambiental del Ministerio de Industria, Energía 
y Minería. 

Abierto el acto se procede a tomar la versión taqui- 
gráfica, cuya copia dactilografiada figura en el Distri- 
buido N* 831/2011 que forma parte de la presente. 

ASUNTOS ENTRADOS: 

- La Cámara de Representantes remite nota ad- 
juntando la versión taquigráfica de las palabras pro- 
nunciadas por el señor Representante Rubén Martí- 
nez Huelmo, por las que propone avanzar hacia las 
energías renovables, que es distribuida entre los inte- 
grantes de la Comisión. 

- La Cámara Solar del Uruguay remite nota solici- 
tando audiencia con la Comisión a efectos de consi- 
derar temas como el Plan UTE, la reglamentación de 
la ley de Energías Solar Térmica y el Programa Solar 
que se desprende de la misma. 

ASUNTOS TRATADOS: 

CARPETA N* 443/2010. CÓDIGO DE MINERÍA 
(Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982) - 
Se modifican varios artículos. Proyecto de ley apro- 
bado por la Cámara de Representantes (Distribuido 
N* 585/2011). 

Se continúa analizando el proyecto de ley aprobado 
por la Cámara de Representantes, con las modificacio- 
nes propuestas por el Ministerio de Industria, Energía 
y Minería, de fecha diez de mayo de dos mil once que 
fuera repartido a los integrantes de la Comisión. 

Se considera y aprueba el artículo 14, remitido por 
el Ministerio de Industria, Energía y Minería. A soli- 
citud del señor Senador Pedro Bordaberry se vota por 


CÁMARA DE SENADORES 


401-C.S. 


incisos. Se vota el artículo, salvo el numeral 6) y el 
último inciso del artículo: 7 en 7. Afirmativa. UNA- 
NIMIDAD. Se votan el numeral 6) y el último inciso 
del artículo: 4 en7. Afirmativa. 

Se considera y aprueba el artículo 15, con mo- 
dificaciones, remitido por el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería. A solicitud del señor Senador Pe- 
dro Bordaberry se vota por incisos. Se vota el artículo, 
salvo los incisos primero, segundo y último: 6 en 6. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. Se votan los incisos pri- 
mero, segundo y último: 4 en 6. Afirmativa. 

Se considera y aprueba el artículo 16, con mo- 
dificaciones remitido por el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería. A solicitud del señor Senador Pe- 
dro Bordaberry se vota por incisos. Se vota el artículo, 
salvo el inciso tercero: 6 en 6. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. Se vota el inciso tercero: 4 en 6. Afirmativa. 

Se considera y aprueba el artículo 17. Se vota: 6 
en 6. Afirmativa UNANIMIDAD. 

Se considera y aprueba el artículo 18, remitido por 
el Ministerio de Industria, Energía y Minería: Se vota: 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se considera y aprueba el artículo 19, con modifi- 
caciones. Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se considera y aprueba el artículo 20, remitido por 
el Ministerio de Industria, Energía y Minería. Se vota: 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se considera y aprueba el artículo 21. Se vota: 6 
en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se considera y aprueba el artículo 22, remitido por 
el Ministerio de Industria, Energía y Minería. Se vota: 
6 en 6, Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se considera y aprueba el artículo 23, con modifi- 
caciones. Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se considera y aprueba el artículo 24, con modifi- 
caciones. Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se considera y aprueba un artículo aditivo pre- 
sentado por el señor Senador Daniel Martínez, con 
modificaciones que se incluye en el proyecto a es- 
tudio con el número 25. Se vota: 6 en 6. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 

Se pasan a considerar los artículos que fueron 
aplazados en la pasada Sesión de la Comisión. 

Se considera y aprueba el artículo 1%, con mo- 
dificaciones, remitido por el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería. Se vota: 5 en 6. Afirmativa. 

Se considera y aprueba el artículo 3*, con modifi- 
caciones. Se vota: 5 en 6. Afirmativa. 

Se considera y aprueba el artículo 4”. Se vota: 4 
en 6. Afirmativa. 

Se considera y aprueba el artículo 10, con modifi- 
caciones. Se vota: 4 en 6. Afirmativa. 

El señor Senador Pedro Bordaberry presenta un 
artículo aditivo, que se incluye en el proyecto a es- 
tudio con el número 26. Se vota: 6 en 6. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 
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La Comisión aprueba el proyecto de ley sustitutivo 
cuyo texto se adjunta al presente documento como 
Anexo 1. Se designa Miembro Informante al señor Se- 
nador Daniel Martínez, quien lo hará de forma verbal, 
en la primera Sesión Ordinaria del mes de julio. 

A la hora diecinueve y quince minutos se levanta 
la Sesión. 
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Para constancia se labra la presente acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y el señor 


Secretario de la Comisión. 


Luis Alberto Heber, Presidente; Vladimir 


Martínez De Bellis, Secretario.” 


DECRETO-LEY N2 15.242, PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
de 8 de enero de 1982 CÁMARA DE REPRESENTANTES COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 


TURISMO Y SERVICIOS 


los siguientes incisos: 


*El títular de una concesión para explotar que esté 
en condiciones de exportar minerales metálicos, deberá 
ofrecer al mercado intemo y a precio "Free on Board”, el 
15% (quince por ciento) del total de cada operación de 
exportación, 


Sustitúyese el literal a) del articulo 31 del 
ay NS 1030, de 8 de enero de 1982, en la 
redacción dada por el artículo 194 de la Ley N* 18,172, de 
31 de agosto de 2007, por el siguiente: 


Artículo 31.- Todos los inmuebles quedan sujetos a las | MISMO TEXTO APROBADO EN LA COMISIÓN DE "ARTÍCULO 31.- Todos los inmuebles quedan sujetos 
siguientes servidumbres mineras: INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, TURISMO Y ; 


a) De estudio: 
Que comprende: el libre acceso a los predios para 


sustancias 
carpas para el alojamiento de lócnicos, personal 
auwdiar quipos, por el ti DO indisp ble pal 
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DECRETO-LEY N?2 15.242, 
de 8 de enero de 1982 


PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


los reconocimientos y relevamientos 
A ao rage 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 
TURISMO Y SERVICIOS 


Artículo 3”.- Sustitúyese el literal d) del artículo 31 del | Artículo 3”.- Sustitúyese el literal d) del artículo 31 del 
Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, por el | Decreto-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, por el 


siguiente: 


d) De tendido de ductos: 


Que comprende el tendido de cañerías, el 
establecimiento de plantas de bombeo y toda la 
instalación necesaria para el funcionamiento de los 
ductos. 


A los efectos de la indemnización la servidumbre 
de ductos se considera equivalente a la de ocupación 
permanente. 


Las servidumbres de ocupación temporaria o 
permanente y las de paso pueden gravar 
inmuebles distintos a los comprendidos en el área 
determinada por el título minero. 


Artículo 32.- La imposición de las servidumbres 
mineras será declarada por el Poder Ejecutivo con arreglo 
a las condiciones que se establecen en los artículos 
siguientes, salvo en el caso de las servidumbres de 
estudio, las que serán declaradas 


*d) De tendido de ductos: 


Que comprende el tendido de cañerías, el 
establecimiento de plantas de bombeo y toda la 
instalación necesaria para el funcionamiento de los 
ductos. 


A los efectos de la indemnización la servidumbre 
de ducto se considera equivalente a la de ocupación 
permanente. 


La servidumbre de ocupación temporaria oO 
permanente, la de ductos y la de paso, pueden 
gravar inmuebles distintos a los comprendidos en el 
área determinada por el título minero”. 


MISMO TEXTO APROBADO EN LA COMISIÓN DE 
INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, TURISMO Y 
SERVICIOS 


siguiente: 
*d) De tendido de ductos: 


Que comprende el tendido de cañerias, el 
establecimiento de plantas de bombeo y toda la 
instalación necesaria para el funcionamiento de los 
ductos. 


A los efectos de la indemnización la servidumbre 
de ducto se considera equivalente a la de ocupación 


permanente. 


La servidumbre de ocupación temporaria o 
permanente, la de ductos y la de paso, pueden gravar 
inmuebles distintos a los comprendidos en el área 
determinada par el titulo minero. Es de aplicación en 
la especie el procedimiento previsto en el artículo 
29.” 


Artículo 4*.- Sustitúyese el artículo 32 del Decreto-Ley 
N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en la redacción dada 
por el artículo 301 de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre 


de 1990, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 32.- La imposición de las servidumbres 
mineras será declarada por el Poder Ejecutivo con 
arreglo a las condiciones que se establecen en los 
artículos siguientes, salvo en el caso de las 
servidumbres de estudio, las que serán declaradas 
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DECRETO-LEY N? 15.242, PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
de 8 de enero de 1982 CÁMARA DE REPRESENTANTES COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 


TURISMO Y SERVICIOS 


Lg rl, A 


Artículo 5”. Sustitúyese el artículo 45 del Decreto-Ley 
N* 15.242, de 8 de enero de 1982, con las modificaciones 
introducidas por el artículo 208 de la Ley N* 16,226, de 29 
de octubre de 1991, por el siguiente: 


Articulo 45.- Los derechos mineros otorgados son "ARTÍCULO 45.- Los derechos mineros otorgados 
gravados, en relación a cada título, en la siguiente forma: son gravados, en relación a cada título, rra 
forma: 


|, Derecho de prospección: 1, Derecho de prospección: 


El titular de un permiso de prospección abonará nuevos El titular de un permiso de prospección abonará 150 

Ul (ciento cincuenta unidades indexadas) por cada 
hectáreas o fracción comprendidas 100 hectáreas o fracción comprendidas en el área de 
prospección, por una sola vez y por el plazo principal. prospección, por una sola vez y por el plazo principal. 


Por ta prórroga, abonará NS 200,00 (nuevos pesos Por la prórroga, abonará 300 Ul (trescientas 

doscientos) por cada 100 hectáreas o fracción, | MISMO TEXTO APROBADO EN LA COMISIÓN DE unidades indexadas) por cada 100 hectáreas o 

comprendidas en el área de prospección remanente. INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, TURISMO Y fracción, comprendidas en el área de prospección 
SERVICIOS remanente. 


El importe debe ser abonado al ser notificado el El importe debe ser abonado al ser notificado el 
interesado del otorgamiento del titulo o su prórroga. interesado del otorgamiento del titulo o su prórroga. 


1. Canon de superficie; 11, Canon de superficie: 
Durante la vigencia del derecho de exploración Durante la vigencia del derecho de exploración 


otorgado, el titular del permiso, abonará por hectárea o otorgado al titular del parmiso abonará, por hectárea o 
fracción objeto de la exploración el siguiente Canon de fracción objeto de la exploración, el siguiente Canon 
superficie: de superficie: 


- Por el primer año: N$ 200.00 (nuevos pesos Por el primer año: 300 Ul (trescientas unidades 
indexadas) por hectárea o fracción. 


Por el segundo año: 600 Ul (seiscientas 
hectárea o fracción 
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DECRETO-LEY N2 15.242, 
de 8 de enero de 1982 


- Por el tercero y cada año subsiguiente: 
hectárea o fracción. qe 

1l, Canon de producción: 
El fílular de un derecho minero de explotación 
abonará desde el momento en que toma posesión de la 


concesión un Canon de producción, de acuerdo con las 
siguientes reglas: 


1) El Canon de producción constituirá un 
porcentaje del valor del producto bruto extraido 


PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


MISMO TEXTO APROBADO EN LA COMISIÓN DE 
INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, TURISMO Y 
SERVICIOS 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 
TURISMO Y SERVICIOS 


- Por el tercero y cada año subsiguiente: 900 Ul 
(novecientas unidades indexadas) por hectárea 
o fracción. 
MM. Canon de producción: 
El titular de un derecho minero de 


abonará, desde el momento en que toma posesión de la 
concesión, un Canon de producción, de acuerdo con las 
siguientes reglas: 


1A) El Canon de producción para yacimientos de 
sustancias minerales no metálicas 
pertenecientes a Clase |! y Clase IV, constituirá un 
porcentaje del valor de comercialización del 
producto extraido de la mina. Dicho valor se 
calculará por el promedio de los precios de 
comercialización del producto en el último 
semestre. 


O 
de sustancias minerales 
pertenecientes a la Clase ', AN or un 
porcentaje del monto "Free on Board” del 
mineral exportado o del monto del mineral 
facturado en plaza, en el período considerado. 
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DECRETO-LEY N? 15.242, 
de 8 de enero de 1982 


2) El porcentaje del Canon de producción será: 
a) Para los yacimientos de la Clase 11!: 


a) Para los primeros cinco años de 
explotación: 5%. Este porcentaje se 
compone de: un 2% de Canon estatal 
un 3% de participación para 
propietario del predio superficial; 


b) Para los años siguientes será del 8%, 
que se compone de: 3% de Canon 
estatal y un 5% de participación del 
propietario del predio superficial; 


PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


MISMO TEXTO APROBADO EN LA COMISIÓN DE 
INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, TURISMO Y 
SERVICIOS 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 
TURISMO Y SERVICIOS 


tomará este último a los efectos de determinar 
monto sobre el que se aplicará el Canon. 


2) El porcentaje del Canon de producción será: 


A) A bn 
los correspondientes a sustancias minerales 
metálicas: 


Para los primeros cinco años de explotación: 
5% (cinco por ciento). Este porcentaje se 
compone de: un 2% (dos por ciento) de 
Canon estatal y un 3% (tres por ciento) de 
participación para el propietario del predio 
superficial, 


Para los años siguientes será del e (ocho 
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PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 


PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


DECRETO-LEY N? 15.242, 
de 8 de enero de 1982 


"S'9-80D 


c) Para los yacimientos de la Clase IV: El 
Canon de producción será desde el 
comienzo de la explotación de 10%. Este 
porcentaje se compone: un 5% de 
Canon estatal y un 5% de participación 
para el propietario del predio superficial. 


El Canon de producción se abonará 
integramente a los organismos de 
recaudación estatales, abonando la 
Administración la participación que 
corresponda al superficiario dentro de los 
treinta días hábiles de percibido. Si fueran 
varios los propietarios de los predios 
superficiales correspondientes al 
yacimiento, la participación se distribuirá a 
prorrata de acuerdo con la extensión que 
abarque el área de la concesión minera en 
los distintos inmuebles; 


4) El Canon de producción se pagará según las 


siguientes reglas: 
a) Por semestre vencido y dentro de los 
diez dias hábiles siguientes al 


MISMO TEXTO APROBADO EN LA COMISIÓN DE 
INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, TURISMO Y 
SERVICIOS 


TURISMO Y SERVICIOS 


C) Para los yacimientos de la Clase IV: El 


Canon de producción será desde el comienzo 
de la explotación de 10% (diez por ciento). 


propietario del predio superficial, 


3) El Canon de producción se abonará 


treinta días hábiles de percibido. Si fueran 
varios los propietaños de los predios 
superficiales correspondientes al 
yacimiento, la participación se distribuirá a 
prorrata de acuerdo con la extensión que 
abarque el área de la concesión minera en 
los distintos inmuebles. 


4) El Camon de producción se pagará por 


semestre vencido y dentro de los veinte días 
hábiles siguientes al vencimiento. A estos 
efectos se deberán presentar las planillas 
de producción y de comercialización del 
semestre en cuestión, con ta 
correspondiente documentación 
probatoria. 
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DECRETO-LEY N* 15.242, PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
de 8 de enero de 1982 CÁMARA DE REPRESENTANTES COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 


TURISMO Y SERVICIOS 


MISMO TEXTO APROBADO EN LA COMISIÓN DE 
INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, TURISMO Y 
SERVICIOS 


EJ tati dé ton: partodos. camaatales El inicio de los períodos semestrales será fijado por la 
será fijado por la Reglamentación reglamentación.” 


Artículo 6”.- Sustituyeso el artículo 59 del Decreto-Ley 
N* 15.242, de 8 de enero de 1982, con las modificaciones 
introducidas por los articulos 194 y 195 de la Ley 
N* 18,172, de 31 de agosto de 2007, por el siguiente: 


Artículo 59.- Las infracciones administrativas serán objeto "ARTÍCULO 59.- Las infracciones administrativas 
de las siguientes sanciones: serán objeto de las siguientes sanciones: 


a) Apercibimiento. 
MISMO TEXTO APROBADO EN LA COMISIÓN DE 
b) Multas. que se graduarán según la infracción | INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, TURISMO Y b) Multas, que se graduarán según la infracción 
7 d SERVICIOS 
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DECRETO-LEY N? 15.242, PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
de 8 de enero de 1982 CÁMARA DE REPRESENTANTES COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 


TURISMO Y SERVICIOS 


Poder Ejecutivo a través de la 
reglamentación, determinar la calificación 
de las Infracciones de acuerdo a las 


categorías precedentes. 


Caducidad del derecho minero. En el caso de 
actividad extractiva sin título o autorización 
habilitante para la explotación se aplicará 
directamente esta sanción. 


c) La caducidad del derecho minero. En el caso 
de actividad extractiva sin título o autorización 
habilitante para la explotación se aplicará 
directamente esta sanción. 


Desestimación de la solicitud minera en 
trámite. En el caso de actividad extractiva sin 
tílulo o autorización habiltanmte para la 


d) Desestimación de la solicitud minera en 
trámito. En el caso de actividad extractiva sin 
título O autorización habilitante para la 

explotación, se aplicará directamente esta 


LIBRO SEGUNDO 
REGULACIÓN E LA ACTIVIDAD MINERA 
PRIMERA PARTE 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo ustitúyese 

de PRIMERA PARTE —-— DISPOSICIONES 
GENERALES - del LIBRO SEGUNDO — REGULACIÓN 
DE LA ACTIVIDAD MINERA del Decreto-Ley N* 15.242, 
de 8 de enero de 1982, por el siguiente: 


ARTÍCULO ADITIVO APROBADO EN LA COMISIÓN DE 
INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, TURISMO Y 
SERVICIOS 


“CAPÍTULO Il: 


PRINCIPIOS GENERALES QUE RIGEN LA EJECUCIÓN 
DE LA ACTIVIDAD GEOLÓGICA, MINERA O 
GEOLÓGICA Y MINERA” 


artículo 63 del Decreto-Ley N* 
982, por el siguiente: 


"ARTÍCULOS 63.- Son condiciones básicas para la 
ejecución de la actividad minera, con relación a cada una 
de sus fases, en caso de corresponder: 


a) El programa de la actividad y de la 


Artículo 8”.- S 
15.242, de 8 de enero de 1 


Articulo 63. Son condiciones básicas para la 
ejecución de la actividad minera, con relación a cada una 
de sus fases: 


a) El programa de la actividad y de la explotación, 
adecuados al yacimiento, con especificación de 


ció 
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DECRETO-LEY N? 15.242, PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
de 8 de enero de 1982 CÁMARA DE REPRESENTANTES COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 


TURISMO Y SERVICIOS 


métodos a aplicar; Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, por el métodos a aplicar. 
siguiente: 
b) El plan de inversiones; *b) El plan de inversiones y el estudio de su b) El plan de inversiones y el estudio de su viabilidad. 
viabilidad”. 


c) La caución o el aval que asegure el resarcimiento 
de los daños y perjuicios que deriven de las 
labores mineras; 


d) La determinación del área que será objeto de 
e e 
cada ; 


c) La caución o el aval que asegure el resarcimiento de 
los daños y perjuicios que deriven de las labores 


mineras. 

d) La determinación del área que será objeto de 
actividad minera y los plazos de ejecución de cada 
fase. 

8) La autorización especial referida a zonas sujetas a 

autorizaciones especiales (artículo 84). 


f) Deslinde, mensura y señalización del área que será 
objeto de explotación. 


e) La autorización especial referida a zonas sujetas 
a autorizaciones especiales (artículo 64); Artículo 8*.- Agrégase al articulo 63 del Decreto-Ley 


N* 15.242, de 8 de enero de 1982, el siguiente literal: 
f Deslinde, mensura y señalización del área que 
será objeto de explotación. 
”"g) Acreditar la obtención de las 
autorizaciones 


g) Acreditar la obtención de las autorizaciones 
, conforme a la ambientales, 


conforme a la normativa vigente, 
normativa vigente”. 
Para la Clase 1, el Poder Ejecutivo determinará lo que 
corresponda, sin peruicio de la aplicación subsidiaña de 
lo establecido por el artículo 104. 


Para la Clase !, el Poder Ejecutivo determinará lo que 
corresponda, sin perjuicio de la aplicación 
subsidiaria de lo establecido por el artículo 104. 


Para la Clase IV, la inspección General de Minas 
adecuará el régimen, en tanto el área de explotación esté 
contenida dentro del predio superficial, si su propietario es 
el titular de la Concesión. 


Para las Clases Il, l1l y IV, cuando el concesionario no 
es el propietario del predio superficial, son de aplicación 
las prescripciones de los artículos 104 y siguientes.” 


Para las Clases !l, Ill y IV, cuando el concesionario no es 
O 
los articulos 104 y 


Artículo 9*.- Sustilúyese el artículo 67 del Decreto-Ley 
N” 15.242, de 8 de enero de 1982, por el siguiente: 


MISMO TEXTO APROBADO EN LA COMISIÓN DE 
INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, TURISMO Y 


"ARTÍCULO 67.- Los yecinientos ep la Clase | quedan 
SERVICIOS sometidos al : 


apítulo ll de este 
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DECRETO-LEY N? 15,242, 
de 8 de enero de 1982 


Articulo 68.- Para los yacimientos del tera! B) de la Clase 
¡ Ministerio de Industria. Energía y Minera insti 


PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Artículo 10.- Sustitúuyese el artículo 68 del Decreto-Ley 
N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en la redacción dada 
por al artículo 230 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 
2008, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 68.- Para los yacimientos de la Clase | del 


caducidad del titulo en caso que resuelva 
prevalencia de la actividad relativa a los yacimientos 


Si para realizar la actividad minera relativa a los 
yacimientos de la Clase | del artículo 7” del Código de 
Minería, es necesario ingresar a alguno de los predios, 
acreditados los extremos que exija la reglamentación 

Nacional 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 
TURISMO Y SERVICIOS 


el artículo 68 del Decreto-Ley 
de 1982, en la redacción dada 
Ley N* 18,362, de 6 de octubre de 


"ARTÍCULO 68.- Para los yacimientos de la Clase | 
referidos en el artículo 7”, cuando las áreas a prospectar, 
explorar o explotar, se encuentren afectadas por otros 
títulos mineros, el Poder Ejecutivo procurará la 
simultaneidad o concurrencia de las actividades mineras, y 
en caso de no ser posible decidirá cuál debe prevalecer, 
disponiendo la caducidad del título en caso que resuelva la 
prevalencia de la actividad relativa a los yacimientos de 
Clase |. 


Para la etapa de prospección así como de exploración 
se podrá suspender el título minero por el plazo que estime 
el Poder Ejecutivo para permitir el desarrollo de las labores 
mineras relativas a los yacimientos de la Clase | referidos 
en el artículo 7”.. 


Si para realizar la actividad minera relativa a los 
yacimientos de la Clase | referidos en el artículo 7”, es 
necesario ingresar a alguno de los predios; acreditados los 


tramitará la servidumbre de estudio correspondiente 
ante la Dirección Nacional de Minería y Geología. 


CE UA SRT Sl ORO EA e aa AO 


"SO Ip 


SAJHOUVNAS HU VAVINYO 


TIOZ ap omnfap 9 


DECRETO-LEY N2 15.242, 
de 8 de enero de 1982 


actividad minera, la extensión y forma del área que será 
objeto de labores mineras, el plazo de ejecución de cada 
etapa y las demás condiciones que requiere el desarrollo 
de la actividad. 


PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


coexistencia de ambas, el Poder Ejecutivo dispondrá 


MISMO TEXTO APROBADO EN LA COMISIÓN DE 
INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, TURISMO Y 
SERVICIOS 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 
TURISMO Y SERVICIOS 


ambas, el Poder Ejecutivo dispondrá cuál debe primar, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo anterior. 


La Administración Nacional de Combustibles, Alcohol 
y Pórtland (ANCAP) , a medida que se desarrollen las 
labores mineras relativas a los yacimientos de la Clase | 
referidos en el artículo 7*, comunicará al Poder Ejecutivo 
las modificaciones del área a los efectos previstos en el 


comunicación precedente, el Poder Ejecutivo modificará el 
área asignada”. 


Artículo 11.- Sustitúyese el artículo 69 del Decreto-Ley 
N* 15.242, de B de enero de 1982, en la redacción dada 
por el artículo 230 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 
2008, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 69.- Para los yacimientos de la Clase | 
referidos en el artículo 7”, el Poder Ejecutivo 
establecerá, en cada caso, para la realización de la 
actividad minera la extensión y forma del área que 
será objeto de labores mineras, el plazo de ejecución 
de cada etapa y las demás condiciones que requiera 
el desarrollo de dicha actividad. 


La resolución será comunicada a la Dirección 
Nacional de Minería y Geología quien, previo a dar 
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DECRETO-LEY N? 15.242, 
de 8 de enero de 1982 


Son de aplicación a este régimen las disposiciones 
sobre servidumbre minera y vigilancia establecidas por 
este Código 


Artículo 70.- Las sustancias minerales de los yacimientos 
del literal A) de la Clase |, al ser separadas o extraídas del 
yacimiento, se incorporarán al dominio privado del Estado, 
con excepción de los volúmenes necesarios para resarcir 
el costo de producción o para retribuir al contratista, si es 
el caso, que se incorporan al patrimonio de la entidad 
estatal que realiza la actividad minera. 


CAPITULO il 
Régimen de los yacimientos del literal a) de la Clase | 


Artículo 71,- La Administración Nacional de Combustibles, 
Alcohol! y Portland (ANCAP) es el organismo competente 
para realizar la actividad minera correspondiente al literal 
a) de la Clase |, del artículo 7”. 


Artículo 72.- ANCAP podrá ejecutar una, varias o todas 
las fases de la operación petrolera mediante contratación 
con terceros, a nombre del Ente Estatal, contratando a 
tales efectos con personas fisicas o juridicas, nacionales o 
extranjeras, de derecho público o privado, o con 
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MISMO TEXTO APROBADO EN LA COMISIÓN DE 
INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, TURISMO Y 
SERVICIOS 


Artículo 13.- Sustitúyese el Capitulo 1! del Libro Segundo, 
Segunda Parte, Título |, artículos 71 a 76, del Decreto-Ley 
N? 15.242, de 8 de enero de 1982, por el siguiente: 


"CAPITULO Il 


Régimen de los yacimientos de la Clase | 


ARTÍCULO 71.- La Administración Nacional de 
Combustibles, Alcohol y Pórtland es el organismo 
competente para realizar la actividad minera 
correspondiente a la Clase 1 del artículo 7”. 


ARTÍCULO 72.- La Administración Nacional de 
Combustibles, Alcohol y Pórtland podrá ejecutar 
una, vañas o todas las fases de la actividad minera, 
mediante contratación con terceros, a nombre del ente 
Estatal, contratando a tales efectos con personas 
físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, de 
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abonar indemnización. 


Son de aplicación a este régimen las disposiciones 
sobre servidumbre minera y vigilancia establecidas por 
este Código” 


.- Sustitúyese el artículo 70 del Decreto-Ley 
N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en la redacción dada 
por el artículo 230 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 
2008, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 70.- Las sustancias minerales de los 
yacimientos de la Clase |, al ser separadas o extraídas del 
yacimiento, se incorporan al dominio privado del Estado, 
con excepción de los volúmenes necesarios para resarcir 
el costo de producción o para retribuir al contratista, si es 
el caso, que se incorporan al palrimonio de la entidad 
estatal que realiza la actividad minera”. 


.- Sustitúyese el Capítulo Il del Libro Segundo, 
Segunda Parte, Título |, artículos 71 a 76, del Decreto-Ley 
N* 15.242, de 8 de enero de 1982, por el siguiente: 


*CAPITULO !l 
Régimen de los yacimientos de la Clase | 


ARTÍCULO 71.- La Administración Nacional de 
Combustibles, Alcohol y Pórlland (ANCAP) es el 
organismo competente para realizar la actividad 
minera correspondiente a la Clase | referida en el 
artículo 7*. 


ARTÍCULO 72.- La Administración Nacional de 
Combustibles, Alcohol y Pórtland (ANCAP) podrá 
ejecutar una, varias o todas las fases de la actividad 
minera, mediante contratación con terceros, a nombre 
del ente Estatal, contratando a tales efectos con 
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personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, 
de derecho público o privado, o con organismos 
internacionales. 


La contratación podrá revestir cualquiera de las formas 
utilizables en la materia, incluso la que pone el riesgo 
a cargo del contratista. 


derecho público o privado, o con organismos 
internacionales. 


La contratación podrá revestir cualquiera de las formas 
utilizables en la materia, incluso la que pone el ñesgo 
a cargo del contratista. 


ARTÍCULO 73.- Las bases de contratación deberán 
ser autorizadas por el Poder Ejecutivo el que también 
deberá aprobar el contrato a suscribirse como 
condición de validez del mismo. 


Para la selección del contratista se procederá 
mediante concurso de ofertas o licitación pública, 
pudiendo prescindirse de esos procedimientos y 
efectuar la contratación directa con autorización del 
Poder Ejecutivo. 


La contratación podrá revestir cualquiera de las formas 
utilizables en la materia, incluso la que pone el riesgo a 
cargo del contratista. 


Artículo 73.- Las bases de contratación deberán ser 
autorizadas por el Poder Ejecutivo el que también deberá 
aprobar el contrato a suscribirse como condición de 
validez del mismo. Para la selección del contratista, se 


ARTÍCULO 73.- Las bases de contratación deberán 
ser autorizadas por el Poder Ejecutivo el que también 
deberá aprobar el contrato a suscribirse como 
condición de validez del mismo. 


Para la selección del contratista se procederá 
mediante concurso de ofertas o licitación pública, 
pudiendo prescindirse de esos procedimientos y 
efectuar la contratación directa con autorización del 
Poder Ejecutivo. 


El pacto de retribución en especie al contratista, se 
entenderá siempre bajo la condición de que el Ente Estatal 
tendrá el derecho de adquirir al contratista los volúmenes 


El pacto de retribución en especie al contratista, se 
entenderá siempre bajo la condición de que el ente 
Estatal tendrá el derecho de adquirir al contratista los 
volúmenes que hayan de destinarse al mercado 
interno, 


El pacto de retribución en especie al contratista, se 


interno, 
oportunidades, proporciones y bases de precios 
correspondientes. 


ARTÍCULO 74.- Todas las actividades comprendidas 

en la industria de la Clase |, se declaran de interés ARTÍCULO 74.- Todas las actividades comprendidas 

nacional. en la industría de la Clase |, se declaran de interés 
nacional. 


ARTÍCULO 75.- Las sustancias de la Clase | referidas 
en el artículo 7* y las sustancias que las acompañan, 
cualquiera sea el estado fisico en que se encuentren o 
forma en que se presenten, por el hecho de la 
explotación o extracción quedan desafectadas del 
dominio originario, incorporándose al dominio común 
del Estado. 


Artículo 74,- Todas las actividades comprendidas en la 
industria de hidrocarburos se declaran de interés nacional. 


ARTÍCULO 75.- Las sustancias de la Clase | del 
artículo 7? y las sustancias que las acompañan, 
cualquiera sea el estado físico en que se encuentren o 
forma en que se presenten, por el hecho de la 
explotación o extracción quedan desafectadas del 
A incorporándose al dominio común 


Artículo 75.- Las sustancias de la Clase !, literal a) del 
artículo 7* y las sustancias que las acompañan, cualquiera 
sea el estado físico en que se encuentren o forma en que 
se presenten, por el hecho de la explotación o extracción 
quedan  desafectados del dominio originario, 
incorporándose al dominio común del Estado. 
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DECRETO-LEY N* 15.242, 
de 8 de enero de 1982 


operaciones así como los requeridos para el resarcimiento 
del costo de producción, o para retribuir al contratista, por 
el hecho de la exploración o de ta extracción quedarán 
incorporados al patrimonio de ANCAP. 


Los volúmenes restantes serán administrados por 
ANCAP. 


El contratista, podrá disponer libremente para la 
exportación de los volúmenes de sustancias que le 
correspondan de acuerdo al contrato 


Artículo 76,- Se declaran de utilidad pública las 
expropiaciones que se requieran para el cumplimiento de 
cualquiera de las actividades relativas a la industria de las 
sustancias de la Clase | literal a) del artículo 7” en 
cualquiera de sus formas y fases. 


Artículo 86.- La operación de prospección sólo puede ser 
realizada por el titular de un permiso de prospección que 
será otorgado con arreglo a los siguientes extremos que 
deberá justificar el solicitante: 


1) Plano de deslinde del área a prospectar y 
croquis de la zona; 


2) Programas de la actividad, especificando 
métodos y técnicas a emplear. 


PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


operaciones asi como los requeridos para el 
resarcimiento del costo de producción, o para retribuir 
contratista, por el hecho de la exploración o de la 


Los volúmenes restantes serán administrados por 
ANCAP. 


El contratista podrá disponer libremente para la 
exportación de los volúmenes de sustancias que le 
correspondan de acuerdo al contrato. 


ARTÍCULO 76.- Se declaran de utilidad pública las 
expropiaciones que se requieran para el cumplimiento de 
cualesquiera de las actividades relativas a la industria de 
las sustancias de la Clase 1 del artículo 7* en cualquiera 
de sus formas o fases”. 


Artículo 14.- Sustilúyese el artículo 86 del Decreto-Ley 
N* 15.242, de 8 de enero de 1982, con las modificaciones 
introducidas por el artículo 184 de la Ley N* 17.930, de 19 
de diciembre de 2005, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 86.- La operación de prospección sólo 
puede ser realizada por el titular de un permiso de 
prospección que será otorgado con arreglo a los 
siguientes extremos que deberá justificar el solicitante: 


1) Plano de deslinde del área a prospectar y croquis 
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Los volúmenes que sean necesarios utilizar para las 


Los volúmenes restantes serán administrados por la 
Administración Nacional de Combustibles, Alcohol 
y Pórtland (ANCAP) 


El contratista podrá disponer libremente para la 
exportación de los volúmenes de sustancias que le 
correspondan de acuerdo al contrato. 


ARTÍCULO 76.- Se declaran de utilidad pública las 
expropiaciones que se requieran para el cumplimiento de 
cualesquiera de las actividades relativas a la industria de 
las sustancias de la Clase | referidas en el articulo 7* en 
cualquiera de sus formas o fases”. 


Artículo 14.- Sustitúyese el artículo 86 del Decreto-Ley 
N* 15.242, de 8 de enero de 1982, con las modificaciones 
introducidas por el artículo 184 de la Ley N* 17.930, de 19 
de diciembre de 2005, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 86.- La operación de prospección sólo puede 
ser realizada por el titular de un permiso de prospección 
que será otorgado con arreglo a los siguientes extremos 
que deberá justificar el solicitante: 


1) Plano de deslinde del área a prospectar y croquis 
de ubicación del área. 


2) Programa de la actividad, especificando métodos 
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DECRETO-LEY N* 15.242, 
de 8 de enero de 1982 


3) Sustancias minerales determinadas 
taxativamente que serían objeto de la 
prospección; 


pS de palpa minera que 


Caución o aval que asegure el resarcimiento 
de los daños y perjuicios que puedan derivar 
de la actividad. 


El monto será fijado por la Inspección 
General de Minas y no podrá ser liberado 
hasta sesenta días oli cumplidos del 
vencimiento del plazo del permiso, si no 
hubieren reclamaciones pendientes; si las 
hubiese, la garantía se mantendrá hasta su 
definición. 


La Reglamentación establecerá las precisiones 


técnicas y el desarrollo de los extremos precedentes. 


3) 


4) 


5) 


6) 


PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Sustancias minerales determinadas 
taxativamente que serían objeto de la 
prospección. 


Capacidad técnica y financiera adecuada al 
programa de la actividad a desarrollar. 


Solicitud de la 
correspondiente. 


servidumbre minera 


Caución o aval que asegure el resarcimiento de 
los daños y perjuicios que puedan derivar de la 
actividad, 


El monto será fijado por la Dirección Naclonal 
de Minería y Geologia y no podrá ser liberado 
hasta sesenta dias calendario a contar desde el 
vencimiento del plazo del permiso si no hubiere 
demanda judicial por daños y perjuicios. En 
caso que se acredite ante la Dirección 
Nacional de Minería y Geología la existencia 
de proceso ordinario por daños y perjuicios, la 
caución o aval se mantendrá hasta su definición. 


Designación de técnico responsable de la 
actividad. 


La reglamentación establecerá las precisiones 
técnicas y el desarrollo de todos los extremos 
precedentes, en mérito a los cuales la 
Dirección Naclonal de Minería y Geología 
dispondrá los instructivos que correspondan. 


Para el pto soma del permiso de prospección 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 
TURISMO Y SERVICIOS 


3) Sustancias minerales determinadas 
taxativamente que serían objeto de la 
prospección. 


4) Capacidad técnica y financiera adecuada al 
programa de la actividad a desarrollar. 


5) Solicitud de la servidumbre minera 
correspondiente 


6) Caución o aval que asegure el resarcimiento de 
los daños y perjuicios que puedan derivar de la 
actividad. 


El monto será fijado por la Dirección Nacional de 
Minería y Geología y no podrá ser liberado hasta 
sesenta días calendaño a contar desde el 
vencimiento del plazo del permiso si no hubiere 
demanda judicial por daños y perjuicios notificada. 
En caso que se acredite dentro de dicho plazo ante 
la Dirección Nacional de Minería y Geología la 
existencia de proceso ordinario por daños y 
perjuicios, la caución o aval se mantendrá hasta su 
definición. 


7) Designación de técnico responsable de la 
actividad. 


La reglamentación establecerá las precisiones 
técnicas y el desarrollo de todos los extremos 
precedentes, en mérito a los cuales la Dirección 
Nacional de Minería y Geología dispondrá los 
instructivos que correspondan 


Para el gai del permiso de prospección 
erirá vista a 


¡pj A Arfículo 15.- Susiilúyese el artículo 87 del DecreloLey | Artículo 15.- Sustituyese el artículo 87 del Decreto Loy N' 
N* 15.242, de 8 de enero de 1982, con las modificaciones | 15.242, de 8 de enero de 1982, con las modificaciones 
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introducidas por el artículo 181 de la Ley N* 17.930, de 19 
de diciembre de 2005, por el siguiente: 


introducidas por el articulo 181 de la Ley N* 17.930, de 19 
de diciembre de 2005, por el siguiente: 


Artículo 87.- El permiso de prospección tendrá una 
validez entre un mínimo de tres meses y un máximo de 


pera ter prorrogado, por única 


"ARTÍCULO 87.- El permiso de prospección tendrá 
una validez entre un mínimo de tres meses y un 
máximo de treinta y sels meses, que podrá ser 
prorrogada por treinta y sels meses más en 
periodos de hasta doce meses; a partir de la solicitud 
de la segunda prórroga deberá liberar un 25% 
(veinticinco por clento) del área originaria y en la 
tercera solicitud de prórroga el 25% (veinticinco 
por ciento) del área remanente. A efectos de 
conceder las prórrogas el permisario deberá 
presentar informe específico detallado que 
justifique su solicitud. 


"ARTÍCULO 87.- El permiso de prospección tendrá 
una validez entre un mínimo de tres meses y un 
máximo de treinta y seis meses, que podrá ser 
prorrogada por treinta y seis meses más en periodos 
de hasta doce meses; a partir de la solicitud de la 
segunda prórroga deberá liberar un 25% (veinticinco 
por ciento) del área originaria y en la tercera solicitud 
de prórroga el 25% (veinticinco por ciento) del área 
remanente. A efectos de conceder las prórrogas el 
permisario deberá presentar informe específico 
detallado que justifique su solicitud, 


La extensión máxima del área o zona a prospectar 
de cada permiso será 100.000 hectáreas y el límite 
total, en caso de otorgarse más de un permiso a la 
misma persona física o jurídica será de 200.000 
hectáreas. El Poder Ejecutivo podrá autorizar que 
se exceda el área máxima, por razones fundadas, 
si el proyecto minero hiciese necesario disponer 
de un área superior al máximo por empresa. 


La extensión máxima del área o zona a prospactar 
de cada permiso será de 100,000 hectáreas y el límite 
total, en caso de otorgarse más de un permiso a la 
misma persona física o jurídica será de 200.000 
hectáreas. El Poder Ejecutivo podrá autorizar que se 
exceda el área máxima, por razones fundadas, si el 
proyecto minero hiciese necesario disponer de un área 
superior al máximo por empresa. 


Para la fijación concreta del área de prospección, la 
autoridad minera tendrá en cuenta el programa de la 
actividad propuesto, la capacidad financiera para la 
ejecución del mismo, la tecnología y equipos a ubilizar, 
así como todos los detalles del proyecto minero que 
justifiquen la necesidad del área solicitada. 


La extensión máxima del área o zona a 
prospectar de cada permiso será de 100.000 hectáreas y 
el límite total, en caso de otorgarse más de un permiso a 
la misma persona será de 200.000 hectáreas. 


Para la fijación concreta del área de prospección, la 
autoridad minera tendrá en cuenta el programa de la 
actividad propuesto, la capacidad financiera para la 
ejecución del mismo, la tecnología y equipos a 
utilizar, así como todos los detalles del proyecto 
minero que justifiquen la necesidad del área 
solicitada. 


Para la fijación concreta del área de prospección, 
la Autoridad Minera tendrá en cuenta el programa de la 
actividad propuesto, la tecnología y equipos a utilizar. 


En zonas acuáticas fuera de la linea de costa, los 
máximos de extensión del área serán fijados, en cada 
caso, por el Poder Ejecutivo. 


En zonas acuáticas los máximos de extensión del 
área serán fijados, en cada caso, por el Poder 
Ejecutivo. 


El plazo se contará a partir del día agrada de la 
notificación al interesado del permiso y 


En zonas acuáticas los máximos de extensión del 
área serán fijados, en cada caso, por el Poder Ejecutivo. 


El plazo se cuenta a partir del día siguiente de la 
notificación al_interesado del permiso otorgado. El 
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El plazo se cuenta a partir del día siguiente de la curso del plazo sólo podrá ser intermmpido por 
notificación al interesado del permiso otorgado. El curso razones justificadas por el titular y aceptadas por la 
del plazo sólo podrá ser interrumpido por razones Dirección Nacional de Minería y Geología”. 
justificadas por el titular y ptadas por la Inspección 

linas, no exte sta interrupción en 


G 


Artículo 16.- Sustitúyese el artículo 91 del Decreto Ley 
N* 15.242, de 8 de enero de 1982, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 91.- El permisario está obligado: 


1) A presentar informes de avance de proyectos 
anuales y cuando la Dirección Nacional de 
Minería y Geología así lo requiera. Los 
informes pre aludidos deberán incluir las 
inversiones realizadas. 


Al vencer el plazo del permiso cualesquiera sea el Al vencer el plazo del permiso cualquiera sea el 
resultado de la actividad deberá presentar a la Inspección resultado de la actividad, deberá presentar a la 
general d ? me detalla: documentado de Dirección Nacional de Minería y Geología un 
informe final, detallado y documentado con 
conclusiones, Incluyendo las inversiones 

producidas. 


Asimismo, al finalizar la actividad de 
prospección la Dirección Nacional de Medio 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 
TURISMO Y SERVICIOS 


curso del plazo sólo podrá ser interrumpido por 
razones justificadas por el titular y aceptadas por la 
Dirección Nacional de Minería y Geología" 


- Sustitúyese el artículo 91 del Decreto-Ley N* 


Artículo 16.- 
15.242, de 8 de enero de 1982, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 91.- El permisario está obligado: 


1) A presentar informes de avance de proyecto 
anuales y cuando la Dirección Nacional de 
Minería y Geología así lo requiera. Los informes 
pre aludidos deberán incluir las inversiones 
realizadas. 


El incumplimiento de la obligación aparejará la 
caducidad del título, 


2) Al vencer el plazo del permiso cualquiera sea el 
resultado de la actividad, deberá presentar a la 
Dirección Nacional de Minería y Geología un 
informe final, detallado y documentado con 
conclusiones, incluyendo las inversiones 
producidas. a 


Asimismo, al finalizar la actividad de prospección la 
Dirección Nacional de Minería y Geología 
corroborará la ausencia de daños y perjuicios 
derivados de la actividad. 
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de 8 de enero de 1982 


Este informe será condición para la devolución o liberación 
de la caución constituida 


Artículo 92.- Las operaciones de exploración sólo podrán 
ser realizadas por el titular de un permiso de exploración, 


Artículo 93.- El otorgamiento del permiso de exploración 
se hará con arreglo a los siguientes presupuestos: 


2) 


PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Seología. 


La presentación del informe final y la verificación 
referida serán condición para la devolución o 
liberación de la caución constituida. 


A los ofectos del cumplimiento del presente 
articulo la Dirección Nacional de Minería y 
Geología los Instructivos 


MISMO TEXTO APROBADO EN LA COMISIÓN DE 
INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, TURISMO Y 
SERVICIOS 


Artículo 18.- Sustituye; 
N* 15.242, 0 de ias de 0, en de Pataonión dedo 
por el artículo 183 de la Ley N* 17,930, de 19 de diciembre 
de 2005, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 93.- El otorgamiento del permiso de 
exploración se hará con arreglo a los siguientes 
presupuestos: 


1) Por razón de prioridad al titular de un permiso de 
prospección, que lo solicite en tiempo y forma. 


2) A cualquier tercero, respecto a yacimientos o 
áreas mineras inscriptas en el Registro de 
Vacancias o respecto a áreas que el solicitante 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 
TURISMO Y SERVICIOS 


La presentación del informe final y la verificación 
referida serán condición para la devolución o liberación de 
la caución constituida. 


A los efectos del cumplimiento del presente 
artículo la Dirección Nacional de Minería y Geología 
dispondrá los instructivos correspondientes” 


Artículo 17.- Sustituyese 
N? 15.242, de 8 de enero de 1982, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 92.- Las operaciones de exploración sólo 
podrán ser realizadas por el titular de un permiso de 
exploración. 


Dicho título será otorgado previa vista al 
a las siguientes 


Articulo 18.- 

15.242, de 8 de enero de 1982, en la redacción dada por 
el artículo 183 de la Ley N? 17.930, de 19 de diciembre de 
2005, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 93.- El otorgamiento del permiso de 
exploración se hará con arreglo a los siguientes 
presupuestos: 


1) Por razón de prioridad al titular de un permiso 
de prospección, que lo solicite en tiempo y 
forma. 


2) A cualquier tercero, respecto a yacimientos o 
áreas mineras inscriptas en el Registro de 
Vacancias o respecto a áreas que el solicitante 
considere con fundamentos que presentan 
0 Dect Ñ las a aprobación de 
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DECRETO-LEY N? 15.242, 
de 8 de enero de 1982 


Plano o croquis del área a explorar, con 
la información de ubicación, deslinde y 
extensión; 


La o las sustancias taxativamente 
determinadas que se proponen explorar 
y los estudios técnicos realizados; 


Programa de operaciones, especificando 


tareas, métodos, técnicas, máquinas y 
equipos a emplear; 


Solicitud de servidumbre minera que 
conforme al área afectada, 


PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Dirección Nacional de Minería y Geología. En 
todos los casos, con verificación previa de las 
condiciones requeridas por el artículo 88. 


3) El solicitante deberá acreditar: 


a) Plano y croquis del área a explorar, con la 
información de ubicación, deslinde y 
extensión. 


b) La o las sustancias  taxalivamente 
determinadas que se proponen explorar y 
los estudios técnicos realizados. 


Programa de operaciones, con 
cronograma de las mismas, especificando 
tareas, métodos, técnicas, máquinas y 
equipos a emplear. 


Solicitud de la servidumbre minera que 
corresponda. 


Designación del técnico responsable de la 
actividad. 


Plan de inversiones. 


que 
A Ad El monto 
o por la Dirección Nacional de 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 


TURISMO Y SERVICIOS 


la Dirección Nacional de Minería y Geología. 
En todos los casos, con verificación previa de 
las condiciones requeridas por el artículo 88. 


3) El solicitante deberá acreditar: 


a) Plano y croquis del área a explorar, con la 
información de ubicación, deslinde y 
extensión. 


b) la oO las sustancias  taxativamente 
determinadas que se proponen explorar y los 
estudios técnicos realizados. 


c) esoo de operaciones, con cronograma de 
s mismas, especificando tareas, mótodos, 
Cort máquinas y equipos a emplear. 


d) Solicitud de la servidumbre minera que 
corresponda. 


e) Designación del técnico responsable - de la 
actividad. 


f) Plan de inversiones. 


g) Plan de cierre o abandono de la actividad, 
incluyendo las acciones de 
del sitio que se considere necesario. 


h) Capacidad económica o financiera adecuadas 
al programa de trabajo. 


ij Caución o aval que asegure el 
resarcimiento de los daños y perjuicios que 
penca Dear de e CUADO: E MTS 20 
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DECRETO-LEY N? 15.242, 
de 8 de enero de 1982 


El permiso de exploración se otorga por un plazo de dos 


años, prorrogable por dos veces por períodos de un año. 


PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Minería y Geología, si esta hubiera sido 
dañada por la actividad”. 


el articulo 94 del Decreto-Ley 


Artículo _19.- Sustituyese 
N* 15.242, de 8 de enero de 1982, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 94.- El área objeto del permiso de 
exploración será de un solo cuerpo y su forma regular, 
con una extensión máxima de 1.000 hectáreas por 
cada permiso y un máximo total, para el caso de más 
de un permiso a la misma persona, fisica o jurídica, 
de 2.000 hectáreas. En este último caso, el Poder 
Ejecutivo por razones fundadas y con informe 
favorable de la Dirección Nacional de Minería y 
Geología, podrá autorizar mayor extensión. 


permiso de exploración se otorgará por un 
plazo minimo de un año y un máximo de tres años, 
nó por tres veces por periodos de un 


Para la segunda prórroga del título, deberá 
liberarse el 25% (veinticinco por ciento) del área 
originaria y para la tercera prórroga el 25% 
(veinticinco por ciento) del área remanente. 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 
TURISMO Y SERVICIOS 


- Sustitúyese el artículo 94 del Decreto-Ley 


N> 15.242, de 8 de enero de 1982, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 94.- El área objeto del permiso de 
exploración será de un solo cuerpo y su forma regular, 
con una extensión máxima de 1.000 hectáreas por 
cada permiso y un máximo total, para el caso de más 
de un permiso a la misma persona, física o Juridica, de 


Poder 
informe 


prorrogables por tres veces por períodos de un año. 


Para la segunda prórroga del título, deberá liberarse 
el 25% (veinticinco por ciento) del área originaria y 
para la tercera prórroga el 25% (veinticinco por ciento) 


lazo original si se 
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DECRETO-LEY N? 15.242, 
de 8 de enero de 1982 


Artículo 96.- El permisario está obligado: 


1) 


3) 


A iniciar la exploración dentro del término de 
seis meses de iniciado el cómputo del plazo 
con el descuento de la internipción que fuera 
autorizada; 


A ejecutar racionalmente el programa de 
adiividad propuesta y las inversiones 
proyectadas; 


A comunicar, dentro de los sesenta dias 
calendaño de ocurrido todo descubrimiento 
de minerales no comprendidos en el permiso; 


PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


El plazo del permiso de exploración se 
computará a partir del día siguiente a aquel en que 
se notifique al titular minero el otorgamiento del 
título y sólo se suspenderá por razones 
justificadas a juicio de la Dirección Nacional de 
Mineria y Geologia”. 


rtás di túyese el artículo 96 del Decreto-Ley 
N> 15.242, de 8 de enero de 1982, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 96.- El titular minero estará obligado a: 
1) Comenzar la exploración dentro del término de seis 


meses de iniciado el cómputo del plazo con el 
descuento de la suspensión que fuera autorizada. 


2) Ejecutar racionalmente el programa de actividad 
proyectadas, 


cronograma 
procedimientos y equipos a emplear deberán 
ajustarse a la reglamentación que se dicte 
acorde a las buenas prácticas en la materia. 


3) Comunicar, dentro de los sesenta días calendario 
4) Presentar trimestralmente informe de la actividad 
cumplida, con agregación de muestras y análisis. 


5) Presentar al tórmino de ta exploración, cualquiera 
fuera la causa de la extinción del permiso, un 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 


partir del día siguiente a aquel en que se notifique 
titular minero el otorgamiento del título y sólo 
suspenderá por razones justificadas a juicio de 
Dirección Nacional de Minería y Geología". 


- Sustitúyese el artículo 96 del Decreto-Ley 


Artículo 20,- 
15.242, de 8 de enero de 1982, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 96.- El titular minero estará obligado a: 


1) Comenzar la exploración dentro del tármino de seis 
meses de iniciado el cómputo del plazo con el 
descuento de la suspensión que fuera autorizada. 


2) Ejecutar racionalmente el programa de actividad 
proyectadas 


3) Comunicar, dentro de los sesenta días calendario 
de ocurrido todo descubrimiento de minerales no 
comprendidos en el permiso. 


4) Presentar trimestralmente informe de la actividad 
cumplida, con agregación de muestras y análisis, 


5) Presentar al término de la exploración, cualquiera 
fuera la causa de la extinción del permiso, un 
informe final detallado y documentado de la labor 
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DECRETO-LEY N2 15.242, 
de 8 de enero de 1982 


Artículo 98.- La explotación de yacimientos de la Clase 11l 
se podrá realizar en virtud de una concesión para explotar, 
otorgada con arreglo a las siguientes disposiciones 


Artículo 100.- El otorgamiento de una concesión para 
explotar se hará con arrego a los siguientes 
presupuestos: 


1) Por razón de prioridad del titular de un 


permiso de prospección o de un permiso de 
exploración, si formula su petición en tiempo 
y forma: 


A cualquier tercero, A e 


PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


realizada así como de las inversiones y de la 
ejecución del plan de cierre o abandono de la 
actividad, sl correspondiere. 


6) Al finalizar la actividad de exploración la 
Dirección Nacional de Medio Ambiente 
corroborará la recomposición del área e 
informará a la Dirección Nacional de Minería y 
Geología. 


Dicha verificación será condición para la 
liberación O devolución de la caución 
constituida”. 


MISMO TEXTO APROBADO EN LA COMISIÓN DE 
INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, TURISMO Y 
SERVICIOS 


Articulo 22.- A 
N* 15,242, de 8 de enero 1982, con la modificación 
introducida por el Solo 106 de la a 
de diciembre de 2005, por el siguiente 


"ARTÍCULO 100.- El otorgamiento de una concesión 

para explotar se hará con arreglo a los siguientes 

presupuestos: 

1) Por razón de prioridad del titular de un permiso de 
prospección o de un permiso de exploración, si 

formula su potición en empo y forma. 


2) SI Pepo a. pateras. O 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 


el artículo 98 del Decreto-Ley 


Artículo 21.- Sustitúyese 
N? 15,242, de 8 de enero de 1982, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 98.- La explotación de yacimientos de la 

Clase lll se podrá realizar en virtud de una concesión 
para explotar, la cual será otorgada previa vista al 

superficiaio, con arreglo a las 


Artículo 22.- Sustitúyese 

N”? 15.242, de 8 de enero de 1982, con la modificación 
introducida por el artículo 185 de la Ley N* 17,930, de 19 
de diciembre de 2005, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 100.- El otorgamiento de una concesión 
para explotar se hará con arreglo a los siguientes 
presupuestos: 


1) Por razón de prioridad del titular de un permiso 
de prospección o de un permiso de exploración, 
si formula su petición en tiempo y forma. 
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DECRETO-LEY N* 15.242, 
de 8 de enero de 1982 


Vacancias o respecto a áreas que el 
solicitante considere con fundamentos y 
estudios previos que ofrecen perspectivas 
mineras ciertas, sujeto a aceptación de la 
autoridad respectiva. 


En todos los casos con verificación 
de las condiciones establecidas por el articulo 
88 y de la autorización para zonas especiales 
(artículo 64); 


3) El solicitante deberá justificar los siguientes 
extremos: 


a) Descripción del yacimiento, ubicación, 
forma, clase y ley del mineral, los 
volúmenes de reserva comprobados y 


Croquis de la zona y plano de 
deslinde del área, determinando la 
extensión necesaria para la 
explotación del yacimiento y para la 
instalación de los equipos, maquinas, 
utilaje, y demás elementos 
complementarios de la explotación; 


Determinación de los procedimientos 
o técnicas a emplear, detallando 
equipos y maquinas; 


PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Vacancias o respecto a áreas que el solicitante 
considere con fundamentos y estudios previos 
que ofrecen perspectivas mineras ciertas, sujeto a 
aceptación de la autoridad respectiva. 


En todos los casos con verificación previa de 
las condiciones establecidas por el artículo 88 y 
de la autorización para zonas especiales (artículo 
64). 


El solicitante deberá justificar los siguientes 
extremos: 


a) Descripción del yacimiento, ubicación, forma, 
clase y ley del mineral, volumen de reservas 
categorizadas, así como toda información 
que demuestre la viabilidad de su 
explotación racional. 


b) Croquis de la zona y plano de deslinde del 
área, determinando la extensión necesaria 
para la explotación del yacimiento y para la 
instalación de los equipos, máquinas, utillaje 
y demás elementos complementarios de la 
explotación. 


Determinación de los procedimientos o 
técnicas a emplear, equipos y máquinas; 
plan de explotación detallado, con labores 
a realizar en la modalidad seleccionada, 
localización de escombreras y la 
estimación de su volumen, planta de 
beneficiación si la hublere, y toda 
infraestructura vinculada al proyecto, lo 
que se reglamentará acorde a las buenas 
prácticas en la materia. 


d)P 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 


TURISMO Y SERVICIOS 


Vacancias o respecto a áreas que el solicitante 
considere con fundamentos y estudios previos 
que ofrecen perspectivas mineras ciertas, sujeto 
a aceptación de la autoridad respectiva. 


En todos los casos con verificación previa de 
las condiciones establecidas por el artículo 88 y 
de la autorización para zonas especiales 
(artículo 64). 


3) El solicitante deberá justificar los siguientes 
extremos: 


a) Descripción del yacimiento, ubicación, forma, 
clase y ley del mineral, volumen de reservas 
categorizadas, así como toda información que 
demuestre la viabilidad de su explotación 
racional. 


b) Croquis de la zona y plano de deslinde del 
área, determinando la extensión necesaria 
para la explotación del yacimiento y para la 
instalación de los equipos, máquinas, utillaje 
y demás elementos complementarios de la 
explotación. 


c) Determinación de los procedimientos o 
técnicas a emplear, equipos y máquinas; plan 
de explotación detallado, con labores a 
realizar en la modalidad seleccionada, 
localización de escombreras y la estimación 
de su volumen, planta de beneficiación si la 
hubiere, y toda infraestructura vinculada al 
proyecto, lo que se reglamentará acorde a las 
buenas prácticas en la materia. 
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DECRETO-LEY N* 15.242, 
de 8 de enero de 1982 


discriminando: 

- Volúmenes de producción. 

- Caracteristicas que asumirá la 
producción, en bruto, beneficiada, 
industrializada. 


e) Acreditar capacidad técnica y 
financiera adecuada al Plan de 
Explotación a desarrollar; 

f Solicitud de servidumbre minera que 
corresponda conforme al área 
alectada, 


q) Proponer el o los técnicos que di girán | 


PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
CÁMARA DE REPRESENTANTES COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 
TURISMO Y SERVICIOS 


- Volúmenes de producción. - Volúmenes de producción. 

- Caracteristicas que asumirá la - Caracteristicas que asumirá la 
producción, en bruto, beneficiada, producción, en bruto, beneficiada, 
industrializada. industrializada, 


beneficiación o transformación e) Caracteristicas de la planta de beneficiación o 
(recuperación, capacidad de transformación (recuperación, capacidad de 
procesamiento de mineral de la planta). procesamiento de mineral de la planta). 

f) Descripción de los procesos de pción procesos de beneficiación 
beneficiación o transformación. Ñ reco sii eg iS úl 

g) Plan de cierre o abandono de mina, Plan de cierre o abandono de mina, 
incluyendo las actividades de 9) incluyendo las actividades * de 
acondicionamiento del sitio que se acondicionamiento del sitio que se considere 
considere necesario. necesario. 

h) Descripción detallada de las Inversiones a h) Descripción detallada de las inversiones a 
realizar. realizar. 

i) Capacidad técnica y financiera adecuada al i) Capacidad técnica y financiera adecuada al 
plan de explotación a desarrollar. plan de explotación a desarrollar. 

j) Solicitud de la servidumbre minera hoj 

is: j) Solicitud de la servidumbre minera 


k) Elo los técnicos que dirigirán la explotación. 
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DECRETO-LEY N? 15.242, 
de 8 de enero de 1982 


PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


la explotación; 


h) Constituir garantía suficiente para 
responder por los daños y perjuicios 
que se deriven de la actividad minera, 
fijando su monto la Inspección 
General de Minas. 


, Agrégase en el Libro Segundo — Regulación 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 
TURISMO Y SERVICIOS 


Bx3a 


d< yy 


da: 
perjuicios, la caución o aval se mantend: 
hasta su definición", 
- Agrégase en el Libro Segundo — R 
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Artículo 23 Artículo 23. 'egulación 

de la Actividad Minera del Código de Minería, Decreto-Ley | de la Actividad Minera — Segunda Parte - Disposiciones 

N* 15.242, de 8 de enero de 1982, lo siguiente: Especiales del Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 
1982, lo siguiente: 


ADITIVO INCORPORADO EN LA CÁMARA DE 
REPRESENTANTES Y MODIFICADO EN LA COMISIÓN 
DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, TURISMO Y 
SERVICIOS 


"TÍTULO V 
Comisión de Seguimiento de Grandes Proyectos. 


ARTÍCULO 120 BIS.- Los proyectos mineros que 
involucren una inversión que -en cualquiera de sus 
tramos- supera el monto previsto por el artículo 16 
de la Ley N” 16.906, de 7 de enero de 1998, y su 


La Comisión de Seguimiento estará integrada 
por representantes de la comunidad, del Gobierno 
Nacional, Departamental y Municipal, constituirá 
un ámbito de participación y recibirá información 
pia ql o po a 


"TÍTULO Y 
COMISIÓN DE SEGUIMIENTO DE GRANDES 
PROYECTOS 


ARTÍCULO 120 BIS.- Los proyectos mineros que 
involucren una inversión que -en cualquiera de sus 
tramos- supere el monto previsto por el artículo 16 de 
la Ley N” 16.906, de 7 de enero de 1998, y su 
reglamentación, contarán com una Comisión de 
Seguimiento de sus actividades, impacto y desempeño 
del emprendimiento. 


La Comisión de Seguimiento estará integrada por 
representantes de la comunidad, del Gobierno 
Nacional, Departamental y Municipal, constituirá un 
ámbito de participación y recibirá información 
relevante por parte del titular del proyecto” 
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DECRETO-LEY N? 15.242, 
de 3 de enero de 1982 


1,Al Poder Ejecutivo compete: 
1) Fijar la política general minera; 


2) Autorizar los contratos que acuerden las 
entidades estatales referidos a la actividad 
minera de yacimientos de la Clase !; literal A) del 
artículo 7”. 


3) Otorgar los titulos mineros relativos a 
yacimientos de la Clase ll del artículo 7* y 
autorizar los contralos de goce de los derechos 
mineros correspondientes; 


4) Otorgar las concesiones para explotar y 
autorizar las cesiones de las mismas; 


5) Declarar las servidumbres mineras de 
ocupación, paso u ocupación y paso; 


PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


.- Sustitúyese el articulo 123 del Decreto-Ley 


Artículo 24 

N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en la redacción dada 
por el artículo 304 de la Ley N* 16,170, de 28 de diciembre 
de 1990, y por el artículo 230 de la Ley N* 18.362, de 6 de 
octubre de 2008, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 123.- 


1.- Al Poder Ejecutivo compete: 


1) 
2) 


3) 


4) 


5) 


6) 


Fijar la política general minera. 


Autorizar los contratos que acuerden las 
entidades estatales referidos a la actividad minera 
de yacimientos de la Clase | del artículo 7”, 


Otorgar los títulos mineros relativos a yacimientos 
de la Clase Il del artículo 7% y autorizar los 
contratos de goce de los derechos mineros 


correspondientes. 


Otorgar las concesiones para explotar y autorizar 
las cesiones de las mismas. 


Autorizar para los permisos de prospección y 


exploración, la superación del limite de 


200.000 hectáreas y 2.000 hectáreas, 
respectivamente, en los supuestos de 
otorgarse más de un permiso a la misma 
persona, física o Jurídica. 


Declarar las servidumbres mineras de ocupación, 
paso y ducto. 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA 
COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 


TURISMO Y SERVICIOS 


- Sustilúyese el articulo 123 del Decreto-Ley 


Artículo 24. 

N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en la redacción dada 
por el artículo 304 de la Ley N” 16.170, de 28 de 
diciembre de 1990, y por el artículo 230 de la Ley N* 
18.362, de 6 de oclubre de 2008, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 123.- 


1.-Al Poder Ejecutivo compete: 


y) 
2) 


3) 


4) 


5) 


Fijar la política general minera. 


Autorizar los contratos que acuerden las 
entidades estatales referidos a la actividad minera 
de yacimientos de la Clase |, comprendidos en 
el | artículo 7*. 


Otorgar los títulos mineros relativos a yacimientos 
de la Clase ll comprendidos en el artículo 7* y 
autorizar los contratos de goce de los derechos 
mineros correspondientes, 


Otorgar las concesiones para explotar y autorizar 
las cesiones de las mismas. 


Autorizar para los permisos de prospección y 
exploración, la superación del límite de 200. 900 
hectáreas y 2.000 hectáreas, respectivamente, en 
los supuestos de otorgarse más de un permiso a 
la misma persona, física o jurídica. 


Declarar las servidumbres mineras de ocupación 
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DECRETO-LEY N* 15.242, 
de 8 de enero de 1982 


6) Disponer las reservas mineras; 


14) Decretar las expropiaciones necesarias 
a la actividad minera; 


8) Dictar las caducidades de derechos 
mineros; 

9) Declarar los yacimientos o sustancias 
minerales que cumplen con los extremos 


establecidos en el inciso segundo de la Clase lll 
del articulo 7”; 


10) Dictar el reglamento general de minería 
y los reglamentos especiales que correspondan, 
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7) Disponer las reservas mineras y su cese. 
8) Decretar las expropiaciones necesarias a la 
actividad minera. 


9) Dictar tas caducidades de derechos mineros. 


10) Deciarar los yacimientos o sustancias minerales 
que cumplen con los extremos establecidos en el 
inciso segundo de la Clase Il del artículo 7”. 


11) Dictar el reglamento general de minería y los 
reglamentos especiales que correspondan. 


12) Crear el Consejo Consultivo de Minería 


Al Ministerio de Industria, Energía y Minería 
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paso y ducto, 

7) Disponer las reservas mineras y su cese. 

8) Decretar las expropiaciones necesarias a la 
actividad minera. 


9) Dictar las caducidades de derechos mineros. 


10) Declarar los yacimientos o sustancias minerales 
que cumplen con los extremos establecidos en el 
inciso segundo de la Clase |Il referidos en el 
artículo 7”. 


11) Dictar el reglamento general de minería y los 
reglamentos especiales que correspondan, 


12) Crear el Consejo Consultivo de Minería integrado 

por representantes del Ministerio de Industria, 

Enorgl y Mineria quelo presi del Ministerio 
Ganadería 


Poder Ejecutivo y a la Dirección Nacional de 
Minería y Geología, en lo relativo al desarrolio de 
la actividad minera conforme a las disposiciones 
de la presente norma y demás competencias que 
la reglamentación estípule. 


13) Crear las Comisiones de Seguimiento de 
Grandes Proyectos, procediendo a su 
reglamentación 
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Entender en todas las cuestiones de 
minería no atribuidas al Poder Ejecutivo o a 
la Dirección Nacional de Minería y 
Geología 


Otorgar las autorizaciones y aprobaciones 
que correspondan de acuerdo a las 
disposiciones de este Código; 


Aplicar a propuesta de la Dirección 
Nacional de Minería y Geología las multas 
que excedan de N$ 50.000.00 (nuevos 
pesos cincuenta mil), 


. A la Dirección Nacional de Minería y 
Geología compete: 


1) Asesorar al Ministerio de Industria y 
Energía en todas las cuestiones mineras; 


2) Otorgar los permisos de prospección, su 
correspondiente servidumbre minera de 
estudio, permisos de exploración que 
regula el Código y autorizar las cesiones de 
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Entender en todas las cuestiones de minería no 
atribuidas al Poder Ejecutivo o a la Dirección 
Nacional de Minería y Geología. 


Otorgar las autorizaciones y aprobaciones que 
correspondan de acuerdo a las disposiciones de 
este Código. 


Aplicar a propuesta de la Dirección Nacional de 
Mineria y Geología las multas que excedan de 
100.000 Ul (cien mil unidades indexadas). 


Elaborar el manual de buenas prácticas 
mineras. 


A la Dirección Nacional de Minería y Geología 
compete: 


Asesorar al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería en todas las cuestiones mineras. 


Otorgar los permisos de prospección, su 
correspondiente servidumbre minera de estudio, 
permisos de exploración que regula el Código y 
autorizar las cesiones de los mismos. 
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il. Al Ministerio de Industria, Energia y Mineria 
compete: 


1) Entender en todas las cuestiones de minería no 
atribuidas al Poder Ejecutivo o a la Dirección 
Nacional de Mineria y Geología. 


2) Otorgar las autorizaciones y aprobaciones que 
correspondan de acuerdo a las disposiciones 
de este Código. 


3) Aplicar a propuesta de la Dirección Nacional de 
Minería y Geología las multas que excedan de 
100.000 Ul (cien mil unidades indexadas). 


4) Elaborar el manual de buenas prácticas 
mineras. 


Il. A la Dirección Nacional de Mineria y Geología 
compete: 


1) Asesorar al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería en todas las cuestiones mineras. 


2) Otorgar los permisos de prospección, su 
correspondiente servidumbre minera de estudio, 
permisos de exploración que regula el presente 
Código y autorizar las cesiones de los mismos. 
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3) Otorgar tas autorizaciones preceptuadas en 
el Código, Leyes y Reglamentos; 


4) imponer las sanciones administrativas 
errar 
E A O OS 

NS 50.000.00 (nuevos pesos cincuenta 
mil); 


5) Proponer al Poder Ejecutivo los 
reglamentos especiales de minería; 


6) Ejercer la Policía Administrativa Minera y la 


vigilancia y fiscalización técnica de toda 
actividad minera; 


Dictar los actos, 
prescripciones y 
presente Código y las leyes y reglamentos 
la materia. 
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Otorgar las autorizaciones preceptuadas en el 
Código, leyes y reglamentos. 


imponer las sanciones administrativas prescriptas 
en los literales a) y b) del artículo 59. 


Las multas que imponga serán de hasta 
100.000 Ul (cien mil unidades indexadas). 


Proponer al Poder Ejecutivo los reglamentos 
especiales de minería. 


Ejercer la Policia Administrativa Minera y la 
vigilancia y fiscalización técnica de toda actividad 
minera, incluyendo el plan de cierre o 
abandono. 


Disponer la liberación o devolución de la 
caución constituida cuando finalizada la 
actividad de prospección, exploración o 
explotación, no se hubleran derivado daños o 
incumplimientos a ser cubiertos por dicha 
garantía. 


Dictar los actos, instrucciones, prescripciones y 
medidas que establecen el presente Código y las 
leyes y reglamentos de la materia”. 
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3) Otorgar las autorizaciones preceptuadas en el 
presente Código, leyes y reglamentos. 


4) imponer las sanciones administrativas prescriptas 
en los literales a) y b) del artículo 59. 


Las multas que imponga serán de hasta 100.000 
Ul (cien mil unidades indexadas). 


5) Proponer al Poder Ejecutivo los reglamentos 
especiales de minería, 


6) Ejercer la Policia Administrativa Minera y la 
vigilancia y fiscalización técnica de toda actividad 
minera, incluyendo el plan de cierre o abandono. 


7) Disponer la liberación o devolución de la caución 
constituida cuando finalizada la actividad de 
prospección, exploración o explotación, no se 
hubieran derivado daños o incumplimientos a ser 
cubiertos por dicha garantía. 


B) Dictar los actos, instrucciones, prescripciones y 
medidas que establecen el presente Código y las 
leyes y reglamentos de la materia”. 


- Sustitiyese el artículo 108 del Decreto-Ley 
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Artículo 25. 
N” 15.242, de 8 de enero de 1982, por el siguiente: 


Artículo 108.- Esta concesión otorga a su titular el 
derecho a explotar la mina en exclusividad y a disponer de | ARTÍCULO ADITIVO APROBADO EN LA COMISIÓN DE 
las sustancias minerales que extraiga de la misma, sin | INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, TURISMO Y 
perjuicio de lo establecido en el artículo 16 de la presente | SERVICIOS 
ley. Si se tratara de sustancias no individualizadas 

1 deberá formular la denuncia formal e 


"ARTÍCULO 108.- Esta concesión otorga a su titular el 
derecho a explotar la mina en exclusividad y a 
disponer de las sustancias minerales que extraiga de 
la misma, sin perjuicio de lo establecido en el 


originariamente 
inmediata ante la Dirección Nacional de Mineria 
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Geología, sin perjuicio de su derecho a disponer de las 
mismas, Quedan excluidas las sustancias de los 
yacimientos de la Clase |, Il y IV que seguirán sometidas a 
su régimen específico, sin perjuicio de la obligatoriedad de 
la denuncia de la misma por el titular de la concesión, bajo 
pena de caducidad de su derecho. 


La simultaneidad o concurrencia de explotación en el 


decidirá según la importancia o el valor de los yacimientos 
cual deberá prevalecer, disponiendo, si fuera el caso, la 
caducidad de la concesión para explotar, indemnizando a 
su titular de los daños y perjuicios que deriven de la 
caducidad dispuesta.” 
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ARTÍCULO ADITIVO APROBADO EN LA COMISIÓN DE 
INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, TURISMO Y 
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ARTÍCULO ADITIVO APROBADO EN LA COMISIÓN DE 
INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, TURISMO Y 
SERVICIOS 
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Nacional de Minería y Geología, sin perjuicio de su 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor Se- 
nador Martínez. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Señora Presidenta: en pri- 
mer lugar, debemos hacer un enfoque general del 
tema. 


En los últimos años la minería en el Uruguay ha 
tenido un cambio radical, pues históricamente había 
sido una minería extractiva, basada en la extracción 
de materiales para la construcción -piedra caliza para 
la fabricación del cemento Pórtland- y, en parte, de 
piedras semipreciosas. Esa era la esencia de la mi- 
nería en el Uruguay. Pero hace unos años comenzó 
a darse un proceso diferente con la introducción de 
la minería de oro, es decir, una minería metálica, de 
carácter diferente. 


La propia evolución de los estudios geológicos y 
las nuevas tecnologías llevaron a que diversas em- 
presas comenzaran a estudiar las características del 
suelo uruguayo. Fue así que se descubrió la existencia 
de fallas geológicas en nuestro territorio, que tienen 
como característica, justamente, que están asocia- 
das a diversos tipos de minerales metálicos. De esta 
manera, se abrió un nuevo escenario en la minería 
del país, que en los últimos años ha venido tomando 
impulso, ayudado también por las condicionantes in- 
ternacionales del crecimiento vertiginoso del precio 
de algunos minerales como el oro, el níquel y, funda- 
mentalmente, el hierro. Esta situación determinó un 
cambio en las características de la minería -tanto en 
la prospección, como en la exploración y en la explo- 
tación- pues es absolutamente diferentes lo que co- 
nocemos como minería de piedras semipreciosas o de 
extracción de piedra caliza -y ni que hablar de arenas 
o de pedregullos-, de la minería metálica. En general, 
la minería metálica -máxime con las características 
que tiene nuestro país- requiere plazos de investiga- 
ción, de prospección, de exploración y de explotación 
diferentes a los que poseen los rubros tradicionales 
de minería. 


Esto determinó la necesidad de modificar nuestro 
Código de Minería, que si bien pensábamos que era 
bueno, presentaba dificultades para su aplicación y 
para obtener los mejores beneficios para el Estado y 
la nación. El debate sobre la modificación comenzó 
a en el período pasado, en el año 2008, con la reali- 
zación de estudios. Asimismo, se echó mano a expe- 
riencias internacionales y, en particular, al apoyo de 
alguna Embajada como la de Canadá, que envió téc- 
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nicos y trabajo comparativo respecto de cómo eran los 
Códigos en diversas partes del mundo, con lo que se 
buscaba una adaptación a las nuevas realidades y al 
nuevo tipo de minería metálica que empezaba a desa- 
rrollarse en el país. De esta forma, se fue acumulan- 
do conocimiento y experiencia comparativa sobre la 
realidad minera de países como Ecuador, Chile, Ca- 
nadá, Australia, Sudáfrica y Brasil, que permitieron 
que se fueran generando las condiciones para que el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería elaborara 
esa propuesta con la que estuvo trabajando durante 
un buen tiempo. 


Uno de los problemas que presentaba el Código 
anterior -insisto en que era muy bueno- radicaba en 
la aplicación del canon, sobre todo para lograr su im- 
plementación en el cobro. Durante un buen tiempo, 
las propias insuficiencias de la Dirección Nacional de 
Minería y Geología determinaron que no se pudie- 
ra aplicar fehacientemente lo que establecía la ley, 
ya que el canon se aplicaba en base al total del to- 
nelaje que se extraía de las minas, menos los costos 
de producción. Como es lógico, esa información era 
suministrada por las empresas. Esto determinó que 
en la historia de la minería de oro, por ejemplo -para 
tomar un dato que puede compararse con la nueva 
realidad que estamos enfrentando-, en muchos casos 
los cánones que se cobraban eran ridículos en com- 
paración con la riqueza que las minas generaban para 
quienes realizaban la labor minera. Esta fue una de 
las bases fundamentales que llevó a generar legisla- 
ción comparada y también Códigos en distintas partes 
del mundo, para adaptar el canon a una situación que 
permitiera ser controlable, de forma de lograr los be- 
neficios que correspondían para la nación. 


Quiero destacar que este fue el debate que dimos 
en la Comisión, en donde -debo destacarlo- se trabajó 
muy bien, pues los aportes de los tres partidos, en 
particular los de la oposición, fueron más que cons- 
tructivos y con un sentido de enriquecer el Código. 
En la misma línea estaban las modificaciones que se 
introdujeron. En definitiva, no solo cabe mencionar 
los acuerdos y modificaciones que hicimos en la Co- 
misión, sino también algunos puntos en los que in- 
sistieron los partidos de la oposición y que ahora la 
Bancada de Gobierno va a aceptar, aunque no vie- 
nen en el texto de la Comisión. Esta situación nos 
demuestra que se ha llevado a cabo un trabajo posi- 
tivo, con estrategia nacional y pensando en el futuro 
porque, en definitiva, debemos sentar las bases para 
la nueva minería a la que nos vemos enfrentados y 
hoy tenemos la oportunidad histórica de ayudar a que 
se desarrollen las mejores condiciones para la nación. 


Es importante destacar que el nuevo Código se 
basa, ante todo, en la necesidad de tener y disponer 
de una visión profesional y de exigencias basadas en 
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estudios técnicos, que avalen los diferentes plazos y 
otorgamientos de permisos, ya sea de prospección, 
como de exploración y explotación. Antes se estable- 
cían plazos bastante fijos, pero el nuevo Código de 
Minería se basa en exigir, en cada una de las etapas, 
una justificación técnica, medioambiental, de proce- 
dimientos, etcétera, que en definitiva avale el otorga- 
miento o no de los permisos y, a su vez, el otorgamien- 
to de la extensión de los plazos. 


Los nuevos plazos van de tres meses a tres años, 
justamente para adaptarlos a la nueva realidad de mi- 
nería que tenemos, que es una minería metálica. La 
extensión del plazo está supeditada a la exigencia de 
presentar una serie de informes taxativos, que están 
muy bien definidos en el Código de Minería. ¿Por qué 
se extiende el plazo? Si bien hoy por hoy hay métodos 
que permiten determinar la existencia de eventuales 
masas metálicas a ser explotadas -por ejemplo, de for- 
ma satelital con magnometrías o con otro tipo de tec- 
nologías-, en definitiva, la cuantificación del volumen 
del mineral -sea petróleo, hierro, níquel- se termina 
realizando por la vía de la perforación. De esta for- 
ma se puede dimensionar la masa metálica existente, 
para ver si justifica o no la inversión por parte de los 
mineros. Entonces, en base a un proyecto bien justifi- 
cado, que contempla los aspectos económicos, técni- 
cos y ambientales, la Dirección Nacional de Minería y 
Geología determina los plazos a ser otorgados. 


Otro aspecto que cambió bastante es que en el 
Código anterior la prospección permitía algún tipo 
de acción sobre el terreno, mientras que en el nuevo 
Código esta queda limitada a la determinación visual, 
a la inspección ocular del terreno, sin permitirse nin- 
guna acción como la perforación o la realización de 
pozos. De ese modo, en una primera instancia el mi- 
nero con su instrumental recorre los campos sobre 
los que pidió el permiso -se otorga el permiso de pros- 
pección en base a los informes técnicos que presentó 
previamente-, para luego avanzar hacia una segunda 
etapa que sería el permiso de exploración. Esta etapa 
sí implica la acción mecánica sobre el terreno. Una 
vez determinado si existen volúmenes que justifiquen 
la inversión, el minero presenta el proyecto final para, 
eventualmente, obtener el permiso de explotación. 


Este Código incursiona en otros temas importan- 
tes, como ser el cambio de la forma de calcular el ca- 
non. Mencionamos que antes el cálculo del canon se 
realizaba en base al total de la masa de piedra sacada 
y que era la empresa la que daba los datos, para luego 
restarle los costos. Como decíamos, eso era difícil de 
controlar y, además, siempre se limitaba a los datos 
que daba la empresa. En base al estudio del compa- 
rativo internacional, se determinó que la forma de 
cálculo establecida en el Código de Minería actual- 
mente vigente para la aplicación del canon era uno 
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de los métodos que se utilizaba, pero existían otros. 
Uno de ellos consiste en un porcentaje sobre lo que 
se exporta o se vende en plaza -en definitiva sobre el 
precio FOB-, con la condicionante de que para evitar 
subfacturaciones se pone como límite que el precio 
de exportación no puede ser inferior al 90% del pre- 
cio internacional de ese mineral. Una tercera opción 
es establecer un impuesto sobre las ganancias, lo que 
también implica conocer muy en detalle la estructura 
de costos de la empresa y un control de los datos de 
su funcionamiento, lo que tampoco da garantías. Por 
ello se optó por la segunda forma de cálculo y apli- 
cación del canon, que es un porcentaje sobre lo que 
efectivamente se exporta o se vende en plaza -como 
decía, el precio FOB-, con la limitante de que no pue- 
de ser comercializado a un precio menor del 90% del 
precio internacional al que cotiza ese mineral. De ese 
modo, se separan las categorías y se aplica el canon 
de diferente forma, según se trate de la minería tra- 
dicional o de la nueva minería metálica que se está 
dando en el país. 


Luego están los recursos energéticos, y tanto en el 
Código anterior como en este se mantiene la preva- 
lencia de ANCAP a efectos de su explotación. 


Es importante resaltar que en el tema del canon, 
por primera vez se introdujo una iniciativa presentada 
por diversos representantes de  intendencias 
vinculadas a los lugares donde hoy se está explotando 
o prospectando y explorando minería. La propuesta 
refiere a que parte de los recursos derivados del 
canon, en lo que corresponde al Estado y a través 
del Gobierno central, termine en manos de las 
intendencias. Á esto se agrega que, en este caso, 
se reserva un 5% de la parte que le corresponde 
al Estado para la Dirección Nacional de Minería y 
Geología, ya que se entiende fundamental contar con 
algo que el Estado hoy no tiene, que es capacidad 
de investigación e información, a fin de tener un 
mapa geológico y minero del país. De este modo, no 
tendríamos que esperar a que los mineros privados 
vengan a investigar, pues nosotros contaríamos 
con la capacidad y con los recursos para realizar la 
prospección, además de un conocimiento acabado de 
las riquezas que tiene nuestro subsuelo. 


Un tema que se discutió mucho en la Comisión 
fue la reserva que el Código prevé respecto de la 
obligatoriedad del minero de ofrecer en el mercado 
nacional un 15% del producto que va a exportar o 
producir. Esto apunta a avanzar en la cadena de valor, 
en un proceso de industrialización mayor que el que 
se realiza para el enriquecimiento del mineral. Como 
saben, la minería que hoy se está aplicando en Uru- 
guay, la minería metálica de oro, desde hace muchos 
años tiene un proceso de enriquecimiento en base a 
cianuro que, por suerte, con las exigencias medio- 
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ambientales y la tecnología existente, no ha generado 
ningún impacto ambiental. 


En lo que tiene que ver con la minería de hierro, si 
bien este mineral se encuentra en baja concentración 
-aproximadamente el 30% de la piedra que se extrae-, 
tiene la característica de ser magnetita, lo que permi- 
te su separación por medio de un electroimán, sin el 
uso de componentes químicos, separando así el hie- 
rro de la piedra molida inerte. Obviamente, es positi- 
vo que ya exista un proceso industrial pero más valor 
agregado, tecnología y personal capacitado, contribu- 
yen al objetivo nacional de ser un país que produzca 
cosas con mayor valor agregado y contenido tecnoló- 
gico. Entonces, es un beneficio que podamos contar 
en una segunda etapa de industrialización, sea esta la 
peletización, la fabricación de palanquilla en el caso 
del hierro, etcétera. Para esto se establece al minero 
la obligatoriedad de reserva del 15% de lo producido 
con el objetivo de ofrecerlo al mercado nacional, dan- 
do así la posibilidad de que un industrial nacional o 
una empresa establecida en el territorio puedan ge- 
nerar esta actividad económica y productiva que re- 
dunde en un salto de calidad y en el aprovechamiento 
de la minería y de los recursos naturales que tiene 
nuestro país. 


Hubo otro tema bastante discutido que fue apro- 
bado por mayoría por los representantes de la Ban- 
cada de gobierno en la Comisión, que tiene que ver 
con la vista previa. Quiero decir que hemos estado 
debatiendo y decidimos votar en el sentido que plan- 
teaba la oposición. En la actualidad, la prospección es 
una labor de carácter geológico y no minero y se vio la 
necesidad de no obstaculizar este proceso que, bási- 
camente, solo implica la autorización a los geólogos y 
a los representantes de los mineros para recorrer los 
terrenos de los superficiarios. En la redacción inicial 
de este nuevo Código no existía la posibilidad de la 
vista previa a solicitud del superficiario y lo mismo 
sucedía a nivel de la exploración. Respecto a esto he- 
mos llegado a un acuerdo -creo que es una buena 
noticia porque implica un entendimiento más, de los 
muchos que se dieron en el trabajo de la Comisión 
ya que la inmensa mayoría de los artículos fueron 
votados por unanimidad- que permite despejar un 
obstáculo que eventualmente podría haber generado 
rispideces o diferencias en este Plenario. 


Un último tema al que queremos hacer referen- 
cia -aunque lo vamos a analizar en forma particular 
cuando consideremos el artículo- es que al final de la 
discusión y del debate en Comisión el señor Senador 
Bordaberry recordó que el señor Ministro había plan- 
teado la no intencionalidad de retroactividad de este 
Código. Tal como quedó redactado, el concepto es 
que no existe retroactividad respecto a los permisos 
otorgados, pero voy a intentar explicar lo que quiero 


CÁMARA DE SENADORES 


439-C.S. 


decir. La prospección, la exploración y la explotación 
requieren permisos específicos y cada uno de ellos se 
da por determinados plazos. El otorgamiento de cada 
uno de estos permisos no condiciona el siguiente y 
tanto en el viejo Código como en el nuevo, todos con- 
tinúan avanzando un nivel luego de la presentación 
de los informes técnicos, medioambientales, la veri- 
ficación de cumplimiento de normas, etcétera. Por lo 
tanto, el objetivo es que los permisos que hoy están 
vigentes no sean modificados porque ya fueron dados 
con las reglas de juego del Código que aún está vigen- 
te. Sin embargo, la idea es que cada nuevo permiso 
de prospección, de exploración o de explotación sea 
aplicado con el nuevo Código. Creo que no queda cla- 
ra la modificación final introducida -que fue votada 
sin discusión porque decidimos discutir y analizar el 
tema en el Plenario- y por eso destaco que la Bancada 
del Frente Amplio no va a votar ese artículo 26 agre- 
gado al final porque, justamente, lo que se busca es 
que los nuevos permisos de prospección, exploración 
y explotación sean regidos por el nuevo Código. 


Por último, quiero decir que algunos aspectos for- 
males de redacción fueron cambiados luego de cul- 
minadas las discusiones en la Comisión pero destaco 
que solamente tienen que ver con la redacción y que 
no cambian en nada el espíritu del proyecto de ley. 


Teniendo en cuenta la hora, he intentado hacer 
una presentación concreta y eficiente del proyecto 
de ley. Espero haberlo logrado como para permitir un 
debate general y luego pasar a la discusión de cada 
artículo. 


SEÑOR ABREU .-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR ABREU.- Señora Presidenta: quiero reco- 
nocer que el trabajo de la Comisión fue intenso, que 
lo hicimos con profundidad y que, además, los seño- 
res Senadores que la integran intentaron deslindar 
en forma clara una norma -la reforma del Código de 
Minería- de alguna situación particular que se está 
planteando con un determinado proyecto minero, lo 
que obviamente tenía y tiene un fuerte impacto en 
su labor. Digo esto porque mientras estábamos consi- 
derando este proyecto de ley se llevaron a cabo repe- 
tidas audiencias en las que se plantearon posiciones 
diferentes o divergentes sobre un caso en particular. 
Menciono esto porque estamos hablando del Código 
de Minería y no de un tema en particular y me parece 
importante hacer una reflexión como la que realizó el 
señor miembro informante. 


Sobre la minería en el Uruguay debemos recordar 
que el Código inicial de 1943 establece determinados 
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tratamientos y luego refiere a tres aspectos que son 
la pequeña minería clásica -es decir, la producción 
vinculada a la construcción, básicamente al benefi- 
ciario que es el propietario de la cantera y sujeto a un 
régimen distinto-, la extracción de ágatas, amatistas 
y piedras preciosas y, sobre todo, el de los minerales 
como el hierro que ya de por sí tiene un régimen di- 
ferente y hoy plantea la discusión de fondo. Cuando 
avanza el tema de la minería básica, la Ley de Már- 
moles y de Granitos estableció un régimen determi- 
nado para permitir que quien pudiera explotar una 
cantera lo hiciera con concesión del Estado. Esto no 
incluía a los recursos minerales del subsuelo que son 
propiedad del Estado. Por lo tanto, aquí hay tres in- 
tereses en juego: el del superficiario o propietario de 
la tierra, el del empresario minero que tiene intere- 
ses en el subsuelo de esa tierra y el del Estado que 
tiene participación muy directa por ser el propietario 
de los recursos del subsuelo. En este caso, estamos 
hablando de los recursos naturales del subsuelo que 
son estratégicos y que requieren de una proyección 
del país a la hora de elegir qué sistema productivo va 
a privilegiar. Este es un tema realmente puntual por- 
que hay muchas diferencias sobre estos aspectos y no 
podemos manejarnos con las posiciones puntuales, ya 
que siempre hay intereses legítimos. En lo que tiene 
que ver con una política nacional, desde el inicio he- 
mos manifestado que tenemos una clara discrepancia 
con el proyecto de ley, principalmente por las modifi- 
caciones que se establecen en los plazos. 


Como todos saben -y lo decía muy bien el miem- 
bro informante, señor Senador Martínez-, hay tres 
aspectos de la minería: la prospección, la exploración 
y la explotación. Considero que es muy importante 
dejar claro que si bien cada permiso es independien- 
te, quien hace la prospección ya tiene preferencia ex- 
clusiva para seguir adelante con el resto de las etapas. 
Por lo tanto, quien comenzó con la prospección puede 
ejercer una especie de monopolio en el tema, ejer- 
ciendo esa preferencia y esta predomina sobre cual- 
quier interés de otro empresario, porque no puede ser 
compartido por la competencia. 


Este es un tema muy importante porque la gran 
discusión se centra en dónde estamos parados dentro 
de la estructura productiva del país. Hemos estado 
analizando esos temas y sabemos que hay distintas 
visiones sobre los aspectos de la minería. 


Las modificaciones que se plantean al Código de 
Minería actual, básicamente, se encuentran en el sec- 
tor de los minerales, precisamente por la posibilidad 
y la potencialidad de lo que es la megaminería en de- 
terminados proyectos o iniciativas que puedan existir 
y que de alguna manera incentivan al Estado a ver 
cómo puede atender alguno de esos requerimientos, 
en un cambio cualitativo de la visión productiva del 
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país. Es muy importante señalar esto. No se trata de 
que sean excluyentes, pero ya respecto del Código de 
Minería de 1982 el doctor Gelsi Bidart sostenía que 
establecía determinada prioridad del minero sobre el 
productor o el superficiario, y este siempre ha tenido 
una queja por ese motivo. Si bien esto es así y es una 
realidad, otra cosa es estar viendo este tema sobre los 
tres modelos de prospección, explotación y explora- 
ción, y cambiar los plazos en esas situaciones, sobre 
todo cuando hablamos de recursos naturales del país. 


Aquí se nos presentó una primera inquietud y 
durante la comparecencia del señor Ministro -inclu- 
so, junto con autoridades de la Cartera asistió todas 
las veces que fue necesario y los técnicos estuvieron 
presentes durante la discusión del articulado, en un 
trabajo legislativo muy interesante e importante- rea- 
lizamos las consultas pertinentes, más allá de las no- 
torias discrepancias que venimos manejando en algu- 
nos aspectos, que nos han llevado a tener una visión 
discrepante. ¿Por qué es discrepante? Voy a hacer 
simplemente una mención muy clara al cambio del 
sistema de prospección. Según el régimen vigente, el 
artículo 87 actual del Código de Minería, el titular de 
un servicio de prospección puede solicitar el permiso 
hasta por 24 meses y por una sola vez obtener una 
prórroga de 12 meses -eso sucede en la actualidad- 
siempre que reduzca la superficie en un 50%, libe- 
rando el otro 50%. Si la superficie del permiso tiene 
un tope máximo de 100.000 hectáreas, esa parcela 
se podrá usufructuar por un máximo de 24 meses, y 
luego 50.000 hectáreas por 12 meses más. Creo que 
quedó claro. En el proyecto de ley que se presenta, 
el plazo inicial es de hasta 36 meses, con prórrogas 
que llegan hasta 72 meses, es decir, seis años. Como 
no hay que un reducir un 50% porque se modifica el 
porcentaje en cada prórroga -es de 25% en las dos úl- 
timas- el resultado es 100.000 hectáreas por un máxi- 
mo de 48 meses, 75.000 hectáreas por 60 meses y 
56.250 hectáreas por 72 meses. Quiere decir que hay 
una clarísima amplitud y extensión del plazo de pros- 
pección que, vuelvo a insistir, establece la preferencia 
a quien hizo este tipo de solicitud para después ser el 
titular de los permisos subsiguientes y, en particular, 
los de exploración y explotación. 


Además de todo esto, nuestra preocupación tam- 
bién radica en que, a través de la modificación de 
esta norma, se faculta al Poder Ejecutivo a autorizar 
que se exceda el área máxima por razones fundadas 
si el proyecto minero hiciere necesario disponer de 
un área superior al máximo por empresa. Es decir 
que la discrecionalidad del Poder Ejecutivo no tiene 
límite en el entendido de que, simplemente, frente 
al requerimiento de una empresa o de una megaem- 
presa, le puede otorgar un permiso fuera de los pla- 
zos establecidos por la ley. Aclaro que nos referimos a 
cualquier Poder Ejecutivo y que justamente el tema 
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es que estamos hablando de un Código. No se trata de 
un problema de personalización ni debemos mirarlo 
en puntualidad. 


En definitiva, nos preocupa el hecho de que este 
recurso natural no renovable simplemente sea reque- 
rido por grandes empresas transnacionales. Diría que 
no son más de 10, 12 o 20 las empresas que se re- 
parten el mundo y establecen las distintas estrategias 
para ver cómo extraen los recursos naturales de los 
países, en función de los tiempos que manejan con 
grandes espaldas de capitales y alianzas estratégicas 
entre ellas. Este es el caso de empresas australianas 
y canadienses. Además, en general, la minería tie- 
ne una historia muy interesante y muy cercana -por 
decirlo en términos vulgares- a la timba, ya que el 
minero se juega a que encuentra o no encuentra. Ac- 
tualmente realiza grandes inversiones; ya no es aquel 
minero que se veía en las corridas hacia al oeste en las 
película del Far West, tratando de encontrar algunas 
pepitas de oro. Ahora son pocas las grandes empresas 
con tecnología y con grandes conocimientos e infor- 
mación, que manejan este tema. El otro gran tema 
para discutir es si, realmente, en el caso de un recur- 
so como puede ser el metálico -estamos hablando en 
particular de la reforma del Código de la minería me- 
tálica-, estamos habilitados, más allá de los artículos y 
los porcentajes que establezcamos, para agregar valor 
o si no terminaremos exportando exclusivamente la 
materia prima salida de determinado sector de nues- 
tro subsuelo nacional a manos de empresas que no 
necesariamente tienen el interés nacional vinculado 
a sus objetivos comerciales. Este es el gran tema que 
hemos tratado de desarrollar. 


Se nos ha dicho y contestado que la legislación 
internacional va avanzando en estos temas. En ese 
sentido, hemos recibido la información y el asesora- 
miento en particular del doctor Juan Andrés Ramírez 
-uno de los autores del Código-, quien se ha planta- 
do en forma muy fuerte en estos temas, sobre todo 
en cuanto al canon. De acuerdo con argumentos que 
recogimos y que seguimos manteniendo, decimos que 
más allá de la importancia que tenga la riqueza y la 
posibilidad de exploración y explotación de estos re- 
cursos, estamos hablando de un sistema jurídico que 
va a fomentar la especulación internacional. ¿Por 
qué? Simplemente porque las empresas, que pueden 
llegar hasta a seis y doce años -más allá de los reque- 
rimientos, de los programas y de todas las exigencias 
que se producen en la modificación del Código-, se 
manejarán con una visión netamente especulativa 
hasta en el buen sentido de la palabra. Por esas ra- 
zones, no veíamos el fundamento para extender los 
plazos, menos aun cuando la tecnología ha avanzado 
y sigue avanzando. La tecnología permite a cualquier 
empresa internacional -en base a la geofísica y a todo 
el alcance de los estudios- llegar a conclusiones con- 
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cretas sobre la riqueza que puede existir en un sub- 
suelo, sin necesidad de utilizar los plazos de antes 
y menos los que se plantean en este Código, que se 
duplican y triplican. No encontramos allí una visión 
razonable, más aun cuando después de la exploración 
llega la explotación. 


El actual Código de Minería previene que el ti- 
tular de un permiso de exploración puede solicitarlo 
por un máximo de 24 meses y con dos prórrogas de 
12 meses para cada una, liberando sucesivamente un 
50% de la superficie original y un 50% de la superfi- 
cie remanente. El texto del Código de Minería amplía 
los plazos a un total de 72 meses sin liberar ningún 
área en los 48 meses iniciales, liberando solo 25% en 
la prórroga hasta 60 meses y un 25% del remanente 
hasta 72 meses. 


Respecto a la exploración figura un artículo por 
el que también se establece al Poder Ejecutivo la dis- 
crecionalidad para poder extender estos plazos, sim- 
plemente de acuerdo a su criterio. Imaginen, señores 
Senadores, un gobierno neoliberal con estas normas. 
Si lo puede hacer un gobierno de izquierda, ini que 
hablar un gobierno neoliberal! En el esquema pro- 
puesto, podría vender el país en varios extractos y 
pisos. 


Hago estas puntualizaciones para que quede cla- 
ro cuál es nuestra preocupación: que se busque la 
posibilidad de explotar las riquezas del país, sin olvi- 
dar que son riquezas del Estado y que por ende este 
puede exigir y no extender plazos de tanta magnitud. 
Es más, insisto en que el que cuenta con el permiso 
de prospección tiene preferencia encadenada con los 
otros permisos, es decir, no existe posibilidad de com- 
petir en la mitad de la secuencia de la prospección 
con la exploración y la explotación. 


Con esta visión y con la discrecionalidad de un 
Poder Ejecutivo -cualquiera sea-, imaginen, señores 
Senadores, todo lo que se puede otorgar a empresas 
en relación con temas que son de intereses encon- 
trados de altísimo nivel de sensibilidad, como lo son 
los de un superficiario, como lo son los de un minero. 
Quienes de una u otra manera hemos vivido ciertas 
situaciones vinculadas con estos temas sabemos que 
no son fácilmente conciliables, pero mucho menos lo 
son cuando estamos enfrentados a la minería y a la 
megaminería que reflejan, de alguna manera, la con- 
cepción de la nueva redacción del Código de Minería. 


A modo de ejemplo, para que se comprendan mis 
palabras, quiero mencionar que la legislación fran- 
cesa establece cinco años para los dos períodos y el 
Código de Minería argentino dispone un plazo de tres 
años para el mismo período y después 100 días, pero 
el nuestro establece doce años. Para que se entien- 
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da mejor por qué Argentina, que cuenta con normas 
mucho más estrictas que las nuestras, es uno de los 
países cuyo territorio estaría en condiciones de tener 
mayores posibilidades de extracción y explotación mi- 
nera, quiero recordar las expresiones de un ex Canci- 
ller de Brasil -lo menciono porque además es amigo-, 
que me decía: “Es muy sencillo, el Mercosur es la 
industria de San Pablo, la minería y la agricultura de 
la Argentina” -ahora la agricultura es un sector más 
exportable-, “la energía del Paraguay” -esto también 
discutible- “y un poco de ganado y vista al mar del 
Uruguay”. Pero Argentina, si bien cuenta con grandes 
posibilidades, establece plazos muy pequeños y muy 
estrictos respecto de este tema. 


No es mi intención confundir a los señores Se- 
nadores, por tanto, aclaro que la exploración y la ex- 
plotación son diferentes a la prospección; sobre todo 
es diferente la explotación, en cuyo caso el foco de 
la riqueza a veces se reduce a lo que realmente se 
encuentra después que se hace la prospección y la 
exploración. Pero no entendemos, entonces, cómo en 
un territorio tan chico como el nuestro, en el caso de 
la prospección doce empresas, que en seis años po- 
drían paralizar 2:500.000 hectáreas -una docena de 
empresas podría cubrir una superficie mayor a cual- 
quier departamento del país; y, una sola, podría cubrir 
el doble de la superficie del departamento de Mon- 
tevideo-, tengan un derecho exclusivo por seis años 
con una sola prórroga a doce. La pregunta correcta 
en relación con esta duda sería: ¿esto es realmente 
un proyecto de minería que implica una modificación 
sustancial de la visión productiva del país? No se trata 
del problema del propietario de Cerro Chato, que lo 
tiene, lo vive y lo sufre -que puede tener al menos 
sus 40, 50 o 60 hectáreas-, a quien hasta ahora la 
ley le daba un privilegio. El problema es si nosotros, 
con este criterio de megaminería, en un territorio tan 
chico, vamos a poder crear las condiciones necesa- 
rias para la producción nacional. Digo más, se podría 
pensar en la agricultura o en la ganadería, donde las 
cadenas productivas están fuertemente vinculadas 
de manera de poder ir agregando valor. Ahora bien; 
¿cómo garantizamos nosotros que el hierro agregue 
valor? ¿Con un artículo que establezca que el 15% 
debe ser ofrecido en el mercado nacional? Ese es un 
progreso manuscrito, porque estos temas no se mane- 
jan exclusivamente por ley. 


Cuando planteamos estas consideraciones lo ha- 
cemos con toda la seriedad, con toda la fuerza y con 
una preocupación hasta desde el punto de vista de 
la estrategia nacional, teniendo claro que la megami- 
nería nos puede llevar a otros aspectos que son fun- 
damentales, como los relacionados con el medio am- 
biente. Creo que son muy importantes dos aspectos: 
no el sentimiento devaluado de nacionalismo y de so- 
beranía, sino el de autodeterminación y el de interés 
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nacional vinculado con el concepto de desarrollo sus- 
tentable. ¿Hacemos esto como una estrategia de país 
más allá de todas las garantías que se puedan brindar 
a los diferentes proyectos? Quitando los proyectos 
concretos, en mi opinión, este tema está referido a 
un cambio sustancial en el Código de Minería para la 
minería metálica. ¿En qué se concentra en la actua- 
lidad la minería metálica? En el oro. Obviamente, el 
oro lo tenemos en Minas de Corrales y sabemos las 
dificultades que apareja su extracción, ya que se uti- 
liza cianuro -podrán corroborarlo los técnicos-, y ello 
implica un serio problema para el medioambiente. Ni 
pensar si agregamos el hierro y la posibilidad de ex- 
portación, para lo que será necesario resolver todo lo 
relacionado con el transporte. El proyecto de ley, más 
allá de que no sea personalizado, establece la servi- 
dumbre de ducto. ¿Qué es la servidumbre de ducto? 
La servidumbre que se pueda aplicar a un tercer pre- 
dio para que determinado ducto deba recorrer cier- 
ta canalización de ese producto. En mi opinión, esa 
canalización, ese sistema, se debería regir por una 
normativa muy bien definida desde el punto de vista 
ambiental. Estamos hablando de territorio nacional, 
de grandes extensiones, de muchos kilómetros y hay 
proyectos en puerta -ahora sí los tengo que mencio- 
nar- que hablan de un puerto de aguas profundas, de 
doscientos y pico de kilómetros de extensión; es por 
eso que, entre otras cosas, estamos estableciendo la 
servidumbre de ducto. 


Quiero insistir en otro tema que parece peque- 
ño pero que no lo es. En la prospección el Código 
establece no dar vista al superficiario, lo que en po- 
cas palabras significa que se autoriza a una empresa 
minera a hacer la prospección. Tengamos en cuenta 
que la prospección es simplemente un análisis que 
no significa grandes perforaciones pero es una intro- 
misión e implica una controversia de intereses desde 
que se otorga; no obstante, al superficiario no se le da 
la vista. El Ministerio ha venido ejerciendo esto y, en 
este sentido, trajimos a colación -junto con el doctor 
Bordaberry y otros señores Senadores- la sentencia 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo que 
establece que el Ministerio de Industria y Energía en 
forma pertinaz está ignorando el derecho del superfi- 
ciario y lo condena al pago de costas y costos en cada 
una de las demandas porque no le da vista al super- 
ficiario. Obviamente, si se le da vista al superficiario 
se va a quejar o va a recurrir, por eso el argumento es 
que se le notifica pero no se le da vista. Pero, ¿cómo 
no se le va a dar vista a quien se le va a ingresar en su 
superficie, cuando es titular de un derecho personal, 
directo y legítimo, que es el que la Constitución esta- 
blece para que pueda recurrir un acto administrativo 
de esta naturaleza? 


En verdad, nuestra preocupación crece. 
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SEÑOR MARTÍNEZ.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR ABREU.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa comunica al 
señor Senador Abreu que restan seis minutos del 
tiempo de que dispone. 


Puede interrumpir el señor Senador Martínez. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Tal vez el señor Senador 
Abreu no escuchó, pero en mi exposición dije que in- 
cluimos lo relativo a la vista previa, o sea, estamos de 
acuerdo. 


SEÑOR ABREU.- Figura así, señor Senador. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Es cierto, pero dijimos que 
fue uno de los temas más debatidos en la Comisión y 
conversamos sobre las dudas que teníamos con auto- 
ridades del Gobierno y llegamos a un acuerdo. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Solicito que se prorrogue 
el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 
-18 en 19. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Hay otro elemento sobre el que 
quiero ahondar. Reconozco que la jurisprudencia ha 
sido insistente y que el Poder Ejecutivo, el Gobierno, 
hace muy bien en entender que no se puede seguir 
perdiendo juicios con costas y costos, sobre todo con 
sentencias que establecen que se ha litigado con ma- 
licia temeraria. Pero el problema es que una empresa 
puede hacer una prospección y ceder los derechos de 
explotación a otra. Esto significa no solo que tiene esa 
preferencia, no solo que excluye a un tercero, sino 
que en ese proceso puede ceder a otro los derechos 
de explotación. Eso ya no es especulación, sino sim- 
plemente un juego empresarial, porque hay empresas 
especializadas en prospección o en exploración que 
no explotan los yacimientos y venden los resultados 
a las grandes mineras. Nosotros seguimos insistiendo 
en que la legislación debería asumir esta realidad y 
regularla; no podemos dejar en el aire este tema por- 
que luego, basándose en los acuerdos internacionales 
y tratados de inversión, estas grandes empresas, si se 
me permite la expresión, nos van a “bailar un malam- 
bo” para defender sus derechos cuando vean que el 
Estado no tiene el debido respeto por las normas que 
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supuestamente se debían seguir. La especulación a 
que alientan los plazos extensos y las grandes super- 
ficies, es a la inactividad por la esperanza de agotar 
yacimientos de explotación. 


A estos se suman otros problemas. Pueden existir 
empresas que tengan la intención de explotar, pero 
esta normativa, diría, congela por seis o doce años. 
Debo reconocer que el proyecto dice que se seguirán 
los programas, pero alguna experiencia tenemos en 
este mundo. Sabemos que la minería es un micro- 
clima -por decirlo así-, con características muy espe- 
ciales, donde el minero internacional ejerce mucha 
presión. Así lo he sentido como Ministro. Es más, en 
su momento, tuve que expulsar de mi despacho a 
prepotentes mineros internacionales que, basándose 
en la enorme potencia de miles y miles de millones 
de dólares, miraban al Uruguay como una referencia 
marginal, más allá de la importancia que tiene. 


Pienso que, incluso, se debería buscar la forma de 
que el propio superficiario pudiera participar en la 
solicitud de prospección, porque es un tercero en el 
tema. Es cierto que los trámites son largos, pero no 
lo son por las vistas a los superficiarios sino porque 
en ese microclima de la minería -que tiene caracte- 
rísticas especiales- funciona la lentitud de la propia 
Administración. A nuestro entender, la situación en 
la explotación minera debería ser más sencilla: o el 
superficiario afectado se asocia con el minero o el mi- 
nero le compra la tierra al valor de mercado que ten- 
dría el predio en las condiciones que se encontraba 
antes del inicio de la prospección. El mismo criterio 
se debería aplicar para el tema de las servidumbres, 
aunque también es cierto que el Código establece la 
posibilidad de que el superficiario exija la compra 
cuando está afectado en forma distinta. 


Me pregunto si en realidad se puede aplicar esta 
norma para las pymes uruguayas. No digo para pro- 
yectos de megaminería, pero sería un gran objetivo 
que esta norma alcanzara a las pymes. No entiendo 
por qué se privilegia de hecho a grandes empresas 
internacionales en un recurso que es del Uruguay y 
sobre el que no se necesita hacer ningún monopolio 
ni ninguna nacionalización. Si bien no pretendemos 
discutir este punto, en todo caso lo que vamos a ha- 
cer -discúlpenme la franqueza- es privatizar el recur- 
so natural, no por la propiedad, pero sí entregando 
un recurso no renovable para que sea manejado por 
un grupo de empresas, condicionando dos aspectos: 
el sistema de producción nacional y la soberanía del 
país en decisiones que muchas veces van a ser im- 
puestas por un interés superlativo en este mundo tan 
globalizado y tan fuerte en lo que es la transnacio- 
nalidad. Un tercio del comercio mundial se realiza 
intrafirmas; un tercio, y nosotros somos un punto. Si 
la Argentina toma esos recaudos para que la minería 
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no sufra estos problemas de captación de sus recur- 
sos naturales, ¿cómo no lo vamos a hacer nosotros, 
por lo menos, para definir un proyecto estratégico del 
país? El gran problema de la inversión no es la tasa de 
inversión -en esto recurro a los economistas- sino la 
tecnología, porque la tasa de inversión es apenas un 
porcentaje del producto. El problema es qué tecno- 
logía varía un determinado esquema productivo del 
país. Acá vamos a exportar hierro o metal de la misma 
forma que lo hacemos con la aleación del oro -los que 
han ido a Minas de Corrales saben cómo es el tema- y 
vamos a dejar un proceso industrial en manos de un 
proyecto sobre el que tengo mis serias dudas -ojalá me 
equivoque- que pueda ser concretado en agregación 
de valor. Ahí es donde vamos a tener que empezar 
a ver cuál es la relación agricultura-minería -porque 
esta explotación excluye la actividad agropecuaria-, 
así como los adyacentes y las servidumbres de ducto 
que sean necesarias. Entonces, la marginalidad de la 
minería deja de ser tal; aun con el Código de Minería 
actual, la marginalidad de la minería comienza a ser 
un elemento que se impone sobre determinado siste- 
ma productivo y sobre la familia rural. No estoy invo- 
cando argumentos demagógicos, porque conozco ese 
tema. Conozco lugares como Santa Clara de Olimar 
-mi familia política estaba vinculada a esa zona-, Ce- 
rro Chato, Valentines, la 9” Sección de Cerro Largo, 
el arroyo Pablo Páez, por lo que puedo suponer que el 
pequeño propietario de treinta, cuarenta o cincuenta 
hectáreas podría decir: “Señores: con estos proyectos 
de prospección se me instalan dentro de mi campo y 
en la segunda experiencia que se haga de exploración 
o explotación de minería abierta mi sistema producti- 
vo agropecuario está liquidado”. ¿Tiene alternativas? 
Por supuesto, las tiene. 


Ahora bien, si nosotros nos quejamos tanto de los 
europeos porque protegen a sus productores rurales 
y los subsidian porque quieren radicarlos en la tie- 
rra y defender a la familia rural, ¿vamos a decirles a 
nuestros productores rurales que ahora estamos con 
la megaminería? Esta va a manifestar a un productor 
rural que tenga treinta o cuarenta hectáreas: “Usted 
no sé cómo se va a arreglar. Busque una indemniza- 
ción o haga lo que quiera, pero el proyecto de país de 
su establecimiento de familia rural va ser cuestionado 
por intereses extranjeros muy fuertes”. 


Yo no quiero llegar a los extremos, pero en estos 
días he escuchado que el propio Gobierno está em- 
pezando a cuestionar la captación de inversiones “a 
cualquier costo”; esa era la expresión que se utilizaba 
y se piensa en una mayor selectividad. 


La inversión a cualquier costo pudo haber sido 
necesaria durante un período para aumentar rá- 
pidamente las tasas de inversión, como en 2003, 
cuando teníamos un Producto Bruto Interno de 
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US$ 12.000:000.000; pero hoy estamos en US$ 
40.000:000.000. En esa selectividad, ¿se va a dar pre- 
ferencia a un proyecto megaminero de esta naturale- 
za? ¿Esa es la visión que se tiene en el Uruguay para 
decir que hay que invertir en nuestro país? El criterio 
de la selectividad es lo que deja la inversión después 
de la etapa de instalación, cuando se pasa a una ac- 
tividad permanente y estable en materia de empleo 
directo o indirecto, daño ambiental y exclusión de 
actividades alternativas e ingreso fiscal. Cuando se 
habla de billones de dólares de exportación de hierro, 
tenemos que desagregar la cifra en varios conceptos: 
ganancias que se trasladan al exterior, canon para el 
Estado e impuestos, masa salarial, costos del proceso, 
materiales y equipos -divididos en nacionales e im- 
portados-, y pérdida de lo que se pudo haber gene- 
rado por la actividad agrícola u otra que haya sido 
sustituida por ese criterio selectivo. 


En lo personal, sin perjuicio de acompañar otros 
proyectos, creo que hay casos muy paradigmáticos en 
el Uruguay, en los que, como se dice a veces, después 
de frita la grasa quedan los chicharrones, es decir, 
una vez terminada la ebullición nacional. 


Quiero insistir en que la inserción minera, en una 
economía agrícola y agroindustrial sin industrias bá- 
sicas, es un proceso que lleva a generar condiciones 
para la formación de cadenas de valor en un tiempo 
que no sabemos si se puede cumplir. Como se supo- 
ne que nosotros queremos agregar valor y buscar una 
nueva expresión de la economía del país en la diver- 
sificación de los mercados, en la calidad y, sobre todo, 
en la diferenciación del producto, la pregunta es: 
¿la megaminería llena todos estos requisitos o sim- 
plemente es el atractivo de una gran inversión que, 
en muchos casos, pasa de mano en mano hasta que 
termina la exploración, con los perjuicios que puede 
tener en algunos aspectos fundamentales de la vida, 
el estilo y la forma de vivir del Uruguay rural? Este es 
un tema en el que no voy a profundizar más. 


Por otra parte, quisiera hacer referencia al canon. 
Al respecto, el doctor Ramírez hizo un fuerte cuestio- 
namiento por cambiar, precisamente, el canon sobre 
el valor FOB. Aclaro que hicimos un enorme esfuerzo 
para tratar de llevar al español ese término y utilizar 
una expresión nacionalista -en el sentido global, no 
en el partidario- en la redacción del proyecto de ley. 
Al analizar esto, vemos que el canon se va a pagar 
sobre el precio de exportación, aunque es cierto que 
hay discrepancias en este sentido. Nos da la sensa- 
ción de que cuando el canon se paga sobre el valor 
FOB de exportación, el incentivo para agregar valor 
es muy poco y este es el cambio de criterio. Es cier- 
to que había dificultades en la identificación y que 
según algunos criterios se podía hacer, pero estamos 
hablando de un canon que se va a establecer para 
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productos minerales a partir de su salida para la ex- 
portación y no en función de determinado criterio de 
valor agregado. 


Vuelvo a insistir en que hay un artículo que es- 
tablece el 15% de ofrecimiento en el mercado inter- 
no. En ese sentido, todo está muy bien, pero ese es 
un tema de papeles. Me pregunto: ¿cómo hacemos 
nosotros para evitar que esa relación del 15% con la 
materia prima no sea un grupo de poder y de presión 
aún más grande, a los efectos de condicionar muchas 
cosas en el país? 


Con respecto a la propuesta hecha por el señor 
Senador Bordaberry, agregamos un artículo para es- 
tablecer en qué condiciones se hacía y de qué mane- 
ra, porque eso va a quedar en manos de la reglamen- 
tación. 


Podría seguir cansando al Senado sobre estos te- 
mas, señora Presidenta, ya que no solo nos apasionan, 
sino que es algo que vemos todos los días. Además, 
como alguna experiencia tenemos en la vida regional, 
nuestra preocupación radica en que consideramos 
que no hay atajo para el desarrollo. Cuando queremos 
hacer un atajo basado en una gran inversión, el de- 
sarrollo tiene sus costos; y si no lo logramos, tenemos 
los costos sociales de un desarrollo postergado. 


Por ese motivo, vamos a votar en contra del pro- 
yecto de ley y a acompañar solamente algunos artícu- 
los, como decidimos en Comisión. 


Muchas gracias, señora Presidenta. 
SEÑOR SOLARI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Señora Presidenta: queremos 
transmitir al Cuerpo que lamentamos que el trata- 
miento de este proyecto de ley tan importante no 
haya podido esperar unos días hasta que regresara 
de su licencia el señor Senador Bordaberry. Como a 
todos les consta por la lectura de las versiones ta- 
quigráficas, él trabajó durante mucho tiempo en la 
Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo 
y Servicios, junto con varios de los demás integran- 
tes, en el análisis y la perfección del articulado, en la 
concordancia y aún en la discrepancia. Él utilizó la 
experiencia que obtuvo al frente del Ministerio de In- 
dustria, Energía y Minería, y concomitantemente del 
de Turismo, al planteársele disyuntivas con respecto 
al ordenamiento territorial aplicable. 


De todas maneras, las cosas son como son y hu- 
mildemente voy a tratar de suplir su ausencia y re- 
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latar sus argumentos, transmitiéndolos al resto del 
Cuerpo y explicando la posición del Partido Colorado 
en este tema. 


En primer lugar, señalo que nuestro partido apo- 
ya el desarrollo económico y social del país en todas 
sus manifestaciones, incluida la minería. Para nada 
estamos en contra de la minería o a favor de A o B; 
no es ese nuestro espíritu. El Partido Colorado quiere 
un desarrollo económico y social que preserve algu- 
nos criterios. El primero de ellos es dejar a nuestros 
hijos y nietos un país sustentable en el que tengan 
un manejo del medioambiente que les permita seguir 
desarrollándose para que, a su vez, sus hijos y sus 
nietos tengan posibilidades de continuar haciéndolo. 


En segundo término, queremos un desarrollo -y 
por supuesto que esto se aplica a este Código- que 
equilibre lo más posible los efectos económicos de 
crecimiento -que buscamos y deseamos- con el desa- 
rrollo social, es decir que sea compatible con el cre- 
cimiento armonioso de las comunidades que habitan 
en el territorio. 


Por último, deseamos un desarrollo que compati- 
bilice los derechos del Estado con los de los propieta- 
rios de las tierras y los de quienes explotan los recur- 
sos, sobre todo los del subsuelo, ya que lo hacen en 
nombre del Estado porque, en definitiva, el subsuelo 
nos pertenece a todos. 


Pese a todo el empeño que pusieron los señores 
Senadores integrantes de la Comisión de Industria, 
Energía, Comercio, Turismo y Servicios, incluido el 
señor Senador Bordaberry, no se pudo lograr una 
redacción que satisficiera las principales preocupa- 
ciones. Por lo tanto, vamos a votar negativamente el 
proyecto de ley, sin perjuicio de que sí acompañare- 
mos algunos de sus artículos que entendemos son to- 
talmente de recibo. 


Una de las razones fundamentales que nos lleva 
a rechazar esos artículos es, entre otras, la extensión 
de los plazos de prospección, exploración y explota- 
ción, que pueden tender a crear situaciones especu- 
lativas de muy difícil manejo para un país pequeño 
como el nuestro. 


Por otra parte, creemos que esta iniciativa, en 
muchas de sus disposiciones, recorta los derechos de 
los superficiarios porque no tienen la garantía de la 
vista previa. Se dice que no tienen dicha garantía, 
pero que antes de que se inicie la actividad van a ser 
notificados; no es lo mismo ser notificado de una de- 
cisión administrativa que tener una vista previa a la 
toma de dicha decisión. Además, hubo una especie de 
confesión de parte de uno de los técnicos de la Direc- 
ción Nacional de Minería y Geología, que dijo que en 
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algunos casos no se puede dar vista previa porque no 
se puede ubicar a los superficiarios. Entonces, ¿cómo 
van a notificarlos después? En este punto parece 
existir una dificultad realmente importante. 


Asimismo, muchos de los controles que hoy exis- 
ten de tipo ambiental, técnico y que están estipulados 
en forma bastante pautada, quedan supeditados a un 
proyecto de explotación que tiene que presentar la 
empresa concesionaria y al cumplimiento de las eta- 
pas y las circunstancias previstas en él. Ahora bien, 
todos sabemos que un proyecto es un proyecto y que 
después la realidad es muy distinta. Por lo tanto, el 
abrir la discrecionalidad a que el cumplimiento sea 
con respecto al proyecto aprobado, hará que se plan- 
teen una serie de circunstancias litigantes. En esos 
casos, el Estado va a estar litigando con empresas de 
mucho porte y capacidad de presión, por lo que cree- 
mos que no se va a encontrar en las mejores condicio- 
nes para hacer valer sus derechos. 


En síntesis, estas son las tres razones principales 
por las que vamos a votar en contra de este proyec- 
to de ley. La primera es que pensamos que la exten- 
sión de los plazos puede favorecer el desarrollo de 
situaciones especulativas; la segunda es el recorte de 
derechos de los superficiarios, tanto en la etapa de 
prospección y exploración, como en el otorgamien- 
to de servidumbres. Pensemos en lo que va a ser la 
servidumbre del ducto de la Minera Aratirí, que hoy 
por hoy no está comprendida en este proyecto de ley 
porque el artículo 26 la excluye totalmente de este 
Código por ser un permiso que ya está en trámite; 
en su longitud de más de 200 kilómetros, y que pase 
por campos privados, poblados, casas, plantíos, ciuda- 
des, etcétera, hasta llegar a la angostura. Y la tercera 
razón es que los controles dependen de un proyecto 
que siempre va a ser motivo de cambios, porque esa 
es la realidad. 


Repito que por estas razones vamos a votar nega- 
tivamente este proyecto de ley, aunque en el estudio 
del articulado haremos las consideraciones del caso 
con respecto a algunas disposiciones que acompaña- 
remos con nuestro voto. 


SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- En primer lugar, quiero seña- 
lar que el Uruguay geológico es de bastante reciente 
conocimiento. Tengo unos años y participé en la con- 
fección de la primera Carta Geológica del Uruguay; 
incluso, obtuve una muy buena nota en la materia 
Geología por haber hecho una tesis que después se 
comprobó que era cierta. 
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Los trabajos del Instituto de Química y de ANCAP 
fueron los que sistematizaron las primeras investi- 
gaciones que realizaron el doctor Walter -un alemán 
que se instaló en la Facultad de Agronomía- y des- 
pués Falconer, viajantes que andaban por las vías del 
tren, miraban los cortes en las terrazas y hacían unos 
mapas geológicos muy primitivos, lo que tuvo lugar a 
principios de los años sesenta. En realidad, en esos 
años ya se vio que el Uruguay no tenía recursos mi- 
nerales importantes en el concierto mundial. Aun- 
que ahora nos asustemos por algunos números que 
se están divulgando, no son importantes en América 
Latina ni en el mundo, pero sí son recursos diversos; 
buen aporte hicieron los italianos que abrieron las 
canteras de mármol de Maldonado para hacer este 
edificio. 


Tempranamente se encontraron la dolomita, las 
calcitas, el granito negro, las ágatas, las amatistas, 
el talco, las arcillas de caolín e, incluso, algunos mi- 
nerales que se explotaron aquí con socavones. Cerca 
de Aiguá, en la Sierra del Carapé, todavía hay unas 
viejas minas de cobre que explotaba una compañía 
inglesa y que no fueron significativas porque en aque- 
llos años todo era muy rudimentario y, en general, se 
sacaba poco rendimiento en la obtención de metales 
puros a partir de la mena. 


Ahora bien, si tenemos recursos minerales, 
aunque no sean gran cosa para el mundo, pueden 
serlo para nosotros. ¿Qué vamos a hacer con los 
recursos minerales que tiene el Uruguay? Creemos 
que son una excelente oportunidad de desarrollo. 
Como cualquier actividad que uno decide empezar 
a desarrollar, la minería es una empresa de mucho 
riesgo. Supongo que esto lo habrán pensado quienes 
comenzaron a desarrollarla en el Uruguay; es más, 
el minero más importante que hoy tiene nuestro país 
es el propio Estado, que tiene minas de caliza y de 
dolomita en distintos departamentos y con las cuales 
hace el Pórtland. 


Como recién señalé, la minería es una empresa 
de mucho riesgo. Se dice que de cada cien proyec- 
tos mineros que se realizan, solo uno termina en 
explotación; es una actividad muy compleja -no es 
cualquiera- por el tipo de inversión y de trabajo que 
implica. Por esa razón, las leyes que regulan esta 
actividad son muy importantes; acá no hay libertad 
para que cualquiera haga lo que desee y en cual- 
quier lugar. Se precisan leyes que regulen los dis- 
tintos intereses que son afectados, que establezcan 
obligaciones y derechos de los distintos actores y que 
organicen el conjunto de la actividad minera. Creo 
que ese es un mérito del “antiguo” Código de Mi- 
nería -hoy podemos llamarlo de ese modo- que ha 
estado vigente hasta el día de hoy. 
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Será todo un capítulo insertar esto dentro de la 
actividad económica nacional; no puede ser algo se- 
parado y visto con otra filosofía, sin importar quién 
sea el minero. Para Uruguay esto es importante por- 
que diversifica la matriz productiva nacional. Noso- 
tros tenemos pocos productos que, en general, están 
vinculados entre sí, por lo que la existencia de una 
actividad que produzca algo diferente diversifica la 
matriz y genera actividad económica. Sería importan- 
te no producir solamente materia prima, y esto vale 
para la madera, la carne, la pesca o cualquier otra 
producción. 


Por otra parte, esta actividad genera puestos de 
trabajo y salarios que son más industriales que ex- 
tractivos. Con la instalación de varios proyectos he- 
mos notado un importante aumento de los salarios 
de los trabajadores; me refiero a zonas donde había 
muy poca actividad económica y los salarios eran 
muy bajos. Constituye también una oportunidad para 
el desarrollo del país, no solo de la actividad de la 
explotación en sí misma. En realidad, como son re- 
cursos naturales tienen la misma dependencia que la 
matriz productiva de carne, granos y madera y puede 
significar una nueva cadena de valor. Precisamente, 
el Código de Minería permite la construcción de esa 
cadena a través de las modificaciones incorporadas. 
Debemos reconocer que se empezó con un 15% y 
que importamos muchos productos de hierro, de oro 
y otros minerales que tenemos en el país, pero pro- 
bablemente podamos satisfacer la demanda interna, 
siempre que no se trate de productos sofisticados. 


La minería es una actividad nueva y riesgosa que 
siempre estuvo relacionada con lo aventurero. Tam- 
bién se asoció al colonialismo, a ser un trabajo muy 
inseguro y a que se explota a las personas. Es algo pa- 
recido a la agricultura de las plantaciones, actividad 
que siempre mostró, por un lado, una riqueza muy 
concentrada y, por otro, una pobreza muy grande. 
Además, hay un riesgo de pasivo ambiental importan- 
te; pero también riesgoso es cruzar la calle y, sin em- 
bargo, todos los días lo hacemos. Entonces, ¿vamos 
a abdicar de una actividad que es una oportunidad 
para el país? 


Es cierto que pocas empresas trasnacionales co- 
mercializan minerales. Pero también son solo cuatro 
las empresas que comercializan los granos; y sucede 
algo similar con las que producen papel y comerciali- 
zan la celulosa. Este es el mundo actual; no podemos 
hacer otro mundo diferente para los minerales en la 
época de la globalización y de la concentración que 
conduce a la centralización. Quizás el desafío sea de- 
finir cómo nos ubicamos como país en ese mundo, 
cómo no caemos en las redes de grandes empresas 
trasnacionales que se apropien de nuestro trabajo. 
Pero esto es algo que sucede en varios lados. 
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Otra posibilidad que veo es el fósforo, y aquí hay 
rocas que lo tienen. Al igual que Brasil y Argentina, 
somos importadores de fósforo. Las poquitas empre- 
sas que producen fertilizantes a partir de las mate- 
rias primas y que las distribuyen, están muy ligadas 
a las empresas que distribuyen los granos. Entonces, 
lo que sucede hoy en nuestra región es que estamos 
importando insumos de empresas centralizadas que 
son las que después manejan nuestros productos. 


Creo que la actividad minera nos da la posibilidad 
de independencia económica. Hemos hecho algunos 
planteos ante las autoridades de Chile -que tiene 
potasio-, Brasil y Argentina para ver cómo podemos 
trabajar hacia la producción de fertilizantes en la re- 
gión saliendo de las redes de las grandes empresas 
multinacionales. Esto es riesgoso porque esas empre- 
sas tienen tecnología, información y, probablemente, 
produzcan el kilo de fósforo más barato que nosotros. 
Después vemos cómo arreglamos esto, pero al me- 
nos avancemos tratando de solucionar los problemas 
que tenemos. Reitero, es una actividad riesgosa, pero 
teniendo recursos minerales tenemos la visión que 
no se puede prescindir de la explotación de estos re- 
cursos. Cómo lo hacemos y cómo no caemos en los 
riesgos que esto implica, es otra cosa y es importante 
considerarlo. Muchas de las actividades extractivas 
de minerales que se desarrollan hoy en Uruguay, por 
ejemplo, el mármol y piedras preciosas, las hacen las 
pymes. Es cierto que en un mundo globalizado la de- 
fensa del trabajo de las personas y el hecho de que no 
se rompan las redes de integración social para evitar 
quedar como rehenes de grandes empresas trasna- 
cionales es un tema muy importante -del que voy a 
hablar más adelante- que requiere una estrategia de 
país. 


Reitero que para nosotros, teniendo los recursos, 
la minería es una actividad que debemos desarrollar 
para utilizar con fines de crecimiento y desarrollo. 
Tenemos la posición política de aceptar el desafío 
como lo hicimos con otras producciones que también 
están globalizadas, al igual que el comercio y la pro- 
ducción de minerales en el mundo. 


Las inversiones en minerales forman parte de las 
que se realizan en recursos naturales; no se trata so- 
lamente de la tierra y del agua. En este momento en 
que existe un boom de inversiones sobre los recursos 
naturales, en el mundo se han hecho muchos estu- 
dios, precisamente por lo que está pasando. Hay mu- 
chos países en desarrollo que tienen una demanda 
creciente no solo de alimentos, sino también de otros 
productos muchos de ellos vinculados a los recursos 
naturales. Los minerales son necesarios para el desa- 
rrollo industrial que están teniendo los países en cre- 
cimiento, que compran minerales a futuro. Incluso se 
han hecho estimaciones sobre cuántos miles de tone- 
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ladas de mineral van a ser demandadas en distintas 
partes del mundo. Es más, un informe realizado en 
Estados Unidos de América hizo el cálculo de cuántos 
kilos de minerales que se explotan van a ser consu- 
midos durante la vida de un niño que nace hoy, y de 
dónde se tiene expectativa que se extraigan. Es por 
todo esto que las empresas mineras buscan los recur- 
sos naturales, haciendo la explotación con tecnología 
que cada vez más permite llegar a las rocas con me- 
nos riqueza porque los precios son más altos. Esto ha 
sido estudiado por el Banco Mundial; además, sobre 
recursos naturales existe un libro muy interesante de 
reciente aparición. Para que estas actividades sean 
positivas para el desarrollo, deben cumplir una serie 
de condiciones que dependerán de qué recurso natu- 
ral se trata, en qué lugar del planeta está y qué con- 
diciones tienen los países. Es muy diferente la suerte 
de los países con una institucionalidad muy pobre que 
la de aquellos países que tienen una institucionalidad 
bien organizada, un sistema jurídico y un Estado. Eso 
sí, la minería necesita un Estado; no un Estado míni- 
mo, sino un Estado que regule y que controle. No es 
una actividad donde cualquiera se lleva lo que quiere 
y de donde sea, porque eso sí conduciría al hambre y 
a la pobreza. 


Para que la minería no sea a cualquier costo, como 
decía el señor Senador Abreu, hay ciertos principios 
que las inversiones tienen que respetar. Esto es lo 
que permite que la actividad de explotación de los 
recursos naturales sea positiva y sostenible, y contri- 
buya al desarrollo. En primer lugar, las inversiones 
tienen que respetar las leyes, las regulaciones, las 
definiciones de buenas prácticas; tienen que ser eco- 
nómicamente viables y deben tener efectos positivos 
en la sociedad; esas inversiones, cualesquiera sean, 
tienen que ser social y ambientalmente sostenibles, y 
esto también vale para la minería. Además, todas las 
decisiones deben tomarse con consulta y participa- 
ción de los afectados, para contribuir a formar la red. 
Esto está vinculado a un cambio en la redacción, que 
ahora incluye la vista previa de los afectados, aunque 
también tiene que haber sindicatos de los trabajado- 
res y negociación colectiva. 


Las aprobaciones y las decisiones que se tomen 
deben ser transparentes y tienen que monitorearse -y 
esto también es objeto de debate público- porque lo 
que está pasando con recursos naturales e inversio- 
nes de este tipo en África, por ejemplo, es que se han 
vendido 40 millones de hectáreas de tierra en pocos 
años y solo el 21% de los proyectos que se presentaron 
y se aprobaron fueron llevados a la práctica. Si un 
país tiene poca institucionalidad, puede suceder que 
le presenten un proyecto, lo mire y lo apruebe; pero 
eso no basta. A los proyectos hay que seguirlos y ver 
si después se hace lo que allí se dice. Este es un de- 
safío importante para los Estados que entran en esas 
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actividades, porque hay que desarrollar la institucio- 
nalidad y hay que capacitar a la gente. 


Justamente, la semana pasada técnicos de la Di- 
rección Nacional de Minería y Geología fueron a re- 
correr zonas de minería a cielo abierto en Brasil, por 
un convenio entre los Gobiernos, para ver cómo es- 
tán aprendiendo ellos y qué impacto tiene ese tipo de 
proyectos, con la idea de adelantarnos y conocer es- 
tos emprendimientos antes de que los problemas nos 
hagan pensar tardíamente en qué cosas deberíamos 
haber hecho. 


No sé si este es el mejor Código de Minería po- 
sible, pero las reformas que se proponen van en el 
sentido de actualizarlo y de permitir que se desarrolle 
esta actividad por parte de empresas más grandes. 
La realidad es que, con los plazos previstos para las 
autorizaciones de prospección o de exploración que 
se daban hasta ahora, las empresas tenían que mentir 
y el Gobierno sabía que le mentían, pero como se les 
vencía el plazo, los inversores tenían que formar otra 
empresa, que era la que seguía haciendo el trabajo 
de exploración. Esto no sólo era aceptado, sino que 
incluso se les sugería directamente a los inversores 
que formaran otra empresa, porque la ley no permi- 
tía ampliar el plazo. Lo aporto como un ejemplo de 
cosas que me enteré que pasaban. Siendo así, mejor 
ampliemos los plazos. Puede ser discutible que estos 
sean muy largos, pero con el trabajo que hay que ha- 
cer hoy en día, que termina con una perforación has- 
ta profundidades muy grandes y con un tratamiento 
en laboratorio de las muestras que se extraen, para lo 
cual hay que recorrer miles y miles de kilómetros, los 
plazos no pueden ser iguales a los que estaban previs- 
tos hace cincuenta años, cuando las técnicas que se 
usaban eran otras. 


Entonces, sin entrar en los detalles -después, 
cuando tratemos los artículos, vamos a realizar al- 
gunas propuestas-, quería hacer un enfoque político 
general de la actividad minera. 


Por mi parte apoyé el trabajo que se hizo aquí y 
estoy convencido de que es una oportunidad. Como 
con cualquier otra oportunidad, cuando se levanta un 
centro, uno puede cabecear bien o mal, errar el ca- 
bezazo o ni siquiera ir a cabecear. Nosotros estamos 
dispuestos a que el centro se levante con precisión, a 
controlarlo y a entrar a cabecear en el momento justo 
para hacer el gol. 


Es cuanto quería decir, señora Presidenta. 
SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador Couriel. 
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SEÑOR COURIEL.- Señora Presidenta: en reali- 
dad, dada la hora y el momento en que se está tratan- 
do este proyecto de reforma del Código de Minería y 
después de la excelente exposición del señor Senador 
Martínez, lo único que quiero hacer es complementar 
y tomar algunos temas específicos. 


En primer lugar, hace muchos años que se sabe 
que hay recursos minerales en el Uruguay. Yo tuve la 
suerte y la oportunidad de trabajar en los planes de 
desarrollo de la CIDE y allí ya aparecía Valentines. 
Las novedades que hoy nos llevan a querer utilizar 
esos recursos minerales son dos. La primera está 
vinculada a los precios internacionales de estos pro- 
ductos, que tienen mucho que ver con el crecimien- 
to de países emergentes, especialmente China. Hay 
que tener en cuenta que los precios de los minerales 
están creciendo muchísimo más que los precios de 
los alimentos, lo que está favoreciendo a Chile y a 
Perú, por ejemplo. Esos precios internacionales, sin 
duda, están ayudando a que puedan venir inversiones 
al Uruguay a explotar este tipo de rubros. Y el segun- 
do elemento es que hay avances tecnológicos que no 
había hace treinta o cuarenta años, lo que también 
facilita la explotación. 


A mi juicio, este no es un tema menor. Las expor- 
taciones de hierro pueden superar las exportaciones 
de carne; entonces, en un país pequeño, que tiene 
que exportar y cuyo crecimiento tiene que producirse 
hacia afuera, debe ser bienvenido que haya un rubro 
donde existe la chance de superar el principal pro- 
ducto de exportación de las últimas décadas. Desde 
ese punto de vista, lo único que estamos haciendo 
aquí es establecer normas y fijar determinadas ca- 
racterísticas. Por ejemplo, vamos a cobrar un canon 
más caro, lo que es positivo para el futuro desarrollo 
del país. 


Por otra parte, es evidente que el país debe apun- 
tar a una política industrial con una estrategia de de- 
sarrollo. Creo que hoy la inserción de un país peque- 
ño exige tener el mayor valor agregado posible y el 
mayor contenido tecnológico. Este es el tema central 
para nosotros. El mundo hoy exporta conocimiento, 
de manera que vamos a quedar afuera del mundo si 
no exportamos conocimiento. Pero también hay que 
incorporar valor agregado. Y, justamente, cuando en 
el proyecto de Código de Minería se explicita que un 
15% tiene que ir al mercado interno, es para tener 
más valor agregado. Se podrá decir que está en el pa- 
pel y es lógico que así sea; no puede estar en otro 
lado en este momento. Esto no va a depender solo del 
Código de Minería, sino también de la política indus- 
trial y minera que lleve adelante el Poder Ejecutivo al 
que le corresponda. Pero este Poder Ejecutivo quiere 
tener política industrial y política minera. 
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El señor Ministro de Industria, Energía y Minería, 
que vino todas las veces que fue necesario y aten- 
dió todos los reclamos, los requerimientos y las de- 
mandas que pudo, dijo que no solo quería incorporar 
valor agregado, sino también proveedores locales de 
los insumos que requiere la explotación. Entonces, 
la cadena se compone con los proveedores, la explo- 
tación, la incorporación de mayor valor agregado y, 
sobre todo, de más contenido tecnológico. Este, a mi 
juicio, es un elemento vital. El Uruguay va a aportar 
recursos naturales por muchos años, pero yo quiero 
incorporarles valor agregado y contenido tecnológico. 
Y esta es una oportunidad que no quiero perder, de 
ninguna manera. 


Fui a Israel la semana pasada y puedo decirles que 
allí no existen más los kibutz agrícolas; ahora son in- 
dustriales. Israel, que produce cítricos, hoy importa 
jugo de naranja. ¿Por qué? Porque es un país que ex- 
porta alta tecnología. Cuando uno mira un país diná- 
mico y observa que se transformó en un país desarro- 
llado, el tema central es el contenido tecnológico y no 
los recursos naturales. Ese para mí es un elemento 
clave, porque hay que armar y efectivizar esto a partir 
de algo esencial, y es que haya Estado, pero no, como 
dijo el señor Senador Agazzi, un Estado mínimo, un 
Estado que no está en condiciones de llevar adelante 
determinadas políticas. Vamos a decirlo claramente: 
en este momento estamos armando el Ministerio de 
Industria para que pueda tener técnicos y pueda te- 
ner política industrial. Recién lo estamos armando, 
así como recién estamos armando la Dinama, por- 
que tiene tan pocos funcionarios que quizás no está 
en condiciones de poder cumplir una tarea tan vital 
como la de cuidar el medioambiente. 


Si mañana me preguntaran si estoy de acuerdo 
con el proyecto de mineral de hierro que se va a lle- 
var adelante, desde el punto de vista medioambien- 
tal respondería que para dar una respuesta esperaría 
el informe oficial de la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente. Pero esa Dirección debe tener un equipo, 
instrumentos y la calidad necesaria para poder con- 
trolar y regular; y esto lo estamos armando. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR COURIEL.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Es posible que para hacer 
el control ambiental de un emprendimiento como el 
que se está considerando -que obviamente es el de 
Aratirí- sea necesario equipar a la Dinama con más 
técnicos y equipos que los que hoy tiene, pero no ol- 
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videmos que esa Dirección fue la que controló toda la 
instalación de Botnia en el país y siempre sostuvimos 
frente a la República Argentina que nuestra Dinama 
estaba en condiciones de controlar -y efectivamente 
lo hacía-, y cuando fuimos a La Haya nadie pudo de- 
cir que no pudiera hacerlo, o que no garantizaba que 
ese proyecto no fuera a contaminar. Me parece muy 
bien que se mejoren la Dinama, la Dinamige y todas 
las oficinas públicas que se quiera señalar, para que 
funcionen cada vez mejor. Eso está muy bien; pero 
no se pretenda decir que recién ahora se empiezan a 
hacer las cosas, cuando ya funcionaban desde tiempo 
atrás en el país, tal como quedó acreditado en cir- 
cunstancias muy difíciles para la República. 


Nada más, señor Senador. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Couriel. 


SEÑOR COURIEL.- Voy a decir lo que siento. 
Creo que la Dinama hizo los máximos esfuerzos para 
atender todos los temas medioambientales vincula- 
dos a Botnia y no lo estoy discutiendo; pero se vienen 
nuevos emprendimientos y para ellos hay que califi- 
car y brindar instrumentos a la actual Dinama. Este 
no es un hecho menor. 


En el día de hoy aparece un artículo en el diario 
El Observador que dice que la novedad de este Go- 
bierno es que va a tener política industrial y va a esti- 
mular determinados rubros y sectores ganadores; esa 
es una novedad. Bienvenido sea lo que está haciendo 
en este momento el Ministro Kreimerman por lograr 
una política industrial, porque ese no es un hecho 
menor y no es el libre juego del mercado el que lo 
va a resolver, ya que es necesario apoyar, regular y 
estimular. Siempre sentí que el Ministerio de Indus- 
tria, Energía y Minería no tenía todos los elementos 
suficientes para ello, de pronto porque no estaba in- 
teresado en que existieran o porque alcanzaba con la 
macroeconomía para resolver estos temas y no hacían 
falta políticas sectoriales. Es posible que así fuera, 
pero ahora quiero tener políticas sectoriales y consi- 
dero que en este momento el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería está haciendo un gran esfuerzo 
para conseguirlas. 


En mi opinión hay un gran avance, un gran es- 
fuerzo y un gran desafío para el Uruguay; tomémoslo 
como tal y avancemos en todo lo que sea posible. 


Voy a decir que también escuché al señor Senador 
Solari y por lo que pasó cuando trabajamos en la Co- 
misión, nunca pensé que el Partido Colorado fuera a 
votar en contra este proyecto. Honestamente, esto me 
llama mucho la atención, porque escuchamos al se- 
ñor Senador Bordaberry -quien trabajó mucho y bien, 
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nos sentimos contentos con la labor desarrollada en 
la Comisión y nunca imaginamos, reitero, que el Par- 
tido Colorado fuera a votar en contra de este proyecto 
de ley -porque tuvimos muy en cuenta su opinión-, 
pero cada partido tiene todo el derecho de decidir. 


Llevo 21 años siendo Senador y las veces que 
me fui de viaje y debió tratarse un proyecto de ley 
en el que había estado trabajando, nunca pedí que 
no se considerara. Nosotros teníamos interés en que 
este mes también se aprobara en la Cámara de Re- 
presentantes, porque se están pidiendo permisos y 
queremos que este proyecto de ley se apruebe cuanto 
antes. Desde ese punto de vista, me resultaron lla- 
mativas las exposiciones que escuché por parte del 
Partido Colorado y del Partido Nacional. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Miembro Informante. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- La primera idea, y para mí 
la más importante -a la que hicieron referencia los 
señores Senadores Agazzi y Couriel-, es que tenemos 
que entender que quien diga que la fortaleza de un 
país está en las materias primas y en los recursos 
naturales -recuerden que en octubre hice una 
exposición acerca del país productivo y dónde están 
los ejes que debemos adoptar- está pensando con 
la cabeza de alguien del siglo XX, cuando estamos 
dejando atrás el siglo XXI. Hoy la riqueza de una 
nación se encuentra en el conocimiento y en lo 
que pueda generar para tener más conocimiento y 
más desarrollo tecnológico. Más del 50% de lo que 
consume el promedio de los ciudadanos del mundo 
es inteligencia y, por lo tanto, hay que ver de qué 
manera aprovechamos las situaciones que hay y, 
a partir de eso, tener la capacidad de generar más 
actividad económica, más tecnología y más gente que 
aprenda a hacer cosas. Ese es el punto de inflexión 
entre ser una nación subdesarrollada y dependiente, 
o una desarrollada e independiente. Por consiguiente, 
vale mucho más la capacidad que tengamos, no solo 
para generar el valor agregado de un emprendimiento 
minero -que en general está muy por encima del que 
pueden brindar las actividades agropecuarias-, sino 
también para hacer bien las cosas. 


Otro tema que mencionaba el señor Senador 
Couriel es el desarrollo de los proveedores nacionales 
y eso es vital. UPM -ex Botnia- dejó muy poco, por- 
que ocupó mano de obra extranjera y tiene muy pocos 
proveedores nacionales: Pero en el caso de Montes 
del Plata se trabajó de otra manera, con políticas es- 
pecíficas, y hoy hay por lo menos tres barcazas, cintas 
transportadoras y un montón de elementos que están 
generando actividad nacional. 
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En resumen, las cosas que antes importábamos 
van a empezar a ser hechas por uruguayos. Eso es 
valor agregado, pero también es gente que antes no 
tenía capacidad y que hoy la empieza a tener. Es ne- 
cesario que nos metamos esa idea en la cabeza, por- 
que siempre hay que pensar con visión estratégica. 
No puedo quedarme pensando que la soberanía es 
un pedazo de hierro -que tiene una concentración 
bajísima y hay 10.000 minas en el mundo que por 
motivos geopolíticos hoy no están siendo utilizadas-, 
cuando debemos aprovechar ahora esta oportunidad, 
pues de lo contrario la vamos a perder y dentro de 
doscientos años esa mina no nos va a servir más que 
para adorno. Debemos entender que hay que aprove- 
char esta oportunidad y las posibilidades de generar 
y desarrollar muchos bienes y servicios, además del 
valor agregado, la tecnología y la especialización de 
mano de obra que ya de por sí trae consigo un em- 
prendimiento minero en su actual estado. 


¿Quién nos dijo que dejar la puerta abierta a un 
Código Minero va a ser la panacea que solucione to- 
dos los problemas productivos? Los Códigos son el 
marco institucional pero, por supuesto, después está 
la capacidad de los Gobiernos de generar políticas na- 
cionales. Por ejemplo, está lo que hizo ANCAP -que 
tan criticado fui cuando quien habla era su Presiden- 
te- con la planta de sulfurización, cuando obligó a la 
empresa a formar mano de obra nacional para que 
no pasara lo de Botnia. Es claro que eso va en las 
políticas. Lo importante es que el Código genere el 
marco institucional para obtener un 15% y quizá más. 
Obviamente, si logramos empezar a hacer palanqui- 
lla o peletización de hierro existirán posibilidades de 
seguir creciendo, pero no le erremos; en el mundo, 
cada vez importan menos las materias primas y mu- 
cho más el conocimiento. La riqueza de una nación 
es el saber hacer de su gente y no las materias primas 
o las ventajas que se tengan en el sentido agrícola o 
productivo básico. 


Por otro lado, estoy de acuerdo con que este Có- 
digo está basado en una concepción nueva, pero es- 
peculación hubo siempre. Ya mencionaba el señor 
Senador Agazzi que se formaron otras empresas y que 
había gente que accedía a información -por lo menos 
lo sospechamos y tomamos algunas medidas para 
evitarlo- y después la vendía -así como los permisos 
geológicos- a quien le interesara o estuviera desarro- 
llando un emprendimiento minero. Reitero que espe- 
culación hubo siempre; la hubo con este Código, pero 
hay que entender la nueva concepción y que el pro- 
blema de plazos implica que hay que aprovechar las 
oportunidades y que lo importante es que se echen a 
andar determinados proyectos y cierta diversificación 
de la matriz productiva para tener políticas en base 
a ese movimiento. Luego vendrán el valor agregado, 
el contenido tecnológico, la especialización y la capa- 
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citación de la mano de obra. Lo nuevo es que ahora 
-lo que se especifica en el actual Código de Minería- 
hay muchas más exigencias de proyectos técnicos, 
logísticos, medioambientales y de cumplimiento de 
normas. Actualmente no se dice que, por ejemplo, el 
plazo será de 36 meses y después ya está; existe “la 
posibilidad de”, pero todo debe estar fundamentado. 


Nuevamente debo decir, con todo respeto, que en 
determinado momento sentí que estaba en “el país 
del no se puede”. Mientras Uruguay siga siendo un 
país de gente no emprendedora que siempre hace las 
cosas por la negativa, pensando: “¡Upa, che, nos pue- 
de pasar esto o aquello!”, “¡Nos pueden embromar! 
¡Olvidate!”, yo quiero creer en el Uruguay del “se 
puede”; me parece que los uruguayos demostramos 
que las cosas se pueden hacer bien. 


SEÑOR ABREU.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Permítame terminar la 
idea, señor Senador. Estoy expresando un sentimien- 
to personal, aunque eso no quiere decir que sea el 
dueño de la verdad. 


Con respecto al tema de Botnia, al principio no 
teníamos totalmente claro el tema, sino que lo fuimos 
construyendo sobre la marcha y demostramos que po- 
díamos hacer las cosas bien. Es más, llegamos a for- 
mar equipos técnicos que aseguraron que el impacto 
ambiental era totalmente mitigable. En este mismo 
Hemiciclo, durante el Presupuesto, votamos recursos 
para que la Dirección Nacional de Minería y Geolo- 
gía no fuera la Cenicienta que anotaba en una libreta 
-esto lo vi, no me lo contaron- lo que eran los permi- 
sos y lo que producía cada empresa. No queremos 
que siga siendo la Cenicienta porque no cuenta con 
un sistema informático especializado que respalde 
la actividad para ver de qué forma se controla. Aquí 
mismo votamos recursos para contar con la gente y 
recursos técnicos para que las cosas salgan bien. 


Quiero creer que podemos ser el país de la exce- 
lencia y eso se puede construir, pero eso no se puede 
hacer si no tenemos actividad; se construye sobre la 
base de que sabemos hacia dónde vamos, tenemos 
metas claras, controlamos y existen objetivos estra- 
tégicos que marcan las pautas. De esta manera, las 
extensiones de plazo y los permisos se van a dar en 
base a esos objetivos estratégicos, y por ello estamos 
exigiendo que se presente la información necesaria 
para otorgar los permisos de prospección, de explora- 
ción y de explotación. 


Mientras me tomo un momento para respirar, le 


concedo la interrupción a mi amigo, el señor Senador 
Abreu. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador Abreu. 


SEÑOR ABREU.- La hora no es para polemizar, 
pero la verdad es que habría tiempo y oportunidades 
para polemizar acerca de muchos temas, sobre todo 
en lo que refiere a la política industrial, y para enterar- 
nos acerca de si el Ministro de Economía y Finanzas 
es partidario o no de políticas sectoriales. Cuando él 
diga acá que es partidario de una política sectorial, yo 
me voy a convencer, pero de lo único que lo he escu- 
chado hablar es de políticas transversales. Después lo 
veremos, pero es un tema técnico que está dentro de 
las discusiones, incluso, del equipo económico, porque 
las políticas sectoriales y las políticas industriales se 
hacen de forma muy directa. Conocemos un poco de 
esto, sabemos hasta dónde podemos ir y cuál es el valor 
agregado que le vamos a aportar a estos temas, pero no 
lo hacemos por decreto sino por estructura productiva, 
por acceso al mercado y, entre otras cosas, por el es- 
fuerzo que está haciendo Uruguay, por ejemplo, para 
poder acceder al mercado argentino, hacia donde va 
el 7% de sus exportaciones, que son productos indus- 
triales y está sufriendo licencias de importación por el 
capricho de un Gobierno que no respeta las obligacio- 
nes asumidas en el Mercosur. ¡Hasta para eso tene- 
mos que hablar! Yo podría hablar mucho tiempo, pero 
tampoco se puede afirmar que vivimos en el “mundo 
del no se puede”. He vivido en el “mundo del no se 
puede” durante varios años y estuvimos hablando de 
él. ¿Con respecto a qué ley que el Frente Amplio votó 
en contra está dispuesto a decir “me equivoqué”? Al 
día de hoy, ¿a la Ley de Puertos?, ¿a la Ley de Zonas 
Francas?, ¿a la Ley de Inversiones?, ¿a la de las AFAP? 
¡No me hablen del “mundo del no se puede”, porque 
en él se vivió cuando se era oposición! ¡Y ahora vamos 
a acompañar todo esto! ¡Lo que no vamos a acompa- 
ñar -con todo respeto- es que se nos venga a decir: 
“Ah, yo esperaba otra cosa”! ¿Pero de qué paternalismo 
se sale ahora para decir que esperaban otra cosa de un 
partido? Un partido tiene que actuar como le parece. 
¡Y la defensa de la soberanía nacional, en el tema de la 
minería hoy, la hacemos para evitar una hipoteca a la 
dignidad nacional! ¡No lo vamos a votar! 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Martínez. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Sinceramente no voy a en- 
trar en un debate de ese tipo porque estoy conven- 
cido de que con solo creer que no somos capaces de 
cambiar la estructura productiva de este país estamos 
hipotecando la dignidad nacional. 


Por último, quería decir que, como es obvio, hay 
muchos Códigos. Entiendo que a veces se usa a la 
Argentina para lo malo, pero cada uno tiene derecho 
a opinar lo que quiere. 
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Me parece que hoy el mundo se encuentra en un 
debate con respecto a un Código de Minería de estas 
características, porque está cambiando y hay deter- 
minadas actividades económicas para las que -como 
muy bien lo decía el señor Senador Agazzi- se necesi- 
ta mucha tecnología y mucho dinero. 


Lo mismo va a suceder con el petróleo; me encan- 
taría tener capacidad nacional para explotarlo noso- 
tros mismos, pero lamentablemente no es así y lo que 
pedimos es tener el derecho de asociación para obte- 
ner una parte. No contamos con la tecnología ni con 
los recursos para ello. Esto lo explicó muy bien el se- 
ñor Ministro en la Comisión. Hay diferentes visiones 
y, en general, lo que el Ministerio y nosotros enten- 
demos como la mejor práctica es intentar hacer un 
Código de Minería que se base en la profesionalidad 
de quienes desde el Gobierno analizan los proyectos 
y otorgan los permisos y sus plazos. Eso es lo que se 
refleja en el Código, ese es el Uruguay de la exce- 
lencia al que creo que debemos apostar, tal vez en el 
error pero con la mejor intención, buscando defender 
-no sé si más que nadie, pero igual que cualquiera- la 
dignidad nacional. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley por 
el que se modifican varios artículos del Código de Mi- 
nería, Decreto Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982. 


(Se vota:) 
-16 en 25. Afirmativa. 
En discusión particular. 


Consulto si hay alguna propuesta para realizar la 
votación en particular. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Creo que hay que realizar 
algún desglose, porque queda claro que los señores 
Senadores de la oposición han planteado la posibili- 
dad de votar algunos artículos. No sé si leerlos, marcar 
las diferencias que tenemos o que ellos digan cuáles 
quieren votar afirmativamente, tal como han hecho en 
otras oportunidades, y cuáles desean desglosar. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


6 de julio de 2011 


SEÑOR HEBER.- Vamos a solicitar que se des- 
glosen los artículos 1%, 3%, 4%, 5%, 10, 12, 13, 14, 15 
-estos dos últimos por incisos- y 16. 


SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- Pedimos el desglose del 
artículo 7”. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Solicitamos que se desglose 
también el artículo 26. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En definitiva, acorda- 
mos mocionar en el sentido de que se suprima la lec- 
tura y se vote en bloque el resto de los artículos. 

Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota:) 


-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Correspondería votar todo el articulado, excepto los 
artículos 1%, 3%, 4%, 5%, 7%, 10, 12, 13, 14, 15, 16 y 26. 


Si hay acuerdo, se va a votar el resto del 
articulado. 


(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

En consideración el artículo 1. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-19 en 24. Afirmativa. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señora Presidenta: hemos 
votado afirmativamente este artículo 1” que dispone 


CÁMARA DE SENADORES 


449-C.S. 


que el titular de una concesión para explotar que esté 
en condiciones de exportar minerales metálicos, de- 
berá ofrecer al mercado interno y a precio Free on 
board, el 15% del total de cada operación de expor- 
tación. Así reza el primer inciso de esta disposición. 


No se nos escapa que la norma es defectuosa. En 
el curso del trabajo de la Comisión fueron señalados 
distintos defectos y las dificultades que implicaría 
aplicar la norma así como está redactada hoy. Quizás 
estos vicios traigan aparejado en el futuro que se es- 
tablezca una nueva disposición y a ese efecto puede 
no alcanzar la vía reglamentaria prevista en el inciso 
final de la disposición y sea necesaria una nueva nort- 
ma de rango legal. Está bien; pero aun así nos pare- 
ce que es preciso dejar establecido el principio que 
cuando se trata de la explotación de recursos no re- 
novables, el Estado podrá disponer, cuando lo estime 
pertinente, lo que sea adecuado para que esa riqueza 
no renovable se destine, aunque sea parcialmente, 
en una porción menor, a las necesidades que pueda 
experimentar una actividad industrial que exista en 
el país. Eso hoy no está configurado pero en el futuro 
puede ocurrir, por lo que nos parece adecuado sentar 
el principio desde ya porque si no lo hacemos hoy, si 
en el futuro la realidad demanda que lo hagamos, se 
nos podrá decir que se están cambiando las reglas de 
juego. Entonces, si ahora dejamos establecido el prin- 
cipio nadie podrá decir después que se cambiaron las 
reglas de juego; es decir, si se legisla de manera más 
afinada, con criterios técnicos más precisos, se hará 
efectivamente aplicable esto que ahora votamos como 
un criterio general. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 3". 


(Se vota:) 
-16 en 23. Afirmativa. 


SEÑOR SOLARI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Señora Presidenta: hemos vo- 
tado negativamente el artículo 3% en virtud de que no 
se logró incluir lo que, a nuestro criterio, era una sal- 
vaguardia total de la restauración del medioambiente. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración el 
artículo 4”. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Pido la palabra. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Señora Presidenta: en Co- 
misión, los señores Senadores de la oposición recla- 
maron que en el final del artículo 4% se hiciera una 
modificación. Concretamente, la disposición estable- 
ce: “salvo en el caso de las servidumbres de estudio, 
las que serán declaradas por la Dirección Nacional 
de Minería y Geología, sin requerir vista previa al su- 
perficiario”. Tal como lo he expresado anteriormente, 
hemos reconsiderado el punto y estamos de acuerdo 
en cambiar el final del artículo y agregar la expresión: 
“requiriendo vista previa al superficiario”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 4 con 
el agregado propuesto. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 4”.- Sustitúyese el artículo 32 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en la re- 
dacción dada por el artículo 301 de la Ley N* 16.170, 
de 28 de diciembre de 1990, por la siguiente: 


“Artículo 32.- La imposición de las servidumbres 
mineras será declarada por el Poder Ejecutivo con 
arreglo a las condiciones que se establecen en los artí- 
culos siguientes, salvo en el caso de las servidumbres 
de estudio, las que serán declaradas por la Dirección 
Nacional de Minería y Geología, requiriendo vista 


” 


previa al superficiario”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 4%. 


(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 5%. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR ABREU.- Señora Presidenta: votamos 
en contra porque tenemos una clara discrepancia 
con respecto al canon. Recordamos que oportuna- 
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mente presentamos un proyecto de ley para que un 
porcentaje del canon de la minería fuera orientado 
a las Intendencias que, precisamente, tengan este 
tipo de emprendimiento minero. En ese caso quedó 
sustituido porque el porcentaje va a ir al fondo de 
las Intendencias. De todas maneras, me gustaría que 
quedara la constancia que los recursos que obtengan 
las Intendencias, en función de las explotaciones mi- 
neras que se produzcan en los departamentos, deben 
ser considerados como un recurso más para sus arcas 
departamentales. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración el ar- 


tículo 7*. 


SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- Señora Presidenta: este artículo 
lo único que hace es sustituir el enunciado del 
Capítulo II. Dicho enunciado, en el Código vigente, 
expresa: “Principios generales que rigen la actividad 
Minera” y se propone sustituirlo por el siguiente: 
“Principios generales que rigen la ejecución de la 
actividad geológica, minera o geológica y minera”. 
A nuestro juicio, no corresponde cambiarle el 
nombre al Capítulo porque consta de tres artículos 
y todos refieren a la actividad minera. Por lo tanto, 
la mención que se hace a la actividad geológica no 
es de recibo. En todo caso, si la intención de la ley 
-lo hemos conversado y estamos de acuerdo- es 
preservar la actividad geológica, que es una actividad 
de investigación para que no esté dentro de lo que es 
el conjunto de las obligaciones que tiene la actividad 
minera, ya está contemplado en el Capítulo IX que se 
titula “De la investigación geológica y minera”. Por lo 
tanto, propongo eliminar el artículo 7”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, lo que propo- 
ne el señor Senador Agazzi es mantener el título del 
Capítulo Il, es decir, “Principios generales que rigen 
la ejecución de la actividad minera”. 


SEÑOR AGAZZI.- No, señora Presidenta, este ar- 
tículo plantea sustituir un título del Código Minero 
vigente y como no tiene sentido dicha sustitución, 
planteo eliminar el artículo 7* del proyecto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el artículo 
7% tal como vino de Comisión. 


(Se vota:) 


-3 en 23. Negativa. 
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En consideración el artículo 10. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 12. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 13. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 14. 

SEÑOR SOLARI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Señora Presidenta: en la Co- 
misión este artículo se votó afirmativamente en su 
totalidad, pero alguno de sus integrantes no acom- 
pañaron el numeral 6), ni el inciso final. Por tanto, 
mocionamos para que con el mismo criterio se vote la 
totalidad del artículo menos el numeral 6) y el inciso 
final, de manera de ser votados en forma separada. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 14, con la excepción 
del numeral 6) y el inciso final. 

(Se vota:) 

-22 en 23. Afirmativa. 

Se va a votar el numeral 6) del artículo 14. 

(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 

Pasaríamos a votar el inciso final del artículo 14. 


SEÑOR AGAZZI.- Solicito que se le dé lectura. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase. 
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(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Para el otorgamiento del permiso de prospec- 
ción no se requerirá vista previa al superficiario”. 

SEÑOR AGAZZI.- Hay que eliminar la palabra 

SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el inciso final con la eliminación 
de la palabra “no”. 

(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 15. 


SEÑOR SOLARI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Señora Presidenta: como se 
planteó con el artículo anterior, mocionamos para 
que se vote la totalidad del artículo menos los incisos 
primero y segundo del artículo 87 y el último del ar- 
tículo en general. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 15, salvo los incisos 
primero y segundo del artículo 87 y el inciso final. 

(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se va a votar el inciso primero del artículo 87. 

(Se vota:) 

-16 en 22. Afirmativa. 

Se va a votar el inciso segundo del artículo 87. 

(Se vota:) 

-16 en 22. Afirmativa. 

Se va a votar el inciso final. 

(Se vota:) 


-16 en 22. Afirmativa. 


SEÑOR SOLARI.- Pido la palabra para funda- 
mentar el voto. 


452-C.S. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Señora Presidenta: como fue 
expresado en la Comisión, nuestro partido no acom- 
paña la extensión de plazos y áreas que implica este 
artículo por las razones que mencioné previamente, 
en el sentido de que puede terminar fomentando una 
mayor especulación en un área que es muy sensible. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración el ar- 
tículo 16. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR HEBER.- Señora Presidenta: la referen- 
cia que tengo en mi banca es que votaríamos en con- 
tra solamente el inciso tercero de este artículo 16, 
pero en el repartido figura con numerales. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR ABREU.- Señora Presidenta: acompaña- 
ríamos los numerales 1) y 2) del artículo 91, pero te- 
nemos discrepancias con el siguiente inciso porque 
al finalizar la actividad de prospección, la ausencia 
de daños y perjuicios entendemos que corresponde 
a la Dirección Nacional de Medio Ambiente y no a 
la Dirección Nacional de Minería y Geología porque, 
precisamente, es la agencia especializada en medio- 
ambiente, más allá de que el tema sea discutible. 


Entonces, no votaríamos este inciso, pero sí todo 
lo que tiene que ver con los requerimientos que se le 
exigen al permisario para la presentación de infor- 
mes, etcétera. 


SEÑOR SOLARI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Señora Presidenta: dentro del 
artículo 91, el inciso inmediatamente después del 
numeral 2) -al que hizo referencia el señor Senador 
Abreu-, habla de que la Dirección Nacional de Mine- 
ría y Geología corroborará la ausencia de daños y per- 
juicios derivados de la actividad. Coincidimos en que 
no es una actividad propia de la Dinamige, sino de la 
Dinama,; y, en todo caso, corroborará las condiciones 
de restitución. Pero decir que por ley se establezca 
que va a corroborar la ausencia, nos parece que no es 
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la redacción más adecuada. Por tanto, no es el orga- 
nismo ni la redacción más feliz. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, se votaría el 
artículo 16 con el desglose del párrafo que empieza 
con la palabra “Asimismo” y termina con la expresión 
“perjuicios derivados de la actividad”. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Señora Presidenta: la pros- 
pección queda limitada a una actividad de recorrido 
del campo; cualquier otra actividad implica una ac- 
ción del tipo legal. No se autoriza nada que implique 
ningún tipo de cambio en la superficie del terreno. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el artículo 
16 con el desglose expresado en Sala. 


(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se va a votar la frase que comienza con la palabra 
“Asimismo” y termina en “perjuicios derivados de la 
actividad.”. 


(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 26. 
SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR HEBER.- Señora Presidenta: el artículo 
26 fue desglosado por el Frente Amplio. Quisiera co- 
nocer la razón por la cual no se quiere votar en el 
Plenario. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Señora Presidenta: lo que 
sucede es que no lo pudimos discutir. Inclusive, a 
modo de fundamento, se dijo que había sido expre- 
sado el acuerdo de que no había retroactividad por 
parte del Ministerio. De todas formas, hay que tener 
presente que cada permiso es independiente; si bien 
genera derechos, es independiente el permiso de 
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prospección, del mismo modo que lo son el de explo- 
ración y el de explotación. Por lo tanto, una vez que 
vence su plazo hay que volver a solicitar los permisos. 
La idea es que los actuales permisos de prospección 
que fueron adjudicados con el actual Código de Mi- 
nería se respeten y lo mismo sucede con los actuales 
permisos de exploración y de explotación. A partir 
de la aprobación de esta ley, cada nuevo permiso de 
prospección, exploración y explotación pasan a regir- 
se por el nuevo Código. Todos tenemos claro que en 
particular el tema canon va a estar comprendido por 
el nuevo Código que estamos votando. Habrá que ver 
cómo se vota en la Cámara de Representantes. 


SEÑOR SOLARI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Para nosotros este artículo 
es fundamental y así lo manifestó el señor Senador 
Bordaberry, que fue quien lo redactó y lo propuso en 
la Comisión. En ese ámbito el artículo fue aproba- 
do tal cual estaba redactado y, obviamente, esta re- 
forma del Código de Minería en función de algunas 
iniciativas que están en trámite -me refiero espe- 
cíficamente al proyecto Aratirí- tiene ciertas conse- 
cuencias con este artículo y otras muy diferentes sin 
este artículo. De manera que nos parece que hay un 
cambio sustancial en la decisión del Frente Amplio 
al decidir no votar este artículo. Además, nos llama 
la atención que al no querer acompañarlo, no se pro- 
ponga un texto que refleje lo que acaba de decir el 
señor Senador Martínez. 


SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- En realidad, le digo al señor 
Senador Heber que cuando el señor Senador Borda- 
berry hizo la propuesta, él se había retirado y yo presi- 
día la Comisión. En principio, la propuesta nos pare- 
ció pertinente y la votamos. Una vez que la votamos, 
los funcionarios del Ministerio de Industria, Energía 
y Minería que se encontraban en la Comisión nos hi- 
cieron ver todos los inconvenientes que representaba 
este artículo. Entonces, nos vimos ante la alternativa 
de pedir la rectificación de la votación o dejarla como 
estaba a los efectos de resolverlo en el Plenario. Como 
había un ambiente excelente en la Comisión y estába- 
mos todos trabajando para aprobar algo en común, yo 
mismo, como Presidente, propuse dejar este artículo 
como una especie de gesto hacia quien lo había pre- 
sentado, aunque en el Plenario no hay más remedio 
que votarlo en contra. 
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SEÑOR MARTÍNEZ.- Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Justamente, lo que hoy vale 
es eso, es decir que para el viejo y el nuevo Código los 
permisos son específicos. Quiere decir que ese es el 
criterio que va a valer. El señor Senador Solari men- 
cionó el proyecto Aratirí, pero este no se ve en ningún 
momento afectado por los cambios en prospección y 
exploración porque ya los hizo y tiene permisos vigen- 
tes, aunque sí se verá afectado a favor de los intereses 
del Estado en el tema del canon, porque el permiso 
de explotación no está otorgado y va a tener que pagar 
mucho más porque va a estar vigente este Código que 
estamos votando. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Lamentamos, francamente, 
que la mayoría no vote este artículo 26, porque eso 
puede dar pie a suspicacias en el sentido de que se 
está reformando el Código de Minería para hacerlo a 
la medida del proyecto Aratirí. Esto es lo que está en 
juego, ya que una cosa es que Aratirí venga a ajustat- 
se a las normas vigentes en el Uruguay y otra muy 
distinta es que las normas vigentes en este país se 
ajusten a un proyecto empresarial. Ese es el quid 
de la cuestión. Nosotros no pretendemos dar fuerza 
ultraactiva a las disposiciones que hoy van a quedar 
sin efecto por la aprobación de estas normas. En ese 
sentido, es muy correcto lo que planteaba el señor 
Miembro Informante. Cuando se solicite un nuevo 
permiso, ese permiso se va a regir por las normas 
que estén vigentes al tiempo de la solicitud corres- 
pondiente. Entonces, no habrá ultraactividad de las 
normas que se derogan o se modifican hoy, pero se 
sienta el principio general y se hace el gesto de decir 
que todo esto que se está haciendo hoy no va a afec- 
tar las solicitudes que ya están en trámite. Esta es 
una forma de defender el prestigio de la ley y decir 
que no estamos legislando con nombre y apellido para 
un proyecto en particular. Me parece que eso es muy 
importante y que todos, no solamente la oposición, 
deberíamos votar afirmativamente este artículo 26. 


SEÑOR GAMOU.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR GAMOU.- Simplemente quiero apoyar lo 
que dijo el señor Senador Couriel. Yo estuve en esa 
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Comisión, pero tengamos en cuenta que también lo 
que discutimos es que con la nueva ley se aumenta 
en un 80% el canon y no podemos seleccionar qué 
parte de la ley hacemos o no hacemos, el plazo o el 
nuevo canon. Por lo tanto, me parece que quedó muy 
claro que teníamos que ver estos aspectos, porque no 
estamos hablando de tres pesos sino de millones de 
dólares. Por otra parte, cuando estábamos en la Comi- 
sión, en ningún momento establecimos un compro- 
miso sobre este punto sino que solamente hablamos 
de estudiarlo, tal como dijo el señor Senador Couriel. 
Tengamos en cuenta que esto no es a la carta ni a la 
medida y también podríamos decir que a la medida y 
a la carta sería pasar de un canon del 5 al 3, lo que en 
este caso no va a suceder. 


SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- Siguiendo con el razonamiento 
que hacía el señor Senador, si dejamos este artículo, 
estaríamos actuando a favor de los emprendimien- 
tos mineros que ya comenzaron su actividad. Al no 
ponerlo, en cambio, estamos determinando que los 
nuevos permisos tienen que pagar los nuevos cánones 
que son más altos. En realidad, quien podría solici- 
tar este artículo sería la empresa del proyecto Aratirí. 
Pero en realidad, la intención es que las nuevas au- 
torizaciones que tenga la empresa paguen los nuevos 
cánones. Pero además, este no es un razonamiento de 
conveniencia, porque todas las leyes cuando se ter- 
minan de redactar y se promulgan, empiezan a regir 
precisamente a partir del momento de la promulga- 
ción y, en realidad, en todas las leyes no se establece 
al final para qué casos rige y para qué casos no, salvo 
en situaciones muy complejas que requieran especi- 
ficar concretamente. En este caso, el día que se pro- 
mulgue la ley va a comenzar a regir todo lo que la ley 
establece, lo que va a ser más beneficioso para el país. 


SEÑOR SOLARI.- Pido la palabra para una acla- 
ración. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Muchas gracias, señora Presi- 
denta. 


Es cierto que en lo que refiere a la iniciativa de 
la minera Aratirí, la vigencia o la aplicación de esta 
reforma del Código de Minería la obliga a pagar un 
canon más alto. También es cierto que le otorga be- 
neficios muy importantes en cuanto a la extensión y 
a los plazos. Aún más, el señor Senador Gamou, en 
aquella Sesión de la Comisión, culminó expresando 
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que lo más conveniente sería separar los artículos 
que refieren al canon de los demás, porque le preocu- 
paba lo que había manifestado, por un lado la Técnica 
del Ministerio de Industria, Energía y Minería y, por 
otro, lo manifestado por el señor Senador Bordaberry 
que es, justamente, lo que acabo de decir. En aquella 
oportunidad, se quedó en buscar una redacción que 
salvara el principio de la ley pero, al mismo tiempo, 
que no otorgara un beneficio indebido. Eso fue lo que 
reclamamos cuando vimos que no se iba a votar la 
actual redacción del artículo 26 y solicitamos que se 
presentara una redacción alternativa. 


Es cuanto quería expresar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración el ar- 
tículo 26. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-7 en 23. Negativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que será co- 
municado a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“Artículo 1*.- Agréganse al artículo 16 del Decre- 
to-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, (Código de 
Minería), los siguientes incisos: 


“El titular de una concesión para explotar que 
esté en condiciones de exportar minerales metálicos, 
deberá ofrecer al mercado interno y a precio Free on 
Board, el 15% (quince por ciento) del total de cada 
operación de exportación. 


El cumplimiento de este requisito deberá acredi- 
tarse en forma previa a la exportación. 


La reglamentación establecerá el plazo, las condi- 
ciones y la información que deberá contener la oferta 
y las que deberá cumplir el comprador”. 


Artículo 2*.- Sustitúyese el literal a) del artículo 
31 del Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, 
en la redacción dada por el artículo 194 de la Ley 
N* 18.172, de 31 de agosto de 2007, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 31.- Todos los inmuebles quedan su- 
jetos a las siguientes servidumbres mineras: 


a) De estudio: 


Que comprende: el libre acceso a los predios para 
efectuar las labores necesarias para la prospección, la 
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extracción de muestras de sustancias minerales, así 
como la instalación de carpas para el alojamiento de 
técnicos, personal auxiliar y equipos, por el tiempo 
indispensable para realizar los reconocimientos y re- 
levamientos propios de la prospección”. 


Artículo 39.- Sustitúyese el literal d) del artículo 
31 del Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, 
por el siguiente: 


“d) De tendido de ductos: 


Que comprende el tendido de cañerías, el estable- 
cimiento de plantas de bombeo y toda la instalación 
necesaria para el funcionamiento de los ductos. 


A los efectos de la indemnización la servidumbre 
de ducto se considera equivalente a la de ocupación 
permanente. 


La servidumbre de ocupación temporaria o per- 
manente, la de ductos y la de paso, pueden gravar 
inmuebles distintos a los comprendidos en el área de- 
terminada por el título minero. Es de aplicación en la 
especie el procedimiento previsto en el artículo 29”. 


Artículo 4”.- Sustitúyese el artículo 32 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en la re- 
dacción dada por el artículo 301 de la Ley N” 16.170, 
de 28 de diciembre de 1990, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 32.- La imposición de las servidum- 
bres mineras será declarada por el Poder Ejecutivo 
con arreglo a las condiciones que se establecen en los 
artículos siguientes, salvo en el caso de las servidum- 
bres de estudio, las que serán declaradas por la Di- 
rección Nacional de Minería y Geología, requiriendo 
vista previa al superficiario”. 


Artículo 5%. Sustitúyese el artículo 45 del Decreto- 
Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, con las modi- 
ficaciones introducidas por el artículo 208 de la Ley 
N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 45.- Los derechos mineros otorgados 
son gravados, en relación a cada título, en la siguiente 
forma: 


I. Derecho de prospección: 


El titular de un permiso de prospección abonará 
150 UI (ciento cincuenta unidades indexadas) por cada 
100 hectáreas o fracción comprendidas en el área de 
prospección, por una sola vez y por el plazo principal. 


Por la prórroga, abonará 300 UI (trescientas uni- 
dades indexadas) por cada 100 hectáreas o fracción, 
comprendidas en el área de prospección remanente. 
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El importe debe ser abonado al ser notificado el 
interesado del otorgamiento del título o su prórroga. 


TI. Canon de superficie: 


Durante la vigencia del derecho de exploración 
otorgado, el titular del permiso abonará, por hectárea 
o fracción objeto de la exploración, el siguiente Ca- 
non de superficie: 


-Por el primer año: 300 Ul (trescientas unidades 
indexadas) por hectárea o fracción. 


-Por el segundo año: 600 UI (seiscientas unidades 
indexadas) por hectárea o fracción. 


-Por el tercero y cada año subsiguiente: 900 UI 
(novecientas unidades indexadas) por hectárea o 
fracción. 


TIT. Canon de producción: 


El titular de un derecho minero de explotación 
abonará, desde el momento en que toma posesión de 
la concesión, un Canon de producción, de acuerdo 
con las siguientes reglas: 


14) El Canon de producción para yacimientos de 
sustancias minerales no metálicas pertenecientes a 
Clase III y Clase IV constituirá un porcentaje del va- 
lor de comercialización del producto extraído de la 
mina. Dicho valor se calculará por el promedio de los 
precios de comercialización del producto en el último 
semestre. 


1B) El Canon de producción para los yacimientos 
de sustancias minerales metálicas pertenecientes a la 
Clase III, constituirá un porcentaje del monto «Free 
on Board» del mineral exportado o del monto del mi- 
neral facturado en plaza, en el período considerado. 


Si el valor unitario que surge de la facturación 
fuere inferior en más del 10% (diez por ciento) del 
promedio de los precios de dicho mineral en el mer- 
cado internacional en el mismo período, se tomará 
este último a los efectos de determinar el monto so- 
bre el que se aplicará el Canon. 


2) El porcentaje del Canon de producción será: 


A) Para los yacimientos de la Clase III, excepto los 
correspondientes a sustancias minerales metálicas: 


a) Para los primeros cinco años de explotación: 
5% (cinco por ciento). Este porcentaje se compone 
de: un 2% (dos por ciento) de Canon estatal y un 3% 
(tres por ciento) de participación para el propietario 
del predio superficial. 
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b) Para los años siguientes será del 8% (ocho por 
ciento), que se compone de: 3% (tres por ciento) de 
Canon estatal y un 5% (cinco por ciento) de participa- 
ción del propietario del predio superficial. 


B) Para los yacimientos de la Clase III, correspon- 
dientes a sustancias minerales metálicas: 


Para todo el período de explotación: 5% (cinco por 
ciento). Este porcentaje se compone de: un 3% (tres 
por ciento) de Canon estatal y un 2% (dos por ciento) 
de participación para el propietario del predio super- 
ficial. El Canon estatal se distribuirá un 70% (setenta 
por ciento) para la Administración Central, un 25% 
(veinticinco por ciento) para el Fondo de Desarrollo 
del Interior, correspondiente a los proyectos y progra- 
mas de los Gobiernos Departamentales, administrado 
por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, y un 
5% (cinco por ciento) para el Inciso 08 “Ministerio de 
Industria, Energía y Minería” - Dirección Nacional de 
Minería y Geología, para la promoción de la geología, 
la minería y su cadena de valor. 


C) Para los yacimientos de la Clase IV: El Canon 
de producción será desde el comienzo de la explo- 
tación de 10% (diez por ciento). Este porcentaje se 
compone: un 5% (cinco por ciento) de Canon estatal 
y un 5% (cinco por ciento) de participación para el 
propietario del predio superficial. 


3)El Canon de producción se abonará íntegramen- 
te a los organismos de recaudación estatales, abonan- 
do la Administración la participación que correspon- 
da al superficiario dentro de los treinta días hábiles 
de percibido. Si fueran varios los propietarios de los 
predios superficiales correspondientes al yacimiento, 
la participación se distribuirá a prorrata de acuerdo 
con la extensión que abarque el área de la concesión 
minera en los distintos inmuebles. 


4) El Canon de producción se pagará por semestre 
vencido y dentro de los veinte días hábiles siguientes 
al vencimiento. A estos efectos se deberán presentar 
las planillas de producción y de comercialización del 
semestre en cuestión, con la correspondiente docu- 
mentación probatoria. 


El inicio de los períodos semestrales será fijado 


” 


por la reglamentación”. 


Artículo 6*.- Sustitúyese el artículo 59 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, con las 
modificaciones introducidas por los artículos 194 y 
195 de la Ley N* 18.172, de 31 de agosto de 2007, 
por el siguiente: 


“ARTÍCULO 59.- Las infracciones administrativas 
serán objeto de las siguientes sanciones: 
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a) Apercibimiento. 


b) Multas, que se graduarán según la infracción 
y la circunstancia agravante de reiteración, en leves, 
graves y muy graves, entre 4.000 UI (cuatro mil uni- 
dades indexadas) y 1:600.000 UI (un millón seiscien- 
tas mil unidades indexadas). Corresponde al Poder 
Ejecutivo a través de la reglamentación, determinar 
la calificación de las infracciones de acuerdo a las 
categorías precedentes. 


c) Caducidad del derecho minero. En el caso de 
actividad extractiva sin título o autorización habili- 
tante para la explotación se aplicará directamente 
esta sanción. 


d) Desestimación de la solicitud minera en trámi- 
te. En el caso de actividad extractiva sin título o au- 
torización habilitante para la explotación, se aplicará 
directamente esta sanción”. 


Artículo 7.- Sustitúyese el artículo 63 del De- 
creto-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, por el 
siguiente: 


“ARTICULO 63.- Son condiciones básicas para la 
ejecución de la actividad minera, con relación a cada 
una de sus fases, en caso de corresponder: 


a) El programa de la actividad y de la explotación, 
adecuados al yacimiento, con especificación de méto- 
dos a aplicar. 


b) El plan de inversiones y el estudio de su viabi- 
lidad. 


c) La caución o el aval que asegure el resarci- 
miento de los daños y perjuicios que deriven de las 
labores mineras. 


d) La determinación del área que será objeto de ac- 
tividad minera y los plazos de ejecución de cada fase. 


e) La autorización especial referida a zonas suje- 
tas a autorizaciones especiales (artículo 64). 


f) Deslinde, mensura y señalización del área que 
será objeto de explotación. 


g) Acreditar la obtención de las autorizaciones 
ambientales, conforme a la normativa vigente. 


Para la Clase I, el Poder Ejecutivo determinará lo 
que corresponda, sin perjuicio de la aplicación subsi- 
diaria de lo establecido por el artículo 104. 


Para la Clase IV, la Inspección General de Minas 
adecuará el régimen, en tanto el área de explotación 
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esté contenida dentro del predio superficial, si su 
propietario es el titular de la Concesión. 


Para las Clases II, III y IV, cuando el concesiona- 
rio no es el propietario del predio superficial, son de 
aplicación las prescripciones de los artículos 104 y 
siguientes”. 


Artículo 8”.- Sustitúyese el artículo 67 del De- 
creto-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 67.- Los yacimientos de la Clase 1 
quedan sometidos al régimen que prescribe el Capí- 
tulo II de este Título”. 


Artículo 9”.- Sustitúyese el artículo 68 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en la re- 
dacción dada por el artículo 230 de la Ley N* 18.362, 
de 6 de octubre de 2008, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 68.- Para los yacimientos de la Clase 
I referidos en el artículo 7%, cuando las áreas a pros- 
pectar, explorar o explotar, se encuentren afectadas 
por otros títulos mineros, el Poder Ejecutivo procura- 
rá la simultaneidad o concurrencia de las actividades 
mineras, y en caso de no ser posible decidirá cuál 
debe prevalecer, disponiendo la caducidad del título 
en caso que resuelva la prevalencia de la actividad 
relativa a los yacimientos de Clase I. 


Para la etapa de prospección así como de explora- 
ción se podrá suspender el título minero por el plazo 
que estime el Poder Ejecutivo para permitir el desa- 
rrollo de las labores mineras relativas a los yacimien- 
tos de la Clase I. 


Si para realizar la actividad minera relativa a los 
yacimientos de la Clase I referidos en el artículo 7*, es 
necesario ingresar a alguno de los predios acreditados 
los extremos que exija la reglamentación por parte de 
la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol 
y Pórtland (ANCAP) o quien hubiera contratado con 
ella, se tramitará la servidumbre de estudio corres- 
pondiente ante la Dirección Nacional de Minería y 
Geología. 


Si el área solicitada se encontrara declarada o 
en trámite otra servidumbre y no fuera posible la 
coexistencia de ambas, el Poder Ejecutivo dispondrá 
cuál debe primar, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo anterior. 


La Administración Nacional de Combustibles, Al- 
cohol y Pórtland (ANCAP), a medida que se desarro- 
llen las labores mineras relativas a los yacimientos de 
la Clase I, comunicará al Poder Ejecutivo las modifi- 
caciones del área a los efectos previstos en el artículo 
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69. Dicha resolución se comunicará a la Dirección 
Nacional de Minería y Geología. En virtud de la co- 
municación precedente, el Poder Ejecutivo modifica- 
rá el área asignada”. 


Artículo 10.- Sustitúyese el artículo 69 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en la re- 
dacción dada por el artículo 230 de la Ley N* 18.362, 
de 6 de octubre de 2008, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 69.- Para los yacimientos de la Clase 
I, el Poder Ejecutivo establecerá, en cada caso, para 
la realización de la actividad minera la extensión y 
forma del área que será objeto de labores mineras, el 
plazo de ejecución de cada etapa y las demás condi- 
ciones que requiera el desarrollo de dicha actividad. 


La resolución será comunicada a la Dirección 
Nacional de Minería y Geología quien, previo a dar 
trámite u otorgar títulos mineros sobre dicha área, 
comunicará a los peticionarios que el área será objeto 
de actividad minera relativa a yacimientos pertene- 
cientes a la Clase I referidos en el artículo 7* y que, 
en caso de no ser posible la simultaneidad o concu- 
rrencia del título solicitado con la actividad relativa a 
dichos yacimientos, el Poder Ejecutivo podrá decretar 
la suspensión de las actividades o la caducidad del 
título minero, sin abonar indemnización. 


Son de aplicación a este régimen las disposiciones 
sobre servidumbre minera y vigilancia establecidas 
por este Código”. 


Artículo 11.- Sustitúyese el artículo 70 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en la re- 
dacción dada por el artículo 230 de la Ley N* 18.362, 
de 6 de octubre de 2008, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 70.- Las sustancias minerales de los 
yacimientos de la Clase l, al ser separadas o extraídas 
del yacimiento, se incorporan al dominio privado del 
Estado, con excepción de los volúmenes necesarios 
para resarcir el costo de producción o para retribuir 
al contratista, si es el caso, que se incorporan al pa- 
trimonio de la entidad estatal que realiza la actividad 
minera”. 


Artículo 12.- Sustitúyese el CAPÍTULO II del 
LIBRO SEGUNDO, SEGUNDA PARTE, TÍTULO 1, 
artículos 71 a 76, del Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de 
enero de 1982, por el siguiente: 


“CAPÍTULO II 
Régimen de los yacimientos de la Clase I 


ARTÍCULO 71.- La Administración Nacional de 
Combustibles, Alcohol y Pórtland (ANCAP) es el or- 
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ganismo competente para realizar la actividad minera 
correspondiente a la Clase I referida en el artículo 7”. 


ARTÍCULO 72.- La Administración Nacional de 
Combustibles, Alcohol y Pórtland (ANCAP) podrá 
ejecutar una, varias o todas las fases de la actividad 
minera, mediante contratación con terceros, a nom- 
bre del ente Estatal, contratando a tales efectos con 
personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, 
de derecho público o privado, o con organismos inter- 
nacionales. 


La contratación podrá revestir cualquiera de las 
formas utilizables en la materia, incluso la que pone 
el riesgo a cargo del contratista. 


ARTÍCULO 73.- Las bases de contratación debe- 
rán ser autorizadas por el Poder Ejecutivo el que tam- 
bién deberá aprobar el contrato a suscribirse como 
condición de validez del mismo. 


Para la selección del contratista se procederá me- 
diante concurso de ofertas o licitación pública, pu- 
diendo prescindirse de esos procedimientos y efec- 
tuar la contratación directa con autorización del 
Poder Ejecutivo. 


El pacto de retribución en especie al contratista, 
se entenderá siempre bajo la condición de que el ente 
Estatal tendrá el derecho de adquirir al contratista 
los volúmenes que hayan de destinarse al mercado 
interno, determinándose en la contratación las opor- 
tunidades, proporciones y bases de precios correspon- 
dientes. 


ARTÍCULO 74.- Todas las actividades comprendi- 
das en la industria de la Clase I se declaran de interés 
nacional. 


ARTÍCULO 75.- Las sustancias de la Clase I, refe- 
ridas en el artículo 7” y las sustancias que las acom- 
pañan, cualquiera sea el estado físico en que se en- 
cuentren o forma en que se presenten, por el hecho 
de la explotación o extracción quedan desafectadas 
del domino originario, incorporándose al dominio co- 
mún del Estado. 


Los volúmenes que sean necesarios utilizar para 
las operaciones así como los requeridos para el re- 
sarcimiento del costo de producción, o para retribuir 
al contratista, por el hecho de la exploración o de la 
extracción quedarán incorporados al patrimonio de la 
Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y 
Pórtland (ANCAP). 


Los volúmenes restantes serán administrados por 
la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol 
y Pórtland (ANCAP). 
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El contratista podrá disponer libremente para la 
exportación de los volúmenes de sustancias que le 
correspondan de acuerdo al contrato. 


ARTÍCULO 76.- Se declaran de utilidad pública 
las expropiaciones que se requieran para el cumpli- 
miento de cualesquiera de las actividades relativas a 
la industria de las sustancias de la Clase I referidas en 
el artículo 7”, en cualquiera de sus formas o fases”. 


Artículo 13.- Sustitúyese el artículo 86 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, con las 
modificaciones introducidas por el artículo 184 de la 
Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 86.- La operación de prospección 
solo puede ser realizada por el titular de un permiso 
de prospección que será otorgado con arreglo a los si- 
guientes extremos que deberá justificar el solicitante: 


1) Plano de deslinde del área a prospectar y cro- 
quis de ubicación del área. 


2) Programa de la actividad, especificando méto- 
dos y técnicas a emplear, los que deberán ajustarse a 
la reglamentación que se dicte acorde a las buenas 
prácticas en la materia, así como cronograma de la 
misma. 


3) Sustancias minerales determinadas taxativa- 
mente que serían objeto de la prospección. 


4) Capacidad técnica y financiera adecuada al 
programa de la actividad a desarrollar. 


5) Solicitud de la servidumbre minera correspon- 
diente. 


6) Caución o aval que asegure el resarcimiento 
de los daños y perjuicios que puedan derivar de la 
actividad. 


El monto será fijado por la Dirección Nacional de 
Minería y Geología y no podrá ser liberado hasta se- 
senta días calendario a contar desde el vencimiento 
del plazo del permiso si no hubiere demanda judi- 
cial por daños y perjuicios notificada. En caso que se 
acredite dentro de dicho plazo ante la Dirección Na- 
cional de Minería y Geología la existencia de proceso 
ordinario por daños y perjuicios, la caución o aval se 
mantendrá hasta su definición. 


7) Designación de técnico responsable de la acti- 
vidad. 


La reglamentación establecerá las precisiones 
técnicas y el desarrollo de todos los extremos prece- 
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dentes, en mérito a los cuales la Dirección Nacional 
de Minería y Geología dispondrá los instructivos que 
correspondan. 


Para el otorgamiento del permiso de prospección 
se requerirá vista previa al superficiario”. 


Artículo 14.- Sustitúyese el artículo 87 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, con las 
modificaciones introducidas por el artículo 181 de la 
Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 87.- El permiso de prospección ten- 
drá una validez entre un mínimo de tres meses y un 
máximo de treinta y seis meses, que podrá ser pro- 
rrogada por treinta y seis meses más en períodos de 
hasta doce meses; a partir de la solicitud de la segun- 
da prórroga deberá liberar un 25% (veinticinco por 
ciento) del área originaria y en la tercera solicitud 
de prórroga el 25% (veinticinco por ciento) del área 
remanente. A efectos de conceder las prórrogas el 
permisario deberá presentar informe específico deta- 
llado que justifique su solicitud. 


La extensión máxima del área o zona a prospectar 
de cada permiso será 100.000 hectáreas y el límite 
total, en caso de otorgarse más de un permiso a la 
misma persona física o jurídica será de 200.000 hec- 
táreas. El Poder Ejecutivo podrá autorizar que se ex- 
ceda el área máxima, por razones fundadas, si el pro- 
yecto minero hiciese necesario disponer de un área 
superior al máximo por empresa. 


Para la fijación concreta del área de prospección, 
la autoridad minera tendrá en cuenta el programa de 
la actividad propuesto, la capacidad financiera para 
la ejecución del mismo, la tecnología y equipos a uti- 
lizar, así como todos los detalles del proyecto minero 
que justifiquen la necesidad del área solicitada. 


En zonas acuáticas los máximos de extensión del 
área serán fijados, en cada caso, por el Poder Ejecu- 
tivo. 


El plazo se contará a partir del día siguiente de 
la notificación al interesado del permiso otorgado. 
El curso del plazo solo podrá ser interrumpido por 
razones justificadas por el titular y aceptadas por la 
Dirección Nacional de Minería y Geología”. 


Artículo 15.- Sustitúyese el artículo 91 del De- 
creto-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 91.- El permisario está obligado: 


1) A presentar informes de avance de proyectos 


CÁMARA DE SENADORES 


459-C.S. 


anuales y cuando la Dirección Nacional de Minería 
y Geología así lo requiera. Los informes pre aludidos 
deberán incluir las inversiones realizadas. 


El incumplimiento de la obligación aparejará la 
caducidad del título. 


2) Al vencer el plazo del permiso, cualquiera sea 
el resultado de la actividad, deberá presentar a la Di- 
rección Nacional de Minería y Geología un informe 
final, detallado y documentado con conclusiones, in- 
cluyendo las inversiones producidas. 


Asimismo, al finalizar la actividad de prospección 
la Dirección Nacional de Minería y Geología corrobo- 
rará la ausencia de daños y perjuicios derivados de la 
actividad. 


La presentación del informe final y la verificación 
referida serán condición para la devolución o libera- 
ción de la caución constituida. 


A los efectos del cumplimiento del presente ar- 
tículo la Dirección Nacional de Minería y Geología 
dispondrá los instructivos correspondientes”. 


Artículo 16.- Sustitúyese el artículo 92 del De- 
creto-Ley N*” 15.242, de 8 de enero de 1982, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 92.- Las operaciones de exploración 
solo podrán ser realizadas por el titular de un permiso 
de exploración. 


Dicho título será otorgado previa vista al super- 
ficiario, con arreglo a las siguientes disposiciones”. 


Artículo 17.- Sustitúyese el artículo 93 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en la re- 
dacción dada por el artículo 183 de la Ley N* 17.930, 
de 19 de diciembre de 2005, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 93.- El otorgamiento del permiso de 
exploración se hará con arreglo a los siguientes pre- 
supuestos: 


1) Por razón de prioridad al titular de un permiso 
de prospección, que lo solicite en tiempo y forma. 


2) A cualquier tercero, respecto a yacimientos o 
áreas mineras inscriptas en el Registro de Vacancias o 
respecto a áreas que el solicitante considere con fun- 
damentos que presentan perspectivas mineras suje- 
tas a aprobación de la Dirección Nacional de Minería 
y Geología. En todos los casos, con verificación previa 
de las condiciones requeridas por el artículo 88. 


3) El solicitante deberá acreditar: 
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a) Plano y croquis del área a explorar, con la infor- 
mación de ubicación, deslinde y extensión. 


b) La o las sustancias taxativamente determina- 
das que se proponen explorar y los estudios técnicos 
realizados. 


c) Programa de operaciones, con cronograma de 
las mismas, especificando tareas, métodos, técnicas, 
máquinas y equipos a emplear. 


d) Solicitud de la servidumbre minera que corres- 
ponda. 


e) Designación del técnico responsable de la ac- 
tividad. 


f) Plan de inversiones. 


g) Plan de cierre o abandono de la actividad, inclu- 
yendo las acciones de acondicionamiento del sitio que 
se considere necesario. 


h) Capacidad económica o financiera adecuadas 
al programa de trabajo. 


i) Caución o aval que asegure el resarcimiento de 
los daños y perjuicios que puedan derivar de la acti- 
vidad. El monto será fijado por la Dirección Nacional 
de Minería y Geología y no podrá ser liberado has- 
ta sesenta días calendario a contar desde el venci- 
miento del plazo del permiso si no hubiere demanda 
judicial por daños y perjuicios notificada dentro de 
dicho plazo. Al finalizar la actividad de exploración, la 
Dirección Nacional de Medio Ambiente corroborará 
la recomposición del área e informará a la Dirección 
Nacional de Minería y Geología, si esta hubiera sido 
dañada por la actividad”. 


Artículo 18.- Sustitúyese el artículo 94 del De- 
creto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 94.- El área objeto del permiso de ex- 
ploración será de un solo cuerpo y su forma regular, 
con una extensión máxima de 1.000 hectáreas por 
cada permiso y un máximo total, para el caso de más 
de un permiso a la misma persona, física o jurídica, 
de 2.000 hectáreas. En este último caso, el Poder Eje- 
cutivo por razones fundadas y con informe favorable 
de la Dirección Nacional de Minería y Geología, podrá 
autorizar mayor extensión. 


El permiso de exploración se otorgará por un plazo 
mínimo de un año y un máximo de tres años, prorro- 


gables por tres veces por períodos de un año. 


Para la segunda prórroga del título, deberá liberar- 
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se el 25% (veinticinco por ciento) del área originaria y 
para la tercera prórroga el 25% (veinticinco por cien- 
to) del área remanente. 


Solo se podrá prorrogar el plazo original si se en- 
cuentra en ejecución el cronograma de operaciones 
aprobado y mediante un acto administrativo debida- 
mente fundado. 


El plazo del permiso de exploración se computará 
a partir del día siguiente a aquel en que se notifique 
al titular minero el otorgamiento del título y solo se 
suspenderá por razones justificadas a juicio de la Di- 
rección Nacional de Minería y Geología”. 


Artículo 19.- Sustitúyese el artículo 96 del De- 
creto-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 96.- El titular minero estará obligado a: 


1) Comenzar la exploración dentro del término de 
seis meses de iniciado el cómputo del plazo con el 
descuento de la suspensión que fuera autorizada. 


2) Ejecutar racionalmente el programa de activi- 
dad propuesta y las inversiones proyectadas, confor- 
me al cronograma presentado. Los procedimientos y 
equipos a emplear deberán ajustarse a la reglamen- 
tación que se dicte acorde a las buenas prácticas en 
la materia. 


3) Comunicar, dentro de los sesenta días calenda- 
rio de ocurrido, todo descubrimiento de minerales no 
comprendidos en el permiso. 


4) Presentar trimestralmente informe de la activi- 
dad cumplida, con agregación de muestras y análisis. 


5)Presentar al término de la exploración, cual- 
quiera fuera la causa de la extinción del permiso, un 
informe final detallado y documentado de la labor 
realizada así como de las inversiones y de la ejecu- 
ción del plan de cierre o abandono de la actividad, si 
correspondiere. 


6) Al finalizar la actividad de exploración la Direc- 
ción Nacional de Medio Ambiente dentro de un plazo 
de sesenta días calendario, corroborará la recomposi- 
ción del área e informará a la Dirección Nacional de 
Minería y Geología. 


Dicha verificación será condición para la libera- 
ción o devolución de la caución constituida”. 


Artículo 20.- Sustitúyese el artículo 98 del De- 
creto-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, por el 
siguiente: 
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“ARTÍCULO 98.- La explotación de yacimientos 
de la Clase III se podrá realizar en virtud de una con- 
cesión para explotar, la cual será otorgada previa vista 
al superficiario, con arreglo a las siguientes disposi- 
ciones”. 


Artículo 21.- Sustitúyese el artículo 100 del 
Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, con 
la modificación introducida por el artículo 185 de la 
Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 100.- El otorgamiento de una conce- 
sión para explotar se hará con arreglo a los siguientes 
presupuestos: 


1) Por razón de prioridad del titular de un permiso 
de prospección o de un permiso de exploración, si 
formula su petición en tiempo y forma. 


2) A cualquier tercero, respecto a yacimientos o 
áreas mineras inscriptas en el Registro de Vacancias o 
respecto a áreas que el solicitante considere con fun- 
damentos y estudios previos que ofrecen perspectivas 
mineras ciertas, sujeto a aceptación de la autoridad 
respectiva. 


En todos los casos con verificación previa de las 
condiciones establecidas por el artículo 88 y de la au- 
torización para zonas especiales (artículo 64). 


3) El solicitante deberá justificar los siguientes 
extremos: 


a) Descripción del yacimiento, ubicación, forma, 
clase y ley del mineral, volumen de reservas catego- 
rizadas, así como toda información que demuestre la 
viabilidad de su explotación racional. 


b) Croquis de la zona y plano de deslinde del área, 
determinando la extensión necesaria para la explota- 
ción del yacimiento y para la instalación de los equi- 
pos, máquinas, utillaje y demás elementos comple- 
mentarios de la explotación. 


c) Determinación de los procedimientos o técni- 
cas a emplear, equipos y máquinas; plan de explota- 
ción detallado, con labores a realizar en la modalidad 
seleccionada, localización de escombreras y la esti- 
mación de su volumen, planta de beneficiación si la 
hubiere, y toda infraestructura vinculada al proyecto, 
lo que se reglamentará acorde a las buenas prácticas 
en la materia. 


d) Programa de operaciones discriminando: 


Volúmenes de producción. 
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-Características que asumirá la producción, en 
bruto, beneficiada, industrializada. 


e) Características de la planta de beneficiación o 
transformación (recuperación, capacidad de procesa- 
miento de mineral de la planta). 


f) Descripción de los procesos de beneficiación o 
transformación. 


g) Plan de cierre o abandono de mina, incluyendo 
las actividades de acondicionamiento del sitio que se 
considere necesario. 


h) Descripción detallada de las inversiones a rea- 
lizar. 


i) Capacidad técnica y financiera adecuada al plan 
de explotación a desarrollar. 


j) Solicitud de la servidumbre minera correspon- 
diente. 


k) El o los técnicos que dirigirán la explotación. 


l) La constitución de garantía suficiente para res- 
ponder por los daños y perjuicios que se deriven de la 
actividad minera. El monto será fijado por la Direc- 
ción Nacional de Minería y Geología y no podrá ser 
liberado hasta sesenta días calendario a contar desde 
el vencimiento del plazo del permiso si no hubiere 
demanda judicial por daños y perjuicios notificada. 
En caso que se acredite dentro de dicho plazo ante 
la Dirección Nacional de Minería y Geología la exis- 
tencia de proceso ordinario por daños y perjuicios, 
la caución o aval se mantendrá hasta su definición”. 


Artículo 22.- Agrégase en el LIBRO SEGUNDO 
- REGULACIÓN DE LA ACTIVIDAD MINERA - SE- 
GUNDA PARTE - DISPOSICIONES ESPECIALES 
del Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, 
el siguiente: 


“TÍTULO V 


COMISIÓN DE SEGUIMIENTO DE GRANDES 
PROYECTOS 


ARTÍCULO 120 BIS.- Los proyectos mineros que 
involucren una inversión que -en cualquiera de sus 
tramos- supere el monto previsto por el artículo 16 
de la Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998 y su re- 
glamentación, contarán con una Comisión de Segui- 
miento de sus actividades, impacto y desempeño del 
emprendimiento. 


La Comisión de Seguimiento estará integrada por 
representantes de la comunidad, del Gobierno Nacio- 


462-C.S. 


nal, Departamental y Municipal, constituirá un ám- 
bito de participación y recibirá información relevante 
por parte del titular del proyecto”. 


ARTÍCULO 23.- Sustitúyese el artículo 123 del 
Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en la 
redacción dada por el artículo 304 de la Ley N* 16.170, 
de 28 de diciembre de 1990, y por los artículos 230 
y 231 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, 
por el siguiente: 


“ARTÍCULO 123.- 
I. Al Poder Ejecutivo compete: 
1) Fijar la política general minera. 


2) Autorizar los contratos que acuerden las 
entidades estatales referidos a la actividad minera 
de yacimientos de la Clase I comprendidos en el 
artículo 7*. 


3) Otorgar los títulos mineros relativos a yacimien- 
tos de la Clase II comprendidos en el artículo 7* y au- 
torizar los contratos de goce de los derechos mineros 
correspondientes. 


4) Otorgar las concesiones para explotar y autori- 
zar las cesiones de las mismas. 


5) Autorizar para los permisos de prospección y 
exploración, la superación del límite de 200.000 hec- 
táreas y de 2.000 hectáreas, respectivamente, en los 
supuestos de otorgarse más de un permiso a la misma 
persona, física o jurídica. 


6) Declarar las servidumbres mineras de ocupa- 
ción, paso y ducto. 


7) Disponer las reservas mineras y su cese. 


8) Decretar las expropiaciones necesarias a la ac- 
tividad minera. 


9) Dictar las caducidades de derechos mineros. 


10) Declarar los yacimientos o sustancias 
minerales que cumplen con los extremos establecidos 
en el inciso segundo de la Clase III referidos en el 
artículo 7”. 


11) Dictar el reglamento general de minería y los 
reglamentos especiales que correspondan. 


12) Crear el Consejo Consultivo de Minería inte- 
grado por representantes del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería que lo presidirá, del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y del Ministerio de Vi- 
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vienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
y por otros actores involucrados en el desarrollo de la 
actividad minera. Compete al Consejo Consultivo de 
Minería asesorar al Poder Ejecutivo y a la Dirección 
Nacional de Minería y Geología, en lo relativo al de- 
sarrollo de la actividad minera conforme a las dispo- 
siciones de la presente norma y demás competencias 
que la reglamentación estipule. 


13) Crear las Comisiones de Seguimiento de 
Grandes Proyectos, procediendo a su reglamentación. 


II. Al Ministerio de Industria, Energía y Minería 
compete: 


1) Entender en todas las cuestiones de minería no 
atribuidas al Poder Ejecutivo o a la Dirección Nacio- 
nal de Minería y Geología. 


2) Otorgar las autorizaciones y aprobaciones que 
correspondan de acuerdo a las disposiciones de este 
Código. 


3) Aplicar a propuesta de la Dirección Nacional 
de Minería y Geología, las multas que excedan de 
100.000 UI (cien mil unidades indexadas). 


4) Elaborar el manual de buenas prácticas mineras. 


III. A la Dirección Nacional de Minería y Geología 
compete: 


1) Asesorar al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería en todas las cuestiones mineras. 


2) Otorgar los permisos de prospección, su corres- 
pondiente servidumbre minera de estudio, permisos 
de exploración que regula el Código y autorizar las 
cesiones de los mismos. 


3) Otorgar las autorizaciones preceptuadas en el 
Código, leyes y reglamentos. 


4) Imponer las sanciones administrativas pres- 
criptas en los literales a) y b) del artículo 59. 


Las multas que imponga serán de hasta 100.000 UI 
(cien mil unidades indexadas). 


5) Proponer al Poder Ejecutivo los reglamentos es- 
peciales de minería. 


6) Ejercer la Policía Administrativa Minera y la vi- 
gilancia y fiscalización técnica de toda actividad mi- 
nera, incluyendo el plan de cierre o abandono. 


7) Disponer la liberación o devolución de la cau- 
ción constituida cuando finalizada la actividad de 
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prospección, exploración o explotación, no se hubie- 
ran derivado daños o incumplimientos a ser cubiertos 
por dicha garantía. 


8) Dictar los actos, instrucciones, prescripciones y 
medidas que establecen el presente Código y las leyes 
y reglamentos de la materia”. 


Artículo 24.- Sustitúyese el artículo 108 del De- 
creto-Ley N” 15.242, de 8 de enero de 1982, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 108.- Esta concesión otorga a su titu- 
lar el derecho a explotar la mina en exclusividad y a 
disponer de las sustancias minerales que extraiga de 
la misma, sin perjuicio de lo establecido en el artícu- 
lo 16. Si se tratara de sustancias no individualizadas 
originariamente deberá formular la denuncia formal 
e inmediata ante la Dirección Nacional de Minería y 
Geología, sin perjuicio de su derecho a disponer de las 
mismas. Quedan excluidas las sustancias de los yaci- 
mientos de las Clases 1, II y IV que seguirán sometidas 
a su régimen específico, sin perjuicio de la obligato- 
riedad de la denuncia de la misma por el titular de 
la concesión, bajo pena de caducidad de su derecho. 


CÁMARA DE SENADORES 


463-C.S. 


La simultaneidad o concurrencia de explotación, 
en el caso del inciso precedente, será dispuesta y re- 
gulada por el Poder Ejecutivo, incluso con reducción 
de áreas y, si no fuera posible la explotación simultá- 
nea, la citada autoridad decidirá según la importancia 
o el valor de los yacimientos cuál deberá prevalecer, 
disponiendo, si fuera el caso, la caducidad de la con- 
cesión para explotar, indemnizando a su titular de los 
daños y perjuicios que deriven de la caducidad dis- 


” 


puesta”. 


25) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑORA PRESIDENTA.- No habiendo más asun- 
tos a considerar, se levanta la Sesión. 


(Así se hace, a la hora 21 y 50 minutos, 
presidiendo la señora Senadora Topolansky y 
estando presentes los señores Senadores Abreu, 
Agazzi, Baráibar, Bentancor, Cardoso, 
Chiruchi, Couriel, Dalmás, Gallicchio, Gallo 
Imperiale, Gamou, Guarino, Heber, Lorier, 
Martínez, Moreira (Constanza), Morodo, 
Pasquet, Penadés, Pereyra, Solari y Tajam.) 


LUCÍA TOPOLANSKY 
Presidenta en ejercicio 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Walter Alex Cofone 
Director General 


Sergio Pereira 
Director del Cuerpo de Taquígrafos 


Corrección y Control 
División Diario de Sesiones del Senado 


Armado e Impreso 
División Imprenta del Senado 


